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SECCION 


JUDICIAL 


RESOLUCIONES DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 


CIVIL 


Ordinario seguido por José Arturo Sandoval y 
Sandoval como apoderado de José Villeda y 
compañeros contra Rafael Sandoval Martínez. 


DOCTRINA: Declarándose en el fallo que la 
parte actora probó su derecho de eondominio 
sobre un inmueble, es improcedente la excep- 
ción perentoria de prescripción positiva o ad- 
quisitiva opuesta a la demanda, porque ese 
modo de adquirir la propiedad no opera en- 
tre los copropietarios. : 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, pri- 
mero de febrero de mil novecientos sesenta y 
dos. 


Para resolver se examina el recurs» de casa- 
ción interpuesto por Rafael Sandoval Martínez, 
contra la sentencia que el treinta y uno de julio 
próximo pasado dictó la Sala Primera de la Cor- 
te de Apelaciones en el juicio ordinario que le 
siguió en el Juzgado de Primera Instancia de 
Jalapa José Arturo Sandoval y Sandoval, como 
apoderada de José, Rafael y María Evangelina 
Villeda, Francisca Villeda de Sandoval, Amelia 
Concepción Sandoval de Cerna, Dolores y Ma- 
ría del Carmen Sandoval y Teresa Hortensia 
Trabanino Sandoval viuda de Berganza. 


ANTECEDENTES: 


El seis de febrero de mil novecientos cincuen- 
ta, se presentó José Arturo Sandoval y Sando- 
val exponiendo que tanto él como sus parientes 
Ame'ia, María, Dolores, Elena, Asunción, Soca- 
rro, David Guillermo, Emilio, Federico José Pío, 
Enrique y Alfonso Sandoval y Sandoval, Fran- 
cisca, Socorro, Eladia, Mercedes, Teresa, Rafael, 
Salvador y Felipe Sandoval Martínez, María 


Evengelina, Francisca, Manuel José y Alfredo 
Villeda Sandoval. Edelmira, Blanca Luz, Aman- 
da, Consuelo, Rodolfo y Carlos Aguilar Sando- 
val, Hortensia y Juan Trabanino Sandoval y 
Elisa Sagastume Sandoval, son herederos legí- 
timos de-su abuelo José Pío Sandoval y en ese 
concepto adquirieron en propiedad y poseyeron 
en forma proindivisa las fincas rústicas deno- 
minadas “San Antonio El Espinal”, “Estancia 
del Chaparrón” y “Limpia Concepción”, ubica- 
das en el 'municipio de El Chaparrón, en el de- 
partamento de Jalapa, e inscritas en el Registro 
General de la Propiedad con los números dos- 
cientos cincuenta y cuatro, cinco mil doscientos 
setenta y seis y ciento sesenta y siete (254, 5276 
y 167), a los folios trescientos veintiocho, vein- 
ticuatro y cuatrocientos treinta (328, 24 y 430) 
de los libros terc.«ro, treinta y tres y segundo 
(3o., 33 y 20.) de Jalapa, respectivamente; que 
cuando aún no se había efectuado la partición 
judicial de la herencia, su coheredero Rafael 
Sandoval Martínez, el tres de diciembre de mil 
novecientos diez, denunció la existencia de ex- 
cesos en las fincas relacionadas pidiendo se ad- 
judicaran esos excesos para sí y “sus compañe- 
ros”, y el veintinueve de mayo de mil nove- 
cientos once, después de practicadas las dili- 
gencias correspondientes, se dictó el acuerdo 
respectivo mandándose adjudicar a favor de Ra- 
fael Sandoval Martínez “y compañeros” los di- 
chos excesos, cuya extensión resultó ser de 
treinta y tres caballerías cuarenta y nueve man- 
zanas y siete mil ochocientos treinta y una va- 
ras cuadradas, inscribiéndose en el Registro de 
la Propiedad como finca rústica número siete 
mil trescientos noventa (7390), al folio sesenta 
y siete (67), del libro cuarenta y ocho (48) de 
Jalapa, pero sin indicarse los nombres de las 
personas a que se refiere la expresión “y com- 


-pañeros”; sin embargo, éstos no pueden ser otros 


que los condueños de Sandoval Martínez en las 
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fincas que todos obtuvieron por herencia de Jo- 
sé Pio Sandoval, y el mismo Sandoval Martínez 
asi lo confesó, pero se niega a reconocer a cada 
uno su derecho y«ha dispuesto como único due- 
ño de los repetidos excesos vendiendo una frac- 
ción a Mariano Portillo Figueroa y otra a Al- 
fonso Martínez, el veintiuno de diciembre de 
mil novecientos veintiséis; también vendió el 
siete de mayo de mil novecientos veinticinco 


una fracción a Arturo Sandoval Sagastume y. el” : 


diecinueve de junio del mismo año vendió otra 
a Virginia Sandoval y compañeros; que en sen- 
tencia proferida en juicio que siguieron ante- 
riormente contra su tio Rafael Sandoval Mar- 
tínez demandándole la partición de los inmue- 
bles de referencia, se dejaron a salvo sus dere- 
anos para establecer quiénes: son los ““compañe- 
ros” a que se refiere la inscripción del Registro 
de la Propiedad, y es con ese objeto.que ahora 
vienen a demandar al mismo Rafael Sandoval 
Martínez para que se declare: “Primero: que ta 
finca inscrita bajo el número :7390, folio. 67 del 
libro 48 de Jalapa es..de propiedad tanto de-don 
Rafael Sandoval Martínez como de todos los co- 
herederos enumerados: anteriormente por. virtud 
de la herencia intestada de nuestro abuelo don 
José Pío Sandoval; que se aclare y amplíe la 
inscripción del Registro que corresponde a la 
finca relacionada en el sentido de que-los “com- 
pañeros” a que se refiere el acuerdo de adjudi- 
cación de tales excesos, somos, tanto el deman- 
dado como el exponente y todas las personas 
que figuran en la nómina del punto primero de 
esta demanda; Segundo: que se ordene la cance- 
lación en el Registro de la Propiedad de Inmue- 
bles de las inscripciones hechas en las desmem- 
braciones y a favor de las personas que las po- 
seen actualmente, en virtud de no haberse lle- 
nado las formalidades legales que -rigen las re- 
glas de la comunidad de bienes para la enajena- 
ción de las mismas; Tercero: que.corre a cargo 
del demandado la obligación de indemnizar a 
todos los condueños por el monto del valor de 
las ventas fraudulentas que ha efectuado sin 
nuestro consentimiento, así como los daños su- 
fridos con el sinnúmero de gastos que hemos 
verificado en el mantenimiento de las diferen- 
tes acciones en su contra y los perjuicios. sufri- 
dos con el lucro cesante por el usufructo inde- 
bido que ha hecho en nuestra propiedad :común 
durante el tiempo que tiene de. poseerla; y 
Cuarto: que las costas de este juicio son a su 
cargo, así como que para los efectos de las ins- 
cripciones en el Registro, se libren los despa- 
chos respectivos”, Citó los fundamentos de de- 
recho de su acción y acompañó certificación de 
las posiciones que en el mismo tribunal articu- 
ló al demandado el veintiocho de noviembre de 


mil novecientos cuarenta y nueve, y de la sen- 
tencia de segunda instancia dictada en el juicio 
de partición seguido entre las mismas partes, 
en la que se dejó a salvo el derecho de los ac- 
tores para establecer si son ellos los “compa- 
ñeros” a que se refiere la inscripción del Regis- 
tro de la Propiedad y ofreció las demás pruebas 
que se proponía rendir. El demandado, median- 
te la excepción dilatoria respectiva objetó la 
personería del actor y después del trámite co- 
rrespondiente, se declaró que José Arturo San- 
doval y Sandoval carece de personería para de- 
mandar por sí en virtud de no haber justificado 
ser heredero de su padre Nemesio Sandoval y 
que sólo tiene la representación como apodera- 
do especial, de Manuel José, Rafael, María 
Evangelina Villeda, Francisca Villeda de San- 
doval, Amelia Concepción Sandoval de Cerna, 
Dolores y María del Carmen Sandoval, por lo 
que, se siguió | “el” "juicio teniéndose sólo a estas 
personas como actoras y. 'eh' su oportunidad se 
tuvo por cóntestáda eh 'séntidó negativo la de- 
manda en rebeldía del demandado, pero poste- 
riormente 'éste interpuso' las “excepciones de 
cosa Juzgada> 3 Lo od o' adquisi- 


Pre, 


tiva, o SS 6 Ñ 
: bILAdION ) PROBATORIA: 


Por la parte actora se recibieron las siguien- 
tes pruebas: a) las diligencias originales de las 
posiciónes y reconocimiento de documentos que 
absolvió el demandado el dieciséis de febrero 
de mil novecientos treinta y dos en el Juzgado 
de Primera Instancia de Jalapa; b) testimonio 
de la escritura pública autorizada el catorce de 
junio de mil novecientos veintisiete, por el no- 
tario Salvador Guerra, mediante la cual Juana 
viuda de Sandoval cedió a favor de sus hijos 
José Arturo, Amelia Concepción, Dolores y Ma- 
ría del Carmen Sandoval y Julio Cárcamo los 
derechos que pudieran corresponderle en la he- 
rencia de José Pío Sandoval; c) la certificación 
de las sentencias de primera y segunda instan- 
cia dictadas en el juicio ya referido; d) certifi- 
cación del auto de fecha veintiuno de enero de 
mil novecientos once en el que se declaró here- 
deros de José Pío Sandoval, a sus hijos Fran- 
cisca Sandoval viuda de Villeda, Juana Sando- 
val, Mercedes de Aguilar, Rafael Sandoval, Ela- 
dia de Sandoval, Felipe y Sálvador Sandoval, 
Socorro de Trabárino y Teresa Sandoval de Sa- 
gastume; e) testimonio de la escritura pública 
autorizada el siete de mayo de mil novecientos 
veiticinco por el notario Fidencio Duque, en la 
que se hizo constar que Rafael Sandoval donó a 
Arturo del, mismo apellido, una fracción de te- 
freno compuesto de cinco manzanas que se des- 


O 


membró de la finca en litigio; f) certificación 
extendida por el secretario de la Escribanía de 
Gobierno y Sección de Tierras, del memorial 
presentado a esa oficina por “Rafael Sandoval 
M. y compañeros”, denunciando los excesos cu- 
ya propiedad se discute; y g) los documentos 
que se acompañaron a la demanda. El deman- 
dado aportó los siguientes: a) certificación de 
las sentencias de primera y segunda instancias 
proferidas en el juicio ordinario de partición de 
que ya se hizo referencia;"b) documento priva- 
do con firma legalizada del-ingeniero Luis Leo- 
nardo, en el que hace- constar que recibió de 
Rafael Sandoval Martínez la suma de seis mil. 
pesos oro americano por la remedida de las -fin- 
cas indicadas, incluyendo en esa- suma los ho-- 


norarios correspondientes por obtener el título 


de los excesos y que el pago lo hizo únicamente 
Sandoval Martínez; c) certificación: extendida- 
por el encargado del Tercer Registro de la Pro- 
piedad Inmueble, en la que se transcribe la pri- 
mera inscripción de dominio de la finca en liti- 
gio; y d) posiciones que-articuló: al apoderado 
de los actores, 

Concluido el trámite; el Juez dictó sentencia 
declarando: “lo.) sin lugar la excepción peren- 
toria de cosa juzgada interpuesta por el deman- 
dado señor Rafael Sandoval Martínez; 20.) con 
lugar la excepción perentoria de prescripción 
positiva interpuesta por el emplazado; 30.) co- 
mo consecuencia «legal de «declararse con lugar: 
la excepesión perentoria de prescripción positi- 
va interpuesta por :el:demandado: Rafael Sando-. 
val Martínez, se.absuelve a dicha:persona de la: 
demanda instaurada en su contra por don: José 
Arturo Sandoval. y Sandoval «como «apoderado 
especial de los señores: Manuel José, Rafael y- 
María Evangelina Villeda, Francisca. Villeda de 
Sandoval, Amelia Concepción «Sandoval. de: Cer- 


na, Dolores y María del Carmen Sandoval y. Te-. 


resa Hortensia Trabanino. Sandoval viuda: de 
Berganza; y: 40.) por: la.misma razón.del punto: 
anterior se absuelve al demandado del pago de 
indemnización, daños y perjuicios «y las costas 
del presente juicio”... ...0:-- ls 


SENTENCIA RECURRIDA: ... 


La Sala Primera de la Corte de Apelaciones, 
conociendo en grado, confirmó la sentencia de 
primera instancia en sus puntos primero y cuar- 
to y la revocó en los demás declarando: “a) sin 
lugar la excepción:de prescripción positiva; b) 
que la finca rústica número siete mil trescientos 
noventa (7390), folio sesenta y. siete (67), del 
libro cuarenta y ocho (48) de Jalapa, es propie- 
dad de Rafael Sandoval Martínez, y. los restan- 
tes herederos. de la mortual de José Río Sando- 
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val, declarados como tales en. auto dictado por 
el Juzgado de Primera Instancia de Jalapa el 
veintiuno de enero de mil novecientos once; c) 
que la inscripción en el Registro de Inmuebles, 
de la finca descrita, debe aclararse y ampliarse 
en el sentido: de que los “compañeros” 4 que 
alude la misma, son los herederos “ab-intesta- 
to” de José Pío-Sanloval a que se refiere el pun- 
to anterior; yd) absuelve al demandado de la' 
acción referente:a que se cancelen en el Regis- 
tro las inscripciones: de dominio a favor de Ar- 
turo Sandoval Sagastume, Virginia Sandoval y 
compañeros, Mariano Portillo Figueroa y Alfon- 
so- Martínez; por no- ser estos últimos parte en 
el juicio”. Para fundamentar este fallo conside- 
ró: que es: improcedente la: excepción de cosa 
juzgada pofque: no hay identidad de acciones 
entre este juicio y el que anteriormente se si- 
guió entre las mismas partes, pues entonces só- 
lo se discutió la partición. de la finca número 
siete mil trescientos noventa, y ahora lo que se 
discute es la copropiedad de la. finca, y además, 
en la sentencia que puso término al primer jui- 
cio-se- dejó a salvo los derechos de los intere- 
sados"precisamente para discutir la indicada co- 
propiedad; que tampoco «¡puede prosperar la ex- 
cepción::de- prescripción positiva, desde luego 
que la: pretensión de:los actores-es la de que son 
condueños: con el demandado de-la finca. en re- 
ferencia, por lo que si está demostrado este ex- 
tremo, la prescripción - resulta. inoperante en 
atención a que no corre.entre «copropietarios, 
Que a. la: muerte de José Pío Sandoval, ocurrida 
el veintisiete. de julio de. mil novecientos diez, 
le sucedieron en la.propiedad. de los terrenos 
denominados “San: Antonio El Espinal”, “Lim- 
pia Concepción”. y. “Estancia:: del. Chaparrón”, 
sus herederos legítimos entre. quienes. se cuenta 
el demandado Rafael Sandoval Martínez, quien 
el. tres de diciembre del mismo-año, denunció 
excesos de terreno en esas fincas, en memorial 
que suscribió a su propio nombre “y compañe- 
ros” y “este documento, dice. la Sala, aportado 
como prueba por los actores, despeja la duda de 
quiénes. éran los compañeros a que se refiere 
dicha denuncia: puesto: que no se queda la ges- 
tión en la palabra “compañeros” sino, a conti- 
nuación,.se dice: “dueños de los terrenos “San 
Antonio-El Espinal”, etc, Ahora bien: el tres de 
diciembre de mil novecientos diez, los únicos 
dueños de los terrenos en cuestión, lo eran: el 
demandado Rafael Sandoval Martínez y sus co- 
herederos o sean quienes hoy reclaman su dere- 
cho de copropiedad en los excesos”; que no es 
atendible la razón alegada por el demandado en 
el sentido de que la denuncia la hizo a su nom- 
bre exclusivamente y que si mencionó “com- 
pañeros”, fue sólo por lograr un apoyo moral, 
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porque a este respecto debe estimarse que se- 
gún la ley agraria vigente entonces, contenida 
en el Decreto Gubernativo 483, no podía adjudi- 
carse a una sola persona más de quince caballe- 
rías de terrenos nacionales o excesos sobre la 
propiedad particular “y, com> el exceso) de las 
fincas “San Antonio El Espinal”, “Limpia Con- 
cepción” y “Estancia del Chaperrón” era de 
treinta y tres caballerías, cuarenta y nueve 
manzanas y siete mil ochocientas treinta y una 
varas cuadradas, era imperativo asociarse a 
otros denunciantes; y los más indicados para el 
caso, eran los propios condueños o herederos de 
José Pío Sandoval porque en esa forma, no ha- 
bía a quién o quiénes mandar oír por el dere- 
cho de tanteo. No hubo, pues, solamente “apoyo 
moral” sino material e indispensable para el 
logro del fin perseguido”. 


RECURSO DE CASACION: 


Rafael Sandoval Martínez, bajo la dirección 
del abogado Fidelino Antonio Lemus D,, inter- 
puso el recurso que se examina con fundamen- 
to en los incisos lo. y 30. del artículo 506 del 
Decreto Legislativo 2009, sosteniendo que la Sa- 
la sentenciadora incurrió en error de hecho en 
la apreciación de la prueba constituida por la 
certificación que contiene el auto de fecha vein- 
tiuno de enero de mil novecientos once en que 
se declaró herederos de José Pío Sandoval, a 
las personas que en él se indican, pues este do- 
cumento sólo prueba el parentesco entre los he- 
rederos y el causante y su calidad de herederos, 
pero nunca la de “compañeros”; que con este 
motivo se infringieron ls artículos 296, 297 304 
incisos 20. y 30. del Código Civil, 277 y 282 del 
Decreto Legislativo 2009, I, XII, 92 del Decreto 


Gubernativo 1862 y 50, de la Constitución de la 


República. Que también incurrió en error de 
derecho la Sala al apreciar el mismo documento 
y darle un valor probatorio extensivo que no 
tiene, para establecer con él la calidad de “com- 
pañeros”, violando 19s artículos 166, 296, 297, 298 
en todos sus incisos, 299 del Código Civil, 583 
584 y 585 del Dto, Legislativo 2009; que también 
incurrió en error de derecho el tribunal de se- 
gunda instancia, al estimar que la solicitud pre- 
sentada a la Sección de Tierras el tres de di- 
ciembre de mil novecientos diez, contiene su 
confesión, no obstante que ese documento no es- 


tá ratificado y carece de los demás requisitos 


exigidos por la ley para la prueba de confesión, 
violando los artículos 340 y 369 del Código de 
Enjuiciamiento Civil y Mercantil; que incurrió 
. en error de hecho el propio tribunal, al no to- 
mar en cuenta que en la diligencia de posicio- 
nes que absolvió el dieciséis de febrero de mil 


novecientos treinta y dos, ante el Juez de Pri- 
mera instancia de Jalapa, confesó que los “com- 
pañeros” a que se refiere en el escrito de fecha 
tres de diciembre de mil novecientos diez, son 
Gabriel Portillo, Eusebio Sagastume Francisca 
Manuel de Jesús y Salvador Urrutia Manuel 
Sandoval y Leonor Urrutia de Sandoval, omi- 
sión que implica la infracción de les artículos 
92 del Decreto Gubernativo 1862, 340 y 364 del 
Código de Enjuiciamiento Civil y Mercantii. Por 
último, afirma que fueron infringidos los artícu- 
lcs 488, 1053, 1056, 1057, 1112 y 1114 del Código 
Civil al declararse improcedente la excepción de 
prescripción que interpuso, a pesar de que los 
actores dejaron transcurrir más de los diez años - 
que la ley determina para ejercitar sus dere- 
chos. Antes de señalarse día para la vista am- 
plió el recurso en el sentido de que señalaa - 
como infringidos los mismos artículos ya indi- 
cados y el XXIX inciso 20. del Decreto Guber- 
nativo 1862. 4 


Transcurrida la vista, procede resolver. 
CONSIDERANDO: 
—I= 


Afirma el recurrente, que el tribunal senten- 
ciador incurrió en error de hecho y de derecho 
al estimar que con la certificación del auto de 
fecha veintiuno de enero de mil novecientos 
once, en que se declaró herederos de José Pío 
Sandoval, quedó establecido quiénes son los 
“compañercs” a que se refirió en la denun ia 
que hizo de los excesos de las fincas “San Anto- 
nio el Espinal”, “Limpia Concepción” y “Estan- 
cia del Chaparrón”, haciendo consistir el error 
en que tal documento sólo prueba el parentesco 
de los actores con el causante y su calidad de 
herederos, pero nunca el significado de la pala- 
bra “compañeros”; y el error de derecho lo atri- 
buye a que se dio al mismo documento un valor 
extensivo para tener por establecido también el 
contenido del repetido término “compañeros”. 
Como se ve, en el fondo los mismos argumentos 
se aducen como motivos para fundamentar la 
denuncia de ambos errores, confundiendo uno y 
otro. Sin embargo, no siendo verdad que la Sala 
haya tenido el documento de que se trata como 
prueba de que son los actores las personas a que 
el demandado se refirió al consignar la palabra 
“compañeros” en el escrito de denuncia de ex- 
cesos que presentó a la oficina respectiva, el 
tres de diciembre de mil novecientos diez, sino 
simplemente de que son herederos de José Pío 
Sandoval, aunque el planteamiento de este as- 
pecto del recurso carece de la técnica necesaria 


para su estudio, de todas maneras, por no ser 
exacta la aseveración de que la prueba de re- 
ferencia haya servido a la Sala para tener por 
establecido el extremo indicado, el recurso no 
puede prosperar por este motivo ya que en tal 
situación tampoco es cierto que se hayan in- 
fringido los artículos 166, 296, 297, 298 en todos 
sus incisos, 299, 304 incisos 29. y 30. del Código 
Civil, 277, 282, 583, 584. 585 del Decreto Legis- 
lativo 2009, 1, XII y 92 del Decreto Gubernativo 
1862. 


A 


Como otro error de derecho, denuncia el in- 
terponente la estimación valorativa que se hace 
en el fallo recurrido, del escrito presentado por 
él a la Sección de Tierras el diez de diciembre 
de mil novecientos diez, haciendo derivar de 
este d>cumento su confesión respecto a que la 
palabra “compañeros” hace alusión a los acto- 
res, porque la Sala no tomó en consideración 
que tal documento no está ratificado ni reune 
los demás requisitos que requiere la ley para 
que se produzca la confesión. Pero esta otra ase- 
veración tampoco es exacta, porque la Sala en 
ninguna de sus consideraciones de derecho 
asienta que el extremo indicado se haya esta- 
blecido con la confesión del demandado, sino 
expresamente acepta como prueba el documen- 
to de referencia y dice que sus conceptos des- 
pejan toda duda con relación a las personas a 
que se refiere el solicitante como sus “compa- 
ñeros” en la denuncia de los excesos; y al ha- 
cerlo así, ns incurrió en el error que se señala 
porque el documento de que se trata produce 
plena prueba desde luego que fue judicialmente 
reconocido por el recurrente al contestar a la 
sexta pregunta de las posiciones que absolvió 
el dieciséis de febrero de mil novecientos trein- 
ta y dos ante el Juez Menor de San Pedro Pi- 
nula, comisionado para el efecto por el de Pri- 
mera Instancia de Jalapa. De manera que, como 
los documentos privados debidamente reconoci- 
dos producen plena prueba en juicio, en ningún 
error incurrió la Sala al estimar con este valor 
el que se comenta y por la misma razón, tam- 
poco infringió los artículos 340 y 369 del Decre- 
to Legislativo 2009, 

Sostiene también el recurrente, que la Sala 
incurrió en error de hecho al no tomar en con- 
sideración la confesión aue prestó ante el Juz- 
gado de Primera Instancia de Jalapa, en el sen- 
tido de que los “compañeros” a que se refiere 
en el escrito de denuncia de los excescs, son 
Gabriel Portillo, Eusebio Sagastume, Francis- 
ca, Manuel de Jesús y Salvador Urrutia, Ma- 
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nuel Sandoval y Leonor Urrutia de Sandoval. 
En efecto, así consta de la diligencia indicada 
y la Sala “ada dijo al respecto, pero con esta 
omisión no incurrió en el error que se acusa, 
porque la confesión dividua, sólo produce efec- 
tos en lo que perjudica a aquien la hace y no 
en cuanto le favorece, como ocurre en el pre- 
sente caso en que el confesante trató de favo- 
recerse a:ribuyendo a otras personas, el dere- 
cho reclamado por quienes le articularon las 
posiciones. 


— MI — 


Por último, otro de los motivos del recurso se 
hace consistir en que el tribunal sentenciador 
infringió los artículos 488, 1053, 1056, 1057, 1112, 
1114 del Código Civil y XXIX inciso 2o, del 
Decreto Gubernativo 1862, al declarar impro- 
cedente la excepción perentoria de prescrip- 
ción positiva que opuso a la demanda, no obs- 
tante que transcurrió con exceso el término 
que para el efecto señala la ley; pero esta otra 
impugnación carece de todo fundamento, por- 
que como muy bien lo estimó la Sala, habién- 
dose establecido plenamente que la finca que 
se formó con los excesos de terreno denuncia- 
dos, se adjudicó por el Gobierno de la Repúbli- 
ca en común al demandado y los actores, nun- 
ca pudo correr la prescripción entre ellos, con- 
forme lo preceptúa el artículo 1068 inciso 59. 
del Código Civil, porque hasta la fecha de la 
demanda no se había puesto fin a la proindivi- 
ción. Se concluye en consecuencia, que lejos de 
infringirse las leyes citadas al principio, se hi- 
zo recta aplicación de ellas en el fallo que mo- 
tivó el recurso, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fundamen- 
to en lo considerado y lo que preceptúan los ar- 
tículos 222, 223, 224, 227, 233, 234 del Decreto 
Gubernativo 1862. 27, 521 y 524 del Decreto Le- 
gislativo 2009, declara: SIN LUGAR el presen- 
te recurso y condena al interponente al pago 
de las costas del mismo y a una multa de vein- 
ticinco quetzales que, en caso de insolvencia 
conmutará con ocho días de prisión simple. 
Notifíquese, repóngase el papel empleado al 
del sello de ley y con certificación de lo resuel- 
to, devuélvanse los antecedentes. (Pongncia 
del Magistrado Arnoldo Reyes Morales), 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.—Arnoldo 
Reyes.—J. Fernando Juárez y Aragón.—Alberto Ar- 
gueta S,—M, Alvarez Lobos. 
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ETE 


Ordinario presentado por Alfonso Chacón Es- 
pejo contra Antonio Fonseca Corleto, 


DOCTRINA: Para la eficacia del recurso de ca- 
sación, es necesario que el interesado señale 
con exactitud los casos de procedencia que 
motivan sus impugnaciones. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, seis 
de febrero de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso de 
casación interpuesto por Alberto Cordero Ac, 
en representación de Antonio Fonseca Corle- 
to, contra la sentencia de la Sala Segun- 
da de la Corte de Apelaciones de fecha vein- 
tiocho de agosto del año próximo pasado, en el 
juicio ordinario seguido por Alfonso Chacón Es- 
pejo, contra el citado Fonseca Corleto, ante el 
Juzgado Sexto de Primera Instancia de lo Civil 
de este departamento. 


ANTECEDENTES: 


Con fecha catorce de marzo de mil novecien- 
tos cincuenta y ocho, se presentó ante el Juez 
Cuarto de Primera Instancia de lo Civil, Alfon- 
so Chacón Espejo, demandando en la vía ordi- 
naria de Antonio Fonseca Corleto, el pago de la 
suma de treinta y cinco mil quetzales, sus in- 
tereses, daños y perjuicios, como consecuencia 
de los siguientes hechos: que hasta el diez y 
siete de noviembre del año anterior. desempeñó 
el cargo de Director de Sucursales Extranjeras 
del Banco Popular de Colombia, Casa Matriz, 
fecha en aue le fue aceptada su renuncia pre- 
sentada al Gerente General de dicha Institu- 
ción, lo que hizo a instancias de Fonseca Corle- 
to, en virtud de que celebraron un contrato que 
consistió en que aquél como propietario de mil 
cabezas de ganado vacuno, sin ningún grava- 
men ni limitación, con una estimación de sesen- 
ta mil quetzales, le vendió el cincuenta por 
ciento de dicho ganado por la suma de treinta 
y cinco mil quetzales, que declaró haber reci- 
bido a su satisfacción y en efectivo, y en tal 
forma el ganado relacionado se mantendría en 
copropiedad por un término no menor de tres 
" años y aque el valor de las ventas que se verifi- 
caran, una vez cubiertos los gastos de mante- 
nimiento, se destinaría a la adquisición de nue- 
vo ganado; que Fonseca se obligó también a 
aportar además de las quinientas cabezas de 
ganado que le quedaron, la suma de treinta y 
cinco mil quetzales, de los cuales el exponente 


se reconoció deudor por la miitad o sean diez y 
siete mil quinientos quetzales, cantidad que se 
destinaría al pago de pastaje y gastos de soste- 
nimiento de las mil cabezas de ganado antes re- 
lacionadas, habiéndose convenido que de esa 
suma que aportaría Fonseca Corleto, el presen- 
tado podría retirar para gastos personales la su- 
ma de cinco mil auetzales, sobre los que le pa- 
garía el interés bancario legal; que Fonseca 
Corleto no cumplió con lo convenido, pues no 
sólo no le hizo entrega efectiva del cincuenta 
por ciento del ganado, por los treinta y cinco 
mil quetzales que declaró haber recibido, sino 
que tampoco entregó su aporte de las restan- 
tes quinientas cabezas de ganado, ni los treinta 
y cinco mil quetzales a que también se obligó, 
y con tal proceder le ocasionó daños y perjui- 
cios, derivados de su renuncia del Banco Popu- 


lar de Colombia, donde dejó de percibir un suel-. :3 
do mensual de dos mil doscientos quetzales y... 
de las ganancias que obtendría de haberse rea- eb 
lizado el negocio ya que también se vio :Obli= 


gado a quedarse en esta República definitiva- 


mente; que no obstante lo. expuesto Fonseca. 


cometo pignoró, tanto las quinientas cabezas de 
ganado del exponente, como- las quinientas que 
Se Obligó a aportar sin ningún gravamen al ne- 
gocio. Citó los fundamentos de derecho que 
consideró aplicables, ofreció pruebas y en de- 
finitiva pidió que se declarara: con lugar la 
presente demanda y «en consecuencia'-que era 
legítimo propietario de quinientas cabezas de 
ganado que le vendió el demandado, las que -le. 
deberían ser entregadas libres de gravámenes 
y limitaciones o devolverle la suma- de: treinta 
y cinco mil quetzales recibida por Fonseca Cor- 
leto para la constitución de la' “Ganadero Gua- 
temalteca”, por no haberse realizado: el: nego- 
cio por culpa imput2ble-al demandado; «que és- 
te también está en la obligación le indemnizar- 
le, por concepto de daños y perjuicios; deriva- 
dos del incumplimiento del contrato, por-la su-: 
ma de ciento treinta y «cinco “mil setecientos: 
quetzales; que la entrega de las sumas mencio- 
nadas deberá hacerlas -el demandado dentro del 
plazo de cinco días después de notificado de la. 
sentencia siendo «a su cargo-las costas -judicia= 
les. Acompañó un documento privado con las 
firmas legalizadas por el Notario. Joaquín Ri- 
vera Kunze, extendido en papel-simple, en que 
constan los términos del negocio celebrado en- 
tre demandante y demandado; una carta del 
Gerente General del Banco Popular de Colom- 
bia, que contiene la aceptación de la renuncia 
del interesado, y una certificación del citado 
Gerente acerca del sueldo que devengaba en 
dicha Institución. Después de haberse tramita- 
do y resuelto la excepción de incompetencia 


Se. 
E 
: 
3 
> 
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planteada, el demandado contestó la demanda 
en la siguiente forma: que negaba todos sus 
conceptos por inexactos.y calumniosos, pues los 
hechos eran así: que Chacón Espejo desempe- 
ñó durante pocos meses un empleo en la Sucur- 
sal del Banco Popular de Colombia en esta 
ciudad, y a través de -los negocios de ese Ban- 
co lo conoció e hicieron alguna amistad, lo que 
dio motivo a que le propusiera trabajar juntos, 
lo cual aceptó y el primero de octubre hicieron 
un convenio privado que autenticó el notario 
Joaquín Rivera Kunze y en tal convenio se in- 
currió en gravísimas equivocaciones que des- 
virtuaban la finalidad perseguida, por lo que 
en la tarde de ese mismo día, ante los oficios 
del notario Horacio Arroyave Paniagua, firma- 
ron nmueyo convenio privado constituyendo una 
sociedad provisional, habiéndose hecho, cons- 
tar expresamente que Chacón Espejo recibía en 
efectivo. los treinta y cinco mil quetzales que 
aparecía: -aportando a la sociedad y que el do- 
cumento autenticado por el notario Rivera 
Kunze quedaba sin valor ni efecto alguno, y que 
el demandante recibió en el mismo acto la can- 
tidad de diez y siete mil quinientos quetzales 
como el aporte del exponente a la sociedad a 
la que también Chacón Espejo aportaba otra 
suma igual, para que ambas arrojaran la su- 
ma de treinta y cinco mil quetzales, que era 
con la que constituirían una sociedad ganade- 
ra, privada, entre tanto se elevaba la misma a 
escritura pública; que Chacón Espejo se obligó 
a invertir de inmediato los treinta y cinco mil 
quetzales aportados en la compra de se:ecien- 
tos novillos grandes de engorde a Arturo Al- 
varado Villavicencio dentro de ese mismo mes 
de octubre y de no hacerlo a entregar al mani- 
festante tal cantidad, para que a su vez la in- 
virtiera en la misma-“operación, dentro del pla- 
zo de sesenta días pero no cumplió con la com- 
pra del ganado, ni le hizo entrega del dinero, 
del cual se ha aprovechado sólo en su benefi- 
cio, perjudicándolo con diez mil quetzales de 
pérdidas poraue ha dejado de percibir la utili- 
dad de su inversión. Concluyó manifestando que 
al contestar la demanda en forma negativa in- 
terponía las excepciones perentorias de: a) fal- 
ta de derecho y de acción del demandante; b) 
nulidad y falsedad de la copia a carbón acom- 
pañada en la demanda. autenticada por el no- 
tario Joaquín Rivera Kunze;, y c) dolo de la 
parte actora por proceder con manifiesta mala 
fe y temeridad, y contrademandó a Chacón Es- 
pejo para que le devuelva dentro de tercero 
día, como debe resolverse en sentencia, los diez 
y siete mil quinientos quetzales que le entregó 
en efectivo,*le pague los diez mil de pérdidas y 
se le condene en.las costas del juicio, El actor 


contestó en sentido negativo la contrademanda 
por ser falsos e inexactos los hechos expuestos 
en ella, porque derivan de la suplantación de 
las dos primeras hojas del documento en que la 
fundamenta: que el contrato de Sociedad no 
fue nunca cumplido ni disuelta la compañía, 
siendo el incumplimiento imputable única y 
exclusivamente a Fonseca Corleto; que el do- 
cumento suplantado con que se quiere eludir la 
obligación que demanda, no fue autenticado, ni 
redactado, ni escrito en la fecha que se hace 
constar en el mismo, pues nunca ha concurrido 
a la oficina del notario Arroyave, ni ha firma- 
do nada sobre el particular, como lo demostra- 
rá en su oportunidad, ya que las firmas de tal 
documento fueron puestas en la últma hoja de 
la copia del documento que presentó con la de- 
manda; que es cierto que Fonseca Corleto re- 
cibió del exponente la suma de treinta y cinco 
mil quetzales, para realizar el negocio conte- 
nido en el documento auténtico verdadero que 
adjuntó a la demanda. y al no cumplir sus es- 


tipulaciones, no hubo ninguna operación de de- 


volución, ni modificación de sus términos, y co- 
mo en virtud de que la pretendida contraven- 
ción deriva de un documento falso y suplanta- 
do, interponía las excepciones de: a) falta de 
derecho y falta de acción en el contrademan- 
dante; b) nulidad y falsedad de las dos prime- 
ras hojas del documento presentado por Fon- 
seca Corleto que lleva auténtica firmada por 
el notario Arroyave Paniagua y al presentar 
la última hoja como parte del mismo docu- 
mento, nulidad y falsedad de la totalidad del 
susodicho documento; c) incoherencia de la 
última hoja del documento presentado por 
Fonseca Corleto, con la primera y segunda del 
mismo document y en consecuencia, que la 
última hoja no corresponde a las dos primeras 
hojas del mismo documento; y d) la excepción 
de dolo y mala fe del contrademandante, por 
proceder con manifiesta falta de honradez y te- 
meridad, al fabricar un contradocumento y 
adaptarlo a la última hoja del que lo obligaba 
conforme a la demanda original, Dentro del 
término de prueba a aque se abrió el juicio, ca- 
da una de las partes aportó las que estimó con- 
venientes, cuyo relato concreto se omite, por la 
forma como está interpuesto el recurso de ca- 
sación que se resuelve. Concluidos los trámites 
el Juez de Primera Instancia dictó sentencia el 
cinco de agosto de mil novecientos sesenta, en 
la cual declaró: con lugar la demanda enta- 
blada por Chacón Espejo contra Fonseca Cor- 
leto, en cuanto a que el primero es legítimo 
propietario de quinientas cabezas de ganado 
vendidas por el segundo, que le deberán ser 
entregadas libres de gravámenes o limitaciones, 
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dentro de tercero día. o bien que este última 
deberá devolver al actor, también dentro de 
tercero día la cantidad de treinta y cinco mil 
quetzales, recibida para la constitución de la 
“Ganadero Guatemalteca”, más intereses; ab- 
suelto a Fonseca Corleto del pago de la canti- 
dad de ciento treinta y cinco mil setecientos 
quetzales, por concepto de indemnización por 
daños y perjuicios; sin lugar las excepciones 
perentorias de falta de derecho, falta de ac- 
ción, nulidad y falsedad de la copia a carbón 
autenticada por el notario Joaquín Rivera Kun- 
ze; y de dolo de Chacón Espejo; sin lugar la 
contrademanda planteada por Fonseca Corleto 
contra Chacón Espejo y en consecuencia ab- 
suelto éste de las pretensiones contenidas en 
ella; sin lugar la excepción de falta de acción 
interpuesta por Chacón Espejo; con lugar las 
excepciones de: falta de derecho en Fonseca 
Corleto, nulidad y falsedad de las dos prime- 
ras hojas del documento presentado por éste 
y autenticado por el notario Arroyave Pania- 
gua; nulidad y falsedad de todo este documen- 
to; incoherencia de la última hoja de dicho do- 
cumento con las dos primeras del mismo; dolo 
_ y mala fe de Fonseca Corleto, a quien también 
Se condena en el pago de las costas. Se decla- 
ró sin lugar el recurso de aclaración y con lu- 
gar el de ampliación del anterior fallo, única- 
mente en cuanto a que deberá certificarse lo 
conducente a un Tribunal del orden Penal para 
lo que haya lugar, y que los intereses los debe 
el condenado a pagarlos desde el momento en 
que incurrió en mora. En apelación conoció del 
anterior fallo la Sala Segunda de la Corte de 
Apelaciones habiendo dictado sentencia el vein- 
tiocho de agosto del año recién pasado, por la 
cual confirmó en todas sus declaraciones la de 
primer grado, cuyos fundamentos se omiten, 
porque no podrá examinarl>s este Tribunal. por 
las razones que adelante se indican. 


RECURSO DE CASACION: 


Alberto Cordero Ac, en concepto de apodera- 
do de Antonio Fonseca Corleto y con auxilio 
del abagado Francisco Mardoqueo Rodas, inter- 
puso recurso de casación contra la sentencia de 
la Sala que se acaba de relacionar, que en su 
parte substancial dice: “Violación de Ley; fun- 
do este recurso en el inciso lo., inciso 3o0., in- 
ciso 40. e inciso 60. del Artículo 506 del Decre- 
to 2009, porque considero que la Sala Segunda 
de la Corte de Apelaciones, violó la ley, pues 
no se aplicó la ley que regula la constitución 
y normas de las sociedades que deben respe- 
tarse y cumplir con los requisitos del Código 


de Comercio y además lo que establece el Có- 
digo Civil y la ley de Notariado”, por lo que 
sin necesidad de consignar las argumentacio- 
nes invocadas, procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


En repetidos fallos ha sostenido este Tribu- 
nal que para la eficacia del recurso de casación 
es necesario que el interesado señale con exac- 
titud los casos de procedencia que motivan sus 
impugnaciones, pues de lo contrario hay impo- 
sibilidad de entrar al estudio del fondo del 
asunto, ya que es uno de los elementos indis- 
pensables en esta clase de recursos. En el caso 
presente al examinar el escrito de interposí- 
ción se ve que se incurrió en la omisión de no 
indicar la natura'eza del Decreto cuyos artícu- 
los e incisos se citan como casos de fundamen- 
tación del recurso, es decir si es Gubernativo 
o Legislativo, lo que constituye un error técni- 
co, que impide hacer el estudio comparativo de 
rigor con las leyes citadas como infringidas, 
puesto que las omisiones de carácter técnico en 
que incurra el interponente no pueden ser su- 
plidas para interpretar su intención, y además 
el conocimiento de la Corte en esta materia es- 
tá restringido a decidir sobre los vicios denun- 
ciados por los interesados únicamente, porque 
no es una tercera instancia. Por tales razones 
resulta improsperable la casación pedida. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos 27, 
506, 518, 521, 524 del Decreto Legislativo 2009; 
222, 224, 244 y 234 del Decreto Gubernativo 
1862, declara: SIN LUGAR el recurso de casa- 
ción de que se hizo mérito, condenando a la 
parte que lo interpus> al pago de las costas del 
mismo y a una multa de veinticinco quetzales, 
que en caso de insolvencia conmutará con ocho 
días de prisión simp!e. Notifíquese, repóngase 
el papel suplido y en la forma que correspon- 
de devuélvanse los antecedentes. (Ponente Vo- 
cal 1o.), 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 
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CIVIL 


Contencioso Administrativo: Seguido por el Li- 
cenciado René Montes Cóbar como apoderado 
de “The Ohio Oil Company of Guatemala” 
contra el Ministerio de Economía, 


. 


DOCTRINA: Para los efectos de la exoneración 
que autoriza el artículo 106 del Código de Pe- 
tróleo, debe entenderse como “operaciones 
petroleras” todas aquellas que tengan rela- 
ción directa e inmediata con los trabajos que 
realice el titular en ejercicio de su derecho 
petrolero, y no sólo las que se ejecuten en el 
campo. 


Corte Suprema de Justicia: Gintemala. nue- 
ve de febrero de mil novecientos sesenta y dos. 


Para resolver se examina el recurso de casa- 
ción interpuesto por el Licenciado René Mon- 
tes Cóbar, como apoderado especial de la fir- 

a “The Ohio Oil Company of Guatemala”, 
contra la sentencia que el doce de julio del 
año próximo pasado dictó el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo en el recurso de 
esa naturaleza que el interponente entabló con- 
tra la resolución número setecientos veintiocho, 
que el cuatro de febrero de mil novecientos se- 
senta dictó el Ministerio de Economía. 


ANTECEDENTES: 


El veintidós de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y nueve, Garland Elmer Shepherd, 
en representación de la Compañía “The Ohio 
Oil Company of Guatemala”, solicitó al Minis- 


“ terio de Economía se le exonerara de los im- 


puestos de importanción de una camioneta sport 
marca “Chevrolet”, modelo mil novecientos cin- 
cuenta y nueve, chassis (A59T-120699) A cin- 


- cuenta y nueve T, ciento veinte mil seiscientos 


noventa y nueve, motor (Fl117AC-4162) F mil 
ciento diecisiete A C, cuatro mil ciento sesenta 
y dos “destinada al transporte de personal y 
carga liviana de esta ciudad al aeropuerto “La 
Aurora” y a otros usos similares siempre rela- 
cionados con nuestras operaciones petroleras”. 
Después del trámite correspondiente, en provi- 
dencia de fecha cuatro de enero de mil nove- 
cientos sesenta, el Ministerio denegó la exo- 


- neración solicitada; contra esta resolución el in- 


teresado interpuso recurso de reposición que 
fue declarado sin lugar en providencia de fe- 
cha doce de julio del mismo año. 


RECURSO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO 


Actuando como apoderado de la Compañía 
ya mencionada, el Licenciado René Montes Có- 
bar, el tres de octubre de mil novecientos se- 
senta, recurrió ante el Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo pidiendo que previos los 
trámites correspondientes se dictara sentencia 
revocando la resolución ya relaciomada en que 
el Ministro de Economía denegó la solicitud de 
exoneración sobre el vehículo de referencia, 
argumentando que conforme el artículo 106 
del Código de Petróleo, la Compañía que repre- 
senta tiene derecho para importar, libre de im- 
puestos arancelarios las maquinarias y mate- 
riales que requieran sus operaciones petrole- 
ras y que, en otra oportunidad, con base en esa 
misma ley se le exoneró de esos impuestos, so- 
bre una camioneta “Station Wagon, Bel Air 
Perwood, de 4 puertas”, Ofreció las pruebas que 
creyó pertinentes y terminó pidiendo que se 
diera a su demanda el trámite legal, como en 
efecto así se hizo y durante la dilación proba- 
toria pidió se tuvieran corio pruebas de su 
parte los documentos siguientes: a) acta auto- 
rizada por el notario Víctor William Carroll, 
haciendo constar que tuvo a la vista la docu- 
mentación de la contabilidad de la Compañía 
“The Ohio Oil Company of Guatemala” y com- 
probó que dicha Compañía adquirió de la 
“CIDEA”, el cuatro de febrero de mil novecien- 
tos cincuenta y nueve, una camioneta marca 
“Chevrolet”, modelo mil novecientos cincuen- 
ta y nueve, serie A quinientos noventa y sie- 
te guión ciento veinte mil seiscientos noventa 
y nueve, motor F-mil ciento diecisiete guión A 
C, y que este vehículo estuvo destinado al 
transporte de personal y suministros de la 
Compañía en esta ciudad hasta el mes de agos- 
to de mil novecientos sesenta, y a los mismos 
usos en Puerto Barrios de septiembre en ade- 
lante; b) acta suscrita por el mismo Notario 
diciendo que tuvo a la vista los registros de 
la Cámara de Industria de Guatemala y esta- 
bleció que en ellos no aparece inscrita ningu- 
na fábrica de automóviles; c) fotocopia de la 
tarjeta de circulación del vehículo de que se 
trata; d) certificación extendida por el Secre- 
tario de la Contraloría del Impuesto Sobre Uti- 
lidades, haciendo constar que en los registros 
de Empresas Lucrativas, no aparece inscrita 
ninguna fábrica de automóviles; y e) certifica- 
ción extendida por el contador público autori- 
zado Romeo Fernández V., haciendo constar 
que tuvo a la vista la documentación de la 
Compañía “The Ohio Oil Company -of Gua- 
temala” y comprobó que la camioneta relacio- 
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nada, fue adquirida por dicha Compañía de la 
firma “CIDEA” el cuatro de febrero de mil no- 
vecientos cincuenta y nueve y desde esa fecha 
estuvo destinada a las operaciones de la Com- 
pañía en Guatemala hasta el mes de septiembre 
de mil novecientos sesenta, en que se usó en 
las mismas operaciones en el departamento de 
Izabal. ' 


SENTENCIA RECURRIDA 


Concluido el trámite, el Tribunal dictó su 
fallo confirmando la resolución número cuatro 
mil ciento cincuenta y tres 4.153) dictada por 
el Ministerio de Economía con fecha doce de 
julio de mil novecientos sesenta, la cual moti- 
vó el recurso, Fundó su fallo en que si bien la 
Compañía recurrente probó tener derechos pe- 
troleros vigentes y que en el país no existe fá- 
brica de automóviles, no probó el otro requisi- 
to exigido por el artículo 106 del Código de Pe- 
tróleos, para tener derecho a la exoneración 
que pretende, “ya que en la solicitud de exone- 
ración arguye que el vehículo se destinará para 
* facilitar el transporte del personal y carga li- 
viana de esta ciudad al aeropuerto “La Auro- 
ra”, transporte que no debe considerarse como 
indispensable para operaciones petroleras, pues- 
to que el automóvil de que se trata no es equi- 
po industrial necesario para operaciones de 
campo”. 


RECURSO DE CASACION 


El Licenciado René Montes Cóbar, en su con- 
cepto indicado, interpuso el recurso que se exa- 
mina, por violación, aplicación indebida a inter- 
pretación errónea de la ley y error de derecho 
y de hecho en la apreciación de las pruebas, 
con fundamento en el artículo 189 del Código 
de Petróleo y los incisos 1o. y 30. del artículo 
506 del Decreto Legislativo 2009, citando como 
infringidos los artículos 106 y 109 del Código 
de Petróleo, 119 de su Reglamento, 281 y 282 
del Decreto Legislativo 2009. Argumenta que el 
Tribunal infringió esas leyes al estimar que no 


debe considerarse como indispensable para 


operaciones petroleras el vehículo de que se 
trata porque no es equipo industrial necesario 
para operaciones de campo; que incurrió en 
error de derecho al negar valor probatorio a la 
fotocopia legalizada de la tarjeta de circula- 
ción del vehículo, donde consta que es propie- 
dad de la Compañía, así como el acta notarial 
y la certificación contable con los que demos- 
tró el destino que se dio al automóvil y que 
incurrió en error de hecho porque no tomó en 
cuenta los mismos documentos, que comprue- 


ban el destino que la Compañía dio a la camio- 
neta en cuestión. 


Transcurrida la vista, procede resolver. 
E 
CONSIDERANDO: 


Uno de los motivos del recurso se hace 
consistir en que a juicio del interponente, el 
tribunal sentenciador- incurrió en errores de 
derecho y de hecho en la apreciación de la 
prueba constituida por la fotocopia legalizada 
de la tarjeta de circulación del vehículo de que 
se trata, el acta notarial y la certificación con- 
table que presentó con el objeto de demostrar 
el destino que se dio al citado verículo. Afir» 
ma que el error de derecho se cometió al ne- 
gársele valor probatorio a esos documentos, y 
el de hecho, al estimar que no llegó a demos- 
trarse que la Compañía requiriera para sus 
operaciones petroleras el automóvil; pero esta 
aseveración no es exacta, porque aunque en la 
sentencia impugnada no se relacionan expresa- 
mente aquellos documentos, lo que el tribunal 
sustenta no es la falta de prueba de tal extre- 
mo, sino que “no debe considerarse como indis- 
pensable para operaciones petroleras, pues que 
el vehículo de que se trata no es equipo indus- 
trial necesario para operaciones de campo”. 
Como se ve, el criterio sostenido en el fallo 
que se examina, es que el transporte de per- 
sonal y carga liviana de esta ciudad al aero- 
puerto “La Aurora”, no debe considerarse co- 
mo una Operación petrolera que justifique la 
exoneración pedida, por lo que, de existir al- 
guna equivocación, su estudio no procede en 
relación a los errores que se denuncian en la 
apreciación de las pruebas, sino con respecto a 
la aplicación indebida e interpretación errónea 
de la ley que también fundamentan el recurso. 


E as 


La solicitud inicial de la “Ohio Oil Company 
of Guatemala” para que se le exonerara de los 
“impuestos de importación” de una camioneta 
sport marca “Chevrolet”, está basada en que 
ese vehículo le era necesario para el transpor- 
te de carga liviana y personal de esta ciudad 
al aeropuerto “La Aurora”, estimando tal trans- 
porte como una operación petrolera. El Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo, según ya 
se dijo, estimó probado este extremo, pero a 
su juicio la exoneración no se justifica por no 
ser el vehículo en cuestión un equipo industrial 
necesario para operaciones de campo. Es indu- 
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dable que este criterio no se ajusta al espíritu 
y contenido literal del artículo 106 del Código 
de Petróleo, porque en él no se indica que los 
materiales a que hace reverencia sean requeri- 
dos “para operaciones de campo”, sino simple- 
mente para operaciones petroleras, esto es, pa- 
ra los usos relacionados con la exploración o ex- 
plotación del petróleo, sin restricción a traba- 
jos que hayan de efectuarse en el campo, sien- 
do obvio que el transporte de carga y perso- 
nal al aeropuerto de “La Aurora”, debe esti- 
marse como una de las operaciones a que la 
ley citada hace referencia, al instituir en fa- 


vor de los titulares de derechos petroleros, la: 


facultad de importar libres de impuestos aran- 
celarios, consulares, etc., los materiales que no 
sean producidos satisfactoriamente en el país 
y que requieran para los usos indicados y al 
no estimarlo así el tribunal sentenciador in- 
fringió el artículo 16 ya citado del Código de 
Petróleo y el 119 de su Reglamento, debiendo 
en consecuencia casarse el fallo recurrido y 
proferir el que en derecho corresponde. 


— III — 


Dándose por probado en el fallo que se exa- 
mina, que la Compañía recurrente tiene dere- 
chos petroleros vigentes, que en el país no 
existe fábrica de automóviles y que el que 
importó, detallado en su solicitud de exonera- 
ción, lo ha usado para el transporte de perso- 
nal y carga al aeropuerto “La Aurora”, con 
destino a los campos donde ejecuta sus traba- 
jos petrolíferos, resulta evidente que la resolu- 
ción ministerial que motivó el recurso de lo 
contencioso administrativo no está ajustada a 
derecho y debe revocarse. Artículos 9o., 41, 50 
del Decreto Gubernativo 1881, 104, 109 y 110 
del Código de Petróleo. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fundamen- 
to en lo considerado, leyes citadas y lo que 
preceptúan los artículos 27, 518, 524 del Decre- 
to Legislativo 2009; 222, 223, 224, 227, 233, 234 


“del Decreto Gubernativo 1862, CASA la sen- 


tencia recurrida y resolviendo sobre lo prin- 
cipal, revoca la resolución número setecientos 
ochenta y dos (782) que motivó el recurso, dic- 
tada por el Ministerio de Economía el cuatro 
de febrero de mil novecientos sesenta, por es- 
timarse procedente la exoneración pedida, No- 
tifíquese, repóngase el papel simple empleado 
al del sello de ley y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los antecedentes. (Ponen- 
cia del Magistrado Arnoldo Reyes Morales). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


ECPNWTE 


Ordinario seguido por el Licenciado Carlos Ra- 
fael López Torrebiarte, en su concepto de 
mandatario Judicial del Banco de Comercio 
e Industria de Guatemala Sociedad Anóni- 
ma, contra el Licenciado Ricardo Zúñiga. 


DOCTRINA: En el planteamiento del recurso 
de casación es indispensable que el interesa- 
do señale con exactitud los casos de proce- 
dencia que motivan sus impugnaciones, no 
bastando la simple cita de los artículos de 
la Ley procesal que lo regulan, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, diez 
y siete de febrero de mil novecientos sesenta y 
dos. 

b 

Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de casación interpuesto por el Licenciado Car- 
los Rafael López Torrebiarte, en su concepto 
de mandatario Judicial del “Banco de Comer- 
cio e Industria de Guatemala, Sociedad Anóni- 
ma”, contra la sentencia pronunciada por la 
Sala Primera de la Corte de Apelaciones, el 
siete de Octubre del año pasado, en el juicio 
ordinario seguido por el interponente contra 
el Licenciado Ricardo Zúñiga Sánchez, ante el 
Juez Tercero de Primera Instancia, Ramo Ci- 
vil de este Departamento. 


ANTECEDENTES: 


El veintitrés de febrero de mil novecientos 
sesenta, se presentó ante el Juez Tercero de 
Primera Instancia Ramo Civil de este departa- 
mento, el licenciado Carlos Rafael López To- 
rrebiarte, actuando como apoderado especial y 
judicial del “Banco de Comercio e Industria de 
Guatemala, Sociedad Anónima”, demandando 
en la vía ordinaria “la nulidad e inexistencia 
de todo lo actuado en las diligencias iniciadas 
por el licenciado Ricardo Zúñiga Sánchez con- 
tra el Banco que yo represento, en el Juzgado 
3o. de la. Instancia del Ramo Civil del Depar- 
Tercero de Primera Instancia del Ramo Civil 
del departamento de Guatemala, en junio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, diligen- 


12 GACETA DE LOS TRIBUNALES 


cias que llevan el número de expediente 7018, 
a cargo del Notificador Segundo del Juzgado 
referido, y como consecuencia la nulidad del 
título que sirve de base a la ejecución iniciada 
por el mismo Licenciado Zúñiga Sánchez en el 
mes de dicéembre de mil novecientos cincuen- 
ta y nueve, contra el mismo Banco en el mis- 
mo Juzgado y que lleva el número de expe- 
diente 8230 a cargo del Notificador 20. del Tri- 
bunal; las costas del presente juicio y los da- 
ñon y perjuicios ocasionados a mi representado 
por el embargo trabado sobre bienes y crédi- 
tos de su pertenencia con fecha veintitrés de 
enero del corriente año por el Notificador 2o. 
del Tribunal, acciones todas dirigidas contra el 
Licenciado Ricardo Zúñiga Sánchez, quien pue- 
de ser notificado en el apartamiento 207 del 
Edificio del Centro-Inmobiliario”. Consignó los 
fundamentos legales de su demanda, ofreció las 
pruebas que estimó pertinentes y concluyó pi- 
diendo se declarara: “a) con lugar su deman- 
da, b) como consecuencia nulo todo lo actuado 
en las diligencias iniciadas por el Licenciado. 
Ricardo Zúñiga Sánchez contra el Banco de Co- 
mercio e Industria de Guatemala, Sociedad 
Anónima, con fecha cinco de junio de mil no- 
vecientos cincuenta y nueve y cuya resolución 
final fue dictada con fecha once de junio del 
mismo año, c) nulo el título que sirvió de base 
a la ejecución iniciada por el mismo Licencia- 
do Zúñiga Sánchez contra el Banco ya indica- 
do, con fecha once de diciembre de mil nove- 
cientos cincuenta y nueve, d) se condene al Li- 
cenciado Zúñiga Sánchez a pagar dentro de 
tercero día al Banco, la suma que fijen, exper- 
tos, en concepto de daños y perjuicios, y e) que 
las costas son a cargo del demandado”, Se dio 
trámite a la demanda la cual fue contestada en 
sentido negativo, interponiéndose las excepcio- 
nes de acción contra derecho, preclusión y falta 
de derecho. Abierto el juicio a prueba, las par- 
tes presentaron las que obran en autos y que 
no se detallan por la forma como se resolverá 
el presente recurso. Con fecha veintiséis de 
mayo del año pasado, el Juez Tercero de Pri- 
mera Instancia Ramo Civil departamental dic- 
tó sentencia declarando: a) sin lugar la excep- 
ción de acción contra derecho interpuesta por 
el demandado; b) procedentes las excepciones 
de preclusión y falta de derecho interpuestas 
por el demandado y como consecuencia, c) sin 
lugar la demanda ordinaria entablada por el 
licenciado Carlos Rafael López Torrebiarte, co- 
mo representante legal del Banco de Co- 
mercio e Industria de Guatemala, Sociedad 
Anónima, contra el Licenciado Ricardo Zúñiga 
Sánchez; d) no hay especial condena en costas. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Primera de la Corte de Apelaciones, 
en la fecha antes dicha, confirmó la sentencia 
anterior, Estimó el Tribunal de segunda ins- 
tancia que; “en el caso de examen, sin embar- 
go, no consiste en ausencia de ley sino en error 
al citar un Decreto por otro; esta Sala estima- 
y así lo ha resuelto ya en casos similares, que 
la nulidad no es “ipso-jure” sino que debe ale- 
garse oportunamente y, una vez reconocida y 
declarada, el Juez dictará la resolución que co- 
rresponde, Pero esta nulidad formal, en mane- 
ra alguna puede ameritar la nulidad de todo lo 
actuado con posterioridad; y, menos aún, la nu- 
lidad de un procedimiento distinto a las dili- 
gencias en que fue dictada la resolución anó- 
mala; esta le fue notificada al interesado, se le 
dió audiencia por dos días y nada objetó sobre 
la susodicha invalidez sino, antes bien, la acep- 
tó como válida al pretender oponerse a su fon- 
do y no a su forma; y para mayor abundamien- 
to de validez, quedó cerrado el asunto al cau- 
sar estado el auto en que se aprobó la planilla 
de honorarios, auto éste perfectamente basado 


en las leyes aque se citan en el mismo. Lo que . 


pudo haberse alegado pues, contra la providen- 


cia formalmente nula, en manena alguna pue- 


de sen determinante de una nulidad de actua= 
ciones posteriores”. 


RECURSO DE CASACION: 


Como apoderado del “Banco de Comercio e 


Industria de Guatemala, Sociedad Anónima”, 
el Licenciado Carlos Rafael López Torrebiarte 
interpone el presente recurso de casación. Ha- 
ce un historial de los puntos considerados por 
el Tribunal de segunda instancia y asienta: “se 
comete error de derecho, interpretación erró- 
nea de Ley y aplicación indebida de la misma, 
al decir la Sala “lo que pudo haberse álegado, 
pues contra la providencia formalmente nula 
en manera alguna puede ser determinante de 
_ Una nulidad de actuaciones posteriores”. Se ol- 
vidaron acaso los señores Magistrados lo esti- 
pulado por el Artículo IX de los preceptos fun- 


damentales de la Ley Constitutiva del Organis- 
mo Judicial que indica que son nulos los actos 
ejecutados contra el tenor de la ley. Luego 
agrega: “Asimismo se comete error de dere- 
cho, y se interpreta erróneamente la Ley y se 
aplica indebidamente por la Honorable Sala al 
decir que quien contrata los servicios de un 
Profesional del derecho de antemano está ven- 
cido en juicio, sino tiene en su poder el com- 
probante de haber cancelado los servicios pres- 
tados”, En otros párrafos dice: “En la aprecia- 
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ción de las pruebas se ha cometido errores de 
derecho pues se han hecho apreciaciones total- 
mente injustas y que no guardan relación con 
el desenvolvimiento del procedimiento, por lo 
que se han violado los Artículos 259, 260, 261, 
263, 267, 277 del Decreto Legislativo 2009; ade- 
más se han violado estos artículos y se han 
aplicado erróneamente pues no se ha entrado 
a considerar la prueba presentada por la con- 
traparte”. “Considero violados los siguientes 
Artículos de la Ley, por violación, aplicación in- 
debida e interpretación errónea de la Ley; Ar- 


tículos 70. y 80. del Decreto Gubernativo 1406; - 


IV. IX, XIL, XIV, XV, XXII, XIV, XXVII de 
los Preceptos Fundamentales de la Ley Cons- 
titutiva del Organismo Judicial, 81 Incisos 4o. 
y 60., 259, 260, 261, 263, 277, 1010, 1011, 1013, 
1014, 1015, 267 del Decreto Legislativo 2009, 
Artículo 107 Código de Notariado; 222, 223, 224, 
227, 228, 232 Incisos 1o., 20., 30., 4o., 50., 60. y 
7O., 233 del Decreto Gubernativo 1862; 68 Cons- 
titución de la República. Finalizando su alega- 
to de interposición del recurso pide se case la 
sentencia recurrida y hace las siguientes citas 
“legales: Artículos 505, 506, 507, 508, estos tres 


en todos sus incisos, 509, 510, 511, 512, 513, 514, 


515, 516, 517, 518, 519, 520, 521 del Decreto Le- 
gislativo 2009. 5 

Transcurrida la vista las partes alegaron lo 
que estimaron pertinente por lo que procede 
resolver, 


CONSIDERANDO: 


El planteamiento inconexo del presente re- 


curso imposibilita el examen de fondo que se 


pretende, a efecto de establecer si fueron vio- 


. ladas las leyes señaladas por el recurrente. 


Siendo el recurso de casación eminentemente 


técnico, no puede el Tribunal interpretar la in- 


tención de los litigantes y en ese sentido de la 
simple cita de los Artículos 506, 507 y 508 en 
todos sus incisos, del Decreto Legislativo nú- 
mero 2009, como lo hace el recurrente, no pue- 
de derivar el análisis del fallo recurrido, pues 
no se cuenta con elementos de juicio que de- 
terminen con toda claridad las impugnaciones 
que se hacen, ya que los incisos del Artículo 
506 de la Ley citada, contienen diferentes si- 
tuaciones, como asimismo las señalan los Inci- 
sos del Artículo 507 del Decreto Legislativo 
número 2009 en relación con la infracción del 
procedimiento y los incisos del Artículo 508 del 
mismo Decreto, también citado por el recurren- 
te, se refieren a los fallos arbitrales, sin ningu- 
na consonancia con el caso de examen. En ta- 


les circunstancias el recurso interpuesto es im- 
prosperable. Artículos 512, 521 del Decreto Le- 
gislativo 2009. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y lo 
que disponen los Artículos 27, 506, 518, 521, 
524 del Decreto Legislativo número 2009, 222, 
223, 224, 233 y 234 del Decreto Gubernativo nú- 
mero 1862, declara: SIN LUGAR el recurso de 
casación de que se ha hecho mérito, condenan- 
do a la parte que lo interpuso al pago de las 
costas del mismo y a una multa de veinticinco 
quetzales, que en caso de insolvencia conmu- 
tará con ocho días de prisión simple. Notifíque- 
se, repóngase el papel suplido y en la forma 
que corresponde, devuélvanse los antecedentes. 
(Ponencia del Magistrado J. Fernando Juárez 
y Aragón). 


- H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


GAWMEL 


Ordinario de divorcio seguido por Benedicto 
Herrera Medina contra Amarilis Palma de 
Herrera. 


DOCTRINA: Para que la prueba testimonial 
produzca efecto, es necesario que los testigos 
reunan los requisitos que la ley exige y ade- 
más se reciban sus declaraciones en el modo 
y forma correspondiente, debiéndose tomar 
en consideración la razón de conocimiento 
del hecho. : 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
ticuatro de febrero de mil novecientos sesenta 
y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de casación interpuesto por Benedicto Herrera 
Medina, contra la sentencia que la Sala Quin- 
ta de la Corte de Apelaciones dictó el ocho de 
junio del año próximo pasado, en el juicio or- 
dinario de divorcio que entabló a su esposa 
Amarilis Palma Aguilar de Herrera, quien por 
ser menor de edad estuvo representada por su 
padre Gonzalo Palma. 
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ANTECEDENTES: 


El dos de septiembre de mil novecientos se- 


senta compareció ante el Juzgado Primero de* 


Primera Instancia de Jutiapa, Benedicto He- 
rrera Medina, entablando juicio de divorcio 
contra su esposa Amarilis Palma Aguilar, por 
haber dejado de cumplir con los deberes que 
el matrimonio le impone, lo que hacía imposi- 
ble la vida en el hogar, dado su mal carácter 
y hasta cierto grado altanero y caprichoso, pues 
rotundamente se niega a cumplir con sus obli- 
gaciones dentro de la esfera doméstica, habién- 
dose fundado en la causal prevista en el inci- 
so 80. del artículo 124 del Código Civil, ad- 
virtiendo que como la demandada era menor 
de edad, debería representarla su padre Gon- 
zalo Palma. Acompañó certificación de la par- 
tida de nacimiento de la demandada y una in- 
completa del matrimonio de ambos. El Juez le 
dio curso a la demanda señaló la pensión pro- 
visional al demandante para alimentos de su 
esposa y citó al juicio a Gonzalo Palma como 
padre de la menor demandada, quien contes- 
tó: que la acción de Herrera Medina relativa a 
obtener el divorcio que demanda, es ridícula 
y temeraria porque faltando a todo principio 
moral y de hombría, dispuso sin causa justifi- 
cada llevarle a su hija Amarilis a su casa de 
habitación para que la mantenga y por no ser 
cierta la causal invocada contestaba en senti- 
do negativo todos los conceptos de la demanda. 
Después de resuelta una incidencia respecto a 
la pensión provisional, se abrió a prueba el 
juicio habiendo rendido la parte actora las si- 
guientes: confesión judicial recíproca del de- 
mandante y demandado y reconocimiento de 
unos papeles por el último; testimonios de Jo- 
sé López Bernal, Prudencio Mateo y Mateo, Au- 
relino Mateo, Genaro López Muñoz y Vicente 
Calderón Quijada, examinados conforme ain- 
terrogatorio con el fin de probar, que desde el 
dos de septiembre del año de la demanda, la es- 
posa del proponente sin ninguna razón abando- 
nó el hogar conyugal, manifestando pública- 
mente que tal abandono lo efectuaba con el 
objeto de romper el vínculo matrimonial, pues 
no deseaba continuar haciendo vida común con 
el demandante; que se ha negado obstinada- 
mente a regresar al hogar conyugal a cumplir 
con sus deberes, no obstante las súplicas del 
esposo, quien siempre fue cumplidor de sus 
obligaciones conyugales, lo que les constaba 
por ser vecinos del lugar y frecuentemente 
llegaban a la casa comercial de Herrera Medi- 
na. La parte demandada únicamente aportó 
como prueba la certificación del acta suscrita 


ante el Alcalde Municipal del Progreso, por ' 


haber comparecido Rosa Aguilar de Palma, 
madre de Amarilis Palma de Herrera a mani- 
festar: que Benedicto Herrera Medina, llegó a 
la casa de habitación de la exponente junta- 
mente con su mencionada hija, diciéndole que 
iba a dejar a ésta porque ya no quería seguir 
viviendo con ella, ignorando la declarante el 
motivo. Llenados los demás trámites del proce- 
dimiento, el Juez dictó sentencia el yeintisiete 
de marzo del año próximo pasado en la cual 
declaró el divorcio demandado fundándose en 
que la causal invocada quedó establecida con 
la información testimonial rendida en el tér- 
mino de prueba. Al conocer en grado la Sala 
Quinta de la Corte de Apelaciones, con fecha 
ocho de junio del mismo año, revocó la senten- 
cia de primera instancia y resolviendo, absol- 
vió de la demanda de divorcio interpuesta en 
su contra a Amarilis Palma Aguilar de Herre- 
ra, habiendo considerado: que para demostrar 
los extremos de la demanda, el actor aportó 
como prueba la testifical de José López Ber- 
naldo, Prudencio Mateo y Mateo, Aurelio o Au- 
reliano Mateo, Genaro López Muñoz y Vicen- 
te Calderón Quijada, quienes contestaron satis- 
factoriamente el interrogatorio propuesto y no 
desvirtuaron sus dichos al ser repreguntados, 
pero en lo concerniente a la causal invocada 
como fundamento son vagos e imprecisos, pues 
si bien afirman que su proponente desde que 
contrajo matrimonio con la demandada hasta 
que ésta lo abandonó sin motivo alguno, fue 
un esposo cumplidor de sus deberes conyuga- 
les y no obstante sus-reiteradas súplicas a la 
esposa para que regresara al hogar, se ha ne- 
gado obstinadamente, tales manifestaciones so- 
bre hechos tan íntimos necesariamente reque- 
ría de parte de dichos testigos permanencia 
continua en el hogar conyugal, no satisface la 
circunstancia especial de que la demandada se 
haya negado infundadamente a cumplir con los 
deberes que el matrimonio le impone, por no 
dar los referidos testigos razón satisfactoria so- 
bre sus aseveraciones, a lo que hay que agre- 
gar que con excepción de López Bernal los de- 
más no son vecinos de la población del Pro- 
greso, según certificación presentada en esa 
instancia y en tal concepto, no reuniendo la 
prueba analizada los requisitos legales, se im- 
ponía la absolución de la demandada, por falta 
de prueba. 


RECURSO DE CASACION: 


Con auxilio del Abogado Carlos Polanco Qui- 
roz, el actor Benedicto Herrera Medina, inter- 
puso el presente recurso contra la sentencia de 
segunda instancia que se acaba de relacionar, 
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porque asegura que en ella hubo violación, in- 
terpretación errónea y aplicación indebida de 
las leyes que adelante detallaría; y porque al 
analizar las pruebas se cometieron errores de 
hecho y de derecho aue a continuación indivi- 
dualizaría, fundamentándolo en los casos de 
procedencia contenidos en los incisos lo. y 30. 
del artículo 506 del Código de Enjuiciamiento 
Civil y Mercantil; cita como leyes infringidas 
los artículos 82, 99 y 124 inc. 80, del Código 
Civil; 260, 269 inciso 7o., 386, 387, 388, 391, 392, 
394, 395, 396, 430 ambos en todos sus incisos, 
399, 400, 427, 428 inc. lo. y 431 en sus dos pá- 
rrafos, todos del Decreto Legislativo 2009, Al 
argumentar manifiesta: que para hacer resaltar 
las equivocaciones del Tribunal sentenciador 
en la única consideración del fallo transcribe 
los artículos 82 y 99 del Código Civil, el pri- 
mero define el matrimonio y el segundo hace 
referencia como derecho y obligación de la 
mujer, dirigir los que-haceres del hogar, sin 
cuyo cumplimiento, estima, se desnaturaliza to- 
talmente la finalidad de la institución matri- 
monial y cuyas obligaciones solamente pueden 
cumplirse dentro de una armónica conviven- 
cia en el hogar conyugal, y si uno de los cón- 
yuges se niega ostensiblemente, como reconoce 
la Sala que se le probó a la demandada, a re- 
gresar al hogar después de haberlo abandona- 
do, sin causa justificada, se llenan las exigen- 
cias de la causal contenida en el inciso 80. del 
artículo 124 del Código Civil; y que tales extre- 
mos fueron suficientemente probados con las 
declaraciones de los testigos José López Ber- 
nal, Prudencio Mateo y Mateo, Aurelino o Au- 
reliano Mateo, Genaro López Muñoz y Vicente 
Calderón Quijada, quienes no fueron tachados, 
son idóneos y contestes, y no adolecen de vi- 
cio legal alguno que invalide sus exposicio- 
nes; pero la Sala sentenciadora, incurrió en el 
error de derecho de no conceder a las declara- 
ciones de los testigos enumerados el verdade- 
ro valor probatorio que les corresponde; y tam- 
bién incurrió en el mismo error porque obra 
en autos la confesión de la parte contraria de 
donde se desprende con entera evidencia la 
circunstancia de estar su esposa viviendo en la 
casa de su padre, y al no tomar en conside- 
ración tal elemento probatorio, incurrió por 
omisión en el error de recho denunciado y asi- 
mismo al asegurar que los testigos antes men- 
cionados no dan explicaciones satisfactorias de 
sus dichos y que declararon sobre hechos ínti- 
mos de los esposos. 


Transcurrida la vista procede resolver, 


CONSIDERANDO: 


Al efectuar el análisis de la prueba testimo- 
nial aportada al juicio consistente en las de- 
claraciones prestadas por José López Bernal, 
Prudencio Mateo y Mateo, Aurelino o Aurelia- 
no Mateo, Genaro López Muñoz y Vicente Cal- 
deron Quijada, que se dice fue apreciada equi- 
vocadamente, de inmediato se advierte que di- 
chos testigos aunque contestaron en sentido 
afirmativo todas las preguntas que figuran en 
el interrogatorio propuesto por el actor, con 
el fin de establecer que la esposa de éste aban- 
donó el hogar conyugal yéndose a la casa de 
sus padres; que se ha negado a volver a su do- 
micilio matrimonial, y que mientras vivieron 
juntos ambos cónyuges, el varón fue siempre 
un esposo cumplidor de sus deberes conyuga- 
les, es incuestionable, como lo estima la Sala 
sentenciadora, que tales testigos se concreta- 
ron a responder en forma afirmativa todas las 
preguntas que se les dirigieron, formuladas 
con ese único fin, hasta el grado de contener 
la relativa a la razón que de su dicho debía 
dar el interrogado, es decir que fueron exami- 
nados mediante un interrogatorio completamen- 
te sugestivo, lo que hace dudar que lo expre- 
sado les constara por conocimiento propio, y 
además los extremos aue se trató de establecer 
en esa forma tampoco evidenciarían la causal 
invocada, pues la negativa infundada de la es- 
posa a cumplir sus deberes conyugales, no la 
constituye el abandono del hogar que se le 
atribuye, por cuyas razones al negarle aquel 
Tribunal fuerza probatoria a las declaraciones 
de los testigos enumerados, procedió correcta- 
mente en conformidad con las reglas de la 
sana crítica, tomando en consideración su fal- 
ta de conocimiento de los hechos y demás cir- 
cunstancias en que declararon. También denun- 
cia el recurrente que la Sala cometió error de 
derecho y de hecho, al no haber tomado en 
consideración lo confesado por la parte contra- 
ria respecto a la circunstancia de estar su es- 
posa en la casa de su padre negándose a regre- 
sar al hogar conyugal, y como es cierto que 
el Tribunal a-quo no hizo ninguna estimación 
de esa diligenciaqno pudo cometer equivoca- 
ción:en la valoración probatoria, que constitu- 
yera error de derecho y como también esa 
prueba no demuestra de modo evidente la equi- 
vocación del juzgador, puesto que no se estable- 
ce con ella las circunstancias de la causal invo- 
cada en la demanda, tiene que- concluirse en 
que en el fallo impugnado no se incurrió en 
los errores examinados y como consecuencia 
tampoco en violación de ninguno de los artícu- 
los citados por el recurrente, que hicieran pros- 
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perable la casación solicitada. Artículo 512 del 
Decreto Legislativo 2009. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos 27, 
506, 518, 521, 524 del Código de Enjuiciamiento 
Civil y Mercantil; 222, 224, 227, 233 y 234 del 
Decreto Gubernativo 1862, declara SIN LUGAR 
el recurso de casación de que se hizo mérito, 
condenando al que lo interpuso al pago de las 
costas del mismo y a una multa de veinticinco 
quetzales, que en caso de insolvencia conmuta- 
rá con ocho días de prisión simple, Notifíque- 
se, repóngase el papel suplido y en la forma 
que corresponde devuélvanse los antecedentes. 
(Ponente: Vocal Primero). 

H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CIVIL 


Ordinario seguido por Gonzalo Yurrita Nova. 


DOCTRINA: En los juicios de cuentas, es inad- 
misible el recurso de easación, cuando el su- 
jeto de glosa o juicio, sea empleado público. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tisiete de febrero de mil novecientos sesenta y 
dos. 


Para resolver se ve el recurso de casación 
interpuesto por Gonzalo Yurrita Nova, contra 
la sentencia que el veinte de septiembre de 
mil novecientos sesenta dictó el Tribunal de 
Cuentas, en el Juicio que contra el interponen- 
te en su concepto de Presidente de la Empresa 
de Aviación “Aviateca”, y otros empleados de 
la misma se siguió ante el Juzgado de lo Eco- 
nómico Coactivo. 


ANTECEDENTES: 


El juicio se inició el diecisiete de julio de 
mil novecientos cincuenta y dos en la glosa y 
revisión practicada en la Empresa Gautemalte- 
ca de Aviación “Aviateca” por los Contralores 
del Tribunal de Cuentas Roberto Curley Gar- 
cía y Carlos Calderón G., quienes acompañan- 


do las actas correspondientes formularon car- 
gos contra Gonzalo Yurrita Nova, René Pinot 
Morales, Conrado Augusto Ortega, Fernando 
Urruela, Humberto Ruiz Martínez, Julio Víe- 
tor Peña, Yolanda Ponce de Mérida, Manuel 
Rubio Gámez, Ernesto Ruiz Rabanales, Carlos 
Aguilar y Arturo Zelaya, haciendo constar que 
dichos señores como ex-empleados de la Em- 
presa aludida, tuvieron faltantes por la suma 
de ciento once mil doscientos cincuenta y seis 
quetzales, con setenta y cuatro centavos. Al ser 


recibidas las diligencias en el Juzgado de lo 


Económico Coactivo juntamente con las certifi- 
caciones de las actas respectivas, se mandó ins- 
truir de oficio el expediente correspondiente, 
dándose audiencia por nueve días a los presun- 
tos responsables. Por no haber podido localizar- 
se a Ernesto Ruiz, René Pinot Morales y Carlos 
Aguilar se mandó instruir por separado el ex- 
pediente contra ellos; y que continuara contra 
los otros sindicados. Conrado Augusto Ortega, 
al hacer uso de la audiencia conferida negó los 
cargos que se le formularon y pidió la aper- 
tura a prueba del expediente, lo que se hizo 
por el término de sesenta días. Durante dicho 
término, Manuel Rubio Gámez, Humberto Ruiz 
Martínez, Yolanda Ponce de Mérida y Gonza- 
lo Yurrita Nova interpusieron las excepciones 
de falta de personalidad y personería, las que 
fueron tramitadas para resolverlas ¡juntamente 
con el asunto principal, en virtud de no haber- 
se interpuesto en el período en que se hacen 
valer tales excepciones. Concluido el trámite el 
Juzgado dictó sentencia en la que declaró: que 
Yolanda Ponce de Mérida, Julio Víctor Peña, 
Fernando Urruela, Manuel Rubio Gámez, Con- 
rado Augusto Ortega, Arturo Zelaya y Gonza- 
lo Yurrita Nova están obligados a restituir de- 
termisadas cantidades. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


Al conocer en grado el Tribunal de Cuentas 
confirmó el fallo de primera instancia, con va- 
rias modificaciones que no se detallan por la 
forma como se resolverá este recurso. Con res- 
pecto a los cargos formulados contra Gonzalo 
Yurrita Nova, el Tribunal fundamentó su fallo 
en las siguientes consideraciones: “Que la ope- 
ración sobre los cincuenta y cinco mil nove- 
cientos sesenta quetzales con diez centavos, 
que hicieron los empleados de la Empresa de 
Aviación “Aviateca” y que nombra el acta nú- 
mero: cincuenta y nueve del folio cincuenta y 
tres de la primera pieza, debe estimarse como 
lo hace el primer Juez, habida cuenta las cir- 
cunstancias concurrentes que en definitiva no 
se causó un daño a la Compañía aunque pu- 
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diera haberle resultado a tercero por lo que es 


pertinente que éstos lo reclamen en último caso 


(contra la Empresa) en los términos que lo 
sugiera aquel funcionario. Que la apreciación 
que hace el Juzgador con respecto al cargo que 
devino por el despido del señor Manuel Rubio 
Gámez es correcta, toda vez que no está impug- 
nada legalmente la indemnización de seiscien- 
tos treinta y nueve quetzales setenta centavos, 
que se le pagó y por consiguiente ajustada a de- 
recho la irresponsabilidad extendida a favor 
de las personas Gue intervinieron en esa ope- 
ración y que señala el propio Juez en la respec- 
tiva consideración. Que el transporte de unos 
cerdos y la negociación de automóvil, origina- 
ron obligaciones imputables al Presidente de la 
Empresa. señor Gonzalo Yurrita Nova, pero 
como quiera que estas no llegaron a justificar- 
se en forma legal, camo se expone en el pro- 
nunciamiento de examen, es el caso de mante- 
ner el criterio sustentado en el mismo con res- 
pecto a estos puntos. Que las apreciaciones fi- 
nales con las que se remató el fallo proferido 


- y QUe ofrece separadamente las respansabili- 


dades en que incurrieron los señores Conrado 
Augusto Ortega, Manuel Rubio Gámez y Gon- 
zalo Yurrita Nova, en el carácter con que ac- 
tuó este último, están bien tratadas. por cuano 
que es lo que aparece de las constancias de au- 
tos, documentos específicos no controvertidos y 
de la regulación legal de la Empresa de Avia- 
ción “Aviateca”, por lo que es una consecuen- 
cia obligada mantener l3 resuelto al respecto”. 


RECURSO DE CASACION: 

Gonzalo Yurrita Nova, con auxilio del Abo- 
gado Manuel Lizandro Berganza interpuso el 
recurso que se examina con fundamento en los 
casos de procedencia contenidos en los incisos: 
lo., 30. y 4o. del artículo 506 del Decreto Le- 
gislativo 2009, citando como leyes infringidas 
los artículos: 232 incisos 4o., 50, y 6.; 233 del 
Decreto Gubernativo 1862; 68, 69 y 107 del De- 
creto 1126 del Congreso de la República; 20 y 
21 del Decreto 773 del Congreso de la Repúbli- 
ca; 259. 260, 263 y 268 del Decreto Legislativo 
2009; XXVIII de los Preceptos Fundamentales 
de la Ley Constitutiva del Organismo Judicial; 
68 de la Constitución de la República. En me- 
morial de fecha catorce de enero del año pasa- 
do y antes del día de la vista el recurrente se 
presentó manifestando, que también citaba co- 
mo leyes infringidas los artículos: 224, 227, 233 
del Decreto Gubernativo 1862; 282, 277 y 278 
del Decreto Legislativo 2009, Los argumentos 
del interponente se omiten por la misma razón 
consignada anteriormente. 


Transcurrida la vista, procede resolver. 
CONSIDERANDO: 


Que conforme el artículo 97 en su última 
parte del Decreto número 1126, Ley Orgánica 
del Tribunal y Contraloría de Cuentas, procede 
el recurso de casación, contra los fallos de se- 
gunda instancia en los juicios de cuentas, cuan- 
do el sujeto de glosa o juicio no sea funciona- 
rio o empleado público. En el presente caso, la 
sentencia dea segundo grado contra la que se 
recurre, fue dictada en juicio de cuentas que 
se instruyó contra empleados de la Empresa 
Guaemalteca de Aviación “Aviateca”, la que 
de conformidad con la ley de su creación, De- 
creto número 773 del Congreso de la Repúbli- 
ca, es una entidad del Estado, lo que hace que 
sus trabajadores tengan el carácter de emplea- 


- dos públicos. por lo cual es inadmisible el pre- 


sente recurso de casación. Ley citada. 
POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia. basada en la 
consideración hecha, leyes citadas y en lo que 
preceptúan los artículos 13, inciso b), 222, 223, 
224, 227, 233 del Decreio Gubernativo 1862; 27, 
521 y 524 del Decreto Legislativo 2009, DESES- 
TIMA el presente recurso e impone al recu- 
rrente la multa de veinticinco quetzales que, en 
cas) de insolvencia. deberá conmutar con ochoa 
días de prisión simple. Notifíquese, repóngase 
el papel en la forma que corresponde y con cer- 
tificación de lo resuelto, devuéivanse los ante- 
cedentes. (Ponencia del Magistrado Alberto 
Argueta Sagastume). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Alber- 
to Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


GTVAL 


Ordinario seguido por Loreno Curruchich Mux 
contra María de la Cruz Gómez Chicol. 


DOCTRINA: Só'o la omisión de formalidades 
esenciales, invalida el instrumento público y 
le resta la eficacia jurídica de plena prueba 
que la ley le asigna. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, siete 
de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 
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Se ve para resolver el recurso de casación 
interpuesto por María de la Cruz Gómez Chi- 
col, contra la sentencia que el doce de mayo 
del año próximo pasado dictó la Sala Primera 
de la Corte de Apelaciones, en el juicio ordi- 
nario que le siguió Lorenzo Curruchich Mux 
en el Juzgado de Primera Instancia de Chimal- 
tenango. 


ANTECEDENTES: 


El once de mayo de mil novecientos cincuen- 
ta y nueve se inició el juicio con la demanda 
que en la vía ordinaria presentó Lorenzo Cu- 
rruchich Mux contra Gregorio Roquel y Saco- 
rro Catú de Roquel, reclamando de ellos la 
propiedad y posesión de un sitio compuesto de 
dos mil cuatrocientos ochenta y seis metros y 
veinticinco centímetros cuadrados, ubicado en 
el “Cantón 30.” de la población de San Juan 
Comalapa, en el departamento de Chimaltenan- 
go y que dijo haber habido por compra que de 
él hizo a Pedro Nolasco Curruchich, según se 
hizo constar en la escritura pública que el ca- 
torce de: octubre de mil novecientos cincuenta 
y siete. autorizó el Notario Rogelio Cifuentes 
de León. Acompañó a su demanda el testimo- 
nio de esta escritura y el de la que autorizó el 
mismo Notario el cinco de mayo de mil nove- 
cientos cincuenta y cuatro, de la que consta que 
Gabino Curruchich Tuvín vendió el predio re- 
lacionado a Pedro Nalasco Curruchich y certi- 
ficación de la matrícula fiscal número diez mil 
ciento tres en la que aparece inscrito'a su 
nombre un sitio de dos mil cuatrocientos ochen- 
ta y seis metros, veinticinco centímetros, sin 
registro. Citó los fundamentos de derecho en 
que apoya su demanda, ofreció las pruebas que 
se proponía rendir y pidió que en sentencia se 
declarara que es legítimo dueña del sitio de re- 
ferencia, incluso una galera construida en el 
mismo y que los demandados están obligados 
a darle la posesión dentro de tercero día y pa- 
garle las costas del juicio así como los daños 
y perjuicios y devolverle los frutos que han 
percibido. Al darse trámite a la demanda Gre- 
gorio Roauel y Socorro Catú de Roquel inter- 
pusieron las excepciones dilatorias de falta de 
personalidad y personería en ellos, alegando 
que ocupan el inmueble por habérselos alquila- 
do María de la Cruz Gómez; el actor contestó 
la audiencia que se le corrió de estas excepcio- 
nes, ampliando su demanda en el sentido de 
que la enderezaba también contra la citada Ma- 
ría de la Cruz Gómez y como las dichas excep- 
ciones se declararon con lugar, el juicio conti- 
nuó únicamente contra esta última persona, 
en cuya rebeldía se tuvo por contestada en sen- 


tido negativo la demanda y se abrió el juicio 
a prueba, habiéndose recibido por parte del ac- 
tor las siguientes: a) información testimonial 
de José Elías Otzoy Pichiyá. Narciso Sucuc Ve- 
lásquez, Esteban Calí y Ricardo Chex Cutzal, 
quienes aseguraron constarles que el inmueble 
que detenta María de la Cruz Gómez y que dió 
en alquiler a Socorro Catú, es el mismo que 
poseyó Pedro Nolasco Curruchich, quien lo hu- 
bo por herencia de su padre Gabino Curruchich 
Tuvín y del que ahora es dueño el actor; estos 
testigos fueron repreguntados por la demanda- 
da, pero sostuvieron sus afirmaciones; b) ins- 
pección ocular que practicó en el inmueble en 
litigio el Juez Menor de San Juan Comalapa, 
comisionado para el efecto, durante cuya dili- 
gencia comprobó las medidas laterales del mis- 
mo así como sus colindancias, e hizo constar 
que a su juicio se trata del predio que Pedro 
Nolasco Curruchich vendió a Lorenzo Curru- 
chich Mux según el testimonio que tuvo a la 
vista, de la escritura pública número doscien- 
tos sesenta y cuatro autorizada por el Notario 
Rogelio Cifuentes de León el catorce de octu- 
bre de mil novecientos cincuenta y siete; y c) 
los documentos que acompañó a su demanda. 
Por la parte demandada no se aportó prueba 
alguna. ; 


Concluido el procedimiento, el Juez dictó su 
fallo declarando: “1o.) que el señor Lorenzo 
Curruchich Mux, como propietario de la finca 
ubicada en el Cantón 3o. de la población de 
San Juan Comalapa. cuyos linderos y colindan- 
cias constan en autos, le corresponde la pose- 
sión de la misma, la cual deberá dársele den- 
tro de tercero día; 20.) absuelve a la deman- 
dada María de la Cruz Gómez en cuanto a los 
daños y perjuicios; y 30.) no hay especial con- 
dena en costas”. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Primera de la Corte de Apelaciones, 
al conocer en grado, confirmó el fallo de pri- 
mera instancia, por considerar que carece de 
base la inconformidad de la demandada, con- 
sistente en que no llegó a establecerse que el 
sitio que ella posee sea el mismo que pretende 
el actor, porque los datos consignados en la de- 
manda son los mismos que figuran en la ma- 
trícula fiscal y en los dos testimonios de las 
escrituras públicas que se aportaron como 
prueba por el demandante, y coinciden con los 
que constató el Juez Menor de Comalapa en la 
inspección ocular que practicó con la sola di- 
ferencia de los linderos sur y poniente. 
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RECURSO DE CASACION: 


María de la Cruz Gómez Chicol, bajo la di- 
rección del Abogado Leocadio de la Roca Pérez, 
interpuso el recurso que se examina, funda- 
mentándolo en el caso de procedencia conteni- 
do en el inciso 3o. del artículo 506 del Decreto 
Legislativo 2009, citando como infringidos los 
artículos 259, 282, 374 del mismo Decreto, 387, 
388, 396, 479, 493 y 494 del Código Civil. Sos- 
tiene que la Sala incurrió en error de derecho 
al estimar que el área del inmueble en litigio, 
consignada en la demanda, coincide con la que 
figura en la matrícula fiscal del demandante y 
en los dos testimonios de las escrituras públi- 
cas de compra-venta que obran en autos, así co- 
mo las colindancias y nombres de los colindan- 
tes, porque en la escritura de fecha cinco de 
mayo de mil novecientos cincuenta y cuatro, 
en la que consta la venta hecha por Gabino 
Curruchich Tuvín a favor de Pedro Nolasco 
Curruchich, se indica que el vendedor obtuvo 
el inmueble por herencia de su padre, pero no 


consta que el Notario haya tenido a la vista al- 


gún documento aue acredite tal calidad ni que 
el vendedor haya tenido la posesión material 
del inmueble; que por otra parte, la extensión 
que consta en la matrícula fiscal y las escritu- 
ras ya relacionadas, no es la misma que se com- 
probó durante la inspección ocular y tampoco 
coinciden los colindantes que menciona el Juez, 
con los que aparecen en aquellos documentos. 
Las mismas razones alega para fundamentar 
el error de hecho en que dice haber incurrido 
la Sala en la apreciación de la prueba. 
Transcurrida la vista, procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Afirma la recurrente que la Sala incurrió en 
error de derecho en la apreciación de la prue- 
ba, al estimar que tanto en la demanda como 
en la matrícula fiscal del demandante y los dos 
testimonios de las escrituras públicas que se 
aportaron al juicio, consta que el área del in- 
mueble en litigio es de dos mil cuatrocientos 
ochenta y seis metros, veinticinco centímetros 
cuadrados, haciendo consistir este error en que 
la Sala no tomó en consideración que el Nota- 
rio que autorizó la escritura pública de fecha 
cinco de mayo de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, mediante la que Gabino Curruchich Tu- 
vín vendió a Pedro Nolasco Curruchich aquel 
predio no dio fe de haber tenido a la vista el 
documento que acreditara la calidad de here- 
dero del vendedor. Pero fuera de que esa for- 
malidad no es esencial y por lo mismo no inva- 


lida el instrumento, el estudio de esta impug- 
nación es imposible porque la recurrente omi- 
tió citar como ley infringida alguna que tuvie- 
ra relación con el caso, pues las únicas que se- 
ñaló relacionadas con la estimativa probatoria, 
se refieren a la obligación en aue está de pro- 
bar ei que afirma, la fe y plena prueba que 
producen los documentos auténticos y públicos 
y la inspección ocular. También hace consis- 
tir el error de derecho que denuncia con res- 
pecto a la apreciación que se hizo de estos do- 
cumentos, en que no coinciden la extensión y 
colindancias consignadas en las escrituras pú- 
blicas, con la que comprobó el Juez durante la 
inspección ocular. Sin embargo, si efectivamen- 
te existiera esta equivocación, no podría cons- 
tituir error de derecho sino de hecho, porque no 
consiste en una valoración de la prueba con- 
traria a las normas procesivas correspondientes, 
sino una interpretación que a juicio del inter- 
ponente, no se acomoda a los hechos consigna- 
dos en tales documentos; de ahí que no pueda 
estudiarse bajo este aspecto esta otra impugna- 
ciós, pero sí con relación al error de hecho que 
también se denuncia relacionándolo con aque- 
llas mismas circunstancias, advirtiéndose des- 
de luego que aun bajo este aspecto carece de 
fundamento la denuncia, porque para estable- 
cer si efectivamente existe marcada diferencia 
entre el área consignada en las escrituras de . 
venta y la que comprobó el Juez durante la ins- 
pección ocular, sería necesario un dictamen pe- 
ricial dada la forma irregular del inmueble; y 
que durante la inspección ocular sólo se veri- 
ficaron sus medidas laterales. Además, como 
lo indica la Sala en sus consideraciones de de- 
recho, esa misma forma del terreno justifica las 
diferencias que se notan entre lo consignado 
en las escrituras dichas y el acta de inspección 
ocular, teniéndose en cuenta que la medida no 
se practicó por peritos en la materia, sino en 
una forma empírica y que en cuanto a los nom- 
bres de los colindantes es corriente que cam- 
bien con mucha frecuencia, pero sobre todo, la 
Sala hizo correcta apreciación de esta prueba, 
puesto que el Juez en forma categórica y ex- 
presa hizo constar en el acta correspondiente 
a la inspección ocular, que a su juicio el inmue- 
ble inspeccionado es el mismo que vendió Pe- 
dro Nolasco Curruchich a Lorenzo Curruchich 
Mux, según los términos del testimonio de la 
escritura pública que autorizó el Notario Ro- 
gelio Cifuentes de León, el catorce de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete, conclu- 
yéndose en consecuencia, que el tribunal sen- 
tenciador no pudo haber infringido los artícu- 
los 259 y 282 e hizo correcta aplicación del nú- 
mero 374, todos del Decreto Legislativo 2009. 
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Como otro de los motivos del recurso, se de- 
nuncia la infracción de los artícules 387, 388, 
396 y 493 del Código Civil, argumentando que 
por carecer de título inscrito el predio de que 
se trata y no haber acreditado el actor su ca'i- 
dad de dueño, esas leyes no pueden fundamen- 
tar la posesión aue se le mandó dar, Pero co- 
mo en la interposición del recurso sólo se cita 
como caso de procedencia el inciso 30. del ar- 
tículo 506 del Decreto Legislativo 2009, es impo- 
sible el estudio de las leyes mencionadas, pues 
por su carácter sustantivo. su examen tendría 
obligadamente que hacerse relacionándo!o con 
las decisiones de fondo del fallo impugnado, y 
para ello sería necesario que el recurso se hu- 
biera basado es el caso contenido en el inciso 
lo. del citado artículo 506, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fundamen- 
to en lo considerado y lo que preceptúan los 
artículos 222, 223, 224, 227, 233, 234 del Decre- 
to Gubernativo 1862; 27, 521 y 524 del Decreto 
Legislativo 2009, declara: SIN LUGAR el pre- 
sente recurso y condena a la interponente al 
pago de las costas del mismo y a una multa 
de veinticinco quetzales que, en caso de insol- 
vencia conmutará con ochoa días de prisión sim- 
ple. Notifíquese, repóngase el papel emplesdo 
al del sello de ley y con certificación de lo re- 
suelto devuélvanse los antecedentes, (Ponen- 
cia del Magistrado Arnoldo Reyes Morales). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. Fernando Juárez y Aragón. 
M. Fernández Escobar.—M. Alvarez Lobos. 


CIVIL 


Ordinario seguido por Rito de Jesús Barrios y 
Barrios contra Valentín Godínez Rodríguez. 


DOCTRINA: Incurre en error de hecho el tri- 
bunal sentenciador, al estimar que un inmue- 
ble está inscrito en el Registro de la Propie- 
dad con una extensión distinta de la que real- 
mente aparece consiznada en la certificación 
de las inscripciones úe dominio, que se tuvo 
como prueba. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tiuno de marzo de mil novecientos sesenta y 
dos, 


Para resolver se examina el recurso de casa- 
ción interpuesto por Rito de Jesús Barrios y 
Barrios, contra la sentencia que el dieciséis de 
agosto del año próximo pasado dictó la Sala 
Octava de la Corte de Apelaciones, en el jui- 
cio ordinario de propiedad y posesión que el 
interponente siguió a Valentín Godinez Rodrí- 
guez en el Juzgado Primero de Primera Instan- 
cia de San Marcos. 


ANTECEDENTES: 

El veintinueve de septiembre de mil ncve- 
cientos cincuenta y cuatro, se inició el juicio 
con la demanda de Rito de Jesús Barrios y Ba- 
rrios, reclamando de Valentín Godínez la pro- 
piedad y posesión de la finca rústica inscrita en 
el Segundo Registro de la Propiedad con el nú- 
mero catorce mil trescientos quince (14,315), al 
folio treinta y ocho (38), del libro ochenta y 
cinco (85) de San Marcos, consistente en un te- 
rren> ubicado en el municipio de Malacatán de 
aquel departamento. Citó los fundamentos de 
derecho en que apoya su acción; acompañó el 
testimonio de la escritura pública otorgada el 
veinticuatro de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y tres ante el Notario José María 
Moscoso Espino y de la que consta que Pruden- 
cio Barrios y Barrios cedió sus derechos en la 
finca de que se trata al demandante Rito de 
Jesús de los mismos. apellidos; ofreció otras 
pruebas y pidió que en sentencia se declarara: 
“1) con lugar la presente acción ordinaria de 
propiedad y pcsesión en contra de Valentín G>- 
dínez; 2) que soy propietario de la finca rústica 
No, 14,315, folio 33 del libro 85 de San Marcos, 
con exclusividad de cualquier otra persona, 
principalmente del demandado; 3) que com> 
consecuencia de la declaración anterior, el de- 
mandado debe entregarme la posesión de la 
citada propiedad. dentro de tercero día”. Va- 
lentín Godínez Rodríguez contestó negativa- 
mente la demanda y contrademandó del actor 
el pago de la suma de dos mil seiscientos cua- 
renta quetzales, en que estima las mejoras que 
ha hecho en el inmueble de que se trata, expo- 
niendo: que los derechos que tenía Prudencio 
Barrios y Barrios en la citada finca, los vendió 
desde el veinticuatro de marzo de mil nove- 
cientos cuarenta y nueve a Guadalupe Girón 
de León, según se hizo constar en escritura pú- 
blica que autorizó en esa fecha el Notario Víc- 
tor Manuel Gutiérrez Récil y que el cinco de 
diciembre de mil novecientos cuarenta y cua- 
tro, el exponente compró a Girón de León esos 
mismos derechos, haciéndose constar este nego- 
cio en documento privado y que desde enton- 
ces ha estado en posesión del inmueble; de ma- 
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nera que cuando Prudencio Barrios y Barrios 
cedió sus derechos a su hermano Rito de Jesús 
en la escritura pública otorgada el veinticua- 
tro de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y tres, ya no era dueño de tales derechos y 
agrega: “no estoy pues ejerciendo actos ilícitos 
o conira derecho como lo manifiesta el actor, y 
es por ello que contesto la demanda en senti- 
do negativo, debiendo emplazarse al vendedor 
Prudencio Barrios y Barrios para que salga al 
presente juicio a responder criminalmente de 
esas ventas hechas dos veces de un mismo in- 
mueble”. Que los cultivos y construcciones que 
ha he: ho en el predio de que se trata, los esti- 
ma como mejoras y suman dos mil seiscientos 
cuarenta queizales que deben reintegrársele 
en caso de que se mandara dar la posesión 
al demandante. porgue tanto los cultivos como 
las construcciones dichas las hizo de buena fe 
y con conocimiento del señor Barrios. El actor 
contestó negativamente la reconvención e in- 
terpuso contra ella las excepciones perentorias 
de falta de acción, falta de derecho y de te- 
meridad de la acción. Durante la dilación pro- 
batoria sólo se recibieron como pruebas por 
parte del demandante, el testimonio de la es- 
critura pública que acompañó a su demanda y 


el escrito de fecha dieciocho de octubre de mil 


_hovecientos cincuenta y cuatro presentado por 
Valentín Godínez Rodríguez, contestando la de- 
manda y planteando la reconvención de que 
hace referencia, escrito que a solicitud del ac- 
tor se tuvo por ratificado en rebeldía de Godínez 
Rodríguez. 

Concluido el trámite, el Juez dictó su fa'!lo 
declarando: “lo. absuelve a Valentín Godínez 
Rodríguez, de la demanda ordinaria de propie- 
dad y posesión que en su contra inició Rito de 


. Jesús Barrios y Barrios, por falta de plena 


prueba; 20. por la misma razón, absuelve al 
actor de la contrademanda instaurada en su 
contra por el demandado; 3o0,, sin lugar las ex- 
cepciones de falta de acción, falta de derecho 
y temeridad interpuestas por la parte actora, 
por los motivos que se indican en el conside- 
rando respectivo; y 4o., no hace especial con- 
denación en costas, tampoco a daños y perjui- 
cios, por no haberse probado estos extremos 
y repóngase el papel suplido de acuerdo con 
la ley”. ' 


as 


SENTENCIA RECURRIDA: 


Por haberlo dispuesto así el tribunal, para 
mejor fallar se tuvo a la vista la certificación 
de las inscripciones de dominio de la finca en 
litigio y se practicó inspección ocular sobre la 


misma, en cuya diligencia el Juez Menor de Ma- 
lacatán, a quien se comisionó para el efecto, 
la identificó describiendo sus medidas y co- 
lindancias, Oportunamente la Sala dictó sen- 
tencia confirmando la de primera instancia en 
todas sus partes, con fundamento en las siguien- 
tes consideraciones: “que en segunda instancia 
el actor aportó certificación del Segundo Re- 
gistro de la Propiedad Inmueble en la que cons- 
ta que la extensión de la finca identificada es 
de una caballería; y de la inspección practicada 
por el Juez Menor de Malacatán se estableció 
que el demandado sólo ocupa un predio de 
ciento treinta cuerdas. El análisis hecho lleva 
incuestionablemente a la conclusión que el in- 
mu*ble aue pretende el actor en su demanda, 
no fue debidamente identificado, apareciendo 
abierta contradicción entre los hechos narrados 
en la demanda y lo estab!ecido con los medios 
probatorios. Extremos estos que se probaron 
con las inspecciones oculares practicadas por 
el Juez Menor ya aludido”, 


RECURSO DE CASACION: 


Rito de Jesús Barrios y Barrios, bajo la di- 
rección del abogad> Alfredo Guzmán Pineda, 
interpuso el recurso que se examina fundamen- 
tándolo en los casos de procedencia contenidos 
en los incisos lo. y 3o. del artículo 506 del De- 
creto Legislativo 2009, citando como infringi- 
dos los artículos 389. 1076, 1081, 1084, 1085 del 
Código Civil, 277, 282 y 374 del Decreto Legis- 
lativo 2009. Argumenta que la Sala infringió las 
disposiciones relativas a los derechos de pro- 
piedad y posesión. porque habiendo comproba- 
do con la certificación del Registro de la Pro- 
piedad que es dueño legítimo de la finca cues- 
tionada y con la inspección ocular aque el de- 
mandado la detenta, debió haberse declarado 
con lugar su demanda; que incurrió asimismo 
en error de derecho en la apreciación de la 
prueba constituida por la certificación del Re- 
gistro de la Propiedad, al estimar que la finca 
tiene la extensión de una caballería, negándo- 
le el valor probatorio que le corresponde en 
cuanto se refiere a las desmembraciones con- 
signadas en el propio documento; y por últi- 
mo, que se incurrió en error de hecho al esti- 
marse que según la misma certificación del Re- 
gistro de la Propiedad, la finca en litigio tenía 
la extensión de una caballería, cuando consta 
de la misma certificación que el área total de la 
finca quedó reducida a doscientas cincuenta 
cuerdas, 


Transcurrida la vista, procede resolver, 
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—I-— la finca inscrita en el Segundo Registro de la 
Propiedad con el número catorce mil trescien- 
CONSIDERANDO: tos quince (14,315), folio treinta y ocho (38), 


Según consta de la certificación extendida 
por el Director del Segundo Registro de la 
Propiedad, la finca inscrita con el número ca- 
torce mil trescientos quince (14,315), al folio 
treinta y ocho (38), del libro ochenta y cinco 
(85) de San Marcos, tenía originalmente la ex- 
tensión de una caballería, pero el diecisiete de 
septiembre de mil noveciestos veinticuatro se 
dividió en cuatro partes compuestas de un 
cuarto de caballería cada una, las cuales se ad- 
judicaron a Beatriz, Ismael, José y Porfirio Ba- 
rrios, formándose nuevas fincas con las porcio- 
nes que correspondieron a los tres últimos y la 
finca matriz que quedó reducida así a un cuarto 
de caballería, se inscribió a nombre de la pri- 
mera; posteriormente el demandante Rito de 
Jesús y Prudencio Barrios y Barrios, como su- 
cesores de Beatriz Barrios, adquirieron en pro- 
piedad la misma finca, pero ya reducida a un 
cuarto de caballería, y por convenio entre am- 
bos hermanos todos los derechos de propiedad 
se inscribieron a nombre de Rito de Jesús Ba- 
rrios y Barrios, Pero no obstante que las ins- 
cripciones de dominio y desmembraciones con- 
signadas en la certificación de mérito, son su- 
ficientemente claras y establecen sin lugar a 
“dudas que la finca en cuestión sólo mide un 
cuarto de caballería, el tribunal sentenciador 
equivocadamente estimó aue la aludida certi- 
ficación probaba que el área de la finca era 
de una caballería, incurriendo así en manifies- 
to error de hecho como se denuncia, y siendo 
esa equivocada apreciación el fundamento prin- 
cipal del fallo absolutorio que se impugna, pro- 
cede declarar con lugar el recurso y resolver 
como en derecho corresponde, sin examinar por 
innecesario, las demás impugnaciones. Artícu- 
los 282 y 518 del Decreto Legislativo 2009, 


4 


EX. e 


Con la certificación del Registro de la Pro- 
piedad, de que ya se hizo mención, el testimo- 
nio de la escritura pública que autorizó el vein- 
ticuatro de noviembre de mil novecientos cin- 
cuenta y tres el Notario José María Moscoso 
Espino, lo expuesto por el demandado en su 
escrito de contestación de la demanda, el cual 
se tuvo por ratificado en su rebeldía y lo que 
estableció el Juez Menor de Malacatán, duran- 
te la inspección ocular que practicó por comi- 
sión de la Sala sentenciadora, quedaron proba- 
dos plenamente los siguientes hechos: a) que 


del libro ochenta y cinco (85) de San Marcos, 
tenía originalmente la extensión de una caba- 
llería, pero cuando se inscribió a nombre de 

Beatriz Barrios estaba ya reducida a un cuar- 
to de caballería y con esa misma extensión se 
inscribió posteriormente a favor del actor Rito 
de Jesús Barrios y Barrios; b) que este último 
adquirió la citada finca en su totalidad, por ad- 
judicación que de sus derechos le hizo su her- 
mano Prudencio, conforme se consignó en la 
escritura pública ya relacionada, de fecha vein- 
ticuatro de noviembre de mil novecientos cin- 
cuenta y tres; c) por confesión del propio de- 
mandado, contenida en su memorial fechado el 
dieciocho de octubre de mil novecientos cin- 
cuenta y cuatro, a que también ya se hizo alu- 
sión, consta que está en posesión de la parte de 

la finca que pertenecía a Prudencio Barrios y 
Barrios; y d) que el predio detentado por el 
demandado, se compone de ciento treinta cuer- 
das de extensión y es el mismo a que se refiere 
este juicio, según lo establece la inspección ocu- 
lar practicada por el Juez Menor de Malacatán. 
Las probanzas indicadas no dejan lugar a duda 
sobre la identidad de la finca, pues el Juez Me- 
nor que practicó la inspección ocular tuvo a la 
vista las actuaciones y asentó en el acta res- 
pectiva: “localizado el inmueble a que se refie- 
ren estas diligencias se estableció que se en- 
cuentra situado en el caserío denominado “San-" 
ta Fe” y que anteriormente se denominaba : 
“San Antonio Ixpil”...”; también hio constar, 
que es un predio de ciento treinta cuerdas de 
extensión lo cual coincide con bastante apro- 
ximación a lo consignado en el Registro de la 
Propiedad, pues es sabido que un cuarto de ca- 
ballería de terreno equivale también aproxi- 
madamente a doscientas cincuenta cuerdas y 
como Prudencio Barrios y Barrios era dueño 
de la mitad, su derecho que es precisamente 
el que detenta el demandado, debía tener la ex- 
tensión de ciento veinticinco cuerdas; y si bien 
las colindancias no son exactamente las mismas 
que aparecen en la primera inscripción de do- 
minio, esto carece de importancia porque cam- 
bian con suma frecuencia; pero sobre todo la 
confesión de Godínez Rodríguez prueba de ma- 
nera fehaciente que la finca de que está en 
posesión es la misma que correspondió a Pru- 
dencio Barrios y Barrios. De esa suerte, estan- 
do establecido el derecho de propiedad del ae- 
tor, procede declarar con lugar su demanda, 
Artículos 387, 388, 396, 397, 479. 1076, 1114, 
1116 del Código Civil, 269, 282, 364, 369 y 374 
del Decreto Legislativo 2009, 
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— III — 


El demandado Valentín Godínez Rodríguez, 
al confesar que está en posesión de la finca ob- 
jeto del litigio, ofreció probar que la había ad- 
quirido legalmente por compra que de ella hi- 
zo a Guadalupe Girón de León, así como que 
había construido y cultivado el terreno, contra- 
demandando por ello del actor la suma de dos 
mil seiscientos cuarenta quetzales, pero duran- 
te el curso del juicio ninguna evidencia aportó 
acerca de estos extremos, por lo que debe de- 
clararse sin lugar su reconvención; y por con- 
siguiente es innecesario analizar lo relativo a 
las excepciones perentorias de falta de acción, 
falta de derecho y de temeridad opuestas por 
el demandante a esta reconvención, Artículos 
257, 259 y 269 del Decreto Legislativo 2009. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fundamen- 
to en lo considerado, leyes citadas y lo que 
preceptúan los artículos 222, 223, 224, 227, 233, 
234 del Decreto Gubernativo 1862; 27, 521 y 524 
del Decreto Legislativo 2009, CASA la senten- 
cia recurrida y resolviendo declara: lo.) Con 
lugar la demanda ordinaria de propiedad y po- 
sesión entablada por Rito de Jesús Barrios y 
Barrios contra Valentín Godínez Rodríguez; 
20.) Que a Rito de Jesús Barrios y Barrios, co- 
mo legítimo propietario que es de la finca ins- 
crita en el Segundo Registro de la Propiedad 
con el número catorce mil trescientos quince 
(14,315), al folio treinta y ochoa (38), del libro 
ochenta y cinco (85) de San Marcos, correspon- 
de la posesión de la misma, la cual debe entre- 
garle el demandado dentro de tercero día de 
notificado este fallo; 30.) Absuelto al actor de 
la contrademanda entablada en su contra por 
el demandado; 40.) Sin lugar las excepciones 
de falta de acción, falta de derecho y temeridad 
interpuestas por el demandante contra la re- 
convención; y 50.) No hay especial condena- 
ción en costas. Notifíquese, repóngase el papel 
simple empleado al del sello de ley y con cer- 
tificación de lo resuelto, devuélvanse los ante- 
cedentes. (Ponencia del Magistrado Arnoldo 
Reyes Morales). 


H. Morales Dardón.—G. Aguiiar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


EFY EL 


Ordinario seguido por Rodolfo Contreras Sie- 
rra como apoderado de Juana Gutiérrez Gál- 
vez contra Santiago Lorenzo Gómez y Gua- 
dalupe Rodríguez. 


DOCTRINA: Por la naturaleza extraordinaria 
del recurso de casación, para que pueda 
prosperar es necesario que en su plantea- 
miento el interponente exponga las razones 
jurídicas en que funda sus impugnaciones al 
fallo recurrido. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, tres 
de abril de mil novecientos sesenta y dos. 


Para resolver se examina el recurso de casa- 
ción interpuesto por Rodolfo Contreras Sierra 
en concepto de apoderado de Juana Gutiérrez 
Gálvez, contra la sentencia que el treinta y 
uno de agosto del año próximo pasado dictó la 
Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, en 
el juicio ordinario que siguió el interponente a 
Santiago Lorenzo Gómez y Guadalupe Rodrí- 
guez en el Juzgado Cuarto de Primera Instan- 
cia de lo Civil de este departamento, 


ANTECEDENTES: 

Rodolfo Contreras Sierra, en su concepto di- 
cho, demandó en la vía ordinaria de Santiago 
Lorenzo Gómez y Guadalupe Rodríguez la po- 
sesión de la finca urbana inscrita en el Regis- 
tro General de la Propiedad con el número 
veintiún mil seiscientos cuarenta y seis (21,646), 
al folio ciento treinta y siete (137), del libro 
doscientos trece (213) de Guatemala, consis- 
tente en un sitio marcado con el número cinco 
guión cero uno de la novena avenida, zona doce 
de esta ciudad. Ofreció las pruebas de su ac- 
ción y pidió que en sentencia se declarara: “10. 
que los demandados por no tener ningún dere- 
cho para ocupar el predio de pertenencia de 
mi poderdante y en consecuencia deben entre- 
gárselo dentro de tercero día; y 20., que las 
costas, daños y perjuicios son a cargo de la par- 
te re”. Guadalupe Rodríguez contestó negati- 
vamente la demanda, exponiendo que no es 
cierto que esté detentando el predio de propie- 
dad de la actora, pues el sitio en que vive es- 
tá marcado con el número nueve guión vein- 
tiocho de la quinta calle de la zona doce de es- 
ta capital, por lo que interponía contra la de- 
manda las excepciones perentorias de falta de 
acción y de derecho para demandar; y que en 
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caso de que llegara a declararse que correspon- 
Cía la posesión a la actora, reconvenía de ella 
el pago del valor de la casa de habitación que 
exnstruyó en el predio de referencia, Santiago 
Lorenzo Gómez también contestó negativamen- 
te la demanda e interpuso las mismas excep- 
ciones. En rebeldía de la demandante se tuvo 
por contestada la reconvención en sentido ne- 
gativoa, 


Durante la dilación probatoria se aportaron 
algunas pruebas que no se detallan por inne- 
cesario, dada la forma en que está interpuesto 
el recurso. En su oportunidad el Juez dictó sen- 
tencia declarando: “a) que absuelve a los se- 
ñores Santiago Lorenzo y Guadalupe Rodríguez 
de la demanda ordinaria que les entablara la 
señora Juana Gutiérrez por medio de su apode- 
rado especial Rodolfo Contreras Sierra, por 
falta de prueba; b) sin lugar la excepción de 
falta de acción en la demandante; c) sin lu- 
gar la contrademanda instaurada por la señora 
Guadalupe Rodríguez en contra de la deman- 
dante, por improcedente; e), no hay especial 
condena en costas”. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Segunda de la Corte de Apelaciones 
confirmó la sentencia de primer grado en sus 
puntos a) y b), “por considerar correcta la ex- 
cepción de falta de derecho propuesta, con re- 
lación exclusivamente a la acción reivindicato- 
ria, dejando a salvo los demás atributos del de- 
recho de propiedad, de la parte actora; y la re- 
voca en los puntos d) y e), disponiendo que 
mientras no sea abonada la cantidad de seiscien- 
tos quetzales a los demandados, ellos tienen 
derecho de retener lo edificado”. Fundó su fa- 
llo en que la parte actora no aportó ninguna 
prueba de su acción y que los demandados, con 
prueba testimonial demostraron haber cons- 
truido públicamente la casa donde viven, aun 
cuando no probaron tener ningún título que 
ampare los derechos posesorios que alegan. 


RECURSO DE CASACION: 


Rodolfo Contreras Sierra, bajo la dirección 
del abogado Julio Urrutia, y en su concepto ya 
indicado, interpuso el recurso que se examina 
por violación e interpretación errónea de la 
ley, citando como caso de procedencia el con- 
tenido en el inciso lo. del artículo 506 del De- 
creto Legis!ativo 2009, exponiendo por toda 
argumentación que “el fallo aludido viola las 


disposiciones legales contenidas en los artículos 
trescientos ochenta y siete (387), trescientos 
ochenta y ocho (388). tres ientos ochenta y 
nueve (389), trescientos novenia y uno (391), 


«trescientos noventa y seis (396), trescientos no- 


venta y siete (397) y cuatrocientos ochenta y 
ocho (488) del Código Civil”. 


Transcurrida la vista, procede resolver, 


CONSIDERANDO: 


Reiteradamente ha sostenido esta Corte que 
en atención a la naturaleza extraordinaria del 
recurso de casación, es indispensable «que en 
su planteamiento el interponente exponga con 
claridad y precisión de la tesis que sustente res- 
pecto a la infracción de las leyes auz= cite en 
relación con el cas» de procedencia en que fun- 
damente sus impugnaciones al fallo recurrido, 
pues de lo contrario el tribunal tendría que ha- 
cer un estudio generalizado del juicio para de- 
terminar si las pretensiones de las partes fue- 
ron resueltas conforme a derecho, lo que equi- 
valdría a conocer del asunto en tercera instan- 
cia, con manifiesta violación del precepto cons- 
titucional que estatuye que en ningún juicio 
habrá más de dos instancias. Y como en el caso 
de estudio, el interponente se limitó a citar las 
leyes que a su juicio fueron infringidas por el 
tribunal sentenciador, sin argumentar en qué 
sentido se incurrió en esa infracción, es impo- 
sible el examen de fondo de tales preceptos. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en lo considerado y lo que preceptúan 
los artículos 222, 223, 224, 227, 233, 234 del De- 
creto Gubernativo 1862; 27, 521 y 524 del De- 
creto Legislativo 2009, DESESTIMA el presen- 
te recurso y condena al interponente al pago 
de las costas del mismo y a una multa de vein- 
ticinco quetzales que, en caso de insolvencia 
conmutará con ocho días de prisión simple. No- 
tifíquese, repóngese el papel empleado al del 
sello de ley y con certificación de lo resuelto, 
devuélvanse los antecedentes. (Ponencia del 
Magistrado Arnoldo Reyes Morales). 


zo. 
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H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


Y 


e dic 


2 de 8 


Ordinario de filiación seguido por Josefa Dolo- 
res Jordán contra Ramón Quezada Orellana. 


DOCTRINA: Para que pueda hacerse el estudio 
comparativo que implica el recurso de casa- 
ción, tanto cuando se denuncia error de dere- 
cho o error de hecho en la apreciación de la 
prueba, es indispensable que la recurrente 
precise con exactitud, lo que a su juicio se 
ha apreciado equivocadamente. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
titrés de mayo de mil novecientos sesenta y 
dos. 


Para resolver se examina el recurso de casa- 


. ción interpuesto por Josefa Dolores Jordán con- 


tra la sentencia que el treinta de agosto del 
año próximo pasado, dictó la Sala Sexta de la 
Corte de Apelaciones en el juicio ordinario de 
filiación seguido por la interponente contra Ra- 
món Quezada Orellana, ante el Juzgado de Pri- 
mera Instancia del departamento de Izabal. 


ANTECEDENTES: 


El veintinueve de julio de mil novecientos 
cincuenta y ocho Josefa Dolores Jordán deman- 
dó de Ramón Quezada Orellana la filiación de 
su hija Elsa Consuelo en virtud de los siguien- 
tes hechos: que por espacio de ocho años hizo 
vida marital con el demandado, y que de dicha 
unión nacieron las niñas Carmen Leticia y Elsa 
Consuelo, pero aque éste tanto en forma judicial 
como extrajudicial se ha negado y se niega a 
la ayuda de la crianza de la segunda, todo lo 
cual es por no tenerla reconocida de conformi- 
dad con la ley en el Registro Civil respectivo. 
Acompañó a su demanda copia certificada de 
un memorial y ratificación del mismo hecha 
por el demandado ante el Juzgado de Paz del 
departamento de Izabal donde entre otras co- 
sas hace relación a que vivió con la demandan- 
te maritalmente y que de tal unión nacieron 
las niñas Carmen Leticia y Elsa Consuelo; asi- 
mismo acompañó copia certificada de la parti- 
da de nacimiento de Elsa Consuelo. Ofreció las 
demás pruebas que estimó pertinente pidiendo 
que en sentencia se declarara que el demanda- 
do Quezada Orellana es padre legítimo de Elsa 
Consuelo Jordán y como consecuencia debía 
ocurrir al Registro Civil respectivo a asentar 
la partida de reconocimiento, Ramón Quezada 
Orellana contestó negativamente la demanda 
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indicando que la demandante tuvo a Elsa Con- 
suelo como un año y medio después de que él 
dejó de sostener relaciones amorosas con la 
misma. 

El juicio fue abierto a prueba y durante di- 
cho término no aportaron ninguna las partes. 

En su oportunidad el Juez dictó su fallo, en 
el que declara: “a) con lugar la demanda or- 
dinaria de filiación; b) que la niña Elsa Con- 
suelo Jardán, es hija de Ramón Quezada Ore- 
llana, procreada con Josefa Dolores Jordán, y 
como tal, le corresponde usar el apellido de su 
padre y tiene todos los derechos y obligaciones 
que en calidad de hija lleva consigo; c) que al 
estar firme el fallo, manda se haga la anota- 
ción respectiva en la partida de nacimiento de 
la menor en el Registro Civil correspondiente; 
y d) las costas del juicio corren a cuenta del 
demandado”. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Sexta de la Corte de Apelaciones al 
conocer en grado, revocó la sentencia de pri- 
mera instancia y resolviendo declaró: sin lu- 
gar la demanda por falta de prueba; y que las 
costas son a cargo de ambas partes. Fundó su 
fallo en las siguientes consideraciones: “la se- 
ñora Josefa Dolores Jordán promovió demanda 
ordinaria de filiación de sus hijas Carmen Le- 
ticia y Elsa Consuelo Jordán contra el señor 
Ramón Quezada Orellana, acompañando con su 
demanda una certificación extendida por el 
Secretario del Juzgado de Paz de Puerto Ba- 
rrios, que contiene el escrito presentado a di- 
cho Tribunal por el señor Quezada Orellana, 
en el que hace constar que desde hace ocho 
años, se unió con la señora Josefa Dolores Jor- 
dán y que dentro de la vida marital en los men- 


cionados ocho años, procrearon dos niñas lla- 


madas Carmen Leticia y Elsa Consuelo, quie- 
nes se encuentran bajo el cuidado de su seño- 
ra madre Lucía Orellana viuda de Quezada, pe- 
ro siempre bajo su vigilancia y atención, por- 
que es su padre; y también el acta levantada 
ante el mencionado Juez ratificando el conteni- 
do del escrito de fecha veintiuno de marzo de 
mil novecientos cuarenta y nueve y la ratifi- 
cación de tal escrito se hizo en diligencia de 
fecha nueve de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y nueve ante el Juez de Paz de Puer- 
to Barrios. Durante la dilación probatoria, la 
demandante señora Jordán presentó escrito pa- 
ra el examen de unos testigos quienes no se 
presentaron para la práctica de tal diligencia, 
por lo que no existe tal probanza testimonial; 
tampoco la demandante pidió que se tuviera co- 
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mo prueba de su parte, la certificación extendi- 
da por el Secretario del Juzgado de Paz de 
Puerto Barrios, el seis de marzo de mil nove- 
cientos cincuenta y ocho, mucho menos que se 
hiciera aon citación contraria para los efectos 
legales, en consecuencia ni esa prueba documen- 
tal de tanta importancia para el caso, aparece 
como elemento de prueba para determinar la 
filiación de las menores Carmen Leticia y Elsa 
Consuelo Jordán, por consiguiente por falta de 
prueba, procede revocar el fallo apelado”. 


RECURSO DE CASACION: 


Josefa Dolores Jordán, con auxilio del abo- 
gado Marco Aurelio Morales Díaz, interpuso el 
recurso que se examina, por interpretación 
errónea de la ley y por error de hecho en la 
apreciación de la prueba, con fundamento en 
los incisos lo. y 30. del artículo 506 del Decre- 
to Legislativo 2009. Argumenta que la Sala 
sentenciadora no tomó en cuenta como prueba 
la certificación extendida por el Secretario del 
Juzgado de Paz de Puerto Barrios que contiene 
el escrito presentado por el demandado el cual 
se encuentra debidamente ratificado y median- 
te el cual confiesa de manera espontánea haber 
vivido con la interponente por espacio de ocho 
años y que durante ese lapso procrearon a las 
niñas Carmen Leticia y Elsa Consuelo, tan solo 
porque ella no pidió en el término probatorio 
que se tuviera como prueba de su parte, pero 
que estima que es innecesario someter a prue- 
ba un hecho incontrovertible, porque el deman- 
dado no niega ser el progenitor de la menor 
cuya filiación solicitó, ni al contestar la deman- 
da ni en el término probatorio rebatió los con- 
ceptos vertidos por él en el escrito relaciona- 
do; y que no hay ningún precepto legal que 
consigne que un documento auténtico, que cons- 
tituya plena prueba y en el que el actor funde 
su derecho, no se tome en cuenta, si no fue pre- 
sentado en el término probatorio tal como lo 
prescribe el artículo 230 del Decreto Legisla- 
tivo 2009. En el transcurso del argumento de 
su interposición la interponente cita simple- 
mente los artículos 169 del Código Civil; 263, 
269 inciso 1o., 340, 341, 505, 511, 512 y 513 del 
Decreto Legislativo 2009, 


Transcurrida la vista, procede resolver, 


CONSIDERANDO: 


Que en la interposición de este recurso se in- 
vocan como casos de procedencia los conteni- 


dos en los incisos 1o. y 30. del artículo 506 del 
Decreto Legislativo 2009, los cuales establecen: 
“cuando la sentencia o auto recurrido conten- 
ga violación, aplicación indebida o interpreta- 
ción errónea de la ley; y cuando en la aprecia- 
ción de las pruebas haya habido error de de- 
recho o error de hecho, si este últmo resulta 
de documentos o actos auténticos que demues- 
tren de modo evidente la equivocación del juz- 
gador”. Sin embargo, la recurrente sólo atribu- 
ye al fallo de la Sala Sexta de la Corte de Ape- 
laciones, interpretación errónea de la ley y 
error de hecho en la apreciación de la prueba 
que presentó como fundamento en su deman- 
da, o sea la certificación extendida por el Juez 
de Paz de Puerto Barrios, a la cual la Sala 
sentenciadora le negó. todo valor probatorio 
por no haberse cumplido, según estima, con lo 
que establece el artículo 263 del Decreto Le- 
gislativo 2009; pero dada la forma del plantea- 
miento del recurso, no puede hacerse el estu- 
dio comparativo del mismo, pues se denuncia 
“error de hecho, cuando de existir equivocación 
en la apreciación que del citado documento 
hizo el Tribunal sentenciador, el error sería 
de derecho, ya que consistiría en una interpre- 
tación incorrecta de las normas procesales que 
rigen la admisión de las probanzas, por lo que 
en tales condiciones no puede hacerse como ya 
se dijo, el estudio comparativo que implica el 
recurso de casación. Artículos 259, 260, 263 y 
269 Decreto Legislativo 2009. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo 
con lo considerado, leyes citadas y lo que pres- 
criben los artículos 27, 512, 513, 515, 521 y 523 
Decreto Legislativo 2009; 222, 224, 227, 233 y 
234 Decreto Gubernativo 1862, DESESTIMA el 
presente recurso de casación y condena a la re- 
currente a las costas del mismo y a una mul- 
ta de veinticinco quetzales que en caso de in- 
solvencia conmutará con ocho días de prisión 
simple. Notifíquese, repóngase el papel y con 
certificación de lo resuelto, devuélvanse los an- 
tecedentes. (Ponencia del Magistrado Alberto 
Argueta Sagastume). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Alber- 
to Argueta S.—M, Alvarez Lobos. 


e 
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CIVIL 


Ordinario seguido por Abelardo Marroquín 
Guerra contra Mercedes Figueroa Cárdenas 
viuda de Argueta. 


DOCTRINA: Es inadmisible como prueba, el 
testimonio de una escritura pública de com- 


pra-venta de un inmueble, que no está razo- 


nado por el Registrador respectivo. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, once 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Para resolver se examina el recurso de casa- 
ción interpuesto por Abelardo Marroquín Gue- 
rra, contra la sentencia que el catorce de agos- 
to del año próximo pasado dictó la Sala Prime- 
ra de la Corte de Apelaciones, en el juicio or- 
dinario que el recurrente siguió a Mercedes Fi- 
gueroa Cárdenas viuda de Argueta, en el Juz- 
gado de Primera Instancia de Chimaltenango. 


ANTECEDENTES: 


El cinco de octubre de mil novecientos sesen- 
ta, compareció Abelardo Marroquín Guerra ma- 
nifestando ser propietario de la finca urbana 
consistente en un sitio en la población de Zara- 


goza del departamento de Chimaltenango, ins- . 


crita en el Registro General de la propiedad 
con el número mil quinientos noventa y uno 
(1,591), folio trescientos noventa y siete (397) 
del libro sesenta y cuatro (64) del citado depar- 
tamento, la cual, después de deducidas dos frac- 
ciones que se le desmembraron, una a favor de 
Abelardo Argueta y otra para Gregorio de 
igual apellido, quedó reducida a las medidas y 
linderos siguientes: Norte, veintiocho varas y 
tres cuartos con Gregorio Argueta; oriente, cin- 
cuenta y cuatro varas y media, con Rafael Pé- 
rez Miranda y Espectación Marroquín, calle de 
por medio; sur, treinta varas con Socialina Al- 
varado de Porras, calle de por medio, y po- 
niente, cincuenta y tres varas y media con Fi- 
dencio Marroquín Alvarado y doctor Carlos 
Umaña Rodríguez. Que Mercedes Figueroa Cár- 
denas viuda de Argueta está ocupando sin nin- 
gún derecho ese inmueble y por eso demanda 
de ella su posesión; ofreció las pruebas que se 
proponía rendir y pidió que en sentencia se de- 
clarara: que como propietario de la finca rela- 
cionada le corresponde su posesión, la cual de- 
be entregarle dentro de tercero día la deman- 
dada y pagarle los daños y perjuicios que le ha 
»s 


causado, así como las costas judiciales, Merce- 
des Figueroa Cárdenas viuda de Argueta con- 
testó negativamente la demanda e interpuso la 
excepción perentoria de falta de derecho. 


DILACION PROBATORIA: 


El actor aportó las siguientes pruebas: a) cer- 
tificación del Registro General de la Propiedad, 
de la que consta que la finca de que se trata 
se inscribió originalmente a nombre de Fabián 
Marroquín, pasando después por razón de he- 
rencia a favor de Abelardo Marroquín y se hi- 
cieron dos desmembraciones, una para Abelar- 
do Argueta y otra a favor de Gregorio del mis- 
mo apellido, formándose fincas separadas; b) 
inspección ocular que practicó el Juez Menor 
de Zaragoza, comisionado para ese efecto, du- 
rante cuya diligencia identificó la finca en liti- 
gio como la misma que está poseyendo Merce- 
des Figueroa Cárdenas viuda de Argueta; y Cc) 
testimonios de Cándido Pérez Rodas, Pedro Ar- 
gueta Guerra, Jesús Marroquín Guerra, Maria- 
no Marroquín Figueroa y Fidel García, quie- 
nes declararon constarles que el actor estuvo 
poseyendo hasta el año de mil novecientos vein- 
titrés el inmueble en cuestión y que actual- 
mente lo posee Mercedes Figueroa Cárdenas 
viuda de Argueta. La parte demandada no apor- 
tó prueba alguna, y cuando ya se había señala- 
do día para la vista interpuso la excepción di- 
latoria de falta de personalidad en el actor, 
fúndándola en el testimonio de la escritura pú- 
blica que el seis de noviembre de mil novecien- 
tos veinticinco autorizó el Notario Felipe Va- 
lenzuela Caceros, de la que consta que Abelar- 
do Marroquín vendió a Gregorio Argueta el 
resto de la finca inscrita en el Registro Gene- 
ral con el número mil quinientos noventa y 
uno (1,591), folio trescientos noventa y. seis 
(396), del libro sesenta y cuatro (64) de Chi- 
maltenango, haciéndose relación en este instru- 
mento que de la misma finca ya se había des- 
membrado una fracción vendida a Abelardo 
Argueta. El Juez admitió la excepción, pero 
después del trámite correspondiente la declaró 
sin lugar argumentando que el testimonio in- 
dicado no es prueba suficiente para acreditar 
la falta de personalidad alegada en el deman- 
dante. Posteriormente mandó tener a la vista 
para mejor fallar, el mismo testimonio, y en 
su oportunidad dictó sentencia absolviendo de 
la demanda a la señora Cárdenas viuda de Ar- 
gueta; declaró con lugar la excepción perento- 
ria de falta de derecho, sin lugar la reclamación 
en cuanto a daños y perjuicios y condenó en 
las costas del juicio a la parte actora. 
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SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Primera de la Corte de Apelaciones 
confirmó el fallo de primera instancia, revo- 
cándolo únicamente en cuanto a las costas ju- 
diciales, Para el efecto consideró que con la 
certificación del Registro de la Propiedad, la 
inspección ocular y la información testimonial 
rendida por el demandante, quedaron plena- 
mente establecidos los extremos de la deman- 
da, “pero resulta que para mejor fallar, el 
Juez trajo a la vista el segundo testimonio de 
la escritura pública de compra-venta ante los 
oficios del notario Felipe Valenzuela Caceros, 
de fecha seis de noviembre de mil novecien- 
tos veinticinco, instrumento que viene a poner 
en duda el derecho del reclamante. En efecto: 
en dicha escritura Se asienta que Abelardo Ma- 
rroquín Guerra vende a Gregorio Argueta el 
resto que le queda en el citado inmueble y que 
se encuentra inscrito en el Primer Registro de 
la Propiedad Raíz bajo el número 1,591, folio 
396 del libro 64 de Chimaltenango. Para dejar 
las cosas en claro, el demandante debió probar 
y no lo hizo, cuáles escrituras, ante qué Nota- 
rios y de qué fechas, fueron las que dieron ori- 
gen a las inscripciones de dominio de las fincas 
desmembradas; y esto pudo haberse establecido 
con certificación de los asientos correspondien- 
tes en el diario del Registro de Inmuebles; pero, 
con sólo la certificación que obra en autos no 
se llega a la conclusión de que la demandada 
está poseyendo indebidamente, aunque así lo 
digan los testigos y el Juez Menor de Zara-= 
goza”, 


RECURSO DE CASACION: 


Abelardo Marroquín Guerra, bajo la direc- 
ción del abogado Leocadio de la Roca Pérez, in- 
terpuso el recurso que se examina fundamen- 
tándolo en los casos de procedencia contenidos 
en los incisos lo. y 30, del artículo 506 del De- 
creto Legislativo 2009 y citó como infringidos 
los artículos 388, 389, 396, 397 y 1096 del Có- 
digo Civil, 282. 374, 427 y 431 del Decreto Le- 
gislativo 2009. Afirma que la Sala infringió las 
leyes sustantivas antes citadas, al negarle la 


posesión que demandó, porque con las pruebas ' 


que produjo en el juicio quedó plenamente es- 
tablecido que es legítimo propietario de la fin- 
ca inscrita a su favor en el Registro General de 
la Propiedad con el número mil quinientos no- 
venta y uno (1,591), al folio trescientos noven- 
ta y siete (397), del libro sesenta y cuatro (64) 
de Chimaltenango. Que incurrió en error de de- 
recho en la estimación de las pruebas consisten- 
tes en la certificación del Registro, la inspec- 


ción ocular practicada por el Juez Menor de 
Zaragoza y la información testimonial que rin- 
dió en el juicio, porque bastó el testimonio 
de la escritura pública autorizada por el Nota- 
rio Felipe Valenzuela Caceros el seis de no- 
viembre de mil novecientos veinticinco, otorga- 
da a favor de persona distinta de la demandada, 
que se refiere a finca diferente de la que moti- 
va el litigio y que no está registrada, para in- 
validar aquellas pruebas; y por último, que in- 
currió en error de hecho al no tomar en cuenta 
los mismos medios probatorios ya indicados y 
conferirle mayor valor al testimonio de la es- 
critura pública ya relacionada. 
Transcurrida la vista, procede resolver, 


NES, AE 
CONSIDERANDO: 


Estima 'el tribunal sentenciador que con la 
certficación extendida por el Registrador Gene- 
ral de la República, la inspección ocular practi- 
cada por el Juez Menor de Zaragoza y la infor- 
mación testimonial producida en el juicio, que- 
daron plenamente establecidos los extremos de 
la demanda; pero que el testimonio de la escri- 
tura pública de compra-venta autorizada por el 
notario Felipe Valenzuela Caceros, el seis de 
noviembre de mil novecientos veinticinco, “vie-' 
ne a poner en duda el derecho del reclamante”. 
Se advierte desde luego, que esta apreciación 
de la Sala no es correcta, porque el testimonio 
de referencia. es de todo punto de vista inad- 
misible como prueba, en primer lugar, porque 
no está razonado por el Registrador, como ex- 
presamente lo determina el artículo 1096 del 
Código Civil, y en segundo, porque ni siquiera 
aparece otorgado a favor de la demandada Mer- 
cedes Figueroa Cárdenas viuda de Argueta, y 
no hay en el juicio constancia que acredite 
existir algún vínculo jurídico entre ella y Gre- 
gorio Argueta a cuyo favor fue extendida aque- 
lla escritura. De manera que, al restarle méri- 
to probatorio a los elementos anteriormente 
indicados, en el solo fundamento de un instru- 
mento público carente de los requisitos que la 
ley exige expresamente para su validez y ad- 
misibilidad en juicio, el tribunal sentenciador 
incurrió en el error de derecho que se denun- 
cia con infracción del artículo 1096 del Código 
Civil ya citado y los números 282, 374, 427 y 
431 del Decreto Legislativo 2009 y este error 
incidió además en la infracción de los artículos 
388, 389, 396 y 397 del Código Civil, al negar- 
se al demandante la posesión a que tiene dere- 
cho como legítimo propietario del inmueble en 
cuestión, por lo que procede casar el fallo re- 
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currido y proferir el que en derecho corres- 
ponde. 
E 


Las razones ya consideradas en cuanto res- 
pecta al valor jurídico que como prueba tiene 
la certificación extendida por el Registrador 
General de la República, la inspección ocular 
que se practicó en el inmueble del litigio y la 
información testimonial producida durante la 
tramitación del juicio, establecen de manera 
plena el derecho de propiedad en que funda el 
actor su demanda de posesión, sobre el eitado 
inmueble, sin que el testimonio de la escritura 


pública otorgada ante los oficios del Notario Fe- 


lipe Valenzuela Caceros el seis de noviembre 
de mil novecientos veinticinco, pueda invalidar 
aquellos elementos probatorios según queda es- 
timado en el párrafo que antecede, 

La prosperidad de la demanda, por las razo- 
nes indicadas, hace ineficaz la excepción peren- 
toria de falta de derecho interpuesta por la de- 
mandada, y en cuanto a los daños y perjuicios 
también reclamados por el actor, la absolución 
es imperativa por falta absoluta de prueba. Ar- 


tículos 479, 480, 487, 493, 1076, 1081, 1093, 1123, 


1402 y 1477 del. Código Civil, 259, 260, 262 y 293 
del Decreto Legislativo 2009. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justiéia, con fundamen- 
to en lo considerado, leyes citadas y lo que pre- 
ceptúan los artículos 222, 223, 224, 227, 233, 234 
del Decreto Gubernativo 1862; 27, 521 y 524 del 
Decreto Legislativo 2009, CASA la sentencia 
recurrida y resolviendo en derecho declara: que 
en su calidad de propietario, corresponde a 
Abelardo Marroquín Guerra la posesión de la 
finca inscrita en el Registro General de la Pro- 
piedad con el número mil quinientos noventa y 
uno (1,591), al folio trescientos noventa y siete 
(397) del libro sesenta y cuatro (64) de Chimal- 
tenango, posesión que debe entregarle dentro 
de tercero día la demandada Mercedes Figue- 
roa Cárdenas viuda de Argueta; sin lugar la 
excepción perentoria de derecho opuesta a la 
demanda, y absuelve a la demandada de los da- 
ños y perjuicios reclamados, No hay especial 
condenación en costas, Notifíquese, repóngase 
el papel suplido al del sello de ley y con cer- 
tificación de lo resuelto, devuélvanse los ante- 
cedentes. (Ponencia del Magistrado Arnoldo 
Reyes Morales), 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—A. 
Bustamante R.—M, Alvarez Lobos. 

-s 


CPE 


Ordinario seguido por el licenciado Rafael Ay- 
cinena Salazar contra José Gabriel García y 
Ricardo Lou Barreda. 


DOCTRINA: El abandono de la primera instan- 
cia, importa la extinción de la acción judicial 
por inactividad de las partes durante el tiem- 
po establecido por la ley. 

Corte Suprema de Justicia: Guatemala, quin- 
ce de junio de mil novecientos sesena y dos. 


Para resolver se examina el recurso de casa- 
ción interpuesto por el licenciado Rafael Ayci- 
nena Salazar en concepto de Jefe de la Sección 
de Procuraduría del Ministerio Público, contra 
el auto que el veintitrés de agosto del año pró- 
ximo pasado, dictó la Sala Segunda de la Corte 
de Apelaciones, en el juicio ordinario seguido 
por el Ministerio Público contra José Gabriel y 
Ricardo Lou Barreda, ante el Juzgado Cuarto 
de Primera Instancia de lo Civil de este De- 
partamento. 


ANTECEDENTES: 


El once de agosto de mil novecientos cincuen- 
ta y ocho, compareció ante el Juzgado indicado 
el licenciado Manuel de León Cardona en su 
concepto de Procurador General de la Nación 
y Jefe del Ministerio Público demandando en 
la vía ordinaria a José Gabriel García y Ricar- 
do Lou Barreda, en virtud de los siguientes he- 
chos: Que ante el Juez Tercero de Primera Ins- 
tancia de lo Civil de esta ciudad, Ricardo Lou 
Barreda radicó el juicio intestado de Emilio Gó- 
mez manifestando que lo hacía como acreedor 
de la mortual y que el heredero era el padre 
del causante, José Gabriel García. Se designó 
interventor de la mortual, y éste entabló de- 
manda contra el señor García, para establecer 
la filiación del difunto Emilio Gómez, como en 
efecto fue declarada por el mismo Juez Terce- 
ro, con base únicamente en la contestación afir- 
mativa de la demanda, en sentencia de fecha 
veintiuno de septiembre de mil novecientos cin- 
cuenta y seis; que como consecuencia, en el in- 
testado fue declarado heredero de Emilio Gó- 
mez, su padre José Gabriel García en auto de 
fecha nueve de octubre del mismo año. El bien 
traspasado por esa herencia es la finca urbana 
número ciento veintiséis, folio doscientos cua- 
renta y dos del libro primero general, en cuya 
tercera inscripción de dominio se hizo constar 
que Emilio Gómez (el propietario titular) es 
hijo de José Gabriel García, de acuerdo con el 
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fallo judicial relacionado, y cuyas inscripciones 
cuatro y cinco registran el traspaso por heren- 
cia a favor de José Gabriel García, conforme el 
auto citado. y la venta que éste hizo a Ricardo 
Lou Barreda, respectivamente. Citó los funda- 
mentos en que basa su acción indicando que se 
trata de derechos y acciones de carácter muy 
personal cuyo ejercicio es también limitado, de- 
modo que ni aún los rerederos pueden iniciar 
demanda sobre la filiación de ésta, sino en ca- 
sos excepcionales. Y menos puede hacerlo le- 
galmente quien no sea pariente ni heredero, si- 
no un simple interventor de la mortual, como 
en este caso de la sucesión de Emilio Gómez; 
que el interventor, con autorización del Juez, 
puede sólo intentar demandas para recobrar bie- 
nes o hacer efectivos derechos del intestado; es 
decir, que las acciones que puede ejercitar son 
únicamente de carácter patrimonial, y nunca 
relativas a derechos de familia, como la filia- 
ción, que la ley reserva a determinadas perso- 
nas; que por ello en el juicio intestado de Emi- 
lio Gómez, el interventor se extralimitó y ec- 
cedió en sus funciones, infringiendo la ley, y 
el Juez Tercero obró de igual manera, al dictar 
la sentencia de filiación, en vez de absolver de 
la demanda, por ser notoriamente improceden- 
te, sin base legal, y temeraria; que en virtud 
de tales hechos, y en ejercicio legítimo de fun- 
ciones y atribuciones del Ministerio Público co- 
mo Institución auxiliar de los tribunales, lla- 
mada a velar porque se apliquen rectamente 
las leyes, y con obligaciones específicas en ma- 
teria de sucesiones hereditarias, cuando, como 
en el presente caso, debe hacerse valer el de- 
recho del Estado a la herencia que resulta va- 
cante porque el pretendido heredero no esta- 
bleció su calidad de tal sino en apariencia y me- 
diante un procedimiento ilegal e indebido, de- 
mandaba a José Gabriel García y Ricardo Lou 
Barreda, en juicio ordinario, a efecto de que 
en sentencia se hicieran las siguientes declara- 
ciones: la. que por ser un acto contrario a la 
ley, es insubsistente la declaración de paterni- 
dad y filiación relativa a José Gabriel García 
y al difunto Emilio Gómez, contenida en la sen- 
tencia dictada por el Juez Tercero de Primera 
Instancia el veintiuno de septiembre de mil no- 
vecientos cincuenta y seis; 2a. que como conse- 
cuencia, es nulo e insubsistente el auto decla- 
ratorio de heredero dictado por el mismo Juez, 
en favor de García, con fecha nueve de octu- 
bre de mil novecientos cincuenta y seis, y son 
también nulas e insubsistentes las inscripcio- 
nes de dominio números tres, cuatro y cinco de 
la finca número ciento veintiséis, folio doscien- 
tos cuarenta y dos, libro general, antes rela- 
cionadas, por haberse hecho con base en las re- 


soluciones judiciales insubsistentes, y que de- 
ben cancelarse tales inscripciones, Acompañó a 
su demanda: copias certificadas de la senten- 
cia y del auto motivo de la litis extendidas por 
el Juzgado Tercero de Primera Instancia de lo 
Civil de este departamento; y certificación del 
Registro de la Propiedad, de las inscripciones 
de dominio de la finca relacionada. Ricardo 
Lou Barreda interpuso la excepción de incom- 
petencia: del Juzgado para conocer de la de- 
manda argumentando que la misma era insub- 
sistente por haberse planteado ante un Juez in- 
competente para actuar, ya que la ley expresa 
que todos los derechos que deban deducirse 
contra los bienes de una mortual, deben ser 
tramitados ante el Juez que conoció del juicio 
sucesorio. En su oportunidad dicha excepción 
fue declarada sin lugar. j 

El primero de junio del año próximo pasado, 
Ricardo Lou Barreda, planteó el incidente del 
abandono de la primera instancia, en virtud de 
haber transcurrido seis meses sin promover, 
contados desde la última notificación hecha el 
treinta de noviembre de mil novecientos sesen- 
ta a la fecha del planteamiento del incidente. 
En su oportunidad el Juez lo declaró con lu- 
gar y en consecuencia extinguida la acción de- 
ducida. 


RESOLUCION RECURRIDA: 


La Sala Segunda de la Corte de Apelaciones 
confirmó la resolución anterior, con funda- 
mento en las siguientes consideraciones: “que 
el abandono de la primera instancia se consu- 
ma con el transcurso del tiempo de seis me- 
ses, sin continuarla; en autos consta que la úl- 
tima diligencia practicada en el juicio hasta an- 
tes de acusar el abandono fue la notificación 
hecha al señor Ricardo Lou Barreda el treinta 
de noviembre del año pasado, apareciendo que 
la petición respectiva se hizo el primero de ju- 
nio del año en curso, por lo que el término de 
seis meses que la ley exige se consumó el vein- 
tinueve de mayo de mil novecientos sesenta, o 
sea la víspera del día en que comenzó a correr 
el tiempo que la ley requiere para tener por 
abandonada la primera instancia; consecuente- 
mente, el acusarse el abandono el día primero 
de junio siguiente, se cumplió con lo precep- 
tuado por la norma legal en la cual el Juez de 
Primer Grado basó su resolución, la cual por 
lo apreciado se encuentra ajustada a la ley”. 


RECURSO DE CASACION: 


El licenciado Rafael Aycinena Salazar, en su 
concepto indicado, interpuso el recurso que se 
ES 
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examina, por violación e interpretación erró- 
nea de la ley, citando como caso de proceden- 
cia el inciso lo. del artículo 506 del Decreto Le- 
gislativo 2009, reformado por el artículo 20. del 
Decreto 388 del Congreso de la República; y 
como leyes infringidas, los artículos 11, XII, 
XIV, XXIV inciso 50, Preceptos Fundamenta- 
les, y 171 de la Ley Constitutiva del Organismo 
Judicial; 148 y 150 del Decreto Legislativo 
2009. Argumenta el interponente, que la resolu- 
ción de la Sala violó el artículo 150 del Decreto 
Legislativo 2009, que establece el término para 
el abandono, ordenando que dentro del mismo 
se incluyan los domingos y días festivos, ya que 
tomó como tales los que integran las vacacio- 
nes judiciales, lo cual constituye asimismo una 
interpretación errónea de la disposición citada; 
que violó el precepto fundamental XIV del De- 
creto Gubernativo 1862, que ordena que cuan- 
do el sentido de la ley es claro, no se desaten- 
derá su tenor literal del artículo 150 del De- 
creto 2009, al preceptuar que en el término del 
abandono se incluyen los domingos y días fes- 
tivos no puede ser más claro y conciso, no sien- 
do en consecuencia, susceptible de ser inter- 
pretado en forma extensiva; que cabe aducir 
que de conformidad con los Preceptos Funda- 
mentales de la Ley Constitutiva del Organismo 
Judicial, en los términos legales y judiciales, 
no se comprenden los días feriados que se de- 
claren oficialmente, ni los domingos, disposición 
contenida en el artículo XXIX, inciso 50. del 
Decreto Gubernativo 1862, la cual estima como 
violada por la Sala Segunda; que es de adver- 
tir que el precepto citado debiera prevalecer 
sobre las disposiciones del Código de Enjuicia- 
miento Civil y Mercantil, tanto por tratarse de 
un Precepto Fundamental, como por formar 
parte de una Ley Constitutiva, y además por 
ser posterior en el orden cronológico; que la 
jerarquía de las leyes es admitida por todos 
los autores; y que en cuanto a la posterioridad 
cronológica de las mismas debe citarse el Pre- 
cepto Fundamental III de la Ley Constitutiva 
del Organismo Judicial, el cual establece que 
las leyes se derogan por otras leyes posterio- 
res, ya por declaración expresa de las mismas, 
ya por incompatibilidad de las disposiciones 
nuevas con las precedentes o ya porque la nue- 
va ley regula enteramente, la materia conside- 
rada por la ley anterior. Concluye argumentan- 
do que de conformidad con el artículo 171 del 
Decreto Gubernativo 1862, los términos no co- 
rren por legítimo impedimento calificado o no- 
torio, que se probare haber sobrevenido al Juez 
o a la parte; que la suspensión de labores judi- 
ciales durante el período de vacaciones impidió 
a las partes promover en el juicio durante el 


lapso de veinte días y en consecuencia también 
el Tribunal debió haber tomado en considera- 
ción tal circunstancia para declarar sin lugar 
el abandono de la instancia. 


Transcurrida la vista, procede resolver. 
CONSIDERANDO: 


El licenciado Rafael Aycinena Salazar ac- 
tuando en concepto de Jefe de la Sección de 
Procuraduría del Ministerio Público de confor- 
midad con el nombramiento acompañado, in- 
terpuso recurso de casación contra lo resuelto 
por la Sala Segunda de la Corte de Apelacio- 
nes el veintiséis de agosto de mil novecientos 
sesenta y uno, que confirmó el proferido por 
el Juez Cuarto de Primera Instancia de lo Ci- 
vil de cinco de julio del mismo año, con base 
en el caso de procedencia contenido en el in- 
ciso 1o. del artículo 506 del Decreto Legislati- 
vo 2009, diciendo que hubo violación e inter- 
pretación errónea de la ley porque a su juicio 
para computar el término del abandono debe 
aplicarse la regla contenida en el inciso 50. del 
artículo número XXIX de los Preceptos Funda- 
mentales de la Ley Constitutiva del Organismo 
Judicial, que preceptúa “que en los términos 
legales y judiciales no se comprenden los días 
feriados que se declaren oficialmente ni los 
domingos” y que por esta razón legal, dentro 
de dicho término no debió la Sala comprender 
como lo hizo el período de vacaciones, durante 
el cual quedaron en suspenso las labores judi- 
ciales y por tal motivo las partes no pudieron 
promover dentro de ese período de veinte días, 
citando esta disposición legal como violada por 
falta de aplicación, porque la Sala en el auto 
que se impugna en este recurso no hizo aplica- 
ción de la regla contenida en dicho precepto, 
sino que se basó en el artículo 150 del Decreto 
Legislativo 2009, que dice todo lo contrario, o 
sea de que al computarse el término del aban- 
dono de las instancias, por ser continuo, deben 
contarse los días feriados y los domingos, por- 
que esta disposición tiene carácter especial pa- 
ra el cómputo del tiempo en que se considera 
abandonada una instancia y porque esta dis- 
posición reguladora y no otra es la que debe 
aplicarse como excepción a la regla general; 
que en cuanto al Decreto Gubernativo 1862 que 
fue emitido posteriormente al Decreto Legisla- 
tivo 2009, tal circunstancia en manera alguna 
ha quitado el carácter de especial que tiene di- 
cha ley para computar el término del abando- 
no y por lo mismo, habiendo sido dictada con 
ese carácter, debe prevalecer sobre la disposi- 
ción general que el recurrente señala, pues el 
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Decreto Gubernativo 1862 no puede surtir efec- 
tos en el abandono como dice el interponente, 
ya que no trata esta materia y por consiguien- 
te, se llega a la conclusión de que no existe 
incompatibilidad entre una y otra disposición, 
mucho menos para estimar que la ley posterior 
derogó a la anterior, porque ambas regulan ma- 
terias distintas, por lo que la Sala Segunda de 
la Corte de Apelaciones del Ramo Civil, al con- 
firmar el auto del Juez Cuarto de Primera 
Instancia, lo hizo con base en la única ley apli- 
cable o sea el artículo 150 del Decreto Legisla- 
tivo 2009, y en virtud de solicitud de parte le- 
gítima y constando además haberse vencido el 
término legal según el artículo 148 del mismo 
Decreto y por consiguiente, no incurrió en vio- 
lación de las leyes que se denuncian. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo 
con lo considerado y lo que preceptúan los ar- 
tículos 222, 224, 227, 233 y 234 del Decreto Gu- 
bernativo 1862; 521 y 524 Decreto Legislativo 
2009, declara: SIN LUGAR el recurso de mé- 
rito. Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los antecedentes. (Ponen- 
cia del Magistrado Alberto Argueta Sagas- 
tume). , 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— . 


Arnoldo Reyes.—J. F, Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Humberto Ruiz Martínez por el delito 
de estafa, 


DOCTRINA: No es posible examinar la califi- 
cación de los hechos que hace el Tribunal 
sentenciador, cuando no se cita el caso de 
procedencia que corresponde a esta impug- 
nación. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tiséis de enero de mil novecientos sesenta y 
dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de casación interpuesto por Humberto Ruiz 
Martínez, contra la sentencia proferida por la 
Sala Tercera de la Corte de Apelaciones el 


diez y nueve de enero del año próximo pasa- 
do, en la causa que por el delito de estafa se 
le instruyó en el Juzgado Quinto de Primera 
Instancia de lo Criminal de este departamento. 


ANTECEDENTES: 


El proceso se inició el siete de agosto de mil 
novecientos cincuenta y siete, en virtud de que 
el Juez Tercero de Paz de lo Civil, certificó 
lo conducente en el procedimiento ejecutivo se- 
guido en dicho Tribunal por Laura Barneond 
Valdéz contra Fernando Carrera Guerra, sobre 
cobro de sesenta y dos quetzales, cincuenta cen- 
tavos, en el cual al requerir de pago al deu- 
dor y no haberlo efectuado, se le embargó el 
diez por ciento del sueldo que devengaba como 
empleado de la oficina de fletes y pasajes de 
la compañía de aviación Aviateca, habiéndose 
nombrado depositario de lo embargado al pa- 
gador de dicha compañía, que resultó ser Hum- 
berto Ruiz Martínez a quien oportunamente se 
comunicó su designación y el veintiocho de 
febrero de mil novecientos cincuenta y seis, acu- 
só recibo e indicó que mensualmente procede- 
ría al descuento del porcentaje embargado del 
sueldo de Fernando Carrera Guerra y después de 
varios oficios en que se pidió informe de la suma a 
que ascendería lo descontado, el diez y siete 
de mayo del mismo año informó que no se ha- 
bía hecho ningún descuento porque existía otro 
embargo anterior, pero que a partir de ese 
mes lo haría, y el primero de agosto siguiente 
informó que los descuentos efectuados sobre el 
sueldo de Fernando Carrera Guerra y a favor 
de Laura Barneond Valdéz, ascendían a ochen- 
ta y dos quetzales cincuenta centavos, corres- 
pondientes a los meses de mayo, junio y julio 
de ese mismo año, a razón de veintisiete quet- 
zales, cincuenta centavos cada uno, y como no 
cumplió con depositar lo descontado, como se 
le ordenó, el veintitrés de julio de mil nove- 
cientos cincuenta y siete fue requerido por el 
Ministro ejecutor del Tribunal para que hiciera 
entrega de las sumas descontadas del sueldo 
de Carrera, habiendo manifestado: que aunque 
se le hicieron descuentos a éste por los meses 
de mayo, junio y julio anteriores, a razón de 
veintisiete quetzales cincuenta centavos por 
cada mes, no podía entregarlas pero las remi- 
tiría al propio Juzgado y que sólo se le hicie* 
ron esos descuentos, en virtud de haber recibi- 
do una orden del citado Tribunal para suspen- 
derlos, la cual no podía presentar por habér- 
sele extraviado. Las transcripciones de los pa- 
sajes relacionados, se envió al Juez Tercero de 
Paz de lo Penal, quien mandó instruir la ave- 
riguación correspondiente y habiendo compa- 


A 
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recido ante él Laura Otilia Barneond Valdéz, 
indicó que nada tenía que agregar puesto que 
cuanto tendría que exponer consta en la certi- 
ficación enviada por el Juzgado Tercero de 
Paz y aue formalizaba su acusación contra el 
pagador de Aviateca Humberto Ruiz Martínez, 
y a continuación se pasó el expediente al Juz- 
gado Quinto de Primera Instancia de lo Crimi- 
nal, a donde fue consignado el sindicado Ruiz 
Martínez, quien al ser interrogado manifestó: 
que conoce a Fernando Carrera Guerra, por- 
que fue Jefe del Departamento de pasajes en 
la Empresa de Aviación Aviateca, donde el de- 
clarante desempeña el cargo de pagador gene- 
ral; que sí recibió una orden del Juzgado Cuar- 
to de Paz para que se descontara el diez por 
ciento del sueldo de Fernando Carrera Gue- 
rra, la cual fue pasada al encargado de Cuen- 
tas Corrientes, para que mensualmente, for- 
mulara las listas de descuentos y de acuerdo 
con ellas los hacía la Pagaduría; que cree que 
fueron tres meses los que se descontaron, por- 
que el citado encargado recibió orden de ya no 
verificarlos, la cual fue presentada por Carre- 
ra; que la suma desconiada en total de ochen- 


ta y dos quetzales, cincuenta centavos, se man-. 


dó entregar cuando lo requirieron del Tribu- 
nal; que la orden en que se le comunicó hacer 
los descuentos reza que auedaba como deposita- 
rio el exponente, pero conforme el sistema de 
la Empresa ella se encarga de hacer el depósi- 
to de dinero y cuando es reclamado, en su ca- 
lidad de pagador gira el cheque p>r el valor 
descontado, el cual no pudo extender cuando 
fue requerido por el Tribunal porque las cuen- 
tas estaban un poco atrasadas y había que ha- 
cer una revisión para saber exactamente los 
descuentos que se habían efectuado y que ese 
dinero ya había sido entregado al Tribunal, ha- 
ría unos veinte días. El diez y siete de agosto 
de mil novecientos cincuenta y siete se le redu- 
jo a prisión provisional por el delito de estafa 
y ese mismo día se le excarceló bajo fianza. 
Obra ten autos informe del departament de 
Estadistica Judicial de que el procesado no tie- 
ne antecedentes penales. En la confesión con 
cargos no se conformó con ninguno de los for- 
raulados y en el término de prueba se recibie- 
ron por parte del procesado las declaraciones 
de los contadores Guillermo Flohr y Augusto 
Matamoros Alva, ex-auditores de la empresa 
Aviateca, sobre la forma como se opera la cuen- 
ta de descuentos y aue los pagos se hacen p:r 
cheques que firma sólo el presidente de la em- 
presa, y en caso de descuentos, aunque las ór- 
denes judiciales indican que el pagador queda 
de depositario, esto no es exacto, pues el ver- 


dadero depositario es la misma Empresa, dado 
. 


el sistema contab'e que se sigue en que s2 lle- 
va una cuenta especial que se denomina “Cuen- 
tas Consignadas” que es a donde ingresan los 
descuentos; un formulario en blanco para la 
nómina de los sueldos de “AVIATECA” y un 
cuestionario de preguntas que contestó el Jefe 
de control de la misma; por paríe de la acusa- 
ción: la certificación que sirve de base al pr- 
ceso y repreguntas dirigidas a los dos testigos 
mensionados. Concluidos los demás trámites el 
veinticinco de marzo de mil novecientos cin- 
cuenta y ocho, el Juez de Primera Instancia 
dictó sentencia, en la cual absolvió al procesa- 


- do de los cargos que se le formular3n, por fal- 


ta de plena prueba, En grado conoció la Sala 
Tercera de la Corte de Apelaciones y el diez y 
nueve de enero del año en curso, dictó su fa'lo, 


- por el cual revocó la sentencia de primera ins- 


tancia y declaró: que el procesado Humberto 
Ruiz Martínez es autor responsable del delito 
de estafa cometido contra el patrimonio de Lau- 
ra Otilia Barneond Valdéz, y lo condenó a la 
pena de un año de arresto mayor, con las acce- 
sarías del caso, permitiénddle conmutarla en 
su totalidad a razón de quince centavos de 
quetzal por cada día, previo pago o afianza- 
miento de las responsabilidades civiles del deli- 
to, a que también lo condena, así como a la 
reposición del papel empleado en el proceso; 
y la confirmó en cuanto a su absolución por el 
delito de desobediencia. Para el efecto conside- 
ró: que la responsabilidad de Ruiz Martínez en 
la infracción investigada, está plenamente pro- 
bada con la certificación de Juzgado Tercero de 
Paz en que consta: a) el acta de embargo he- 
cho a Fernando Carrera Guerra; b) el oficio 
dirigido al procesado comunicándole que debe- 
ría hacer los descuentos al ejecutado; c) oficio 
del procesado en que acusa recib> al Juzgado 
de la nota en que se le comunica que por reso- 
lución del mismo, debería descontar mensual- 
mente el diez por ciento del sueldo de Carrera 
Guerra, la cual está firmada por él como paga- 
dor general; d) informe de que los descuentos 
por los meses de mayo, junio y julio de mil no- 
vecientos cincuenta y seis, ascienden a ochenta 
y dos quetzales con cincuenta centavos; e) acta 
de requerimiento judicial hecho por el Ministro 
ejecutor en que consta que no hizo la entrega. 
El procesado confesó haber recibido la orden 
del Juzgado y haber hecho los descuentos por 
los meses de mayo, jurio y julio, así como que 
no cumplió con entregar el dinero porque eso 
depende de los trámites de la oficina. La con- 
sideración de primera instancia de que existe 
anomalía por no haber “otorgado” cargo de de- 
positariz al reo por el respectivo Tribunal, ca- 
rece de fundamento legal, porque conforme .a 
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la ley el embargo de sueldos o pensiones se ha- 
rá oficiando al funcionario que deba cubrirlos, 
como lo alega el Ministerio Público; que para 
que los pagadores de una oficina hagan los des- 
cuentos ordenados por un Tribunal y queden 
como depositarios de tales descuentos, no es 
necesaria la previa aceptación y discernimien- 
to del cargo, pues el carácter de depositarios 
lo tienen forzosamente por la naturaleza del 
cargo que desempeñan, y no está a su volun- 
tad aceptarlo, salvo situaciones especiales las 
que deben hacerse valer oportunamente: y 
“tampoco es válida la consideración de primera 
instancia, porque el procesado sí cumplió con 
hacer los descuentos de conformidad con lo 
ordenade por el Juez, faltando únicamente la 
segunda parte, es decir dar cuenta al ordenar- 
le, con las cantidades descontadas, de manera 
que el propio procesado estaba ejecutando el 
mandato judicial sin objetarlo ni hacer valer 
la falta de discernimiento en el cargo de depo- 
sitario judicial”. 


RECURSO DE CASACION: 


Humberto Ruiz Martínez bajo la dirección 
del abogado Marco Tulio Ordóñez Fetzer in- 
terpuso el presente recurso de casación por vio- 
lación de ley, que funda en los incisos lo. y 
80. del artículo 676 del Código de Procedimien- 
tos Penales, señalando como infringidos los ar- 
tículos 418 incisos 29., 419 inciso 50. del Código 
Penal; 571, 602 inciso 2o., 609, 613 y 614 del 
Código primeramente citado, y el día de la vis- 
ta manifestó: que con respecto al primer moti- 
vo que le sirve de fundamento, que se refiere 
a “cuando los hechos que en la sentencia se de- 
claren probados sean calificados como delitos 
no siéndolo”, la Sala infringió el inciso 50. del 
artículo 419 del Código Penal, que le aplicó 
imputándole el delito de estafa, pues del estu- 
dio de las actuaciones se desprende que no ha 
habido apropiación o distracción de dinero, ni 
ha negado haberlo recibido, de los fondos re- 
tenidos por “Aviateca” a Fernando Carrera 
Guerra, situaciones únicas que contempla di- 
cho artículo; que compaginando las actuaciones 
con el artículo citado, se puede concluir sin 
mayor esfuerzo, en que los hechos que se de- 
claran probados en el juicio han sido califica- 
dus como delito no siéndolo; que la documenta- 
ción apreciada por la Sala sólo conduce a de- 
mostrar lo que es irrebatible en el presente 
juicio o sea que había orden de un Juzgado de 
Paz para hacer descuentos a los sueldos de Ca- 
rrera Guerra y que éstos se efectuaron, así co- 
mo su monto, pero de tales elementos probato- 
rios en manera alguna puede deducirse que él 


haya incurrido en alguna de las situaciones ya 
indicadas que constituyen o tivifican el delito 
de estafa, por lo que no eabe duda que además 
de la violación de la citada ley, la Sala come- 
tió error de derecho en la apreciación de las 
pruebas, pues sostiene que el procesado confesó 
haber recibido la orden del Juzgado y haber 
hecho los descuentos por los meses de mayo, 
junio y julio, así como aue no cumplió con en- 
tregar el dinero, porque eso depende de los 
trámites de la oficina, pero aún admitiendo 
que haya confesado esos hechos, como afirma 
la Sala, no quiere decir que haya confesado un 
delito, mayormente que en el caso de examen 
este no existe; aue conforme a la doctrina con- 
fesión es la declaración por la que una perso- 
na reconoce por verdadero un hecho de tal na- 
turaleza que puede producir contra ella conse- 
cuencias jurídicas, de donde se deduce que las 
afirmaciones que hizo en el proceso, no produ- 
cen esas consecuencias en su contra, y que 
aún estimando que lo declarado por él tuviera 
el carácter de verdadera confesión, en todo ca- 
so la Sala incurrió en error de derecho al no 
tomarla como cualificada que sería la naturale- 
za de la misma, aunque reitera que los hechos 
declarados no constituyen delito, ya que lo úni- 
co que se desprende de su confesión, es que no 
cumplió con entregar el dinero, inmediatamen- 
te que se le pidió, porque dependió de los trá- 
mites de oficina, ya que no se entregan fondos 
en dinero en la Empresa sino que por medio 
de cheques que son firmados por el presidente, 
auditor y jefe de contabilidad de ella y ésto lle- 
va trámites previos acerca de lo cual se pro- 
dujo suficiente prueba con las declaraciones de 
los testigos Guillermo Flohr y Augusto Mata- 
moros, el informe del jefe general de contra- 
lores y el ejemplar de la planilla de sueldos, 
que fueron aportadas, además de su confesión 
cualificada, incurriendo en violación de los ar- 
tículos 613, 614, 571 y 602 inciso 20. del Código 
de Procedimientos Penales. 


Transcurrida la vista procede resolver, 
Pa pe 
CONSIDERANDO: 


El interesado entre los motivos de su recurso 
sostiene que la Sala sentenciadora cometió 
error de derecho al apreciar su declaración co- 
mo confesión puesto que no puede estimarse lo 
que declaró con ese valor pero que aun ha- 
ciéndolo se incurrió en la misma infracción al 
no tomarla como calificada en cuanto a los mo- 
tivos expuestos referentes al por qué no cum- 
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plió con ertregar el dinero cuando fue requeri- 
do. A este respecto la Sala estimó que la res- 
ponsabilidad del procesado en el delito porque 
se le procesó, estaba plenamente probada con 
la certificación extendida por el Secretario del 
Juzgado Tercero de Paz en que consta el acta 
de embargo del porcentaje del sueldo que se 
hizo a Carrera Guerra, los oficios cruzados en- 
tre el Juez y procesado referentes a la orden 
de los descuentos. el informe de la cantidad a 
que ascendieron los mismos y el acta de reque- 
rimiento en que consta que el sindicado no hizo 
entrega de las sumas descontadas; y con la con- 


- fesión de éste de haber recibido la orden del 


Juzgado, haber hecho los descuentos por tres 
meses y que no cumplió con entregar el dine- 
ro, porque eso dependía de los trámites de ofi- 
cina, es decir, que según lo relatado, el fallo 
no se fundó sólo en los hechos admitidos por el 
incriminado, único caso en que podía operar la 
confesión calificada que se pretende hacer va- 


ler; se afirma además que la Sala no tomó en- 


cuenta las declaraciones de los testigos Guiller- 
mo Flohr y Augusto Matamoros, el informe del 
jefe general de contralores de la empresa y el 
ejemplar de la planilla de sueldos, que fueron 
aportados oportunamente, pero como no se de- 
nuncia ningún error, en cuanto a tales pruebas, 
no es posible examinarlas y como consecuen- 
cia de lo consignado, no existe de parte de la 
Sala violación de los artículos 613 y 614 del 
Código de Procedimientos Penales. 


e, y pa 
CONSIDERANDO: 


También se afirma por el recurrente que los 
hechos que la Sala estimó como probados, no 
tipifican -el delito de estafa de que se le de- 
claró autor, porque de su parte no ha habido 
apropiación o distracción de dinero, ni ha ne- 
gado haberlo recibido, en relación a los fondos 
retenidos por-“Aviateca” a Fernando Carrera 
Guerra, que son los requisitos exigidos por el 
inciso 50. del artículo 419 del Código Penal, que 
sirvió de apoyo al indicado Tribunal. Sin em- 
bargo, aunque al analizar los hechos cometidos 
por el incriminado podría llegarse a reconocer 
que no configuran el delito de estafa, pero co- 
mo está establecido que rehusó hacer entrega de 
los fondos descontados del sueldo del menciona- 
do Carrera Guerra, es indudable que sí incu- 
rrió con ese motivó en otras infracciones vo- 
luntarias de la ley penal, por las que tendría 
que responder y cuya calificación no puede 
determinarse porque únicamente se citaron co- 
mo casos de procedencia a este respecto los con- 


tenidos en el inciso lo, del artículo 676 del Có- 
digo de Procedimientos Penales, en los que no 
está comprendido el concerniente al error en 
la “calificación de tales hechos. En tal virtud 
debe desestimarse la violación del inciso seña- 
lado por el recurrente, de conformidad cen lo 
que se ha expresado, 


— HI — 
CONSIDERANDO: 


Que tratándose de que al procesado no le apa- 
recen antecedentes penales y la pena que se 
le impuso no excede de tres años de prisión 
correccional, este Tribunal estima procedente . 
hacer en su favor la aplicación de lo dispuesto 
en la parte primera del artículo lo. del Decre- 
to 1484 del Congreso. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos 674, 
687, 690, 694 del Código de Procedimientos Pe- 
nales; 222, 224, 233 y 234 del Decreto Guber- 
nativo 1862, declara: IMPROCEDENTE el re- 
curso de casación de mérito, condenando al in- 
terponente a quince días de prisión simple con- 
mutables a razón de diez centavos de quetzal 
diarios, y deja en suspenso por el término de 
un año, la pena de privación de libertad que le 
fue impuesta por el Tribunal de Segunda Ins- 
tancia y las accesorías, excepto la relativa a las 
responsabilidades civiles. Notifíquese y en la 
rorma que corresponde devuélvanse los ante- 
cedentes. (Ponente Vocal lo.). 


- H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F, Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos, 


CRIMINAL 


Contra Benjamín Chinchilla del Cid por el de- 
lito de contrabando a la Hacienda Pública. 


DOCTRINA: En el ramo de alcoholes y bebi- 
das alcohólicas y fermentadas, el testimonio 
de los guardias aprehensores, hace plena 
prueba, 
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e === 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, pri- 
mero de febrero de mil novecientos sesenta y 
dos. 

Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de casación interpuesto por Benjamín Chin- 
chila del Cid, contra la sentencia proferida por 
la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones en 
el proceso que por el delito de contrabando a 
la Hacienda Pública en el ramo de alcoholes y 
bebidas alcohólicas y fermentadas, se le ins- 
truyó en el Juzgado Segundo de Primera Ins- 
tancia Ramo Criminal de este departamento. 


ANTECEDENTES: 


El proces> se inició con el parte rendido ante 
el Juez de Paz de Mixco, el veinticinco de no- 
viembre de mil novecientos sesenta por Virgi- 
lio Méndez Martínez en su concepto de inspec- 
tor del destacamento de la guardia de hacien- 
da y en el q+e se hace constar que pone a dis- 
posición en las cárceles públicos a Benjamín 
Chinchilla del Cid, capturado el día anterior a 
las diez horas en la finca denominada San 1Ti- 
colás propiedad de Julia Peláez, por los guar- 
dias Daniel Octavio Urrutia de León y Fluvio 
Felipe Gramajo de León, por habérsele decomi- 
sado una fábrica completa de material de c>a- 
bre, para destilar aguardiente compuesta de 
los siguientes implementos: una máquina de co- 
bre, un tonel alimentador, un alcoholímetro, 
dos toneles grandes con capacidad de doscien- 
tos litros cada uno, un tonel con capacidad de 
setenta y cinco litros, los tres llenos de chicha, 
un garrafón y un frasco de vidrio. El parte fue 
debidamente ratificado. Interrogzdo Daniel Oc- 
tavio Urrutia de León, dijo ser guardia de ha- 
cienda y que el día veinticuatro de noviembre 
de mil novecientos sesenta como a las diez ho- 
res, en la finca San Nicolás propiedad de Ju- 
lia Peláez, capturaron al individuo Benjamín 
Chinchil!a del Cid, a quien se le decomisó una 
máquina completa de material de cobre deta- 
lland> a continuación los implementos antes re- 
lacionados. Se tomó declaración a Eluvia Feli- 
pe Gramajo de León, quien dijo ser guardia de 
hacienda y se produjo en los mismos términos 
que el anterior, Examinado el detenido Ben- 
jamín Chinchilla del Cid afirmó: que fue cap- 
turado el día y hora de autos cuando estaba tra- 
bajando en su milpa por el kilómetro veinte, 
que no le han incautado nada; que la policía 
se lo llevó con engaño pidiéndole auxilio para 
ir a traer unos toneles, que a la altura de los 
kilómetros veintitrés y veinticuatro se metie- 
ron eníre el monte cuando oyeron un disparo y 


luego llegaron a unas malezas donde estaban 
unos tone es y otros objetos de elaborar aguar- 
diente, que le preguntaron a quién pertenecían 
esos objetos, contestando que no sabía, que nun- 
ca se ha dedicado a elaborar aguardiente. Apa- 
rece un informe de la Penitenciaría Central 
donde consta que el procesado ingresó a ese 
Centro el 19 de noviembre de 1959 por el deli- 
to de contrabando en el ramo de licores, con- 
signado al Juzgado Segundo de Primera Instan- 
cia Ramo Criminal, saliends el primero de d:- 
ciembre del mismo año y luego ingresó el tres 
de diciembre del año pasado por el mism> de- 
lito. El director general de rentas informó que 
el monto de los impuestos defraudados ascien- 
de a diez y ocho quetzales y cuarenta y un 
centavos. Se encuentra un memorial suscrito 
por el procesado solicitando la reforma del au- 
to de prisión y en el que expone: que el día 
y hora de autos, antes de almorzar dispuso dar- 
se un baño en un pequeño río que corre cerca 
de donde se encuentran sus siembras, que es- 
tando en el baño oyó un disparo y cuando co- 
menzaba a vestirse llegaron los guardias de ha- 
cienda y lo conminaron a que les ayudara a lle- 
var unos toneles. Se le tomó confesión con car- 
gos, no conformíndose con los que se le f>rmu- 
laron,- proponiendo la información testimonial 
de Juan Alvarez, Fidel Quisque Sequén e ls- 
mael Quisque Gómez. Interrogado Juan Alva- 
rez dijo: que el día y hora de autos se encon- 
traban “tazoleando milpa en compañía de Ben- 
jamín Chinchilla del Cid, por el kilómetro vein- 
te de la carretera Roosevelt y lueso se retira- 
ron para 3us casas y cuando el declarante iba 
por el kilómetro diez y nueve, oyó unos dispa- 
ros de arma de fueso y se dio cuenta de que 
en una camioneta llevaban a Chinchilla del 
Cid con unos toneles, que lo habían agarrado 
cerca de donde estaban trabajando que es un 
terreno propiedad de Remigio Muñoz”. Se tomó 
declaración a Exequiel Quizque Gómez quien 
man'festó: que el veinticuatro de noviembre del 
año pasado estaba trabajando con Benjamín 
Chinchilla Orellana, “cuando como a las diez 
de la mañana, éste dijo que se iba a bañar y 
eso iba a hacer cuando los guardias de hacien- 
da le dijeron que les ayudara a llevar unos to- 
neles, habiendo accedido a hacerlo pero los 
guardias se lo llevaron preso”. El testigo Fidel 
Quizqué Sequén expuso: que el día relacionado 
en las anteriores declaraciones, como a las once 
salió a comprarle un poco+de zacate a Benja- 
mín Chinchilla, no habiéndolo encontrado “pues 
dijeron que se lo habían llevado al kilómetro 
veintidós a cargar unos toneles y luego el decla- 
rante oyó unos disparos y se regresó no dándo- 
se cuenta de más”, Aparece el informe rendi- 
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do por el departamento de estadística judicial 
donde consta que Benjamín Chinchilla del Cid 
fue condenado por el delito de lesiones a su- 
frir la pena de treinta y seis meses de prisión 
correccional según sentencia del Juzgado de 
Primera Instancia de Santa Rosa. Este informe 
tiene fecha catorce de diciembre del año pasa- 
do y luego el Juez de la causa para mejor fa- 
llar y a solictud de la defensa pidió nuevo in- 
forme y a este respecto el propio departamento 
de Estadística Judicial con fecha veintiuno de 
abril del año pasado dice: “Ampliando mi infor- 
me de fecha 14 de diciembre próximo pasado, 
relacionado con su solicitud de antecedentes 
del reo Benjamín Chinchilla del Cid, muy aten- 
tamente me dirijo a usted "para informarle que 
en este departamento NO aparecen anteceden- 
tes penales contra dicho señor”. Se abrió a 
prueba el proceso y durante el término respec- 
tivo se recibieron las declaraciones de Emilio 
Alvarez Gonzá:ez y Federico Fuentes Morales, 
quienes contestaron al interrogatorio propuesto 
en la siguiente forma: el primero que vio al 
procesado cortando tazol en su milpa en terre- 


nos de Remizio Muñoz, cuando aquél se iba a. 


bañar a eso de las once del día; que no se dio 
cuenta cuando se introdujo a la poza formada 
por un riachuelo que corre en dichos terrenos; 
que oyó unos disparos de arma de fuego y que 
luego aparecieron unos guardias de hacienda 
registrando los alrededores y no advirtió cuan- 
do estos guardias pidieron al procesado los 
ayudara a conducir unos toneles y que consi- 
dera que no había motivo para detener a Ben- 
jamín Chinchilla del Cid y que los implementos 
recogidos no son de la pertenencia de éste últi- 
mo, El segundo declaró: haber visto en su mil- 
pa al procesado, pero no que fuera a bañarse; 
que no oyó los disparos de arma de fuego y 
que sólo presenció cuando los Guardias de Ha- 
cienda conversaban con Benjamín Chinchilla 
del Cid y negó los demás puntos del interroga- 
torio, Se practicó inspección ocular por el Juez 
de Paz de Mixco y en el acta respectiva se hizo 
constar que en el riachuelo que divide la pro- 
piedad de Julia Peláez con la finca Miralvalle, 
no existe ninguna poza sino se trata de un 
pequeño manantial, ni se pudo establecer el lu- 
gar donde Benjamín Chinchilla del Cid afirma 
que se bañaba el día y hora de autos, ni dónde 
fue capturado. El Ministerio Público al evacuar 
el traslado que se le confirió, concluye solici- 
tando que se absuelva al procesado. El Juez 
Segundo de Primera Instancia Ramo Criminal 
dictó sentencia declarando: que absuelve a Ben- 
jamín Chinchilla del Cid del cargo que por el 
delito de contrabando a la Hacienda Pública en 
el ramo de alcoholes, bebidas alcohólicas y fer- 


mentadas se le formuló por falta de plena 
prueba. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Tercera de la Corte de Apelaciones, 
con fecha veintiséis de mayo del año pasado, al 
conocer en consulta improbó la sentencia ante- 
rior y declaró: que el procesado Benjamín Chin- 
chil'a del Cid es autor del delito'de contrabando 
a la Hacienda Pública en el ramo de alcoholes 
y bebidas alcohólicas y fermentadas, condenán- 
dolo a sufrir la pena de tres años de prisión 
correcional incomutables y demás penas acce- 
sorias incluyendo una multa de un mil quetza- 
les. El Tribunal de Segunda Instancia funda- 
mentó su fallo en las siguientes consideraciones: 
“que su responsabilidad como autor de la in- 
fracción investigada está plenamente probada 
con las declaraciones de los agentes captores 
Daniel Octavio Urrutia de León y Eluvio Feli- 
pe Gramajo de León, quienes son capaces, idó- 
neos y contestes en que capturaron al procesado 
con la fábrica de elaborar aguardiente clandes- 
tino, con que dieron cuenta. Estas declaraciones 
no fueron enervadas ni tachados los testigos, 
por lo que es procedente la condena del pro- 
cesado a sufrir la pena de tres años de prisión 
correccional por tener la fábrica incautada, 
siendo de cobre la capacidad de producción de 
treinta y seis litres en veinticuatro horas. La 
prueba de descargo, carece de fuerza legal pro- 
batoria, porque además de que a los testigos 
no les aparece cita en el sumario, incurren en 
discrepancias, con lo dicho por el procesado y 
no es admisible que a una distancia de tres 
cuadras se hayan dado cuenta de la captura 
del procesado y aún así, como declaran que se 
fue a bañar, es muy posible que se dirigiera a 


la fábrica donde fue capturado; tampoco dan 


razón admisible de sus dichos los testigos, por- 
que declararon tres meses después del día de 
los hechos. Los que declararon en el sumario: 
Juan Alvarez dice: que se retiraron para sus 
casas y cuando iban por el kilómetro diez y 
nueve, oyeron unos disparos de arma de fuego 
y se dio cuenta que en un camioncito llevaban 
a Chinchilla del Cid con unos toneles ya que lo 
habían agarrado cerca de donde estaba traba- 
jando; y Ezequiel Quizqué Gómez dice: que el 
reo dijo que se iba a bañar, cuando los guar- 
dias de hacienda le dijeron que les ayudara a 
llevar unos toneles, habiendo accedido a hacer- 
lo, pero los guardias se lo llevaron preso, agre- 
ga. Llama la atención que los guardias de ha- 
cienda que ya estaban presenciando tantos tes- 
tigos ne les pidieron a ellos también que ayu- 
daran a conducir los toneles o implementos y 
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se dirigieron sólo al enjuiciado. La inspección 
ocular, no arroja ningún contra indicio de res- 
ponsabilidad porque no se identificó el lugar y 
fue practicada mucho después de la fecha de 
la captura”. 


RECURSO DE CASACION: 

El procesado Benjamín Chinchilla del Cid, 
con el auxilio del abogado Mario Cabrera Cruz 
interpone el presente recurso de casación, afir- 
mando que la Sala sentenciadora cometió error 
de hecho y de derecho en la apreciación de la 
prueba, citando como violados los Artículos 11, 
28, 34 del Código Penal, 124, 125, Incisos 1o., 
129 Inciso 4o, y 131 del Decreto número 536 del 
Congreso, 146, 259, 566, 568, 571, 573, 586 en 
sus seis incisos y 729 del Código de Procedi- 
mientos Penales. El error de derecho lo hace 
consistir en la equivocada apreciación que hizo 
el Tribunal de las declaraciones de los guar- 
dias de hacienda Daniel Octavio Urrutia y 
Eluvio Felipe Gramajo de León, pues con ellas 
no se probó que la fábrica de aguardiente in- 
cautada, sea propiedad del interponente, pues 
dichos implementos no fueron remitidos al Tri- 
bunal para que fueran reconocidos en el acto 
de la indagatoria y que tampoco se pudo locali- 
zar en la inspección .ocular practicada, el sitio 
donde se dice funcionaba dicha fábrica clan- 
destinamente; que asimismo no estima en su 
justo valor la declaración de Emilio Alvarez 
González y el testimonio de Federico Fuentes 
Morales, El error de hecho lo atribuye a que 
la Sala no consideró las declaraciones de Juan 
Alvarez, Ezequiel Quizqué y Fidel Quizqué 
Sequén, fundándose en que no les aparece cita 
durante la fase sumarial, lo cual, afirma, no es 
cierto. Fundó su recurso en el Inciso 80. del 
Artículo 676 del Código de Procedimientos Pe- 
nales, 

Transcurrida la vista es el caso de résolver. 


En cuanto al error de derecho relacionado, 
la Sala dio por probada la culpabilidad del 
enjuiciado, con el testimonio de los guardias 
captores, Daniel Octavio Urrutia de León y 
Eluvio Felipe Gramajo de León, quienes de- 
clararon haber aprehendido a Benjamín Chin- 
chilla del Cid, “a quien le decomisaron una 
máquina completa de material de cobre”. La 
apreciación de la Sala es exacta, porque de 
conformidad con la Ley, el dicho de dos tes- 
tigos hace plena prueba y en el presente ca- 
so, aun cuando no se haya establecido que 
la máquina para fabricar aguardiente clandes- 
tino sea de la propiedad del enjuiciado, el solo 
hecho de su simple tenencia en el momento de 
ser capturado, induce la responsabilidad penal 


que se le atribuye, De consiguiente no existe 
el error de apreciación en la sentencia impug- 
nada. En lo que respecta a la prueba de des- 
cargo, la Sala afirma que “carece de fuerza 
legal probatoria, porque además que a los tes- 
tigos no les aparece cita en el sumario, incu- 


rren en discrepancias con lo dicho por el pro-- 
cesado”. En efecto, las declaraciones de Emilio 
Alvarez González y Federico Fuentes, no obs- 


tante haber sido prestadas a base de un inte- 


. . . i dq. e 
rrogatorio sugestivo, el primero, o sea Emilio 


Alvarez González, incurre en discrepancias con 
lo declarado vor el procesado y el segundo de- 


claró no constarle nada de los hechos, siendo 
efectivo que a ninguno de los dos les aparece 


cita en el sumario. De consiguiente, la estima- 


ción que hizo el Tribunal de Segunda Instan- 


cia es correcta. En cuanto al error de hecho que 
se atribuye porque no fueron consideradas las 
declaraciones de Juan Alvarez, Ezequiel Quiz- 
qué y Fidel Quizqué Sequén, tal impugnación 
carece de veracidad, pues la Sala sentenciado- 
ra examinó las dos primeras analizándolas en 
su legítimo contenido y aunque no hizo men- 
ción del testimonio de Fidel Quizqué Sequén, 
esta omisión en nada altera la situación del en- 
juiciado, como tampoco puede sufrir modifica- 
ción por el hecho de que al practicarse la ins- 
pección ocular solicitada por la defensa, no se 
haya identificado el lugar donde la máquina 


para elaborar aguardiente se encontraba, ni la. 


“poza” de autos mencionada por el procesado 


donde afirma se daba un baño poco antes de 


ser capturado porque dicha inspección no fue 
practicada inmediatamente de haberse descu- 


bierto el delito sino muchos meses después. 


Consecuentemente no fueron violados los Ar- 
tículos de la ley citados por el recurrente. 


POR TANTO: 
La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y en 


lo que disponen los Artículos 684, 690, 694 Có- - 


digo de Procedimientos Penales, 222, 223, 233 
y 234 del Decreto Gubernativo número 1862, 


declara: IMPROCEDENTE el recurso de casa- 


ción interpuesto por Benjamín Chinchilla del 


Cid, a quien impone la pena de quince días de. 


prisión simple conmutables en su totalidad a 


razón de diez centavos de quetzal por día. No-- - 
tifíquese y con certificación de lo resuelto de- 
vuélvanse los antecedentes al Tribunal de ori- 


gen, (Ponencia del Magistrado J. Fernando 
Juárez y Aragón), 


H, Morales Dardón.—G, Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
herto Argueta S,—M, Alvarez Lobos, 
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CRIMINAL 


Contra José Lázaro López Pineda, por el delito 
de homicidio culposo, sá 


DOCTRINA: Por la naturaleza de la prueba de 


presunciones, ne puede ser materia de casa-. 


ción el examen de la importancia y trascen- 
dencia del enlace que existe entre el hecho 
demostrado y aquel que se trata de deducir, 
por estar subordinada esta deducción al cri- 
terio subjetivo de los tribunales de instancia. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, siete 
de febrero de mil novecientos sesenta y dos. 

Se ve para resolver el recurse de casación 
interpuesto por José Lázaro López Pineda, con- 
tra la sentencia que el ocho de febrero del año 
pasado dictó la Sala Tercera de la Corte de 
Apelaciones, en el proceso instruido en su con- 
tra ante el Juzgado Segundo de Primera Ins- 
tancia de lo Criminal de este departamento, por 
el delito de homicidio culposo. 


ANTECEDENTES: 


El treinta de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y ocho la Policía Nacional de San 
José Pinula puso a disposición del Juez de Paz 
de aquel lugar a Brígido Silvestre Alvarez, 
Héctor Monzón Alvarez y José Lázaro López 
Pineda, en virtud de que el primero siendo 
chofer de una camioneta le cedió el timón de 
la misma al tercero de los nombrados, quien 
era aprendiz. y entre los kilómetros veintidós 
y veintitrés de la carretera que pasa por esa 
población, arrolló a Victoria Casasola Fernán- 
dez y al menor Julio Hernández Taqué; que 
el menor salió con la pierna izquierda quebra- 
da, y Victoria Casasola con un golpe de con- 
sideración en la pierna del mismo lado. En esa 
fecha se practicó inspección ocular en la es- 
quina frente a Villa Mercedes de esa pobla- 
ción, encontrándose encunetada al lado sur. la 
camioneta “La Novia del Sheik” placas trein- 
ta mil cuatrocientos treinta y uno, propiedad 
de Juan Francisco Ramírez; así como se encon- 
tró tendido al menor, Julio Hernández Taqué, 
con lesiones graves, Brígido Silvestre Alvarez 
al ser oído en forma indagatoria dijo que el 
día y hora de autos él era quien inanejaba la 


. camioneta “La Novia del Sheik”; que para de- 


jar pasajeros paró en una esquina, luego vol- 
vió a poner en marcha el vehículo y para to- 
mar una curva le dio todo el giro al timón y lo 
soltó para que éste buscara dirección, pero esta 
vez no le respondió debido a que en ese mo- 
mento José López Pineda lo impresionó di- 


ciéndole “mirá vos las personas”, refiriéndose 
a la Casasola y al menor Julio Hernández y 
que “cree que si José Lázaro López no le hu- 
biera arrebatado el timón y pronunciado tales 
palabras que lo descontrolaron hubiera podido 
defender a las personas lesionadas; posterior- 
mente dijo aque el accidente se debió a la “falla 
en el regreso del timón”. José Lázaro López 
Pineda negó haber ido manejando la camioneta 
ya relacionada; que al momento del accidente 
él le dijo al chofer Brígido Silvestre Alvarez 
“mirá vos las personas” y le dio un arrebatón 
al timón de la camioneta, atropellando al 'me- 
nor Julio Hernández y a Victoria Casasola Fer- 
nández, y que “todo se debió porque el decla- 
rante pensó advertir al piloto del accidente que 
iba a suceder, pero con tan mala suerte que no 
le fue posible evitar la catástrofe por más que 
le haló el timón en le momento preciso de 
poderlo evitar”. Julio Hernández Ortiz, pa- 
dre del menor ofendido dijo que tenía cono- 
cimiento que quien manejaba la camioneta al 
momento del accidente era Lázaro, cuyo ape- 
llido ignoraba, y quien le dio el timón fue el 
chofer Brígido Silvestre. Héctor Manuel Mon- 
zón Alvarez al ser indagado dijo, que era ayu- 
dante de la camioneta “La Novia del Sheik”; 
que el día de los hechos venía como tal; que 
es falso que el chofer Silvestre Alvarez hu- 
biera cedido el timón a Lázaro López Pineda; 
que vio cuando una señora se atravesó la calle 
y entonces Lázaro López Pineda, le arrebató 
el timón a Silvestre diciéndole “cuidado se 
atraviesa una señora y un niño”; que el acci- 
dente se produjo por mera casualidad. Por el 
delito de homicidio y lesiones culposas se mo- 
tivó la prisión provisional de Brígido Silvestre 
Alvarez y José Lázaro López Pineda. Victoria 
Catalina Casasola Fernández dijo: que el día 
y hora de autos viniendo en compañía del me- 
nor Julio Hernández Taqué, fueron atropella- 
dos por la camioneta “La Novia del Sheik”, ca- 
yendo ella dentro de una cuneta; que el chofer 
se disculpó con ella diciéndole que había sido 
a consecuencia de que le había dado el timón 
a José Lázaro Lóvez Pineda y que como él no 
sabía manejar le había dado todo el giro para 
donde ellos estaban; que el chofer de la ca- 
mioneta era Brígido Silvestre Alvarez. Obra 
en autos el informe de la autopsia practicada 
al cadáver de Julio Hernández Taqué, que in- 
dica que su muerte se debió a “shok traumá- 
tico por contusiones de cuarto grado y hemo- 
rragia externa”; la certificación de la partida 
de defunción respectiva y el informe médico- 
legal de las lesiones sufridas por Victoria Cata- 
lina Casasola que indica que tardaron en curar 
siete días con asistencia quirúrgica, sin secue- 
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las. Julián Beteta' Urías dijo: que el día de 
autos venía en la camioneta motivo del acci- 
dente; que al llegar a la altura del kilómetro 
veintitrés de la carretera a Mataquescuintla 
que atraviesa San José Pinula, Lázaro López 
le pidió el timón al chofer Brígido y éste se lo 
cedió; que al llegar a la esquina que hace la 
carretera con la granja denominada “Villa Mer- 
cedes” la citada camioneta manejada por Lá- 
zaro López paró para dejar al declarante; luego 
el mismo Lázaro López manejando dicha ca- 
mioneta con autorización de Brígido giró hacia 
su izquierda para ir al estacionamiento y em- 
prendió la marcha; que el dicente iba camino 
de su casa cuando oyó gritos de un menor, obli- 
gándole la curiosidad a regresar a ver dándose 
cuenta que la camioneta había atropellada a 
Victoria Casasola y a Julio Hernández. Apare- 
ce el acta de la inspección ocular practicada por 
el Juez de Paz de San José Pinula en la que 
entre otras cosas se hace constar, que el acci- 
dente sucedió en poblado, en la calle pavimen- 
tada, tratándose de una parte recta, encon- 
trándose camo a dieciocho metros de tal lugar 
una curva frente a la granja denominada “Villa 
Mercedes”; que la calle es plana teniendo un 
declive casi imperceptible; no hay aceras o ban- 
quetas, existiendo espacio a ambos lados de la 
calle, en donde construirán las mismas, estando 
en la actualidad cubiertos de grama. Al to- 
marle confesión con cargos a los procesados, 
éstos no se conformaron con los que les fueron 
formulados. Durante la dilación probatoria no 
se aportó prueba alguna, Al evacuar su último 
traslado, la defensa acompañó las opiniones del 
licenciado Rafael Zea Ruano y del doctor Ro- 


berto Valle Calvo y que obran en autos. Con- 


cluido el trámite el Juez dictó su fallo en el 
que declaró: “A) que Brígido Silvestre Alvarez 
es autor responsable 1) del delito de homicidio 
culposo, por lo que le impone la pena de dos 
años. dos meses y veinte días de prisión co- 
rreccional conmutables en sus dos terceras par- 
tes a razón de diez centavos de quetzal diarios, 
con las demás penas accesorias; 2) es respon- 
sable asimismo de una falta contra las perso- 
nas, por lo que le impone la pena de cuatro 
días de prisión simple conmutab!e en su tota- 
lidad a razón de diez centavos de quetzal dia- 
rios, B) Que absuelve a José Lázaro López Pi- 
neda de los cargos que el fueron formulados 
por falta de prueba”. 


SENTENCIA RECURRIDA 
La Sala Tercera de la Corte de Apelaciones, 


confirmó la sentencia recurrida en cuanto con- 
dena a Brígido Silvestre Alvarez, pero con la 


reforma de que éste es autor responsable de * 
las infracciones penales cometidas en las per- 
sonas de Julio Hernández Taqué y Victoria Ca- 
talina Casasola de Fernández, pero causadas 
por imprudencia simple por lo que le impone 
la pena de seis meses de arresto mayor, con- 
mutable en su totalidad a razón de diez centa- 
vos de quetzal diarios; y la revocó con respecto 
a José Lázaro López Pineda, a quien declara 
autor responsable del delito de homicidio cul- 
poso y una falta contra las personas, por cuyas 
infracciones le impone las penas de tres años 
y cuatro meses de prisión correccional y seis 
días de prisión simple, respectivamente, con- 
mutables la primera en sus dos terceras par- 
tes y la última en su totalidad, ambas a razón 
de diez céniavos de quetzal diarios. Hizo las 
demás declaraciones pertinentes. Fundamentó 
su fallo la Sala en las siguientes consideracice- 
nes: “que al procesado José Lázaro López Pine- 
da:al tomarse su confesión con cargos se le de- 
dujo el siguiente: “que usted el día treinta de 
septiembre de este año, como a las diecinueve 
horas y treinta minutos, en una de las calles 
de San José Pinula en oportunidad que mane- 
jaba la camioneta de pasajeros “Novia del 
Sheik”, no siendo usted experto en el manejo 
de vehículos y no teniendo la licencia respecti- 
va atropelló al menor Julio Hernández Taqué 
que iba con la señorita Victoria Catalina Casa- 
sola en la orilla de la calle, con cuyos golpes 
le causó la muerie al menor y golpes a la se- 
ñorita”. López Pineda no se conformó con el 
cargo. En su coníra aparecen las deposiciones 
de los testigos idóneos Julián Beteta Urías, José 
Luis Arroyo Lutín y lo expuesto por la ofen- 
dida Victoria Catalina Casasola de Fernández, 
quien dijo que el chofer Brígido Silvestre Al- 
varez se discu'pó instantes después del acci- 
dente manifestándole que “había sido a con- 
secuencia de que él le había dado el timón a 
José Lázaro López Pineda y que como no sa- 
bía manejar le había dado todo el giro para 
donde estaban; “declaración que fue calificada 
al ser examinada en esta instancia. Lo que se 
hizo constar en el acta levantada con relación 
a la inspección ocular practicada por el Juez 
de Paz de San José Pinula, que a continuación 
se transcribe: “Por las voces de un enorme 
grupo de personas que rodeaban a la victima 
se estab'eció que la mencionada camioneta cu- 
yo chofer es Brígido Silvestre. quien cedió im- 
prudentemente el timón a Lázaro López, inex- 
perto en el manejo del vehículo fue lo que 
causó el accidente” y cuyo relato de la forma 
como tuvo lugar el hecho coincide con los tes- 
timonios a que se ha hecho referencia. La cir- 
cunstancia de estar establecido que López Pi- 
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$ neda no tiene licencia para manejar vehículos tado Brigido Silvestre Alvarez emitida en la 
ee de mo!or y que la citada camioneta se encon- ampliación de su declaración indagatoria, que 
: traba en perfectas condiciones de funcionamien: es la única aue debe tomarse en cuenta por ser 
y to, según expresa el diciamen del experto Ma- congruente con las constancias procesales, que- 
ximiliano Juárez Santos, quien categóricamen-  dó demostrado plenamente que el día y hora 
te dijo: si se cometió algún accidente no es por de autos a insistencia de José Lázaro Pineda 
falla de la camioneta. Existir contradicción en- le cedió el timón de la camioneta que maneja- 
tre lo declarado entre el encartado López Pine- ba, poco antes de llegar a la finca Villa Mer- 
da en su indagatoria y lo expuesto en la am-  cedes en jurisdicción de San José Pinula, sin 
pliación de la misma en esta instancia en auto pensar nunca en las consecuencias que de esto 
para mejor resolver pues en la primera mani- podrían resultar, actitud que debe de estimarse 
se festó “le dijo al piloto Silvestre Alvarez que “cómo una imprudencia simple ya aque en for- 
mirara unas mujeres que estaban a'lí y le dio ma indirecta contribuyó a que se originara la 
un arrebatón repentino al timón lo cual im- tragedia en la cual perdiera la vida el menor 
presionó al piloto y ya no pudo controlarse por Hersández Taqué y saliera con lesiones levísi- 
lo que sufrió el accidente en el cual salieron mas la señora Casasola. Su culpabilidad estriba 
lesionados Julio Hernández menor de edad y en no haber procedido con la debida previsión. 
Victoria Casasola Fernández”. Y la última que La pena a imponerle como autor de homicidio 
no fue el causante de la tragedia, que era falso causado por imprudencia simv'e es le de seis 
que haya recibida el timón de manos de Brí- meses de arresto mayor sin ninguna modifica- 
gido Silvestre “porque venía en la camioneta ción ya que existe prueba suficiente para con- 
poco más o menos tres asientos atrás del con- denarl> fuera de su confesión”. 
ductor del vehículo que era Brígida Silvestre 


Alvarez”, Al ser preguntado si aceptaba que el RECURSO DE CASACION: 
accidente se originó nor haberle arrebatado el 
timón a éste al tener a la vista las personas José Lázaro López Pineda, con auxilio del 


ofendidas o lesionadas lo cue dio lugar a que bozado Rigoberto Valdez Calderón interpuso 

éste se descontrolara siendo imp>sible evitar el recurso que se examina por infracción de ley 

la tragedia, respondió: “que no, porque no le con fundamento en los casos de procedencia 

dio tiempo a ejecutar la maniobra de salva- contenidos en los incisos lo., 50., 60. y 80. del 

mento que intentaba hacer, pues únicamente artículo 676 del Código de Procedimientos Pe- 

tocó el timón”. Y, por último el parte debida- nales adicionado por el artículo lo. del Decreto 

E mente ratificado, rendido por el Subjefe de 487 del Congreso de la República; citando co- 
y la Policía Nacional de San José Pinula que mo leyes violadas los artículos: 568, 571, 572 
señala a López Pineda como el conductor que 573, 586 inciso 60. 589. 595, 596, 597, 601 y 609 
originó la tragedia. Este conjunto de circuns- del Código de Procedimientos Penales; 11, 13, 
tancias, perfectamente ligadas entre sí. llevan 14 incisos lo., 20.. 3o., 40,, y 50., 15, 22 incisos 
al ánimo judicial la certeza de que el encarta-  30., %)., 99., y 100, El inciso Yo. por sí y en 
do es el autor responsable del delito de homi- relación con el inciso 100.. 79 y 81 del Código 
cidio culposo y de una falta contra las perso- Penal, Argumentando el interponente que la 
has, p2r cuyas infracciones le corresponden las Sala incurrió en infracción de la ley en el fallo 
penas de tres años cuatro meses de prisión co- de segunda instancia en cuanto a la procedencia 
rreccional y seis días de prisión simple, respec- del inciso lo. del artículo citado, consistente en 
tivamente. Respecto a los otros testigos que que un hecha tendiente a evitar el atropello a 
obran en autos es necesario hacer las siguientes las personas que resultaron víctimas del acci- 
apreciaciones: Héctor Manuel Monzón Alvarez dente, se haya calificado y penado como delito. 
no puede estimarse como idóneo por su carác- Que la Sala cometió error de derech> en la ca- 
ter de ayudante de Silvestre Alvarez pues su  lificación de los hechos que tuvo por probados 
dicho no tiene la imparcialidad requerida por en la sentencia, porque omitió considerar las 
la ley. La declaración de Demecio Alvarez Con- circunstancias atenuantes correspondientes, Que 
cú, no se le concede valor probatorio por no asimismo la Sala aplicó e impuso una pena que 
haber sido mencionado ni propuesto en la se- no corresponde según la ley, por cuanto no 
cuela del proceso, Tampoco surte ningún efecto consideró la existencia y vigencia de circuns- 
jurídico la deposición extemporánea rendida tancias atenuantes muy calificadas y a la vez 
por Juventino Solares y Guardia en acta no- la ausencia de circunstancias agravantes. Sigue 
tarial levantada por el Notario Ponciano Espa- argumentando el interponente que el error de 
ña Rodas. Que con lo que se ha hecho referen- derecho en la apreciación de las pruebas en que 
cia con anterioridad y la confesión del encar- incurrió la Sala sentenciadora consiste en haber 
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fundamentado su condena en presunciones que 
de ninguna manera son graves, precisas y con- 
cordantes como lo exige nuestra ley, y lo cual 
se ve del considerando respectivo; el cual trans- 
cribe. Finalmente dice el recurrente que el 
error de hecho consiste en que al documento 
oficial o sea el parte de la Policía Nacional le 
concede la Sala sentenciadora una interpreta- 
ción o un alcance extensivo, pues en dicho par- 
te solamente consta la denuncia de Héctor Ma- 
nuel Monzón Alvarez, y ninguna evidencia ni 
prueba recogida por la Policía Nacional. 


. 


Transcurrida la vista, procede resolver. 
il 
CONSIDERANDO: 


Entre los motivos del recurso de casación, el 
recurrente señala error de derecho en la apre- 
ciación de la prueba de presunsiones, en que 
fundó la condena la Sala Tercera de la Corte 
de Apelaciones, con base en el caso de proce- 
dencia contenido en el inciso 80. del artículo 
676 del Código de Procedimientos Penales, 
que por razón de lógica procede considerar 
en primer lugar. Argumenta el recurrente, 
“que un breve análisis de esas circunstan- 
cias basta para demostrar su falta de gra- 
vedad, de precisión y de enlace necesario 
para constituir prueba y deducir de ellos la 
presunción que ha pretendido la Sala senten- 
ciadora, que no puede explicarse el esfuerzo de 
la Sala Tercera para buscar esas circunstancias 
tan dispares, tan faltas de gravedad y de pre- 
cisión, ya que estaba frente a la confesión del 
responsable, que llena todos y cada uno de los 
requisitos para su plena validez”. Es decir, que 
el interesado no niega la veracidad de los he- 
chos que la Sala sentenciadora tuvo por pro- 
bados y que le sirvieron de fundamento para 
deducir la presunción humana de culpabilidad 
en que se basó para dictar su fallo condenato- 
rio, concretando sus impugnaciones a la mala 
estimación que: a su juicio se hizo de la falta 
de gravedad, de precisión y de enlace necesa- 
rios para constituir prueba indicial y deducir 
de ellos la presunción. Al respecto, esta Corte, 
con base en la doctrina y en la naturaleza pro- 
pia de la prueba de presunciones, ha sentado 
como jurisprudencia, que no puede impugnarse 
en casación la mera estimación que conforme 
su criterio hagan de esa prueba los tribunales 
de instancia, porque ello implica una deduc- 
ción lógica que no está sujeta a normas obje- 
tivas, sino por el contrario, a determinaciones 
subjetivas del criterio humano, En consecuen- 


cia, no es posible determinar si fueron o no 
infringidas las leyes citadas por el recurrente 
en lo que se refiere al error de derecho. 

En cuanto al error de hecho que también de- 
nuncia, lo hace consistir en que la Sala le con- 
cede una interpretación o un alcance extensivo, 
al parte rendido por la Policía Nacional en el 
que solamente consta la denuncia de Héctor 
Manuel Monzón Alvarez y no evidencia o prue- 
ba alguna, Pero a este respecto cabe afirmar 
que la Sala en su fallo manifiesta o señala a 
López Pineda, como conductor que originó la 
tragedia y por consiguiente no incurrió en el 
error apuntado, porque así se lee en el referido 
documento, que la Sala ha tomado como una 
sindicación más, de modo que no se han infrin- 
gido los artículos 595, 596, 597 del Código de 
Procedimientos Penales, por aplicación indebi- 
da, como se señala. 


II 
CONSIDERANDO: 


De acuerdo con los puntos de vista susten- 
tados por el recurrente, el Tribunal de segundo - 
grado incurrió en infracción de ley, al atribuir- 
le responsabilidad en el arcidente, no obstante 
que Brígido Silvestre Alvarez confesó ser el 
piloto que conducía la camioneta y que el re-. 
currente solamente le dio “un arrebatón al ti- 
món del vehículo”, para evitar lo sucedido; que 
este acto no fue el determinante para ello y 
que procedió con la debida diligencia; que se 
debió haber tomado en cuenta la atenuante de 
no haber tenido intención de causar un mal de 
tanta gravedad como-el que se produjo, y la 
de la confesión sin la cual procedería su abso- 
lución o de la análoga de la confesión y rebajar 
la pena en una tercera parte. El recurrente 
solamente se refiere a uno de los elementos 
probatorios que sirvieron al Tribunal, para 
dictar su fallo, que es la primera declaración 
indagatoria prestada por el procesado Brígido 
Silvestre Alvarez en concordancia con su pro- 
pia declaración, Pero esta versión fue objeto de 
modificaciones durante el desenvolvimiento del 
proceso y por las demás pruebas que se apor- 
taron, las que el recurrente no objeta en nin- 
guna forma y que convirtieron lo que en un 
principio pudo ser confesión de hechos, en un 
elemento presuncional del fallo de condena. 
Referente a la calificación del hecho delictuoso, 
debe decirse que éste es constitutivo del delito 
de homicidio en la persona del menor Julio 
Hernández Taqué por haberse producido la - 
muerte por imprudencia grave, merece sancio- 
narse con la tercera parte de la pena origina- 


CO AS 


ria, sin modificación alguna, porque el solo 
hecho de manejar un vehículo con pasajeros 
en lugares públicos, sin la debida pericia, pone 
en peligro tanto la vida de los pasajeros, como 
la de los transeúntes, de ahí que no proceda 
tomarse en cuenta la atenuante de que no ha- 
ya tenido el autor la intención de causar un 
mal de tanta gravedad como el que produjo y 
además, debe tenerse presente, que en los deli- 
tos culposos, no puede tener vida jurídica la 
circunstancia atenuante alegada de no haber 
tenido intención de haber causado un mal de 
tanta gravedad como el que produjo, dada la 
propia naturaleza de loz mismos, ya que en 
éstos el agente activo del delito, ocasiona un 
mal no querido por él y como efecto sólo de su 
negligencia y por esto para la imputabilidad 
de la culpa, son necesarias, según doctrina, tres 
condiciones: voluntariedad del acto, falta de 
previsión del mal causado y posibilidad de pre- 
ver, condiciones que están plenamente llenadas 
según los hechos que declara probados la Sala. 
Por tales motivos, el delito está bien calificado 
y la pena impuesta de tres años cuatro meses 
de prisión correccional al recurrente, es correc- 
ta, no habiéndose violado con ello, los artícu- 
los 11, 13, 14, 22 incisos 30., 9o. y 100., 79 y 80 
del Código Penal, citados al respecto. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con base en 
lo considerado, leyes citadas y lo que precep- 
túan los artículos 222, 227, 233 y 234 Decreto 
Gubernativo 1862; 690 y 694 de Procedimientos 
Penales, declara: IMPROCEDENTE el recurso 
de mérito, e impone al recurrente la pena adi- 
cionai de quince días de prisión simple, con- 
mutables a diez centavos de quetzal por día. 
Notifíquese y con certificación de lo resuelto, 
devuélvanse los antecedentes al Tribunal de su 
origen. (Ponencia del Magistrado Alberto Ar- 
gueta Sagastume), 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuéntes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos. 


x 


CRIMINAL 


Contra Raúl Antonio Salguero Cámbara, por los 
delitos de disparo de arma de fuego, lesiones 
y daños, 
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DOCTRINA: Cuando un solo hecho constituya 
dos o más delitos, se impondrá la pena corres- 
pondiente al delito más grave aumentada en 
una tercera parte. 

€r +», 

Corte Suprema de Justicia: Guatemala, siete 
de febrero de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ve para resolver el recurso de casación 
interpuesto por Raúl Antonio Salguero Cámba- 
ra contra la sentencia que el siete de febrero 
del año pasado, dictó la Sala Quinta de la Corte 
de Apelaciones con residencia en Jalapa, en 
el proceso que por los delitos de disparo de 
arma de fuego, lesiones y daños, se le instruyó 
ante el Juzgado Primero de Primera Instancia 
del departamento de Jutiapa. 


ANTECEDENTES: 


El primero de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y siete el alcalde auxiliar Doroteo 
López dio parte al Juez de Paz de El Progreso, 
del departamento de Jutiapa, que ese día como 
a las diecisiete para las dieciocho horas, cuan- 
do venía por el callejón que del cementerio 
sale para la carretera, vio que en la misma se 
encontraba montado en un caballo retinto Sal- 
vador Salguero Argueta como a una distancia 
de cincuenta brazadas; que el caballo que mon- 
taba Salguero Argueta cayó repentinamente 
con todo y jinete en la carretera, y al ver esto 
el declarante imaginándose que el caballo ha- 
bía caído por estar baleado, acudió a dar parte 
al Tribunal. Salvador Salguero Argueta al de- 
clarar expuso, que ese día primero de noviem- 
bre hacía pocos instantes que se dirigía para 
su casa de habitación en la aldea Acequia, del 
municipio de El Progreso, cuando el individuo 
Raúl Salguero Cámbara que también iba mon- 
tado a caballo con Armando Salguero Ramos 
en ancas, le hizo “al declarante cinco disparos 
con revólver, uno de los cuales le causó una 
lesión en la pierna derecha y a su caballo le 
acertaron los cinco disparos, ocasionándole la 
muerte instantáneamente, Al practicar inspec- 
ción ocular en el lugar de los hechos, el Juez 
encontró muerto un semoviente con tres lesio- 
nes en el cuerpo causadas con arma de fuego 
con orificio de entrada y sin salida; dicho se- 
moviente fue valuado por el experto respectivo 
en ciento cincuenta quetzales. Vencido el tér- 
mino legal fueron elevados los antecedentes al 
Juzgado Primero de Primera Instancia de Ju- 
tiapa, quien ordenó la captura de Raúl Salguero 
Cámbara; éste se presentó voluntariamente al 
Tribunal y al ser indagado expuso que lo ha- 
cía porque sabía que fue acusado injustamente 
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y que no son ciertos los hechos que se le atri- 
buyen, pues el día primero de noviembre él se 
encontraba jugando fo>t ball en El Chiltepe, 
del municipio de El Progreso, acompañado de 
Carlos René Rosales, Julio César Corado, Vir- 
gilio López Godoy, Rufino Pérez, Lino Pérez 
Flores, Julio César Gudiel y ctros más con 
quienes prueba su inocencia, Estos, al declarar, 
expusieron que el primero de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y siete com> desde 
las íres y media para las' seis de la tarde que 
anocheció estuvieron jugando foot ball acom- 
pañados de Raúl Antonio Salguero Cámbara en 
el campo de la aldea El Chiltepe; que dicho 
muchacho ny se retiró a ninguna parte pues 
allí lo vieron constantemente y que consideran 
injusto el hecho que le imputan. Manuel Sal- 
guero, Juan José Salguero, Saúl Ramos Sal- 
guero y Jw'io Barrera Meléndez dijeron que 
en esa misma fecha estuvieron jugando foot 
ball en el campo de “Los Alcarabanes” acom- 
pañados de Raúl Antonio Salguero Cámbara 
desde las cuatro de la tarde hasta que ano- 
checió. y que éste no se retiró a ninguna parte. 
Jesúa Monzón López dijo: que en una fecha 
que no recuerda pero fue el Día de 1l9s Santos, 
a las cinco de la tarde, se encontraba en el 
puente de Morán, que queda en la salida para 
Jutiapa, estando en la carretera y como a una 
disiancia de veinte metros se dio cuenta que 
Raúl Antonio Salguero Cámbara, al ver que 
Salvador iba montado en su caballo más atrás, 
como a diez metros volvió el caballo que tam- 
bién montaba Raúl, y sacó la pistola (arma de 
fuego) y. le disparó a Salvador cuatro tiros, 
cayendo inmediatamente el caballo de Salvador 
al suelo en la propia carretera y al ocurr:s el 
declarante vio que Salvador estaba herido de 
arriba del pie izquierdo y que seguidamente 
Raúl Antonio Salguero Cámbara, después áe 
cometer el hecho se-fue huyendo. Abelino Her- 
»Ández Pérez dijo, que el primero de noviem- 
bre de mil novecientos cincuenta y sieie como 
a las cuatro y media de la tarde cuando iba al 
cementerio general de El Progreso, vio que es- 
teba Raúl Salguero Cámbara montado en un 
caballo y oyó varios disparas de arma de fuego 
y era Raúl quien lcs hizo a Salvador Salguero 
Argueta, habiéndole herido y el caballo cayó 
en el mismo momento juntamente con Salvador, 
a consecuencia de los balazos, poniéndose en 
fuga Salguero Cámbara. Maximiliano Hernán- 
dez Monzón dijo: que el primero de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y sieíe, a las cua- 
tro y media de la tarde, al pasar como treinta 
brazadas adelante de la puerta del cementerio, 
vio que Raúl Salguero Cámbara. iba montado 
en un caballo gon una pistola en la mano y Sal- 


vador caminaba más atrás de Raúl, también 
montado en su caballo, cuando oyó que Raúl 
le dijo a Salvador: “Aquí venís n> hijo de la 
gran p... nos vamos a morir”, y le hizo varios 
disparcs hiriéndolo, así como al cabailo, y se 
puso en fuga con la pistola en la man> llevan- 
do a Armando Salguero en ancas, quien tam- 
bién disparó un tiro. Favio Méndez Hernández, 
Rosendo López Florián, Felipe López Barrera 
y Moisés López Muñoz manifestaron: que el 
primero de noviembre de mil novecientos cin- 
cuenta y siete, como a las cuatro y media de la 
tarde, cuando se dirigían a sus casas, al pasar 
por la puerta del cementerio de la población de 
El Progreso. en El Porvenir, presenciaron que 
Raúl Salguero Cámbara iba montado en un ca- 
ballo con Armando Salguero en ancas, ambos 
con pistola en mano, y al darles alcance Sal- 
vador Salguero Argueta que también iba mon- 
tado en su caballo, estos individuos le hicieron 
disparos con las pistolas, habiendo herido a Sal- 
vador y a su caballo, quienes cayeron inme- 
diatamente al suelo a consecuencia de los ba- 
lazos, muriendo el caballo, no así Salvador, que 
solamente estaba baleado en una pierna y que 
despuéz los ofensores se pusieron en fuga, E-e- 
vaca la causa a plenario y tomada confesión 
con cargos al procesado, éste no se conformó 
con los que se le formularon. Durante el tér- 
mino probatorio fueron recibidas por su parte 
las declaraciones de Rufino Lemus Méndez, 
José Clara Sarceño y Daniel Ramírez, quienes 
al contestar el interrogatorio preparado para el 
efecto afirmaron que el procesado estuvo en el 
campo de la a'dea El Chiltepe el día de autos 
de las tres de la tarde para las seis jugando 
fooí ball, Por parte del acusador se recibieron 
as declaraciones de Alejandro Monzón López, 
Eulalio Hernández Pérez, Jesús Castro López, 
Horacio Fernández, Maximino Hernández Ba- 


. Trrera, Encarnación Martínez López, José Luis 


Méndez Zepeda y Adán Francisco Hernández 
López, quienes fueron sometidos a un interro- 
gatorio preparado por la acusación y dijeron 
que el primero de noviembre de mil novecien- 
tos cincuenta y siete, a eso de las dieciséis ho- 
ras y treinta minutos presenciaron cuando Sal- 
vador Salguero Argueta se dirigía para la aldea 
Acequia montado en un caballo reiinto careto 
y en ese momento le dieron alcance Raúl An- 
tonio Salguero Cámbara y Armando Salguero 
Corado. quienes también iban montados en un 
caballo retinto y luego que lo vieron cerca Ar- 
mando se bajó de la bestia, haciéndole cinco 
disparos a Salvador por detrás acertándole uno 
en la pierna derecha, y que posteriormente el 
heridor se puso en fuga con su compañero; que 
esto sucedió en las cercanías de la puerta del 


Wo 
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cementerio de El Progreso en la propia carre- 
tera y que el ofendido iba desarmado. Todos 
los testigos tanto por parte de la defensa como 
por la acusación, fueron repreguntados por» 
quienes corresponde. Obra en la causa el infor- 
me médico-forense de las lesiones sufridas por 
el ofendido que indica que necesitó para su su- 
ración de auince días sin dejar secuelas. Con- 
cluido el trámite el Juez dictó sentencia, en la 
que declaró: “a) que por falta de plena pruebe, 
absuelve a Raúl Antonio Salguero Cámbara da 
los cargos aue se le formularon en la presente 
causa; y b) que se deja abierto el procedimien- 
to contra Armando Salguero Ramos para los 
efectos consiguientes”. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Quinta de la Corte de Apelaciones 
revocó la sentencia de primera Instancia en su 
punto resolutivo a), y resolviendo, declaró: que 
Raúl Antonio Salguero Cámbara, es autor res- 
ponsab'e de los delitos de disparo de arma de 
fuego, lesiones y daños, por cuyas infracciones 
le impone la pena de dos años y ocho meses 
de prisión correccional conmutables en sus dos 
terceras partes a razón de diez centavos de 
quetzal diarios, con las demás penas accesorias; 
y la confirmó en su punto b). Fundamentó su 
fallo la Sala en que la culpabilidad de Raúl 
Antonio Salguero Cámbara, se encuentra ple- 
namente evidenciada con las deposiciones de 
log testigos: Maximiliano Hernández Monzón, 
Favio Méndez Hernández, Abelino Hernández 
Pérez, Rosendo López Florián y Felipe López 
Barrera. quienes convienen en la substancia y 
no en ls accidentes, es decir, en la presencia 
de los sindicados el día y hora del hecho, en el 
lugar en que acaeció, en las proximidades del 
cementerio, y en que ambos dispararon a Sal- 
vador Salguero Argueta. Que además, tienen 
mayor mérito por haber declarado cuando aún 
ny había habido tiempo de aleccionarlos para 
tergiversar la verdad de los hechos, como acon- 
tece con los compañeros de juego de foot ball, 
que propuso el encartado, durante la fase del 
plenario, que a pesar de ser mayor en número, 
sus declaraciones son varios y contradictorias, 
y adolecen de falta de imparcialidad por su 
compañerismo asegurado con Raúl Antonio 
Salguero, motivo por el cual carecen de verdad 
legal. Que no se analizan las demás pruebas 
testificales aportadas tanto por el reo, como 
por el acusador, porque los futbolistas Manuel 
y Juan José Salguero, Raúl Ramos Salguero y 
Julio Barrera Meléndez, no dieron razón de có- 
m0 se llamaban sus compañeros de juego, cosa 


insólita entre los deportistas, no saber el nom- 


bre de los jugadores de su equipo. Que tampoco 
se toman en consideración las otras declaracio- 
nes de los testigos de cargo, poraue en las re- 
preguntas endi'gadas por el defensor del proce- 
sado, aseguraron que eran amigos íntimos de 
su proponente. es decir, no son testigos idóneos 
por falta de imparcialidad. Que los hechos ti- 
pificados en el caso sub-causa, son los de dis- 
paro de arma de fuego, lesiones y daños, ya 
que el hech> del disoaro de arma de fuego, es- 
tá subordinado a la condición de que las lesio- 
nes no constituyan un delito más grave, como 
en el caso sub-júdice, que sólo quince días ne- 
cesitó el ofendido para sanar con asistencia fa- 
cultativa, pero constituyend> un solo hecho los 
delitos enumerados, únicamente se impone la 
pena correspondiente al más grave que es el de 
disparo de arma de fuego, aumentada en una 
tercera parte, o lo que es lo mismo que dos 
años y ochy3 meses de prisión correccional que 
es más favorable que aplicar separadamente 
todas las penas, Que es procedente dejar abier- 
to el procedimiento contra Armando Salguero 
Ramos, con el fin de averiguar la participación 
que tuvo en el hecho pesquisado, debiendo rei- 
terarse las órdenes de captura correspondientes. 


RECURSO DE CASACION 

Raúl Antonio Salguero Cámbara, con auxilio 
del abogado Carlos Polanco Quiroz interpus>) el 
recurso que se examina con fundamento en el 
caso de procedencia contenido en el inciso 80. 
del artículo 676 del Código de Procedimientos 
penales y citó como leyes infringidas los ar- 
tículos: 580 en sus cuatro incisos; 570 inciso 1o., 
571. 573, 574, 583, 584, 586 en todos sus incisos, 
del Código de Procedimientos Penales. Argu- 
menta el interponente, que el error de derecho 
en la sentencia recurrida consiste en no ha- 
berle atribuido su verdadero valor probatorio, 
de acuerdo con las reglas prescritas para su va- 
loración en el Código de Procedimientos Pe- 
nales a las declaraciones de Lino Pérez Flores, 
Rufino Pérez, Virgilio López Godoy, Julio Cé- 
sar Gudiel Salguero, Juan José Salguero, Saúl 
Ramos Salguero, Rufino Lemus Méndez, José 
Clara Sarceño y Daniel Ramírez, testigos idó- 
neos y contestes aue el día y hora en que se 
dicen cometidos los hechos delictuosos el inter- 
ponente se encontraba en sitio muy lejano y 
en actividades muy diferentes; y que al afir- 
mar que dichas declaraciones carecen de ver- 
dad legal, la Sala incurre en un evidente error 
de derecho en la valoración de la prueba tes- 
tifical, ya que eso no es cierto, pues nuestra ley 
procesiva establece claramente cuándo existe 
parcialidad en el testigo y cuándo el mismo ca- 
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rece de verdad l+-gal, Que la Sala al argumen- 
tar contra la prueba de descargo incurre en 
vicios de lógica y de estimativa jurídica, a sa- 
ber: presume, en primer término, que los tes- 
tigos del acusador no pudieron ser alecciona- 
dos, por falta de tiempo para ello, y que los 
de él (el interponente) sí tuvieron tiempo para 
el efecto; que en esa insinuación no existe fun- 
damento lógico, ya que la tarea de aleccionar 
un testigo no precisa de tiempo más o menos 
largo, pudiendo verificarse, incluso, en unos 
cuantos minutos; que tampoco tiene fundamen- 
to jurídico porque en ninguna disposición legal 
se establecen reglas para determinar el valor 
de una declaración testimonial, en razón del 
tiempo en que haya sido producida. Que la Sala 
afirma que son varios y contradictorios, lo cual 
no es cierto y ni siquiera expresa en qué con- 
siste la variedad y contradicción atribuidas a 
los testigos, cuyo defecto de omisión el inter- 
ponente lo denuncia como úna verdadera vio- 
lación a las normas establecidas por la ley pro- 
cesal para la valoración de la prueba, ya que 
entraña una distorción de lo realmente decla- 
rado por aquellos. Que al indicar la Sala que 
no analiza las demás pruebas testificales apor- 
tadas tanto por el reo como por el acusador, 
porque los futbolistas Manuel y Juan José Sal- 
guero, Saúl Ramos Salguero y Julio Barrera 
Meléndez, no dieron razón de cómo se llamaban 
sus compañeros de juego, cosa insólita entre los 
deportistas, no saber el nombre de los jugado- 
res de su equipo, incurre en error de derecho 
por omisión, Afirma el interponente que en el 
primer considerando, cuando la Sala dice que 
“todos convienen en la substancia y no en los 
accidentes del hecho, etc.” al refererirse a los 
testigos propuestos por el acusador, cometió 
dos errores: el primero consistente en que se 
omitió considerar como substanciales algunas 
afirmaciones que sí lo son para una correcta 
valoración de la prueba testifical, tales como 
aquellas en que uno de los testigos (Jesús Mon- 
zón López) dice que el recurrente iba solo, en 
contradicción con otros que aseyeran que iba 
acompañado de Armando, y de alguno más 
(Abelino Hernández Pérez) que no menciona 
para nada a su presunto acompañante, detalles 
que, por la gravedad de las circunstancias son 
esenciales para calificar la veracidad del testi- 
go, tanto como la contradicción flagrante que 
existe entre algunos de esos testigos, por ejem- 
plo Favio Méndez Hernández, que afirma que 
Salvador los alcanzó en el camino antes de la 
agresión y lo dicho por Moisés López Monzón, 
quien afirma que ellos (el recurrente y acom- 
pañantes) estaban esperándolo; que tales ver- 
siones testificaleg no están conformes, eviden- 


temente en la forma cómo se verificó el hecho 
lo que los hace inidóneos al tenor del artículo 
573 inciso 39. que denuncia como violado, como 
consecuencia de este error de derecho. 


Transcurrida la vista, procede resolver. 
I 
CONSIDERANDO: 


El recurso de casación se fundamenta en el 
caso de procedencia contenido en el inciso 80. 
del artículo 676 del Código de Procedimientos 
Penales, adicionado por: el artículo lo. del 
Decreto 487 del Congreso de la República, que 
astatuye: “Cuando en la apreciación de las 
pruebas se haya cometido error de derecho o 
error de hecho, si este último resulta de docu- 
mentos o actos auténticos que demuestren de 
modo evidente la equivocación del juzgador”. 
El recurrente alega que la Sala sentenciadora 
cometió error de derecho al no haber atribuido 
valor probatorio a las declaraciones de los tes- 
tigos de descargo, de acuerdo con las reglas 
prescritas que para su valoración trae el Có- 
digo de Procedimientos Penales, ya que estos 
testigos declararon en el sentido de que cuan- 
do se cometió el hecho, el sindicado Raúl An- 
tonio Salguero Cámbara, el primero de noviem- 


bre de mil novecientos cincuenta y siete, se 


encontraba en el lugar llamado “Chiltepe” en 
actividades muy diferentes o sea jugando foot 
ball y por consiguiente los testigos Daniel Ra- 
mírez, Lino Pérez Flores, Rufino Pérez, Vir- 
gilio López Godoy, Julio César Gudiel Salgue- 
ro, Juan José Salguero, Saúl Ramos Salguero, 
Rufino Lemus Méndez y José Clara Sarceño 
son testigos idóneos y contestes, por lo que 
al declarar la Sala sentenciadora que carecen 
de verdad legal, incurrió como ya se dijo en 
error de derecho en la apreciación de la prue- 
ba testimonial, diciendo que las razones que 
se dan para no tomarse en cuenta, no tienen 
fundamento jurídico, por no existir disposición 
legal que establezca reglas para determinar el 
valor de una declaración testimonial en razón 
del tiempo en que se haya producido y agrega 
que con tal apreciación se cometieron los erro- 
res de derecho y de hecho por omisión. Mani- 
fiesta asimismo que se cometieron los mismos 
errores denunciados al tomarse como plena 
prueba las declaraciones de los testigos: Maxi- 
miliano Hernández Monzón, Favio Méndez 
Hernández, Jesús Monzón López, Abelino Her- 
nández Pérez, Rosendo López Florián, Felipe 
López Barrera y Moisés López Muñoz, pero 
esto que se afirma no es exacto porque tales 
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testigos aseguran de una manera precisa que 
disparó sobre Salvador Salguero Argueta, o 
sea en el lugar llamado El Por-renir, del mu- 
nicipio de El Progreso, departamento de Jutia- 
pa, en el callejón que del cementerio de aquel 
lugar sale a la carretera, resultando de esta 
acción herido Salvador Salguero Argueta y 
muerto el caballo que montaba éste, por lo que 
cuando se cometió el hecho denunciado, pre- 
senciaron que Raúl Antonio Salguero Cámbara 
al aceptar el dicho de los testigos de cargo la 
Sala sentenciadora, con valor legal, lo hizo con 
base en las disposiciones legales citadas, prin- 
cipalmente en las que establece que harán ple- 
na prueba dos testigos que convengan en la 
substancia y no en los accidentes, siempre que 
éstos a juicio del Tribunal sentenciador no mo- 
difiquen la esencia del hecho, debiendo tenerse 
en cuenta además como se hizo, las circunstan- 
cias de propiedad, independencia e imparciali- 
dad de tales testigos, Esta y no otra cosa fue 
lo que tuvo la Sala sentenciadora para aceptar 
con pleno valor jurídico las declaraciones de 
los testigos de cargo mencionados, desechando 
en consecuencia las declaraciones de los testi- 
gos de descargo, propuestos para demostrar que 
el día del hecho, estuvo el recurrente en un 
lugar diferente, y por consiguiente estando ple- 
namente demostrada la certeza del hecho con 
los testigos de cargo, tal circunstancia excluye 
toda posibilidad de otro hecho contrario como 
se pretendió por la defensa. Hay más, el error 
de derecho y de hecho que se atribuye a los 
testigos de cargo no existen, ya que los hace 
consistir el recurrente en que se omitió consi- 
derar como substanciales algunas afirmaciones 
de ellos y aue sí lo son para su correcta valo- 
ración tales como las que se refieren a que el 
testigo de cargo Jesús Monzón López haya di- 
cho que el recurrente iba solo, en contradic- 
ción con otros que aseveran que iba acompa- 
ñado de Armando; Abelino Pérez Hernández 
que no mencionó para nada el presunto acom- 
pañante; Favio Méndez Hernández que afir- 
mó que el ofendido los alcanzó en el camino 
antes de la agresión de que fue objeto y en 
cambio Moisés López Muñoz, afirma que los 
agresores lo estaban esperando y por estas ra- 
zones, tales versiones no están conformes en 
la manera cómo se verificó el hecho y por con- 
siguiente no son idóneos, A este respecto debe 
afirmarse una vez más que los testigos de cargo 
estuvieron de acuerdo en el hecho de que Raúl 
Antonio Salguero Cámbara disparó contra Sal- 
vador Salguero Argueta resultando de esta ac- 
ción ilícita herido Salguero Argueta y muerto 
el caballo aue montaba y por consiguiente al 
aceptar su dicho con fuerza probatoria, no se 


cometió el error de derecho denunciado. En 
cuanto al error de hecho en la apreciación de 
la prueba testimonial en una de sus modalida- 
des, debe de decirse que éste se caracteriza por 
la falta de apreciación que se haga de los su- 
cesos que hubieran afirmado los testigos, que 
induzcan al juzgador en una manifiesta equi- 
vocación, o sea que se aceptan como existentes 
hechos que no aparezcan expuestos por los tes- 
tigos en sus respectivas declaraciones. De mane- 
ra que este error denunciado, sólo puede acep- 
tarse en este aspecto cuando el Tribunal en su 
fallo tergiverse lo afirmado por los testigos 
dando por sentadas situaciones no señaladas 
por ellos, lo que no pasó en el presente caso, 


11 
CONSIDERANDO: 


Según constancia de la causa que se tiene a 
la vista, el reo Raúl Antonio Salguero Cámba- 
ra, es delincuente primario y como la pena im- 
puesta no excede de tres años de prisión co- 
rreccional, procede resolver la petición hecha 
con fecha treinta de enero del año en curs) y 
por consiguiente se deja en suspens> la pena 
impuesta de dos años ocho meses de prisión 
correccional, así como también las accesorias 
correspondientes, con excepción de las respon- 
sabilidades civiles, de acuerdo con lo que dis- 
pone el artículo 51 del Código Penal y el De- 
creto número 1484 del Congreso de la Repú- 
blica. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo 
con lo considerado y 'en lo que establecen los 
artículos 222, 224 y 227 Decreto Gubernativo 
1862; 690, 694 del Código de Procedimientos 
Penales y Decreto del Congreso de la República 
1484, declara: IMPROCEDENTE el recurso de 
casación interpuesto por Raúl Antonio Salguero 
Cámbara a quien le impone la pena adicional 
de quince días de prisión simple conmutable a 
razón de diez centavos de quetzal por día y de 
acuerdo con el último considerando, deja en 
suspenso el cumplimiento de la condena y de- 
más penas accesorios excepto las responsabili- 
dades civiles por el término de dos años con 
las limitaciones contempladas en el artículo 51 
del Código Penal, reformado por el Decreto 
1484 del Congreso de la República, Notifíquese 
y con certificación de l3 resuelto, devuélvanse 
los antecedentes al Tribunal de su origen. (Po- 
nencia del Magistrado Alberto Argueta Sugas- 
tume). 
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HH. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


CRIMINAL 


Contra Oscar Augusto Rodas Zabala, por los 
delitos de hurto y co-hecho. 


POCTRINA: Cuando el recurso de casación se 
funda en error de hecho o de derecho en la 
apreciación de la prueba, es indispensable 
que el interponente indique en qué consiste 
el error que denuncia, identificándolo con to- 
da claridad. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala ocho 
de febrero de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de casación interpuesto por Oscar Augusto Ro- 
das Zabala, contra la sentencia proferida por 
la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones, el 
trece de junio del año pasado, en el proceso 
que por los delitos de hurto y co-hecho se le 
siguió en el Juzgado Quinto de Primera Ins- 
tancia Ramo Criminal de este deparismento. 


- ANTECEDENTES: 


El procedimiento se inició con fecha veinti- 
ocho de marzo de mil novecientos resenta, 
cuando el jefe del primer cuerpo de la Policía 
Nacional, Desiderio Reyes: López, puso a dis- 
posición del Juez Tercero de Paz Ramo Crimi- 
nal de esta ciulad, al procesado César Augusto 
Rodas Zabala. conducido la noche anterior en 
virtud de acusación presentada por el licencia- 
do Lucas Gustavo Mayorga Acevedo, de ha- 
berle extraído de la caja registradora de su 
farmacia, situada en la Avenida Bolívar núme- 
ro treinía guión treinta y ocho de la zona ocho 
de esta ciudad, la cantidad de veinticinco quet- 
zales. El parte fue debidamente ratificado. An- 
te el Juez Insiructor, el licenciado Lucas Gus- 
tavco Mayorga Acevedo declaró: “Que el domin- 
go aproximadamente a las siete de la noche, 
encontrándose en mi residencia, donde tengo 
establecida una farmacia, dejé por breves mo- 
mentos a mi hijo Lucas Gustavo Mayorga Li- 
cona mientras yo entraba en el recetario; allí 
estaba cuando vi que mi hijo penetraba a sacar 
un vaso pero en el acto salí corriendo y luego 


oí que quebraban el vaso; yo corrí a auxiliarlo 

y me indicó Que un individuo le había pedido 
un alka-seltzer y que en lo que se había en- 
trado a sacar un vaso con agua, este individuo 
se pasó al mostrador y se dirigió a la registra- 
dora de donde extrajo la cantidad de veinticin- 
co quetzales exactos, ya que cuando hisimos el 
corte de caja, ésta marcó como ventas en efec- 
tivo la cantidad de cincuenta y un quetzales 
con cincuenta y cinco centavos y sólo encon- 
tramos en dinero la suma de veintiséis quetza- 
les con cincuenta y cinco centavos; cuando yo 
vi que salía huyendo el individuo le alcancé 
a ver todavía y en ese instante pasaba por a!lí 
un conocido, quien me pregunió qué me pasa- 
ba, y le expliqué y me dijo que si quería si- 
guiéramos al sujeto pues él lo había reconocido 
bien; entonces fue cuando a bordo de mi auto 
fuimos a buscarlo por donde había huído y des- 
pués de un rato le vimos; cuando le quisimos 
detener se puso en fuga y fue por la Avenida 
la Castellana en donde un :'agente de la policía 
lo detuvo”. Interrogado César Augusto Rodas 
Zabala negó los hechos que se le imputan y 
que sí es cierto que el dueño de la farmacia 1> 
reconoció que cuand» fue detenido le recogie- 
ron auince quetzales que son' de su madre, 
quien se los dio para que comprara rona. El 
jefe del primer cuerpo de la policía acompañó 
un mensaje que se dice fue incautado a Rodas 
Zabala y que iba dirigido a su madre indicán- 
dole aque si la llamaban dijera aque le había da- 
do quince quetzales para comprar ropa. Consta 
ademé:z un oficio del propio jefe del cuartel de 
policía indicando que el detenido Je ofreció 
“mordida” al agente que lo condujo. Interro- 
gado Oscar Guillermo Espinoza Marro«uín dijo 
que se dio cuenta cuando el día y hora de autos 
“oyó una bulla” en la farmacia del licenciado 
Mayorga y dicho facultativo trató de seguir a 
un ladrón, pero que no da razón de los hechos. 
En la misma forma se expresó Manuel de Je- 
sús Cabrera, agregando que como empleado 
de la farmacia al hacer el corte de caja falía- 
ban veinte quetzales, La madre del procesado 
Carmen Dolores Zabala Morataya dijo que es 
cierto que el día de los hechos había dado a su 
hijo quince quetzales para que se comprara 
ropa, Se practicó reconocimiento en rueda de 
presos, habiendo sido identificado César Au- 
gusto Pocas Zabala por el licenciado Lucas 
Gustavo Mayorga Acevedo como la persona que 
sustrajo de la registradora de su f=rmacia la 
suma de dinero denunciada. El testigo Miguel 
Angel Cetina se produjo en el sentido de ha- 
berse dado cuenta de los hechos, sindicando al 
procesado como autor de los mismos. De igual 
manera declaró Lucas Gustavo de Jesús Ma- 
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yorga Licona. El agente de la policía Silas Mi- ] 


sael Hernández Méndez al declarar afirmó que 
Rodas Zabala, trató de conseguir su fuga, en- 
tregándole la suma de cinco quetzales, El pro- 
cesado no se conformó con los cargos que se le 
formularon. El experto Desiderio Menchú dic- 
taminó en el sentido de que el papel incautado 
al detenido y que iba dirigido a su madre no 
fue escrito por él. Con fecha nueve de sep- 
tiembre de mil novecientos sesenta, el Juez 
Quinto de Primera Instancia Ramo Criminal 
dictó sentencia absolviendo al enjuiciado de los 
cargos que por los delitos de hurto y co-hecho 
se le formularon. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Tercera de la Corte de Apelaciones, 
al conocer en consulta, improbó el fallo ante- 
rior y resolviendo declaró: que Oscar Augusto 
Rodas Zabala es autor del delito de hurto, con- 


denándolo a sufrir la pena de diez y seis me- - 


ses de prisión correccional con carácter de in- 
comutable y demás penas accesorias, Funda- 
mentó la sentencia en las siguientes conside- 


Taciones: que el procesado fue detenido el mis- 


mo día y momentos después de cometido el he- 
cho, como lo afirma el licenciado Lucas Gusta- 
vo Mayorga Acevedo y el agente de seguridad 
Misael Hernández Méndez, que le fue incautada 
la suma de quince quetzales, que fue senten- 
ciado con anterioridad a dos años de prisión 
correccional, habiendo salido libre bajo libertad 
condicional, la dedlaración del agente ¡Silas 
Misael Hernández Méndez y lo que expone Mi- 


_guel Angel Cetina Monterroso, las exposiciones 


de Oscar Guillermo Espinoza y Manuel de Je- 
sús Cabrera. 


RECURSO DE CASACION 


Con el auxilio del abogado Carlos H. Rosales, 
fue interpuesto el presente recurso de casación, 
por infracción de ley, citándose como caso de 
procedencia el contenido en el inciso 80, del 
artículo 676 del Código de Procedimientos Pe- 


-nales y acusándose como infringidos los artícu- 


los 587, 589, 594, 595, 597 y 601 del Código 
de Procedimientos Penales. Afirma que la Sala 
se basó en presunciones para condenar al pro- 
cesado, pero que no existen los hechos probados 
de los cuales puedan derivarse dichas pre- 
sunciones, 


Transcurrida la vista procede resolver. 
NN 


CONSIDERANDO: 


= 


Los errores de hecho y de derecho en la 
apreciación de la prueba, tiene características 
diferentes y corresponde a quien interpone el 
recurso extraordinario de casación, identificar- 
los separadamente, concretando en qué consis- 
ten y señalando con toda claridad cuáles fue- 
ron las pruebas que fueron apreciadas indebi- 
damente, no bastando para este efecto, la sim- 
ple cita del caso de procedencia como acontece 
en el recurso que se examina por lo que esta 
forma defectuosa en el planteamiento, hace im- 
posible su examen, para determinar si fueron 
violadas las leyes consignadas. Artículos 682 
inciso 80. y 684 del Código de- Procedimientos 
Penales. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
lo considerado, leyes citadas y lo que disponen 
los artículos 690, 694 Código de Procedimientos 
Penales 222, 223, 233 y 234 del Decreto Guber- 
nativo número 1862, declara: IMPROCEDENTE 
el recurso de casación interpuesto por Oscar 
Augusto Rodas Zabala, a quien impone la pena 
adicional de quince días de prisión simple con- 
mutable a razón de diez centavos de quetzal 
por día. Notifíquese y con certificación de lo 
resuelto, devuélvanse los antecedentes al Tri- 
bunal de origen, (Ponencia del Magistrado J. 
Fernándo Juárez y Aragón). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


CRIMINAL 


Contra Luis Felipe Sánchez Domínguez, por el 
delito de lesiones. 


DOCTRINA: Incurre en error de derecho en la 
apreciación de la prueba, el Tribunal que 
subestimando la testimonial aportada a la 
causa, funda su fallo en deducciones no apli- 
cables al incriminado. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, do- 
ce de febrero de mil novecientos sesenta y dos. 
Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de casación interpuesto por Luis Felipe Sánchez 
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Domínguez, contra la sentencia dictada por la 
Sala Octava de la Corte de Apelaciones con 
fecha doce de mayo de mil novecientos sesenta 
y uno, en el proceso que se le siguió en el Juz- 
gado Segundo de Primera Instancia del depar- 
tamento de Quezaltenango, por lesiones culpo- 
sas causadas al menor Hugo Artemio Avila 
Rivas. 


ANTECEDENTES: 


El treinta de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y siete, el sargento de guardia de la 
Policía Nacional Sarbelio López Granados, pu- 
so a disposición del Juez Tercero de Paz de la 
ciudad de Quezaltenango a Luis Felipe Sánchez 
Domínguez, por haberlo detenido el día ante- 
rior a las veinte horas y diez minutos el agen- 
te Pedro García Ayala, porque conduciendo el 
carro de alquiler placas 21349, al pasar por el 
Parque Bolívar de la localidad, haciendo pro- 
paganda política por un candidato a alcalde 
municipal, se le acercaron varios “patojos” a 
recoger los papeles que lanzaban al aire y con 
una de las llantas de atrás del vehículo frac- 
turó la cara anterior de la rodilla derecha al 
menor Hugo Artemio Avila Rivas, quien fue 
llevado al hospital en el mismo auto, encon- 
trándose el conductor en su estado normal. Ra- 
tificado el parte el Juez se constituyó en el 
Hospital Infantil de la localidad, donde acosta- 
do en una de las camas encontró al menor Avyi- 
la Rivas, quien dijo tener ocho años de edad, 
y que el día anterior como a las diez y ocho 
horas que se encontraba frente al Parque “Bo- 
lívar”, pasó un carro haciendo propaganda po- 
lítica, y al querer tomar uno de los papeles 
que iba repartiendo, lo empujaron por lo que 
cayó al suelo, habiéndole pasado una de las 
llantas del citado vehículo sobre la pierna iz- 
quierda y en el mismo carro lo llevaron al hos- 
pital; que no se dio cuenta quién lo empu- 
jó porque no conocía a la gente que estaba allí 
por ser de Huehuetenango. Indagado el dete- 
nido Sánchez Domínguez, expuso: que se en- 
contraba manejando el carro de alquiler ha- 
ciendo propaganda por José Castillo Barrios 
para alcalde de la ciudad, en compañía de otras 
personas cuyos nombres nó sabía de momento, 
sino solamente el de Carlos Legrand, y al pa- 
sar por una de las “esquinas del Parque “Bolí- 
var” escuchó un grito por lo que detuvo el ve- 
hículo inmediatamente y al bajarse vio que un 
niño, a auien no conocía, se encontraba lastima- 
do, sin poderse parar, por lo que en el mismo 
automóvil fue llevado al hospital, teniendo la 
plena seguridad que él no lo atropelló, porque 
caminaba sumamente despacio porque en ese 


lugar había mucha gente, a lo sumo a diez ki- 
lómetros por hora, y si acaso sucedió fue con 
la llanta de atrás del lado derecho, que no po- 
día ir vigilando. El agente de la policía Pedro 
García Ayala declaró: que sólo condujo de la 
emergencia del hospital al primer cuerpo de la 
policía a Sánchez Domínguez, por haber sido 
informado del atropello al menor Avila Rivas, 
quien manifestó que había sido empujado en 
el momento aue iba a tomar uno de los volan- 
tes y aue el mencionado Sánchez Domínguez se 
encontraba en su estado normal al ser detenido. 
y portaba una licencia provisional de piloto a 
su nombre. El Juez instructor de las diligen- 
cias practicó una inspección ocular en el lugar 
del hecho en cuya acta consta la situación de 
las calles y la existencia de una reposadera 
donde el conductor del carro indicó haber re- 
cogido al lesionado. Juan Manuel, Arreaga, Sfe- 
lino Consuegra Angel y Arturo Bolaños Mon- 
terroso, declararon que ellos caminaban dentro 
del carro que conducía el procesado y el día y 
hora de autos, haciendo propaganda para alcal- 
de por José Castillo Barrios, al pasar por una 
de las esquinas del Parque Bolívar escucharon 
que la gente les decía que pararan; al hacerlo y 
abrir la portezuela vieron a un niño acostado 
en el suelo y en el momento que lo atendían 
dijo aue lo habían empujado y como no se po- 
día parar lo llevaron en el mismo carro al hos- 
pital; que no se dieron cuenta si fue el carro 
el que arrolló al mencionado niño, pues no sin- 
tieron ningún obstáculo en la marcha y lo úni- 
co que oyeron fueron los gritos de la gente 
para que pararan, aunque caminaban a una 
velocidad de diez kilómetros vor hora para po- 
der hacer la propaganda. Al pasar las diligen- 
cias al Juzgado Segundo de Primera Instancia 
departamental, por el delito de lesiones culpo- 
sas se motivó prisión provisional al incriminado 
Sánchez Domínguez, quien posteriormente fue 
excarcelado bajo fianza, Examinado Julio Le- 
grand Arriola, dijo ser propietario del auto que 
conducía Sánchez Dominguez, pero que no le 
constaba nada del hecho investigado; -Virgilio 
Hilario Rodas Sigúenza, nombrado experto, di- 
jo: aque tuvo a la vista el automóvil conducido 
por Sánchez Domínguez, el que encontró en 
perfecto estado de funcionamiento y exterior- 
mente no presentaba ningún daño; Dominga 
Ovidia Rivas López de Reyes, tía del menor 
lesionado dijo: que supone aque su sobrino al 
oír la propaganda al igual que otros patojos 
de las vecindades con el objeto de obtener un 
volante se acercó al carro que lo atropelló y 
considera que el chofer tuvo la culpa, pues es- 
taba como queriendo huír cuando llegó la de- 
clarante. En parecidos términos se expresó Lu- 


sea ti 
, 
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cila Angela Rivas López, también tía del ofen- 
dido. Romeo Rigoberto Avila Rivas, hermano 
del ofendido y de diez años de edad, dijo: que 
juntamente con otros patojos y su hermano Hu- 
go Artemio corrieron tras el carro que hacía 
propaganda para recoger alguno de los papeles 
que repartía, pero habiéndose quedado atrás 
de su citado hermano, cuando oyó que hubo un 
accidente corrió más y al llegar al lugar don- 
de el vehículo se detuvo, vio que su mencionado 


hermanito estaba ya golpeado y lo levantaba 


un señor de los que iban adentro del carro, pero 
propiamente no vio cómo ocurrió el hecho. Car- 
los Legrand Gómez de catorce años de edad, 
declaró en parecidos términos de como lo hicie- 
ron los otros ocupantes del carro, Se practicó 
nueva inspección ocular en el lugar del hecho, 
con asistencia de las hermanas Dominga Ovidia 
y Lucila Angela Rivas López, el procesado, el 
ofendido y los testigos Legrand Gómez y Arrea- 
ga y colocado el carro en el lugar del accidente, 
los referidos testigos dijeron que allí precisa- 
mente fue donde se detuvo, y al golpearlo lo 
encontraron atrás de la rueda trasera del lado 
derecho, cerca de la repesadera “allí existente, 
habiendo manifestado las hermanas Rivas Ló- 
pez que el carro no estaba en la posición en 
que se le colocó sino un poquito más atrás, y 
en la misma diligencia fue examinada Lesbia 
García Salas de Zapata habiendo manifestado: 
que se encontraba en la puerta de su casa con 
Efraín Arriola Porras, cuando vio pasar el ca- 
rro que hacía propaganda política, yendo atrás 
como sesenta niños y al llegar al lugar donde 
se detuvo el vehículo oyó gritos y al acercarse 
vio al niño golpeado que considera se resbaló 


- en la tapadera de la reposadera en el momen- 


to en que fue lastimado, por lo que cree que 
no tuvo la culpa el chofer, habiéndose tomado 
diversas medidas del lugar donde estuvo el 
carro a las aceras de los lados. El médico que 
atendió al golpeado. en varios informes, hizo 
constar que sufrió fractura y desviación del 
tercio inferior del fémur izquierdo, que nece- 
sitaría de quince días de asistencia facultativa, 
después que necesitaba de un mes más y de 
último, que no se podía precisar tiempo defi- 
nitivo de curación, pero que no quedaría con 
ningún impedimento físico o funcional, ni de- 
formidad. Posteriormente compareció al Tri- 
bunal Telma Elena Rivas López; manifestando 
que ella era la madre del menor Hugo Artemio 
Avila Rivas, por lo que pedía el castigo del 
culpable, constituyéndose formal acusadora con- 
tra el mismo, proponiendo como testigos del 
hecho a Mirtala García, Olimpia López Galicia 
y Alfonso de la Cerda, habiendo manifestado 
la primera: que fue a un mitin ydigorista en 


el Parque Bolívar y se estuvo en una tienda 
que hace esquina, cuando vio pasar un carro 
que hacía propaganda para alcalde por José 
Castillo Barrios, o mejor dicho vio*el carro en 
el instante que frenó y paró y como se produ- 
jeron varios gritos se acercó y vio que un niño 
era sacado de debajo del carro, en la parte de 
enmedio del lado derecho por un señor cuyo 
nombre no conocía y como se aproximó Ovidia 
Rivas y dijo que el niño era suyo lo tomó en 
sus brazos y como el carro ya se iba la misma 
gritó que lo pararan y metieron al herido al 
carro y se lo' llevaron al hospital. Olimpia Ló- 
pez Galicia manifestó: que como andaba por el 
Parque Bolívar vio pasar un carro que hacía 
propaganda política, el que iba muy despacio 
porque había mucha gente, del cual lanzaban 
papeles y ya iba llegando a la esquina cuando 
oyó gritos que decían accidente, por lo que 
acudió al lugar y al acercarse vio que del lado 
derecho del carro Ovidia Rivas tenía en los 
brazos a un muchachito que estaba herido de 
una pierna y como el carro ya iba a arrancar 
dicha señora pidió la caridad de que en el 
mismo vehículo lo llevaran al hospital a lo que 
accedieron los del automóvil; pero no vio cuan- 
do el niño fue lastimado, pero por haberlo te- 
nido junto al carro deduce que fue quien lo 
golpeó. Carlos Humberto Castillo Tánchez, de- 
claró: que estando en la puerta de su casa vio 
un automóvil de alquiler que caminaba com- 
pletamente despacio haciendo propaganda por 
la candidatura municipal de José Castillo Ba- 
rrios y alrededor de él iban como cien patojos 
aproximadamente que trataban de apoderarse 
de los papeles que daban por las ventanillas del 
taxi y aue de éste tanto con el altoparlante 
como el chofer les decían a esos niños que se 
hicieran a un lado, lo que les repetían constan- 
temente; que al llegar al crucero de las boca- 
calles oyó un grito de un niño y al acercarse 
se encontró con que éste había sido golpeado 
en una canilla, que los pasajeros del carro se 
bajaron a recogerlo y lo llevaron al hospital. 
Efraín Arriola Rodas, expuso: que al oír bulla 
de un carro que hacía propaganda política para 
alcalde, se situó en una de las esquinas del 
Parque Bolívar, viendo que el vehículo dicho 
caminaba despacio y del interior por medio del 
altoparlante les decían a los patojos que se 
acercaban a pedir propaganda, que eran como 
veinte o más y que lo seguían, se hicieran a 
un lado, y cuando el automóvil llegó al crucero 
de las calles, vio que uno de los patojos que 
iba al lado derecho, por pedir un volante se le 
resbaló un pie, circunstancia por la que quedó 
bajo la llanta trasera del lado derecho e inme- 
diatamente el carro fue parado y se bajaron 
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los ocupantes y subieron al golpeado lleván- 
selo para el hospital. Alfonso de la Cerda, ma- 
nifestó: aque no le constaba absolutamente nada 
del hecho investigado. El encausado no se con- 
formó con ninguno de los cargos que le fueron 
formulados, en la diligencia respectiva. Dentro 
del término de prueba, se recibieron los testi- 
monios de Adán de León Robles, Celestino Os- 
car López Colop y Adán Virgilio Aguilar Pie- 
drasanta, sobre los buenos antecedentes y hon- 
radez del procesado; José Félix Loarca e Isaac 
Valentín Robles de Paz, expusieron: el primero, 
que del Parque Bolívar y el segundo desde la 
puerta de su casa de habitación, vieron pasar 
un carro que caminaba despacio haciendo pro- 
paganda política, por medio de altoparlantes y 
tirando papeles y a su alrededor iban como 
veinte patojos tratando de obtener programas, 
y al llegar a una de las esquinas uno de los pa- 
tojos se resbaló en una reposadera y fue las- 
timado con la llanta de atrás del lado derecho 
del carro, agregando el segundo testigo que el 
chofer inmediatamente frenó y se bajaron todos 
los tripulantes del automóvil a atender al gol- 
peado. Alfredo González Ligorría, Víctor Ma- 
nuel Suasnávar López y Julián Cojulún Cajas, 
declararon sobre que el reo es experto conduc- 
tor de vehículos motorizados, los cuales pilo- 
teaba con pericia, prudencia y capacidad. Lle- 
nados los demás trámites del procedimiento, en 
diligencias para mejor fallar se recabaron in- 
formes del jefe de la policía departamental, 
sobre que no hubo ningún mitin político en el 
Parque Bolívar, el día de autos, y que Sánchez 
Domínguez no se encontraba registrado como 
piloto y sólo se amparaba con una licencia pro- 
visional que le fue extendida en el Departa- 
mento de Tránsito el cinco de febrero de mil 
novecientos cincuenta y ocho, siendo el infor- 
me de veintiocho de mayo de ese año. Car- 
los Humberto Castillo Tánchez, Arturo Bola- 
ños Monterroso, Sfelino Consuegra Angel, Juan 
Manuel Arreaga y Lesbia García Salas de Za- 
pata, ratificaron sus anteriores declaraciones 
sin ninguna modificación en cuanto a su fondo; 
y el procesado también sostuvo lo declarado en 
su primera indagatoria. Con esos antecedentes 
el Juez de Primera Instancia respectivo dictó 
sentencia el diez y nueve de junio de mil no- 
vecientos cincuenta y ocho, en la cual declaró 
al citado Luis Felipe Sánchez Domínguez, autor 
del delito de lesiones causadas por impruden- 
cia grave y le impuso la pena de un año de 
prisión correcional, conmutable en sus dos ter- 
ceras partes a razón de cincuenta centavos de 
quetzal por día, con las accesorías del caso. En 
apelación la Sala Octava de la Corte de Apela- 
ciones y con fecha doce de mayo del año próxi- 


mo pasado, confirmó la sentencia de primera 
instancia, sin ninguna modificación, para lo 
cual consideró: que había quedado plenamente 
establecido en autos que, Luis Felipe Sánchez 
Domínguez manejando el automóvil de alqui- 
ler que llevaba como pasajeros a Arturo Bola- 
ños Montenegro, Carlos Humberto Castillo Tán- 
chez, Sfelino Consuegra Angel y Juan Manuel 
Arreaga, quienes se dedicaban a hacer propa- 
ganda política para alcalde por José Castillo 
Barrios el veinticinco de noviembre de mil no- 
vecientos cincuenta y siete, atropelló con la 
llanta trasera del vehículo al menor Hugo Ar- 
temio Avila Rivas, quien sufrió la/fractura del 


tercio inferior del fémur izquierdo, necesitando _ 


asistencia facultativa por más de tres meses; 
que ninguno de los nombrados se dio cuenta 
del accidente sino cuando éste había pasado, y 
al detener la marcha del automóvil se encon- 
traron con que un menor estaba lesionado y lo 
condujeron al hospital; que el menor indicó 
que por recoger un volante otro lo empujó y 
cayó siendo entonces atropellado por el vehícu- 
lo y los testigos Lesbia García Salas de Zapa- 
ta y Efraín González Porras por su parte ase- 
guraron que el menor se resbaló y cayó, siendo 
atropellado por el automóvil; empero el hecho 
se cometió con manifiesta imprudencia del ino- 
dado, quien como conductor del vehículo, esta- 
ba en la obligación de tomar todas las medidas 
necesarias y previsiones para evitar el acci- 
dente, ya aque al decir de varios testigos el 
vehículo era seguido por muchos niños, y el 
sindicado no debió haber permitido que se lan- 
zaran volantes en horas inhábiles para hacer 


—propaganda, lo que lo hace responsable del de- 


/ 


lito de lesiones por imprudencia temeraria. má- 


xime que su licencia provisional que le fue ex- 
tendida estaba vencida y no demostró su ha- 
bilidad para conducir vehículo motorizado, 
puesto que ese extremo se acredita con la licen- 
cia respectiva o dictamen de expertos y no 
con información de testigos como pretendió 
hacerlo en su defensa, estando correcta la pena 
que se le impone. 


RECURSO DE CASACION: 


Inconforme con el anterior fallo, el procesa- 
do Luis Felipe Sánchez Domínguez, con auxi- 
lio del abogado Justo Pérez López interpuso 
el presente recurso de casación por infracción 
de ley, señalando como casos de procedencia 
les contenidos en los incisos lo, y 80. del ar- 
tículo 676 del Código de Procedimientos Pena- 
les, por estimar que la Sala sentenciadora in- 
currió en violación de los artículos 15 del Có- 
digo Penal; 568, 570, 573 y 574 del Código ci- 
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tado en primer término, En cuanto al caso del 
inciso lo., manifiesta: aque los hechos que en la 
sentencia se declaran probados, han sido cali- 
ficados como delito no siéndolo, con violación 
del artículo 15 del Código Penal; y en lo que 
respecta al del inciso 80., que hubo error de 
derecho en la apreciación de la prueba, porque 
debió estimarse domo plena la declaración pres- 
tada por Juan Manuel Arreaga, Sfelino Con- 
suegra Angel y Arturo Bolaños, quienes vie- 
ron que no atropelló a ninguno, que el niño 
gritó atrás del carro, sin aue estuviera mane- 
jando de retroceso; que Carlos Humberto Cas- 
tillo Tánchez, declaró haber visto pasar al auto- 
móvil caminando muy despacio y oyó el-“alto- 
parlante en que se pedía a los niños no acer- 
carse al automóvil, lo mismo manifestó Juan 
Manuel Arreaga, cuya prueba testifical rendida 
descarga cualquier culpabilidad en el exponen- 
te, pues se probó aue el niño imprudentemen- 


_te fue empujado por otros niños o se resbaló 


en la parte trasera del vehículo y la Sala se- 
gún sus argumentos lo condena por deducción 
ilógica, ilegal y contra derecho, al no darle el 
valor legal de plena prueba a toda la testifical 


que hay en autos, por lo que considera viola- . 


dos los artículos 568, 573 y 574 del Código de 
Procedimientos Penales. 


-. Habiendo transcurrido la vista, procede re- 


solver, 


I 


CONSIDERANDO: 


Por razones obvias, el recurso presentado de- 
be examinarse en primer término en lo refe- 
rente al error de derecho en la apreciación de 
la prueba que el recurrente atribuye al fallo 
impugnado, en relación a los testigos Juan Ma- 
nuel Arreaga, Sfelino Consuegra Angel, Arturo 
Bolaños y Carlos Humberto Castillo Tánchez, 
quienes expusieron que el encausado no atro- 
pelló a ninguno con el carro que manejaba en 
la fecha y hora de autos, sino que el niño que 
resultó golpeado gritó atrás del vehículo, los 
tres primeros y Arreaga y Castillo Tánchez que 
oyeron las prevenciones aue se hacían a los ni- 
ños para que no se acercaran al automóvil que 
repartía propaganda para alcalde. En relación 
a estas objeciones la Sala sentenciadora asienta, 
que las personas nombradas expusieron que 
ninguno se dio cuenta del accidente sino cuan- 
do éste había pasado; que el procesado mane- 
jaba el automóvil despacio y que el menor in- 
dicó que por recoger un volante otro lo empujó 
y cayó, siendo" atropellado por el vehículo, y 


que Lesbia García Salas de Zapata y Efraín 
González Porras, por su parte, aseguran que el 
menor se resbaló y cayó siendo atropellado, 
pero que el hecho se cometió con manifiesta 
imprudencia del inodado, por las razones espe- 
cíficas.en la relación del respectivo fallo. Aho- 
ra bien, efectivamente la Sala sentenciadora, 
fundó su fallo condenatorio en las circunstan- 
cias de que el sindicado no debió haber permi- 
tido que se lanzaran volantes desde el vehículo 
que conducía que era seguido por muchos ni- 
ños, en horas inhábiles para hacer propaganda, 
lo que lo hace responsable del delito de lesio- 
nes por imprudencia temeraria, máxime que su 
licencia provisional estaba vencida y no demos- 
tró su habilidad para conducir vehículos moto- 
rizados, pues que ese extremo se acreditaba 
con la licencia respectiva o con dictamen de 
expertos; es decir, que subestimó el valor pro- 
batorio de la indicada información testimonial. 
para fundarse en circunstancias que no son 
imputables al procesado, puesto que únicamen- 
te prestaba sus servicios como chofer y que de 
todas maneras no fueron la causa del accidente 
investigado, por lo que tiene que reconocerse 
que el citado Tribunal incurrió en error de de- 
recho al negarle el valor probatorio que tiene 
la indicada prueba testimonial, con violación de 
los artículos 568, 573 y 574 del Código de Pro- 
cedimientos Penales, lo que es suficiente motivo 
para casar el fallo recurrido y dictar el que 
corresponde en derecho, sin necesidad de entrar 
al estudio de los otros fundamentos del mismo. 


I 
CONSIDERANDO: 


No quedó establecida la culpabilidad de Sán- 
chez Domínguez, en la lesión que sufrió el me- 
nor Hugo Artemio Avila Rivas, que le fue cau- 
sada con el automóvil que conducía el día, a 
la hora y en el lugar que constan en el proceso, 
pues Juan Manuel Arreaga, Sfelino Consuegra 
Angel y Arturo Bolaños Monterrosa, que cami- 
naban en el interior del referido vehículo ha- 
ciendo propaganda política para alcalde, afir- 
maron que el sindicado lo conducía muy despa- 
cio y no atropelló a ninguno y que hasta que 
oyeron algunos gritos detuvo el conductor el 
automóvil, dándose cuenta que atrás de él es- 
taba golpeado un niño que dijo que había sido 
empujado por otro, quien así lo hizo constar 
en su declaración y está confirmado con los tes- 
timonios de Lesbia García Salas de Zapata, 
Efraín González Porras, Efraín Arriola Rivas, 
José Félix Loarca e Isaac Valentín Robles de 
Paz, quienes aseguran que el menor se resbaló 
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y cayó siendo golpeado por el indicado carro, 
y Olimpia López Galicia y Carlos Humberto 
Castillo Tánchez, también afirmaron que el 
vehículo caminaba muy despacio, aunque no 
vieron cómo ocurrió el accidente; en consecuen- 
cia no está demostrado que el inodado haya 


procedido con alguna de las circunstancias se-: 


ñaladas en la ley penal. para estimar que incu- 
rrió en responsabilidad por imprudencia o ne- 
gligencia en este caso, ya aque por sí sola no la 
constituye el haber estado vencida la licencia 
provisional aque se le concedió para conducir 
vehículos de motor, por no haber sido determi- 
nante en el asunto; de consiguiente, es el caso 
de absolverlo de los cargos que se le formula- 
ron. Artículos 568, 571, 573, 574, 586 del Código 
de Procedimientos Penales, 13, 14 y 15 del Có- 
digo Penal. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos 674, 
687, 694, 723, 731, 735, 736 del Código de Pro- 
cedimientos Penales; 222, 224, 227, 233 y 234 
del Decreto Gubernativo 1862, CASA la sen- 
tencia recurrida y al resolver declara: que por 
no haber incurrido en responsabilidad penal se 
absuelve al procesado Luis Felipe Sánchez Do- 
mínguez, de los cargos que le fueron formula- 
dos. Notifíquese y en la forma que corresponde 
devuélvanse los antecedentes. (Ponente Vocal 
Primero). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


CRIMINAL 


Contra Macario Alvarado Ramón, por el delito 
de incendio. 


DOCTRINA: Por ser facultad exclusiva de los 
Tribunales de Instancia el examen del valor 
probatorio de las presunciones humanas, es 
improcedente el recurso de casación en que 
se impugna tal medio de prueba, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, quin- 
ce de febrero de mil novecientos sesenta y dos. 


Para resolver se ve el recurso de casación 
interpuesto por Macario Alvarado Ramón, con- 


tra la sentencia que el seis de agosto de mil no- 
vecientos cincuenta y nueve, dictó la Sala Cuar- 
ta de la Corte de Apelaciones (hoy Sala Octa- 
va), en el proceso aue por el delito de incendio 
se instruyó al recurrente ante el Juzgado Pri- 
mero de Primera Instancia de aquel departa- 
mento. . ' 


ANTECEDENTÉS: 


El trece de abril del año mil novecientos cin- 
cuenta y nueve. el jefe de la policía municipal 
del municipio de Olintepeque, puso a disposi- 
ción del Juez menor respectivo a Macario Al- 
varado, quien fue capturado el día anterior, a 


las diez horas, en virtud de sindicarlo de haber 


incendiado la casa propiedad de Cornelio Chá- 
vez Vicente, situada en el Cantón “La Liber- 
tad” de esa jurisdicción municipal. Cornelio 
Chávez Vicente, dijo: que nada le constaba de 
vista relacionado con el incendio, habiéndose 
enterado del mismo por aviso que le dio Fran- 
cisco García Pérez, quien sindicaba a Macario 
Alvarado. Pedro García Pérez, a quien el an- 
terior testigo llama Francisco, dijo: que el día 
de autos a eso de la una horas, oyó que caían 
unas tejas del techo de la casa motivo del in- 
cendio, ya que allí vive, por lo que se levantó 
a ver en qué consistía el ruido y al abrir la 
puerta se dio cuenta de una luz que iluminaba 
el patio y notó que donde estaba la cocina ha- 
bía paja que se estaba quemando; que frente 
a la misma vio parado a Macario Alvarado, 
quien le dijo al declarante “se quemó la casa 
vos”, por lo que se le acercó con intención de 
detenerlo, pero éste emprendió la fuga, no sien- 
do posible capturarlo; que con el auxilio de 
los vecinos lograron sofocar un poco el incen- 
dio e impedir que tomara auge y alcanzara las 
otras casas. El Juez practicó inspección ocular 
en el lugar de los hechos, habiendo levantado el 
acta que obra en autos. Esteban Osorio Cotux, 
auxiliar municipal, dijo: que por aviso de Pe- 
dro García Pérez supo que se había incendiado 
la casita de mérito, y que éste individuo sindi- 
caba a Macario Alvarado Mejía como autor del 
mismo y quien fue capturado más tarde. Silve- 
rio Inocencio Calvac Rosario, auxiliar munici- 
pal se produjo en los mismos términos que el 
anterior agregando que cuando capturaron al 
procesado, éste se encontraba en completo esta- 
do de ebriedad y dormido. Tomasa Macario de 
Pascual dijo: que el día de autos cuando se diri- 
gla al lugar de los hechos vio que de la puerta 
de la casa que se incendiaba, salió un hombre 
al que reconoció como Macario Alvarado Me- 
jía, que ella le gritó para que se parara pero 
que éste no obedeció; que posteriormente este 
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individuo regresó al lugar indicado, pero al ver 
la presencia de la exponente y la de Isidro 
Ixcolín, quienes ayudaban a sofocar el incen- 
dio, nuevamente Alvarado Mejía se puso en 
fuga, no siendo posible detenerlo. Isidro Ixcolín 
Castillo y Marcelina Alvarez Gómez dijeron 
que ellos ayudaron a sofocar el incendio rela- 
cionado; que supieron por el dicho de Francis- 
co García Pérez, que el autor del mismo era 
Macario Alvarado, pero que a ellos no les cons- 
ta nada de vista, Agustín Gómez Raquec, fue 
nombrado experto valuador y al emitir su dic- 
tamen valoró los daños ocasionados con motivo 
del incendio en la suma veintiún quetzales 
con quince centavos, En su indagatoria, Maca- 
rio Alvarado Mejía, dijo que no recordaba nada 
de los hechos que se le imputan, que es posible 
que haya llegado a la casa que se le menciona 
con el fin de acostarse sobre la paja de trigo, y 
tal vez haya encendido un cigarrillo y por eso 
se incendió la cocina; que sólo recuerda que lo 
corrieron por la carretera y le tiraron “un palo” 
y que por estar muy ebrio no recuerda nada de 
lo que se le pregunta. Al tomarle confesión con 
cargos, no se conformó con los que le fueron 
formulados, 

Concluido el trámite, el Juez dictó su fallo en 
el que declaró, que “absuelve a Macario Alva- 
rado Ramón del cargo formulado por el delito 


de incendio por falta de prueba plena y lo man- 


da poner en libertad cuando este fallo cause 
ejecutoria de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 742 del Código de Procedimientos 
Penales”. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Cuarta de la Corte de Apelaciones 
(hoy Octava), improbó la sentencia de primera 
instancia, y resolviendo, declaró: “que Macario 
Alvarado Mejía o Macario Alvarado Ramón, es 
autor responsable del delito de incendio come- 
tido en el patrimonio de Cornelio Chávez Vi- 
cente, por cuya infracción lo condena a sufrir 
la pena de dos años ocho meses de prisión co- 
reccional, conmutable en sus dos terceras par- 
tes a razón de diez centavos de quetzal dia- 
rios”. Hizo las demás declaraciones del caso; y 
fundamentó su fallo en las siguientes conside- 
raciones: “que tanto la existencia del delito de 
incendio, como la culpabilidad de Macario Al- 
varado Ramón, como autor responsabie de él, 
quedó evidenciada con los siguientes elemen- 
tos de convicción: a) Con la inspección ocular, 
practicada por el Juez instructor de las prime- 
ras diligencias, en la que consta que para co- 
meter el hecho delictuoso, el hechor tuvo que 
haber escalado una pequeña pared de la casa, 
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en la que se vieron señales o raspones que in- 
dican haber sido ese lugar donde penetró el 
reo; b) Las declaraciones de los testigos To- 
más Alvarez Gómez y Manuel Herrera Hernán- 
dez, quienes indican que la casa donde se in- 
cendió la cocina, motivo de los autos, es de la 
propiedad de Cornelio Chávez Vicente; c) La 
declaración de la testigo Tomasa Macario de 
Pascual, quien dijo: que el día y hora de autos 
la mujer Paulina Alvarez, llegó a su casa de 
habitación donde ella dormía y le dijo aque la 
casa donde vive la Alvarez, se había incendiado, 
por lo que se levantó y al llegar al lugar de los 
hechos, vio que de la puerta de la calle salía el 
procesado, quien corría en dirección a la ciudad 
de Quezaltenango, y estando la deponente ayu- 
dando a sofocar el incendio, volvió a llegar el 
enjuiciado, sin duda con el objeto de darse 
cuenta de las proporciones del mismo; d) La 
declaración de Pedro García Pérez de haberlo 
visto frente a la cocina incendiada, en el mismo 
momento en que esto tenía lugar y haberle di- 
cho el mismo procesado: “Vos ya se quemó la 
casa”, y al acercarse a detenerlo se puso en 
precipitada fuga con dirección a la ciudad de 
Quezaltenango; e) la declaración de Silverio 
Inocencio Calvac Rosario, quien dijo haber cap- 
turado al procesado, en estado de ebriedad poco 
después de acaecido el hecho a inmediaciones 
del lugar; y f) la declaración reticente del reo 
quien dice que “no sabe nada del hecho por el 
cual se le interroga, y que sí es posible que 
haya llegado a la casa de los hechos, con el 
fin de acostarse dentro de la paja de trigo, y 
tal vez haya encendido algún cigarrillo y por 
eso se incendió la cocina, pero el deponente no 
recuerda cómo llegó y sólo recuerda que lo co- 
rrieron por la carretera que conduce a Quezal- 
tenango, tirándole un palo y que tal vez llegó 
a la casa de Cornelio Chávez que es donde se 
quemó la cocina, porque allí tiene varias cosas 
de su pertenecia que no ha recogido”. Los he- 
chos enumerados, constituyen una presunción 
humana, grave, precisa y concordante que in- 
ducen al ánimo judicial a creer que Macario 
Alvarado Ramón es el autor responsable del 
delito de incendio cometido en el patrimonio 
de Cornelio Chávez Vicente. Ahora bien, como 
el monto de los daños causados con motivo del 
incendio relacionado, es de veintiún quetzales 
con quince centavos, la pena que corresponde 
imponer a Macario Alvarado Ramón, es de do; 
años de prisión correccional, aumentada en una 
tercera parte, por existir en su contra las cir- 
cunstancias agravantes de haber cometido el 
delito de noche y en despoblado. y con escala 
miento, quedando reducida la pena a dos años 
ocho meses de prisión correccional, conmutable 
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en sus dos terceras partes. Por las razones ex- 
puestas la sentencia consultada no está arregla- 
da a derecho y debe improbarse”. 


RECURSO DE CASACION 


Macario Alvarado Ramón, con auxilio del 
abogado Victoriano Alvarez Juárez, interpuso 
el recurso que se examina con fundamento en 
los casos de procedencia contenidos en los in- 
cisos 5o. y 80. del artículo 676 del Código de 
Procedimientos Penales; citando como leyes in- 
fringidas respecto del primer caso, los artículos 
23 incisos 11 y 12, 67 y 78 del Código Penal; y 
respecto al segundo caso los artículos 568, 571, 
587, 589. 595, 596, 597. 601, 609, 613 del Código 
de Procedimientos Penales. Argumenta el recu- 
rrente que la Sala sentenciadora no debió ha- 
berle aplicado las agravantes, de escalamiento, 
nocturnidad y despoblado ya que las mismas 
no se encuentran debidamente probadas en el 
proceso, porque la prueba en que la Sala fun- 
damentó su condena son simples presunciones 
que no reunen el enlace necesario, ni los re- 
quisitos de gravedad, precisión y concordancia. 
El recurrente hace relación de la inspección 
ocular practicada por el Juez instructor de las 
primeras diligencias, así como de las declara- 
ciones de los testigos, concluyendo en que esos 
hechos no conducen a ninguna convicción sobre 
su culpabilidad. 


Transcurrida la vista, procede resolver, 
I 
CONSIDERANDO: 


Señala el interponente como caso de proce- 
dencia en el que fundamenta el recurso, error 
de derecho en la apreciación de la prueba de 
presunciones en que la Sala fundó su fallo y 
sostiene que “en primer lugar las presunciones 
no reunen los requisitos de gravedad, preci- 
sión y concordancia; además, en segundo lugar, 
el enlace natural entre la verdad conocida y la 
que tratan de deducir los señores del Tribunal, 
no existe el enlace natural más o menos nece- 
sario de que habla el artículo 601 ya menciona- 
do, Es pues error de apreciación en los requi- 
sitos de las presunciones y en el enlace que 
guardan los hechos demostrados con los que se 
trata de deducir, en lo que estriba este caso de 
procedencia”, A este respecto el recurrente no 
niega la veracidad de los hechos que la Sala 
tuvo por probados y que le sirvieron de funda- 
mento para deducir la presunción humana de 
culpabilidad en que se basó para dictar su fallo 


a la mala estimación que a su juicio se hizo del 
“enlace natural entre la verdad conocida y la 
que tratan de deducir”, y que estas no son gra- 
ves, precisas y concordantes. Al respecto, esta 
Corte ha sostenido reiteradamente, con base en 
la doctrina y en la naturaleza propia de la 
prueba de presunciones, la jurisprudencia de 
que no puede impugnarse en casación la mera 
estimación que conforme su criterio hagan de 
prueba los tribunales de instancia, porque ello 
implica una deducción lógica que no está suje- 
ta a normas objetivas. sino al contrario, a de- 
terminaciones subjetivas del criterio humano. 
De manera que, cuando como en el presente 
caso, no se impugna la certeza de los hechos 
que se tienen como fundamento de las presun- 
ciones humanas, es ineficaz el recurso de casa- 
ción porque son aquellos hechos los aque estu- 
vieron sujetos a prueba y no las deducciones 
que de ellos hace el juzgador. En consecuencia, 
no es posible determinar si fueron o no infrin- 
gidas las leyes citadas por el recurrente con re- 
lación a este aspecto. 


II 
CONSIDERANDO: 


Como se ve dos son los casos de procedencia 
que se citan por el recurrente Macario Alvara- 
do Ramón, en la interposición de su recurso de 
casación, o sean los contenidos en los incisos 
80. y 50. del artículo 676 del Código de Proce- 
dimientos Penales, el primero ya fue analizado 
en el considerando anterior y el segundo que 
se refiere: “cuando se haya cometido error de 
derecho en la calificación de los hechos que se 
declaran probados en la sentencia, en concepto 
de circunstancias agravantes, atenuantes o exi- 
mentes de responsabilidad criminal o se haya 
omitido considerarlas”. A este respecto, cabe 
decir que la Sala sentenciadora sin ningún exa- 
men detenido, dio por establecidas las circuns- 
tancias agravantes que enumera en la parte 
última de su consideración, aumentando la pe- 
na originaria de dos años de prisión correccio- 
nal, en una tercera parte, por existir según ella 
en contra del recurrente las agravantes de ha- 
ber cometido el hecho de noche y en despo- 
blado, así como también la de escalamiento. 
Despoblado, según el diccionario de la lengua 
y la doctrina principalmente, es el lugar en 
que no existe población ni agrupación de casas 
a menor distancia de doscientos metros, ni si- 
quiera concurrencia de gente. La razón jurídica 
de esta circunstancia, está en la gran dificul- 
tad que la soledad del campo ofrece para que 
el ofendido pueda recibir auxilio extraño, y la 
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facilidad de procurarse el culpable la impuni- 
dad. Por eso, para estimarla, no basta que el 
hecho se ejecute en una carretera por ejemplo, 
es preciso determinar la distancia a que se ha- 
lla el lugar del suceso de cualquier otro sitio 
habitado y que en la ocasión del delito no está 
dicho lugar frecuentado. Su naturaleza, con- 
texto y la interpretación que viene mereciendo 
exigen, que el culpable busque el despoblado 
o lo aproveche para efectuar el delito con segu- 
ridad de éxito y sin concurrir riesgo personal, 
ni peligro de ser visto ni sorprendido. Estos 
elementos no concurren en el presente caso, 
ni se pueden deducir de los hechos que la Sala 
sentenciadora dio por probados y además, tal 
circunstancia, por su propia naturaleza exige 
que el culpable busque el despoblado de pro- 
pósito o lo aproveche para la comisión del de- 
lito. Con respecto a la otra circunstancia agra- 
vante, la nocturnidad, cabe decir que también 
requiere que el delincuente haya buscado de 
propósito las horas de la noche para cometer el 
delito y en este caso no consta que así haya 
procedido el reo. La circunstancia agravante 
que determina el artículo 23 inciso 11 del Có- 
digo Penal, o sea ejecutar el hecho por medio 
de fractura o escalamiento de lugar cerrado, 
siempre que se penetre en él, por punto que no 
sea naturalmente el destinado al acceso, según 
los hechos que la Sala tiene por probados, es 
suficiente para agravar la pena en una tercera 
parte como se hizo en la sentencia recurrida, 
en conformidad con los artículos 67 y 79 del 
Código Penal, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fundamen- 
to en lo considerado y lo que preceptúan los 
artículos 222, 223, -224, 227, 233, 234 del De- 
creto Gubernativo 1862; 686, 690 y 694 del Có- 
digo de Procedimientos Penales, declara: IM- 
PROCEDENTE el recurso de mérito y condena 
al interponente a la pena adicional de quince 
días de prisión simple que podrá conmutar a 
razón de diez centavos de quetzal por día. No- 
tifíquese y con certificación de lo resuelto, de- 
vuélvanse los antecedentes. (Ponencia del Ma- 
gistrado Alberto Argueta Sagastume). 


H. Morales Dardón.—G, Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


CRIMINAL 


Contra Delio Rolando González López, por el 
delito de robo. 


DOCTRINA: Las circunstancias agravantes de 
responsabilidad criminal, deben apreciarse in- 
dependiente de los elementos que caracteri- 
zan la infracción punible. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 


—+tiocho de febrero de mil novecientos sesenta y 


dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de casación interpuesto por Delio Rolando Gon- 
zález López, contra la sentencia proferida por 
la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones, en 
el proceso que por el delito de robo se siguió 
en el Juzgado Quinto de Primera Instancia, Ra- 
mo Criminal, de este departamento, contra el 
interponente, Jorge Hurtado Pacheco y Héctor 
Torres Barrientos. 


ANTECEDENTES: 


El proceso se inició con fecha veintiocho de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y nue- 
ve, en virtud de parte rendido ante el Juez 
Sexto de Paz de esta ciudad, por el jefe del 
primer cuerpo de la policía nacional, poniendo 
a su disposición a los detenidos Jorge Hurtado 
Pacheco, Delio Rolando González López y Héc- 
tor Torres Barrientos, sindicados como autores 
del delito de robo cometido el veintiséis de no- 
viembre del propio año en los bienes de Cris- 
tina Rámila, en la tienda situada en la Avenida 
de la Reforma número uno guión doce de la 
zona nueve, a donde llegaron con el pretexto 
de comprar unas aguas gaseosas y cuando la 
ofendida, de setenta años de edad, abrió la re- 
frigeradora para atenderlos, cerraron la puerta 
de la tienda para impedir ser vistos y la agre- 
dieron golpeándola brutalmente, amarrándole 
las manos e introduciéndole un pañuelo en la 
boca, apropiándose de la suma de diez quetzales 
en efectivo, cigarrillos y chicles en una canti- 
dad no determinada; que los sindicados hubie- 
ran continuado actuando de no ser la interven- 
ción de un muchacho llamado “Chilano” que 
llegó a comprar y se dio cuenta de lo que su- 
cedía en el interior, interviniendo Isabel De- 
león y su marido Leonardo de León Ovalle. Se 
indica que al ser capturado Jorge Hurtado Pa- 
checo se le incautó una bolsita nylon con tres 
quetzales y cuarenta y tres centavos, siete ca- 
jetillas de cigarros Víctor, uno de marca Vice- 
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roy, otro de marca Rex, unas servilletas de 
manta y un trapo manchado de sangre con un 
mechón de pelo de la víctima. En el curso legal 
del proceso se interrogó a los agentes de la 
policía que intervinieron en la captura y se 
practicaron reconocimientos en rueda de pre- 
sos, habiendo sido identificados los procesados 
como autores de este hecho delictivo. Asimis- 
mo se recabó informes del jefe de laboratorio 
de la Facultad de Ciencias Químicas y Farma- 
cia indicando aque la sangre contenida en el tra- 
po de autos era del mismo tipo de sangre de la 
ofendida y los cabellos contenidos en el me- 
chón a que se hizo referencia tenían similitud 
con el pelo de la víctima. Consta el informe 
médico legal de las lesiones sufridas por Cris- 
tina Rámila Elejalde. Los enjuiciados negaron 
los hechos que se les imputan. A folio sesenta y 
tres del proceso consta la certificación extendi- 
da por el regidor civil de esta capital en la que 
aparece la partida de nacimiento número 2346 
correspondiente a Delio Rolando, quien nació 
el veintiuno de mayo de mil novecientos cua- 
renta y tres, hijo de María Adelina González. 
El proceso se abrió a prueba y concluidos los 
trámites que el procedimiento señala, el Juez 
dictó sentencia declarando: que Jorge Alirio 
Hurtado Pacheco, Héctor Bartolomé Torres Ba- 
rrientos y Delio Rolando González López, son 
autores responsables del delito de robo -perpe- 
trado en la persona y patrimonio de María 
Cristina Rámila Elejalde, condenándolos a las 
siguientes penas: a Jorge Alirio Hurtado Pa- 
checo y Héctor Bartolomé Torres Barrientos, 
cada uno la pena de diez años ocho meses de 
prisión correccional inconmutables y a Delio 
Rolando González López, la pena de ocho años 
de prisión correccional inconmutables, más las 
penas accesorias para los tres procesados. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Tercera de la Corte de Apelaciones, 
con fecha nueve de mayo del año pasado con- 
firmó el fallo anterior y al efecto hizo las si- 
guientes consideraciones: “Las penas que co- 


rresponden a la infracción son de ocho años, 


de prisión correccional a cada uno de los en- 
cartados, debiendo imponer a Jorge Alirio Hur- 
tado Pacheco y Héctor Bartolomé Torres Ba- 
rrientos aumentada en una tercera parte por 
concurrir en su contra la circunstancia agravan- 
te de responsabilidad penal de haber obrado 
con desprecio del respeto que por su edad y 
sexo merecía la ofendida; y a Delio Rolando 
González López sin ninguna modificación, es 
decir los ocho años completos, porque-si bien 
lo favorece su minoría de edad como circuns- 


tancia atenuante, también figura en su contra 
la circunstancia agravante de responsabilidad 
penal, de haber obrado con desprecio del res- 
peto que por su edad y sexo merecía la ofen- 
dida”. 


RECURSO DE CASACION: 


Con el auxilio del abogado Adán Manrique 
Ríos, el procesado Delio Rolando González Ló- 
pez, interpone el presente recurso de casación, 
alegando que la Sala sentenciadora infringió 
la ley porque-la pena que se le impuso no es 
la que le debía haber aplicado, tomando en con- 
sideración la circunstancia atenuante de su 


minoría de edad, que indebidamente fue com- 


pensada con la agravante de haber cometido 
el hecho con ofensa y desprecio del respeto que 
por su edad y sexo merecía la ofendida. Citó 
como caso de precedencia el contenido en el 
inciso 60. del artículo 676 del Código de Pro- 
cedimientos Penales y como infringidos el in- 
ciso 20, del artículo 22, inciso 19 del artículo 23, 
los artículos 24, 387 y 388 del Código Penal. 
El día de la vista presentó alegato haciendo 
consideraciones de orden personal y sobre la 
injusticia de la pena indicada: “De acuerdo con 
la definición de lo aue es robo, nosotros come- 
timos ese delito porque ejercimos violencia en 
la señora Cristina Rámila, porque en ninguna 
cosa hicimos eso mismo ya que no fracturamos 
ninguna puerta ni abrimos por la fuerza nin- 
guna caja o cajón. Ahora bien, si nosotros no 
hubiéramos echado a tierra a la mencionada 
señora, ni le hubiéramos atado, ni la hubiéra- 
mos golpeado, aunque levemente en alguna 
parte del cuerpo, no habríamos.cometido el de- 
lito de robo, sino el de hurto, En consecuencia, 
esa violencia de que se nos acusa es la circuns- 
tancia agravante que ha servido para configu- 
rar un delito más grave e imponernos una pena 
mucho más grande. Estando ya, pues, castiga- 
do el hecho accesorio de la violencia ejercida 
en la señora Rámila, al apoderarnos de sus co- 
sas, no debió el Juez aplicarle la agravante 
de haber ofendido o despreciado el respeto que 
por su edad y sexo merecía la señora Cristina 
que se hizo en mi caso de la atenuante de ser 
menor de edad cuando cometí los hechos por 
los que fui condenado. En este sentido el artícu- 
lo 24 del Código Penal es claro, pues dice que 
no se apreciarán como circunstancias agravan- 
tes las que la ley haya expresado al describirlo 
o penarlo y la Sala infringió esa disposición al 
aplicarnos la agravante a que se refiere el in- 
ciso 19 del artículo 23 de la mismo ley”. 


Transcurrida la vista procede resolver. 


A de 
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CONSIDERANDO: 


Los elementos del delito de robo, son el apo- 
deramiento de las cosas, muebles ajenas, la 
violencia o intimidación en las personas o la 
fuerza en las cosas, independientes de las cir- 
cunstancias agravantes de responsabilidad cri- 
minal entre las que se encuentra ejecutar el 
hecho con ofensa o desprecio del respeto que 
por la dignidad, autoridad, edad o sexo mere- 
ciere el ofendido, En el presente caso, la Sala 
sentenciadora lejos de aplicar indebidamente 
le ley, hizo correcta acomodación de las nor- 
mas procesales y penales, pues apreció como 
circunstancia agravante el hecho de que el pro- 
cesado haya ejecutado el acto punible con mar- 
cado menosprecio de la edad y sexo de la 
ofendida, compensándola con la atenuante con- 
tenida en el inciso 20. del artículo 22 del Código 
Penal o sea que el culpable es menor de edad 
pero mayor de quince años, conforme el ar- 
tículo 80 del mismo Código. Por consiguiente, 
no fueron violados los artículos 22, 23, 24, 387 
y 388 del Código Penal, citados por el recu- 
rrente. : 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y lo 
que disponen los artículos 684, 686, 690, 694 
Código de Procedimientos Penales, 222, 223 y 
234 del Decreto Gubernativo número 1862, de- 
clara: IMPROCEDENTE el recurso de casación 
interpuesto por Delio Rolando González López, 
a quien impone la pena de quince días de pri- 
sión simple conmutable en su totalidad a razón 
de diez centavos de quetzal por día, Notifíque- 
se y devuélvanse los antecedentes al Tribunal 
de origen. (Ponencia del Vocal 30, Magistrado 
J. Fernando Juárez y Aragón). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Carlos Humberto Valdés Flores, por el 
delito de homicidio culposo. 


, 


DOCTRINA: Si las acciones causantes de un 
mal, únicamente demuestran que no procedió 


el agente con la debida previsión, debe cali- 
ficarse el hecho de imprudencia simple y 
sancionarse con la pena asignada a esta in- 
fracción. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, siete 
de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de casación interpuesto por el procesado Carlos 
Humberto Valdés Flores, contra la sentencia 
dictada por la Sala Tercera de la Corte de Ape- 
laciones con fecha dieciséis de octubre del año 
próximo pasado, en el proceso que por homi- 
cidio culposo se le siguió en el Juzgado de Pri- 
mera instancia del departamento de Sacatepé- 
quez., 


ANTECEDENTES: 


Con fecha dos de noviembre de mil novecien- 
tos sesenta, compareció ante el Juez de Paz de 
San Bartolomé Milpas Altas, del departamen- 
to de Sacatepéquez, el individuo Inocente Ar- 
chila Chequiej, denunciando que ese día a eso 
de las quince horas que se conducía de San Lu- 
cas Sacatepéquez a aquella población a cierta 
distancia atrás venía un camión amarillo a ex- 
cesiva velocidad, que se salió del asfalto, por- 
que iba “culebriando” y a una distancia poco 
más o menos como de tres cuadras vio que de 
la cabina del vehículo indicado se salió un 
hombre de cabeza, que como siguió caminando 
al pasar cerca, se dio cuenta que estaba muer- 
to, que el camión siguió caminando pero a poca 
distancia se paró y el chofer y otro que lo 
acompañaba se bajaron y regresaron a ver al 
que se había caído, y después montaron de nue- 
vo al vehículo, y se fueron con dirección a Chi- 
maltenango; que vio perfectamente que en la 
carrocería del camión no iba ninguno, Consti- 
tuido el Juez de Paz aludido en el lugar del 
accidente hizo constar: que entre un numeroso 
grupo de gente estaba el agente motorizado Ma- 
rio Ochoa Barrios, auien informó que allí había 
un hombre muerto, cuyo cuerpo fue examinado, 
habiéndole encontrado un golbe en la espalda 
demostrativo de que había sido arrastrado, la 
cabeza totalmente deshecha y aguada, y en la 
región occipital un fuerte reventón sangrando, 
así como de los oídos; y como a trece metros 
existían señales de que allí había caído el occiso 
y de ese punto fue arrastrado por el camión 
en que iba; que la víctima al levantarla soltó 
olor a licor y que se pudo apreciar que desde 
antes a donde cayó, el camión caminaba “cu- 
lebriando”, por lo que se creía que el conductor 
iba tomado de copas, sin que en ese momento 
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se haya podido identificar al occiso. Al ser exa- 
minado en forma indagatoria Carlos Humberto 
Valdés Flores, dijo: que fue capturado por ha- 


bérsele caído de la carrocería del camión que 


manejaba un individuo que llevaba en él, a 
quien sólo conocía de vista pbrque trabajaban 
juntos en la finca “Manzanales” de la jurisdic- 
ción de Santiago Sacatepéquez y a la hora del 
hecho regresaba de la gasolinera de San Lucas 
a la citada finca, que no se dio cuenta de su 
caída porque dicha persona iba en la carro- 
cería con unos hijos del guardián de la misma 
finca de nombre Pancho, auienes le tocaron la 
cabina, por lo que paró el vehículo, y siguió 
su marcha con la determinación de regresar a 
presentarse a la autoridad después de entregar 
el camión. pero como se le rompió la varilla 
de dirección a éste, ya no pudo continuar el 
camino habiendo sido capturado en ese lugar; 
que con su anuencia subió a la carrocería del 
camión el que resultó muerto, aquien se encon- 
traba en estado de ebriedad, habiéndoselo per- 
mitido porque iba acompañado del citado Pan- 
cho, que es el que les da la alimentación e iba 
a San Lucas a comprar víveres; que el camión 
estaba en buenas condiciones, habiéndole reco- 
gido la licencia de piloto profesional y la tar- 
jeta de circulación el Juez interrogante, quien 
en la diligencia hizo constar que el interrogado 
se encontraba tomado de licor “no al extremo”. 
Constituido el citado funcionario en el lugar 
donde se detuvo el camión, como resultado de 
-su inspección consignó; que había podido es- 
tablecer que como cuarenta metros antes de 
parar el vehículo éste se había salido total- 
mente del asfalto sobre su derecha, habiendo 
arrancado y llevado cuanta piedra encontró y 
brincando sobre una de regulares dimensiones, 
habiendo partes en que casi al aire y sobre la 
orilla del barranco pasaron las llantas y al re- 
visar el camión estableció que la portezuela no 
tenía seguridad porque no agarraba la llave o 
manigueta, así como que la varilla no se zafó 
sino que se rompió la chibola que la sostiene, 
rotura que se debió a los golpes que sufrió con 


las piedras que arrancó. Isabel Cruz de Jimé- - 


nez, madre del occiso, aclaró que éste se lla- 
maba Hugo Marcelino Jiménez Cruz. Recibidas 
las diligencias en el Juzgado de Primera Ins- 
tancia departamental, se decretó la prisión pro- 
visional del incriminado por el delito de homi- 
cidio por imprudencia temeraria; se recabó el 
informe de la autopsia respectiva y la certifica- 
ción de la partida de defunción. Examinados 
Francisco García Joj, guardián de la finca Man- 
zanales, Herlindo y Napoleón García Quexel, 
de dieciséis y catorce años de edad, hijos del 
anterior, confirmaron lo declarado por el pro- 


cesado en cuanto a aue Hugo Marcelino Jimé- 
nez que estaba ebrio se cayó de la carrocería 
del camión en donde iba con ellos, de lo que 
le dieron aviso al chofer, quien paró como a 
cien metros adelante. En la confesión con car- 
gos el reo no aceptó ninguno de los que le fue- 
ron formulados y a su solicitud se, amplió su 
declaración indagatoria, explicando los luga- 
Tes y personas con quienes estuvo antes del 
accidente que podían informar que no estaba 
ebrio, En el térfnino de prueba fue examinado 
el motorista Mario Ochoa Barrios, habiendo 
respondido al interrogatorio que se le dirigió 
así: que por las huellas aque auedaron en el 
asfalto de las llantas del camión aue produjo 
el accidente en que perdió la vida Hugo Jimé- 
nez, sí tiene la idea de aue hubo velocidad ex- 
cesiva por parte del chofer; que sí habían se- 
ñales de haberse “culebriado” y salido de la 
cinta asfaltada el camión; aue no vio cómo ocu- 
rrió el accidente; aue el chofer Carlos Valdés 
sí estaba ebrio, habiéndole manifestado que en 
San Lucas se había tomado unos tragos; que 
Archila tal vez no vio nada, pero iba junto con 
el chofer despues de aue sucedió el hecho; que 
tampoco vio si venían varias personas en el 
camión; que considera responsable al chofer 
por la excesiva velocidad a que corría, y por 
manejar en estado de ebriedad. Posteriormente 
fue repreguntado y respondiendo al imterro- 
gatorio que se le dirigió, expuso: que llegó al 
lugar del accidente como veinte minutos des- 
pués; que es cierto aque en muchos lugares de 
la carretera hay señales de llantas auemadas 
o de patinazos de vehículos; que en el momen- 
to del accidente no le constaba que haya es- 
tado ebrio el chofer Valdés, pues que no es- 
taba en el lugar donde sucedió el hecho, salvo 
que después haya resultado ebrio, que cree 
que Hugo Jiménez se haya caído por pura im- 
prudencia del mismo; aue era cierto que el 
chofer dijo que se había tomado unos tragos 
después del accidente por el susto; que es cierto 
que por la confusión aue había en el lugar del 
hecho dijo aue Valdés era responsable, pues 
no está seguro debido a que no estuvo en el 
momento del accidente; que las señales de 
llantas quemadas que estaban adelante del lu- 
gar del hecho sí eran del camión tripulado por 
Valdés, y aue es cierto que en tode el trayecto 
de la carretera hay de esas señales; se recibie- 
ron los testimonios de Juana Rousellin Monte- 
negro, Miguel Angel y Eleuterio Aspuac Rou- 
sellin, conforme al interrogatorio presentado, 
habiendo manifestado la primera y el tercero 
que vieron el accidente de que se trata estando 
como a un kilómetro y de cien a ciento cin- 
cuenta metros de distancia respectivamente; el 
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segundo dijo no haberlo visto por haber llega- 
do después, pero sí vio cuando iba el camión 
en la carretera; y los tres que no era cierto 
que caminaba a excesiva velocidad, que es falso 
que fuera “culebriándose”, de lo cual tampoco 
quedó huella alguna; que el chofer manejaba 
en su estado normal; que es falso que Hugo 
Jiménez se haya caído de la cabina, pues fue 
de la carrocería del camión, lo cual vieron bien; 
que es cierto que el chofer no trató de huir, 
sino se volvió a subir al camión para entregar- 
lo en la finca, rompiéndosele a pocos kilóme- 
Aros la varilla de dirección; que es cierto que 
Inocente Archila no estaba en el lugar del 
accidente, sino que iba muy distante y según 
los dos últimos testigos en camino distinto; que 
este individuo acostumbra declarar en todo ac- 
cidente que ocurre y lo hace falsamente, pues 
no goza de todas sus facultades mentales; que 
al fallecido sí se le sentía olor a licor y en con- 
secuencia creen que se cayó por su propia im- 
prudencia; declaración de Rafael González Sa- 
gastume, experto de la policía nacional, quien 
expuso: que por información que recibieron, 
acudió el declarante en compañía .del jefe de 
la policía de la ciudad de Antigua, el chofer y 
un agente, al lugar del accidente del dos de 
noviembre del año antepasado, en jurisdicción 
de San Bartolomé Milpas Altas; que cuando 
llegaron ya el cadáver había sido levantado 
por el Juez de Paz de la localidad, encontrando 
únicamente una mancha de sangre donde cayó 
el occiso, no advirtiéndose frenazo y las hue- 
llas del rodaje del vehículo iban rectas sobre 
la carretera, pero un poco antes del lugar don- 
de encontraron el camión, sí se veían huellas 
en forma de zig-zag en la orilla de la carretera 
al lado derecho y como a dos kilómetros de la 
mancha de sangre; que es falso aque en la ca- 
rretera hayan habido señales de frenazo o de 
que el vehículo hubiera “culebriado”, el cual 
estaba en buenas condiciones a excepcién de 
la varilla de dirección; que cuando le tomaron 
el aliento al chofer no se le sintió olor a aguar- 
diente, por lo que estaba en su estado normal; 
que en su opinión la imprudencia fue del falle- 
cido desde el momento en aue quiso subirse a 
la carrocería del camión, lo que el chofer no 
podía ver y la causa de la muerte se debió a 
que le pasaron encima las dos llantas traseras, 
no creyendo aue haya habido exceso de velo- 
cidad, tanto más que el chofer iba en su estado 
normal; que en su concepto de experto de la 
policía afirma que dicho chofer no es respon- 
sable, haciendo constar que el día del hecho 
no quiso dar su informe, porque en el corredor 
del edificio del Juzgado de Paz había un grupo 
de vecinos ebrios, estando en esa misma situa- 


ción las autoridades del lugar. En diligencia 
ordenada para mejor fallar fue examinado Jus- 
to Tello Rivas, quien dijo: que el dos de no- 
viembre citado, tuvo necesidad de echar diesel 
a su camión en la gasolinera “Shell” en la po- 
blación de San Lucas Sacatepéquez, cuando lle- 
gó al mismo establecimiento Valdés Flores por 
gasolina para el camión aue piloteaba y como 
se pusieron a platicar se dio cuenta que se en- 
contraba en su estado normal y antes de mar- 
charse recomendó a unos señores que iban en 
la carrocería que no se sentaran en la baranda. 
Con esos antecedentes el Juez de Primera Ins- 
tancia Departamental, dictó sentencia el vein- 
tidós de junio del año recién pasado, en la cual 
absolvió de la instancia al procesado, Al cono- 
cer en consulta la Sala Tercera de la Corte de 
Apelaciones, improbó el anterior fallo y resol- 
vió: que el incriminado Valdés Flores es autor 
responsable del delito de homicidio cometido 
por imprudencia temeraria, condenándolo a su-- 
frir la pena de seis años, ocho meses de prisión 
correccional, habiendo estimado, “que los car- 
gos formulados están perfectamente probados 
con las constancias siguientes”: a) declaración 
del testigo presencial, capaz e idóneo Inocente 
Archila Chequiej; b) inspección ocular practi- 
cada por el Juez de Paz de San Bartolomé Mil- 
pas Altas; c) inspección en el lugar donde se 
encontró el vehículo con el cual se había come- 


-tido el accidente; d) declaración indagatoria 


del procesado; y e) declaración del agente mo- 
torista de la policía nacional Mario Ochoa Ba- 
rrios, quien fue repreguntado por la defensa en 
forma sugestiva, en cuya oportunidad trató de 
desdecirse, “pero jurídicamente no puede admi- 
tirse que el mismo testigo destruyera la fuerza 
probatoria de sus declaraciones por no haber 
elementos de prueba apreciables en fundamento 
de la razón de sus contradicciones, por lo que 
debe estarse a su primera declaración”; que la 
declaración de Inocente Archlia Chequiej cons- 
tituye una semiplena prueba; y los demás ele- 
mentos examinados, especialmente lo constata- 
do por el Juez instructor, complementan la 
prueba plena necesaria para tener al procesado 
como autor del delito de homicidio cometido 
por imprudencia temeraria, ya que .manejaba 
en estado de ebriedad y con infracción de re- 
glamentos de tránsito que prohiben la conduc- 
ción de persona que haya tomado licor y cami- 
naba a excesiva velocidad; que las declaracio- 


“nes de Pedro (es Francisco), Herlindo y Napo- 


león García Quexel, acreditan que el occiso iba 
ebrie en el camión del cual se cayó lo que re- 
fuerza que el procesado lo admitió como pasa- 
jero en ese estado, sin que puedan enervar la 
prueba con respecto a la velocidad del vehícu- 
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lo y a la ebriedad del chofer cuando fue come- 
tido el delito; que el agente Rafael González 
Sagastume, quien declaró casi seis meses des- 
pués del hecho, manifiestamente se ve su falta 
de imparcialidad al declarar contra constancias 
apreciadas por el Juez instructor y con falta de 
cumplimiento de sus obligaciones al no presen- 
tarse a rendir su informe en la oportunidad, 
sino hasta ahora sin aue le hubiera aparecido 
ninguna cita desde un principio, ya que asegura 
que estuvo presente en el lugar de los hechos 
en compañía del jefe de la policía nacional, lo 
que no consta en autos; que los testigos Juana 
Rousellin Montenegro, Miguel Angel y Eleute- 
rio Aspuac Rousellin, declararon en forma su- 
gestiva para destruir la prueba de cargo, pero 
sus dichos son inadmisibles porque aseguran 
que se encontraban a más o menos dos kilóme- 
tros de distancia, no les apareció cita anterior 
y no dan razón satisfactoria de sus dichos, por 
lo que procede dejar abierto procedimiento cri- 
minal contra estos testigos para que se inves- 
tigue si cometieron delito de falso testimonio. 


RECURSO DE CASACION: 


El procesado Carlos Humberto Valdés Flores, 
auxiliado por el abogado Gustavo Adolfo Ba- 
rrios Enríquez, interpuso este recurso contra la 
sentencia de segunda instancia que se acaba de 
relacionar, fundándolo en los casos de proce- 
dencia contenidos en los incisos 1lo., 4o., 50.. 60. 
y 80. del artículo 676 del Código de Procedi- 
mientos Penales, porque estima que se le im- 
pone pena no obstante que existe manifiesta 
una circunstancia eximente de responsabilidad 
criminal; por estar probado que se trata de un 
accidente que ocurrió por imprudencia del fa- 
llecido; se cometió error de derecho al deter- 
minar su participación en los hechos que se 
declaran probados, así como en la calificación 
de éstos porque la acción era lícita y está pro- 
bado que no iba en estado de ebriedad y al 
basarse en eso para elevarle la pena que se le 
impone, ésta no corresponde a la calificación 
del hecho justiciable y de las circunstancias 
atenuantes de la responsabilidad criminal; y 
porque en la apreciación de las pruebas incu- 
rrió en error de derecho y de hecho; en el pri- 
mero, porque no obstante las declaraciones de 
Juana Rousellin, Miguel Angel y Eleuterio As- 
puac, que indicaron que Inocente Archila no se 
encontraba en el lugar del accidente y que pa- 
dece de una alteración mental, se dio crédito a 
su declaración y se le tuvo como semiplena 
prueba, a pesar de haber asegurado que el ofen- 
dido cayó de la cabina del camión, estando ple- 
namente probado que fue de la carrocería; que 


asimismo dichos testigos declararon que des- 
pués del accidente se dio un trago al chofer, 
lo que tampoco se tomó en consideración ha- 
biéndose descalificado a estos testigos porque 
no fueron citados antes. Que en ese error se 
incurrió también al no tener en cuenta las de- 
claraciones de Pedro (Francisco), Herlindo y 
Napoleón García, quienes declararon que la im- 
prudencia fue del fallecido; y por último que 
se incurrió en ambos errores al omitir el aná- 
lisis de la declaración de Justo Rivas, exami- 
nado para mejor fallar y quien vio que Valdés 
Flores no iba ebrio. Citó como violados los ar-. 
tículos 11, 13, 14, 15, 22 incisos 3o. y Yo., 21 
incisos 10 y 12, 67, 68, 69, 80, 82 Código Penal, 
551, 561, 568, 670, 571, 572, 573, 575, 577, 584, 
585, 586, 614 y 735 del Código de Procedimien- 
tos Penales. ; 


Transcurrida la vista procede resolver, 


I 


CONSIDERANDO: 


Al entrar de preferencia al estudio de los 
errores en la apreciación de las pruebas que se- 
ñala el recurrente, cabe expresar: la declara- 
ción de Inocente Archila Chequej, efectivamen- 
te se contradice con otras constancias de autos 
en cuanto al lugar en que iba en el camión el 
occiso cuando se cayó, pero esto no le resta 
eficacia probatoria a su dicho por ser una cir- 
eunstancia accidental; en lo que respecta a las 
declaraciones de Francisco (citado como Pedro 
por la Sala), Herlindo y Napoleón García, el 
Tribunal sentenciador reconoce que acreditan 
que el occiso iba en estado de ebriedad en el 
camión a lo que se debió su caída, pero que 
esta prueba refuerza la de que el procesado lo 
admitió como pasajero no obstante su estado, 
y como el recurrente no dice en qué consiste 
el error de estas apreciaciones, ningún examen 
se puede hacer de ellas; en cuanto a que los 
testigos Juana Rousellin Montenegro, Miguel 
Angel y Eleuterio Aspuac por haber declarado 
en forma sugestiva y bajo interrogatorio ad- 
hoc no haberles aparecido cita anterior y no dar 
razón satisfactoria de sus dichos, son inadmisi- 
bles y procede dejar abierto procedimiento en 
su contra para investigar si cometieron el de- 
lito de falso testimonio, son apreciaciones ca- 
rentes de fundamento con relación al motivo - 
de la tacha y porque a excepción de Miguel 
Angel Aspuac que incurre en aparente contra- 
dicción en cuanto a que no vio el preciso mo- 
mento del accidente sí está de acuerdo con los 
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otros dos en todas las demás respuestas y como 
con esos testimonios se establece que el camión 
caminaba a velocidad moderada, que no iba 
“zigzagueando”, que su conductor iba en estado 
normal y que el occiso se cayó de la carrocería 
y no de la cabina del vehículo, es evidente que 
se incurrió en error de derecho al negarles 
valor probatorio a estas declaraciones que fue- 
ron recibidas con la oportunidad debida y lle- 
nando todas las formalidades legales. Y por 
último, al omitir la apreciación del testimonio 
de Justo Tello Rivas, examinado para mejor 
fallar cuya declaración contribuye a establecer 
que el procesado no estaba ebrio en aquella 
ocasión, constituiría un error de hecho y como 
no obstante lo expresado, la Sala asienta que 
existe la plena prueba necesaria integrada 
principalmente con los elementos analizados, 
para concluir en que el procesado manejaba en 
estado de ebriedad, con infracción de regla- 
mentos aue prohiben la conducción de personas 
que hayan tomado licor y caminar a excesiva 
velocidad, es indudable que incurrió en los 
errores de derecho y de hecho que se atribuyen 
a la apreciación de tales medios probatorios, 
los que son suficientes para casar el fallo re- 
currido y dictar el que corresponde en derecho 
sin necesidad de examinar los otros motivos de 
la impugnación, puesto que fueron violados los 
artículos 571, 573, 574, 582 y 586 del Código de 
Procedimientos Penales, entre los citados, por 
el interesado con este caso del recurso. 


II 
CONSIDERANDO: 


Si bien está plenamente establecido que Hu- 
go Marcedonio Jiménez Cruz falleció trágica- 
mente el dos de noviembre del año próximo 
pasado, al caerse del camión que conducía Car- 
los Humberto Valdés Flores, en jurisdicción 
del pueblo Milpas Altas de Sacatevéquez, no 
llegó a establecerse fehacientemente aue la ac- 
tuación del citado conductor haya sido deter- 
minante en el suceso, para conceptuarlo respon- 
sable de imprudencia o negligencia grave, y 
calificarla de temeraria, porque si bien de lo 
consignado en el acta de la inspección del Juez 
- instructor de las primeras diligencias hay algu- 
-nas estimaciones en aquel sentido, debe aclarar- 
se que todo lo expresado al efecto, no es con 
base en hechos debidamente constatados, sino 
por simples deducciones, y la declaración de 
Inocente Archila sólo constituiría una semi- 


plena prueba de que el vehículo caminaba a 
alta velocidad pero auedó enervada con las de- 
claraciones de Francisco, Herlindo y Napoleón 
García, que establecen aue el occiso se cayó de 
la carrocería del camión, así como también las 
de Juana Rousellin Montenegro, Miguel y Eleu- 
terio Aspuac, quienes agregaron que el camión 
era conducido a velocidad moderada y que el 
conductor no estaba ebrio, aspectos que están 
corroborados con las declaraciones de Rafael 
González Sagastume y testigo Justo Tello Rivas, 
elementos todos que favorecen suficientemente 
al procesado acerca de su responsabilidad cri- 
minal en este caso, que si bien no llega a la 
imprudencia temeraria, sí cae dentro de la sim- 
ple, por estimarse que no procedió con la de- 
bida previsión, al aceptar conducir en la carro- 
cería del vehículo aue tripulaba a Jiménez Cruz, 
que se encontraba en estado de ebriedad, a lo 
cual sin duda alguna se debió su caída del ve- 
hículo que tripulaba Cruz, que se encontraba 
en estado de ebriedad, a lo cual sin duda algu- 
na se debió su caída del vehículo, donde recibió 
graves lesiones que le causaron la muerte. Ar- 
tículos 568, 571, 573, 574, 583 y 586 del Código 
de Procedimientos Penales. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos 13, 
14 y 449 del Código Penal; 674, 687, 690, 694 
del Código de Procedimientos Penales; 81, 222, 
224, 227, 233 y 234 del Decreto Gubernativo 
1862, CASA la sentencia recurrida, y al resol- 
ver declara: que el procesado Carlos Humberto 
Valdés Flores, es responsable de homicidio co- 
metido por imprudencia simple, por cuya in- 
fracción le impone la pena de SEIS MESES 
DE ARRESTO MAYOR, lo deja afecto a las 
responsabilidades civiles provenientes de tal in- 
fracción; por su notoria pobreza lo exonera de 
la reposición del papel empleado en el proce- 
so y en vista de que ya cumplió la pena im- 
puesta ordena que por el medio más rápido se 
comunique al Juez de la causa la parte resolu- 
tiva de este fallo para que ordene su inmediata 
libertad, no haciéndose declaraciones sobre las 
otras penas accesorias, por innecesario, Noti- 
fíquese. (Ponente Vocal lo.) 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 
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CRIMINAL 


Contra Alfonso Sandoval Menéndez por el de- 
lito de Contrabando. 

DOCTRINA: Para que un documento privado 
haga prueba, es necesario que sea legalmen- 
te reconocido por su autor. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, quin- 
ce de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de casación interpuesto por Alfomso Sandoval 
Menéndez, contra la sentencia proferida por la 
Sala Sexta de la Corte de Apelaciones, el nue- 
ve de octubre del año pasado, en el proceso 
que por el delito de contrabando a la Hacienda 
Pública en el ramo de Aduanas, se le siguió 
ante el Juez de Primera Instancia del departa- 
mento de Chiquimula. 


ANTECEDENTES: 


Se inició el procedimiento con el parte ren- 
dido por el Jefe de la Policía Nacional de Chi- 
quimula, capitán David Roldán Hidalgo, ante 
el Juez de Paz de aquella cabecera, por ha- 
bérsele incautado una valija conteniendo mer- 
cadería de procedencia salvadoreña y hondu- 
reña, introducida de contrabando. Se afirma en 
el referido parte que Sandoval Menéndez abor- 
dó la camioneta manejada por Laureano Car- 
dona Juárez y como se hizo sospechoso, los 
agentes Pedro Maldonado Paredes, Patricio 
Balcarcel y Ramiro Lucero procedieron a con- 
ducir el vehículo a la estación de policía, donde 
se practicó minucioso registro, encontrándose 
una valija conteniendo cierta cantidad de mer- 
cadería de origen salvadoreño y hondureño; 
que el piloto de la camioneta indicó que dicha 
valija era propiedad del detenido, Interrogado 
Patricio Balcárcel Peláez, dijo: ser agente de 
la policía y en tal concepto asociado de sus 
compañeros Pedro Maldonado Paredes y Rami- 
ro Pérez Lucero, se encontraban de servicio 
en la población de Chiquimula, certa de la ga- 
solinera denominada “San Cristóbal”, cuando 
notaron la presencia de un individuo que car- 
gaba una valija y que trataba de abordar un 
vehículo; que como dicho sujeto se hizo sospe- 
choso, se vieron en la necesidad de conducir la 
camioneta que abordó a la jefatura de la poli- 
cia, donde el mencionado sujeto de nombre Al- 
fonso Sandoval, confesó ser el dueño de la va- 
lija y al proceder a abrirla notaron que con- 
tenía ropa nueva y telas de diferentes clases y 
colores, no pudiendo presentar la licencia res- 


pectiva que lo autorizara para la venta de tales 
mercancías. En iguales términos se produjeron 
los agentes Pedro Maldonado Paredes y Ra- 
miro Pérez Lucero, Al ser indagado Alfonso 
Sandoval Menéndez, manifestó: ser el propie- 
tario de la valija incautada y haberla llevado 
cuando fue capturado, pero que la mercadería 
que se menciona la llevaba con procedencia de 
su pueblo de 'origen para entregársela a su 
señora Jacoba Mendoza Ancheta, con quien ha- 
bían quedado de juntarse en la ciudad de Za- 
capa, siendo ella la propietaria de dicha mer- 
cadería, según facturas que se encuentran a 
nombre de la citada señora y que entrega. Que 
no mostró dichas facturas al ser capturado por- 
que no las tenía; que demuestra su inculpabilidad 
con las facturas de la mercadería para eviden- 
ciar que no se trata de un contrabando. Jacoba 
Mendoza Ancheta declaró: ser cierto lo mani- 
festado por su esposo, con quien. vive marida- 
blemente desde hace diez años, que la merca- 
dería que se le incautó es de su pertenenci4 
pero que por un acto involuntario su esposo no 
portaba las facturas respectivas. Se tomó de- 
claración a Laureano Cardona Juárez, quien 
manifestó ser el conductor de la camioneta 
abordada por el detenido, no constándole más 
de los hechos que se investigan, agregando que 
cuando la policía les hizo alto, el detenido se 
tiró de la camioneta y salió corriendo, pero fue 
capturado, En iguales términos se produjo Ma- 
rio Augusto Urzúa ayudante de la camioneta en 
referencia, Consta el informe del Departamento 
de Estadística Judicial, afirmando que Alfonso 
Sandoval Menéndez fue condenado a sufrir la 
pena de doce meses de prisión correccional por 
el delito de juegos prohibidos, sentenciado por 
el Juzgado de Primera Instancia de Jutiapa, 
el diez de enero de mil novecientos treinta y 
ocho. Los testigos Gonzalo Hernández López, 
Roquelino Escobar, Pompilio González y Alber- 
to Espino Castañeda, declararon sobre la hono- 
rabilidad y buenas costumbres del procesado. 
Carlos Arriola Batres ratificó el contenido y 
firma de una factura extendida por el Alma- 
cén el Sol de esta capital, a favor de Jacoba 
A. Mendoza por valor de doce quetzales y co- 
rrespondiente a tres docenas de playeras de 
niño. El propietario del Almacén “La Estrella”, 
situado en Puerto Barrios, Julián Mutz Subu- 
yuj, no ratificó la factura extendida a favor de 
Jacoba Mendoza, por valor de ciento setenta y 
dos quetzales correspondiente a ocho docenas 
de fustanes, cuatro docenas de blusas, tres do- 
cenas de calzones y treinta y seis cortes surti- 
dos, agregando: “que en primer lugar en su 
citado almacén no tiene absolutamente de esa 
clase de mercaderías que indica la misma, que 


y 
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tampoco extienden facturas escritas a máqui- 
na, por no tener sino sólo a mano; que tiene 
talonario especial para extender facturas al 
por mayor y que a la factura que se le pone a 
la vista le falta un pedazo donde tiene la leyen- 
da que dice: Sucursal en el mercado nuevo. 
Variedades Chavinas, Av, Bolívar No. 26-70, 
Z. 3, Guate., por lo que la factura que se le 
menciona no se extendió en su almacén porque 
el único que trabaja allí es su hijo Pedro Mutz 
y su firma es bien conocida, así como la dei 
declarante y que sin duda alguna persona mal 
intencionada obtuvo alguna factura en blan- 
co”. Con fecha veintiocho de junio del año 
p2sado, el Juez de Primera Instancia de Chi- 
quimula dictó sentencia condenando al proce- 
sado a la pena de cuatro años de prisión co- 
rreccional incomutables por considerarlo autor 
del delito de contrabando a la Hacienda Pú- 
blica en el ramo de aduanas, imponiéndole una 
multa de cinco mil quetzales. 


SENTENCIA RECURRIDA: 
La Sala Sexta de la Corte de Apelaciones 


confirmó la sentencia anterior con la adición 
de que también se declara el comiso de los 


objetos materia del delito. Consideró que la. 


culpabilidad del procesado quedó demostrada 
con las declaraciones de los agentes Patricio 
Balcarcel Peláez, Pedro Maldonado Paredes y 
Ramiro Pérez Lucero, con el testimonio del 
chofer de la camioneta de autos Laureano Car- 
dona Juárez y de su ayudante Mario Augusto 
Urzúa, "con la propia confesión del procesado, 
la que debe aceptársele únicamente en lo que 
le es adversa, “ya que los extremos en que 
basa la calificación de su confesión no Jos probó 
como estaba obligado a hacer!o, ya que también 
consta en autos que sólo fue ratificado por el 
Almacén “El Sol”, la factura de tres docenas 
de playeras de niño, pero es de advertir que no 


está acreditado tampoco si las prendas a que 


se refiere esta factura están comprendidas en- 
tre la incautada al procesado”. 


RECURSO DE CASACION: 


Con el auxilio del abogado Edmundo López 


E. Durán, el procesado interpuso el recurso que 


se examina, alegando que: “la Sala 6a, de la 
Corte de Apelaciones incurrió en error de he- 
cho, al no haber admitido con todo el valor 
Jurídico que corresponde a las facturas presen- 


- tadas por el exponente, principalmente la fac- 


tura expedida por el Almacén “La Estrella del 
Norte” que se encuentra a folio 44 de la causa, 
expedida por Julián Mutz e hijo, el 20 de marzo 


e5 


del año en curs, a favor de Jacoba Mendoza. 
Documento que aparece debidamente registra- 
do y hasta pagado el impuesto del timbre fis- 
cal en boleta número 645. Las dos facturas 
prueban cue las mercaderías incautadas al ex- 
ponente, corresponden legítimamente a Jacoba 
Mendoza Ancheta y por consiguiente su co- 
mercio es lícito y no constituye su tenencia ni 
transporte, un hecho delictuoso, Estos docu- 
mentos por sí solos demuestran la inocencia 
del presentado, y la equivocación del Juzga- 
dor”, Ciló como caso de procedencia el conte- 
nido en el inciso 80, del artículo 676 del Código 
de Procedimientos Penales. 
Transcurrida la vista procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


El error de hecho que se acusa a la Sala sen- 
tenciadora, no existe, puez en el fallo recurrido 
se ve con claridad, que el Tribunal de Segunda 
Instancia sí apreció en todo su valor probatorio 
una de las facturas acompañadas por el proce- 
sado, pero estimó con acierto, cue no se en- 
cuentra acreditado que las prendas a que se 
refiere la factura extendida por el Almacén 
“El Sol” estén comprendidas entre las que le 
fueron incautadas. En lo que respecta a la fac- 
tura extendida por el Almacén “La Estrella 
del Norte” a que alude el recurrente con tanto 
énfasis, aparece en las actuaciones que ésta no 
fue ratificada ni reconocida por el propietario 
de dicho establecimiento, antes bien negó su 
contenido, agregando “que sin duda a'guna 
persona mal intencionada obtuvo alguna factu- 
ra en blanco”. En consecuencia, no fueron vio- 
lados los artículos 568, 571 y 603 del Código de 
Procedimientos Penales, en relación con el caso 
de procedencia invocado. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y lo que 
disponen los artículos 684, 686, 690, 694 Código 
de Procedimientos Penales, 222, 223, 233 y 231 
del Decreto Gubernativo 1862, declara: IMPRO- 
CEDENTE el recurso de que se ha hecho mé- 
rito y eondena al interponente a quince días 
de prisión simple conmutables 2 razón de diez 
centavos de quetzal por día. Notifíquese. re- 
póngase el papel al sello de ley y devuélvanse 
los antecedentes al Tribunal de origen, (Po- 
nente Vocal 3o. Magistrado J. Fernando Juárez 
y Aragón). 

MH. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 
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CRIMINAL 


Contra Juan Vivar Torres por el delito de ho- 
micidio. 


DOCTRINA: No puede reconocérsele mérito 
probatorio a las declaraciones prestadas me- 
diante interrogatorio sugestivo, porque la ley 
requiere que el testigo conozca el hecho de 
que se trata por sí mismo y no por inducción 
de otra persona. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tisiete de marzo de mil novecientos sesenta y 
dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de casación presentado por Juan Vivar Torres, 
contra la sentencia de fecha veintidós de junio 
del año recién pasado, que dictó la Sala Quinta 
de la Corte de Apelaciones, en el proceso que 
se le siguió por el delito de homicidio en el 
Juzgado de Primera Instancia del departamento 
de Jutiapa. 


ANTECEDENTES: 


El veintiocho de noviembre de mil novecien- 
tos cincuenta y seis, el ayudante del alcalde 
auxiliar de la aldea Santa Gertrudis, municipio 
de Agua Blanca del departamento de Jutiapa, 
dio parte al Juez de Paz local, que a las trece 
horas de ese día le avisaron que Santiago Mon- 
roy Orellana estaba gravemente herido con 
arma de fuego, y al constituirse en el lugar e 
interrogar al lesionado, éste sindicó como autor 
de los disparos de los cuales recibió uno y le 
causó la herida que presentaba, a Juan Vivar 
Torres y cuando iba en camino a dar su parte, 
le avisaron aque Monroy Orellana ya había fa- 
llecido, Asistido del experto nombrado para el 
reconocimiento del cadáver Pablo Antonio Mar- 
tínez, el Juez mencionado, se constituyó en la 
casa de Ruperta de María Orellana Ruballes, 
en la citada aldea, y en el centro de la sala, en 
una cama de madera encontró el cadáver de 
Santiago Monroy Orellana, que al ser exami- 
nado presentó únicamente un orificio de entra- 
da de bala en la región “foseta yugular” y 
otro de salida del proyectil en la región inter- 
escapular (atrás), ambos del lado derecho. Ru- 
perta de María Orellana Ruballes, declaró: que 
a las trece horas del citado día, se dirigía a la 
estación Papalhuapa a tomar el tren con rumbo 
a Ipala, cuando la alcanzó su hija Teresa gri- 
tándole que habian matado al hijo de la ex- 
ponente, Santiago Monroy Orellana, y al re- 


gresar a su casa lo encontró acostado en la ca- 
ma y al preguntarle le respondió que Juan Vi- 


var le hizo tres disparos haciéndole blanco uno 


de ellos, que momentos después le causó la 
muerte, y que se constituía en acusadora del 
hechor. Catarina Vivar Brenes, dijo: que escu- 
chó dos disparos y por la voz pública sabía que 
los hizo Juan Vivar, quien hirió a Santiago 
Monroy Orellana. Maximiliano Orellana y Ore- 
llana, tío del ofendido declaró: haber visto cuan- 
do Juan Vivar se encontró con Monroy Orellana 
y le hizo tres disparos, cerca de una quebrada 
de la aldea; que el herido huyó con dirección 
a su casa y el agresor para el monte. Francisco 
Jiménez Martínez, Santos Orellana y Orellana, 
Félix Ortiz y Ortiz, Juan Manuel Pérez Esco- 
bar y Clovis Marroquín dijeron: que sólo por 
el rumor público supieron lo sucedido entre 
Juan Vivar y Santiago Monroy Orellana. Jor- 
ge Orellana Argueta y Catarino Dionisio López, 
expusieron: que presenciaron cuando Juan Vi- 
var Torres le hizo tres disparos a Santiago Mon- 
roy Orellana, a inmediaciones de una quebrada 
que hay en la aldea Santa Gertrudis, sin que 
se cruzaran palabra alguna, habiendo salido 
huyendo después y el ofendido se dirigió para 
su casa, donde falleció, Francisco Jiménez, 
Moisés Vivar Orellana y Floirán Miranda, úni- 
camente por el rumor público supieron del 
hecho. Josefina y Teresa Monroy Orellana, her- 


“manas del occiso, manifestaron: que oyeron 


los tres disparos y vieron cuando iba huyendo 
Vivar Torres. El sindicado fue capturado en la 
aldea Santa Gertrudis el veintinueve de abril 
de mil novecientos sesenta y al ser examinado 
en forma indagatoria negó haber cometido el 
homicidio que se le atribuye, y dijo: que no se 
había ausentado de su domicilio todo el tiempo 
transcurrido desde la muerte de Monroy Ore- 
llana hasta el día que fue capturado, Se le 
dictó auto de prisión provisional por el delito 
de homicidio, y al tomarle confesión con car- 
gos, tampoco aceptó ninguno de los que le fue- 
ron formulados, y como en su indagatoria ma- 


nifestó que el día del hecho se encontraba en ' 


la aldea El Rodeo, caserío del cantón Papalhua- 
pa, tapixcando milpa, se examinaron a los tes- 
tigos. que con el fin de demostrarlo propuso, 
Silvano, Arturo Antonio y José Alberto Lemus, 
los dos primeros dijeron que no les constaba 
porque ni lo conocían y el último que sí lo co- 
nocía pero que jamás había llegado a ayudarlo 
en sus trabajos, En el término de prueba se 
presentaron por la defensa certificaciones de 
las partidas de nacimiento de la madre del occi- 
so, de Jorge Orellana Vivar y de Virgilio Ore- 
llana Ruballes; testimonios de Manuel Humber- 
to Damas, Juan Ramiro Bardales, Aurelio Ortiz 
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y Julio Ortiz Orellana, con el fin de establecer 
que Catarino Dionisio López “es hijo de crian- 
za” de Demesio Orellana y Natalia Ruballos y 
en consecuencia hermano de Ruperta, de María 
Orellana Ruballos y tío del fallecido Santiago 
Monroy Orellana; que Alidio Oreilana vive 
maridablemente con Josefina Monroy Orellana, 
hermana del occiso, por lo que era cuñado de 
este último; las declaraciones de Moisés de Je- 
sús Noguera, Emilio Alarcón, Manuel Alarcón 
Marroquín, José Ramiro y Candelario Mejía, 
Alfredo Lemus Chinchilla y Anselmo Chinchi- 
lla Sánchez, sobre los siguientes hechos: que 


vieron a Juan Vivar Torres, en la aldea El Ro- 


deo, cantón Papalhuapa del municipio de Agua 
Blanca, el veintiocho de noviembre de mil no- 


vecientos cincuenta y seis, entre doce y catorce: 


horas; que de dicho cantón al de Santa Gertru- 
dis hay una distancia de dos leguas aproxima- 
damente, y que el citado Vivar Torres no se 
ha ausentado del cantón de su domicilio hasta 
el día que fue capturado, lo cual les consta por 
ser vecinos del lugar. Corridos los demás trá- 
mites procesales, con fecha veintisiete de marzo 
del año próximo pasado, el Juez Primero de 
Primera Instancia de Jutiapa dictó sentencia, 
en la cual declaró: que Juan Vivar Torres es 
autor responsable del delito de homicidio, im- 
poniéndole la pena inconmutable de diez años 
de prisión correccional, con las accesorias de 
rigor. En grado conoció la Sala Quinta de la 
Corte de Apelaciones de esa sentencia, la que 
confirmó en su totalidad el veintidós de junio 
del mismo año, con la única adición de que se 
dé por el Juez el aviso respectivo al Tribunal 
Electoral, habiendo estimado que la responsa- 
bilidad del incriminado quedé plenamente esta- 
blecida con la prueba presuncional grave, pre- 
cisa y entre sí concordante que se deriva de la 
declaración de Maximiliano Orellana y Orella- 
na, tío de la víctima, pero no tachado de false- 
dad; declaraciones de Jorge Orellana Aguilar 
y Catarino Dionisio López; lo afirmado por la 
menor Teresa Monroy Orellana y Josefina de 
los mismos apellidos y Alidio Orellana, no obs- 
tante que las dos primeras eran hermanas del 
occiso; el rumor público manifestado a través 
de los testigos Catarino Vivar Brenes, Francis- 
co Jiménez Martínez, Santos Orellana, Félix 
Oritz y Ortiz, Juan Manuel Pérez Escobar, Clo- 
vis Marroquín, Lorenzo Orellana, Moisés Vivar 
Orellana y Froilán Miranda, sindicando directa- 
mente a Vivar Torres como autor de la muerte 
violenta de Monroy Orellana; la sindicación ca- 
tegórica y directa que hizo la víctima momentos 
antes de morir; no haberse imputado este homi- 
cidio a ninguna otra persona; el hecho muy sin- 
tomático de que los tres testigos de descargo, 


Silvano, Arturo y José Alberto Lemus, que 
propusiera el procesado y con. los cuales trató 
de probar haber estado en lugar distinto del en 
que acaeció el hecho y a la hora en que se ve- 
rificó, que le fueron totalmente adversos; apa- 
rece de autos que el sindicado estuvo prófugo 
de la justicia por más de tres años y medio; lo 
que dio lugar al inicio de los trámites para su 
extradición de la república de El Salvado»; 
que si bien el procesado durante la dilación 
probatoria del proceso ofreció el testimonio de 
Manuel Humberto Damas y compañeros con la 
finalidad de tachar a los testigos de cargo por 
sus relaciones de parentesco con el occiso, tal 
tacha no resulta efectiva desde luego que no 
se toman tales declaraciones sino como inte- 
grantes de prueba indirecta presuncional, y en 
cuanto a los testigos Moisés de Jesús Noguera, 
Emilio Alarcón Marroquín, José Ramírez Mejía, 
Candelario Mejía, Alfredo Lemus Chinchilla 
y Anselmo Chinchilla Sánchez, con los cuales 
trató de establecer el reo que el día y hora del 
hecho se encontraba distante dos leguas y en la 
aldea “El Rodeo”, no puede presentársele ma- 
yor crédito, porque a más de haberse concreta- 
do a contestar sistemáticamente “que es cierto” 
a todas las preguntas del cuestionario formula- 
do de exprofeso, tales testigos no fueron men- 
cionados por el procesado al indagársele y sus 
dichos resultan en manifiesta contradicción con 
lo aseverado por los otros de descargo que 
propuso: Silvano, Arturo y José Alberto Le- 
mus, quienes negaron rotundamente haber es- 
tado juntos en la aldea El Rodeo, y además 
aquellos aparecen declarando sobre hechos ocu- 
rridos cuatro años antes, con detalles sobre cir- 
cunstancias nimias. 


RECURSO DE CASACION: 


El reo Juan Vivar Torres, auxiliado por el 
abogado Carlos Polanco Quiroz, interpuso el 
presente recurso extraordinario de casación, 
por infracción de ley, invocando como caso de 
procedencia el contenido en eel inciso 80, del 
artículo 676 del Código de Procedimientos Pe- 
nales, porque asegura que en el fallo de la 
Sala sentenciadora se incurrió en error de de- 
recho en la apreciación de la prueba, que con- 
siste en haberles dado un valor distinto del que 
en derecho les corresponde a las declaraciones 
de: Maximiliano Orellana y Orellana, Jorge 
Orellana Aguilar, Catarino Dionisio López, Te- 
resa Monroy Orellana y Alidio Orellana, de cu- 
yo contenido pretende extraer una presunción 
grave, precisa, suficiente para condenarlo, pevo 
ésta carece de los requisitos necesarios para su 
formación y al tomarlos como idóneos, porque 
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se probó plenamente su inidoneidad; que el 
mismo error se cometió al desestimar las decla- 
raciones de Moisés de Jesús Noguera, Emilio 
Alarcón Marroquín, José Ramírez Mejía, Can- 
delario Mejía, Alfredo Lemus Chinchilla y An- 
selmo Chinchilla Sánchez, testigos idóneos, con- 
testes y cuyas declaraciones no fueron enerva- 
das por ninguno de los medios lega!es; que de- 
nuncia como violados los artículos que se re- 
fieren a las presunciones, pues aunque la ley 
deja un amblio margen al arbitrio judicial para 
valorar la fuerza probatoria de la presunción, 
también deja sujeta expresamente su elabora- 
ción a requisitos indispensables, como el de que 
de un hecho debidamente probado, se deduzca 
vtro que debe ser consecuencia necesaria de 
aquél y en el presente caso no existe ningún 
hecho debidamente probado del cual pueda de- 
ducirse su culpabilidad. Citó como violados con 
estos motivos los artículos 564, 568, 570 inciso 
lo., 571, 573 en todos sus incisos 580 en sus 
cuatro incisos, 581 en sus incisos lo., 4o, y 80., 
586 en todos sus incisos, 589, 595 y 596 del Có- 
dis» de Procedimientos Penales. 

Habiendo transcurrido la vista procede resol- 
ver. 

CONSIDERANDO: 


Carecen de toda» fundamento las impugnacio- 
nes que el recurrente atribuye a la Sala sen- 
tenciadora en lo que se refiere a la apreciación 
como prueba, de las declaraciones prestadas por 
Maximiliano Orellana y Orellana, Jorge Ore- 
llana Aguilar, Teresa Monroy Orellana y Alidio 
Orellana, por considerar que dichos testigos no 
son idóneos, sin indicar motivos, así como tam- 
poco la forma como quedaron establecidas las 
circunstancias que les resten esa idoneidad pa- 
ra poder hacer el análisis comparativo, porque 
dada la naturaleza del recurso de casación, no 
permite interpretar la intención del interesado, 
ni es suficiente para ello mencionar artículos e 
incisos que se refieren a las diversas situaciones 
que restan eficacia probatoria a determinados 
testigos. En lo que se refiere a que la presun- 
ción deducida de esos testimonios para conde- 
narlo, carece de los requisitos necesarios para 
su elaboración, tampoco es exacto, porque los 
hechos presenciados y referidos por dichos tes- 
tigos, quedaron en esa forma establecidos, y 
gvardan relación directa con la muerte violen- 
ta de Santiago Monroy Orellana, y además es 
del caso recordar aquí, aque repetidas veces se 
ha dicho por este tribunal, que es ilógico im- 
pugnar en casación el proceso deductivo que 
hace el Juez para la formación de una presun- 
ción humana, por dejarla la ley a su Criterio, 
siempre que se base en hechos debidamente 


acreditados, En lo tocante a la desestimación 
como prueba, de las declaraciones de Moisés 
de Jesús Noguera, Emilio Alarcón Marroquín, 
José Ramírez Mejía, Candelario Mejía, Alfredo 
Lemus Chinchilla y Anselmo Chinchilla Sán- 
chez, cabe indicar que el Tribunal de segundo 
grado procedió correctamente al no reconocer- 
les ningún valor probatorio, porque en realidad 
fueron prestados mediante un interrogatorio 
preparado en forma completamente sugestiva 
para inducirlos a responder en forma determi- 
nada, al extremo de contener la pregunta so- 
bre la razón de su dicho que debe dar todo tes- 
tigo, es decir, que los examinados únicamente 
tuvieron que contestar afirmativamente a todo 
el cuestionario, sin expresar nada de su parte, 
por lo que sus dichos no pueden aceptarse co- 
mo verdaderos después de cuatro años, dadas 
las circunstancias y detalles como declararon, 
y además refuerzan este criterio la forma como 
se expresaron los testigos Lemus, que fueron 
propuestos por el reo y examinados a raíz de 
haberse cometido el homicidio de Monroy Ore- 
llana, todo lo cual le resta fuerza probatoria 
a sus dichos. En consecuencia de lo expresado, 


el Tribunal sentenciador no cometió ninguno 


de los errores que se le atribuyen y tampoco 

incurrió en violación de alguno de los artículos 

citados por el interponente, Artículos 580, 581 
586 del Código de Procedimientos Penales. 


POR TANTO: 


o 


La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo 
con lo considerado y con los artículos 674, 682, 
687, 690, 694 del Código de Procedimientos 
Penales; 222, 224, 233 y 234 del Decreto Gu- 
bernativo 1862, declara: IMPROCEDENTE el 
recurso de casación de que se hizo mérito y 
condena al que lo interpuso a quince días de 
prisión simple, que podrá conmutar a razón de 
diez centavos de quetzal por día, Notifíquese y 
en la forma que corresponde devuélvanse los 
antecedentes. (Ponente Vocal lo.) 


H. Morales Dardón.—G, Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Virgilio Beltetón Orellana, por el delito 
de homicidio culposo, 
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DOCTRINA: Es potestativo de los Tribunales 
la suspensión de la pena, de acuerdo con las 
circunstancias que hayan concurrido en la co- 
misión del delito. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tisiete de marzo de mil novecientos sesenta y 
dos, 


Para resolver se examina el recurso de-ca- 
sación interpuesto por Virgilio Beltetón Orella- 
na, contra la sentencia que el cinco de septiem- 
bre del año próximo pasado, dictó la Sala Cuar- 
ta de la Corte de Apelaciones, en la causa cue 
por el delito de homicidio culposo se le instruyó 
ante el Tribunal militar de la Zona Central. 


ANTECEDENTES: 

El cuatro de febrero de mil novecientos se- 
senta y uno, el coronel de infantería Daniel 
Augusto Corzo Alvarado rindió parte al Eje- 
cutivo del Cuartel General Justo Rufino Ba- 
rrios que a las veintiuna horas oyó un disparo, 
momentos después oyó otro, por lo que inme- 
diatamente ordenó al subteniente Vicente Sán- 
chez Cortés averiguar el lugar, motivo y el 
autor de dichos disparos, quien informó haber 
hal'ado en el comedor de tropa al policía mili- 
tar Miguel Angel Orellana Oliva, muerto con 
un disparo en el pecho y que según pudo averi- 
guar, el autor de los disparos había sido el po- 
licía militar Virgilio Beltetón Orellana, de lo 
“que se dieron cuenta los policías Héctor Manuel 
Carrillo Hernández y Toribio Bámaca Gómez, 
quienes al declarar dijeron: el primero, que 
oyó cuando el día de autos más o menos a las 
veintiuna horas, Miguel Angel Orellana y Vir- 
gilio Beltetón principiaron a discutir, habién- 
dole dicho Orellana a Beltetón: “y qué estás 
creyendo vos cabrón”, e inmediatamente 0yó 
que maniobraban una carabina y luego una de- 
tonación, levantándose inmediatamente se dio 
cuenta que Orellana Oliva se quejaba tirado 
en el suelo, con la mano izquierda destrozada 
y que Beltetón salía corriendo del interior del 
comedor de la tropa, El segundo, que el día de 
autos se estaba acostando cuando se dio cuenta 
que dos policías militares discutían en el co- 
medor de la tropa; que luego vio que uno de 
- ellos disparó sobre el otro y éste cayó al suelo 
con la mano izquierda destrozada por el dis- 
paro, Al ser indagado Virgilio Beltetón Orella- 
na, expuso: que efectivamente le dio muerte al 
policía Miguel Angel Orellana Oliva, pero que 
sucedió en forma casual al disparar la carabina, 
que no era la de su equipo, en momentos que 
jugaban con sus armas, pues haló el disparador 
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de la carabina en la creencia de que era de su 
equipo, la que se encontraba cargada pues tenía 
colocada la tolva con cinco cartuchos útiles, uno 
de los cinco cartuchos estaba en la recámara 
que fue el aue hizo blanco en la persona de su 
primo Miguel Angel; que seguidamente salió 
corriendo del comedor hacia el norte con el fin 
de ir a dar parte de lo que había ocurrido y 
cuando iba frente a la cuadra númera uno, se 
le fue otro disparo sin saber cómo y en ese 
lugar lo agarró el cabo Roberto García y lo 
condujo a presencia del comandante de guardia 
subteniente' Braulio Cuculista. Santos Raymun- 
do Archila, Moisés Archila Ortiz, Vicente Sán- 
chez Cortés, Braulio Cuculista López, Roberto 
García y Juan Antonio Estrada Barrics, mani- 
festaron no constarles cómo sucedieron los he- 
chos. Oportunamente el Tribunal Militar decre- 
tó la prisión provisional de Virgilio Beltetón 
Orellana por el delito de homicidio culposo. 
Obran en la causa, el informe médico-legal de 
la autopsia practicada en el cadáver de Miguel 
Angel Orellana Oliva, partida de defunción del 
mismo, así como el informe del departamento 
de estadística judicial que indica que el pro- 
cesad no tiene antecedentes penales y las co- 
pias de las filiaciones de Virgilio Beltetón Ore- 
llana y Miguel Angel Orellana Oliva, El Mi- 
nisterio Público formalizó acusación y tanto 
esta institución como el defensor del procesado 
pidieron la apertura a prueba, sin que en dicho 
término hayan aportado alguna. Concluido el 
trámite el Tribunal dictó su fallo en el cual 
declaró: lo.) Que el enjuiciado Virgilio Belte- 
tón Orellana es reo autor responsable del delito 
de homicidio, por imprudencia temeraria, co- 
metido en la persona de Miguel Angel Orellana 
Oliva, par lo que haciendo aplicación de las dis- 
posiciones expuestas en la parte considerativa 
del fallo, se le impone la pena de dos años, dos 
meses y veinte días de prisión correccional, con 
mutable en sus dos terceras partes a razón de 
diez centavos de quetzal diarios; haciendo las 
demás declaraciones con relación a las penas 
accesorias; y 20.) Que también es autor respon- 
sable de una falta contra el orden público, por 
lo aue en forma incidental, lo condena a sufrir 
la pena de cinco días de prisión simple, que le 
permite conmutar en su totalidad a razón de 
diez centavos de quetzal por día. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Cuarta de la Corte de Apelaciones, 
aprobó la sentencia de primera instancia, con 
fundamento en las siguientes consideraciones: 
“que con el acta descriptiva de la inspección 
ocular practicada por el Juez Militar instructor 


70 ' GACETA DE LOS TRIBUNALES 


de las primeras diligencias oficial preboste de 
policía militar asociado como corresponde, a 
eso de las veintiuna horas del día cuatro de fe- 
brero del año en curso al levantar el cadáver 
del policía militar Miguel Angel Oliva Orella- 
na; con la partida de defunción de éste y el 
informe médico-legal de la autopsia practicada 
en su cadáver quedó establecido que éste fue 
muerto de un disparo de fusil (carabina) el día 
y hora de autos, en el interior del comedor de 
la tropa del Cuartel General Justo Rufino Ba- 
rrios, junto a una de las mesas que otros po- 
licías militares habían improvisado como camas 
para descansar mientras hacían su turno esa 
noche, y que el proyectil le destrozó completa- 
mente la mano izouierda y penetró en el tórax, 
habiéndole producido la muerte las heridas que 
le ocasionó en el corazón y los pulmones; que 
la culpabilidad del procesado Virgilio Beltetón 
Orellana, como autor de la muerte de su com- 
pañero Oliva Orellana, sólo se deriva de su 
propia y espontánea confesión, que prestó con 
todos los requisitos legales, pues al declarar 
en forma indagatoria, claramente admitió que 
la noche de autos fue él quien hizo el disparo 
que quitó la vida a Oliva Orellana, pero cali- 
ficó su confesión en el sentido de que, no tuvo 
intención de causarle ningún daño, sino que la 
carabina que disparó no era la suya, sino de 
otro policía militar y aue la había tomado equi- 
vocadamente de la papelera por ser la única 
que estaba en este lugar, cuando fue a pres- 
tar su servicio; la cual estaba cargada; que 
cuando se encontraba acostado en su cama im- 
provisada en el comedor de la tropa, por estar 
jugando con el occiso haciendo como que dis- 
paraban, él haló el gatillo del arma y se disparó 
pues antes no sabía que ésta estuviera cargada, 
y el proyectil hizo blanco en su compañero Oli- 
va Orellana que estaba parado cerca, Sobre 
tales extremos de la calificación, se llegó a es- 
tablecer que efectivamente el arma con que 
se hizo el disparo era la perteneciente a Moisés 
Archila Ortiz, y no la del reo, por lo que debe 
aceptarse tal confesión en la parte que le fa- 
vorece ya que no existen pruebas en pro ni en 
contra de las circunstancias de esa calificación, 
y sí es posible deducir que obró en forma im- 
prudente pues estaba obligado a mayor cuidado 
en el manejo del arma por su oficio; además 
no consta que hayan reñido con el ofendido. En 
cuanto a las declaraciones prestadas por los tes- 
tigos policías militares Héctor Manuel Carrillo 
Hernández y Toribio Bámaca Gómez, compa- 
ñeros del ofensor y ofendido, no pueden acep- 
tarse sus dichos como idóneos, porque ni uno ni 
otro fueron presenciales del hecho, y si bien 
el último Bámaca Gómez dice haber visto dis- 


parar al reo su fusil en contra del occiso tam- 
bién lo es que se produjo en forma imprecisa 
al explicar cómo se produjo el hecho, pues tam- 
bién asegura que cuando volvió a ver al heri- 
do iba éste para atrás lo cual es una contra- 
dicción; por cuya razón, la única prueba para 
fundar la condena es la confesión del encartado, 
de ahí que deba sancionársele como autor del 
delito de homicidio causado por imprudencia 
temeraria, imponiéndole la pena de tres años 
cuatro meses de prisión correccional, pero re- 
bajados en una tercera parte, por militar su 
confesión como atenuante de responsabilidad. 
Asimismo deberá sancionársele incidentalmente 
por la comisión de una falta contra el orden 
público por el disparo hecho al aire, en el inte- 
rior del Cuerpo, como se estableció con su pro- 
pia confesión. Y como el fallo que se examina 
en virtud de consulta está correcta, no queda 
sino aprobarse en todas sus partes”. 


RECURSO DE CASACION: 


Virgilio Beltetón Orellana, con auxilio del 
abogado Adrián Antonio Sandoval Pinto, inter- 
puso el recurso que se examina, con fundamen- 
to en los artículos 673, 674 inciso lo. y 675 del 
Código de Procedimientos Penales, citando co- 
mo violado el artículo lo. del Decreto 1484 del 
Congreso de la República, Argumenta que la 
Sala al dictar su fallo no le aplicó los beneficios 
y privilegios del Decreto 1484 del Congreso de 
la República, a lo cual estaba obligada, ya que 
éste entró en vigencia el cuatro de septiembre 
del año próximo pasado y el fallo lleva fecha 
cinco del mismo mes, por lo cual no hizo apli- 
cación correcta de la ley, cometiendo en tal 
caso error de derecho al no concederle su in- 
mediata libertad, que taxativamente le favore- 
cía la condena condicional. 


Transcurrida la vista, procede resolver, 


CONSIDERANDO: 


Conforme el Decreto Número 1484 del Con- 
greso de la República, procede el recurso de 
casación en casos como el aue se estudia, pero 
siendo potestativo de los Tribunales el otorga- 
miento de la suspensión de la condena, dadas 
las circunstancias que rodean el hecho cometido 
por el interponente Virgilio Beltetón Orellana, 
esta Corte estima que no es procedente tal apli- 
cación y siendo éste el único motivo del recur- 
go, debe desestimarse, 
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POR TANTO: Arturo López Miranda, ocasionándole una he- 


La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo 
con lo considerado y lo que preceptúan los ar- 
tículos 222, 224, 227, 233 y 234 Decreto Guber- 
nativo 1862; 686, 690 y 694 del Código de Pro- 
cedimientos Penales, DESESTIMA el presente 
recurso e impone al recurrente la pena adicio- 
nal de quince días de prisión simple, conmuta- 
bles a razón de diez centavos de quetzal diarios. 
Notifíquese y con certificación de lo resuelto, 
devuélvanse los antecedentes. (Ponencia del 
Magistrado Alberto Argueta Sagastume). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 


berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Oscar Barrios Fong, por el delito de 
homicidio culposo, 


DOCTRINA: Cuando no concurre alguna de las 
circunstancias que caracterizan la impruden- 
cia y se produce un mal con ocasión de accio- 
nes lícitas, quien lo ejecuta no incurre en 
responsabilidad criminal. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, trein- 
ta de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de casación interpuesto por Oscar Barrios Fong, 
contra la sentencia proferida por la Sala Octava 
de la Corte de Apelaciones, el diez y siete de 
mayo de mil novecientos sesenta en el procesa 
que por el delito de homicidio culposo se le 
«¿guió en el Juzgado de Primera Instancia del 
departamento de San Marcos. 


ANTECEDENTES: 


Se inició el procedimiento con el parte ren- 
dido ante el Juez de Paz de Malacatán por el 
secretario de la guardia de hacienda J. Francis- 
co Mérida, poniendo a disposición al procesado, 
quien fue detenido el tres de agosto de mil 
novecientos cincuenta y siete, a las veinte hoa- 
ras, porque momentos antes en la aldea La 
Libertad, de aquella jurisdicción, piloteando 
el camión placas C. veintinueve doscientos 
ochenta y ocho, atropelló al alcalde auxiliar 


rida en el antebrazo izquierdo y otros golpes 
internos. Aparece el memorial suscrito por En- 
rique López Miranda, hermano de la víctima, 
constituyéndose acusador del procesado, afir- 
mando que éste manejaba en estado de ebrie- 
dad, sobre su izquierda y que en forma inten- 
cional cometió el atropello. Los guardias de 
hacienda Miguel Fernández Echeverría y Félix 
Hernández Salazar declararon haber captura- 
do a Oscar Barrios Fong porque tuvieron co- 
nocimiento de que trivulando un camión placas 
C. veintinueve mil doscientos ochenta y ocho, 
había causado lesiones graves al alcalde auxi- 
liar de la aldea La Libertad, Arturo López Mi- 
randa. Interrogado Oscar Barrios Fong mani- 
festó: que transitaba en el camino que de El 
Tumbador conduce a la cabecera de San Mar- 
cos, que al pasar por la aldea La Libertad en- 
contró a dos personas que caminaban en rumbo 
contrario, “uns en pos de otro, es decir, uno 
al lado derecho de la carretera y el otro a la 
izquierda; que se imagina que uno de ellos iba 
tamado de licor o se encandiló con la luz del 
camión, pues él pasó sin ninguna novedad. y 
hasta que fue capturado en esta ciudad le dije- 
ron que había golpeado a una persona, a quien 
no conoce, pero si esto sucedió ha de haber sido 
con la parte trasera del camión porque no vio 
absolutamente nada y siguió su marcha, pues si 
lo hubiera visto, él mismo hubiera prestado 
auxilio y hasta aquí ignora el caso que sucedió, 
porque de frente no atropelló a nadie, porque 
es amplia la carretera; que es falso que cami- 
naba a excesiva velocidad y en estado de ebrie- 
dad”, Con fecha doce de agosto de mil nove- 
cientos cincuenta y siete compareció Enrique 
López Miranda, manifestando que su hermano 
Artura López Miranda, a consecuencia de las 
lesiones sufridas había fallecido. Antonio Emi- 
lio Sánchez declaró: aque el día y hora de autos, 
viajaba en el camión manejado por el interpo- 
nente y al pasar por la aldea La Libertad, ju- 
risdicción de Malacatán, “encontraron a dos 
personas que caminaban al rumbo contrario, 
quienes al ver el camión se hicieron a un lado, 
es decir en lugar de irse juntos, cada quien 
tomó su lado, es decir, los dos se abrieron y 
el camión pasó sin haberse sentido algún movi- 
miento, pues sin duda este muchacho, es decir, 
el lesionada, tropezó en alguna piedra y el 
camión lo agarró con la parte trasera máxime 
que como dijo el doctor que este individuo ca- 
minaba en estado de ebriedad, pues el dicente 
cree que el accidente no se debió al piloto ya 
que caminaba bien, es decir, en su estado nor- 
mal y despacio no con mucha velocidad”, Ce- 
lestino Nowel Agueda se expresó en términos 
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similares, agregando que cuando el camión se 
hizo encuentro con dos individuos “el señor 
Barrios Fong les tocó la bocina y cada quien 
se hizo a un lado dejándole el paso al camión”. 
El procesado no se conformó con los cargos que 
le fueron formulados. Víctor López expuso: que 
trabaja como ayudante del camión que maneja 
Oscar Barrios Fong, que la noche del tres de 
agosto de mil novecientos cincuenta y siete, vi- 
niendo de El Tumbador para San Marcos, “en- 
contraron a dos hombres a quienes no conoce 
el declarante, y cuando vieron el camión, se 
abrieron para dejarle pasar, pero el hombre 
que tomó al lado izquierdo del camión, quién 
sabe por qué motivo, dio con la orilla de la ca- 
rrocería en la parte de atrás, y cayó al suelo; 
que el declarante gritó al chofer Oscar Barrios 
Fong, pero éste no oyó; que cuando llegaron a 
la ciudad los capturaron, que el camión era 
conducido despacio, con sus dos luces y que el 
chofer no venía ebrio, pues allí venían los due- 
ños”. Consta el informe médico legal de la au- 
topsia practicada en el cadáver de Arturo Ló- 
pez Miranda, indicando que la causa de su 
muerte fue la ruptura del riñón izquierdo y 
sección de los vasos renales que ocasionaron 
hemorragia interna en la cavidad peritoneal. El 
procesado fue excarcelada bajo fianza, habién- 
dose depositado la cantidad de trescientos quet- 
zales que le fijó la Sala. Se abrió el proceso a 
prueba, y concluido el término legal la Secreta- 
ría del Tribunal informó no haberse recibido 
prueba alguna por las partes, A solicitud de la 
defensa se amplió el término de prueba y du- 
rante el plazo fijado únicamente fue ratificada 
la declaración prestada por Antonio Emilio Sán- 
chez. Para mejor fallar se practicó “inspección 
ocular en el lugar de los hechos. El Juez dictó 
sentencia con fecha treinta y uno de diciembre 
de mil novecientos cincuenta y ocho absolvien- 
do al procesado por falta de prueba. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


Al conocer en consulta, la Sala Octava de la 
Corte de Apelaciones. improbó el fallo anterior, 
declarando: que Oscar Barrios Fong es autor 
responsable del delito de homicidio culposo, por 
cuya infracción lo condena a sufrir la pena de 
tres años cuatro meses de prisión correccional, 
conmutables en sus dos terceras partes y de- 
- más penas accesorias. Para el efecto consideró: 
“¡Que al hacerse el análisis de la prueba apor- 
tada en el presente proceso incoado contra Os- 
car Barrios Fong, por la muerte violenta oca- 
sionada a Arturo Lónez Miranda acaecida el 
tres de agosto de mil novecientos cincuenta y 
siete, el juzgador encuentra, que el enjuiciado 


)) 
aceptó el hecho de haber manejado el camión 
con que se verificó la muerte del ofendido, así 
como que el día de autos había pasado por la 
aldea La Libertad, de la circunscripción muni- 
cipal de Malacatán, departamento de San Mar- 
cos, y que precisamente en aquel lugar había 
encontrado a dos personas, que caminaban en 
rumbo contrario, uno en pos del otro, es decir, 
uno al lado derecho de la carretera y el otro a 
la izquierda, que se imagina que uno de ellos 
iba tomado de licor o se encandiló con la luz 
del camión, pues él sin ninguna novedad, y has- 
ta que fue capturado en Malacatán, le dijeron 
que había golpeado a una persona, a quien no 
conocía, pero que si esto sucedió fue posible- 
mente con la parte trasera del camión, porque 
no vio absolutamente nada y continuó su mar- 
cha, ya que de lo contrario hubiera prestado 
auxilio, pues de frente no atropelló a nadie, 
porque es amplia aquella carretera. Las perso- 
nas que depusieron sobre tales hechos, señores 
Antonio Emilio Sánchez (dueño del vehículo), 
Celestino Nowel Agueda, Gloria Furlán Rodrí- 
guez y Víctor López, ocupantes del camión el 
día y hora de autos, en iguales términos se ma- 
nifestaron, a excepción del primero y último 
que depusieron: el señor Sánchez, que posible- 
mente el atropellado, tropezó con alguna pie- 
dra y el camión lo agarró con la parte trasera, 
máxime que como había dicho el doctor que 
este individuo caminaba en estado de ebriedad 
(hecho éste que nunca llegó a justificarse); y 
el segundo depuso sobre el hecho de que: la 
persona que habían encontrado y que tomó el 
lado izquierdo del camión, quién sabe por qué 
motivo, dio con la orilla de la carrocería en la 
parte de atrás y cayó al suelo, que el deponen- 
te gritó al chofer Oscar Barrios Fong pero éste 
no Cyó, y que cuando llegaron a esta ciudad 
de Malacatán los capturaron. De lo anterior- 
mente indicado, esta Cámara encuentra, que los 
ocupantes del camión, sí se dieron cuenta del 
accidente ocurrido, pues es inverosímil creer 
que no obstante que este último testigo indica- 
do manifestó haberle gritado al chofer y éste 
no oírle, nada le hubiera indicada cuando llega- 
ron a la ciudad de Malacatán, máxime tratán- 
dose del ayudante del camión como consta en 
autos; y además no puede ser cierto el hecho 
que al llegar a aquella ciudad les hubieran 
capturado inmediatamente, pues de la aldea La: 
Libertad a Malacatán no existen comunicacio- 
nes directas telefónicas, o telegráficas, que lo 
permitan, sino aque fue hasta después que se 
verificó la detención; es decir el ánimo del juz- 
gador se pronuncia. porque el actor material 
del delito, sabiendo el hecho cometido trataba 


de lograr su impunidad por medio de la oculta- 
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ción y en lugar de presentarse a la autoridad 
a denunciar el hecho o por lo menos haber 
prestada el elemental auxilio a la víctima, es- 
peró ser perseguido como culpable; lo anterior 
en cuanto a tenerlo como culpable del hecho 
delictuoso y por otra parte, si como afirman 
todos los que depusieron, así como el propio 
procesado iba despacio y sin tomar licor, muy 
bien pudo haber previsto el hecho con una ele- 
mental y ordinaria diligencia, y dado el riesgo 
creado, por la sola conducción de vehículos mo- 
torizados, estaba obligado a mayor previsión 
en su condición de piloto, es decir, se ejecutó 
el hecho punible por culpa. 


RECURSO DE CASACION: 


Con el auxilio del abogado Luis Emilio An- 
zueto, el procesado Oscar Barrios Fong inter- 
pone el presente recurso afirmando: “El Tribu- 
nal de segunda instancia incurrió fundamental- 
mente en error de derecho al no tomar en cuen- 
ta el valor procesal de las pruebas de descargo, 
o sea información testimonial de los señores 
Antonio Emilio Sánchez (12 de agosto de 1957, 
folio 12 vuelto) Celestino Nowel Agueda (21 
de agosto de 1957 folio 17), Gloria Furlán Ro- 
dríguez (22 de agosto de 1957 folio 22), Víctor 
López (27 de agosto de 1957, folio 23). Con ta- 
les declaraciones probé en forma clara y preci- 
sa que no cometí ninguna imprudencia en el 
hecho que se me imputa y que en caso se hu- 
biera producido mal, fue por mero accidente”. 
Citó como infringidos los artículos 568, 570 in- 
cisos lo. y 4o., 573, 574, 586 circunstancias (in- 
cisos) la., 2a., 4a, y 5a., 607 del Código de Pro- 
cedimientos Penales. Al final de su recurso hizo 
mención de los artículos 673, 674 inciso lo., 676 
inciso 9o., 680, 681, 682, 684, 686 y 687 del Có- 
digo de Procedimientos Penales. 


Transcurrida la vista procede resolver. 


CONSIDERANDO: 
hs E 
Se invoca como caso de procedencia el haber- 
se cometido error de derecho en la apreciación 
de la prueba y se hace consistir dicho error en 
que la Sala sentenciadora, no tomó en cuenta 
el valor procesal de las pruebas de descargo, O 
sea la información testimonial de Antonio Emi- 
lio Sánchez, Celestino Nowel Agueda, Gloria 
Furlán Rodríguez y Víctor López. Efectivamen- 
te el Tribunal de segunda instancia, al hacer el 
análisis de la prueba mencionada deduce “que 
los ocupantes del camión sí se dieron cuenta del 
accidente ocurrido asentando: “es decir el áni- 
mo del juzgador se pronuncia porque, el actor 


material del delito, sabiendo el hecho cometido, 
trataba de lograr la impunidad por medio de la 
ocultación”. Luego agrega: “y por otra parte si 
como afirman todos los que depusieren, así co- 
mo el propio procesado iba despacio y sin to- 
mar licor, muy bien pudo haber previsto el 
hecho an una elemental y ordinaria diligencia, 
y dado el riesgo creado, por la sola conducción 
de vehículos motorizados, estaba obligado a 
mayor previsión en su condición de piloto, es 
decir, se ejecutó el hecho punible por culpa”. 
En tales circunstancias el error de derecho de- 
nunciado es evidente, porque de lo declarado 
por los testigos no pudo establecerse ningún 
hecha delictuoso, ni circunstancia alguna que 
induzca a creer en la culpabilidad del procesa- 
do, antes bien de sus deposiciones se advierte 
que el mal causado se produjo por mero acci- 
dente, ya aue con toda claridad expresan que el 
interponente caminaba a velocidad moderada, 
con las luces de su vehículo encendidas y en su 
estado normal poniendo la debida diligencia y 
la previsión necesaria que como piloto le co- 
rresponde, por lo que es procedente casar el 
fallo recurrido y dictar el que en derecho co- 
rresponde, Artículo 687 del Código de Procedi- 
mientos Penales. 


CONSIDERANDO: 


Con el informe médico forense que obra en 
autos se encuentra establecido que Arturo Ló- 
pez Miranda falleció como consecuencia de la 
ruptura de un riñón y de los vasos renales que 
le produjeron hemorragia interna; de los tes- 
timonios de Antonio Emilio Sánchez, Celestino 
Nowel Agueda, Gloria Furlán Rodríguez y Víc- 
tor López se deduce que las lesiones que oca- 
sionaron la muerte de López Miranda, fueron 
ocasionadas al estrellarse contra parte trasera 
del camión que manejaba el procesado, que 
éste caminaba a velocidad moderada, sin que 
estuviera tomado de licor y libre tránsito en la 
carretera, realizando una acción lícita con la 
debida diligencia y que el mal ocasionado se 
produjo por mero accidente, no incurriendo por 
consiguiente en responsabilidad criminal, por 
lo que así debe declararse. Artículo 15 Código 
Penal, 568, 570, 573, 587, 589 Código de Proce- 
dimientos Penales. 


POR TANTO: 

La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y lo 
que disponen los artículos 676 inciso 80., 684, 
687, 692, 694 Código de Procedimientos Penales, 
222, 223, 233 y 234 del Dto. Gubernativo 1862, 
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CASA la sentencia recurrida y resolviendo en 
derecho declara: que Oscar Barrios Fong es 
autor de la muerte de Arturo López Miranda, 
pero por haberse producido el mal por mero 
accidente no incurrió en responsabilidad crimi- 
nal, Notifíquese y devuélvanse los anteceden- 
tes. (Ponencia del Vocal 30. Magistrado J. Fer- 
nando Juárez y Aragón). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón. Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra David Hernández Herrera, por el delito 
contra la seguridad de la familia. 


DOCTRINA: El delito contra la seguridad de 
la familia, lo constituye el hecho de dejar 
de prestar la asistencia alimenticia, teniendo 
la obligación de hacerlo, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, cinco 
de abril de mil novecientos sesenta y dos. 


Para resolver se examina el recurso de casa- 
ción interpuesto por David Hernández Herrera, 
contra la sentencia que el dieciséis de agosto 
del año próximo pasado, dictó la Sala Cuarta 
de la Corte de Apelaciones, en el proceso que 
se le instruyó, por el delito contra la seguridad 
de la familia, ante el Juzgado Cuarto de Pri- 
mera Instancia de lo Criminal de este depar- 
tamento, 


ANTECEDENTES: 


El cuatro de abril de mil novecientos sesenta, 
Concha Fermina González Rivera de Hernán- 
dez se presentó al Juzgado querellándose con- 
tra David Hernández por el delito contra la se- 
guridad de la familia, en virtud de los siguien- 
tes hechos: que el Juzgado Cuarto de Paz de lo 
Civil de este departamento dictó sentencia que 
obliga al sindicado a pasarle la suma de quince 
* quetzales al mes para su hijo Edgar David Her- 
nández González, quien a la fecha de su que- 
rella cuenta cinco años de edad cumplidos; pero 
como el acusado ha sido reacio a pasarle la 
pensión o mejor dicho nunca ha cumplido, por 
el contrario, se ha valido de toda clase de ma- 
niobras, desde renunciar a su empleo en la Po- 


licía Nacional hasta pedir su traslado con ser- 
vicio en Puerto Barrios, donde logró quedarse 
como experto donde no tiene sueldo presupues- 
tado sino de los particulares que acuden a ma- 
tricular sus carros o por otra clase de asuntos 
relacionados con el tránsito y por lo tanto no 
fue posible lograr el embargo del porcentaje 
legal de su sueldo, según se ve del «oficio del 
administrador de rentas y aduana de Puerto 
Barrios que va incluido en la certificación que 
acompaña, Que en virtud de que el demandado 
no cumplió con pasarle la pensión que le fue 
fijada en sentencia tanto en primera como en 
segunda instancia, hubo de demandarlo ejecu- 
tivamente ante el Juzgado Cuarto de Paz de 
lo Civil de este departamento, por la cantidad 
de quinientos ocho quetzales con treinta cen- 
tavos lo cual fue infructuoso ya que el deman- 
dado había previsto esa situación y para burlar 
la acción de la justicia trabaja en un puesto 
donde es imposible obligarlo judicialmente al 
pago de la pensión fijada, mientras él está ga- 
nanáo lo sucifiente para sí y otro hogar que 
tiene formado. Acompañó a su demanda copia 
certificada extendida por el Juzgado Cuarto de 
Paz de la Civil donde constan los siguientes 
pasajes del juicio del Procedimiento Ejecutivo 
seguido por ella aontra el procesado, para el 
cobro de las pensiones alimenticias atrasadas 
que éste le debía para su hijo mencionado: a) 
del escrito de demanda y su resolución; b) de 
la sentencia respectiva, recaída en dicho juicio; 
c) de la liquidación y la resolución que la apro- 
bó; y d) del oficio del administrador de rentas 
y aduana de Puerto Barrios de fecha veinte de 
febrero de mil novecientos sesenta; y al cual 
hizo relación en la presente demanda. Se dic- 
taron órdenes de captura contra el sindicado, 
las cuales fueron cumplimentadas y al ser in- 
dagado, David Hernández Herrera manifestó: 
que su acusadora es su esposa, pero de hecho 
están separados desde hace más de cinco años; 
que inicialmente estuvo peleando ante el Juz- 
gado Cuarto de Primera Instancia de lo Civil, 
para que el hijito que tuvo con dicha señora 
le quedara, pero no lo consiguió; que sin nece- 
sidad de ordenarlo ninguna resolución judicial 
a partir de la separación le dio mensualmente 
una pensión a la misma de quince quetzales, 
pero en eso dispuso que se levantara una acta 
de separación y así se hizo en el Juzgado Cuar- 
to de Paz antiguo de esta capital; que el Juez 
fijó una pensión de diez quetzales, los que es- 
tuvo pasando rigurosamente; que posteriomen- 
te su señora le entabló demanda en el Juzgado 
Séptimo de Primera Instancia, hoy Cuarto de 
Primera Instancia de lo Civil de este departa- 
mento, quien le fijó una pensión provisional de 
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treinta quetzales mensuales, sin tener en cuenta 
que el otro Tribunal de Primera Instancia que 
está en el mismo edificio, estaba demandando 
de su esposa Concha Fermina González Rivera 
Hernández, el divorcio; que unos meses des- 
pués, le fue quitado el empleo aue tenía en la 
policía, por lo que ya no le fue posible cubrir 
la pensión, aunque posteriormente le volvieron 
a dar empleo en la misma institución, pero a 
los dos meses lo quitaron; que ante esa situa- 
ción, pidió que aunque fuera de experto ad- 
honórem se le nombrara, y así fue como se le 
nombró con esa calidad en Puerto Barrios, en 
donde sólo hay ciento treinta o ciento cuarenta 
carros, los que tiene que examinar cada tres 
meses, cobrando el valor de cincuenta centavos 
de quetzal por cada carro, lo que lo imposibi- 
lita a responder a su obligación de dar la pen- 
sión fijada por el Juzgado Séptimo de Primera 
Instancia, La causa fue elevada a plenario y al 
tomarle confesión con cargos al procesado, éste 
no se conformó con los que se le formularon. 
Concha Fermina González Rivera de Hernán- 
dez formalizó acusación y a solicitud del de- 
fensor del procesado fue abierto a prueba el 
proceso, durante cuyo término únicamente la 
acusadora pidió que se tuviera como tal de su 


_ parte la documentación acompañada a la de- 


manda. 


Concluido el trámite el Juez dictó su fallo, 
en el que declaró: que David Hernández He- 
rrera es autor responsable del delito contra la 
seguridad de la familia, por el cual le impone 
la pena de un año de prisión correccional, con- 
mutable en sus dos terceras partes a razón de 
cincuenta centavos de quetzal diarios; e hizo 
las demás declaraciones del caso. 


SENTENCIA RECURRIDA 


La Sala Cuarta de la Corte de Apelaciones, 
confirmó la sentencia de primera instancia, con 
la modificación de aue fijó el monto de la con- 
muta en la suma de treinta centavos de quet- 
zal diarios. Fundó su fallo en las siguientes con- 
sideraciones: “que durante la sustanciación del 
procedimiento penal seguido contra el enjuicia- 
do David Hernández Herrera, le fue formulado 
cargo concreto, por sindicársele de que estando 
obligado en virtud de sentencia firme a pagar 
a su señora Concha Fermiña González Rivera 
de Hernández, la pensión mensual de quince 
quetzales para alimentos del hijo procreado 
por ambos, Edgar David Hernández González, 
no ha cumplido con tal obligación, no obstante 
haber sido requerido judicialmente, y ha tra- 
tado de evadir su cumplimiento por todos los 


medios. Tal hecho es constitutivo de delito con- 
tra la seguridad de la familia. y la culpabilidad 
del procesado en el mismo está plenamente 
probado en autos con los siguientes elementos 
de prueba: a) con la certificación que acom- 
pañó al proceso la acusadora señora Gonzá- 
lez de Herrera, extendida por la Secretaría del 
Juzgado Cuarto de Paz de lo Civil de esta ciu- 
dad, la cual contiene pasajes del procedimientos 
ejecutivo seguido por ella en contra del en- 
juiciado, para el cobro de las pensiones alimen- 
ticias atrasadas que éste le debía, para su hijo 
mencionado y en donde aparece que fue legal- 
mente requerido para tal pago, sin que lo hu- 
biera hecho; b) que al prestar su declaración 
en forma indagatoria el procesado Hernández 
Herrera, admitió que efectivamente estaba obli- 
gado a pagar una pensión a favor de su hijo 
Edgar David en virtud de un pronunciamiento 
judicial, pero que debido a su mala situación 
económica no ha cumplido últimamente, aun- 
que antes sí lo hacía, y que por tal circunstan- 
cia quería quitarle el niño a la acusadora, quien 
es su esposa, y llevárselo consigo para darle lo 
necesario en casa de la madre de él; tales he- 
chos entrañan una confesión de su parte sobre 
que estando obligado a pagar esa pensión no ha 
cumplido, sin que por lo demás cumpliera con 
probar el extremo con que la calificó, o sea 
la imposibilidad económica, por lo que debe 
tomarse únicamente en la parte que le perju- 
dica, ya que reune los requisitos legales, En 
consecuencia, estando probada su culpabilidad 
lo procedente es imponerle la pena de un año 
de prisión correccional por el delito indicado, 
sin modificación ya que sin su confesión se le 
hubiera condenado, por existir en su contra un 
documento público como lo es la certificación 
de mérito, que hace plena prueba; y como el 
fallo condenatorio que se examina está correcto 
debe confirmarse con la única modificación de 
que la conmuta debe rebajarse, fijándose en la 
cantidad de treinta centavos de quetzal por 
día” 


RECURSO DE CASACION: 


David Hernández Herrera, con auxilio del 
abogado Feliciano Fuentes Alvarado, interpuso 
el recurso que se examina con fundamento en 
los incisos 1o. y 50. del artículo 676 del Código 
de Procedimientos Penales, y citó como violado 
el inciso 9o. del artículo 22 del Código Penal. 
Argumenta que la Sala cometió error de dere- 
cho al calificar los hechos tanto más que aun 
cuando constituyeran plena prueba cometió 
error al omitir considerar como circunstancia 
atenuante su confesión y que además al cali- 
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ficar los hechos que se declararon probados en 
la sentencia. se estimó. como delito sin que lle- 
garan a tipificar la figura por la cual se le con- 
denó. El veinte de diciembre del año próximo 
pasado, el interponente se presentó pidiendo 
que en caso sea necesario se le apliquen las dis- 
posiciones del Decreto 1484 del Congreso de la 
República; acompañando una certificación ex- 
tendida por la Secretaría de esta Corte en la 
cual consta que el mismo, no tiene antecedentes 
penales en el Departamento de Estadística Ju- 
dicial. 


Transcurrida la vista, procede resolver, 


CONSIDERANDO: 


El recurrente fundamenta su recurso de ca- 
sación en los casos de procedencia contenidos 
en los incisos lo. y 50, del artículo 676 del Có- 
digo de Procedimientos Penales, Argumenta 
que la Sala sentenciadora cometió error de de- 
recho al calificar los hechos, tanto más que aun 
cuando éstos constituyeran plena prueba se ha 
cometido error al omitir considerar como Cir- 
cunstancia atenuante su confesión, violando de 
esta manera el inciso Yo. del artículo 22 del Có- 
digo Penal, también dice que al calificar los 
hechos que se declararon probados en la sen- 
tencia y estimarlos como delito sin que llega- 
ran estos hechos a tipificar la figura por la cual 
se le condenó. En cuanto a que no se tomó en 
cuenta su confesión como circunstancia ate- 
nuante asegura el recurrente que se cometió 
error de derecho en la sentencia con violación 
del inciso Yo. del artículo 22 del Código Penal; 
al respecto cabe decir, que la Sala sentenciado- 
ra fundamentó su fallo condenatorio en un docu- 
mento auténtico, o sea la certificación extendida 
por el Juzgado Cuarto de Paz del Ramo Civil, 
en la que constan todos los pasajes del juicio 
ejecutivo seguido en contra de Hernández He- 
rrera por no haber pagado las pensiones ali- 
menticias retrasadas que debía y a que estaba 
obligado por sentencia firme, así como el re- 
querimiento que para ello se le hizo y por con- 
siguiente, su confesión no puede tomarse como 
circunstancia atenuante cómo lo pide, por estar 
plenamente probado el delito contra la seguri- 
dad de la familia con dicha certificación. Esto 
en cuanto al primer motivo y en cuanto al se- 
gundo. o sean los hechos que la Sala dio por 
probados y constitutivos del delito contra la 
seguridad de la familia, cabe decir que tales 
hechos sí contienen los elementos integrantes 
de la figura delictiva a que se refiere el ar- 


tículo 324 A, del Código Penal reformado por 
el artículo 32 del Decreto 147 del Congreso de 
la República, el cual estatuye que comete este 
delito la persona obligada a prestar alimentos 
a sus hijos menores, padres desvalidos, cónyu- 
ges o hermanos incapaces en virtud de senten- 
cia firme o de convenio en documento público 
o auténtico, se negare a cumplir con tal obliga- 
ción después de ser legalmente requerido por 
autoridad competente, salvo que probare no 
tener posibilidades económicas para el cumpli- 
miento de su obligación. Delito que como pro- 
blema de abandono de la familia se ha plan- 
teado hace mucho tiempo y que la doctrina ha 
analizado en todos sus aspectos, habiendo sido 
estudiado antes que en el derecho penal en el 
civil, pero al no dar resultado las sanciones que 
con este carácter fueron impuestas, se ha lleva- 
do tal problema al área del derecho penal. Es- 
ta infracción está constituida por el incumpli- 
miento de los deberes de asistencia familiar y 
tiene campo de acción en casi todas las legis- 
laciones, en cuenta la nuestra, según la parte 
ya transcrita. Las legislaciones que reprimen 
penalmente el abandono de la familia se han 
inspirado en diversos criterios al perfilar esta 
figura de delito y parten algunas de la base del 
daño material económico causado a la familia. 
En casi todas este delito se haya constituido por 
la infracción del deber que se tiene de pagar 
la pensión alimenticia impuesta por sentencia 
judicial y dan como razones jurídicas de que 
el que voluntariamente deja transcurrir cierto 
espacio de tiempo, sin pagar la pensión debida, 
comete este delito. En síntesis el delito de aban- 
dono de: familia o de seguridad de la familia 
como llama nuestro Código, consistente en la 
violación de las obligaciones pecuniarias. Por lo 
general, configura el abandono de familia un 
delito de resultado, es decir, se condiciona su 
punibilidad a la producción de un daño deter- 
minado, pudiéndose decir que su castigo obe- 
dece únicamente a la violación de los deberes 
de asistencia inherentes a la patria potestad 
y que está constituido como ya se ha dicho, en 
el hecho de dejar de prestar la asistencia in- 
dispensable para el sustento y por eso se la ha 
llamado delito de omisión, que consiste en dejar 
de prestar una asistencia que debe ser prestada. 
Sin embargo, esta figura delictiva de creación 
moderna, desaparece cuando no es posible su- 
ministrar los medios de subsistencia a causa de 
fuerza mayor o cuando el sujeto pasivo del 
mismo, ya ascendiente, ya descendiente o cón- 
yuge, no necesite de asistencia para subsistir 
por tener medios bastantes para ello. Por todo 
lo expuesto el recurso interpuesto es improce- 
dente y así debe declararse. 
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POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo 
con lo considerado y lo que prescriben los ar- 
tículos 222. 224, 227, 233 y 234 Decreto Guber- 
xativo 1862; 690 y 694 Código de Procedimien- 
tos Penales, déclara: IMPROCEDENTE el re- 
curso de casación de que se ha hecho mérito, 
e impone al recurrente quince días de prisión 
simple conmutable a diez centavos de quetzal 
diarios sin que se estime ser del caso la apli- 


- cación del artículo 1o. del Decreto 1484 del Con- 


greso de la República, Notifíquese y con certi- 
ficación de lo resuelto, devuélvanse los antece- 
dentes, (Ponencia del Magistrado Alberto Ar- 
gueta Sagastume). 


H, Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 


Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL: 


Contra Jovito Aguilar Ruano y Rubén Arturo 
Ruano Estrada, por el delito de homicidio. 


DOCTRINA: Cuando no se denuncia error en 
la apreciación de la prueba, todas las impug- 
naciones que motivan el recurso de casación 
tienen que examinarse con base en los he- 
chos que el tribunal sentenciador tuvo por 
probados. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, diez 
de abril de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ve para resolver el recurso de casación 
interpuesto por Jovito Aguilar Ruano y Rubén 
Arturo Ruano Estrada, a quienes se procesó 
por el delito de homicidio en el Juzgado de Pri- 
mera Instancia de Jalapa. 


ANTECEDENTES: 

El procedimiento se inició en el Juzgado de 
Paz de Jalapa, el veinticinco de julio de mil 
novecientos sesenta en virtud de parte que die- 
ra el jefe de la policía nacional, Salvador Co- 
bos Esquivel, de que en el lugar denóminado 
“Laguna de Achiotes Jumay”, en el municipio 
de Jalapa. habían reñido Efraín Ruano Estrada, 
Rómulo Estrada Carías, Rubén Arturo Ruano 
Estrada y Jovito Aguilar Ruano, resultando 


muertos el primero y el segundo. Al constituir- 
se el Juez en el lugar indicado, hizo constar la 
posición en que encontró los cadáveres de 
Rómulo Estrada, que presentaba cinco heridas 
producidas con arma de fuego y cuatro con 
machete, y el de Efraín Ruano Estrada con una 
perforación de bala en el pulmón derecho y 
un golpe contuso en el pómulo izquierdo, Se- 
gún los informes médicos respectivos, Rómulo 
Estrada Carías falleció a consecuencia de hemo- 
rragia interna por herida del miocardio causa- 
da con arma de fuego y su cadáver presentaba 
cinco heridas producidas con arma corto-con- 
tundente y siete con arma-de fuego; que Efraín 
Ruano Estrada falleció a consecuencia de he- 
morragia pericardia de tipo toráxico que le 
produjo una herida causada con arma de fuego. 
Los menores Juan Pablo Lima Ibáñez y Eufra- 
sio Carías de quince y dieciséis años de edad, 
respectivamente, siende el segundo hermano de 
Rómulo Estrada Carías, declararon que el día 
del suceso iban en compañía del citado Estrada 
Carías para el cantón “Los Mezcales” y al lle- 
gar a la “Laguna de Achiotes Jumay”, les die- 
ron alcance Aquilino, Rubén y Efraín Ruano 
y Jovito Aguilar Ruano, quienes iban monta- 
dos a caballo y al pasar junto a ellos, Aquilino 
provocó a Rómulo para pelear y acto seguido se 
apeó de la bestia que montaba empuñando un 
corvo con la mano derecha y una pistola azul 
con la izquierda, armas con las que atacó a 
Rómulo e inmediatamente los demás acompa- 
ñantes de Aquilino también desmontaron de sus 
bestias armados de revólveres y machetes con 
los que agredieron a Estrada Carías, quien tam- 
bién hizo uso de su revólver, pero ellos ya no 
vieron el resultado de la riña porque salieron 
huyendo. La policía logró capturar inmediata- 
mente y en las proximidades del lugar donde 
ocurrió la riña, a Rubén Arturo Ruano Estrada 
y Jovito Aguilar Ruamo, pero al tomárseles de- 
claración en forma indagatoria negaron su par- 
tipación en el hecho investigado, diciendo el 
primero que el día en que esto ocurrió, efecti- 
vamente iba hacia el cantón “Los Mezcales” 
pero caminaba adelante de su hermano Efraín, 
a quien acompañaban Aquilino Ruano y Jovito 
Aguilar Ruano y se juntaron con Rómulo Es- 
trada Carías pero no sabe cómo se suscitó la 
riña porque cuando oyó varios disparos regresó 
para ver qué sucedía y encontró muertos a su 
hermano Efraín y a Rómulo Estrada Carías; el 
segundo dijo que no se dio cuenta de la riña en 
que resultaron muertos Rómulo Estrada Carías 
y Efraín Ruano Estrada y que ese día lo único 
que hizo fue sujetar las bestias de éstos, las 
cuales encontró sueltas en la carretera, Isabel 
Mateo Rivera y Petrona Nájera Martínez, de- 
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clararon, la primera que el día de autos vio 
cuando Aquilino Ruano, Rubén Arturo y Efraín 
Ruano Estrada, agredieron a Rómulo Estrada 
Carías, haciéndole varios disparos con arma de 
fuego, pero ella sólo vio caer al suelo al agre- 
dido y no pudo distinguir quién de sus agreso- 
res fue el que le hizo los disparos; la segunda 
se produjo en los mismos términos con la única 
diferencia de que asegura que vio que Aqui- 
lino Ruano, Jovito Ruano Aguilar y Efraín 
Ruano Estrada, disparon los tres sobre Rómulo 
Estrada Carías y que no se fijó si también ha- 
ya disparado Rubén Arturo Ruano Estrada. 
Celso Estrada Morales, padre de Rómulo Es- 
trada Carías, se constituyó acusador y el pro- 
cedimiento continuó con su intervención. 


DILACION PROBATORIA: 


Propuestos por el acusador se recibieron los 
testimonios de Beltrán Martínez Rafael, Fran- 
cisco López Mateo y Aníbal López, quienes di- 
jeron haber visto cuando Jovito Aguilar Ruano, 
Aquilino Ruano, Rubén y Efraín Ruano Estra- 
da atacaron a Rómulo Estrada Carías, los cua- 
tro en forma conjunta disparando sus armas 
sobre el agredido. El defensor de Rubén Artu- 
ro Ruano Estrada aportó los testimonios de 
Flavio García, Desiderio de Jesús García Go- 
doy, Samuel Cruz y Cruz y Eugenia Marro- 
quín Donado, quienes afirmaron que el día y 
hora en que ocurrió la riña que motivó el pro- 
cedimiento, el citado Ruano Estrada se encon- 
traba en su casa de habitación, de donde lo 
vieron salir en su estado normal sin acompa- 
ñarse de ninguna persona. Para mejor fallar, 
se recibieron los testimonios de José Rigoberto 
Lima y Graciela Colindres Marroquín, decla- 
rando ambos que el día y hora en que se dice 
ocurrió la muerte de Efraín Ruano Estrada y 
Rómulo Estrada Carías, vieron a Jovito Agui- 
lar Ruano dirigirse a pie hacia su casa de ha- 
bitación en su estado normal, y sin llevar nin- 
guna arma consigo, Jorge López Colindres de- 
claró que el día de autos estuvo viendo en su 
casa de habitación a Petrona Nájera, por lo 
que no es cierto que ésta haya salido ese día. 
Eduardo Ramos Martínez y Santiago Antonio 
Duarte, declararon sobre los buenos anteceden- 
tes y honrada conducta de los enjuiciados. 

Concluido el procedimiento, el Juez dictó su 
fallo declarando que Jovito Aguilar Ruano y 
Rubén Ruano Estrada son reos responsables del 
delito de homicidio cometido en la persona de 
Rómulo Estrada Carías e impuso a cada uno 
la pena de diez años de prisión correccional 
inconmutable más las accesorias de ley, los 
absolvió de la instancia en lo que se refiere 2 


la -muerte de Efraín Ruano Estrada y dejó 
abierto el procedimiento contra Aquilino Ruano. 


SENTENCIA RECURRIDA 
La Sala Quinta de la Corte de Apelaciones, 


confirmó en todas sus partes el fallo de pri- 
mera instancia, Para el efecto consideró que la 


"culpabilidad de los enjuiciados quedó plena- 


mente demostrada con la presunción grave y 
precisa que se deriva de los hechos probados 
con los testimonios de Isabel Mateo Rivera, Pe- 
trona Nájera Martínez, Beltrán Martínez Ra- 
fael, Francisco López Mateo y Aníbal López, 
así como los de Eufrasio Estrada Carías y Juan 
Pablo Lima Ibáñez, que tienen validez' por ha- 
berse cometido el delito en despoblado, habién- 
dose establecido así que los dos procesados son 


autores de la muerte de Rómulo Estrada Ca- 


rías y que la prueba de descargo constituida 
por los testimonios de Flavio García, Desiderio 
de Jesús García Godoy, Samuel Cruz y Cruz, 
Eugenia Marroquín y Graciela Colindres, care- 
ce de eficacia por tener mayor mérito la de 
cargo. 


RECURSO DE CASACION: 


Jovito Aguilar Ruano y Rubén Arturo Rua-- 
no Estrada bajo la dirección del abogado Fran- 
cisco Carrillo Magaña, interpusieron el pre- 
sente recurso contra el fallo de segunda ins- 
tancia ya relacionado, fundamentándolo en los 
casos de procedencia contenidos en los incisos 
3o. y 4o. del artículo 676 del Código de Proce- 
dimientos Penales, Citan como leyes infringi- 
das los artículos 67, 68 y 302 segunda parte del 
Código Penal, Argumentan que la Sala senten- 
ciadora cometió error de derecho al calificar 
los hechos que declaró probados, “en el sentido 
de no haber apreciado el contenido de la se- 
gunda parte del artículo 302 del Código Penal 
Común, pues efectivamente de las pruebas ren- 
didas, no consta quién causó individualmente 
la muerte de los señores Estrada Carías Rua- 
no”; y que no quedó establecida la participa- 
ción de los recurrentes en la comisión del delito. 


Transcurrida la vista, procede resolver, 
CONSIDERANDO: 


El Tribunal sentenciador tiene como plena- 
mente probado que los acusados “en unión de 
otros en la carretera que conduce a dicho lugar 
y en un recodo que forma con la laguna de- 
senfundaron sus armas de fuego y las desce- 
rrajaron contra Rómulo Estrada Carías, dándo- 
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le muerte a consecuencia de las heridas morta- 
les que sufriera”, lo que quiere decir que tiene 
por bien establecido que los procesados ejecuta- 
ron personal y directamente acciones de vio- 
lencia sobre la víctima, constituidas por el he- 
cho de haber disparado contra ella sus armas 
causándole la muerte; y en tal situación, es co- 
rrecta la calificación de homicidio que hizo del 
delito así cometido y lo es también la estima- 
ción de que los recurrentes participaron en la 
comisión del mismo con calidad de autores, ha- 
bida cuenta de que, como no se denuncia error 
en la apreciación de la prueba, las impugna- 
ciones que motivan el recurso sólo pueden exa- 
minarse con base en los hechos que en el fallo 
recurrido se tienen por bien probados y por 
consiguiente, es manifiesta la improcedencia 
del recurso por no existir los errores indicados 
ni la infracción de los artículos 67, 68 y 302 se- 
gunda parte del Código Penal. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en lo considerado y lo que preceptúan 
los artículos 222, 223, 224, 227, 233, 234 del De- 
creto Gubernativo 1862; 686, 690 y 694 del Có- 
digo de Procedimientos Penales, declara: IM- 
PROCEDENTE el recurso de mérito y condena 
a cada uno de los interponentes a la pena adi- 
cional de quince días de prisión simple, con- 
mutable en su totalidad a razón de diez centa- 
vos de quetzal por día. Notifíquese y con certi- 
ficación de lo resuelto, devuélvanse los antece- 
dentes, (Ponencia del Magistrado Arnoldo Re- 
yes Morales). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.—- 


Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Félix Aquino Recinos, por el delito de 
lesiones culposas 


x 


DOCTRINA: Incurre en error de hecho el Tri- 
bunal que no aprecia en todos sus alcances 


el informe médico legal, al determinar la 


. pena que corresponde al procesado, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, cator- 
ce de abril de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso de 
casación interpuesto por el licenciado Constan- 
tino Duarte Villela, en concepto de defensor del 
reo Félix Aquino Recinos, contra la sentencia 
dictada por la Sala Tercera de la Corte de Ape- 
laciones el diecisiete de febrero del año próxi- 
mo pasado, en la causa que por lesiones cul- 
posas se siguió al último en el Juzgado Segundo 
de Primera Instancia de lo Criminal de este 
departamento, 


ANTECEDENTES: 


El nueve de mayo de mil novecientos cin- 
cuenta y ocho, a eso de las catorce horas y 
treinta minutos, fue detenido Félix Aquino Re- 
cinos, porque manejando una camioneta de la 
Empresa “Eureka” en la Avenida Bolívar de 
esta ciudad, chocó con el automóvil conducido 
por Milagro Urbina Monroy, en el cual iba co- 
mo pasajera María Angela Juárez, resultando 
ambos golpeados, el primero con contusiones 
simples en la región frontal y tórax y. la otra 
con pérdida de tres dientes incisivos superio- 
res y el automóvil con daños de consideración, 
habiéndosele consignado al Juzgado Primero de 
Paz de lo Criminal. cuyo funcionario ordenó la 
investigación del caso y se constituyó en la casa 
de habitación de Milagro Urbina Monroy, quien 
estaba acostado en una cama y manifestó: que 
dl día anterior como a las doce horas y treinta 
minutos que circulaba en el carro de su propie- 
dad, en la Avenida Bolívar, entre veintinueve 
y treinta calles, una camioneta que caminaba 
en vía contraria se estrelló contra su carro, al 
cual le “ocasionó considerables desperfectos, y 
golpes a María Angela Arias Juárez y al expo- 
nente, quien presentaba “amoratados los dos 
ojos” y un golpe en la frente, quejándose ade- 
más de fuerte dolor en el tórax. Examinado en 
forma indagatoria el sindicado Felipe Aquino 
Recinos, dijo que el citado nueve de mayo fue 
capturado en San Pedrito por dos policías, 
aceptando que manejaba a la hora del hecho, 
en vía contraria la camioneta que chocó con el 
carro, el cual dice se estrelló contra la camio- 
neta porque caminaba a excesiva velocidad, 
pues el declarante al verlo como a una cuadra 
de distancia paró su vehículo; que sí supo que 
resultó herida una persona, cuyo nombre igno- 
ra, así como el conductor del carro y que am- 
bos vehículos resultaron con daños. Interroga- 
da María Angela Arias Juárez, dijo ser de quin- 
ce años de edad, que el día del suceso iba a 
bordo del automóvil, placas veinticuatro mil 
doscientos noventa y dos, acompañando a su 
mamá Angela Juárez Ramírez, por la Avenida 
Polívar, cuyo vehículo chocó con una camione- 


ón. 
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ta, sin que se haya dado cuenta la forma en 
que se efectuó el choque, pues sólo sintió un 
golpe y la llevaron en una ambulancia al hos- 
pital, y como resultado perdió dos dientes y 
tiene rotos otros dos, Enviadas las diligencias 
al Juzgado de Primera Instancia Jurisdiccional 
se mandó continuar la investigación, dejándose 
en libertad a Aquino Recinos por haberse con- 
siderado que no existía mérito suficiente para 
decretar su prisión. A solicitud del ofendido 
Milagro Urbina, se mandó que el Médico Fo- 
rense examinara a María Angela Arias Juárez 
y se interrogó a la madre de ésta, Angela Juá- 
rez Sirín, quien dijo que iba el día del hecho 
en un taxi con su hija María Angela, un hijo 
del chofer y otra señora, cuyo nombre ignora, 
con rumbo a la salida para Amatitlán y en sen- 
tido contrario venía una camioneta del servicio 
urbano “Eureka”, la cual chocó contra el taxi 
porque venía a su izquierda y muy ligero, mien- 
tras éste iba a su derecha y despacio; que a con- 
secuencia del choque resultaron lesionados el 
chofer del taxi y la hija de la declarante a 
quien se le cayeron cinco dientes, constituyén- 
dose acusadora del culpable. El experto del 
Juzgado de Tránsito, Benjamín Martínez, valo- 
ró en cuatrocientos quetzales los daños causa- 
dos al carro accidentado. El Médico Forense in- 
formó: que al reconocimiento médico practicado 
a María Angela Arias, el trece de mayo del ex- 
presado año, se comprobó lo siguiente: “contu- 
sión de ,jtercer grado en el labio y maxilar su- 
periores. que produjo pérdida de los incisivos 
medios superiores y sublujación del incisivo la- 
teral izquierdo superior. Conclusiones: a) nece- 
sita para su curación quince días de asistencia 
quirúrgica, a contar de la fecha en que fue le- 
sionada; b) con abandono de sus ocupaciones 
habituales durante siete días; c) le quedará 
impedimento funcional parcial temporal, corre- 
gible por aparato de prótesis dental; d) no le 
quedará deformidad como consecuencia de las 
lesiones sufridas”,.Se ordenó a continuación la 
captura del sindicado, quien se presentó al Tri- 
bunal el veintitrés del mismo mes de mayo, 
habiéndose decretado su prisión provisional por 
daños y lesiones culposas y excarcelado bajo 
fianza ese mismo día. El Médico Forense res- 
pecto a las lesiones sufridas por Milagro Urbina 
Monroy, informó: que presentaba: “1) contu- 
sión de grado tres del cráneo, que produjo he- 
matoma de la región frontal izquierda y equi- 
mosis palpebral bilateral, se tomó radiografía 
dando resultado negativo de fractura del crá- 
neo; y 2) contusión de grado cuatro del tórax 
que produjo fractura de la extremidad anterior 
de la séptima costilla derecha comprobada ra- 
diológicamente. CONCLUSIONES: A) necesita 


para su curación treinta días de asistencia qui- 
rúrgica, a contar de la fecha en que fue lesio- 
nado; B) con abandono de sus Ocupaciones ha- 
bituales durante diez días: C) no le quedará 
impedimento funcional alguno ni deformidad 
como consecuencia de la lesión sufrida”. A so- 
licitud de este último ofendido fueron exami- 
nados como testigos: Mercedes Osoy Benítez, 
José Vicente González Quevedo, Emilio de Je- 
sus Villagrán González y Secundino de Jesús 
Arias Franco, quienes declararon: que el choque 
entre el auto. de Milagro Urbina Monroy y la 
camioneta, en la Avenida Bolívar, el día ya 
consignado, se debió a que este segundo vehícu- 
lo por sortear un entierro que iba en la mis- 
ma avenida, se metió al carril contrario al que 
le correspondía, caminando en sentido contra- 
rio a alta velocidad y por el lado izquierdo. En 
la confesión con cargos aceptó haberse salido 
de su carril por pasar a un entierro y que tomó 
el de la vía contraria. pero que Milagro Urbina 
se salió del cordón e iba a excesiva velocidad. 
Se abrió a prueba la causa por el término legal 
sin que se haya propuesto alguna por las partes 
y con fecha siete de diciembre de mil nove- 
cientos sesenta dictó sentencia el Juez de Pri- 
mera Instancia en la cual declaró al incrimina- 
do autor responsable del delito de lesiones pro- 
ducidas por culpa y le impuso la pena de cin- 
co meses de arresto menor, con las accesorias 
respectivas, aplicándole la regla de que cuando 
un solo hecho es constitutivo de dos o más de- 
litos únicamente se impondrá la pena corres- 
pondiente al delito más grave, aumentada hasta 
en una tercera parte. En consulta conoció de 
ese fallo la Sala Tercera de la Corte de Ape- 


“laciones habiéndolo aprobado 'el diecisiete de 


febrero del año próximo pasado, con la modifi- 


cación de que la pena que impone al procesado 


Aquino Recinos es de dieciséis meses de prisión 
correccional, conmutable en sus dos terceras 
partes a razón de diez centavos de quetzal por 
cada día, para lo cual consideró: que su res- 
ponsabilidad como autor de la infracción inves- 
tigada está plenamente probada con las decla- 
raciones de los testigos Mercedes Osoy Benítez, 
José Vicente González Quevedo, Emilio de Je- 
sús Villagrán González y Secundino de Jesús 
Arias Franco, quienes presenciaron cuando la 
camioneta tripulada por el procesado, se salió 
del carril y cireuló en la vía contraria, produ- 
ciendo el accidente al chocar con el carro de 
Urbina Monroy, por lo que es procedente la 
condena a sufrir las penas de un año de prisión 
correccional, tercera parte de la de tres años 
correspondiente al delito doloso, por haber per- 
dido la ofendida María Angela Arias Juárez, los 
incisivos medios superiores con sublujación del 
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otro incisivo lateral izquierdo superior; y como 
un solo hecho constituye otro de lesiones cau- 
sadas a Milagro Urbina Monroy y uno de daños, 
por ser más favorable se le impone la que co- 
rresponde al delito más grave, aumentada en 
una tercera parte, quedando en definitiva la de 
dieciséis meses de prisión correccional, sin nin- 
guna modificación, porque “aunque confesó” 
existe suficiente mérito para condenarlo con 
la prueba testimonial analizada. 


. RECURSO DE CASACION 


Como hasta el trece de septiembre del año 
recién pasado se hizo la última notificación del 
fallo relacionado, con fecha veintidós de sep- 
tiembre siguiente el licenciado Constantino 
Duarte Villela. interpuso contra el mismo re- 
curso de casación por infracción de ley, fun- 
dándolo en los casos de procedencia de los in- 
cisos 3o., 60. y 80, del artículo 676 del Código 
de Procedimientos Penales y cita como violados 
los artículos 67, 68, 309 inciso 30, y 311 inciso 
lo. del Código Penal, Argumenta que el Tri- 
bunal de segundo grado consideró, que por ha- 
ber perdido la ofendida María Angela Arias 
Juárez varios incisivos superiores tal hecho co- 
rrespondía a la figura delictiva del inciso 30. 
del artículo 309 del Código Penal, que establece 
que si de resultas de las lesiones el ofendido 
hubiera quedado deforme, o perdido un miem- 
bro no principal o quedado inutilizado de él o 


hubiere estado incapacitado para su trabajo ha- * 


bitual o enfermo por más de noventa días, cu- 
ys presupuestos analiza y afirma que no se da 
ninguno en el caso de su defendido, que de con- 
siguiente la calificación del delito es justifica- 
damente errónea y se aplicó una pena que no 
corresponde; que hubo error de hecho en la 
apreciación de la prueba constituida por el in- 
forme médico legal, porque en este documento 
se precisa que el impedimento funcional par- 
cial temporal es corregible, quiere decir que 
no es permanente, no acusa incapacidad ni inu- 
tilidad y que es subsanable la pérdida de los 
dientes, descartando la deformidad, 


Habiendo transcurrido el día de la vista pro- 


- cede resolver. 


e A 


I 
CONSIDERANDO: 


El interponente atribuye a la Sala sentencia- 
dora el haber incurrido en error de hecho en la 
estimación del informe médico legal, referente 
a las lesiones sufridas por la ofendida María 


Angela Arias Juárez, porque el impedimento 
funcional que en él se precisa no es permanen- 
te, no acusa incapacidad o inutilidad, descarta 
la deformidad y es subsanable. En efecto, aquel 
Tribunal se limitó a estimar que la pena a im- 
poner al reo por este hecho era la tercera parte 
de tres años correspondientes al delito doloso, 
por haber perdido la ofendida los incisivos me- 
dios superiores con sublujación del otro incisivo 
lateral izquierdo; y como ya sea que haya apre- 
ciado la pérdida de esos dientes como consti- 
tutiva de impedimento o de deformidad, pues 
nada dice a este resvecto, de todos modos existe 
el error imputado, porque el referido informe 
médico claramente asienta que el impedimento 
es parcial y temporal y que no auedaría defor- 
midad, por lo que para determinar la pena apli- 
cable debió atenerse únicamente al tiempo que 
tardaron los lesionados en curar, y en conse- 
cuencia no corresponde al reo la pena que se 
le impuso, por cuyas razones procede la casa- 
ción del fallo recurrido y el pronunciamiento 
de otro ajustado a derecho. Artículos 676 inciso 
80. y 687 del Código de Procedimientos Pe- 
nales, 


II 
CONSIDERANDO: 


De conformidad con lo expresado en el pá- 
rrafo anterior. el incriminado Aquino Recinos, 
es responsable de las lesiones causadas a María 
Angela Arias Juárez y a Milagro Urbina y de 
los daños al automóvil, de este último, cometi- 
dos por imprudencia grave, al conducir la ca- 
mioneta que produjo el choque con aquel ve- 
hículo, a alta velocidad y en sentido contrario a 
la vía en una de las arterias de mayor tránsito, 
lo que significa sendas infracciones al regla- 
mento de tránsito, y como un solo hecho cons- 
tituyó las tres infracciones, por serle más favo- 
rable debe imponérsele por las lesiones a Mi- 
lagro Urbina, aue son las más graves la pena 
de cuatro meses de prisión simple o sea la ter- 
cera parte de un año de prisión correccional 
con que están sancionadas en la ley las dolosas, 
aumentados en una tercera parte por las otras 
dos infracciones. Artículos 67, 68, 88, 311 inciso 
20. y 449 del Código Penal. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi 
dad con lo considerado y los artículos 674, 694, 
728, 735, 736 del Código de Procedimientos Pe- 
nales; 222, 224, 233 y 234 del Decreto Guber- 
nativo 1862, CASA la sentencia recurrida en 
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el aspecto considerado y al resolver acerca del 
mismo, impone al reo Félix Aquino Recinos, la 
pena de CINCO MESES Y DIEZ DIAS de arres- 
to menor, conmutable en su totalidad a razón 
de veinte centavos de quetzal diarios, no ha- 
ciendo aplicación de la facultad que confiere 
el artículo lo. del Decreto 1484 del Congreso, 
en atención a la calidad de la pena impuesta. 
Notifíquese y en la forma aue corresponde de- 
vuélvanse los antecedentes. (Ponente Vocal lo.) 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Gonzalo Guillermo Velásquez Calderón, 
por el delito de lesiones culposas. 


DOCTRINA: No hay responsabilidad en los he- 
chos cometidos por imprudencia, cuando ésta 
nace de parte del que resultó lesionado. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, die- 
ciséis de abril de mil novecientos sesenta y dos. 


Para resolver se examina el recurso de casa- 
ción interpuesto por Gonzalo Guillermo Velás- 
quez Calderón contra la sentencia que con fe- 
cha veintinueve de junio de mil novecientos 
sesenta dictó la Sala Octava de la Corte de 
Apelaciones, en el proceso instruido contra el 
interponente por el delito de lesiones culposas 
ante el Juzgado Segundo de Primera Instancia 
de lo Criminal del departamento de Quezalte- 
nango. 


ANTECEDENTES: 


El veintinueve de abril de mil novecientos 
cincuenta y ocho, el comandante del segundo 
cuerpo de la policía nacional, Sebastián Fuen- 
tes Pérez dio parte al Juez Segundo de Paz de 
Quezaltenango que ese día, a las seis horas con 
diez minutos, en la esquina de la Eureka ocu- 
rrió un accidente de tránsito entre una bicicleta 
que era conducida de norte a sur por la cator- 
ce avenida manejada por Basilio Menchú y-una 
motocicleta que era conducida por Guillermo 
Velásquez, de oriente a poniente por la Cal- 
zada Minerva, siendo culpable este último por 
no haber hecho su parada reglamentaria en la 


franja blanca que señala uno zona de seguri- 
dad. Que los indicados señores resultaron con 
heridas, por lo que fueron hospitalizados, Al 
tomarle declaración a Gonzalo Guillermo Ve- 
lásquez Calderón, dijo: que cuando llegó al 
crucero donde sucedió el accidente, vio que 
venía a mucha velocidad un señor montado en 
una bicicleta, por lo que él, que manejaba a 
una velocidad moderada, frenó la moto pero el 
señor de la bicicleta se fue a estrellar contra su 
vehículo cayendo ambos al suelo y se lastima- 
ron. Basilio Menchú Cajcún, dijo: que al llegar 
al lugar del accidente, vio que venía un señor 


- en una motocicleta, pero como la calle donde 
transitaba tiene algo de pendiente, trató de 


frenar ya que oyó que el señor de la moto tam- 
bién lo hizo, pero que como es bajada, la bici- 
cleta no paró y él chocó contra la motocicleta; 
que no culpa a nadie, ya que fue obra de la 
fatalidad. Vencido el término legal fueron pa- 
sados los antecedentes al Juzgado Segundo de 
Primera Instancia de (Quezaltenango, quien 
mandó practicar las diligencias pertinentes, Se 
practicó inspección ocular en el lugar de los 
hechos, haciéndose constar en el acta respecti- 
va, que'en el poste que está, en el centro del 
crucero hay una señal de “alto” para los que 
van de oriente a poniente y que de consiguiente 
tiene prioridad la vía de la avenida. Al am- 
pliarle su declaración a Sebastián Fuentes Pé- 
rez manifestó: que considera que el culpable 
del accidente fue el conductor de la motocicle- 
ta, porque conducía a mucha velocidad; que 
presencio el accidente a una distancia de una 
cuadra. El agente de la policía José Esteban 
Pérez Avelarde dijo que al constituirse en el 
lugar de los hechos, estableció cuáles eran las 
direcciones en que iban los conductores de los 
vehículos motiva del proceso, y que estimaba 
que el conductor de la motocicleta tuvo la cul- 
pa del accidente, por la sencilla razón que no 
hizo la parada reglamentaria ya que para reba- 
sar la avenida debió haber parado en la cinta 
blanca que allí está marcada y due indica que 
es zona de prevención; que esta cinta, corta la 
calzada y da vía libre a los vehículos que tran- 
sitan por la catorce avenida o sea la misma que 
llevaba el ciclista Menchú Cajcún. Obra en 
autos el informe del expertaje hecho en los ve- 
hículos por Virgilio Hilario Sigúuenza Rodas, así 
como el informe de la policía nacional que in- 
dica que en la Calzada Minerva o sea en el 
lugar del hecho hay una línea de prevención. 
Se dictó orden de captura contra Guillermo Ve- 
lásquez Calderón y al ser habido e indagado 
dijo: que no tenía licencia para manejar; que 
el día de autos iba manejando su motocicleta 
y antes de llegar al crucero paró para cubrirse 
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porque había mucho frío, después continuó su 
marcha para volver a detenerla en una línea 
de prevención, que como consideró que no tenía 
obstáculo continuó, pero como había mucha ne- 
blina. de repente vio acercarse una bicicleta 
que venía para abajo; que el notarla frenó y 
fue en ese instante en el aue el ciclista chocó 
contra el tenedor del timón de la motocicleta, 
aventándolo, por cuyo motivo resultó golpeado. 


Se le motivó prisión correccional por el delito. 


de lesiones culpósas. Al tomarle confesión con 
cargos no se conformó con los que le fueron 
formulados. Enrique Galindo Oliva y Ezequiel 
de León Diaz declararon que el procesado tiene 
bastante práctica para manejar motocicleta y 
«que es muy prudente. Obra en autos el informe 
médico de las lesiones sufridas por Basilio Men- 
chú Cajcún que indica que necesitó para su 
curación ciento sesenta y nueve días sin secue- 
las. Con tales antecedentes y concluido el trá- 
mite, el Tribunal profirió su fallo en el que 
declaró: que Gonzalo Guillermo Velásquez Cal- 
derón es autor responsable de los delitos de 
lesiones y daños causados por culpa grave, im- 
poniéndole las penas de un año de prisión co- 
rreccional y dos meses de arresto menor, con- 
mutables la primera hasta en dos terceras par- 
tes y la segunda en su totalidad a razón de se- 
tenticinco centavos de quetzal diarios, con las 
demás accesorias, 


SENTENCIA RECURRIDA: 


Al conocer en grado la Sala Octava de la 
Corte de Apelaciones, con fecha veintinueve de 
junio de mil novecientos sesenta, dictó senten- 
cia confirmando la de Primera Instancia, con 
la reforma, de que la conmuta de las penas 
impuestas es de diez centavos diarios. Funda- 
mentó su fallo en las siguientes consideracio- 
nes: “que la culpabilidad del procesado Gonza- 
lo Guillermo Velásquez Calderón ha quedado 
debidamente justificada en autos, toda vez que, 
según se desprende de la información por los 
agentes de la policía nacional Sebastián Fuen- 
tes Pérez y José Esteban Pérez Avelarde y co- 
rroborada por la inspección ocular practicada 
y el peritaje rendido por Virgilio Hilario Si- 
gúenza Calderón, fue el procesado el que no 
hizo la parada reglamentaria en el crucero del 
accidente. lo que dio lugar a qué el ofendido 
fuera a colisionar con él, con lo cual le produjo 
fractura de la clavícula y lesiones que curaron 
en ciento sesentinueve días, y además daños a 
la bicicleta del sujeto del delito por valor de 
«veinticinco quetzales, o sea que los hechos pes- 
quisados constituyen los delitos de lesiones y 
daños culposos que deberán castigarse con las 


penas de un año de prisión correccional y dos 
meses de arresto menor”. 


RECURSO DE CASACION: 


Gonzalo Guillermo Velásquez Calderón, con 
auxilio del abogado Oscar H. Bonilla Flores in- 
terpuso el recurso que se examina, con funda- 
mento en los incisos lo, y 80, del artículo 676 
del Código de Procedimientos Penales (10. del 
Decreto 487 del Congreso de la República), y 
citó como violados los artículos: 11, 13, 14 inciso 
30. , 15, 309 inciso 30., 447, 449 del Código Pe- 
nal; 568, 609 incisos lo., 20.. 30. y 4o, del Código 
de Procedimientos Penales. Argumenta el in- 
terponente, que la estimación de la Sala es 
errónea en cuanto a que el hecho inicial de la 
infracción a los reglamentos de tránsito por su 
parte, en el sentido de que rebasó la franja 
blanca que marcaba “precaución” al llegar al 
crucero de mérito, no fue la causa determinan- 
te del accidente, sino como se establece con la 
declaración de los testigos, la inspección ocular 
practicada. informes de la policía y del experto 
Virgilio Hilario Sigúenza Rodas, la causa de- 
terminante del accidente, fue debido a que la 
bicicleta conducida por el ofendido, se fue a 
estrellar con la motocicleta aue él (el interpo- 
nente) tripulaba, la cual se encontraba parada. 
Que tuvo necesidad de parar su vehículo inme- 
diatamente después de la citada franja blanca, 
debido a aue por las pocas condiciones de visi- 
bilidad era imposible que desde aauélla, se 
diera cuenta de aue otro vehículo venía en la 
catorce avenida, sin rebasar la relacionada fran- 
ja y sin asomar la parte delantera del vehículo 
que él tripulaba. Que la verdadera causa de- 
terminante del accidente fue que la bicicleta 
conducida por el ofendido, por venir a excesiva 
velocidad se estrelló en la motocicleta del in- 
terponente. Que los hechos que la sentencia de- 
clara como probados han sido calificados y pe- 
nados por la Sala como delito, sin serlo, pues 
él actuó con la debida diligencia y que el hecho 
fue meramente fortuito, violando así la Sala el 
artículo 15 del Código de Procedimientos Pe- 
nales. Que además, en la apreciación de las 
pruebas la Sala incurrió en error de derecho al 
dar por establecidos extremos que conducen a 
la conclusión aue debieron contemplar y sobre 
todo poraue estimó como buena una prueba tes- 
timonial deficiente conforme a la ley, así como 
una confesión, que no contiene hechos justifi- 
ciables. Indica el interponente que la doctrina 
general de la casualidad señala en forma indu- 
dable, que no basta la infracción a un regla- 
mento si dicha infracción no es la causa efi- 
ciente del suceso; es decir, que para que co- 
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mience la culpabilidad en el sujeto activo no es 
suficiente el paso inicial, si no es directamente 
el causante del evento posterior; que si él de- 
tuvo la marcha de su vehículo que conducía, 
aun cuando rebasó la línea preventiva del caso 
y sobre dicho vehículo fue a estrellarse el ci- 
clista, nunca podría estimarse que aquella in- 
fracción al reglamento, fuera la causa directa 
o eficaz del suceso, 


Transcurrida la vista, procede resolver. 
CONSIDERANDO: 


Dos son los casos de procedencia señalados 
por el recurrente, o sean los contenidos en los 
incisos lo. y 80. del artículo 676 del Código de 
Procedimientos Penales y sus reformas conte- 
nidas en el inciso lo. del Decreto 487 del Con- 
greso de la República, los cuales estatuyen por 
su orden que procede el recurso de casación: 
“cuando los hechos que en la sentencia se de- 
claran probados sean calificados como delito no 
siéndolo, o cuando se penen a pesar de existir 
una circunstancia eximente de responsabilidad 
criminal o a pesar de que circunstancias lega- 
les posteriores a la comisión del delito impidan 
penarlo, y cuando en la apreciación de las 
pruebas se haya cometido error de derecho o 
error de hecho si este último resulta de docu- 
mentos o actos auténticos que demuestren de 
modo evidente la equivocación del juzgador”. 
Siendo así el planteamiento del recurso, debe 
examinarse en primer lugar en lo que se re- 
fiere al segundo caso de procedencia. El recu- 
rrente afirma aue la Sala sentenciadora cometió 
error de derecho en la estimación del concepto 
de imprudencia temeraria, pues está basada en 
arbitrariedad e ilegalidad; que la Sala asegura 
que con las declaraciones dadas por Sebastián 
Fuentes Pérez y José Esteban Pérez Avelarde, 
inspección ocular practicada, confesión judicial 
prestada por el reo, e informe de la policía y 
del experto Virgilio Hilario Sigúenza Rodas, 
con las cuales da por probado que el día del 
hecho el recurrente caminaba de poniente a 
oriente sobre la avenida “Minerva” y al llegar 
a la catorce avenida de la zona tres rebasó 
ésta, es decir, que pasó la línea preventiva que 
le obligaba a detener la marcha para dar paso 
a los vehículos que transitaban por la catorce 
avenida, dando margen a la colisión de la mo- 
tocicleta que él tripulaba con la bicicleta que 
conducía el ofendido Basilio Menchú Cajcún; 
que con los medios de prueba enumerados se 
estableció que tal colisión tuvo lugar precisa- 
mente en la avenida, de donde se colige la in- 
fracción de los reglamentos de tránsito por su 


parte y por consiguiente su actuación culpable, 
pues al conducir su motocicleta debió parar pa- 
ra dar paso a la bicicleta y al no hacerlo así 
actuó empleando medios notoriamente inade- 
cuados y prohibidos expresamente por la ley, 
razones por las cuales calificó el hecho de grave 
y por ello la culpa de temeraria; que la estima- 
ción de la Sala Octava es errónea en cuanto el 
hecho inicial de la infracción a los reglamentos 


de tránsito por parte de él, en el sentido de - 


que rebasó la franja blanca que mandaba “pre- 
caución” al llegar al crucero de mérito, asegu- 
rando que fue la causa determinante del acci- 
dente, como se establece con las declaraciones 
de los testigos ya citados, inspección ocular, 
informe de la policía y del experto Hilario Si- 
gúenza Rodas, cuando la causa determinante 
del accidente fue debida a que el ofendido que 
conducía la bicicleta se fue a estrellar con su 
motocicleta; que él tuvo necesidad de parar su 
vehículo inmediatamente después de la franja 
blanca, debido a la poca visibilidad de que era 
imposible darse cuenta que otro vehículo vi- 
niera en:.la catorce avenida, sin rebasar la re- 
lacionada franja y sin asomar la parte delan- 
tera de la moto que él tripulaba; que la verda- 
dera causa del accidente como ya dijo fue que 
el que conducía la bicicleta venía a gran velo- 
cidad y se fue a estrellar en su moto que en 
este momento estaba parada, tanto más que 
del punto donde él detuvo la moto al poste 
central del crucero, como consta en autos, hay 
un espacio de seis metros por los cuales perfec- 
tamente puede. pasar un vehículo más grande, 
con mayor razón una bicicleta; que el conductor 
de ésta tuvo espacio suficiente por dónde pasar 
sin irse a estrellar a su motocicleta parada que 
él conducía; que si no hubiera hecho el alto 
reglamentario si podía calificarse su actitud de 
temeraria, Hace una serie de argumentaciones 
para demostrar que no existió de su parte la 
imprudencia que se le atribuye, mucho menos 
que ésta fuera temeraria, por lo que la Sala 
sentenciadora al declarar que con los hechos 
probados se establecía un delito sin serlo, violó 
el artículo 15 del Código Penal, incurriendo en 
error de derecho en la apreciación de la prue- 
ba, ya que la testimonial enumerada es defi- 
ciente y que su confesión no contiene hechos 
justiciables como se dijo. En efecto, al exami- 
nar la declaración del ofendido Basilio Menchú 
Cajcún, se observa que el día veintinueve de 
abril de mil novecientos cincuenta y ocho, en 
el barrio de La Democracia cerca de la Se- 
gunda Estación de la Policía Nacional, vio que 
venía un señor montado en una motocicleta, 


- pero como la calle donde él venía tiene algo de 


pendiente, trató de frenar, toda vez de que el 
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señor de la moto también había frenado pero 
no pudo parar su vehículo por ser bajada y fue 
a chocar contra la moto y por consiguiente am- 
bos cayeron al suelo y se lesionaron, habiendo 
salido el declarante con un raspón cerca del 
ojo derecho y la clavícula derecha safada, que 
la culpa no fue de ninguno de los dos, toda vez 
de que ambos trataron de parar sus vehículos; 
que fue obra de la fatalidad y por lo tanto, no 
tiene nada que pedir contra Guillermo Velás- 
quez, ya que el hecho fue obra de una mera 
desgracia, y así se explica porque a folios trein- 
ta y ocho de la causa en escrito debidamente 
autenticado, Basilio Menchú se presentó al Juez 
Segundo de Primera Instancia desistiendo ex- 
presamente de la acusación y separándose del 
procedimiento criminal por estimarlo así con- 
veniente. De los dos testigos que la Sala toma 
para dar por probado el hecho investigado, el 
primero o sea Sebastián Duarte Pérez, que fue 
el que dio parte al Juez de Paz asegura, que 
el culpable del hecho fue Gonzalo Guillermo 
Velásquez Calderón, pero propiamente tal per 
sona no es testigo sino denunciante, aunque con 
posterioridad se le tomó declaración como testi- 
go y el segundo José Esteban Pérez Avelarde 
flice entre otras cosas, que el veintinueve de 
abril de mil novecientos cincuenta y ocho como 
a las seis menos cuarto de la mañana se en- 
contraba trabajando en el segundo cuerpo de 
la policía cuando llegó un individuo a poner en 
conocimiento de que en la esquina de la Eureka 
había un accidente, entre una bicicleta y una 
motocicleta, que inmediatamente se le ordenó 
ir a tomar nota de lo sucedido y hace la des- 
cripción cómo se encontraban ambos vehículos, 
por lo que no es testigo presencial del hecho. 
El sindicado Gonzalo Guillermo Velásquez Cal- 
derón no aceptó en ninguna forma su culpabi- 
lidad y por consiguiente no hay tal confesión, 
ya que de haberla, habría un reconocimiento 
del hecho contra sí mismo, lo cual no existe. La 
inspección ocular por sí sola no prueba el he- 
cho, mucho menos la culpabilidad de Velás- 
quez Calderón y en cuanto al peritaje rendido 
por Virgilio Hilario Sigúenza Rodas sólo puede 
- aceptarse en cuanto al daño material, pero no 
en cuanto a la demostración de culpabilidad 
alguna, En vista de todo lo relacionado, la im- 
prudencia temeraria a que se refiere la Sala 
sentenciadora no está caracterizadá con sus ele- 
mentos integrantes: o sea una acción u omisión 
voluntaria no maliciosa; un daño material y 
una relación de casualidad entre la acción y la 
omisión y el mal causado, ya que sólo se obje- 
tivó el daño material, no así los otros elemen- 
tos. En consecuencia. al calificar la Sala sen- 
- tenciadora que de parte de Gonzalo Guillermo 


Velásquez Calderón hubo imprudencia temera- 
ria violó el artículo 15 del Código Penal y por 
consiguiente procede casar la sentencia recu- 
rrida y dictar la que corresponde en derecho. 
Artículos 568, 570, 571, 573 y 609 del Código 
de Procedimientos Penales. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con base en 
lo que determinan los artículos 222, 224, 227, 
233 y 234 Decreto Gubernativo 1862; 684, 726, 
727, 728, 733, 735 y 736 Código de Procedimien- 
tos Penales, CASA la sentencia recurrida y re- 
solviendo sobre lo principal absuelve a Gon- 
zalo Guillermo Velásquez Calderón por falta 
de prueba de los cargos que le fueron formula- 
dos por los delitos de lesiones y daños cometi- 
dos por imprudencia temeraria. Notifíquese y 
con certificación de lo resuelto, devuélvanse los 
antecedentes. (Ponencia del Magistrado Alber- 
to Argueta Sagastume). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Zoila Marta Armas Avendaño de Ba- 
rrutia por el delito de estafa. 


DOCTRINA: Para que pueda hacerse el estudio 
de fondo del recurso de casación, es indispen- 
“sable que además de la cita de los casos de 
procedencia y de las leyes que se estiman 
como infringidas, se expresen las razones de 
la impugnación, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, dieci- 
siete de abril de mil novecientos sesenta y dos. 


Para resolver se examina el recurso de casa- 
ción interpuesto por Luis Eduardo Guirola Leal, 
contra la sentencia que el seis de octubre del 
año próximo pasado dictó la Sala Cuarta de la 
Corte de Apelaciones, en la causa que por el 
delito de estafa se le instruyó a Zoila Marta 
Armas Avendaño de Barrutia, ante el Juzgado 
Cuarto de Primera Instancia de lo Criminal de 
este departamento. 


A GACETA DE-LOS TRIBUNALES 


ANTECEDENTES: 


El cuatro de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y nueve, en el Juzgado indicado, Luis 
Eduardo Guirola Leal se presentó querellándo- 
se en contra de Zoila M, de Barrutia, indican- 
do aue lo había hecho víctima del delito de es- 
tafa, el cual consistía en lo siguiente: que la 
acusada le hizo pago al querellante con un che- 
que librado contra el Banco de América por 
valor de mil seiscientos cincuenta quetzales, el 
que al ser cobrado, no lo hicieron efectivo, por 
no tener fondos suficientes para cubrirlo. Acom- 
pañó copia legalizada del protesto levantado 
por el notario Oscar Jiménez Véliz del respec- 
tivo cheque. Al ratificar la querella y en vía 
de ampliación Guirola Leal entregó al Tribunal 
el cheque del. Banco América número M-cero 
treinta mil trescientos setenta y siete, librado 
a su favor por Zoila M. A. de Barrutia el ocho 
de marzo de mil novecientos cincuenta y nueve; 
agregando que hacía alrededor de once meses, 
es decir en los primeros días de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho, llegó a su 
oficina Carlos Barrutia, esposo de la acusada, a 
proponerle que le hiciera un préstamo de mil 
quinientos quetzales, ofreciéndole que en un 
término de dos meses le devolvería tal suma, 
más ciento cincuenta que le reconocería de in- 
tereses; que habiéndose vencido tal término, 
llegó a la casa de Barrutia a hacerle el cobro, 
encontrando solamente a la acusada, quien le 
indicó que no podía cancelarle el préstamo y 
le pidió le diera otro mes, para cuya garantía 
le extendió el cheque en relación; que vencido 
este otro mes fue a la casa de la acusada, pero 
le indicaron que ella y su esposo no se encon- 
traban en la capital; que cuatro meses más 
tarde encontró a éste, quien le dijo que ven- 
dería uno de sus carros para cancelarle la deu- 
da, pero que no habiendo cumplido con su pro- 
mesa y viendo que el tiempo pasaba, fue cuan- 
do dispuso poner su denuncia ante el Tribunal. 
Con tales antecedentes el Juez libró órdenes de 
captura contra la procesada, las cuales fueron 
cumplimentadas y al ser indagada ésta mani- 
festó: que efectivamente Guirola Leal le había 
prestado a su esposo la suma de mil quinien- 
tos quetzales, a un plazo de dos meses y con 
un interés del diez por ciento, pero que a con- 
secuencia de habérsele quemado el negocio que 
tenían, no le había sido posible pagar y fue por 
ello que el día que les llegó a cobrar, ella, sa- 
biendo que su cuenta en el Banco ya estaba 
casi cancelada, le extendió un cheque como 
garantía de pago, con la condición que no lo 
cobrara y aque además se lo había dado, porque 
este señor la amenazó con meterla a la cárcel 


si no le cancelaba la deuda, habiéndose dado 
cuenta de ello Eduardo Marsicovétere, José An- 
tonio Arévalo, Zoila de Porres y Edelmira Cor- 


tez. Por el delito de estafa se le redujo a prisión - 


provisional, La causa se elevó a plenario y al 
tomarle confesión con cargos a la procesada, 
ésta no se conformó con los aque le fueron for- 
mulados, Se dictó auto para mejor resolver a 
fin de que se practicaran las diligencias si- 
guientes: a) solicitar al Banco de América in- 
forme sobre el estado de la cuenta de la pro- 
cesada en la fecha de la comisión del delito; 
quien al rendir su informe indicó que el ocho 
de marzo de mil novecientos cincuenta y nueve 
Zoila Marta Armas Avendaño de Barrutia, no 
tenía cuenta porque la había cancelado aproxi- 
madamente un mes antes; b) oír a los testigos 
propuestos en la indagatoria por la procesada: 
Edelmira Cortez Ruiz, José Antonio Arévalo 
Ortiz, Zoila González de Porres y Estuardo Mar- 
sicovétere Mendizábal, quienes al declarar di- 
jeron: que efectivamente habían estado presen- 
tes en el momento que Luis Eduardo Guirola 
Leal, le había llegado a cobrar a la procesada 
y la había amenazado con meterla a la cárcel 
si no le pagaba lo adeudado dentro del plazo 


fijado y fue por ello que dicha señora se vio” 


prácticamente obligada a extender el cheque 
con fecha adelantada; c) mandar que el ofen- 
dido reconociera la autenticidad de una carta 
que envió al esposo de la procesada; y al practi- 
carse tal diligencia aquél reconoció dicha carta 
en la que indicaba que si no le pagaba el dine- 
ro, la llevaría a los Tribunales de Justicia. 

El Juez dictó su fallo en el que declaró: que 
Zoila Marta Armas Avendaño de Barrutia, es 
autora responsable del delito de estafa, por el 
cual le inflinge la pena de tres años cuatro 
meses de prisión correccional, conmutable en 
sus dos terceras partes a razón de diez centavos 
de quetzal diarios, e hizo las demás declara- 
ciones respecto a las penas accesorias. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Cuarta de la Corte de Apelaciones, 
al conocer en grado, revocó la sentencia de pri- 
mera instancia y resolviendo en derecho, absol- 
vió a Zoila Marta Armas Avendaño de Barru- 
tia de los cargos que como autora del delito 
de estafa se le formularon y por falta de tipici- 
dad en este mismo delito, dejando expresa- 
mente a salvo los derechos de la parte acusa- 
dora en el orden civil respectivo, Fundó su 
fallo en las siguientes consideraciones: “el fa- 
llo de examen se funda básicamente en el con- 
tenido del artículo 780 del Código de Comer- 
cio, párrafo segundo, al determinar que incurre 
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en el delito de estafa el librador que expide un 
cheque sin tener fondos disponibles, o que dis- 
pone de ellos antes de que transcurra el plazo 
para que el cheque librado sea presentado al 
cobro, situación en que coloca a la procesada 
Zoila Marta Armas de Barrutia para imponerle 
la pena de tres años y cuatro meses de prisión 
correccional y por militar a favor de la misma, 
la circunstancia atenuante de responsabilidad 
criminal derivada de haber actuado bajo ame- 
naza del acusador, circunstancia que se en- 
cuentra debidamente probada con el dicho de 
los testigos Edelmira Cortez Ruiz, José Anto- 
nio Arévalo Ortiz, Zoila González de Porres y 
Estuardo Marsicovétere Mendizábal y por la 
razón de que dado el valor del cheque. materia 
del delito, la pena a imponer es la de cinco 
años de prisión correccional. Con esta base rí- 
gida se acepta que se ha consumado el delito 
de estafa. La Honorable Corte Suprema de Jus- 
ticia, en fallo que puede verse a folio ciento 
once de la “Gaceta de los Tribunales” corres- 
pondiente a los meses de enero a junio de mil 
novecientos cincuenta y seis, dio vida a la doc- 
trina que literalmente dice: “No viola la ley, el 
tribunal que absuelve al librador de un cheque, 
no pagado por falta de fondos, cuando de acuer- 
do con la estimación de pruebas contenidas en 
su sentencia, resulta establecido que se desvir- 
tuó su función propia”. Para llegar a esta defi- 
nición doctrinaria, el mismo fallo indica que 
el hecho que se tuvo como probado fue, “que el 
cheque no se extendió como orden de pago, 
desvirtuándose así su función propia, con lo 
que el hecho, motivo de este juicio no es cons- 
titutivo de delito”. En el caso de examen, pro- 
bado. como se acepta en el fallo la firma del 
cheque bajo amenaza o coacción, debe-entrarse 
al estudio del dicho del acusador y contenido 
de la confesión de la procesada. El primero 
acepta haber hecho un préstamo, en efectivo 
y a interés al esposo de la procesada, quien 
por las razones que expone no pudo hacer la 
cancelación dentro del plazo convenido; que 
por este motivo y en la forma aue también in- 
dica el mismo acusador, obtuvo que la proce- 
sada firmara un nuevo cheque a su favor y por 
la cantidad prestada, más los intereses conve- 
nidos y como este último cheque no fuera pa- 
gado por el Banco librado y por falta de fon- 
dos de la libradora, habiendo sido protestado 
en la forma de ley, constituyó la base del pro- 
ceso que ha terminado en primera instancia 
con el fallo, motivo del recurso de apelación. 
La procesada por su parte, 'en su confesión, 
acepta la exposición del acusador, es decir, los 
dos llegan a ponerse de acuerdo. Del estudio 
de la relación del dicho de ambos se llega a las 


conclusiones siguientes: a) que el origen del 
cheque protestado fue un contrato de mutuo a 
interés celebrado entre el acusador, como mu- 
tuante y el esposo de la procesada, Carlos Ba- 
rrutia; b) que esta deuda había sido contraída 
por el mismo señor Barrutia y como conse- 
cuencia la obligación de pago era personal del 
mismo; y Cc) que la procesada no tenía el ca- 
rácter de deudora del procesado y por consi- 
guiente ninguna obligación personal de pagar 
la suma proveniente del contrato de mutuo a 
interés. Como se observa, el contrato de mutuo 
celebrado entre el acusador, Luis Eduardo Gui- 
rola Leal y Carlos Barrutia, dada la cantidad 
mutuada, debió haberse hecho constar en es- 
critura pública o en documento autenticado y 
la garantía para el cumplimiento de las obli- 
gaciones contraídas por el mutuario, debieron 
haberse impuesto en las formas usuales para 
esta clase de contratos, pero no con el respaldo 
de un cheque librado por una persona que de 
antemano, su acreedor sabe que no tiene fon- 
dos y por la razón de que lógicamente se des- 
prende de que si se recibe una cantidad a mu- 
tuo, teniéndose dinero en una institución ban- 
caria, resulta más fácil, legal y económico reti- 
rar estos fondos sin necesidad del cargo o re- 
cargo de intereses. Estas consideraciones son 
aplicables en cuanto a las obligaciones con- 
traídas personalmente por Carlos Barrutia con 
el acusador, Luis Guirola Leal. Ahora bien: no 
habiendo sido la procesada la deudora y habién- 
dose probado en la forma que consta en el fallo 
de primer grado que se vio obligada a firmar 
el cheque que le llevó, en el orden 'penal, ante 
los tribunales, no cabe sino aceptar que este 
cheque desvirtuó su función propia y como con- 
secuencia que este caso cae perfectamente den- 
tro de la doctrina de la Honorable Corte Supre- 
ma de Justicia que se ha considerado y por la 
misma razón el fallo condenatorio debe ser re- 
vocado y absolverse a la procesada por no per- 
filarse el delito de estafa contenido en el ar- 
tículo 780 del Código de Comercio y leyes pe- 
nales substantivas que regulan el delito de es- 
tafa y por la razón de que el cheque, jamás 
puede ser un medio de garantía de un contrato 
del orden civil, como lo es el mutuo, el cheque 
debe ser lisa y llanamente una orden de pago 
de una persona que tiene dinero en un banco 
para que por su cuenta haga una cancelación 
tal Institución de Crédito. 


RECURSO DE CASACION: 
Luis Eduardo Guirola Leal, con auxilio del 


abogado Oscar Jiménez Véliz, interpuso el re- 
curso que se examina por error de derecho y de 
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hecho en la apreciación de la prueba, con fun- 
damento en los artículos 673, 674 inciso 1o., 676 
inciso 20, y 80. del Código de Procedimientos 
Penales, citando como leyes violadas los ar- 
tículos lo., 11, 418 inciso 50. del Código Penal 
y 780 del Código de Comercio. Dice que inter- 
pone el recurso porque la Sala estimó que no 
había delito de estafa en el hecho imputado, a 
pesar de que perfectamente está tipificada esa 
infracción; y que además se hizo una incorrec- 
ta apreciación de la prueba; ofreciendo detallar 
tales hechos en su oportunidad. 


Transcurrida la vista, procede resolver. 
I 
CONSIDERANDO: 


Por la forma del planteamiento del recurso 
debe examinarse en primer lugar el caso de 
procedencia contenido en el inciso 80. del ar- 
tículo 676 del Código de Procedimientos Pena- 
les. El recurrente impugna el fallo de Segun- 
da Instancia, diciendo simplemente que hubo 
incorrecta apreciación de la prueba y que se 
cometió error de derecho y de hecho, sin decir 
en qué consiste uno y otro, a efecto de que el 
Tribunal estuviera en capacidad de examinar 
los elementos de convicción aue tuvo en cuenta 
la Sala sentenciadora para fundamentar su fa- 
llo, pues dada la naturaleza limitada y extraor- 
dinaria del recurso de casación, cuando a juicio 
del recurrente se hubiere apreciado equivoca- 
damente la prueba debe indicar concretamente 
cuál es la que estima erróneamente apreciada 
y además en qué consiste el error si éste es de 
derecho, o señalar sin lugar a dudas el docu- 
mento o acto auténtico que demuestre la equi- 
vocación del juzgador si es de hecho, tal como 
lo requiere expresamente el artículo 682 del 
Código de Procedimientos Penales en su inciso 
80. De ahí que cuando faltándose ostensible- 
mente a la técnica de la casación, como en el 


presente caso, que simultáneamente se denun-. 


cia error de derecho y de hecho en la estima- 
ción de las pruebas, es imposible jurídicamente 
hacer el estudio comparativo para determinar 
si incurrió o no en ellas y por consiguiente, el 
recurso así planteado tiene que desestimarse 
por imperativo legal, en cuanto a este motivo. 


II 
CONSIDERANDO: 


El segundo caso de procedencia, o sea el con- 
tenido en el inciso 20. del artículo 676 del Có- 


digo de Procedimientos Penales, que estatuye: 
“Cuando los hechos que en la sentencia se de- 
claren probados no se califiguen o no se ponen 
como delitos siéndolo, y sin que circunstancias 
legales posteriores impidan penarlos”, cabe de- 
cir que, tampoco procede examinar tal impug- 
nación para ver si la Sala sentenciadora de 
acuerdo con este caso de procedencia cometió 
error, ya que el recurrente ninguna argumen- 
tación hizo en el escrito de introducción del 
recurso, pues sólo dijo aue lo haría el día de la 
vista, sin haberlo verificado. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en lo considerado, leyes citadas y lo que 
preceptúan los artículos 222, 224 y 227 Decreto 
Gubernativo 1862; 690 del Código de Procedi- 
mientos Penales, DESESTIMA el presente re- 
curso de casación y condena al recurrente a 
quince días de prisión simple, conmutables a 
razón de diez centavos de quetzal por día. No- 
tifíquese y en la forma que corresponde, de- 
vuélvanse los antecedentes respectivos. (Ponen- 
cia del Magistrado Alberto Argueta Sagastume). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Javier Ordóñez López, por el delito de 
lesiones graves. 


DOCTRINA: Para que el error en la aprecia- 
ción de la prueba pueda motivar la casación, 
es necesario que sea capaz de modificar al- 
guno de los hechos que se declaran probados 
y que sirva de fundamento al fallo que se 
impugna, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
te de febrero de mil novecientos sesenta y dos. 


Para resolver se examina el recurso de casa- 
ción interpuesto por el licenciado Fidelino An- 
tonio Lemus Duarte, como defensor de Javier 
Ordóñez López, a quien se enjuició por el de- 
lito de lesiones en el Juzgado Primero de Pri- 
mera Instancia de Jutiapa. 
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ANTECEDENTES: 


El procedimiento se inició el seis de abril de 
mil novecientos cincuenta y nueve, en el Juz- 
gado de Paz de Jutiapa en virtud de parte que 
diera Florencio Ordóñez Salvatierra, alcalde 
auxiliar del cantón “Animas Lomas” de aque- 
lla cabecera, indicando haber encontrado -a Flo- 


rentín Guevara García lesionado en el camino 


real de ese cantón. Florentín Guevara García, 
declaró que el día anterior, cuando se dirigía 
para su casa de habitación, como a las veinti- 
cuatro horas, sintió que le asestaron una pe- 
drada en la cabeza dejándolo sin conocimiento 
y cuando volvió en sí se dio cuenta que le ha- 
bían inferido varias heridas en diversas partes 
del cuerpo sin saber quién o quiénes lo hayan 
agredido; posteriormente, el veintidós de abril 
del mismo año, propuso se examinara a Domin- 
go Olivares, Lino Muñoz, Catalina García y Lo- 
renzo López Rosales; los tres primeros declara- 
ron haber visto que como a las veinte horas, 
en el camino que conduce al cantón “Animas 
Lomas”, Javier, Ubaldo, Timoteo y Reyes Ló- 
pez Ordóñez, atacaban con sus machetes a Flo- 
rentín Guevara García, quien se encontraba bo- 
tado en el suelo; el último se produjo en los 
mismos términos, pero dijo que no había podi- 
do distinguir bien a quién atacaban los herma- 
nos López Ordóñez; que sólo vio que daban 
machetazos a un objeto que se encontraba tira- 
do en el suelo. Cuando ya se había ordenado su 
captura, se presentó al Tribunal Javier Ordóñez 
López y declaró que el día cinco de abril, como 
a las veinte horas, cuando regresaba de su tra- 
bajo acompañado de su sobrino Raymundo Ma- 
rroquín, fue atacado sorpresivamente por Flo- 
rentín Guevara García y Román Salvatierra, 
causándole algunas lesiones en ambas manos, 
por lo que en su defensa sacó su corvo y atacó 
a sus agresores, pero no supo si haya herido 
a alguno porque como ellos lo desarmaron y le 
pegaron también a su sobrino, optó por huír 
para salvarse de la agresión de que era objeto. 
Félix Edmundo Arias Marroquín, de doce años 
de edad, corroboró lo dicho por el procesado. 
José Salvatierra González, Cesáreo Pérez. Sal- 
vatierra y Francisco Salvatierra Godoy, decla- 
raron haber presenciado que fue Guevara Gar- 
cía y Román Salvatierra quienes el día y hora 
de autos, atacaron con sus machetes a Javier 
Ordóñez López, quien para defenderse de sus 
agresores se vio precisado a hacer uso también 
de su machete; sólo el testigo José Salvatierra 
González dice que no recuerda haber visto en 
el momento de la agresión a Román Salvatie- 
rra, sino únicamente a Florentín Guevara Gar- 
cía. El Médico Forense informó que Guevara 


García había sufrido vasias lesiones, tardando 
en curar de ellas treinta y ocho días con asis- 
tencia facultativa, quedándole impedimento fí- 
sico y funcional definitivo de los dedos anular 
y meñique de la mano izquierda en un ciento 
por ciento, afectando la mano en un cincuenta 
por ciento; que Félix Edmundo Arias Marro- 
quín y Javier Ordóñez López, también sufrie- 
ron varias lesiones producidas con arma cor- 
tante, de las que curaron en siete días sin que- 
darles ninguna secuela. Javier Ordóñez López 
fue reducido a prisión provisional por el delito 
de lesiones y al elevarse la causa a plenario no 
se conformó con este cargo. Durante la dila- 
ción probatoria sólo fueron examinados San- 
tiaga Alejandro Cortez y Pedro Calderas, a pro- 
puesta del defensor del reo, y quienes asegura- 
ron constarles que Catalina García es concu- 
bina de Florentín Guevara. 


Concluido el procedimiento, el Juez dictó su 
fallo declarando que Javier Ordóñez López es 
autor responsable del delito de lesiones graves, 
por el que le impuso la pena de tres años de 
prisión correccional conmutable en sus dos ter- 
ceras partes a razón de diez centavos de quet- 
zal por día; a Florentín Guevara García lo con- 
denó a veinte días de prisión simple conmuta- 
ble en su totalidad a diez centavos de quetzal 
diarios como autor de dos faltas contra las per- 
sonas; y dejó abierto el procedimiento contra 
Ubaldo, Reyes y Timoteo López Ordóñez. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Quinta de la Corte de Apelaciones 
confirmó el fallo de primera instancia en todas 
sus partes. Para el efecto consideró que la res- 
ponsabilidad del acusado quedó debidamente 
establecida con las declaraciones de Lorenzo 
López Rosales, Dominga Olivares y Lino Muñoz, 
quienes en lo substancial están conformes en 
haber presenciado el día y hora de autos que 
Ordóñez López y sus hermanos agredieron a 
Florentín Guevara García, causándole varias 
lesiones; que el mismo procesado confiesa su 
participación en el delito que se le imputa, 
pero asegura que actuó en legítima defensa, y 
con los testimonios de José Salvatierra Gon- 
zález, Cesáreo Pérez Salvatierra y Francisco 
Salvatierra Godoy, propuestos en su descargo, 
quedó corroborado que hubo una riña entre el 
acusado y el ofendido, 


RECURSO DE CASACION 


El abogado Fidelino Antonio Lemus Duarte, 
actuando en su concepto dicho, interpuso el 
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recurso de casación que se examina, contra la 
sentencia de segunda instancia ya relacionada, 
fundamentándola en el caso de procedencia 
contenido en el inciso 80, del artículo 676 del 
Código de Procedimientos Penales. Sostiene que 
la Sala incurrió en error de hecho al estimar 
que Catalina García corrobora lo afirmado por 
los testigos Lorenzo López Rosales, Domingo 
Olivarez y Lino Muñoz, “aun cuando en el ple- 
nario se haya establecido que era concubina del 
sindicado”. La equivocación de la Sala consiste 
en afirmar que la testigo García es concubina 
del sindicado, cuando según quedó establecido 
con los testimonios de Santiaga Alejandro Cor- 
tez y Pedro Calderas, dicha testigo hace vida 
marital con el acusador; que con este motivo se 
violaron los artículos 92 y 93 del Decreto Gu- 
bernativo 1862, 581 inciso 80., 586 fracciones 
la. y 3a. y por analogía el inciso 3o, del artículo 
580, todos del Código de Procedimientos Pe- 
nales. Que al estimar el tribunal sentenciador 
las declaraciones de Lorenzo López Rosales, Do- 
mingo Olivares, Lino Muñoz y Catalina García 
por una parte, José Salvatierra González, Ce- 
sáreo Pérez Salvatierra y Francisco Salvatierra 
Godoy, por la otra, incurrió en error de dere- 
cho con infracción de los artículos 584 y 585 
del Código de Procedimientos Penales, porque 
cada grupo de testigos sostiene que los hechos 
ocurrieron de manera distinta, atribuyendo unos 
la agresión al acusador y los otros al acusado, 
por lo que debió haberse declarado que no exis- 
te prueba del hecho o por lo menos indicar el 
Tribunal en qué se basaba para conferir mayor 
crédito a unos que a otros, ya que son iguales 
en número. 


Transcurrida la vista, procede resolver. 
CONSIDERANDO: 


En lo que respecta al error de hecho que se 
denuncia en relación a que la Sala estimó que 
la testigo Catalina García es concubina del sin- 
dicado y no del acusador, como quedó estable- 
cido con los testimonios de Santiaga Alejandro 
Cortez y Pedro Calderas, es de advertir que si 
bien es notoria la equivocación, carece de toda 
importancia desde luego que no acepta a la tes- 
tigo García como idónea, pues claramente in- 
dica que la prueba está constituida por los tes- 
timonios de Lorenzo López Rosales, Domingo 
Olivares y Lino Muñoz, quienes no fueron ta- 
chados y que la declaración de Catalina García 
sólo corrobora aquellos testimonios. 

En cuanto al error de derecho relacionado 
con la apreciación que se hizo de los dichos de 
Lorenzo López Rosales, Domingo Olivares, Lino 


Muñoz y Catalina García por una parte, y por 
la otra José Salvatierra González, Cesáreo Pé- 
rez Salvatierra y Francisco Salvatierra Godoy, 
asegurándose que como los testigos de una y 
otra parte son iguales en circunstancias y nú- 
mero y afirman los primeros que fue el acu- 
sado quien agredió a Guevara García y los se- 
gundos sostienen lo contrario, no existe prueba 
del hecho. Efectivamente los dos grupos de tes- 
tigos dan una versión distinta de los hechos en 
lo que se refiere a quién haya sido el agresor, 
pero precisamente por esta circunstancia y en 
aplicación dé lo que dispone el artículo 584 
del Código de Procedimientos Penales, la Sala, 
aunque no lo dice expresamente, consideró no 
estar probado este hecho sino simplemente el 
de que hubo una riña entre acusador y acusado, 
sin haberse establecido quién la provocó, En 
consecuencia, no existen los errores denuncia- 
dos ni la infracción de los artículos 92, 93 del 
Decreto Gubernativo 1862, 580 inciso 3o., 581 
inciso 80., 584, 585 y 586 fracciones la. y 3a. 
todos del Código de Procedimientos Penales. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fundamen- 
to en lo considerado y lo que preceptúan los 
artículos 222, 223, 224, 227, 233, 234 del Decreto 
Gubernativo 1862; 686, 690 y 694 del Código de 
Procedimientos Penales, declara: IMPROCE- 
DENTE el recurso de mérito y condena al in- 
terponente a la pena de quince días de prisión 
simple que podrá conmutar a razón de diez cen- 
tavos de quetzal por día, y dadas las condicio- 
nes en que se cometió el delito, se estima in- 
conveniente la aplicación en este caso, del ar- 
tículo 51 del Código Penal, reformado por el 
artículo 1o, del Decreto 1484 del Congreso. No- 
tifíquese y con certificación de lo resuelto, de- 
vuélvanse los antecedentes. (Ponencia del Ma- 
gistrado Arnoldo Reyes Morales). 


H, Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


CRIMINAL 


Contra Carlos Arreaga Albores, por los de- 
litos de homicidio y lesiones, 


DOCTRINA: Para estimar que concurre la cir- 
cunstancia atenuante de no haber tenido el 
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delincuente intención de causar un mal de 
tanta gravedad como el que produjo, es nece- 
sario que de los hechos probados así pueda 
inferirse lógicamente. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, quin- 
.ce de mayo de mil novecientos sesenta y dos. 


.Se ve para resolver el recurso de casación in- 
terpuesto por Carlos Arreaga Albores en la 
causa que por los delitos de homicidio y lesiones 
se le instruyó en el Juzgado Primero de Pri- 
mera Instancia de Quezaltenango. 


ANTECEDENTES: 


El quince de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y nueve, a eso de las veinte hores, 
en un salón de baile en la aldea Niminá, del 
municipio de El Palmar, en el departamento 
de Quezaltenango, fue herido Lucas Clemente 
Gramajo Rodas en una pierna y llevado inme- 
diatamente “al edificio de la Auxiliatura, en 
donde falleció momentos después sin haber po- 
dido sindicar a su heridor por el estado de in- 
consciencia en que llegó debido a la abundante 
hemorragia que le produjo la herida, la cual, 
según el informe médico respectivo, medía tres 
centímetros de longitud y estaba situada en la 
cara anterior del muslo izquierdo a dieciocho 
centímetros de la arcada crural con dirección 
de adelante atrás y de fuera adentro diagonal- 
mente, con profundidad de diez centímetros y 
seccionó casi completamente la arteria y venas 
femorales, causándole la muerte por “anemia 
aguda post. hemorragia externa por sección 
de arteria y venas femorales izquierdas”. En 
el mismo lugar y hora fueron lesionadas Celsa 
Gramajo Ramírez y Cristina Mazariegos, la 
primera en la mano derecha, habiendo curado 
en siete días, y la segunda, en la pierna izquier- 
da y curó en once días; ninguna de las dos co- 
noció a su heridor. El Juez menor de El Palmar 
inició el procedimiento criminal correspondien- 
te sindicándose por Carmen Gramajo Rodas, 
padre de la víctima, a Carlos Arreaga Albores 
como autor del hecho, pero los testigos exami- 
nados durante el sumario no confirmaron esta 
sindicación, concretándose unos a decir que lo 
habían visto en el salón donde se celebraba el 
baile, poco antes de la comisión del delito, ase- 
gurando Andrés Zúñiga Chacla y Serapio Vir- 
ginio Oxlaj López, que ese mismo día como a 
las catorce horas, habían reñido el acusado y 
la víctima, pero que la riña no había tenido 
mayores consecuencias, gracias a la interven- 
ción de varios amigos de ambos, El diecinueve 
del propio mes de septiembre, cuando ya la 


' . . 
causa se tramitaba en el Juzgado Primero de 


Primera Instancia de Quezaltenango, se presen- 
tó voluntariamente el acusado Carlos Arreaga 
Albores y al tomársele declaración en forma 
indagatoria, negó haber sido él el autor del ho- 
micidio y las lesiones que motivaron el pro- 
cedimiento. Durante la dilación probatoria, se 
recibieron los testimonios de Fermina Isabel 
Pérez y Simeón López Mazariegos, propuestos 
por la-parte acusadora y quienes declararon ha- 
ber visto cuando el procesado Carlos Arreaga 
Albores, hirió con un cuchillo a Lucas Clemente 
Gramajo Rodas, sin que mediara causa alguna, 
en el baile que se celebraba en la aldea Niminá, 
con motivo de la conmemoración de la inde- 
pendencia nacional, el quince de septiembre. 
Por parte de la defensa declararon Narciso Gra- 
majo Reyes, Manuel López Reyes, Leoncio Ló- 
pez y Salomón Pérez, el primero, que vio al 
procesado en el baile de que se ha hecho men- 
ción, pero que se retiró como a las dieciocho 
horas, y los tres últimos, que ese mismo día lo 
vieron pasar con dirección a su casa a la hora 
indicada. 


Concluido el procedimiento, el Juez dictó sen- 
tencia declarando que Carlos Arreaga Albores, 
es autor responsable del delito de homicidio, y 
lo condenó a sufrir la pena de seis años ocho 
meses de prisión correccional inconmutable, por 
estimar en su favor la atenuante de no haber 
tenido la intención de causar un mal de tanta 
gravedad como el que produjo y por falta de 
prueba, lo absolvió del cargo que por el delito 
de lesiones se le formuló. 


SENTENCIA RECURRIDA 


La Sala Séptima de la Corte de Apelaciones, 
al conocer en grado confirmó el fallo de prime- 
ra instancia con la modificación de que la pe- 
na que deberá purgar el enjuiciado, es la de 
diez años de prisión correccional, por no ha- 
berse establecido la atenuante que estimó el 
Juez. Para el efecto consideró: que en la causa 
quedaron plenamente probados los siguientes 
hechos: lo. que el día del suceso, estuvo el acu- 
sado en la fiesta que se celebraba en la aldea 
Niminá; 20. que ese mismo día como a las ca- 
torce horas, “hubo una dificultad entre Lucas 
Clemente Gramajo y el procesado Carlos Arrea- 
ga Albores, en la que alegaron y no tomó ma- 
yores proporciones por haberlos separado”; y 
3o. que el que hirió a Gramajo Rodas fue Arrea- 
ga Albores, Estima también el Tribunal sen- 
tenciador que la prueba de descargo carece de 
mérito porque el mismo procesado dijo que no 
tenía testigos que proponer, cuando fue inda- 
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gado y además, porque el hecho de que Arrea- 


ga Albores haya pasado por la casa de Manuel 
López Reyes, como a las dieciocho horas, no 
excluye la posibilidad de que antes o después 
haya estado en el baile donde ocurrió el crimen. 


RECURSO DE CASACION 


Carlos Arreaga Albores, con auxilio del abo- 
gado Gabriel Jacinto Sotomayor Vásquez, in- 
terpuso el presente recurso contra la sentencia 
relacionada, fundamentándolo en los casos de 
procedencia Contenidos en los incisos 50., 60. y 
80. del artículo 676 del Código de Procedimien- 
tos Penales y citó como infringidos los artículos 
574 del mismo Código y 22 inciso 30. del Có- 
digo Penal. Alega que el hecho por el que se 
le juzgó debió haberse declarado como consti- 
tutivo de imprudencia simple porque no hubo 
riña ni intención de inferir un daño tan grave 
a la víctima, y que debió haberse aplicado en 
su favor la atenuante contenida en el inciso 30. 
del artículo 22 del Código Penal. 


Transcurrida la vista, procede resolver, 
CONSIDERANDO: 


Aunque el recurrente cita como uno de los 
casos de procedencia en que apoya el recurso, 
el contenido en el inciso 80, del artículo 676 
del Código de Procedimientos Penales y como 
infringido el artículo 574 del mismo Código, no 
indica en qué forma apreció erróneamente la 
Sala sentenciadora la prueba en que fundó su 
fallo, lo que hace imposible el estudio de este 
aspecto, por carecerse de uno de los elementos 
indispensables para ese efecto. La misma defi- 
ciencia se advierte en el planteamiento en 
cuanto se refiere a que el delito que motivó el 
procedimiento se cometió por imprudencia sim- 
ple, porque no se cita ninguna ley relacionada 
con la culpa punible. 


Con respecto a que dejó de aplicarse en su 
favor la atenuante de no haber tenido la inten- 
ción de causar un mal de tanta gravedad como 
el que produjo, cabe estimar que negó haber 
sido él quien causó la muerte de Gramajo Ro- 
das y que el Tribunal sentenciador no tiene por 
probado hecho alguno del que pudiera inferirse 
cuál haya sido la intención del acusado al co- 
meter el delito que se le imputa, por el con- 
trario, se tiene por probado que el mismo día 
en que se cometió el hecho, pocas horas antes 
habían reñido con la víctima, lo que hace su- 
poner que sí tuvo la intención de causar a ésta 
un daño grave y por consiguiente, no concu- 


rriendo los elementos que caracterizan la cir- 
cunstancia atenuante de referencia tampoco fue 
infringido el artículo 22 inciso 30. del Código 
Penal. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fundamen- 
to en lo considerado y lo que preceptúan los 
artículos 222, 223, 224, 227, 233, 234 del Decreto 
Gubernativo 1862; 686, 690 y 694 del Código de 
Procedimientos Penales, declara: IMPROCE- 
DENTE el recurso de mérito y condena al in- 
terponente a la pena adicional de quince días 
de prisión simple que podrá conmutar a razón 
de diez centavos de quetzal por día. Notifíquese 
y con certificación de lo resuelto, devuélvanse 
los antecedentes, (Ponencia del Magistrado Ar- 
noldo Reyes Morales). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Augusto Enrique Chew Galdámez, por 
el delito contra la seguridad de la familia. 


DOCTRINA: Las circunstancias en que se come- 
tió el delito y las características personales 
del reo, eran determinantes para apreciar la 
conveniencia de suspender el cumplimiento 
de la condena, cuando la privación de la li- 
bertad no excedía de dos años de prisión co- 
rreccional, durante la vigencia del Decreto 
1246 del Congreso. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, die- 
cinueve de mayo de mil novecientos sesenta y 
dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de casación interpuesto por Augusto Enrique 
Chew Galdámez, contra la sentencia dictada por 
la Sala Cuarta de la Corte de Apelaciones de 
fecha cinco de julio del año recién pasado. en 
el proceso que se le siguió por delito contra la 
seguridad de la familia, ante el Juzgado de Pri- 
mera Instancia de lo Criminal de este depar- 
tamento. 
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ANTECEDENTES: 

Con fecha veinticuatro de junio de mil nove- 
cientos cincuenta y nueve, Luz Elvira Caballe- 
ros Chacón, compareció querellándose ante el 
Juez mencionado, contra Augusto Enrique Chew 
Galdámez, vecino de la Villa de Gualán, del 
departamento de Zacapa, porque ante el Juz- 
gado Cuarto de Primera Instancia de lo Civil, 
le siguió juicio para que se le fijara la pensión 
que debería suministrar para alimentos del me- 
nor Oscar Neftalí Chew Caballeros, que había 
sido procreado por ambos, y después de corri- 
dos los trámites dicho Tribunal dictó sentencia 
el seis de diciembre de mil novecientos cincuen- 
ta y ocho, condenándolo a pagar como pensión 
anticipada la suma de sesenta quetzales y aun- 
que el demandado no se conformó y apeló la 
Sala Segunda de Apelaciones confirmó en su 
totalidad el anterior fallo el dos de marzo de 
mil novecientos cincuenta y nueve, quedando 
firmes ambas sentencias y como Chew Galdá- 
mez se ha negado a cumplir con su obligación, 
a pesar de los requerimientos que le han hecho 
y cuando se trató de cumplir el embargo de- 
cretado judicialmente Aura Alicia Chew Gal- 
dámez, presentó una escritura que indicaba que 
el demandado ya no era dueño de la finca ur- 
bana número trescientos ocho, folio setenta y 
cuatro, del libro cuarto, grupo norte sino que 
ella; por otra parte el almacén que tiene en 
Gualán lo puso a nombre de su padre Francisco 
Chew; pero resulta que tanto el almacén como 
la finca urbana citada estaban registrados en 
la Administración de Rentas de Zacapa, a la 
fecha de haber entablado la demanda sumaria 
o sea el diecinueve de febrero de mil nove- 
cientos cincuenta y ocho, según la certificación 
que acompañaba expedida por el jefe de recep- 
tores de dicha oficina, en la que consta que el 
_negocio de referencia estaba amparado bajo el 
registro comercial respectivo y su correspon- 
diente boleta; que en el curso de la primera 
instancia del juicio sumario de alimentos Chew 
Galdámez presentó una certificación del alcalde 
de Gualán, en la que consta que éste es pro- 
pietario de un almacén y que con su producto 
sostiene a su padre Francisco Chew y a sus 
hermanos Hilda de Jesús, Aura Alicia, Genaro 
Ernesto, María Olimpia, Ana Mavilla y Fran- 
cisco Agustín, pero también quedó demostrada 
su propiedad en el almacén y que lo demás 
era falso, porque la Dirección General de la 
Policía Nacional, al pedirle informes al respecto, 
respondió: que Francisco Chew, padre del de- 
mandado es persona acomodada; que Hilda de 
-Jesús Chew convive con Alfredo Pineda en la 
finca “La Inca”, del departamento de Izabal; 


Que Genaro Ernesto Chew Galdámez es sastre 
y obtiene ingresos suficientes para vivir; y que 
Aura Alicia Chew tiene medios de subsistencia 
propios y que el demandado le traspasó con fe- 
cha doce de julio de mil novecientos cincuenta 
y ocho, ante el notario Eladio Paz Castañeda, 
la finca urbana anteriormente mencionada; que 
el propio demandado ante la Sala de Apela- 
ciones afirmó que era pobre, que no tenía bie- 
nes y que trabajaba como operario de su her- 
mano Genaro Ernesto, olvidándose de que en 
primera instancia había dicho que él era quien 
sostenía a su citado hermano; que como los he- 
chos anteriores tipificaron el delito de atentar 
contra la seguridad de la familia contenido en 
la modalidad de negarse a prestar alimentos a 
su menor hijo Oscar Neftalí Chew Caballeros, 
no obstante haber sentencia firme y requeri- 
miento para el pago, y traspaso de bienes a ter- 
ceras personas con el fin de eludir sus obliga- 
ciones alimenticias, entablaba su formal quere- 
lla contra el responsable. Acompañó a su libe- 
lo: a) Certificación del Juzgado Cuarto de lo 
Civil de la sentencia condenatoria dictada en el 
juicio sumario de alimentos seguido por la acu- 
sadora contra Chew Galdámez; b) Certifica- 
ción de la Sala Segunda de la Corte de Apela- 
ciones de todo lo actuado en la segunda instan- 
cia en el mismo juicio del punto anterior; c) 
Certificación extendida por el Juzgado Cuarto 
de Primera Instancia de lo Civil, del informe 
del Secretario del mismo Tribunal, relativo a 
que se encuentra firme la sentencia en que se 
condenó a Chew Galdámez a suministrar como 
pensión alimenticia para su menor hijo la suma 
de sesenta quetzales mensualmente, no constan- 
do en los autos que el obligado haya hecho 
efectivas las mensualidades correspondientes, 
por lo que en la fecha del informe adeudaba 
la suma de setecientos veinte quetzales; y que 
era cierto que al requerirlo de pago, se de- 
volvió el exhorto librado con ese fin, sin que 
se, ,le hubiera trabado embargo porque Aura 
Alicia Chew Galdámez presentó escritura que 
demostraba ser la dueña de la finca urbana en 
que debía recaer; d) Certificación del mismo 
Tribunal que contiene: la constancia expedida 
por el alcalde municipal de Gualán, de que el 
acusado es propietario de un almacén en esa 
localidad y con su producto sostiene a su padre 
y hermanos; informe de la sub-jefatura de la 
policía nacional de Gualán, respecto al abono y 
condiciones de vida de Francisco Chew, padre 
del demandado y de los hermanos del mismo; 
e) Copia simple de un memorial presentado por 
la acusadora a la Administración de Rentas de 
Zacapa y el informe del receptor fiscal de Gua- 
lán, respecto al registro comercial y boleta que 
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amparan el negocio de tienda del acusado; y f) 
Certificación del registrador general de la Re- 
pública, de fecha cuatro de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, en que consta 
que el acusado es dueño de la finca urbana nú- 
mero 308, folio 74 del libro 4o., grupo norte. 
Ratificada la anterior querella se ordenó la 
captura del sindicado, quien al ser interrogado 
dijo: que conoce a la acusadora porque fue su 
mujer; que era cierto que fue condenado a pa- 
gar la pensión alimenticia de sesenta quetzales 
mensualmente, lo que no aceptó, porque no le 
alcanzan sus ingresos económicos pues tiene 
mucha familia a quien sostener; que no es cier- 
to que para evitar el suministro de la pensión 
alimenticia haya traspasado a su hermana Aura 
Alicia Chew una casa, pues lo hizo por habér- 
sela hipotecado tres años antes, en garantía de 
una deuda de mil quetzales y posteriormente 
le suministró otros seis mil quetzales, por lo 
que el traspaso se lo hizo por siete mil quet- 
zales; que no se ha negado a prestarle ayuda 
alimenticia a su hijo, pues según los recibos 
que presentaba le ha dado diversas sumas aun- 
que no. corresponden a la pensión fijada, la 
cual está dispuesto a cubrir por la suma de 
quince quetzales de acuerdo con sus posibilida- 
des. Se le redujo a prisión provisional y a con- 
tinuación se le excarceló bajo fianza. En su 
oportunidad se le tomó confesión con cargos 
sin que se haya conformado con los que se le 
formularon. Dentro del término dewprueba se 
presentaron por la parte acusadora: los docu- 
mentos acompañados con la querella; certifi- 
cación del acta del requerimiento de pago de 
las pensiones adeudadas que se hizo al sindi- 
cado el primero de octubre de mil novecientos 
cincuenta y nueve; certificación del Registro 
General de las inscripciones de la finca urbana 
antes citada; informe al Juez Cuarto de lo Ci- 
vil de la Contraloría del Impuesto sobre Utili- 
dades del Ministerio de Hacienda, sobre la ven- 
ta que hizo el acusado del almacén que poseía 
en Gualán a su padre Francisco Augusto Chew 
con fecha treinta y uno de julio de mil nove- 
cientos cincuenta y ocho. Por parte de la defen- 
sa se recibieron las siguientes: certificación de 
la partida de nacimiento del enjuiciado; testi- 
monio de la escritura de mutuo con hipoteca 
otorgada por el procesado a favor de Alicia 
Chew Galdámez por mil quetzales; constancia 
del alcalde municipal de Gualán y un escrito 
firmado por varios vecinos de esa localidad, re- 
ferentes a la buena conducta de Chew Galdá- 
mez; declaraciones como testigos conforme al 
interrogatorio presentado, prestadas ante el Juez 
de Paz de Gualán, por Miguel Durán Carrera, 
Pedro Chacón Salguero, Manuel Cabrera y Ca- 


brera, Lisandro Acevedo Galdámez y Ramiro 
Paz Orellana sobre que el enjuiciado no tiene 
más patrimonio que su oficio de sastre, y no le 
produce más de cincuenta quetzales al mes; que 
saben que el padre del mencionado Chew Gal- 
dámez acostumbra poner sus bienes a nombre 
de sus hijos, por cuya razón figuró a nombre 
de aquel la tienda que tiene establecida en 
Gualán y otros puntos relacionados con la si- 
tuación económica del reo. Llenados los demás 
trámites del procedimiento, el Juez dictó sen- 
tencia el veintitrés de noviembre de mil nove- 
cientos sesenta en la cual declaró: que el in- 


.criminado Chew Galdámez es autor responsa- 


ble del delito de “atentado contra la seguridad 
de la familia” y lo condenó a la pena de un 
año de prisión correccional, con las accesorias 
de rigor, dejando en suspenso dicha condena 
por el término de dos años. Al conocer en grado 


“la Sala Cuarta de la Corte de Apelaciones con- 


firmó dicho fallo el cinco de julio del año próxi- 
mo pasado, con las modificaciones siguientes: 
“a) que el monto de la conmuta se fija en cin- 
cuenta centavos de quetzal por día; y b) que 
el delito cometido es el de contra la seguridad 
de la familia y no de atentado; y con la am- 
pliación de que para hacer efectivo el benefi- 
cio de la suspensión de la pena en favor del 
procesado, es necesario que el Juez de los autos 
tenga el cuidado de velar porque éste pague o 
garantice como corresponde las responsabili- 
dades civiles y pague previamente las pensio- 
nes debidas”. Para ello estimó: que durante 
la sustanciación del proceso quedó plenamente 
probada la culpabilidad del sindicado- con los 
siguientes elementos: los documentos auténti- 
cos presentados por la acusación consistentes 
en la certificación de la sentencia dictada por 
el Juez Cuarto de Primera Instancia de lo Civil 
en la cual lo condenó a pagar a su hijo la canti- 
dad de sesenta quetzales mensuales para ali- 
mentos; certificación en que consta que dicho 
fallo fue aprobado por la Sala respectiva; cer- 
tificación del mismo Juzgado del requerimiento 
hecho por el total de las pensiones atrasadas y 
se le trabó embargo en varios bienes por no ha- 
berlas hecho efectivas; con lo expuesto por el 
procesado en su declaración indagatoria donde 
reconoció que fue condenado a pagar esa pen- 
sión alimenticia y que no ha cumplido por no 


tener posibilidades económicas suficientes, pero 


dentro de la dilación probatoria no demostró 
no tener esas posibilidades, pues aunque a su 
solicitud fueron examinados los testigos Miguel 
Durán Cabrera, Pedro Chacón Salguero, Lisan- 
dro Acevedo Galdámez, Manuel Durán Cabrera 
y Ramiro Paz Orellana, el interrogatorio que 
se les dirigió fue preparado exprofeso y sólo se 
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concretaron a contestarlo en forma afirmativa, 
lo cual les resta la espontaneidad indispensable 
para apreciarlos como idóneos, y por otra par- 
te, tales testimonios no enervarían la fuerza 
probatoria que tienen los documentos aporta- 
dos por la acusadora, por lo que estando sufi- 
cientemente probada la culpabilidad del encau- 
sado, no es indispensable analizar los otros do- 
cumentos que presentaron ambas partes, por- 
que no modifican en nada la situación del reo. 


RECURSO DE CASACION 


El procesado Augusto Enrique Chew Galdá- 
mez con auxilio del abogado Nery E, Acevedo 
S., interpuso el presente recurso contra la sen- 
tencia de segunda instancia referida, por in- 
fracción de ley, fundándose así: “con relación 
al caso de procedencia contenido en el inciso 
80. del artículo 676 adicionado por el artículo 
lo. del Decreto número 487 del Congreso de la 
República por haberse cometido error de dere- 
cho y de hecho en la apreciación de las prue- 
bas y en consecuencia estimo que se han vio- 
lado los artículos 568, 570 incisos lo., 20., 30., 
40., 50., y 60., 602 inciso lo. y 603 del Código 
de Procedimientos Penales” y a continuación 
indica en qué consisten cada uno de los errores 
atribuidos a determinadas pruebas. También 
indica que lo interpone por el mismo motivo, 
en relación con el caso de procedencia conteni- 
do en el inciso 60. del artículo 676 del Código 
de Procedimientos Penales, porque la pena im- 
puesta no corresponde a la calificación aceptada 
respecto del hecho justiciable, señalando como 
violados los artículos 45 de la Constitución, en 
la primera parte del párrafo primero y el ar- 
tículo 51 del Código Penal reformado por el ar- 
tículo lo. del Decreto 1246 del Congreso de la 
República. En relación con este motivo del re- 
curso manifiesta: que la Sala le aplicó los be- 
neficios de la condena condicional, pero lo obli- 
ga.a que previamente haga pago de la respon- 
sabilidad civil proveniente del delito, es decir, 
que dejó sujeta la aplicación de esos beneficios 
a una estipulación no estatuida en la ley. 


Habiendo transcurrido la vista es el caso de 
resolver. 


I 
CONSIDERANDO: 
Como el recurso de casación por ser de natu- 
raleza eminentemente técnica, no permite in- 


terpretar la intención del recurrente, debe exa- 
minarse únicamente a través del planteamien- 


to, por cuya virtud no es posible hacerlo en 
este caso, en lo relativo a los errores denuncia- 
dos en la apreciación de las pruebas, porque no 
está correcta la cita del artículo a que corres- 
ponde el inciso que se dice contiene el caso de 
procedencia en que se funda esta impugnación, 
puesto que se omitió indicar el cuerpo legal a 
que corresponde y el artículo lo. del Decreto 
487 del Congreso adicionó al artículo 676 del 
Código de Procedimientos Penales, Artículos 
682 inciso 7o. y 684 del Código mencionado. 


II 
CONSIDERANDO: 


Que si bien el artículo lo. del Decreto 1246 
del Congreso, en vigor cuando se sentenció al 
procesado Chew Galdámez, faculta al juzga- 
dor para disponer la suspensión del cumpli- 
miento de la condena, siempre que se tratara 
de la primera sanción y cuando la privación de 
la libertad fuera por un término que no exce- 
diera de dos años para fijar el término de la 
suspensión entre uno y tres años, atendiendo a 
las características personales del delincuente y 
a las circunstancias que rodearon al delito, y 
para extender la remisión de la condena a las 
penas accesorias, al arbitrio del Tribunal, pero 
no a las responsibilidades civiles. De consi- 
guiente, para la aplicación de estas disposicio- 
nes legales debe atenderse a las características 
personales del reo y a las circunstancias en que 
se cometió el delito, para dar la oportunidad al 
primero a reincorporarse a la vida social, cir- 
cunstancias que fueron tomadas en cuenta por 
la Sala sentenciadora, para determinar que pa- 
ra hacer efectivo el beneficio de la suspensión 
de la pena. debe el Juez de la causa cuidar de 
que éste pague o garantice como corresponde 
las responsabilidades civiles y pague previa- 
mente las pensiones alimenticias debidas, con 
base en los hechos en que se fundó la acusa- 
ción, lo cual lejos de constituir una infracción 
de ley, se ajusta a los postulados indicados, ya 
que las circunstancias en que se cometió el de- 
lito demuestran que tendían a evadir el cum- 
plimiento de una obligación primordial como es 
la satisfacción de las necesidades del alimen- 
tista, y además, debe entenderse utilizada la 
acción civil al ejercitar la penal, razones sufi- 
cientes para estimar que la Sala sentenciadora 
no incurrió en violación de la primera parte del 
artículo 45 de la Constitución y el artículo 51 
del Código Penal reformado por el lo. del De- 
creto 1246 del Congreso, citados por el recu- 
rrente, 
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POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y los artículos 674, 687, 
694 del Código de Procedimientos Penales; 222, 
224, 233 y 234 del Decreto Gubernativo 1862, 
declara: sin lugar el recurso de casación de que 
se hizo referencia e impone al recurrente quin- 
ce días de prisión simple conmutables a razón 
de diez centavos de quetzales diarios. Notifí- 
quese y en la forma que corresponde devuél- 
vanse los antecedentes. (Ponente Vocal 10.) 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


CRIMINAL 


Contra Isauro Orellaná Leiva, por el delito 
de homicidio, 


DOCTRINA: Las declaraciones de dos testigos, 
conformes en las personas, en la manera có- 
mo se verificó el hecho y en el tiempo que 
acaeció, hacen plena prueba y constituyen 
fundamento suficiente para dictar un fallo 
conducente. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
titrés de mayo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de casación interpuesto por Salvador Mencos 
Vásquez, en concepto de apoderado de Isauro 
Orellana Leiva, contra la sentencia dictada por 
la Sala Quinta de la Corte de Apelaciones, el 
trece de abril del año pasado, en el proceso que 
por el delito de homicidio se siguió a Orellana 
Leiva en el Tribunal Militar en la Tercera Zona 
“General Aguilar Santa María”, en la ciudad 
de Jutiapa. 


ANTECEDENTES: 


Se inició el procedimiento con el parte ren- 
dido ante el Juez de Paz de Casillas por el al- 
calde auxiliar de la aldea Ayarza, Ceferino Pi- 
neda Pivaral, el once de mayo de mil nove- 
cientos cincuenta y nueve, exponiendo: que un 
día antes como a las diez y ocho horas y diez 
minutos, por el rumor público supo que en una 
de las calles de la aldea, había sido ultimado 


a tiros Teófilo Ceballos Leiva, por lo que se 
constituyó en el lugar de los hechos, encon- 
trando tirado en el suelo, boca arriba, el cadá- 
ver de Teófilo Ceballos Leiva, quien presenta- 
ba tres impactos con arma de fuego, en la me- 
jía izquierda, sin orificio de salida, otro casi 
en la frente con orificio de salida en el cráneo 
y el tercero sobre la tetilla izquierda con ori- 
ficio de salida en la espalda. que a cincuenta 
y cien metros de las habitaciones de Pedro Mon- 
roy y Rafael Girón Escobar, que supo por la 
concubina del muerto, Francisca Delgado Alva- 
rez, su hermano Coronado Ceballos Leiva y 
Manue! Ceballos Arrécis, que el autor del he- 
cho era Isauro Orellana Leiva, quien momentos 
antes había tenido una riña con el fallecido, El 
empírico en medicina Benjamín Bocanegra San- 
doval practicó reconocimiento al cadáver del 
occiso dictaminando que las heridas fueron oca- 
sionadas con revólver calibre treinta y ocho. 
Interrogada Francisca Delgado Alvarez dijo ser 
concubina de Teófilo Ceballos Leiva, que no se 
dio cuenta de cómo sucedieron los hechos por- 
que estaba en su casa de habitación a donde 
le llegó el rumor público de que habían dado 
muerte a su concubino, quien diez minutos an- 
tes de la hora en que fue atacado a balazos, 
había salido de su casa con el objeto de asistir 
a un rezado que había en la iglesia, que por el 
dicho de Coronado Ceballos, supo que el autor 
de la muerte de su esposo era el comisionado 
militar Isauro Orellana Leiva, Se tomó decla- 
ración a Coronado Ceballos Leiva, quien dijo 
ser hermano del ofendido, y que el día y hora 
de autos en ocasión que se dirigía a una reunión 
en la iglesia, “después de escuchar detonación 
de tres disparos, vio que de un grupo de hom- 
bres, los cuales no puede mencionar nombres 
por no haberse fijado en ellos, salió corriendo 
con una pistola-en la mano, el señor Isauro 
Orellana Leiva su primo hermano y' compadre 
internándose en unos callejones enmontados y 
él con la curiosidad se acercó al lugar donde 
habían disparado y se fue a encorrtrar con que 
estaba tirado en el suelo y en medio de la calle 
en un charco de sangre ya muerto, su hermano 
Teófilo Ceballos Leiva, con tres impactos de 
bala, en la cara, pecho y frente, que sin duda 
alguna se los ocasionó el señor Orellana Leiva, 
cosa que pudo comprobar con el dicho del señor 
Manuel Ceballos Arrécis que fue quien le dijo 
que había sido Isauro el que había matado a 
Teófilo después de que éstos habían tenido una 
riña mutua en la que también intervino el se- 
ñor Efraín Martínez Morales, que también se 
puso en fuga...” Se encuentra la certificación 
de la partida de defunción de Teófilo Ceballos 
Leiva. Los testigos Benjamín Bocanegra Sando- 


de 
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val y Pedro Reyes Monroy manifestaron no 
haberse dado cuenta del hecho y aue por el ru- 
mor público supieron aue el autor de la muerte 
de Teófilo Ceballos Leiva era Isauro Orellana 
Leiva. Al ser examinado Manuel Ceballos Arré- 
cis declaró: aque el día y hora del suceso, cuan- 
do se dirigía hacia el centro de la aldea, en vía 
de paseo se dio cuenta aue Efraín Martínez Mo- 
rales y Teófilo Ceballos Leiva reñían y que 
después que se separaron, “el señor Isauro Ore- 
llana Leiva sacó su revólver y le hizo tres dis- 
paros a su tío Teófilo Ceballos Leiva, que cayó 
fulminado”, poniéndose en fuga tanto el heridor 
como Martínez Morales y otras personas que 
se encontraban presentes. Interrogado Isauro 
Orellana Leiva, dijo: “aue no ha sido capturado 
por ninguna autoridad sino que el deponente 
se vino para esta cabecera a presentarse a la 
jefatura de esta zona, para hacer constar el 
caso que le pasa y que esto fue el día trece del 
presente mes a las once horas, aque tomó esta 
determinación para dar parte de que había sido 
herido por un grupo de individuos siendo éstos 
José Víctor Orellana Ceballos, Manuel Arrécis 
Ceballos y Amílcar Orellana Lima, el primero 
dio muerte a balazos a Teófilo Ceballos Leiva, 
porque el dicente procedió a capturarlo (a Víc- 
tor Orellana Lima) aue repite que es José 
Víctor Orellana Ceballos, aue ya cuando había 
capturado y tenía en el suelo al autor de la 
muerte efectuada, en ese momento fue agredido 
habiéndole causado unas heridas en la cabeza 
los hechores y le quitaron a José Víctor Orella- 
na Ceballos habiéndose fugado de sus manos y 
en el momento en que había hecho la muerte”. 
Negó ser el autor de la muerte de Teófilo Ce- 
ballos Leiva, agregando que el revólver que se 
le puso a la vista no era de su propiedad sino 
se trata del arma que recogió a José Víctor 
Orellana Ceballos y con la cual dio muerte a 
Teófilo Ceballos Leiva. El Tribunal Militar de 
la Zona General Aguilar Santa María le motivó 
prisión por el delito de homicidio, tomando en 
consideración su calidad de ayudante de comi- 
sionado militar. Consta la certificación del acta 
levantada por el jefe de la delegación de reser- 
vas militares de Santa Rosa, del registro reali- 
zado en casa de José Luis Lima en la aldea 
Ayarza, para recoger un revólver y cascabillos 
que se dice dejó el ayudante de comisionado 
militar Isauro Orellana Leiva, bajo el colchón 
de la cama donde dormía. En dicha acta apare- 
ce no haberse encontrado el revólver que se 
buscaba pero consta la declaración de José Luis 
Lima de que había entregado a la esposa de 
Isauro Orellana Leiva, Emilia Lima de Orella- 
na una arma de fuego calibre treinta y ocho 
largo, marca Colt más seis cascabillos. Marga- 


rito Díaz Méndez declaró que el día y hora de 
autos cuando se dirigía a la aldea Ayarza vio 
a José Víctor Orellana Colindres hacer tres dis- 
paros con pistola; que Isauro Orellana salió de 
la casa de Benjamín Bocanegra con un chicote 
en la mano, desarmando a José Víctor Orellana 
Colindres; “que estando engrenchados se le 
agruparon como unos ocho o diez hombres; que 
en eso salió huyendo Isauro Orellana llevando 
en la mano la pistola aue le quitó a José Víc- 
tor Orellana Colindres. Que sólo eso vio y que 
no vio quién hirió a Isauro...” Los testigos 
Lucio Alay Nicolás, Ponciano Díaz Méndez, Fi- 
del Méndez Nicolás e Higinio Méndez Ramírez 
se produjeron en el mismo sentido, agregando 
Méndez Nicolás aue cuando los disparos se dijo 
que José Víctor Colindres Orellana había mata- 
do a Teófilo Ceballos y Méndez Ramírez que 
a los disparos cayó al suelo un hombre, Ray- 
mundo Navichoque Cano dijo: que el diez de 
mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, co- 
mo a las cinco de la tarde. pasaba por una de 
las calles de la aldea, Ayarza cuando vio que 
Efraín Martínez Morales estaba riñendo con 
Teófilo Ceballos, que en ese momento se acer- 
có José Víctor Orellana Leiva y “entonces como 
allí se encontraba Isauro Orellana Leiva, de- 
senfundó su revólver y con él le pegó un ter- 
ciazo en la región del ojo, que después de pe- 
garle a José Víctor como ya dijo. Isauro con la 
misma arma (revólver) le hizo tres disparos a 
Teófilo Ceballos Leiva, quien cayó al suelo sin 
vida; que después de cometer la muerte se puso 
en fuga, lo mismo que hizo Efraín Martínez 
Morales. “La testigo Petronila Cano Ceballos se 
produjo substancialmente en los mismos térmi- 
nos que el anterior. De la misma manera decla- 
raron Rafael Salomón Mateo, Simón Pérez Ma- 
teo y José Víctor Orellana Leiva, El testigo 
José Luis Lima Girón dijo no constarle nada de 
los hechos y aue el día de autos llegó a su casa 
Isauro Orellana Leiva. bañado en sangre, lle- 
vando un revólver en la mano, el cual le en- 
tregó y es el mismo que recogió la esposa de 
éste Emilia Lima. El médico forense de Jutiapa 
dictaminó acerca de la lesión sufrida por José 
Víctor Orellana Leiva, afirmando que curó en 
siete días sin dejar secuela, pues aunque el pa- 
ciente afirma que debido a la contusión en el 
cráneo, no ve con el ojo izquierdo, tal circuns- 
tancia no es posible determinarla, sin el dicta- 
men de un especialista. Al procesado se le tomó 
confesión con cargos por el delito de homicidio, 
no habiéndose conformado con los que se le 
formularon. Durante el término de prueba se 
recibió la información testimonial, a solicitud 
del procesado, de Eulalio Fernández, Francisco 
Méndez López, Juan Morales Castillo, Lucas 
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Morales Castillo, Sotero López, Jesús Castro, 
Cirilo López Muñoz, quienes respondieron al 
interrogatorio propuesto, afirmando que el au- 
tor de la muerte de Teófilo Ceballos Leiva fue 
José Víctor Orellana Ceballos, quien fue de- 
sarmado por el interponente, Con fecha diez y 
siete de septiembre de mil novecientos sesenta, 
el Tribunal Militar de la Zona General Aguilar 
Santa María dictó sentencia absolviendo de la 
instancia al procesado. 


SENTENCIA RECURRIDA 


La Sala Quinta de la Corte de Apelaciones al 
conocer en consulta, improbó el fallo anterior 
declarando que Isauro Orellana Leiva es autor 
del delito de homicidio y condenándolo a pur- 
gar diez años de prisión correccional más las 
penas accesorias, Para el efecto consideró que 
la culpabilidad del procesado quedó plenamen- 
te establecida con las deposiciones de los testi- 
gos presenciales, idóneos, contestes y sin tacha 
legal. Raymundo Novichoque, Rafael Salomón 
Mateo y Simón Pérez Mateo oídos durante la 
fase sumarial; con los graves indicios que se 
desprenden de las declaraciones y hechos si- 
guientes: lo declarado por Manuel Ceballos 
Arrécis, Petronila Cano Ceballos, José Víctor 
Orellana Ceballos, y Coronado Ceballos Leiva, 
que si bien éstos eran sobrino, prima hermana, 
sobrino y hermano del occiso, también lo es 
que tienen asimismo parentesco con el procesa- 
do, por ser primos hermanos y al declarar todos 
de entero acuerdo con lo dicho por los testigos 
de cargo, vienen a reforzar de manera irre- 
ductible esta prueba; la circunstancia de no ha- 
berse presentado de inmediato el procesado an- 
te autoridad competente a lo que estaba do- 
blemente obligado por su calidad de ayudante 
de comisionado militar, constando en autos que 
se presentó hasta varios días después, dando 
parte únicamente de que había sido lesionado; 
la serie de evidencias que se desprenden de la 
misma prueba de descargo aportada en su coat- 
tada, pues los testigos propuestos al ser inda- 
gado, manifestaron no constarles nada de los 
hechos y los presentados durante la dilación 
probatoria, dice la cámara, “no conllevan nin- 
guna validez legal probatoria en descargo de su 
proponente dado a que a más de no haber ni 
siquiera sido mencionados por el procesado al 
ser indagado, ni durante la fase sumarial del 
proceso, se concretaron a responder automáti- 
camente a un interrogatorio formulado ad-hoc 
y en exclusivo beneficio del procesado, incu- 
rriendo además en flagrante contradicción con 
lo asegurado por el mismo al ser interpelado y 
ocasión en la que aseguró que Efraín Martínez 


no se encontraba en el lugar de los hechos el 


día y hora de autos y por ende que no pudo 
haber salido huyendo del mismo, y en cambio, 
tales testigos reiteradamente afirman que Mar- 
tínez Morales sí se encontraba en tal ocasión en 
dicho lugar”. 


RECURSO DE CASACION 


Con el auxilio del abogado Juan Augusto Ber- 
ganza Rosales, el apoderado de Isauro Orellana 
Leiva, Salvador Mencos Vásquez, interpuso el 
presente recurso de casación, citando como ca- 
so de procedencia el contenido en el inciso 80. 
del artículo 676 del Código de Procedimientos 
Penales y como violados los artículos 568, 571, 


586 circunstancia 5a. 587, 5 y 9, 595, 596, 597, 


del Código de Procedimientos Penales, 186, 215, 
221, 222, 223, 226 del Código Militar Segunda 
Parte, Alega el recurrente que la Sala senten- 


ciadora no tomó en cuenta la prueba de des- 


cargo consistente en los testimonios de Marga- 
rito Díaz Menéndez, Lucio Alay Nicolás, Pon- 
ciano Díaz Menéndez, Fidel Menéndez Nicolás 
e Ignacio Menéndez Ramírez. Que tampoco fue- 
ron tomados en cuenta los testimonios de Eula- 
lio Hernández. Francisco Méndez López, Juan 
Morales Castillo, Lucas Morales Castillo, Sotero 
López, Jesús Castro y Cirilo López Muñoz y 
que la Sala sí tomó como verídicos y con todo 
su valor jurídico las declaraciones de Raymun- 
do Navichoque, Rafael Salomón Mateo, Simón 
Pérez Mateo, Manuel Ceballos Arrécis, Petro- 
nila Cano Ceballos, José Víctor Orellana Ce- 
ballos y Coronado Ceballos Leiva, no obstante 
que los primeros tres testimonios son varios y 
contradictorios y los demás son de personas in- 
teresadas y parientes del occiso. Afirma el re- 
currente que con tal proceder el Tribunal de 
Segunda Instancia, al dictar su fallo, cometió 
error de derecho en la apreciación de la prue- 
ba. 


Transcurrida la vista procede resolver. 
CONSIDERANDO: 


Se invoca como error de derecho, que el Tri- 
bunal sentenciador no tomó en cuenta la prue- 
ba testimonial que el interponente señala. De 
ser cierta esta equivocación constituiría un 
error de hecho. por lo que el planteamiento 
defectuoso en este aspecto del recurso, hace im- 
posible el análisis del caso, para determinar si 
existe la equivocación denunciada. En cuanto 
al error de derecho que se atribuye y que se 
hace consistir en haberle dado valor probatorio 
al testimonio de Raymundo Navichoque, Ra- 
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fael Salomón Mateo, Simón Pérez Mateo, Ma- 
nuel Ceballos Arrécis. Petronila Cano Ceballos, 
José Victor Orellana Ceballos y Coronado Ce- 
ballos, no obstante que los tres primeros son 
varios y contradictorios y los demás tienen in- 
terés en el asunto por el parentesco que les 
une con el ofendido, cabe decir, que no es cier- 
to que los testigos Raymundo Navichoque, Ra- 
fael Salomón Mateo y Simón Pérez Mateo, sean 
varios y contradictorios. sino por el contrario, 
sus dichos refieren con toda precisión cómo 
acontecieron los hechos, sindicando concreta- 
mente al procesado como el autor de la muerte 
de Teófilo Ceballos Leiva y en cuanto a los de- 
más testigos en referencia, la Sala sentencia- 
dora recoge sus deposiciones, no como prueba 
directa, sino reforzando “de manera irreducti- 
ble la prueba de cargo en contra del enjuiciado, 
Isauro Orellana Leiva”, considerando además 
que los mismos nexos de parentesco los unen 
con el ofendido y con el procesado. De consi- 
guiente no existe el error de derecho que se 
pretende, ni fueron violadas las leyes citadas 
por el recurrente. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las consideraciones hechas y en lo que dispo- 
nen los artículos 684, 686, 690, 692, 694 Código 
de Procedimientos Penales. 222, 223, 233 y 234 
del Decreto Gubernativo número 1862, declara: 
IMPROCEDENTE el recurso de casación inter- 
puesto por Isauro Orellana Leiva, a quien im- 
pone la pena adicional, de quince días de pri- 
sión simple conmutable en su totalidad a razón 
de diez centavos de auetzal diarios. Notifíquese 
y con certificación de lo resuelto devuélvanse 
los antecedentes a donde corresponde. (Ponen- 
cia del Magistrado J. Fernando Juárez y Ara- 
gón). 


H, Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Porfirio Rodas Vásquez y Mariano An- 
gel Hernández Gramajo, por el delito de le- 
siones. 


DOCTRINA: Como el Decreto 1484 del Congre- 
so, no contiene disposición con respecto a los 
reos que ya hubieren sido condenados, debe 
aplicarse aun después de la sentencia, porque 
así resulta más conforme a la equidad y los 
principios generales del derecho, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
ticinco de mayo de mil novecientos sesenta y 
dos. 


Para resolver se examinan los recursos de 
casación interpuestos por Porfirio Rodas Vás- 
quez y Mariano Angel Hernández Gramajo con- 
tra el auto que el nueve de octubre de mil no- 
vecientos sesenta y uno dictó la Sala Octava de 
la Corte de Apelaciones, en la causa que por el 
delito de lesiones se instruyó a Virgilio Rodulfo 
Ovalle Pardo y los recurrentes, en el Juzgado 
Segundo de Primera Instancia de Quezalte- 
nango. 


ANTECEDENTES: 


El procedimiento se inició el nueve de junio 
de mil novecientos cincuenta y ocho en el Juz- 
gado Menor de Salcajá, del departamento de 
Quezaltenango, en virtud de querella presenta- 
da por Darío Rodas Arriaga. sindicando a Ro- 
dulfo Ovalle Pardo, Mariano Angel Hernández 
y Porfirio Rodas Vásquez de haberlo agredido 
causándole varias lesiones, En su oportunidad 
las diligencias fueron remitidas al Juzgado Se- 
gundo de Primera Instancia de Quezaltenango, 
en donde la causa continuó su tramitación le- 
gal hasta dictarse sentencia en la que se de- 
claró que los acusados son autores responsables 
del delito de lesiones y se les condenó a sufrir 
la pena de un año de prisión correccional a ca- 
da uno, conmutables en sus dos terceras partes 
a razón de veinte centavos de quetzal por día; 
se les impusieron las penas accesorias corres- 
pondientes, dejándolos afectos al pago de las 
responsabilidades civiles provenientes del de- 
lito. El doce de mayo del mismo año de mil 
novecientos sesenta y uno, la Sala Octava de 
la Corte de Apelaciones, conociendo en grado, 
confirmó la sentencia de primera instancia. El 
primero de mayo también del año próximo pa- 
sado, el Juez sobreseyó la causa definitivamen- 
te en lo que respecta al reo Virgilio Rodulfo 
Ovalle Pardo, por haber fallecido, sobreseimien- 
to que aprobó la Sala respectiva en auto de 
fecha doce de junio del mismo año. 

El once de septiembre de mil novecientos se- 
senta y uno, el Juez de la causa denegó la soli- 
citud de los reos Porfirio Rodas Vásquez y Ma- 
riano Angel Hernández Gramajo, relativa a 
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que se le dejara en suspenso la pena que se le 
impuso, de conformidad con lo dispuesto en el 
Decreto 1484 del Congreso. 


AUTO RECURRIDO: 


La Sala Octava de la Corte de Apelaciones, 
confirmó el auto relacionado, por estimar que 
los jueces sólo pueden hacer uso de la facultad 
que les confiere el artículo 51 del Código Pe- 
nal reformado por el artículo lo, del Decreto 
1484 del Congreso, al dictar sentencia y que en 
este caso, cuando se dio esa ley, la sentencia en 
que se condenó a los recurrentes, ya había cau- 
sado ejecutoria. 


RECURSOS DE CASACION: 


Porfirio Rodas Vásquez y Mariano Angel 
Hernández Gramajo, bajo la dirección de los 
abogados Gabriel Jacinto Sotomayor Vásquez 
y Victoriano Alvarez Juárez introdujeron los 
recursos que se examinan por infracción de ley 
argumentando aue la negativa de concedérse- 
les la gracia de dejar en suspenso la pena que 
se les impuso, viola el artículo lo, inciso b) del 
Decreto 1484 del Congreso y los artículos 52, 
61,, 73, 74 y 77 primer párrafo, sin indicar de 
qué cuerpo de leyes. 


Transcurrida la vista, procede resolver, 
I 
CONSIDERANDO: 


Aun cuando es contradictoria a la técnica, 
naturaleza propia y principios doctrinarios que 
informan el recurso de casación, su admisibi- 
lidad, cuando los tribunales de instancia otor- 
garen o negaren los beneficios que concede el 
Decreto 1484 del Congreso, no queda a esta 
Corte otra alternativa que la de cumplir ese 
mandato legal. 


La razón aducida por la Sala para denegar 
a los recurrentes el beneficio de la suspensión 
de la pena impuesta, carece de fundamento, 
porque si bien es cierto que la ley determina 
que el Juez usará de la facultad de dejar en 
suspenso el cumplimiento de la pena impuesta, 
en la misma sentencia, también lo es que cuan- 
do se promulgó el Decreto 1484 que confiere 
este beneficio. ya había causado ejecutoria el 
fallo pronunciado contra los recurrentes y que, 
como la ley penal tiene efecto retroactivo en 
cuanto favorece al reo, su aplicación en casos 
como el presente sólo puede hacerse mediante 


resolución posterior a la sentencia, pues de lo 
contrario se causa grave perjuicio a quienes ya 
se había condenado cuando se dictó la ley de 
referencia y deja de cumplirse con el princi- 
pio antes indicado de retroactividad de la mis- 
ma. En consecuencia, al no estimarlo así el 
Tribunal sentenciador infringió el artículo 51 
ya citado del Código Penal, reformado por el 
artículo lo. del Decreto 1484 del Congreso, lo 
que justifica la casación del auto recurrido, pa- 
ra resolver lo que en derecho corresponde. 


II 


Como la pena que se aplicó a los procesados 
Porfirio Rodas Vásquez y Mariano Angel Her- 
nández Gramajo es de un año de prisión co- 
rreccional y de las constancias de autos aparece 
que son delincuentes primarios y tienen bue- 
nos antecedentes. sí es procedente dejar en sus- 
penso el cumplimiento de la pena que en sen- 
tencia ya ejecutoriada se les impuso. Artículo 
51 del Código Penal. 


POR TANTO: 4 


La Corte Suprema de Justicia, con fundamen- 
to en lo considerado y lo que preceptúan los 
artículos 222, 223, 224, 227, 233, 234 del Decreto 
Gubernativo 1862; 686, 690 y 694 del Código de 
Procedimientos Penales, CASA el auto recurri- 
do y resolviendo en derecho, deja en suspenso 
por el término de dos años, el cumplimiento de 
la pena de un año de prisión correccional que 
en sentencia firme se impuso a Porfirio Rodas 
Vásquez y Mariano Angel Hernández Gramajo, 
comprendiendo esta suspensión las penas acce- 
sorias, salvo las responsabilidades civiles pro- 
venientes del delito, Notifíquese y con certifi- 
cación de lo resuelto, devuélvanse los antece- 
dentes, (Ponencia del Magistrado Arnoldo Re- 
yes Morales). 


H, Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Otilia Mendoza Chinchilla, por el delito 
de robo. 
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DOCTRINA: El recurso de casación en lo penal, 
por quebrantamiento de forma, sólo tiene lu- 
gar contra las sentencias ejecutorias pronur 
ciadas en los juicios verbales o escritos. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
ticinco de mayo de mil novecientos sesenta y 
dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de casación interpuesto por Otilia Mendoza 
Chinchilla, contra la sentencia dictada por la 
Sala Cuarta de la Corte de Apelaciones el doce 
de julio del año próximo pasado, en el proceso 
que se le instruyó en el Juzgado Sexto de Pri- 
mera Instancia de lo Criminal por el delito de 
robo. 


ANTECEDENTES: 


El veinticuatro de junio de mil novecientos 
sesenta, el jefe del primer cuerpo de la policía 
nacional, puso a disposición del Juez Octavo 
de Paz a Otilia Mendoza Chinchilla, quien fue 
capturada el día anterior a solicitud de Manuel 
Galdámez Hernández, porque momentos antes 
en compañía de otros individuos desconocidos, 
forzaron el candado que aseguraba la puerta 
de calle de su casa y extrajeron la suma de 
ciento diecinueve quetzales, media docena de 
camisas y dos sábanas blancas, y que ese mis- 
mo día compareció el denunciante en compa- 
ñía de Félix Paredes Marroauín y José Sotoj, a 
entregar dos camisas, una playera blanca y un 
mantel, que al último de los mencionados le 
dio a guardar el día anterior la detenida. Orde- 
nada la instrucción de las diligencias se inte- 
rrogó a la sindicada Mendoza Chinchilla, quien 
declaró que no recordaba a qué hora y por 
quién fue detenida, por haberse encontrado en 
completo estado de ebriedad y aue no daba ra- 
zón de nada porque estaba demasiado ebria. 
Interrogado José Sotoj, quien también fue de- 
tenido, dijo que al presentarse al primer cuer- 
po con los dueños de unas camisas que le entre- 
gó una mujer desconocida, se le detuvo, sin que 
sea cierto que él las haya sustraído del poder 
de Galdámez Hernández, Al pasar las actuacio- 
nes al Juzgado Sexto de Primera Instancia de 
lo Criminal se redujo a prisión provisional por 
el delito de robo a los dos detenidos; examina- 
do Manuel Galdámez Hernández expuso: que 
la habitación en que vive, la deja asegurada 
con candado, por tener la puerta del lado de 
la calle, que el día del robo, llegó a su cuar- 
to en compañía de Miguel Figueroa, Julio Chá- 
vez de León y Félix Paredes como a las cuatro 
y media de la tarde, advirtiendo que el canda- 


do había sido quitado y al abrir la puerta en- 
contraron en el interior a Otilia Mendoza Chin- 
chilla, en estado de ebriedad y al interrogarla 
no daba ninguna respuesta, por lo que llamó 
a la policía y al llegar ésta e interrogada con- 
fesó que había entrado en compañía de los 
individuos Paco y José, sin dar ningún apellido, 
quienes se habían ido a dejar una tanda de lo 
robado, que según el quejoso consistía en ropa, 
trastos, cincuenta y dos quetzales en efectivo 
que guardaba en una valija y de la gaveta de 
la mesa de noche, que fue forzada, extrajeron 
setenta y tres quetzales en efectivo; aue du- 
rante la noche de ese mismo día José Sotoj 
llegó a la casa de Félix Paredes portando un ta- 
nate de ropa, y como éste sabía lo del robo al 
declarante se lo llevó y al siguiente día a las 
ocho de la mañana se fueron a la guardia ju- 
dicial donde quedó detenido Sotoj. Félix Pa- 
redes Marroquín y Miguel Oswaldo Figueroa 
Mancilla, al ser examinados correspondieron en 
todo a lo declarado por el ofendido. El sar- 
gento de policía número ochocientos trece, cuyo 
nombre se omitió, expuso: que en virtud de 
aviso que recibió se constituyó en el cuarto de 
Manuel Galdámez, el día del hecho, habiéndose 
dado cuenta que en el interior se encontraba 
Otilia Mendoza, a quien interrogó y confesó 
que con otros dos individuos, cuyos nombres 
se negó a dar, habían llegado a ese cuarto, ha- 
biendo visto que una mesa de noche estaba con 
las gavetas abiertas y los objetos guardados en 
una valija todos revueltos, al parecer como que 
habían sacado algo. Después de transcurridos 
algunos días, se practicó inspección ocular en 
el cuarto de referencia y se constató que una 
de las armellas donde se coloca el candado pa- 
ra asegurar la puerta, estaba un poco doblada 
y fácilmente se quitaba, y una gaveta de la 
mesa de noche con la chapa completamente 
destruida, deduciéndose que fue violentada. Se 
practicó careo entre los procesados, habiendo 
admitido la Mendoza Chinchilla aue fue ella 
quien entregó a Sotoj un paquete sin saber cuál 
era su contenido. por lo aue se reformó el auto 
de prisión a este último, En la confeción con 
cargos la citada Mendoza Chinchilla, no se con- 
formó con los que se le formularon, habién- 
dose dado intervención al Ministerio Público. 
En el término de prueba concedido, a solici- 
tud del defensor amplió su declaración la reo 
en el sentido de que cuando iba a tomar una 
camioneta la agarró y la llevó a su cuarto Gal- 
dámez Hernández, que fué quien la entregó a 
la policía, sin que haya cometido el hecho que 
se le imputa, y en la misma forma se manifes- 
tó cuando para mejor fallar se le amplió 
nuevamente su declaración, El once de febre- 
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ro del año recién pasado, el Juez dictó sen- 
tencia declarando a Otilia Mendoza Chinchi- 
lla autora responsable del delito de robo y le 
impuso la pena de seis años y ocho meses de 
prisión correccional inconmutables, con las ac- 
cesorias correspondientes. Dicho fallo fué con- 
firmado por la Sala Cuarta de la Corte de 
Apelaciones el doce de julio del citado año, ba- 
sándose en la presunción humana que se des- 
prende de los hechos que da por probados. 


RECURSO DE CASACION: 


La procesada Otilia Mendoza Chinchilla, con 
auxilio del abogado Carlos H. Rosales, inter- 
puso el presente recurso de casación contra 
la sentencia de segunda instancia que se aca- 
ba de relacionar, por quebrantamiento de 
forma” basándolo en el caso de procedencia 
del inciso 80. del artículo 677 del Código de 
Procedimientos Penales, citando como violados 
los artículos 564, 661, 667, 668, 669 y 670 del 
mismo Código para lo cual argumenta: que en 
el trámite de la apelación de la sentencia de 
primer grado, se corrió traslado a su defensor 
por seis días y no obstante haber evacuado tal 
audiencia, en la que después de la expresión de 
agravios se solicitó la práctica de una diligen- 
cia estimada importante para la calificación del 
delito, la Sala declaró renunciada la audiencia 
concedida a su defensor “sin permitir con ello 
hacer uso del derecho de defensa, actualizán- 
dose en consecuencia defecto de citación para 
la sentencia y para la diligencia probatoria que 
se solicitó en el memorial en que se evacuó 
la audiencia”. 


CONSIDERANDO: 


Del estudio de los autos se ve que contra 
la sentencia de segunda instancia de la cual 
se recurre en casación, se interpuso el recurso 
de ampliación, al que se le dio trámite y está 
pendiente de resolverse, por lo que dicho fallo 
no tiene aún la calidad de definitivo, ni ha 
causado ejecutoria, para que proceda el recur- 
so que se examina, y en esa virtud, resulta 
prematuro y no puede analizarse el fondo del 
mismo. Artículos 677 del Código de Procedi- 
mientos Penales y 235 inciso 3o. del Decreto 
Gubernativo 1862. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos 673, 
690, 694 del Código de Procedimientos Pena- 
les; 222, 224 y 234 del Decreto Gubernativo 
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1862, por la razón indicada, desestima el recur- 
so de casación de que se hizo mérito e impone 
a la interponente quince días de prisión sim- 
pre conmutables a diez centavos de quetzal 
diarios. Notifíquese y en la forma que corres- 
ponde devuélvanse los antecedentes. - (Ponen- 
cia del Magistrado Gregorio Aguilar Fuentes). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


CRIMINAL 


Contra Agustín Ruiz Alarcón, por el delito de 
homicidio. 


DOCTRINA: No comete error de derecho, el 
Tribunal sentenciador que dá mérito proba- 
torio al testimonio de personas que declaran 
sobre hechos susceptibles de ser conocidos 
por los sentidos y que les constan por sí mis- 
mos y no por inducciones o referencias. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, trein- 
ta de mayo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de casación interpuesto por Agustín Ruiz Alar- 
cón, con fecha veintiocho de julio del año pa- 
sado, contra la sentencia proferida por la Sala 
Quinta de la Corte de Apelaciones, el nueve de 
mayo del mismo año, en el proceso que por el 
delito de homicidio se le siguió en el Tribunal 
Militar de la Zona “General Aguilar Santa Ma- 
ría”, en la ciudad de Jutiapa. 


ANTECEDENTES: 


Se inició el procedimiento con el parte tele- 
gráfico rendido por el jefe de comisionados mi- 
litares de Asunción Mita, Carlos R. Vides, al 
jefe de reservas militares de Jutiapa, quien lo 
elevó al comandante de la Zona Militar “Ge- 
neral Aguilar Santa María”, y éste a la Fisca- 
lía Militar. Dicho parte se concreta a informar 
que el comisionado militar de Trapiche Bajo, 
Agustín Ruiz. dió muerte con arma de fuego a 
José Luis Barahona, interrogado Nicolás Es- 
quivel Jordán, dijo: que los hechos acaecieron 
así: que el miércoles diez y nueve de agosto 
de mil novecientos cincuenta y nueve se encon- 
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traba trabajando en el lugar denominado “Di- 
visadero de la Laguna”, en la hacienda Mon- 
goy, propiedad de doña Trinidad Alarcón, 
acompañado de Julio López, Emilio Linares, 
Sergio López, Efraín Valenzuela, Luis Cañenes 
y Otros trabajadores mozos de la hacienda, ocu- 
pándose en aporrear frijol, que como a las sie- 
te de la mañana llegó a los trabajaderos Agus- 
tín Ruiz, mandador de la hacienda Mongoy y 
como a las nueve y media regresó a ordenar 
el almuerzo de los mozos. Que como a una 
distancia de dos cuadras “en la puerta del co- 
mún para salir a la carretera que conduce a 
San Cristóbal Frontera, oyó dos disparos de 
arma de fuego, a lo que pronto tomó su corvo 
y se fué corriendo al lugar de los hechos, en- 
contrando ya muerto boca abajo al señor Luis 
Barahona y Agustín Ruiz iba en precipitada 
fuga montado a caballo con rumbo a San Cris- 
tóbal Frontera, cerca del fallecido estaba un 
patojo como de diez a once años de edad a 
quien no sabe el nombre pero es hijo de Ba- 
rahona y gritaba diciéndole a Ruiz “Regresá 
hijo de la gran puta, vení acabá de matar a 
mi papá”, que este patojo le contó que Agus- 
tín Ruiz había matado a su papá José Luis Ba- 
rahona, pues a él no le consta de vista sólo 
oyó los disparos y cuando Agustín Ruiz salió 
corriendo, como dijo, que sabe que estos eran 
enemigos con anterioridad ignorando por qué 
motivos, pero sí ya habían tenido encontrones 
de averiguaciones, pero siempre Agustín Ruiz 
evitaba juntarse con Barahona y ese día lo 
estaba esperando José Luis Barahona, en el 
lugar donde fue muerto a balazos”. Simultá- 
neamente el Juez de Paz de Asunción Mita to- 
mó conocimiento del suceso por parte que le 
rindiera Omero Ochoa Silva auien al ser inte- 
rrogado dijo: que por súplica de Delfino Ba- 
rahona, hermano del muerto fue a dar parte 
de lo sucedido, Consta la diligencia de inspec- 
ción ocular practicada por el Juez menor de 
Asunción Mita en la que aparece que en el 
talud de la carretera se encontraba el cadá- 
ver de un hombre que presentaba una lesión 
en la región pectoral del lado izquierdo, la que 
presentaba tatuaje de pólvora y otra lesión en 
la primera falange del dedo pulgar izquierdo, 
que se estableció que el cadáver correspondía 
a José Luis Barahona Ochoa; que en esos mo- 
momentos estuvo presente Enriaue Estrada Ba- 
rahona, hijo del fallecido, quien dijo ser de 
doce años y en virtud de preguntas manifestó: 
que caminaba acompañado de su padre José 
Luis Barahona Ochoa, montado en ancas de una 
yegua color tordilla mora, que al llegar al lu- 
gar de los hechos, entradero de sus trabajade- 
ros, venía Agustín Ruiz, también montado en 


un caballo tordillo, que al verlo su papá 
llamó a Agustín y le reclamó por qué le había 
echado el ganado a su milpa, contestándole 
Agustín que él no había sido “y al mismo tiem- 
po Agustín sacó una pistola y como su papá 
trataba de subir la carretera sin ninguna clase 
de arma sin duda para seguirle reclamando, 
pero Agustín ya no lo dejó salir y le tiró dos 
tiros con la pistola, cayendo su papá al suelo 
en la forma que se encuentra”. Comprobó el 
Juez instructor la existencia de una puerta de 
alambre (trasmallo) para entrar a los frijola- 
res. donde se encontró un sombrero de palma 
orillas celestes, que el menor Estrada dijo co- 
rrespondía a su padre, que el lugar es comple- 
tamente despoblado. El médico forense de Ju- 
tiapa rindió informe sobre la autopsia practi- 
cada en el cadáver de José Luis Barahona 
Ochoa, certificando la existencia de dos heridas, 
una sobre el tórax anterior que interesó el 
pulmón izquierdo, pericardio y corazón atra- 
vesando éste de arriba a abajo en su ventrículo 
izquierdo, y otra sobre el dorso de la primera 
falange del dedo pulgar izauierdo y concluyen- 
do que la muerte se produjo por hemorragia 
interna por herida del corazón, la cual fue ne- 
cesariamente mortal, El oficial comandante del 
doceavo pelotón de la Policía Nacional Ambu- 
lante, puso a disposición del Juez de Asunción 
Mita un caballo tordillo con sus respectivos 
fierros en la pierna izquierda y brazuelo del 
mismo lado, el cual fué encontrado abandona- 
do en la carretera que conduce a El Salvador 
y el que se afirma es de propiedad de Agustín 
Ruiz, presumiéndose que lo haya dejado aban- 
donado con el fin de tomar una lancha y atra- 
vesar la laguna de Atescatempa para salvar la 
frontera. Ante el Juez menor se presentó An- 
drés Ruano Ruiz, hermano de Agustín Ruiz, 
reclamando la entrega del caballo y acompa- 
ñando la certificación extendida por el secre- 
tario de la Municipalidad de Asunción Mita 
que contiene el registro del fierro pertenecien- 
te al procesado, habiendo dictaminado el exper- 
to Max Antonio Cerna Ramírez, que el fierro 
matriculado es el mismo que tiene el caballo 
recogido, Consta la certificación de la partida 
de defunción de José Luis Barahona Ochoa, Las 
diligencias pasaron al conocimiento del Tribu- 
nal Militar de Jutiapa, por inhibitoria del Juez 
Segundo de Primera Instancia del mismo depar- 
tamento. Examinado Luiz Cañénguez Reyes, di- 
jo no constarle nada de los hechos y que supo 
por el rumor público que Ruiz Alarcón ultimó a 
balazos a José Luis Barahona Ochoa. En la 
misma forma se produjo Bernardo Estrada Rua- 
no. Los testigos José Manuel Hernández Martí- 
nez, Salomé Guevara González, Antonio Polan- 
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co González, Fabián Flores Morán, Benito An- 
tonio Ramírez Barahona, Santiago Yanes Mo- 
nasterio, Agustín Regalado Paredes, Presenta- 
ción Tovar Ruiz, declararon en el sentido de 
que se dieron cuenta cuando Agustín Ruiz Alar- 
cón hizo dos disparos a José Luis Barahona 
ocasionándole la muerte y luego salió huyen- 
do por la carretera que conduce a la frontera 
con El Salvador. montando un caballo tordillo. 
Al ser interrogados Emilio Andrés Linares Es- 
paña, Julio López Osorio, Efraín Valenzuela 
Linares y Jorge Martínez Rodríguez, dijeron no 
constarles nada de vista y que por el rumor 
público supieron que el comisionado militar 
Agustín Ruiz Alarcón, fue quien dio muerte a 
José Luis Barahona Ochoa. Con fecha veintio- 
cho de octubre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, Francisco Vivar Mejía se presentó ante 
el Juez instructor acompañando el testimonio 
de la escritura de mandato otorgada por Agus- 
tín Ruiz Alarcón a su favor, el once de ese 
mismo mes y año en la aldea San Cristóbal 
Frontera y pidiendo se le reconociera su perso- 
nería y al mismo tiempo el examen de los tes- 
tigos Aquilino Ramírez Campos, Antonio Go- 
doy Cortez, Angel Cordero Ramos, José León 
Zúñiga, Santiago López Machorro e Isaías Go- 
doy y Godoy, quienes dijeron ser mozos del 
procesado y haber estado en su compañía du- 
rante todo el día de autos, ocupados en apo- 
rrear frijol, constándoles que éste no salió del 
lugar desde las cinco de la mañana hasta las 
cuatro de la tarde. A solicitud del apoderado 
del recurrente fueron interrogados Maximilia- 
no Regalado Amézquita, Adolfo Duque. Celes- 
tino Duque Guevara, Antonio Valenzuela Gu- 
diel, Vicente Regalado Godoy, Natividad Ba- 
rrera Godoy, Marcelino Barrera Godoy, Venan- 
cio Chavarría, Francisco España Estrada, Sabi- 
no Barrera Godoy, Diodoro Antonio Hernández 
España, Rosa López Estrada, y Pedro Estrada 
Vega. quienes declararon en el sentido de que 
Agustín Ruiz Alarcón, el día de autos, estuvo 
aporreando frijol en el lugar denominado el 
Tablón de San Bartolo. A solicitud del acusador 
fueron interrogados Benito Vega Estrada, Mo- 
desto Valenzuela Grijalva, Francisco Yanes Va- 
lenzuela, Adrián Orozco González, Natividad 
González López, Demetrio Lemus Flores, Teo- 
doro Ramos Girón, Alberto Linares Teo, Telés- 
foro Barrientos Estrada, Virgilio Estrada Gon- 
zález y José González Estrada, quienes decla- 
raron haber visto cuando Agustín Ruiz Alarcón 
disparó dos tiros a José Luis Barahona Ochoa, 
ocasionándole la muerte y luego haberse puesto 
en fuga, montando un caballo tordillo por la 
carretera que conduce a la frontera con El Sal- 
vador, a excepción del último testigo que úni- 
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camente afirma haber encontrado en la carre- 
tera, montando un caballo moro, al enjuiciado 
Ruiz Alarcón y a poca distancia el cadáver de 
Barahona Ochoa. El acusador Delfino Barahona 
puso en conocimiento del Tribunal Militar, que 
el procesado se encontraba en la finca San 
Antonio Abad, distrito de Candelaria, repúbli- 
ca de El Salvador, propiedad de Alcides Carri- 
llo, por lo aue pedía se librara el suplicatorio 
correspondiente para su extradición, lo que así 
se hizo. Con fecha siete de febrero de mil no- 
vecientos sesenta, el acusador Delfino Barahona 
dirigió mensaje telegráfico al Auditor de Gue- 
rra informándole que Agustín Ruiz Alarcón es- 
taba preso en Santa Ana, república de El Sal- 
vador, Se encuentra el oficio de fecha diez y 
siete de febrero de mil novecientos sesenta, sus- 
crito por el sargento secretario de la Guardia 
de Hacienda de San Cristóbal Frontra, dirigido 
al Auditor de Guerra de Jutiapa remitiendo al 
procesado Agustín Ruiz Alarcón, quien a su 
vez fue entregado por la delegación de la Po- 
licía Nacional de San Cristóbal Frontera de El 
Salvador, indicando que fue capturado por in- 
fracción a las leyes de migración salvadoreñas 
y además por ser reclamado por las autorida- 
des guatemaltecas, Interrogado Agustín Ruiz 
Alarcón dijo que fue capturado por las autori- 
dades salvadoreñas y aue se encontraba en 
aquella república por el motivo “de que sabía 
que la autoridad de esta república lo perseguía 
porque había orden de captura para él porque 
lo acusaban de la muerte de José Luis Bara- 
hona Ochoa”, afirmó que el día y hora de au- 
tos se encontraba aporreando frijol en el Ta- 
blón de San Bartolo, municipio de Asunción 
Mita, negando haberse encontrado con José 
Luis Barahona Ochoa y haberle dado muerte 
en la forma que se le imputa. Se le motivó 
prisión por el delito de homicidio. A petición 
del procesado se examinó a los testigos Manuel 
Olivares Godoy, quien declaró no constarle na- 
da de vista y que el día y hora de autos vio 
cuando Salomé Guevara y Antonio Polanco sa- 
lieron de la casa de Delfino Barahona y por 
tal circunstancia no pudieron darse cuenta de 
la persona aque ultimó a José Luis Barahona 
Ochoa; Prudencio Monroy Gómez, quien decla- 
ró en el mismo sentido; Fernando López Alar- 
cón que afirmó no constarle nada del hecho; 
Rosendo Guevara Roca: que por el rumor pú- 
blico se dio cuenta que habían matado a José 
Luis Barahona Ochoa y que el día y hora de 
autos vio al procesado que iba montado con di- 
rección a la aldea El Tablón de San Bartolo 
donde tenía sus trabajos; Fernando Guevara 
Cardona en el mismo sentido que el anterior; 
Aureliano Ramírez Gudiel se produjo en idén- 
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tica forma; de igual manera declaró Justo Ra- 


mos Rodríguez y Delfino Linares Teo dijo que 


nada le consta y aue por el rumor público supo 
la muerte de Barahona Ochoa. Por solicitud del 
acusador Delfino Barahona se interrogó a los 
_ testigos Eulogio González quien declaró que el 
día y hora de autos oyó que a inmediaciones 
de la laguna de Atescatempa se produjeron 
dos disparos y luego vio al procesado, montan- 
do un caballo tordillo y llevando en la mano 
una escuadra pavón azul, quien se dirigía por 
la carretera rumbo a la frontera con El Sal- 
vador; Leonardo González Barco, Tránsito Po- 
lanco González, Feliciano Morán Interiano y 
Ricardo Asencio Grijalva quienes declararon en 
el sentido de haber visto cuando Agustín Ruiz 
Alarcón hizo dos disparos a José Luis Barahona 
Ochoa, ocasionándole la muerte y luego mon- 
tado en un caballo tordillo y llevando en la ma- 
no una escuadra se puso en fuga por la carre- 
tera que conduce a la frontera con El Salvador. 
Durante el término de prueba y a solicitud 
del procesado se repreguntó al testigo Presen- 
tación Tobar Ruiz, quian al final ratificó lo de- 
clarado inicialmente; con interrogatorio presen- 
tado se tomó declaración a Cruz Montenegro 
Navas, Patricio Ruiz González y Miguel Ruiz 
Cañénguez quienes afirmaron haber visto el 
día y hora de autos, en el mercado de Asunción 
Mita a Ricardo Asencio Donado, Demetrio Le- 
mus Flores, Natividad González López y Feli- 
ciano Morán Interiano. En la misma forma fue- 
ron interrogados Jesús Guerra Lemus, Visita- 
ción Ramírez Campos, Cruz Linares Axume, 
Luciano Pimentel Godoy, quienes declararon 
haber visto el día y hora de autos a Tránsito 
Polanco González, Eulogio González y José Ma- 
nuel Hernández, doblando milpa en la arada 
del lugar denominado El Tamarindo. También 
declararon Juan España Estrada, Pedro Ramí- 
rez, Santiago Vega González, Luciano Chicas 
Reyes, Francisco Ruiz. Aquilino Amézquita Sa- 
gastume, Tomás Reyes Granillo, Francisco Rua- 
no Ramírez, Marcelino Ramírez Morán, Euge- 
nio Ruiz y Ruiz, Rufino Barrios Sandoval, José 
Rafael Berríos Ramírez, cuyas exposiciones no 
se detallan por la forma como se resolverá este 
recurso. Consta el acta de inspección ocular 
practicada a solicitud de la. defensa, así como 
las diligencias de extradición tramitadas, El 
Tribunal Militar con fecha catorce de noviem- 
bre de mil novecientos sesenta, dictó sentencia 
absolviendo de la instancia al procesado y man- 
dando abrir procedimiento contra los testigos 
José Manuel Hernández Martínez, Santiago Ya- 
nes Monasterio, Modesto Valenzuela Grijalva, 
Francisco Yanes Valenzuela, Adrián Orozco 
González, Natividad González López, Demetrio 


Lemus Flores, Teodoro Ramos Girón, Leonardo 
González Barco, Tránsito Polanco González, Fe- 
liciano Morán Interiano y Ricardo Asencio Gri- 
jalva por el delito de falso testimonio. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


En virtud de recurso interpuesto, la Sala 
Quinta de la Corte de Apelaciones dictó sen- 
tencia el nueve de mayo del año pasado, revo- 
cando la anterior y declaró aque Agustín Ruiz 
Alarcón es autor del delito de homicidio, por 
lo que le impone la pena de diez años de prisión 
correccional inconmutables y demás penas ac- 
cesorias y manda abrir procedimiento por falso 
testimonio contra Nicolás Esquivel Jordán y 
Presentación Tobar Ruiz. Para el efecto coH- 
sideró: que la responsabilidad criminal del en- 
cartado quedó plenamente establecida en autos 
con los siguientes elementos de prueba: “a) con 
las deposiciones de los testigos de cargo, pre- 
senciales, idóneos, contestes en lo substancial 
del hecho y sin tacha legal probada y oídos du- 
rante la fase sumarial del proceso, José Manuel 
Hernández Martínez, Salomé Guerra González, 
Agustín Regalado Paredes, Antonio Polanco 
González, Fabián Valenzuela, Adrián Orozco, 
González, Natividad González López, Demetrio 
Lemus Flores, Teodoro Ramos Girón, Alberto 
Linares Teo, Telésforo Barrientos Estrada, Vir- 
gilio Hernández Estrada, Virgilio Estrada Gon- 
zález, Leonardo González Barco, Tránsito Po- 
lanco González, Feliciano Morán Interiano y Ri- 
cardo Asencio Grijalva y quienes son unifor- 
mes al afirmar que, el día y en el lugar de 
autos, entre las siete y ocho horas de la maña- 
na, vieron a distancias distintas que oscilan en- 
tre tres cuadras y veinte brazadas y señaladas 
por los testigos ya nombrados Virgilio Estrada 
González y Santiago Yanes Monasterio, respec- 
tivamente, cuando el procesado, Agustín Ruiz 
Alarcón, hizo dos disparos con arma de fuego 
contra la persona de José Luis Barahona Ochoa 
y que a consecuencia de los cuales le ocasionó 
la muerte, poniéndose de inmediato en precipi- 
tada fuga el hechor, auien montaba un caballo 
tordillo, sobre la carretera internacional que 
conduce a la aldea de San Cristóbal Fron- 
tera, del municipio de Atescatempa; afirmando 
algunos de dichos testigos de cargo que sí se 
dieron cuenta de la presencia de otras perso- 
nas en el lugar cuando ocurrió el hecho y sólo 
manifestándose en el sentido de aue no vieron 
otras personas, únicamente los testigos Nativi- 
dad González López y Ricardo Asencio Grijal- 
va; habiéndose percatado la mayoría, que el 
arma con la que perpetrara Ruiz Alarcón la 
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muerte de Barahona Ochoa, era una escuadra 
color pavón azul”. 


RECURSO DE CASACION: 


Con el auxilio del abogado Fidelino Antonio 
Lemus D., el procesado Agustín Ruiz Alarcón 
interpuso el presente recursa, citando como 
caso de procedencia el contenido en el inciso 
80. del artículo 676 del Código de Procedimien- 
tos Penales. El recurrente copia el punto a) 
de la parte considerativa del fallo de segunda 
instancia transcrito y dice: “La honorable Cá- 
mara sentenciadora acepta por igual la veraci- 
dad de estos testimonios, no obstante que afir- 
ma que todos los testigos mencionados son pre- 
senciales, idóneos, sin tacha legal probada y 
contestes en lo substancial del hecho. Cómo va 
a ser posible, por razón de las extremas distan- 
cias emitidas por la Sala. los testimonios acep- 
tados sean de igual naturaleza probatoria. Yo 
estimo, Corte Suprema, el hecho sobre el que 
declaran los mencionados testigos, no fué sus- 
ceptible de haber sido captado por todos de 
igual manera y por esta razón afirmo aue la 
honorable Sala 5a. de la Corte de Apelaciones 
de Jalapa, infringió la circunstancia cuarta, del 
artículo 586 del Código de Procedimientos Pe- 
nales”, Luego agrega: “Por otra parte, los tes- 
timonios aportados por los testigos Teodoro Ra- 
mos Girón, Alberto Linares Teo, Virgilio Her- 
nández Estrada, Tránsito Polanco González y 
Feliciano Morán Interiano, no son claras ni 
precisas. son reticentes, no sólo sobre la subs- 
tancia del hecho sobre el que declaran, sino 
también sobre circunstancias esenciales del mis- 
mo”. Sigue diciendo: “Por esta razón la Hono- 
rable Sala Quinta al apreciar estos testimonios 
con mérito efectivo, infringió la circunstancia 
quinta del mismo artículo 586 del Código de 
Procedimientos Penales”. Luego asienta: “Con- 
cluyo afirmando que la razón fundamental de 
este recurso, estriba en que se cometió error de 
derecho en la prueba testimonial identificada”. 
En su alegato presentado el diez de octubre del 


año pasado con ocasión de la vista fijada para - 


el trece del mismo mes, agrega que durante la 
fase probatoria del proceso, fue presentada 
fuerte prueba testimonial a su favor, habiendo 
sido ésta uniforme y conteste, en el sentido de 
que el recurrente se encontraba el día y hora 
de autos en lugar distinto de donde se consumó 
el hecho y que no obstante la veracidad de di- 
chos testimonios, la Sala sentenciadora no le 
dio ningún valor a esta prueba de descargo. 


Transcurrida la vista procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Como el interponente sólo hace referencia a 
que la Sala sentenciadora no tomó en conside- 
ración la prueba de descargo a que alude, sin 
denunciar error a este respecto, no cabe hacer 
ningún estudio en relación con esta objeción. 
En lo que respecta al error de derecho que se 
denuncia, la impugnación no se encuentra jus- 
tificada. pues el Tribunal sentenciador al hacer 
el análisis de la prueba testimonial asienta, co- 
mo efectivamente es cierto, aque todos los tes-. 
tigos son uniformes al afirmar que el día y en 
el lugar de autos, entre las siete y ocho de la 
mañana, vieron a distancias distintas cuando 
el procesado Agustín Ruiz Alarcón hizo dos - 
disparos con arma de fuego a José Luis Ba- 
rahona Ochoa, ocasionándole la muerte. De con- 
siguiente, lejos de infringir el inciso 4o, del 
artículo 586, del Código de Procedimientos Pe- 
nales, hizo correcta aplicación del mismo, pues 
del estudio de las actuaciones se desprende que 
el hecho fue susceptible de ser apreciado por los 
sentidos y que a los testigos les consta por sí 
mismos y no por induceiones o referencias de 
otras personas. En cuanto que los testimo- 
nios de Teodoro Ramos Girón, Alberto Lina- 
res Teo, Virgilio Hernández Estrada, Tránsito 
Polanco González y Feliciano Morán Interiano, 
no son claros ni precisos, no sólo sobre la subs- 
tancia del hecho aue declaran, sino sobre las 
circunstancias esenciales del mismo, tal afir- 
mación no se ajusta a las constancias de autos, 
en las que aparecen las manifestaciones, cla- 
ras, precisas, sin dudas ni reticencias, no sólo 
sobre la substancia del hecho pesquisado, sino 
sobre las circunstancias esenciales del mismo, 
de todos y cada uno de los testigos menciona- 
dos quienes categóricamente señalaron al pro- 
cesado como el autor de la muerte de Luis 
Barahona Ochoa. haberlo visto con la escuadra 
en la mano, montado en una caballo tordillo 
huyendo por la carretera que conduce a San 
Cristóbal Frontera. De consiguiente la Sala sen- 
tenciadora al apreciar el mérito de tales decla- 
raciones, lejos de infringir el inciso 50. del ar- 
tículo 586 del Código de Procedimientos Pe- 
nales, lo aplicó en sus legítimos alcances, por 
lo que no existiendo los errores señalados ni 
las infracciones legales alegadas, la improce- 
dencia del recurso es manifiesta. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y lo 
que disponen los artículos 684, 686, 690, 692, 
694 Código de Procedimientos Penales; 222, 223, 
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233 y 234 del Decreto Gubernativo número 1862, 
declara: IMPROCEDENTE el recurso de casa- 
ción interpuesto por Agustín Ruiz Alarcón, a 
quien impone la pena adicional de quince días 
de prisión simple, conmutables en su totalidad 
a razón de veinte centavos de quetzal diarios. 
Notifíquese y con certificación de lo resuelto, 
devuélvanse los antecedentes a donde corres- 
ponde. (Ponencia del Magistrado J. Fernando 
Juárez y Aragón). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


CRIMINAL 


Contra Federico Humberto Pérez Ramazzini, 
por el delito de homicidio. 


DOCTRINA: Si el tribunal sentenciador deja 
de estimar alguna prueba, incurre en error 
de hecho siempre que se trate de documen- 
tos o actos auténticos con valor suficiente 
para fundamentar alguna de las decisiones de 
fondo del fallo. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, pri- 
mero de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Para resolver se examina el recurso de ca- 
sación interpuesto por Federico Humberto Pé- 
rez Ramazzini, contra la sentencia que dictó la 
Sala Tercera de la Corte de Apelaciones el die- 
ciocho de febrero de mil novecientos cincuenta 
y ocho, en la causa aue por el delito de homici- 
dio se le instruyó en el Juzgado de Primera 
Instancia de Santa Rosa. 


ANTECEDENTES: 


El procedimiento se inició el veintinueve de 
febrero de mil novecientos cincuenta y seis, en 
el Juzgado de Paz de Taxisco del departamen- 
to de Santa Rosa, por aviso aue diera Hilario 
Arévalo Véliz de que en la finca “Cartago”. de 
la que era administrador, Humberto Pérez Ra- 
mazzini había dado muerte a Rogelio Cifuentes 
Montenegro y que inmediatamente después el 
mismo Pérez Ramazzini le informó del suceso, 
dándose preso y le entregó la escopeta con que 
había cometido el delito, antes de que los tra- 
bajadores de la finca lo detuvieran. El Juez se 


constituyó en el lugar y en- el acta que con 
ese motivo levantó, hizo constar que frente a 
una galera que sirve de aserradero, estaba el 
cadáver de Rogelio Cifuentes Montenegro y que 
a un metro de distancia de la pieza que ocu- 
paba la esposa de Pérez Ramazzini, encontró 
un cartucho de escopeta calibre dieciséis y un 
machete de trabajo. En el mismo acto examinó 
a Hortensio Hernández López, Efraín Díaz Avi- 
la y Catarino Barrientos Morales, quienes de 
manera uniforme declararon que el día del su- 
ceso como a las siete horas, se encontraban en 
la finca “Cartago” preparándose para dar prin- 
cipio a su trabajo, cuando vieron entrar al ase- 
rradero corriendo uno en pos de otro y con un 
machete en la mano cada uno, a Humberto Pé- 
rez Ramazzini y Rogelio Cifuentes Montenegro 
conservando entre sí una distancia como de 
veinte metros; que Pérez Ramazzini entró a 
su cuarto, de donde sacó una escopeta y con 
ella disparó sobre Rogelio Cifuentes Montene- 
gro quien al impacto cayó al suelo, y el hechor 
a continuación se dirigió a la oficina del ad- 
ministrador, refiriéndole lo sucedido y le en- 
tregó el arma con que había disparado. En 
los mismos términos se produjeron los testigos 
Florencio Barillas Blanco, Rigoberto Castillo 
Santos y Carlos Humberto Pozuelos Tuna, exa- 
minados posteriormente por el Juez menor. El 
acusado Humberto Pérez Ramazzini declaró ser 
verdad que él había dado muerte a Rogelio Ci- 
fuentes Montenegro, pero aue lo hizo en defen- 
sa de su vida porque en ocasión que se encon- 
traba acompañado de Luis Díaz engrasando la 
máquina con que trabajaban, llegó el citado Ci- 
fuentes Montenegro y lo agredió armado de un 
machete, con intención de matarlo, por lo que 
encontrándose desarmado corrió hacia la casa 
de la finca “donde había dejado en la grada 
una escopeta que le había dado para que la 
aceitara, su patrón don Lázaro Chacón, dispuso 
amenazar a su agresor con la misma para ver 
si se detenía, lo que no obtuvo, pues siempre 
insistía en machetearlo, por lo que en alguna 
nerviosidad y en pura defensa de su vida, es 
probable que le tocó el llamador y se fué el 


tiro sin ninguna puntería y le fue a dar a Ro- 
gelio Cifuentes y murió”, Agrega que no hizo 
el disparo intencionalmente sino sólo se le fue 
el tiro y que con el occiso no tenían antece- 
dentes de enemistad pues sólo una pequeña 
contrariedad había ocurrido entre ambos des- 
de hacía como veinticinco días. Luis Díaz Cas- 
tillo dijo ser verdad que trabajaba como ayu- 
dante de Pérez Ramazzini, pero que cuando 
ocurrieron los hechos que culminaron con la 
muerte de Cifuentes Montenegro, no se encon- 
traba en el taller porque había ido a desayu- 
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narse y por esa razón sólo por referencias supo 
de la muerte de éste. Según informe del foren- 
se departamental, Rogelio Cifuentes Montenegro 
falleció a consecuencia de hemorragia causada 
por herida de arma de fuego, presentando múl- 
tiples orificios de entrada de los proyectiles 
(municiones), Al elevarse la causa a plenario 
el reo no se conformó con el cargo de homici- 
dio que se le formuló, y durante el término de 
prueba se recibieron las siguientes por parte 
del acusador Carlos Cifuentes Parades, padre 
de la victima: testimonios de Horacio Abal Go- 
doy, Pedro Vásquez López, Abel Abal Castillo, 
Ernesto Véliz Lucho, Bonifacio Ruano Tuna. 
Victor Manuel Morales Figueroa, Ramón Ro- 
driguez Barrientos y Favio Herrarte Aragón, 
quienes se concretaron a decir que Rogelio Ci- 
fuentes Montenegro era apreciado por sus com- 
pañeros de trabajo gracias a su educación y 
buen comportamiento, pero que respecto a su 
muerte sólo tuvieron conocimiento por refe- 
rencias de los demás trabajadores de la finca 
“Cartago”. A petición de la defensa se reci- 
bieron los testimonios de Eliseo Lara Corado, 
José Inés Morales Rivas, José Pantaleón Her- 
nández Chután, José Manuel Delgado Zamora 
y Mario Augusto Gallardo Tobar, que declara- 
ron conforme interrogatorio presentado para el 
efecto y de manera umiforme dijeron haber vis- 
to que Rogelio Cifuentes Montenegro sin me- 
diar motivo alguno, agredió con un machete al 
acusado Pérez Ramazzini, quien para eludir el 
ataque salió huyendo para su casa, pero como 
su atacante no se detuvo, se vio precisado a dis- 
pararle con una escopeta que sacó de su pro- 
pia casa, 


Cancluido el trámite, el Juez dictó sentencia 
declarando que Humberto Pérez Ramazzini es 
reo autor del delito de hamicidia, pero por con- 
currir en su favor la atenuante de haberse pre- 
sentado espontáneamente a la autoridad, con- 
fesando su delito, antes de ser perseguido como 
culpable, lo condenó a sufrir la pena de seis 
años y ocho meses de prisión correccional con 
las accesorias correspondientes. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Tercera de la Corte de Apelaciones 
confirmó el fallo de primera instancia, por es- 
timar que está debidamente probado en autos 
con las declaraciones de Florencio Barillas 
Blanco, Rigoberto Castillo Santos y Carlos 
Humberto Pazuelos Tuna, que el procesado dio 
muere can un disparo de escopeta a Rogelio 
Cifuentes; que asimismo llesó a establecerse 
plenamente que Pérez Ramazzini se presentó 


inmediatamente después y antes de ser perse- 
guido como culpable, confesando su delito, al 
administrador de la finca; que la eximente de 
legitima defensa alegada por el e 
llegó a probarse, así como tampoco se probó la 
de haber obrado por miedo invencible, porque 
cuando disparó sobre la víctima, el peligro a 
era inminente supuesto que había podido h 
e introducirse es su casa de habitación. 

o 
d a 
Humberto Pérez Ramazzini, bajo la dirección 93 


RECURSO DE CASACION: 


inciso 7o., 67, 68 del Código Penal, en relación 
con el caso de procedencia contenido en el inm- 
ciso lo. del artículo 676 del Código de Proce- 
dimientos Penales; los articulos 22 incisos 10 
3o., 50.. 60., 80., 90. y 100.. 67, 68, 81, 82 del. 

Código Penal y 735 inciso 3o. Código de 
cisos 50. y 60. del articulo 676 7 
Código y los articulos 252, 262, 326, 570, 573, 


Procédimientos Penales ea TN 


úl 


deró de él al verse perseguido por su agresor, 
con manifiestas intenciones de matarlo y que 
no se contuvo aun viendo que penetraba al in- 
terior de su habitación; que tampoco estimó la 
Sala su estado de ánimo en el momento de co- 
meter el delito, para aceptar que concurrieron 
además en su favor las eximentes contenidas 
en los incisos lo., 3o. y 60. del articulo 21 del 
Código Penal, estando bien establecidos los tres 
requisitos que requiere la intesración de esta 
última, o sean la agresión ilesitima, necesidad 
racional del medio empleado para impedirla a 
repelerla y falta de provocación suficiente por 
parte del que se defiende. Pero que si no se 
estimara la concurrencia de estas eximentes, por 
lo menos debieran tenerse como incompletas y 
rebajársele la pena en una cuarta o quinta 
parte; y por último, que el Tribunal sentencia- 
dar incurrió en error de derecho al apreciar los 
testimonios de José Inés Morales Rivas, José 
Pantaleón Hernández, José Manuel Delgado Za- 
mora y Mario Augusto Gallardo Tobar, quienes ; 
están conformes en las personas, lugar, tiempo 
y forma en que ocurrió el hecho y no es legi- 
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timo el motivo expuesto por la Sala para negar- 
les el valor probatorio que les corresponde. 


Transcurrida la vista, procede resolver. 


I 
CONSIDERANDO: 


Conviene estudiar en primer término para el 
debido ordenamiento de este fallo, la impugna- 
ción relativa al error de derecho que se acusa 
en la apreciación de la prueba testimonial de 
descargo, argumentándose que no es legítimo 
el motivo expuesto por la Sala para negarle 
valor probatorio; pero de la simple lectura de 
la parte considerativa de la sentencia de se- 
gundo grado, se advierte que el Tribunal no 
menciona siquiera los testigos propuestos por 
el procesado para probar los extremos de la 
legítima defensa que alega en su favor, por lo 
que no pudo haberse incurrido en error de de- 
recho porque lejos de apreciarse equivocada- 
mente aquellos testimonios, se ignoraron com- 
pletamente, lo cual vendría a constituir un 
error de hecho y no de derecho, pero como 
no está denunciado así, es imposible su exa- 
men, habida cuenta de que el Tribunal de Ca- 
sación no está facultado para examinar errores 
que no hubieren sido concretamente puntuali- 
zados en el planteamiento del recurso y por 
consiguiente, tampoco puede determinarse si 
fueron o no infringidos los artículos 252, 262, 
326, 570, 573, 574, 582, 587, 588, 601, 602 y 614 
del Código de Procedimientos Penales citados 
con relación a este motivo. 


104 


Sostiene el recurrente que en la sentencia que 
impugna se infringió la ley al dejar de estimar- 
se en su favor las eximentes constituidas por 
haber actuado bajo los impulsos del miedo in- 
vencible que produjo en él la agresión de que 
fue objeto por parte de la víctima; que obró 
violentado por fuerza material exterior, irre- 
sistible directamente empleada sobre él por 
otra persona, y que ejecutó el hecho en su le- 
gítima defensa. La Sala sentenciadora expresa- 
mente considera que ninguna de estas eximen- 
tes llegó a tipificarse, en primer término, por- 
que se ignora quién de los dos contendientes 
provocó el suceso y en segundo, porque dados 
los hechos probados en la causa, cuando el 
acusado disparó su arma sobre Cifuentes Mon- 
tenegro, ya había pasado el peligro a que dice 


haberse visto expuesto por la persecución de 
que fué objeto; y como según aueda conside- 
rado en el párrafo aque antecede, no puede ha- 
cerse un nuevo examen de la prueba, tiene que 
admitirse indefectiblemente que así quedó es- 
tablecido en autos, y en tales condiciones, está 
en lo cierto el Tribunal sentenciador al estimar 
que no se configura ninguna de las eximentes 
alegadas por el procesado, ni otra atenuante 
más que la que consideró concurrente deriva- 
da de haberse presentado a la autoridad y con- 
fesado su delito antes de ser perseguido como 
culpable; y tampoco es dable apreciar aue las 
eximentes antes dichas por no haberse integra- 
do del todo, puedan aplicarse como incomple- 
tas y rebajar en virtud de ellas hasta en una 
cuarta o quinta parte la pena correspondiente, 
porque no se da por probado que concurra si- 
quiera uno de los requisitos que la ley exige 
para eximir de responsabilidad criminal, me- 
nos aún el mayor número de ellos como se re- 
quiere para este efecto, Se concluye en conse- 
cuencia que las eximentes alegadas por el reo 
no concurrieron en la comisión del delito y que, 
como tampoco pueden aplicarse como incom- 
pletas, ni hay otras atenuantes que puedan apre- 
ciarse en su favor además de la que estimó la 
Sala, la pena que se le impuso es la que co- 
rresponde al hecho delictuoso de que se le de- 
claró responsable y por lo mismo, no han sido 
infringidos los artículos 12, 15, 21 incisos 4o., 
5o., 60., 22 incisos 1o., 3o.. 50., 60., 80., 90. y 
100., 67, 68. 81 y 82 del Código Penal y 735 
inciso 3o. del Código de Procedimientos Penales. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fundamen- 
to en lo considerado, y lo que preceptúan los 
artículos 222, 223, 224, 227, 233, 234 del Decre- 
to Gubernativo 1862; 686, 690 y 694 del Códi- 
go de Procedimientos Penales, declara: IMPRO- 
CEDENTE el recurso de que se ha hecho mé- 
rito, condenando al interponente a la pena 
adicional de quince días de prisión simple que 
podrá conmutar a razón de diez centavos de 
quetzal por día. Notifíquese y con certificación 
de lo resuelto, devuélvanse los antecedentes. 
(Ponencia del Magistrado Arnoldo Reyes Mo- 
rales), 


H. Morales Dardón.—G, Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 
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CRIMINAL 


Contra Alberto de Paz de León, por el delito 
de estafa. 


DOCTRINA: Los instrumentos públicos o au- 
ténticos hacen prueba plena, siempre que no 
hayan sido redargúidos de falsedad. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, cua- 
tro de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Para resolver se ve el recurso de casación 
interpuesto por Alberto de Paz de León, contra 
la sentencia que el once de noviembre de mil 
novecientos sesenta. dictó la Sala Séptima de 
la Corte de Apelaciones, en el proceso que por 
el delito de estafa se instruyó contra el recu- 
rrente, ante el Juzgado de Primera Instancia 
del departamento de Totonicapán. 


ANTECEDENTES: 


El cinco de marzo de mil novecientos cin- 
cuenta y seis, se presentó al Juzgado de Paz de 
Momostenango, Efraín Cifuentes Ligorría ac- 
cionando como apoderado especial de Humber- 
to Rafael Flores Ramírez, denunciando la comi- 
sión de un delito consistente en que Alberto 
de Paz de León quien era trabajador de la Li- 
corera Humberto R. Flores, y que ganaba trein- 


ta quetzales al mes desempeñando sus funciones 


en la agencia de Momostenango, había tomado 
para sí sin consentimiento del propietario el 
producto de licores aque se le dieron para que 
como empleado vendiera, siendo el faltante 
desde el cuatro de marzo de mil novecientos 
cincuenta y cinco al veintinueve de febrero de 
mil novecientos cincuenta y seis, la suma de 
tres mil doscientos ochenta y cuatro quetzales 
con cuarenta y cinco centavos, sin tomar en 
cuenta las remisiones de licor aue se le hubie- 
ran hecho con posterioridad al veintinueve de 
febrero de mil novecientos cincuenta y seis. Di- 
cha denuncia fue debidamente ratificada y en 
vía de ampliación, dijo que requirió a Paz de 
León de la entrega de la mencionada cantidad 
y que éste le manifestó que se la había gasta- 
do y que se le diera un plazo hasta las cuatro 
de la tarde del mismo día o sea el cuatro de 
marzo de mil novecientos cincuenta y seis, para 
entregarla. lo cual hasta el momento de la de- 
nuncia, no lo había cumplido, por lo cual se 
constituia en formal acusador de aquel. En la 
misma fecha y ante el mismo tribunal se pre- 
sentó Federico Rotter S., como representante 
de la Licorera de Luis Pérez Velásquez denun- 
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ciando el mismo delito aque el anterior; en la 
misma forma y contra la misma persona come- 
tido en la Licorera que representa, por la suma 
de dos mil nueve quetzales con veintiséis cen- 
tavos, constituyéndose también en formal acu- 
sador de Alberto de Paz de León, El Juez prac- 
ticó inspección ocular en la casa que ocupa la 
agencia de ambas licoreras, habiendo hecho 
constar en el acta correspondiente, todo el licor 
que encontraron así como otros implementos 
relacionados con las mismas; y que no se en- 
contró dinero en efectivo. Edmundo Magín Po- 
rres y Felipe Ixcoy, empleados de la agencia 
relacionada, dijeron no constarles nada de los 
hechos investigados, que vieron que el cuatro 
de marzo de mil novecientos cincuenta y seis 
los acusadores llegaron a hablar con de Paz 
de León, pero no sabían de aué trataron. Por 
el delito de estafa, el Juzgado de Primera Ins- 
tancia de Totonicapán ordenó la captura de Al- 
berto de Paz de León. Fueron ampliadas las de- 
claraciones de los acusadores Federico Rotter 
S., y Efraín Cifuentes Ligorría, habiendo ex- 
puesto el primero: que Alberto de Paz de León 
ingresó como empleado de la Licorera Luis Pé- 
rez Velásquez en el depósito fiscal de Momos- 
tenango, el seis de marzo de mil novecientos 
cincuenta y dos, dicho depósito fué suspendi- 
do con fecha treinta de junio del mismo año 
por orden del gobierno de la república, habien- 
do quedado de Paz de León como agente vende- 
dor de las Licoreras “Luis Pérez Velásquez y 
Humberto R. Flores”, hasta el cuatro de marzo 
de mil novecientos cincuenta y seis en que huyó 
al ser requerido de pago de cierta cantidad de 
dinero aque estafó a la Licorera “Luis Pérez 
Velásquez” y que reconoció en escritura públi- 
ca número ochenta del protocolo del licencia- 
do Egil Ordóñez Muñoz y que asciende a la 
cantidad de tres mil cuatrocientos quetzales con 
cincuenta centavos. Que la señora Colomba Es- 
cobedo Cifuentes, vecina de Momostenango, 
prestó una fianza a favor de de Paz de León, la 
cual fue suscrita en el Juzgado de Paz de Mo- 
mostenango, el cuatro de marzo de mil nove- 
cientos cincuenta y cinco, y la cual estaba en 
vigor hasta la fecha —trece— de abril de mil 
novecientos cincuenta y seis”, ya que de Paz 
de León no cumplió con pagar la cantidad men- 
cionada a la Licorera que el declarante repre- 
senta. Que de las cantidades de aguardiente re- 
mitidas en consignación amparadas con la fian- 
za mencionada, hay un faltante de dos mil dos- 
cientos ochenta y cinco quetzales veinticuatro 
centavos. Que el cuatro de marzo de mil nove- 
cientos cincuenta y seis, de Paz de León, huyó 
habiéndose llevado el valor de las ventas hasta 
el mencionado día con lo que dan el total arri- 
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ba indicado, siendo el monto total de lo esta- 
fado quince mil seiscientos ochenta y cinco 
quetzales treinta y ocho centavos. Que cuando 
se presentaron los empleados de las Licoreras 
a efectuar los cheques correspondientes, de Paz 
de León mostró unas escrituras y documentos 
que amparaban créditos aque no estaban autori- 
zados por los destiladores y este dinero lo em- 
pleó en comprar vehículos con los que puso al 
servicio público una línea de transportes. Agre- 
gó el declarante que en su poder obraba un 
documento, suscrito en Momostenango el dos de 
marzo de mil novecientos cincuenta y cinco el 
cual tuvo a la vista el Juez instructor de las di- 
ligencias; que en dicho documento Alberto de 
Paz de León, hizo constar que la cantidad de 
dinero faltante de dieciocho mil cuarenta y un 
quetzal y ochenta y seis centavos y adeudada a 
las Licoreras “Luis Pérez Velásquez” y “Hum- 
berto R. Flores”, la había empleado en negocios 
particulares como en compra de camionetas y 
otros vehículos que tenía en su poder y uso; 
ésto al serle glosadas sus cuentas en la fecha 
que se suscribió el documento y que oportuna- 
mente presentaría copia del mismo para que 
constara en autos, El segundo o sea Efraín Ci- 
fuentes Ligorría, por su parte se expresó más 
o menos en los mismos términos que el ante- 
rior con relación al trabajo que desempeñaba 
de Paz de León, agregando, que en febrero de 
mil novecientos cincuenta y cinco, se estable- 
ció un faltante en sus cuentas de siete mil no- 
vecientos ocho quetzales con catorce centavos 
que reconoció en una acta privada y en la es- 
critura pública número ochenta del licenciado 
Egil Ordóñez Muñoz el cuatro de marzo del 
mismo año, obligándose a pagar mensualmente 
doscientos quetzales, y de julio del mismo año 
en adelante la cantidad de trescientos quetza- 
les. Que para seguirle dando facilidades a de 
Paz de León para que cancelara dicho saldo, 
se le exigió una fianza de cualquiera de las 
Compañías Aseguradoras de la República y pa- 
ra mientras eso se llevaba a cabo, la señora 
Colomba Escobedo Cifuentes, vecina de la Villa 
de Momostenango le concedió una fianza no de- 
terminando valor sobre las remesas de aguar- 
diente que se le hicieran y con el objeto de 
surtir a todos los patentados minoristas que ha- 
bían quedado sin este artículo para la venta; 
pero dicho señor nunca se interesó por llenar 
los requisitos que los señores destiladores le 
exigían, ya que, consideraban que la fianza de 
la señora Escobedo Cifuentes, tenía fuerza le- 
gal para el manejo de dinero que estaba en su 
poder; en las revisiones que se le hacían men- 
sualmente a dicho agente se comprobó que ha- 
bía concedido crédito a varios patentados mi- 
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noristas, los cuales con documentos falsos y 
escrituras aque hacía aparecer como legales, aun 
cuando dicho señor no estaba facultado para 
conceder créditos, ni prestar envase a ninguna 
persona, ya que todas las ventas son estricta- 
mente al contado, salvo los casos de fiesta u 
otro motivo en que se le da la autorización ex- 
presa. Que a fines de febrero de mil novecien- 


tos cincuenta y seis, se estableció que había un 


faltante de tres mil doscientos ochenta y cuatro 
quetzales y cuarenta y cuatro centavos y al 
requerírsele del pago de esa cantidad, no pudo 
dar una respuesta satisfactoria por lo cual se 
hizo constar en el libro de actas número cuatro 
que para el efecto lleva la fábrica y se le in- 
dicó que debería de poner al siguiente día ese 
dinero a la vista o se le exigiría a la señora Es- 
cobedo Cifuentes como fiadora, esa cantidad 
corresponde al saldo de las existencias aue le 
quedaban hasta el veintinueve de febrero se- 
gún los libros de cuentas corrientes de la fá- 
brica, pero que en realidad, no tenía ni una 
gota de aguardiente, en tal virtud el dos de 
marzo de mil novecientos cincuenta y seis, se 
le remitieron seiscientos litros de aguardiente 
natural de diferentes capacidades y ciento vein- 
te litros en preparado; de estas cantidades del 
dos al cuatro de marzo tuvo una venta por valor 
de seiscientos sesenta y tres quetzales con 
ochenta centavos, los cuales no se encontraron 
en la oficina respectiva, ni los documentos con 
que amparaba los créditos, dejando la oficina 
completamente abandonada, por lo cual el de- 
clarante se vio en el caso de iniciar el proceso 
respectivo; que todo lo declarado lo comprobó 
el Juez de Paz de Momostenango al practicar 
inspección ocular. Que de Paz de León ofreció 
entregar la cantidad de dinero que se le exigía 
correspondiente a las ventas de marzo de mil 
novecientos cincuenta y cincuenta y cinco a 
febrero de mil novecientos cincuenta y seis, y 
que asciende a tres mil doscientos ochenta y 
cuatro quetzales con ochenta y cuatro centa- 
vos y que para el efecto llevó a Momostenango 
al licenciado Gilberto Recinos Figueroa, para 
que en acta notarial hiciera constar la entrega 
y el saldo que le quedara en contra, pero en 
vez de cumplir lo prometido, huyó ignorando 
su paradero. Que para justificar la cantidad de 
dinero estafada por de Paz de León entregará 
oportunamente copia certificada del libro de 
cuentas corrientes de las diferentes agencias, 
actas levantadas en el libro respectivo de la 
Licorera y que tienen relación al mismo deli- 
to. Finalmente hizo constar que todo lo ex- 
puesto anteriormente, es en lo que se refiere a 
la Licorera de “Humberto R. Flores” de la cual 
es apoderado el declarante, El veinticuatro de 
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mayo de mil novecientos cincuenta y seis, Mar- 
cos Alejandro de Paz de León como apoderado 
de Alberto de Paz de León promovió la 
cuestión prejudicial. En la misma fecha el Juez 
de Primera Instancia de Totonicapán se inhibió 
de seguir conociendo en virtud de haber levan- 
tado una acta notarial relacionada con el pro- 
ceso. Por resolución de la Corte Suprema de 
Justicia fue aceptada la inhibitoria y pasadas 
las diligencias al Juzgado de Primera Instancia 
de Quezaltenango; pero por haber sido cambia- 
do el Juez inhibido, este último tribunal de- 
volvió el proceso al de origen, el cual en su 
oportunidad declaró sin lugar la cuestión pre- 
judicial planteada cuya resolución fue confir- 
mada por la Sala jurisdiccional. Al ser captu- 
rado e indagado Alberto de Paz de León negó 
todos los hechos que se le imputaron, y agregó 
que ya se le acusaba directamente por un de- 
lito que no ha cometido, que se tuviera como 
cómplices a los empleados Efraín Cifuentes y 
Leonardo Samayoa, por que ellos se daban 
perfecta cuenta cada diez días del saldo que 
adeudaba y recogían el dinero, y que no es po- 
sible ni creíble que hayan permitido que el 
saldo haya llegado a una cantidad tan alar- 
mante. Por el delito de «doble estafa se le moti- 
vó prisión provisional. La causa fue elevada a 
plenario y al tomarle confesión con cargos al 
procesado, no se conformó con los que le fueron 
formulados, Durante la tramitación del proceso 
se aportaron las siguientes pruebas: a) Escritu- 
ra número ochenta del dos de marzo de mil no- 
vecientos cincuenta y cinco, en que el acusado 
se reconoce deudor de las licoreras relacionadas 
y acepta haber distraído los fondos que como 
empleado de las mismas tenía a su custodia; b) 
Certificación extendidas por el notario Germán 
Shell Montes; c) Dos actas relacionadas con la 
revisión de cuentas y existencia de material en 
las licoreras de mérito; d) Cuatro certificaciones 
relacionadas respectivamente con operaciones 
de caja de Licorera H. R. Flores, y los compro- 
bantes que amparan las operaciones de la mis- 
ma, y que aparecen los saldos devengados por 
Alberto de Paz de León como encargado del 
depósito de Momostenango; cuenta de sueldos 
y gastos generales en la que se encuentran ano- 
tados los sueldos pagados a Alberto de Paz de 
León; remisiones de aguardiente natural y pre- 
parado consignadas a la agencia de Momoste- 
nango, traslados que hiciera el destilador Luis 
Pérez Velásquez al municipio indicado el pri- 
mero de julio de mil novecientos cincuenta y 
dos hasta el cuatro de marzo de mil novecien- 
tos cincuenta y seis, despachos efectuados y am- 
parados con las correspondientes guías fiscales 
remisiones de aguardiente natural y preparados 
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consignadas al destilados Humberto R. Flores 
de Momostenango, del primero de julio de mil 
novecientos cincuenta y dos al cinco de marzo 
de mil novecientos cincuenta y seis, con sus 
guías fiscales correspondientes; y .e) diferentes 
facturas de las Licoreras Humberto R. Flores 
y Luis Pérez V. Concluido el trámite el Juez 
dictó su fallo en el gue declaró: que Alberto de 
Paz de León es autor responsable del delito de 
estafa, por lo que le impone la pena de diez 
años de prisión correccional con carácter de 
inconmutable; con las demás penas accesorias 
del caso, 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Séptima de la Corte de Apelaciones, 
confirmó la sentencia de primera instancia, con 
la reforma de que Alberto de Paz de León es 
autor de doble delito de estafa, y aue deber? 
sufrir la pena de ocho años, diez meses y veinte 
días de prisión correccional inconmutables. 
Fundamentó su fallo en las siguientes conside- 
raciones: “que comete el delito de estafa el que 
en perjuicio de otro se apropiare o distrajere 
dinero, efectos y cualquiera otra cosa mueble 
que hubiere recibido en depósito, comisión o 
administración o por otro título que produzca 
la obligación de entregarla o devolverla; que en 
el caso presente, con el testimonio de la escri- 
tura pública autorizada por el notario Egil Or- 
dóñez Muñoz en la ciudad de Totonicapán, el 
dos de marzo de mil novecientos cincuenta y 
cinco, se prueba plenamente que por manifes- 
tación espontánea y expresa del procesado, Al- 
berto de Paz de León, como representante y 
empleado de la Licorera de los señores Luis 
Pérez Velásquez y Humberto R. Flores Ramí- 
rez, una y otra establecidas en la ciudad de 
Totonicapán recibió aguardiente en consigna- 
ción para la venta en el municipio de Momos- 
tenango y que a consecuencia de dicho negocio 
tenía a favor de las nombradas personas. sal- 
dos deudores que no había podido pagar, a 
pesar de haber realizado dichos licores, siendo 
el saldo de la Licorera de Humberto Rafael 
Flores Ramírez de siete mil novecientos ocho 
quetzales con catorce centavos y a favor de la 
Licorera de Luis Pérez Velásquez el de trece 
mil cuatrocientos quetzales con catorce centa- 
vos. El procesado al ser indagado manifestó que 
la escritura relacionada la había suscrito por- 
que fue amenazado para ello y que el aguar- 
diente lo había recibido de ambas licoreras al 
crédito, pero por ninguno de los medios reco- 
nocidos por la Ley para el efecto, logró probar 
tales extremos y de allí que deba responder 
criminalmente por los hechos cometidos. Que 
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aun cuando. como lo estima el representante del 
Ministerio Público, uno solo fue el propósito 
del procesado Alberto de Paz de León, y una 
sola la norma violada, siendo dos personas com- 
pletamente distintas una de la otra las que fue- 
ron perjudicadas en sus intereses con las accio- 
nes del sujeto activo del delito. son dos las es- 
tafas que cometió; una a la industria licorera 
del señor Humberto Flores Ramírez y la otra 
a la industria licorera del señor Luis Pérez Ve- 
lásquez, y por ambas debe ser sancionado, En 
ambos casos las cantidades estafadas son ma- 
yores de cinco mil quetzales, descontando las 
cantidades que representan los seis recibos que 
corren a folios treinta y tres al treinta y ocho 
de la causa y de ahí que la pena señalada para 
cada estafa sea de diez años de prisión correc- 
cional inconmutables, pero si se toma en cuen- 
ta la forma y manera como operaba el proce- 
sado para la venta de los productos de ambos 
licores y el propósito aue lo guió para perjudi- 
car los intereses económicos de las mismas, de- 
be aceptarse que un solo hecho dio origen a 
ambas estafas y siendo más favorable para el 
mismo, debe aplicarse la pena de uno de dichos 
delitos aumentada en una tercera parte, resul- 
tando la pena de trece años y cuatro meses de 
prisión correccional, Ahora bien: debe también 
aceptarse que fue la manifestación del proce- 
sado, en forma espontánea y expresa ante el 
notario Egil Ordóñez Muñoz en escritura rela- 
cionada en el considerando anterior, la que da 
la prueba de su culpabilidad y esa circunstan- 
cia que es de igual entidad y analogía de la 
confesión judicial, debe servir para rebajar la 
pena antes dicha en una tercera parte, quedan- 
do reducida a ocho años, diez meses y veinte 
días de prisión correccional inconmutables”, 


RECURSO DE CASACION: 


Alberto de Paz de León, con auxilio del 
abogado Joaquín Sáenz Ortega, interpuso el re- 
curso que se examina, con fundamento en el 
caso de procedencia contenido en el inciso 80. 
del artículo 676 del Código de Procedimientos 
Penales, adicionado por el artículo lo. del De- 
creto 487 del Congreso de la República, citando 
como violados los artículos: 609 incisos lo., 2o., 
3o. y 40. y el 615 del Código de Procedimien- 
tos Penales. Argumenta el recurrente que la 
Sala incurrió en error de derecho en la apre- 
ciación de la prueba, al darle valor probatorio 
a la escritura pública otorgada ante los oficios 
del notario Egil Ordóñez Muñoz en la ciudad 
de Totonicapán, el dos de marzo de mil nove- 
cientos cincuenta y cinco, pues la tomó como 
una confesión espontánea sin que lo sea por- 


que no reúne los requisitos exigidos por la ley, 
ya que no hay delito preexistente, no fue pres- 
tada en juicio y no es verosímil y congruente 
con las constancias del proceso, Que si él ma- 
nifestó que recibió aguardiente y que adeuda- 
ba los saldos en.el insrumento relacionado, ello 
no es delito; pues determina el artículo 2431 del 
Código Civil, que en todo contrato debe aten- 
derse más a la intención común de las partes. 
que al sentido literal de las palabras. Que sí 
reconoció haber recibido el licor realizado al 
crédito; que a consecuencia de dicho negocio 
había saldos deudores, extremo con el cual es- 
tuvieron conformes los acreedores como consta 
en la escritura; debe deducirse que no hubo 
contrato alguno de consignación, sino que, co- 
mo empleado vendió al crédito mercadería, y 
que las cantidades adeudadas por los compra- 
dores, se obligó a su vez a pagarles a los se- 
ñores con quienes trabajaba, lógicamente reco- 
noció haber asumido una obligación de carácter 
civil. Argumenta el recurrente que la Sala tam- 
bién incurrió en error de hecho al estimar con 
valor probatorio una escritura pública otorga- 
da con anterioridad a la iniciación del proceso, 
como confesión, resultando dicho error del pro- 
pio documento indicado. 


Transcurrida la vista, procede resolver, 
I 
CONSIDERANDO: 


El recurrente Alberto de Paz de León, citó 
como caso de procedencia el contemplado en el 
inciso 80. del artículo 676 del Código de Pro- 
cedimientos Penales, adicionado por el artícu- 
lo lo. del Decreto 487 del Congreso de la Re- 
pública, el cual establece que se entenderá in- 
fringida una ley, “cuando en la apreciación de 
las pruebas se haya cometido error de derecho 
o error de hecho, si este último resulta de do- 
cumentos o actos auténticos que demuestren de 
modo evidente la equivocación del juzgador” y 
como única ley violada el artículo 609 del Có- 
digo de Procedimientos Penales, que se refiere 
a la confesión y a los requisitos que debe reunir 
para hacer plena prueba en juicio. Argumenta 
que la Sala incurrió en error de derecho al 
apreciar la prueba aportada y especificamente, 
la escritura pública otorgada ante los oficios 
del notario Egil Ordóñez Muñoz, en la ciudad 
de Totonicapán, el dos de marzo de mil nove- 
cientos cincuenta y cinco, con respecto a la cual 
consideró la Sala que contiene la manifestación 
espontánea y expresa del procesado, como re- 
presentante y empleado de las licoreras perte- 
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necientes a Luis Pérez Velásauez y Humberto 
Rafael Flores Ramírez, de haber recibido aguar- 
diente en consignación. Pero a este respecto de- 
be tenerse presente que sólo se comete error 
de derecho, cuando se hubiese infringido un 
precepto legal de carácter substantivo o adje- 
tivo u otras normas jurídicas que deban ser 
observadas en la sentencia que se dicte, es de- 
cir, que sólo cabe alegar tal error, cuando la 
norma o normas vulneradas regulen el valor 
y eficacia de la prueba que se haya tomado en 
cuenta por el tribunal sentenciador, En el caso 
de examen, la Sala sentenciadora confirmó con 
modificación la sentencia del Juez de Primera 
Instancia de Totonicapán, con base en la escri- 
tura pública aque pasó ante los oficios del nota- 
rio Egil Ordóñez Muñoz el dos de marzo de mil 
novecientos cincuenta y cinco, estimándo!la con 
el valor de plena prueba aue como instrumento 
público le asigna el artículo 603 del Código de 
Procedimientos Penales, De manera que no es 
exacta la afirmación del recurrente en el sen- 
tido de que el fallo de segundo grado esté 
fundado en su confesión y que por ello se hu- 
biera violado el artículo 609 del Código de Pro- 
cedimientos Penales, el cual, en realidad, no fue 
aplicado; y si bien es verdad que se aquipara 
la prueba documental relacionada a la confe- 
sión, es sólo para el efecto de estimar una 
atenuante en favor del procesado, pero nunca 
para basar la condena y por consiguiente no 
fue infringido el citado artículo. 


II 
CONSIDERANDO: 


Que con respecto al error de hecho denun- 
ciado, cabe estimar que en la escritura pública 
pasada ante los oficios del notario Egil Ordó- 
ñez Muñoz, el acusado manifestó haber recibi- 
do aguardiente en consignación de las licore- 
ras ya mencionadas, y que después de haberlo 
realizado, no entregó el dinero como tenía obli- 
gación de hacerlo, ya que consignación, tanto 
en el orden jurídico como en el diccionario de 
la lengua. tiene como acepciones: entregar por 
vía de depósito, poner en depósito una cosa 
y depositar tiene como acepción primera, poner 
bienes o casos de valor bajo la custodia o guarda 
de una persona abonada, que queda en la obli- 
gación de responder de ellos y devolverlos 
cuando se les pida. Resulta en consecuencia que 
los hechos expuestos y aceptados por el incul- 
pado en el documento público de que se trata 
sí son constitutivos de responsabilidad penal 
y no simplemente de obligaciones del orden 
civil, por lo que no incurrió la Sala en este 


otro error y tampoco lo es, el hecho de haberse 
apreciado como prueba el mismo documento, 
suscrito antes de la iniciación del proceso, por- 
que siendo una prueba histórica, tiene precisa- 
mente esa característica, o sea la de constituirse 
con anterioridad al juicio. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
lo considerado y en lo que preceptúan los ar- 
tículos 222, 224,, 227, 233 y 234 Decreto Guber- 
nativo 1862; 686, 690 y 694 del Código de Pro- 
cedimientos Penales, declara SIN LUGAR el 
recurso interpuesto e impone al recurrente la 
pena adicional de quince días de prisión sim- 
ple, conmutables a razón de diez centavos de 
quetzal diarios. Notifíquese y con certificación 
de lo resuelto, devuélvanse los antecedentes a 
donde corresponde. (Ponencia del Magistrado 
Alberto Argueta Sagastume). 


H, Morales Dardón.—G, Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Julio César Ortiz Solís, por doble homi- 
cidio culposo, 


DOCTRINA: No puede prosperar el recurso de 
casación en lo penal, si fundándose en error 
de derecho en la apreciación de la prueba no 
se indica en qué consiste aquél, ni se iden- 
tifican con sus nombres los testigos cuyas de- 
claraciones, se asegura, fueron estimadas 
equivocadamente, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, cinco 
de junio de mil novecientos sesenta y dos, 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de casación interpuesto por Julio César Ortiz 
Solís, contra la sentencia dictada por la Sala 
Tercera de la Corte de Apelaciones el once de 
octubre del año próximo pasado, en la causa 
que se le siguió en el Juzgado Quinto de Pri- 
mrea Instancia de lo Criminal, por doble ho- 
micidio culposo. 


EAS 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 


115 


ANTECEDENTES: 


El veintiuno de febrero de mil novecientos 
sesenta, a eso de las veintiuna horas y quince 
minutos, el jefe de la Sección de Tránsito de 
la Policía Nacional, dio parte al Juez Tercero 
de Paz de lo Criminal, vue entre los kilómetros 
once y doce de la carretera Roosevelt, se encon- 
traban los cuerpos de dos personas que fueron 
atropelladas por un automóvil cuyo conductor 
había sido detenido, y al constituirse en dicho 
lugar el aludido funcionario hizo constar en la 
respectiva acta: que sobre el lado sur de la faja 
asfáltica y sobre la de piedrín que separa el 
asfalto de la cuneta y tiene dos metros de an- 
chura aproximadamente, como a cien metros de 
la señal del kilómetro doce, tuvo a la vista el 
cuerpo de un hombre que presentaba golpes 
sangrosos en la cara y como a quince metros 
en dirección al oriente se encontraba el cuerpo 
de una niña, como de diez años de edad, que no 
presentaba ningún golpg visible, pero se le 
apreciaban fracturas en varias partes del cuer- 
po, y como a cincuenta metros de este cadáver 
estaba estacionado un automóvil marca Pon- 
tiac, color negro, con placas de alquiler, pre- 
sentando abolladura sobre el capó, lado dere- 
cho, así como desprendida una parte de la per- 
siana niquelada del mismo lado, que fue en- 
contrada en la cuneta como a tres metros del 
cadáver de la menor; que como a veinticinco 
metros al poniente del primer cadáver existía 
un poste de tubo con señal de parada de auto- 
buses urbanos, colocado en la cuneta fuera de 
las fajas de asfalto y de piedrín; aue se exami- 
nó toda la faja asfáltica en una distancia de 
cincuenta metros al poniente de donde estaba 
el primer cadáver hasta el lugar donde se es- 
tacionó el automóvil y no habían señales de 
que el vehículo hubiera frenado, existiendo 
únicamente sobre la división del asfalto con el 
piedrín, una huella de enfrenamiento como de 
tres metros de longitud. correspondiente a una 
sola llanta; que estando presente Angela Pirir 
Boch de Toc. indicó que los cadáveres que se 
tenían a la vista eran los de su esposo Fran- 
cisco Toc Núñez y de su hija Bernarda Toc 
Pirir, de once años de edad y aquien era ciega; 
que como a las ocho de la noche salieron a es- 
perar en el lugar señalado la camioneta que los 
conduciría al centro de la ciudad' y a los pocos 
minutos un automóvil que venía con dirección 
a la capital, a mucha velocidad, se salió del 
asfalto habiendo atropellado a su esposo e hija, 
llevándose en la parte delantera el perraje de 
la exponente, vehículo que paró como a cien 
metros de distancia y del cual se bajaron varias 
personas sin haberse dado cuenta si estaban to- 


mados; el agente de la Policía Enrique Manuel 
Carías, también presente dijo: que estando en 
la garita respectiva, recibió aviso del accidente 
por lo que se apersonó en el lugar, habiéndose 
encontrado con que los dos golpeados ya ha- 
bían fallecido, y el automóvil que los atropelló 
estaba allí, con el aue lo manejaba de nombre 
Julio César Ortiz Solís, quien al ser interroga- 
do expuso: que venía procedente de Santa Lu- 
cía Milpas Altas departamento de Sacatepéquez 
manejando el automóvil ocupado por su pro- 
pietario señor Anastasio Gándara y su familia 
a una velocidad de sesenta y cinco kilómetros 
por hora, aproximadamente, cuando al llegar al 
lugar del suceso de atrás de una camioneta que 
estaba estacionada al lado norte de la carre- 
tera, salieron intempestivamente tres personas, 
por lo que frenó y trató de esquivarlas, pero 
alcanzó a dos de ellos, atropellándolas en la faja 
asfáltica, de la cual no se salió, por lo que nue- 
vamente inspeccionó dicha faja el Juez instruc- 
tor en una extensión de más de cien metros y 
no encontró ninguna señal de haber frenado, a 
excepción de la antes descrita hallada sobre la 
faja de piedrín. Al siguiente día el mencionado 
Juzgado recibió el parte del jefe del cuerpo 
de la Policía de Tránsito, sobre el mismo he- 
cho. Al ser indagado Julio César Ortiz Sol's, 
repitió que era quien manejaba el carro que 
atropelló a las dos víctimas, que no manejaba a 
excesiva velocidad y que el hecho se verificó 
en la faja de asfalto de la cual no se salió 
con el vehículo, que únicamente eran dos las 
personas que se le atravesaron, y no había 
ninguna otras más en el lugar. Pasadas las ac- 
tuaciones al Juzgado Quinto de Primera Ins- 
tancia de lo Criminal se redujo a prisión pro- 
visional al incriminado por doble homicidio 
culposo y pocos días después se le concedió su 
libertad bajo fianza. Examinada Juana Gracie- 
la Gándara Lacap de Ruata, declaró: que venía 
en el automóvil de propiedad de Anastasio 
Gándara Luna, con otras personas más, el día 
y a la hora del hecho investigado, cuando a la 
altura de la Estación de Radio Panamericana, 
en la carretera Roosevelt, imprudentemente se 
atravesó un señor con su hija, lo que dio lugar 
a que el carro en que se conducían manejado 
por Julio Ortiz, los atropellara, a pesar de que 
caminaba a velocidad moderada, sobre su dere- 
cha. Obran en los autos los informes médicos 
forenses de las autopsias practicadas a los ca- 
dáveres de Francisco Toc Núñez y Bernarda 
Toc Pirir, que indican que presentaban contu- 
siones de cuarto grado en el cráneo, columna 
cervical, atrición y hemorragia cerebral, que 
fueron la causa de la muerte, El experto nom- 
brado reconoció que el vehículo de referencia 
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presentaba quebrada la persiana, abollado el ca- 
pó en el lado derecho, radiador roto, la llanta tra- 
sera izquierda pinchada, el encendido eléctrico, 
frenos y funcionamiento perfectamente bien. 
Angela Pirir de Toc, al ser examinada, repitió 
los hechos en la forma consignada en el acta 
descriptiva del Juez instructor de las primeras 
diligencias, y aunque se constituyó acusadora 
del responsable. posteriormente desistió, En la 
confesión con cargos el reo negó los que se le 
formularon y en el término de prueba, fueron 
examinados como testigos: Rafael Paiz Izagui- 
rre, Jorge Dreiffus Castillo y Efraín del Agui- 
la, mediante interrogatorio formulado por el 
defensor y quienes respondieron afirmativa- 
mente a todas las preguntas, tratando de esta- 
blecer que presenciaron cuando el acusado atro- 
pelló con el carro a una persona que llevaba a 
otra de la mano y se atravesaron en la carre- 
tera la noche de autos; inspección ocular en el 
sitio del suceso practicada por el Juez de la 
causa de la que no se deriva ningún hecho fa- 
vorable al procesado; declaraciones de Leopol- 
do Rabbé Figueroa, Alejandro Penagos Dardón 
y José Raúl Rosales Búcaro, sobre buenos an- 
tecedentes y aptitud del incriminado como cho- 
fer, prestadas también por interrogatorio for- 
mulado por el defensor; informes de la Peni- 
tenciaría Central y Departamento de Estadísti- 
ca Judicial de aue el reo carece de anteceden- 
tes penales. Para mejor fallar se recabaron las 
certificaciones de las partidas de defunción de 
los occisos y se examinó a Norma Rose Marie, 
quien declaró que iba en el vehículo conduci- 
do por Julio César Ortiz el día y a la hora 
de autos, cuando al aproximarse a una camio- 
neta que daba la impresión que estaba estácio- 
nada, de pronto salieron dos personas sin fi- 
jarse en la proximidad de los vehículos que 
transitaban por esa carretera originándose por 
ese motivo el accidente. El diociocho de abril 
del año recién pasado, el Juez dictó sentencia 
en que declaró al enjuiciado autor responsable 
de doble homicidio causados por imprudencia 
temeraria, condenándolo a sufrir la pena de 
cuatro años. seis meses y veinte días de prisión 
correccional, conmutables en sus dos terceras 
partes a razón de veinte centavos de quetzal 
diarios y le impuso las penas accesorias del 
caso. La Sala Tercera de la Corte de Apelacio- 
nes que conoció en grado del anterior fallo, con 
fecha once de octubre del mismo año, lo con- 
firmó, con la reforma de que el procesado debe 
purgar la pena de cuatro años, cinco meses y 
diez días de prisión correccional. Para el efec- 
to consideró que en contra del enjuiciado Julio 
Ortíz Solís se establecieron suficientes hechos 
para fundar en ellos la presunción humana de 


su culpabilidad, como son: los informes médi- 
co legales de las autopsias practicadas en los 
cadáveres de las víctimas; la inspección ocular 
practicada por el Juez de Paz instructor de las 
primeras diligencias donde se constató la forma 
como ocurrieron los hechos; el contenido del 
parte rendido por el jefe del Cuerpo de Policía 
de Tránsito; lo confesado espontáneamente por 
el procesado en el momento de la inspección del 
Juez de Paz y en su indagatoria, cuyo conjun- 
to de circunstancias graves y concordantes ha- 
cen llegar a la conclusión de que el enjuiciado 
originó el accidente por manejar su automóvil 
excediéndose en la velocidad permitida para el 
tránsito en esa zona de la ciudad lo que dio 
lugar a que se saliera de la cinta asfáltica don- 
de esperaban la camioneta Toc Núñez y su hi- 
ja Bernarda, y fueron atropellados, por lo que 
el hecho debe estimarse cometido por impru- 
dencia temeraria porque hubo infracción al Re- 
glamento de Tránsito; que las declaraciones de 
Juana Graciela Gándara Lacap de Ruata, de 
la menor Norma Rosemarie, no tiene validez 
legal por falta de imparcialidad por el interés 
directo que tienen en el resultado del asunto, 
además de que sus dichos están en contradic- 
ción con lo confesado por el enjuiciado; que 
asimismo declararon José Rafael Paiz Izaguirre, 
José (es Jorge) Dreyffus Castillo y Manuel 
Efraín del Aguila Aparicio, pero no se les re- 
conoce valor probatorio por haber sido presta- 
da con base en un interrogatorio sugerente y 
porque claramente dijo Ortiz Solís al ser in- 
dagado “que en la carretera no había otra 
persona únicamente los tres que se atrave- 
saron”. 


RECURSO DE CASACION: 


El reo Julio César Ortiz Solís, bajo la direc- 
ción del abogado Ricardo Marroquín Mazarie- 
gos, interpuso este recurso en contra de la sen- 
tencia de segunda instancia relacionada, por in- 
fracción de ley, fundamentándolo en los casos 
de procedencia contenidos en los incisos 10., 50., 
60. y 80. del artículo 676 del Código de Pro- 
cedimientos Penales y cita como violados los 
artículos 11, 13, 14 incisos 1o., 20., 3o.. 40. y 5o., 
15, 22 incisos 3o., 90. y 100., 67, 79 y 449 del 
Código Penal; 568, 570 incisos lo., 4o, y 60., 
571, 573 en sus cuatro incisos, 574, 586 en sus 
seis incisos y 614 del Código de Procedimientos 
Penales, Argumenta el recurrente que señala 
como error de derecho la incorrecta apreciación 
de las pruebas que rindió, consistente en no dar 
a sus testigos el valor legal que sus declara- 
ciones tienen, en relacionar incorrectamente lo 
que consta en el acta de inspección ocular y 
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en no tomar en cuenta que su confesión es cua- 
lificada, por lo que debe tomarse tanto en su 
contra como en lo que le favorece; aue si aca- 
so hubo imprudencia en el asunto motivo del 
proceso, sólo es imputable a los peatones que 
sin tomar precaución se atravesaron en la vía 
y aparecieron frente al carro que guiaba. En 
ampliación de su alegato el día de la vista, 
dice, que desea agregar que al iniciarse el pro- 
ceso prestó en su declaración una confesión 
con todos los lineamientos que la ley exige 
para hacer una prueba en contra, es digna de 
crédito, hecha contra él mismo, por persona 
capaz, por lo que figuran en ella todos los ele- 
mentos que exige la ley, pero la Sala la tomó 
al nivel de todos los casos por diversos que 
sean y eso es un error de derecho ya aue nin- 
gún caso es matemáticamente igual a otro. va- 
rían las circunstancias, los detalles y una serie 
de factores, que ni pueden constituir una 
regla única, invariable que deba aplicarse 
siempre. 


Habiendo transcurrido el día de la vista 


I 
CONSIDERANDO: 


Aunque entre los fundamentos de este recur- 
so se menciona el inciso 80. del artículo 676 del 
Código de Procedimientos Penales, que se re- 
fiere al error en la apreciación de la prueba, y 
se sostiene como tesis que la Sala incurrió en 
error de derecho al no dar a los testigos pro- 
puestos por el recurrente el valor legal que 
tienen sus declaraciones, en relacionar inco- 
rrectamente lo que consta en el acta de ins- 
pección ocular y en tomar en cuenta que su 
confesión es “cualificada”, y se señalan como 
violados los artículos 568, 570 incisos lo., 4o y 
60., 571, 573 en todos sus incisos, 574, 586 y 
614 del Código de Procedimientos Penales, que 
se refieren a la estimación valorativa de la 
prueba, ningún análisis comparativo de dichas 
leyes puede efectuarse, porque el recurrente 
omitió precisar en qué consiste el error atri- 
buido a cada uno de estos elementos e identifi- 
car con sus nombres a los testigos cuyas decla- 
raciones, a su juicio, fueron apreciadas equi- 
vocadamente, tanto más que presentó varios 
grupos de testigos con el fin de establecer di- 
ferentes hechos, porque de lo contrario sería 
necesario interpretar o suplir la intención del 
recurrente en contravención a la naturaleza téc- 
nica del recurso de casación, por cuyas razones 


no puede el Tribunal hacer el estudio de fondo 
de la situación planteada en este aspecto, 


II 
CONSIDERANDO: 


En lo correspondiente a los otros casos de 
fundamentación del recurso, que se refieren a 
que sean calificados los hechos probados como 
delito, no siéndolo o se penen a pesar de exis- 
tir circunstancias que impidan hacerlo; que se 
haya cometido error de derecho en cuanto a 
las circunstancias modificativas de la responsa- 
bilidad o se haya omitido considerarlas; y a 
cuando la pena impuesta no sea la que corres- 
ponde, es notoria la falta de una argumenta- 
ción jurídica acerca de estas impugnaciones, 
que propicie su examen en relación con los ar- 
tículos del Código Penal que se citan como vio- 
lados, pues únicamente se hace una relación de 
hechos, sin rebatir en la forma legal las apre- 
ciaciones del fallo recurrido, como lo requiere 
la naturaleza y la técnica del recurso de casa- 
ción, por lo que tampoco en estos aspectos pros- 
pera el examinado. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos 674, 
682 inciso 80., 687, 690, 694 del Código de Pro- 
cedimientos Penales; 222, 224, 233 y 234 del 
Decreto Gubernativo 1862, desestima el presen- 
te recurso de casación y condena al interponen- 
te a quince días de prisión simple. conmutables 
a diez centavos de quetzal diarios, Notifíquese 
y devuélvanse los antecedentes. (Ponente 
Vocal 10.) 


H_ Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Otto Arturo Zeceña Sierra, por el doble 
delito de homicidio culposo. 


DOCTRINA: Cuando el procesado confiesa he- 
chos que le perjudican y éstos están corro- 
borados por otras actuaciones, la prueba es 
plena. 
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Corte Suprema de Justicia: Guatemala, once 
de junio de mil novecientos sesenta y dos, 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de casación interpuesto por Otto Arturo Ze- 
ceña Sierra, contra la sentencia dictada por la 
Sala Séptima de la Corte de Apelaciones, el 
veintitrés de noviembre del año pasado, en el 
proceso que por el doble delito de homicidio 
culposo, se le siguió en el Juzgado de Primera 
Instancia del departamento de Quezaltenango. 


ANTECEDENTES: 


El quince de septiembre de mil novecientos 
sesenta, el jefe de la subestación de la Policía 
de Coatepeque, capitán Alberto Lira Díaz, dio 
parte al Juez de Paz de aquel lugar, de un 
accidente automovilístico acaecido en la carre- 
tera que conduce a Las Palmas, agregando: que 
tuvo conocimiento que en la mencionada carre- 
tera, a la 'altura de la hacienda San Carlos, un 
automóvil cuyo número de placas y nombre del 
conductor desconocía, atropelló a dos hombres, 
causándoles la muerte instantáneamente, que 
tanto el vehículo como los cadáverse de las víc- 
timas se encontraban en el propio lugar de los 
hechos. Constituido el referido Juez de Paz en 
el sitio indicado y con el objeto de practicar 
inspección ocular, hizo constar; que se trataba 
de la carretera del Pacífico, cuya pista es as- 
faltada y de ocho metros de ancho, que entre 
la orilla de la pista y la acera para peatones, 
se encontró el cadáver de un desconocido, pre- 
sentando ' varias lesiones, y a un metro de la 
misma-acera el cadáver de otro hombre cuya 
identificación no pudo lograrse por no tener 
ningún papel ni documento a este respecto, de- 
tallándose las múltiples lesiones que presenta- 
ba; que en el mismo lugar había un automóvil 
placas particulares número diez y siete mil 
doscientos cincuenta y cinao, (17255) marca 
Oldsmobile, color gris, “presentando el farol de- 
recho quebrado, lodera derecha, persiana del 
radiador y capó de motor abollados en su parte 
delantera. Dicho vehículo estaba cruzado al 
costado sur de la caretera, la culata pegada al 
paredón de dos metros que hay en el lugar, 
así como las ruedas traseras metidas en la cu- 
neta de concreto, las cuatro llantas según pu- 
do observarse sufrieron un desgaste grande a 
consecuencia de los frenazos violentos a que 
el vehículo fue sometido, que según se estable- 
ce “corría de oriente a poniente, indudable- 
mente a una velocidad no menor de cien kiló- 
metros por su lado derecho, es decir por el 
costado norte de la pista, hasta alcanzar a los 
dos hombres que arrolló y a quienes lanzó 


hacia adelante al producirse el impacto, a una 
distancia de veinte metros, notándose que los 
dos cuerpos corrieron arrastrándose hasta que- 
dar en el lugar donde fueron encontrados, pues 
en el asfalto se hallaron pedazos de ropa de 
ambos”, que el vehículo dejó las huellas de sus 
llantas en una distancia de cuarenta metros. 
Sigue asentando el acta de inspección ocular: 
“En el mismo acto se estableció aque el conduc- 
tor de este vehículo es el señor Otto Arturo Ze- 
ceña a quien se encontró en las inmediaciones 
del lugar, en estado de ebriedad, sin licencia 
para manejar, habiendo manifestado únicamen- 
te que el vehículo descrito es de propiedad del 
señor Werner Maister quien vive en el hotel 
Virginia y que otro vehículo fue el aue mató 
a los dos hombres y que él venía atrás del 
carro que causó el accidente y aue por eso cho- 
có con la culata del vehículo hechor”. “Exa- 
minando detenidamente el carro y los daños 
sufridos entre las abolladuras del farol derecho 
y la quebradura de la persiana del radiador 
se hallaron hilos verdes de la misma clase y 
color de la banda que usa el cadáver descrito 
en el punto b) acordándose recoger estos hilos 
para su futuro análisis o expertaje, pues de esta 
forma queda más claro que el vehículo aue se 
describe encontrado en el lugar de los hechos 
piloteado por el señor Otto Arturo Zeceña, es 
el mismo que atropelló a los peatones y les 
causó la muerte”. Luego se consigna: “ No se 
encontraron huellas de otro vehículo, pues en- 
tre la distancia de veinte metros solamente se 
hallaron pedazos de vidrio que corresponden 
al farol quebrado del vehículo manejado por 
Zeceña. Además entre los cadáveres también se 
encontraron pedacitos de vidrio de farol roto”. 
El experto Guillermo Beanchli Diéguez nom- 
brado para dictaminar sobre los daños sufridos 
por el automóvil de mérito y sobre el origen 
y causa del accidente, así como sobre los restos 
de hilo verde recogidos en la lodera del auto- 
móvil, después de hacer una descripción de 'los 
daños materiales encontrados en el automóvil, 
marca Olsmobile manejado por el procesado, 
afirma: “Que como la pista por donde corría 
el vehículo indicado se encuentra asfaltada y en 
buenas condiciones y en el lugar de los hechos 
forma una recta poco más o menos de un kiló- 
metro de longitud. estima que iba guiado a una 
velocidad de cien kilómetros, pues las llantas 
dejaron huellas de frenos en un trecho de cua- 
renta metros hasta que dicho vehículo logró 
detenerse por haberse cruzado... Que el im- 
pacto que presenta el vehículo citado no pre- 
senta trazas de haber sido causado por algún 
choque con un cuerpo humano sino con un 
cuerpo más sólido, tal como otro vehículo, Que 
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los pedacitos de hilo verde que tiene a la vista 
y que los confronta en este momento con la 
banda del occiso, del mismo color, no puede 
indicar que sí sean de la misma clase pues no 
es experto en esta clase de objetos”. Interro- 
gado Angel Mazariegos de León dijo: que del 
accidente nada le consta, pero aue ha identifi- 
cado a los fallecidos porque son sus arrendan- 
tes y que se trata de Pedro Lara Carreto y 
Juan Carreto Gómez, que la última vez que los 
vio fue el propio día de autos como a las dos 
de la tarde, en su estado normal, habiéndole 
manifestado que tenían que ir a la tienda de 
Higinio Cifuentes Reyes. La testigo Petronila 
Cortez Carreto, mujer de Juan Carreto Gómez 
y madre de Pedro Lara Carreto, corroboró lo 
expuesto por Angel Mazariegos. En la misma 
forma se produjo Julio Carreto, hijo del falle- 
cido Juan Carreto Gómez. Se encuentra el par- 
te rendido por el jefe de la subestación de la 
Policía Nacional en Coatepeque, al Juez de Paz 
del lugar, fechado el diez y seis de septiembre 
de mil novecientos sesenta y por lo que se pone 
a disposición al recurrente Otto Arturo Zeceña, 
detenido un día antes a las diez y ocho horas, 
como conductor del automóvil que se encontró 
en el lugar del accidente, haciendo constar: 
“El conductor del mencionado auto, señor Ze- 
ceña, quien estaba en estado de ebriedad expu- 
so que dicho accidente fué ocasionado por un 
pick-up color verde, carrocería gris, cuyas pla- 
cas no pudo identificar por haberse puesto en 
fuga”. Que no portaba ningún documento del 
vehículo. Interrogado Otto Arturo Zeceña di- 
jo: que el día de autos, a eso de las catorce 
horas y treinta minutos, se dirigía a Vado An- 
cho, jurisdicción de Pajapita a visitar a Fany 
viuda de Maldonado, a bordo de un automóvil 
marca Oldsmobile, que piloteaba el vehículo a 
una velocidad de noventa kilómetros, que a la 
altura del lugar donde ocurrieron los hechos, 
iba adelante del vehículo del exponente a una 
velocidad “talvez mayor de los cien kilómetros 
un pick-up Willys color verde esmeralda con 
una carrocería adaptable de aluminio, no pudo 
ver el número de la placa ni auien lo guiaba; 
este pick-up iba como cosa de diez metros ade- 
lante del exponente y él pensaba rebasarlo 
cuando vio que frente al pick-up citado un 
bulto fue alcanzado lanzándolo hacia arriba, 
viendo inmediatamente que otro bulto volaba 
hacia el lado derecho, constatando inmediata- 
mente que se trataba de dos individuos alcan- 
zados de pleno por el pick-up indicado en el 
momento de producirse el accidente, bajo un 
poco su velocidad casi hasta detenerse circuns- 
tancia por la cual y como no hubo señales 
previas él fue a chocar con la parte trasera del 


mismo, motivo por el cual el vehículo que él 
manejaba resultó con abolladuras. Que él qui- 
so inmediatamente de ver lo ocurrido y para 
evitar pasarle encima a los cuerpos aue dejaba 
tirados e indudablemente muertos el pick-up 
que le precedía, evitar pasar por el lugar, para 
lo cual metí frenos hasta lo más profundo del 
acelerador y lanzó el vehículo hacia el costado 
sur de la carretera, pero a consecuencia de los 
frenazos y de haber alcanzado la acera de di- 
cho costado las llantas patinaron y el vehículo 
se cruzó en la carretera, tal como fue encontra- 
do por las autoridades que llegaron como cua- 
renta y cinco minutos después”. Agregó que es 
falso que haya ido en estado de ebriedad, “aun- 
que es cierto que sí se había tomado unas copas 
antes de coger el timón de dicho carro. Que iba 
en su estado normal, pues el licor ingerido no 
lo alteró para nada...” Negó ser el autor de 
las muertes de Pedro Lara Carreto y Juan Ca- 
rreto Gómez, reconoció no tener licencia para 
manejar indicando que la guardaba en esta ca- 
pital, El informe de la autopsia practicada en 
los cadáveres de los ofendidos indica que pre- 
sentaban fractura de ambas extremidades in- 
feriores, fractura de la bóveda craneana, con- 
cluyendo que la muerte se produjo por fractu- 
ra de la base del cráneo. Al tomarse confesión 
con cargos al enjuiciado no se conformó con los 
que se le dedujeron afirmando aue no maneja- 
ba en estado de ebriedad. aunque es verdad que 
se había bebido olgunos tragos, por ser el día 
de la Independencia, que su licencia la tenía 
vencida en la capital, pues tiene como once 
años de manejar. Se encuentra el dictamen ren- 
dido por el jefe del departamento de Química 
Legal y Análsis Aplicado de la Facultad de 
Ciencias Químicas y Farmacia, sobre el examen 
efectuado en los fragmentos de hilo verde que 
le fueron enviados por el tribunal instructor 
y la banda verde que también fué acompañada. 
En dicho dictamen se dice: “Deshilachando una 
pequeña porción del tejido de la banda que se 
nos envió para compararla con las fibrillas an- 
teriormente mencionadas, pudimos comprobar 
que las fibras que componen la cadena y la tra- 
ma del tejido de la banda, tienen los mismos 
caracteres de las fibrillas recibidas en un so- 
bre, es decir, que al quemarlas desprenden olor 
empirumático, vapores ácidos, conservan su for- 
ma y son también de algodón al mismo tiempo 
las fibras de ambas procedencias están colorea- 
das de verde”. Concluye indicando: “Por lo ex- 
puesto, nos parece que los hilos separados de 
la banda tantas veces mencionada, como las fi- 
brillas son semejantes”. Interrogado Werner 
Maister Wledmen dijo ser el dueño del Hotel 
Virginia en Coatepeque, donde trabajaba Otto 
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Zeceña como mesero, que el día de autos le 
prestó el automóvil de su propiedad marca 
Oldsmobile, que de los hechos nada le consta. 
El proceso se abrió a prueba habiéndose recibi- 
do la información testimonial del doctor Rodol- 
fo Wyss, quien en virtud de interrogatorio dijo: 
que el día de autos como a las trece horas, es- 
tando en una reunión pro-hospital, llegó el pro- 
cesado, habiéndolo invitado a entrar, pero se 
negó a hacerlo, que no presenció el accidente 
de autos, que no vió el pick-up a que se hace 
referencia y que cuando vio al procesado esta- 
ba en su estado normal, A solicitud de la defen- 
sa Se prorrogó el término de prueba y se am- 
plió la inspección ocular practicada por el Juez 
de Paz de Coatepeque, haciéndose constar lo si- 
guiente: “a) El día quince de septiembre de mil 
novecientos sesenta, el infrascrito Juez de Paz 
a las diez y seis horas y diez minutos encontró 
en el lugar de los hechos al señor Otto Arturo 
Zeceña en estado de ebriedad tal como se con- 
signó en el acta que se levantó en aquella opor- 
tunidad. b) La ebriedad del señor Otto Arturo 
Zeceña se estableció porque dicho señor a más 
de estar oloroso a alcohol presentaba todas las 
características de una persona anormal por ha- 
ber ingerido fuertes dosis de bebidas espirituo- 
sas. El señor Otto Arturo Zeceña no estaba ca- 
yéndose por ebriedad que tenía y porque es po- 
sible que ya a la hora en que el suscrito lo re- 
conoció ya había transcurrido algún tiempo des- 
de que ocurrió el accidente y se encontraba 
aparentemente gozando de sus facultades men- 
tales ya que pudo declarar sobre la propiedad 
del vehículo que manejaba y además manifestó 
que otro carro que iba adelante de él había cau- 
sado la muerte de las dos personas que se des- 
criben en autos”, Los testigos José Leoncio de 
León y Ernesto Argueta se pronunciaron en la 
misma forma que el doctor Rodolfo Wyss en el 
sentido de que el procesado se negó a entrar 
al salón pro-hospital donde había una reunión, 
que se encontraba en estado normal, pero con- 
testando negativamente a las preguntas relacio- 
nadas con el accidente. Para mejor fallar se 
recibió la declaración de Max López Rodríguez 
quien afirmó haber visto cuando el procesado 
el día de autos, más o menos a medio día, en 
un restaurante se había tomado dos o tres tra- 
gos únicamente, que no se dio cuenta del acci- 
dente y que nada sabe de lo que se le pregun- 
ta. También se amplió por segunda vez la ins- 
pección ocular, haciéndose constar los porme- 
nores como fue encontrado el automóvil que 
manejaba el procesado y consignándose: “b) 
Cuando ocurrió el accidente la culata del ve- 
hículo que piloteaba el señor Otto Arturo Ze- 
ceña quedó pegada a dicho paredón y el mo- 
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tor quedó viendo hacia el norte, motivo por el 
cual es de suponer que las abolladuras que pre- 
sentaba el farol derecho aue apareció quebrado, 
lodera derecha abollada, persiana del radiador 
abollada y quebrada en parte, capó abollado en 
su parte delante, fueron causadas por un objeto 
suave y no por el paredón indicado ya que el 
vehículo prácticamente no chocó contra el pa- 
redón”. Estuvo presente el experto Guillermo 
Beachli Diéguez quien afirmó que las abolladu- 
ras fueron causadas por un objeto suave y no 
por el paredón del lugar ya que el vehículo 
quedó con la culata a dicho paredón”. El Juez 
Primero de Primera Instancia de Quezaltenan- 
go dictó sentencia declarando a Otto Arturo 
Zeceña, autor del doble delito de homicidio por 
imprudencia temeraria y condenándolo a sufrir 
ciento seis meses veinte días de prisión correc- 
cional y demás penas accesorias. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Séptima de la Corte de Apelaciones 
con fecha veintitrés de noviembre del año pa- 
sado dictó sentencia confirmando la anterior, 
fundada en las siguientes consideraciones: “que 
con la inspección ocular practicada por el Juez 
menor de Coatepeque, con el expertaje realiza- 
do por Guillermo Beanchli Diéguez, con el dic- 
tamen del jefe del departamento de Toxicolo- 
gía y Química Analítica Aplicada de la Escuela 
de Ciencias Químicas y Farmacia y de la pro- 
pia declaración indagatoria del encartado, se 
infiere que las personas víctimas del acciden- 
te a que se hace relación en esta causa, fueron 
atropelladas en el lugar, fecha y hora de autos 
a consecuencia de pilotear el encartado Otto 
Arturo Zeceña el automóvil marca Oldsmobile 


«con placas de circulación número diez y siete 


mil doscientos cincuenta y cinco (17.255) del 
año próximo pasado en la carretera del Pacífi- 
co a excesiva velocidad y en estado de ebriedad; 
extremo éste último que se evidencia por lo 
asentado en las diligencias de inspección Ocular 
por el Juez menor antes citado y por la deposi- 
ción de Max López Rodríguez, quien afirma ha- 
ber visto al medio día al encartado en una res- 
taurante, tomando de dos o tres tragos de “li- 
cor”, circunstancia asimismo admitida en la in- 
dagatoria del procesado. En tales circunstancias, 
este Tribunal califica el hecho cometido como 
doble homicidio por imprudencia temeraria, 
convencimiento a que ha llegado con los ele- 
mentos de convicción antes relacionados, los que 
por ser precisos, graves y concordantes condu- 
cen a la mencionada conclusión...” 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 121 


RECURSO DE CASACION: 


Con el auxilio del abogado F. Javier Hernán- 
dez S., el procesado Otto Arturo Zeceña Sierra 
interpone el presente recurso de casación, ci- 
tando como casos de procedencia los contenidos 
en los incisos 50. y 80. del artículo 676 del Có- 
digo de Procedimientos Penales. Principia el in- 
terponente por relatar los antecedentes y asien- 
ta como tesis del recurso: “La sentencia recu- 
rrida se encuentra fundamentada en la apre- 
ciación de la inspección judicial realizada por el 
Juez de Paz que conoció en las primeras dili- 
gencias, y en el parte de la Policía Nacional 
para estimar que fue cometido el hecho en es- 
tado de ebriedad y que tal estado fue la causa 
determinante del accidente, estimo aue la h>- 
norable Sala Séptima de la Corte de Apelacio- 
nes, cometió error de derecho en la estimación 
de las pruebas, de las que deduce el estado de 
ebriedad”. Dice el recurrente, que la Sala sen- 
tenciadora omitió considerar las declaraciones 
de los testigos Rodolfo Wyss. José de León, Er- 
nesto Argueta y Máx López Rodríguez, que es- 
tima que el Juez de Paz instructor de las pri- 
meras diligencias, no está en capacidad técnica 
de apreciar la “ebriedad” aque hizo constar en 
el acta de inspección ocular y cita la opinión 
del doctor Carlos Federico Mora a este res- 
pecto. 

Citó como violados los artículos 573. 586, 607, 
608, Código de Procedimientos Penales y 67 y 
68 del Código Penal, 


Transcurrida la vista procede resolver, 
CONSIDERANDO: 


Ya se ha dicho que dado el carácter eminen- 
temente técnico del recurso de casación, requie- 
re que su planteamiento se haga en forma or- 
denada y concreta, determinando con toda cla- 
ridad los casos de procedencia aque se invocan 
y analizando los motivos aue justifiquen las im- 
pugnaciones. En el caso presente se acusa error 
de derecho en la apreciación de la inspección 
judicial practicada por el Juez menor instruc- 
tor de las primeras diligencias y en el parte de 
la Policía rendido con motivo del accidente y de 
cuyas actuaciones, se afirma la Sala sentencia- 
dora deduce que el hecho fue cometido en es- 
tado de ebriedad, A este respecto cabe decir, 
que el tribunal de segunda instancia para de- 
terminar este último extremo se basó no sólo 
en la inspección ocular practicada por el Juez 
menor de Coatepeque, sino en la deposición del 
testigo Max López Rodríguez y en la propia 
confesión del procesado, que admitió hechos 


que le perjudican, como haber ingerido algunas 
copas del licor antes del suceso. Al proceder en 
esta forma, el tribunal sentenciador no incurrió 
en el error de derecho aue se le imputa, sino 
por el contrario hizo un correcto análisis de los 
hechos conforme los preceptos legales en vigor. 
Como el recurrente sólo hace referencia a que 
la Sala omitió considerar las declaraciones de 
varios testigos, no es posible hacer ningún aná- 
lisis a este respecto, pues no se dice qué clase 
de error es el que se estima cometido. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia. con apoyo en 
lo considerado. y lo que disponen los artículos 
675, 686, 690, 694 Código de Procedimientos Pe- 
nales; 222, 223, 233 y 234 del Decreto Guberna- 
tivo número 1862, declara: IMPROCEDENTE 
el recurso de casación interpuesto por Otto Ar- 
turo Zeceña Sierra a quien impone la pena de 
quince días de prisión simple conmutables en 
su totalidad a razón de diez centavos de quet- 
zal por día. Notifíauese y con certificación de 
lo resuelto, devuélvanse los antecedentes a don- 
de corresponde. (Ponencia del Magistrado J. 
Fernando Juárez y Aragón.) 


H, Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos, 


CRIMINAL 


Contra Baltazar Felipe Gómez, por el delito de 
lesiones. 


DOCTRINA: Los testimonios de personas pre- 
senciales del hecho investigado, no pueden 
desvirtuarse con mayor número de testigos si 
éstos de conformidad con el análisis valora- 
tivo, han declarado en forma que los hace 
jurídicamente inaceptables. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, once 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ve para resolver el recurso de casación 
interpuesto por Baltazar Felipe Gómez, contra 
la sentencia que el dieciocho de agosto del año 
próximo pasado dictó la Sala Octava de la Cor- 
te de Apelaciones, en la causa que por el delito 


de lesiones se instruyó al recurrente en el Juz- 
gado de Primera Instancia del departamento 
del Quiche. 


ANTECEDENTES: 


El primero de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y siete, el jefe de la subestación de 
la policia nacional de Sacapulas, puso a dispo- 
sición del Juez de Pax de esa localidsd a Bal- 
individuo en el lugar denominado Chivihil, de 
ese municipio, y entre los kilómetros ciento n>- 
venta y ocho y cienío noventa y nueve en el 
camino que de Sacapulas conduce al Quiche. 
con una pistola cabbre vemiidós hizo un disp=- 
ro a Teodaro Acabal Ajiatar, a quien hinó en 
el abdomen quedindole incrustado el proyec- 
al Previa ratificación de dicho parte, el Juez 
se constituyó en la casa del ofendido = quien 
encaniró tendido en el suelo, y que al ser pregun- 
tado sindicó a Baltazar Felipe Gómez como el 
autor de la lesión que preseniaba. Al declarar 
Teodoro Acaba1 Ajiatax, expresó: que el dia de 
autos en el camino que de la población de Saca- 
pulas conduce a su residencia en el lugar Chivihil, 
yendo acompañado de su madre Jesús Ajiaiaz, 
de su cuñado Asustin Ixcoy y su vecino Cruz 
Felipe Garcia, a eso de las dienisieie horas y 
temía minutos, venia sobre la misma carretera 
y en senbdo omirano Beliszar Felipe Gómez, 
c=baleando un caballo colorado, y sin que hu- 
hera mobvo, al passr junto al deponente. le 
do, que ieniz ganes de meíar a uno y Otras 
palabras y sacó una ptola y encañonindolo le 
hizo ocho dispares, de los cuales uno se le alojo 
am el mentre. Baltazar Felipe Gómez al ser im- 
dazado nesó ser el autar del disp=ro que pro- 
2330 =k lesión 21 ofendido, =firmando que el dia 
y bora de =utos se encontraba en Secapulas 
Janizmente con Duminso Cabrera y el hermano 
Je te, Aususto Cabrera, con quienes podia 
probar su inocencia, 23 CUmo cun Giras perso- 
ras. Las dibsenass fueron elevadas el Juzz=do 
lo Primera sia del Quiche, quien le mo- 
Tó prsión a Felpe Gámez por el delito de 

mado frustedo. Los testigos Dieso Pajarito 

¡umo, Croz Felipe Garcia y Agustin ixcoy, 
=ran que el da y bora de =utos vimendo en 
carretera que de Sacapulas conduce al Qui- 
<= dera caenta de los disperos hechos por 
zur Felipe Gómez, =si camo el que le 
=9 a Teodoro Acabel Apatezz, sin que media- 

2 motiva Mi alcalde =amiaipeal y Juer de Paz 
A El día de ales» da 
Seciocho haras estuvo en esa población Bal 
um Fee Gomez. Al tomaenñde confesión con 
cargos al procesado, éste mp» se cunfarmó con 
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séis horas y treinta minutos. Roque Santos 
zona, Miguel López lencia ANA 


Sscapulas el dia de autos entre las. 
las dieciocho horas, El veintiocho di 
mil novecientos cincuenía y ocho se 
auto de prisión dictado coníra el p 
jándalo por lesiones po 
informe médico-legal definitivo de las 1 
de mérito, el que indica que el ofendido - 
en sesenta y custro días con tratamiento 1 


ío. Con íales antecedentes y emneluido el - 
mite, el Juez dició su ¿llo en el que declax 
que por falta de prueba absuelve al enjuiciado 
el delo de lesiones, 

SENTENCIA RECURRIDA- 
La Sala Ociava de la Carte de Apelacia 
improdo la seniencia de primer grado y Y 
mendo declaró: que Baltazar Felipe Gomez, 
auíor respansable de los delitos de lesianes 
ves y disparo de arma, ptr cuyas Mínaco 
le impone la pena de dos años y ocho meses 
pi correccional conmutahle en sus des 


quetzal diznos, con las demás penas o 
La Sala fundamento su ñallo en ls > : SS 
consideraciones: “Que al prestar proc 

mo iestizos: Diego Pajarito Aceituno y L 

Felipe Geras en el sumario y Pedro Lápe 
tro sn el iermno de prueba, afirmaron 
dia primero de diciembre de mil novenientas 
cuenta y siete, como a las di em. 
tre los kilómetros ciento noventa y ocho y Cin 
to noventa y mueve de la carretera que de Sa 
capulas conduos a la ciudad de Santa Cruz del 
Quiche, el procesado Baltazar Felipe Gá 
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dido Teodoro Acabal Ajiataz, de los cuales le 
hizo impacto uno en la región umbilical. Esta 
Cámara al hacer el análisis de la deposición del 
último de los testigos nombrados, lo ha tomado 
en consideración, pues si bien el interrogatorio 
a que fue sometido por la acusación es suges- 
tivo y se concretó a responder afirmativamen- 
te, las repreguntas hechas por la defensa sí de- 
puso de motu proprio y de consiguiente su dicho 
adquirió la veracidad legal necesaria para los 
fines indicados; igual consideración hace res- 
pecto a los testigos Melchor Ulúan y José Ci- 
priano López que declararon que el enjuiciado 
llegó después del hecho a indicar al sub-jefe de 
la policía de Sacapulas que le ayudara por los 
actos ejecutados momentos antes, y para lo cual 
se llamó al alcalde y Juez de Paz y su Secreta- 
rio, y de aquel lugar se dirigieron al teatro de 
los hechos en donde se encontraba el herido. En 
cuanto a los dos primeros testigos se encuentra 
que lo afirmado por la madre y el cuñado del 
ofendido que lo acompañaban, queda corrobo- 
rado. Esta última información testimonial viene 
a reforzar y explicar, la razón de lo deficiente 
- en la tramitación de las primeras diligencias en 
Sacapulas, máxime cuando al tiempo de ejecu- 
tarse el delito, el enjuiciado desempeñaba el 
cargo de regidor tercero de aquella municipa- 

- lidad, lo cual deviene en que no puede tomarse 
en cuenta ni el informe del citado funcionario 
judicial, ni el del sub-jefe de la policía nacio- 
nal cuando indicaron que al momento de su- 
Ñ ceder los disparos el reo, se encontraba en la 
población, por las razones siguientes: en cuanto 
al Juez de Paz instructor, porque dados sus an- 
er tecedentes personales con el encausado de for- 
mar parte de la misma Corporación Municipal, 
| Es el mérito de su declaración carece de la impar- 
-Cialidad indispensable para tal fin; y con res- 
He pecto al segundo; porque en su parte que enca- 
ma beza este proceso, afirmó categóricamente que 
» había sido el enjuiciado el autor de aquel deli- 
to, do cual ratificó ante el funcionario instruc- 
; tor, de consiguiente sus dichos son contradicto- 
rios y no deben tomarse en cuenta para los fi- 
nes perseguidos por la defensa. No está demás 
indicar que lo referido por los testigos de des- 
cargo en cuanto a que vieron al encargado en 
- los corredores de la Alcaldía entre las diecisiete 
y dieciocho horas del citado día primero de di- 
-ciembre, esta Sala estima que dada la precisión 
- con que indican haber visto al reo a las dieci- 
siete horas hasta las dieciocho, y por el hecho 
- de esa misma exactitud, la situación fue busca- 
. da muy a propósito por Felipe Gómez que mo- 
mentos o segundos antes había perpetrado la 
gresión penal que se juzga, y de consi- 
te sin desestimarse que los indicados tes- 


tigos lo hayan visto, no fue precisamente desde 
las diecisiete horas en punto, sino momentos 
después, lo cual en resumen no destruye la 
prueba de cargo analizada al principio de este 
considerando amén de que los que declararon 
en el plenario lo hicieron a base de interroga- 
torios harto sugestivos. Ahora bien, la Cámara 
al hacer el estudio legal de los hechos proba- 
dos, encuentra que se han tipificado los delitos 
de lesiones y disparo de arma por los cuales de- 
be responder el procesado, Baltazar Felipe Gó- 
mez, e imponerle la pena de dos años y ocho 
meses de prisión correccional, en vista del tiem- 
po de curación del sujeto pasivo del delito y 
sólo aumentarse en una tercera parte respecto 
de la pena que corresponde al segundo delito. 
Por todas las razones anteriores, procede desa- 
probar la sentencia consultada”. 


RECURSO DE CASACION 


Baltazar Felipe Gómez, con auxilio del abo- 
gado José Arturo Ruano Mejía, interpuso el 
recurso que se examina, con fundamento en el 
inciso 80, del artículo 676 del Código de Proce- 
dimientos Penales, y citó como leyes violadas 
los artículos 568, 573 en todos sus incisos; 574, 
586 circunstancias la., 2a., 3a., 4a. y 5a., 662 
inciso 20. y 663 del Código de Procedimientos 
Penales, Argumenta el recurrente que la Sala 
incurrió en error de derecho en la apreciación 
de las pruebas, al tomar como valederas las de- 
claraciones de los testigos Diego Pajarito Acei- 
tuno, Cruz Felipe García y Pedro López Castro, 
cuyos dichos carecen de todo valor frente a pro- 
banzas de mayor entidad que demuestran la 
ausencia del recurrente del lugar de los hechos 
en el momento que se cometió el delito perse- 
guido. Que contra la aceptado por el Tribunal 
para responsabilizarlo del delito investigado, se 
rindió abrumadora prueba para establecer que 
los testigos mencionados mintieron al señalarlo 
como autor del hecho; pues él negó no sólo 
haber sido tal autor sino que probó no haber 
estado en el sitio en que se cometió el delito, 
puesto que en esos momentos él se encontraba 
en la población de Sacapulas, que la prueba 
rendida al respecto es legalmente inobjetable 
y debe así prestársele la atención en rigor. Que 
los testigos Domingo Cabrera, Augusto Cabrera, 
Julio Mutas Aceituno, Miguel López Ignacio, 
Gonzalo Cruz Villatoro, Roque Santos Garzona 
y Juan Alegría, son terminantes en cuanto afir- 
man que él se encontraba a la hora de autos 
en Sacapulas; y que mientras no exista motivo 
fundado en ley para regatear mérito probatorio 
a esos testimonios, los tribunales tienen la obli- 
gación de apreciarlos como una evidencia. Que 
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el mismo error cometió la Sala al negar mérito 
a los informes reunidos por el alcalde y Juez 
de Paz de Sacapulas, así como el del sub-jefe 
de la policía nacional, quienes confirmaron su 
presencia en dicha población en el momento de 
los sucesos; que esos errores en la apreciación 
de la prueba producen como conclusión el error 
de fondo en el fallo impugnado, de declararlo 
culpable cuando el balance de las pruebas de- 
muestran su inocencia. 


Transcurrida la vista, procede resolver, 
CONSIDERANDO: 


El recurrente fundamenta su impugnación, en 
el caso de procedencia contenido en el inciso 
80. del artículo 676 del Código de Procedimien- 
tos Penales y afirma que la Sala sentenciadora 
cometió error de derecho en la apreciación de 
las pruebas al estimar como base para conde- 
narlo, el testimonio de Diego Pajarito Aceituno, 
Cruz Felipe García y Pedro López Castro, pues 
este último declaró conforme un interrogatorio 
sugestivo, motivo suficiente para destruir su va- 
lor probatorio y porque además, contra los tres 
existe mayor entidad de probanza, puesto que los 
testigos: Domingo Cabrera, Augusto Cabrera, Ju- 
lio Muñoz Aceituno, Miguel López Ignacio, Gon- 
zalo Cruz Villatoro, Roque Santos Garzona y Ju- 
lio Alegría, afirmaron que él se encontraba en el 
momento que se cometió el delito pesquisado, 
en la población de Sacapulas, lugar diferente 
del sitio en que el hecho ocurrió y que además 
existen los informes rendidos por el alcalde y 
Juez de Sacapulas y del sub-jefe de la policía 
nacional del mismo lugar, que confirman lo ase- 
verado por esos testigos, pero que la Sala deses- 
timó al primero por carecer de imparcialidad, 
argumentando ser compañero del recurrente co- 
mo miembro que eran ambos de la corporación 
municipal. Sin embargo. la apreciación hecha 
por la Sala sentenciadora con respecto de los 
testigos de cargo ya mencionados, dándoles va- 
lor probatorio es correcta, pues según la regla 
típica de derecho procesal penal, las declara- 
ciones de dos o más testigos presenciales del 
hecho y no contradichos por otros igualmente 
hábiles, hacen plena prueba y deben ser estima- 
dos por los tribunales como demostración sufi- 
ciente de que ha existido el hecho tal como ellos 
lo afirman, y de que fue el recurrente el que 
cometió el delito denunciado y por este motivo 
no se violaron los artículos que se citan al res- 
pecto, o sean el 568 y 586 en sus circunstancias 
la., 4a. y 5a, del Código de Procedimientos Pena- 


les, toda vez de que los testigos de cargo además - 


de ser presenciales no tienen motivo: de tacha 


alguna, En cuanto al error de derecho que se . 


hace consistir en no haberse tomado en cuenta 
el dicho de los testigos de descargo ya men- 
cionados, que mientras no exista motivo fun- 
dado en ley para regatear su mérito probatorio, 
los Tribunales tienen la obligación de apreciar- 
los como una evidencia y al no hacerlo así fue- 
ron violados los artículos 573 en todos sus inci- 
sos, 574, 584, 586 en sus circunstancias la., 3a., 
4a. y 5a., así como también los artículos 662 
inciso 20. y 663 del Código de Procedimientos 
Penales, A este respecto cabe decir, que la Sala 
no incurrió en error al no aceptar el dicho de 
tales testigos con valor probatorio para absol- 
ver al recurrente como se pretende, porque 
efectivamente, las demás constancias de autos 
hacen dudar de la veracidad de sus dichos y 
además, el hecho de que ellos hayan visto al 
procesado en Sacapulas, no excluye la posibili- 
dad de que momentos antes hubiera estado en 
el lugar del delito. pues no hay constancia de 
la distancia a que están ambos sitios, En cuan- 
to los informes dados por el alcalde y Juez de 
Paz de Sacapulas, cabe aceptar como ciertas 
las razones que dá el Tribunal sentenciador pa- 
ra negarle mérito. El dicho del sub-jefe de la 
policía nacional de aquel municipio, tampoco 
puede estimarse que corrobore lo que expresa- 
ron los testigos de descargo, pues basta leer el 
parte que dio al Juez de Paz y que aparece a 
folio uno, debidamente ratificado y que dice 
en lo conducente: “que al individuo Baltazar 
Felipe Gómez lo consignaba al despacho del 
Juez de Paz porque en el lugar denominado 
Chivihil de aquel municipio y en la carretera 
que conduce al Quiché, entre los kilómetros 
ciento noventa y ocho y ciento noventa y nueve, 
hizo un disparo con pistola calibre veintidós a 
Teodoro Acabal Ajiataz, a quien lo hirió en el 
abdomen, quedándole la bala incrustada en la 
región glútea de la pierna derecha, poniendo 
además a disposición del Juez la ropa y demás 
objetos que se le encontraron al herido”, Por 
todas estas razones, la apreciación que de la 
prueba analizada hizo la Sala, es correcta y por 
consiguiente no violó los artículos 573 en todos 
sus incisos, 574, 584 y 586 en sus circunstancias 
la., 2a., 3a.. 4a. y 5a, del Código de Procedi- 
mientos Penales, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo 
con lo considerado y lo que prescriben los ar- 
tículos 222, 224, 227, 233 y 234 del Decreto Gu- 
bernativo 1862; 690 y 694 del Código de Pro- 
cedimientos Penales: declara IMPROCEDENTE 
el recurso interpuesto, e impone al recurrente 


/ 
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quince días de prisión simple, los cuales podrá 
conmutar a razón de diez centavos de quetzal 
por día. Notifíquese y con certificación de lo 
resuelto, devuélvanse los antecedentes. (Ponen- 
cia del Magistrado Alberto Argueta Sagastu- 
me). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F, Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Santiago Cucul Cuz, por el delito de 
lesiones y coacción, 


DOCTRINA: No puede prosperar el recurso de 
casación si el interponente no precisa con la 
debida separación, la naturaleza de hecho o 
de derecho de los errores que denuncia en la 
prueba testimonial cuya apreciación dice ha- 
ber sido equivocada. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, doce 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de casación interpuesto por el reo Santiago Cu- 
cul Cuz, contra la sentencia dictada por la Sala 
Cuarta de la Corte de Apelaciones el doce de 
julio del año próximo pasado, en la causa que 
se le siguió en el Juzgado de Primera Instancia 
de Alta Verapaz juntamente con María Julia 
Francisca Coc de Cucul y María Alvarez Véliz, 
por los delitos de lesiones y coacción. 


ANTECEDENTES: 


Con fecha dieciséis de septiembre de mil no- 
vecientos cincuenta y ocho, se presentó por es- 
crito al Juzgado de Paz de San Pedro Carchá, 
de aquel departamento mencionado, la mujer 
María Véliz, auerellándose contra Francisca Coc 
de Cucul, por haber sido atropellada sin motivo 
por ésta causándole golpes y acto, seguido lan- 
zó a la calle los objetos de su pertenencia, ha- 
biéndose roto varios trastos, lo que ocurrió 
cuando habitaba una casa de la acusada cuyas 
rentas estaban al día. Esta querella fue ratifi- 
cada por María Alvarez. Por otra parte el die- 
ciocho del propio mes se presentó al mismo 
Juzgado también por escrito María Julia Fran- 


cisca Coc de Cucul exponiendo: que a la mujer 
María Véliz Cahuec le dio en arrendamiento 
un cuarto en su casa de habitación y además le 
prestó dos quetzales y cincuenta centavos y le 
debía un mes del alauiler a razón de dos quet- 
zales; que al cobrárselos se enojó, y esperó que 
regresara el esposo de la exponente de un viaje 
para decirle que la presentada había dicho que 
la Véliz era querida de aquél, por lo que pro- 
cedió éste a pegarle fracturándole el brazo iz- 
quierdo, Ordenada la detención de María Julia 
Francisca Coc de Cucul, fue interrogada y dijo: 
que no era cierto que haya atropellado y lan- 
zado a la calle las pertenencias de María Véliz, 
sino que ésta llegó a su casa en compañía de 
Santiago Cucul Cuz, esposo de la exponente, 
habiendo principiado una alegata y en forma 
sorpresiva la Véliz la cogió de un brazo suje- 
tándola fuertemente, ocasión que aprovechó su 
citado marido para causarle con una romana 
de machete tres golpes en el brazo izquierdo, 
el cual le fracturó. Se procedió a la captura 
de los anteriormente sindicados y al interro- 
garla declaró María Alvarez Véliz, que ese era 
su verdadero nombre y que los hechos ocurrie- 
ron de la siguiente manera: que alquila una 
casa a la Coc de Cucul y encontrándose pre- 
sentes ésta y su esposo Santiago Cucul Cuz por 
haberse suscitado antes algunas dificultades se 
enfureció aquélla y le dio bofetadas en la cara 
y a la vez le dijo aque desocupara, por lo que 
accedió y fue a traer sus pertenencias y cuando 
iba saliendo la misma Coc le dio con un palo 
en la cabeza, por lo que Santiago le llamó la 
atención y con un fierro le dio en el brazo, en 
lo cual no intervino la declarante. Se nombró 
experto valuador de los trastos rotos, asignán- 
doles un valor de tres quetzales, treinta y cinco 
centavos, y se pasaron las diligencias al Juzga- 
do de Primera Instancia departamental, donde 
se dictó auto de prisión provisional por coac- 
ción a María Julia Francisca Coc de Cucul y 
por lesiones a María Alvarez Véliz, habiéndose 
reiterado las órdenes de captura contra Santia- 
go Cucul Cuz, Ambas fueron posteriormente ex- 
carceladas bajo fianza de haz. Examinados Vic- 
tor Ramírez Prado y José Caal dijeron: el pri- 
mero que sólo vio que a la hora del hecho, Ma- 
ría Véliz tiró un leñazo que no vio el decla- 
rante a quién se lo pegó y el segundo que pre- 
senció la alegata que sostenía María Véliz y 
María Francisca Coc de Cucul, y de repente 
la primera le pegó tres leñazos a la segunda en 
la mano; Manuel de Jesús Leal dijo: haber visto 
que en la casa de Cucul había una dificultad 
porque María Véliz se estaba insultando con 
otra mujer y de repente la Véliz levantó la 
mano armada de un pequeño leño el que tiró 
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sin haberse dado cuenta el deponente a quién 
se lo pegó. Elevada a plenario la causa se tomó 
confesión con cargos a las dos procesadas, sin 
que hayan aceptado los que se les formularon. 
Según el informe médico la Coc de Cucul,. su- 
frió contusiones del brazo izquierdo con frac- 
tura del cúbito, y curó en treinta días con asis- 
tencia médica y suspensión de su trabajo. Ha- 
biéndose presentado voluntariamente el sindi- 
cado Santiago Cucul Cuz, al ser interrogado 
dijo: que tuvieron una alegata su mujer y Ma- 
ría Alvarez Véliz, por lo que ésta le propinó 
a la primera un leñazo botándola al suelo y fue 
cuando intervino el deponente para levantarla 
y le reclamó a la agresora, pero no es cierto 
que él haya fracturado el brazo a su mujer, 
pues la autora de esa fractura es la Alvarez 
Véliz, Se le redujo a prisión por el delito de 
lesiones y se mandó continuar el procedimiento 
según su estado, por lo que a continuación se 
le tomó confesión con cargos sin que haya acep- 
tado ninguno de los que se le formularon. Se 
abrió a prueba la causa por treinta días, ha- 
biéndose recibido como tales propuestas por el 
defensor de la procesada Alvarez Véliz, las de- 
claraciones de Rosa González Ramírez y Ramo- 
na López conforme al interrogatorio formulado 
para establecer que fue Santiago Cucul Cuz, 
quien golpeó a su propia esposa en el brazo con 
una romana de machete, en la ocasión de autos. 
Agotados los demás trámites, el nueve de julio 
de mil novecientos sesenta dictó sentencia el 
Juez de Primera Instancia en la cual declaró: 
absuelta a María Julia Francisca Coc de Cucul 
del cargo que por el delito de coacción, se le for- 
muló; absuelta a María Alvarez Véliz del cargo 
que por el delito de lesiones le fue formulado, y 
que Santiago Cucul Cuz, es autor del delito de 
lesiones graves cometido en la persona de Ma- 
ría Julia Francisca Coc de Cucul, imponiéndole 
le pena de un año de prisión correccional, con- 
mutable en dos terceras partes a razón de diez 
centavos de quetzal por día, imponiéndole tam- 
bién las accesorias del caso. La Sala Cuarta de 
la Corte de Apelaciones que conoció en grado, 
confirmó sin ninguna modificación el fallo de 
primera instancia, habiendo considerado en lo 
que respecta a la condena del procesado San- 
tiago Cucul Cuz, que su culpabilidad se en- 
contraba probada con las declaraciones presta- 
das por Rosa González Ramírez y Ramona Ló- 
pez, que si bien fueron ineficaces por ser con- 
tradictorias en cuanto a la acusación que se 
hizo en contra de la Coc de Cucul, sí son per- 
fectamente idóneas en lo referente al hecho 
imputado a Cucul Cuz, pues claramente mani- 
festaron haber presenciado cuando éste golpeó 
a su esposa con una romana de machete. 


RECURSO DE CASACION 


Santiago Cucul Cuz, auxiliado por el abogado 
síamón D. Peláez, interpuso el presente recurso 
de casación, contra la sentencia de la Sala de 
Apelaciones que se acaba de relacionar, por in- 
fracción de ley, por estimar que incurrió en 
error de hecho y de derecho al calificar la prue- 
ba rendida y especialmente las declaraciones de 
los testigos Rosa González Ramírez y Ramona 
López y por haber omitido el examen, análisis 
y calificación correcta de las declaraciones de 
Víctor Ramírez Prado. José Caal y Manuel de 
Jesús Leal; que las primeras testigos declara- 
ron conforme un interrogatorio preparado ad- 
hoc por el defensor de la Alvarez Véliz, que es 
capcioso y sugestivo, por lo que sus declaracio- 
nes carecen de valor legal y en el supuesto ca- 
so que hubieran declarado conforme la ley, tam- 
poco sus declaraciones producen ningún efecto 
jurídico, porque son contradictorias con su pro- 
ponente, lo que reconoció la Sala sentenciado- 
ra; que en cuanto a los testigos examinados en 
el sumario Víctor Ramírez Prado, Manuel de 
Jesús Leal y José Caal, la Sala no los tomó en 
cuenta no obstante de que son tres y los testi- 
gos que sirvieron para condenarlo son dos, 
por lo que incurrió en error de hecho y de de- 
recho al examinar la prueba testimonial, vio- 
lando los artículos 346, 347, 566, 568, 570, 571, 
573, 574, 583 inciso lo., 584, 586 inciso 50. del 
Código de Procedimientos Penales. 


Habiendo transcurrido la vista procede re- 
solver, 


CONSIDERANDO: 


Si bien el fundamento de este recurso es el 
artículo lo, del Decreto 487 del Congreso, que 
se refiere al error en la apreciación de la 
prueba, adicionado al artículo 676 del Código 
de Procedimientos Penales, y se citan como in- 
fringidos artículos relacionados con la valora- 
ción de la prueba, el recurrente señala con ese 
motivo de fundamentación la equivocada esti- 
mación que se hizo tanto de los testigos de 
cargo como los de descargo que fueron exami- 
nados, no se cuidó de indicar con la precisión 
necesaria cuál era el error atribuido a cada 
grupo de testigos, puesto aque la forma de men- 
cionar el de hecho y de derecho conjuntamente, 
para el examen de esos testimonios, no se ajus- 
ta a la técnica, ni a la naturaleza de la casa- 
ción, e impide todo análisis de los indicados 
elementos probatorios, porque para ello sería 
necesario interpretar o suplir la voluntad del 
interesado en contravención a los anteriores 
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postulados. De ahí que resulta completamente 
ineficaz el recurso examinado, Artículo 682 in- 
ciso 80, del Código de Procedimientos Penales. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con 
lo considerado y con los artículos 674, 676, 687, 
690 y 694 del Código de Procedimientos Penales; 
222, 224, 233 y 234 del Dto. Gubernativo 1862, 
desestima el recurso de casación de que se hizo 
mérito. imponiendo al interponente quince días 
de prisión simple, conmutable a diez centavos 
de quetzal diarios. Notifíquese y en la forma 
correspondiente devuélvanse los antecedentes. 
(Ponente, Vocal lo.) 


H. Morales Dardón.—G, Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra José Antonio Ordóñez Urrutia, por el 
delito de homicidio, lesiones y daños culposos. 


DOCTRINA: Cuando existen otros elementos 
de prueba suficientes para la condena, no es 
posible estimar la confesión del procesado co- 


mo circunstancia atenuante de su culpabi- 


lidad. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, diez 
y ocho de junio de mil novecientos sesenta y 
dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de casación interpuesto por José Antonio Eduar- 
do Ordóñez Urrutia, contra la sentencia dictada 
por la Sala Octava de la Corte de Apelaciones, 
el cuatro de mayo de mil novecientos sesenta y 
uno en el proceso que por el delito de homi- 
cidio, lesiones y daños culposos se le siguió en 
el Juzgado Segundo de Primera Instancia del 
departamento de Quezaltenango. 


ANTECEDENTES: 


Se inició el procedimiento con el parte ren- 
dido ante el Juez Segundo de Paz de Quezal- 
tenango, por el comandante del segundo cuer- 
po de la policía nacional teniente coronel Se- 
bastián Fuentes Pérez, con fecha once de octu- 


bre de mil novecientos cincuenta y siete. en el 
que se hace constar: aue a las doce y cuarenta 
y cinco minutos del referido día en la cuarta 
calle y doce avenida de la zona tres de aquella 
ciudad, tuvo lugar un choque entre el camión 
placas números C, veintisiete guión ochocientos 
veintidós, manejado por Eduardo Ordóñez Urru- 
tia con licencia provisional ya vencida número 
diez y ocho mil quinientos sesenta y ocho, con 
la motocicleta marca Zundap placa número tres 
mil novecientos setenta, la cual tripulaba Luis 
Abascal, llevando en el asiento trasero a Gui- 
llermo Sánchez. Que el accidente se produjo 
cuando la motocicleta iba de norte a sur para 
cruzar hacia el oriente por la veintiuna ave- 
nida de la zona tres y el camión de oriente pa- 
ra cruzar hacia el sur, pero como la moto traía 
la vía y coronó el poste que sirve de parada, no 
así el camión que tomó por su izquierda no 
coronando el mencionado poste, ya que tomó 
metro y medio más sobre la izquierda. colisio- 
nando con la moto y ocasionando a los tripulan- 
tes de la misma serias lesiones. No fue posible 
interrogar a Luis Abascal pues por su estado 
de gravedad, del centro asistencial del Insti- 
tuto de Seguridad Social, se le trasladó con ca- 
rácter urgente a esta capital y así lo hizo cons- 
tar el Juez menor al constituirse en dicho es- 
tablecimiento. El otro lesionado Guillermo Sán- 
chez Garavito declaró: que el dia y hora de 
autos acompañaba como pasajero a Luis Abas- 
cal, quien tripulaba una motocicleta; aue des- 
pués de dar unas vueltas por la ciudad, se diri- 
gieron por la calzada del Templo de Minerva y 
que cuando retornaban caminando despacio, 
pues la motocicleta era nueva y andaban “kilo- 
metrándola”, sólo recuerda que fueron colisio- 
nados por un camión, que no sabe de dónde se 
les apareció, pues ellos llevaban la vía y estaba 
expedita. El Juez de Paz instructor practicó ins- 
pección ocular haciendo constar que el acciden- 
te se produjo en la calzada Minerva y vein- 
tiuna avenida y que existe una estatua que 
“obstruye parcialmente la visibilidad de la cal- 
zada la Independencia o Minerva, para el caso 
de que se transite sobre la misma pero en sen- 
tido contrario”, Interrogado Eduardo Ordóñez 
Urrutia dijo: que el día y hora de autos “ca- 
minando por la calzada Minerva de oriente a 
poniente a moderada velocidad sobre su dere- 
cha, después de haberse percatado de que en 
sentido contrario no caminaba ningún vehículo, 
hizo la señal reglamentaria para atravesar la 
avenida sobre la izquierda metiendo el camión, 
cuando en eso intempestivamente apareció una 
motocicleta a excesiva velocidad tripulada por 
dos muchachos uno de apellido Abascal y otro 
de apellido Sánchez, quienes por la velocidad 
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con que caminaban se fueron a estrellar en la 
parte delantera del camión, colisionando en la 
parte derecha del “bomper”; que inmediata- 
mente trató de prestarles auxilio y se dirigió a 
la zona militar con ese objeto, solicitando pi- 
dieran una ambulancia, pero no le hicieron caso, 
por lo que acudió al chalet Teresita contiguo a 
la Estación, donde logró que la señora llamara 
por teléfono y al cuarto de hora llegó la am- 
bulancia para recoger a los lesionados, que; 
efectivamente no coronó el poste como es regla- 
mentario, “en virtud de que antes se percató 
de que no caminaba ningún vehículo por la cal- 
zada y si alguien transitaba por la veintiuna 
avenida tenía la obligación de parar por haber 
sobre la estatua una señal de tránsito marcan- 
do alto y que no vio ningún vehículo, pues la 
imprudencia fue de los tripulantes de la mo- 
tocicleta que atenidos a que caminaban por la 
avenida no pararon y se fueron a estrellar con 
el camión que ya había entrado la mayor parte 
a la calzada”. Con el indicio de lo actuado el 
Juez de Paz ordenó la detención del recurrente. 
Las diligencias fueron pasadas al conocimiento 
del Juez Segundo de Primera Instancia depar- 
tamental. El inspector de la policía Juan Ma- 
ría Sánchez Gramajo expresó: que no se dio 
cuenta del accidente, sino acudió después de su- 
cedido; que pudo constatar que el camión tripu- 
lado por el procesado no coronó el poste que 
allí existe, para cruzar. como lo manda el re- 
glamento, pues aunque tenía derecho para virar, 
de conformidad con las reglas establecidas de- 
bió coronar el poste mencionado. De igual ma- 
nera se produjo el inspector de la policía Irene 
Santos Reyes Mazariegos, agregando que al 
constituirse en el lugar de los hechos, el cho- 
fer del camión Eduardo Urrutia afirmó que se 
le habían ido los frenos porque estaban malos, 
afirmación que sostuvo en careo practicado con 
el procesado, Al declarar Rodolfo Abascal Caso 
dijo que su hermano Luis Francisco Abascal 
Caso falleció el sábado doce de octubre del año 
de autos, en esta ciudad, en el Instituto Gua- 
temalteco de Seguridad Social, a consecuencia 
de los graves golpes sufridos; que no se dio 
cuenta del accidente pero que cree que el cul- 
pable del mismo fue el chofer del camión de 
caminos por no haber coronado el poste como 
era su obligación. El experto Virgilio Hilario 
Rodas Siguenza dictaminó en el sentido de que 
“por la posición en que encontró el camión 
marca Marck con placas C. 27822 de tres tone- 
ladas de peso color amarillo y la huella dejada 
en el asfalto de la mencionada calzada del fre- 
nazo que hizo posible detener la marcha. esta- 
bleció que este vehículo, transitaba de oriente 
a poniente en su respectiva derecha, sobre la 


calzada, no pudiendo precisar la velocidad; que 
al llegar a la altura del crucero mencionado, 
dobló sobre su izquierda, tomando hacia el sur 
por la veintiuna avenida, cortando la esquina, 
sin coronar el poste de la luz eléctrica, donde 
hay una estatua, misma que está colocada en 
el centro de las cuatro bocacalles, para que 
finalmente parara en el lugar donde lo encon- 
tró el dicente, frenando antes según se veía de 
las huellas a aue hizo alusión...; que los daños 
causados a la motocicleta los valúa en la suma 
de ciento cincuenta quetzales”. Examinado Elías 
Córdova Renderos dijo: ser guardián de las 
dependencias de caminos donde trabaja el pro- 
cesado; que el día de autos vio transitar en la 
veintiuna avenida una motocicleta que cami- 
naba a bastante velocidad, al extremo de que 
sus conductores se iban a caer; que después oyó 
un fuerte ruido y al acercarse a la esquina vio 
que los mismos muchachos que tripulaban la 
motocicleta habían chocado después de coronar 
el poste que está en el centro de las cuatro bo- 
cacalles con un camión de caminos; que dicho 
camión no coronó el poste y al cruzar hacia la 
izquierda se produjo el accidente. En términos 
similares se produjo Antonia González Ichuil. 
Los testigos Francisco Martínez Enríquez, Fer- 
nando de León Escobar y Guillermo Pacheco, 
declararon sobre la honorabilidad y buenas 
costumbres del enjuiciado. Se tomó declaración 
a Juan Caso Gómez, quien dijo ser tío de Luis 
Francisco Abascal Caso. indicando que este úl- 
timo había fallecido a consecuencia de los gol- 
pes sufridos, Se amplió la declaración del proce- 
sado Eduardo Ordóñez Urrutia, quien agregó 
que el camión que manejaba por motivo de re- 
paraciones que se le hicieron, tiene muy duro 
el timón, lo que dificulta su manejo, que por 
esta razón no coronó el poste, sino cruzó cor- 
tando la esquina; que asimismo el pedestal del 
ángel que está en el crucero, le impidió la visi- 
bilidad y por esta circunstancia no vio cuando 
la motocicleta apareció intempestivamente. Se 
encuentra el informe de la autopsia practicada 
en el cadáver de Luis Abascal Caso, donde 
consta que falleció por posible fractura del 
cráneo. El jefe de la policía nacional departa- 
mental de Quezaltenango informó que en su 
despacho no existía constancia de que Eduardo 
Ordóñez Urrutia haya hecho renovación de su 
licencia de piloto, Está el informe de las lesio- 
nes sufridas por Guillermo Sánchez, afirmando 
que curará en sesenta días con asistencia mé- 
dica. Durante el término de prueba declararon 
Abel Alfonso de la Cerda Porras y Héctor Ba- 
rillas Santa María, con base en interrogatorio 
presentado, acerca de los antecedentes del pro- 
cesado, con experiencia como piloto y que nun- 
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j ca lo han visto presentarse a su trabajo tomado 
E de licor, En virtud de preguntas que le fueron 
formuladas, Emilio Cruz Rodríguez entre otras 
cosas declaró: que el día y hora de autos vio 
“aparecer de la calle o avenida donde están los 
talleres de caminos, una motocicleta en la que 
iban dos personas, que no podría calcular a qué 
velocidad iban; que para atravesar la calzada 
Minerva debieron haber parado antes, en vir- 


que como dijo, en esos momentos cruzaba para 
tomar hacia el sur, sin antes haber coronado el 
poste; que posiblemente Ordóñez no coronó la 
estatua porque esos carros o camiones son ya 
viejos y pesados y cuesta cruzar con ellos co- 
ronando”. Durante la prórroga del término de 
E prueba se recibió la información testimonial de 
Mario Roberto Rímola, quien se pronuncia en 
términos similares al anterior, agregando que 
le consta que el procesado trató de auxiliar a 
las víctimas. El Juez Segundo de Primera Ins- 
tancia de Quezaltenango, con fecha siete de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
dictó sentencia declarando que José Antoni 
Eduardo Ordóñez Urrutia es autor responsable 
de los delitos de homicidio, lesiones graves y 
daños causados por culpa, por lo que le impone 
las penas de tres años cuatro meses de prisión 
correccional, ocho meses de arresto mayor y 
dos meses de prisión simple, conmutables la 
primera hasta en sus dos terceras partes y las 
otras dos en su totalidad a razón de un quetzal 
diario más las penas accesorias. 


F 


| 
EZ tud de que tenían que atravesar la anterior; 
ye E que esta motocicleta la atravesó coronando la 
L estatua, para luego estrellarse contra el camión; 
. 
J 


LA a 


SENTENCIA RECURRIDA 


El cuatro de mayo de mil novecientos sesenta 
y uno, en virtud de recurso, la Sala Octava de 
la Corte de Apelaciones pronunció sentencia 
confirmando la anterior, con la reforma de que 
la pena que debe imponerse al procesado por 
el delito de daños culposos es de dos meses de 
arresto y que la conmuta de todas las penas 
impuestas es a razón de veinticinco centavos de 
quetzal diarios. La Sala basa su fallo en la si- 
guiente consideración: “en autos quedó plena- 
mente probado que el día once de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, al medio día, 
h el enjuiciado piloteaba un camión de la Direc- 
ción General de Caminos por la calzada Miner- 
va de esta ciudad y al llegar al crucero de la 
veintiuna avenida al tomar hacia el sur, o sea 
al cruzar a la izquierda y a consecuencia de 
no haber coronado el poste que se encuentra en 
el crucero indicado. fue a colisionar con una 
E motocicleta tripulada por Luis Abascal, que 


u 
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llevaba en el asiento de atrás a Guillermo Sán- 
chez Garavito, de cuyo accidente resultó muer- 
to el primera y con lesiones el segundo, así co- 
mo con varios daños el indicado vehículo de 
dos ruedas, Lo anterior se tiene como probado 
en vista del resultado de las informaciones ren- 
didas por Sebastián Fuentes Pérez, Juan Ma- 
cía Sánchez Gramajo, Irene Santos Reyes Ma- 
zariegos, Raymundo Elías Córdova, Gerardo 
Monterroso Enríquez y Emilio Cruz Rodríguez, 
que en tales términos se produjeron en concor- 
dancia con lo que a cada cual le constaba en 
parte de tal hecho, así la inspección ocular prac- 
ticada por el Juez de Paz instructor, informes 
médico-legales rendidos y peritaje practicado 
opzrtunamente; todo lo cual fue corroborado 
por el reo, que al prestar confesión así se ma- 
nifestó: es decir que con tales hechos se han 
tipificado los delitos de homicidio. lesiones y 
daños culposos, ya que al haber infringido re- 
glamento el actor de los hechos, que fueron 


la base fundamental de tal accidente, su con- 


ducta debe tomarse como imprudencia temera- 
ria, pues se llegó a la conclusión de que si tal 
acto o infracción no la verifica el enjuiciado, 
el hecho triple que hoy se juzga posiblemente 
no se realiza”. 


RECURSO DE CASACION: 


Con el auxilio del abogado Julio César To- 
bías, el procesado José Antonio Eduardo Ordó- 
ñez Urrutia interpone el presente recurso de 
casación, citando como casos de procedencia 
los contenidos en los incisos 50. y 60. del ar- 
tículo 676 del Código de Procedimientos Pena- 
les, “por haberse cometido error de derecho en 
la clasificación de los hechos que se declaran 
probados en la sentencia en concepto de cir- 
cunstancias atenuantes y se omitió considerar- 
lo y porque la pena impuesta no corresponde 
según la ley a la calificación aceptada respecto 
del hecho justiciable de las circunstancias ate- 
nuantes en la responsabilidad criminal”. Alega 
el recurrente que la Sala afirma: que con las 
informaciones a que se hace referencia se de- 
terminan las responsabilidades en que incurrió, 
“pero si la confesión no se hubiera producido 
las pruebas a que se hace referencia, no se hu- 
bieran considerado dentro de los artículos 566, 
567, 570 y 571, de P. P, sino se hubieran califi- 
cado como pruebas de referencia; la confesión 
prestada se encuentra plenamente dentro de lo 
que determina el inciso noveno del artículo 
veintidós del Código Penal y es a esta prueba 
a la que hay que darle el valor probatorio con- 
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forme lo determina el inciso sexto del artículo 
quinientos setenta y artículo quinientos setenta 
y uno del Código de Procedimientos Penales”. 
Sigue diciendo el recurrente: “De acuerdo con 
las pruebas referidas la pena impuesta no co- 
rresponde según la ley a la calificación acepta- 
da con respecto a derecho justiciable, porque 
hubo error de derecho al aceptar la honorable 
Sala las informaciones testimoniales referi- 
das...” Que debió haberse hecho aplicación del 
inciso 9o, del artículo 22 del Código Penal, 449 
y 79 del mismo Código. Que la Sala debió ha- 
ber reducido la pena que se le impuso en una 
tercera parte. 


Transcurrida la vista procede resolver, 


CONSIDERANDO: 


La calificación de los hechos que la Sala de- 
clara probados se encuentra ajustada a las cir- 
cunstancias de autos sin que exista el error de 
derecho que se invoca, pues el Tribunal de Se- 
gunda Instancia para basar su sentencia declaró 
que con la información testimonial de Sebastián 
Fuentes Pérez, Juan María Sánchez Gramajo, 
Irene Santos Reyes Mazariegos, Raymundo Elías 
Córdova, Gerardo Monterroso Enríquez y Emi- 
lio Cruz Rodríguez quedó probado que el pro- 
cesado, infringiendo disposiciones terminantes 
del reglamento de tránsito, el día y hora de 
au:os, al tripular el camión propiedad del Es- 
tado, no coronó como era su abligación, el pos- 
te situado en el centro de las cuatro bocacalles 
en la calzada Minerva de la ciudad de Quezal- 
tenango, dando lugar al accidente. Por otra 
parte también estima que esa prueba testimo- 
nial está corroborada con la inspección ocular 
practicada por el juez instructor, el peritaje 
rendido oportunamente y la propia manifesta- 
ción del procesado, y por eso no acepta la con- 
fesión del enjuiciado como circunstancia ate- 
nuante, apreciación que es correcta porque en 
esas condiciones no puede operar la atenuante 
Ze mérito, En cuanto al otro caso de proceden- 
cia contenido en el inciso 60. del artículo 676 
del Código de Procedimientos Penales, la pena 
impuesta por el Tribunal sentenciador sí corres- 
ponde al hecho justiciable, ya que como se lleva 
dicho no existe circunstancia atenuante que 
apreciar. En consecuencia, la improcedencia del 
recurso es manifiesta y así debe declararse, por- 
que si bien es cierto que el interponente alega 
que se cometió error de derecho al aceptar las 
informaciones testimoniales referidas, no se citó 
el caso de procedencia que corresponde, para 
poder hacer el examen de esta impugnación. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y lo 
que disponen los artículos 686, 690, 694 Código 
de Procedimientos Penales, 222, 223, 233 y 234 
del Decreto Gubernativo 1862, declara: IMPRO- 
CEDENTE el recurso de casación interpuesto 
por José Antonio Eduardo Ordóñez Urrutia, a 
quien impone la pena de quince días de prisión 
simple conmutable a razón de diez centavos de 
quetzal por día, Notifíquese y con certificación 
de lo resuelto devuélvanse los antecedentes a 
donde corresponde. (Ponencia del Magistrado J. 
Fernando Juárez y Aragón), 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Guadalupe Barragán López, por el deli- 
to de lesiones. 


DOCTRINA: Incurre en error de derecho el 
Tribunal sentenciador que aprecia con valor 
de plena prueba el parte dado por un agente 
de policía, porque según disposición expresa 
contenida en el artículo 146 del Código de 
Procedimientos Penales, sólo tienen el carác- 
ter de denuncias para los efectos legales. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
te de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Para resolver se examina el recurso de casa- 
ción interpuesto por Guadalupe Barragán Ló- 
pez, contra la sentencia aue dictó la Sala Octa- 
va de la Corte de Apelaciones el veintidós de 
agosto de mil novecientos sesenta y uno, en la 
causa que por el delito culposo de lesiones se le 
instruyó en el Juzgado Primero de Primera Ins- 
tancia de San Marcos, 


ANTECEDENTES: 


El Juez de Paz de El Tumbador abrió el pro- 
cedimiento el trece de mayo de mil novecientos 
cincuenta y siete, con base en el parte aue le 
rindió el jefe de la sub-estación de la policía na- 
cional de esa localidad, informándole que el 
alcalde auxiliar de la finca “El Rosario” comu- 
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nicó al administrador de la misma que Lorenzo 
Santiago Morales Vásquez había sido lesionado 
por una camioneta de la propiedad de Guada- 
lupe Barragán. Al examinarse al referido alcal- 
de auxiliar, Enrique López, declaró que el día 
domingo doce de mayo del año citado, como a 
eso de las siete horas y veinticinco minutos, vio 
frente al rancho de Basilio Esteban mucha gen- 
te y al acercarse se enteró de que veían a un 
hombre que tenía un pie casi desecho, lo que 
puso en conocimiento del jefe de la policía; que 
momentos después llegó una ambulancia del 
Instituto Guatemalteco de Seguridad Social y 
condujo al lesionado a la población; que María 
Santizo le dijo haber oído un grito en el mo- 
mento que pasaba por el lugar una camioneta 
roja llamada “La Bonita”, propiedad de Gua- 
dalupe Barragán, por lo que supuso que fue 
ese vehículo el causante del accidente, y ade- 
más, porque en el lateral de la banqueta donde 
estaba el herido, auedó un rayón de nueve yar- 
das y veintiuna pulgadas presumiblemente cau- 
sado por el mismo vehículo. María Santizo Gon- 
zález efectivamente declaró que el día del su- 
ceso en ocasión que se encontraba lavando en 
la pila pública de la finca “El Rosario”, pasó 
por la calle principal una camioneta llamada 
“La Bonita” y en ese mismo momento oyó gri- 
tos, a los que no dio importancia porque creyó 
que se trataba de algún ebrio; que la camio- 
neta era de color rojo y verde y caminaba como 
de Pajapita para El Tumbador; que no se fijó 
quién la conducía y supo después por el ru- 
mor público, que un hombre había sido lesio- 
nado en ese lugar y hora, Anastasio Ambrosio 
Chún y Luis Martínez Duarte, este último agen- 
te de la policía nacional, dijeron que por refe- 
rencia supieron que en la finca “El Rosario” 
había sido lesionado un hombre por una camio- 
neta que corría de Pajapita hacia El Tumbador 
y que ellos sólo comprobaron que en el lugar 
del accidente había un rayón en la banqueta, 
como de ocho metros más o menos de largo. 
Macario y Jorge Vásquez, el primero de trece 
años y el segundo de once, dijeron que el día 
en que ocurrió el hecho que se investiga iban 
de la finca “San Luis” para la de su residencia 
llamada “El Escobillo”, en compañía de su cu- 
ñado Lorenzo Santiago Morales; que como a 
las siete de la mañana al pasar por la finca 
“El Rosario”, su cuñado se senté a descansar 
en una acera de la calle principal, pero en eso 
pasó atropellándolo una camioneta de color ver- 
de y rojo, la cual, según supieron por el dicho 
de los vecinos, era de la propiedad de “Don 
Lupe” y reconocieron como la misma que en el 
momento de prestar su declaración estaba fren- 
te al tribunal, El experto José Alfredo Alvarez 


Custodio examinó el vehículo a que hacen re- 
ferencia los testigos y que es de la propiedad 
de Guadalupe Barragán y dictaminó que tanto 
los frenos como el volante de giro, se encon- 
traban en perfecto estado de funcionamiento. 
El Juez inspeccionó el lugar donde ocurrió el 
accidente e hizo constar que el andén donde se 
supone estaba sentado Lorenzo Santiago Mora- 
les Vásquez tiene un lateral de veintitrés pul- 
gadas y media de alto y en él pudo apreciar 
“un raspón causado por vehículo de una yarda 
cinco pulgadas, presentando dicho lateral se- 
ñales de pintura roja, que aunque se dijo por 
el mencionado menor —se refiere a Macario 
Vásquez— que la camioneta causante de este 
hecho era de rojo y verde, propiedad del señor 
Guadalupe Barragán, en el citado raspón no se 
apreciaron señales de pintura color verde”, Más 
adelante asienta: “encontrándose a disposición 
del suscrito la camioneta que se presume fue la 
causante del hecho, se procedió a colocarla cer- 
ca del lateral que se encontró con la rozadu- 
ra para establecer si coincidían la altura de la 
misma con la rozadura de la camioneta en su 
parte roja, para ver si la pintura que estaba en 
el mencionado lateral era igual a la de la ca- 
mioneta, estableciéndose que efectivamente la 
altura de ambas rozaduras es la misma, así co- 
mo la pintura; no está demás aclarar que del 
impacto fue arrancada una piedra del lateral 
que fue encontrada sobre la calle y como a me- 
dio metro de donde estaba colocada se encon- 
tró señales de sangre sobre la cual había ya 
tierra”. Según el informe rendido por el médico 
forense del Instituto Guatemalteco de Seguri- 
dad Social, Lorenzo Santiago Morales Vásquez 
sufrió fractura expuesta del tercio inferior de 
los huesos de la pierna derecha y del tercio su- 
perior, infectada, con atrición muscular y que 
necesitó para su curación nueve meses cinco 
días, con abandono de su trabajo quedándole 
como impedimento “pérdida del tobillo dere- 
cho en un 25%, Se detuvo al sindicado Guada- 
lupe Barragán López, quien al declarar en for- 
ma indagatoria expuso: que fue detenido desde 
el día doce, o sea el mismo en que ocurrió el 
accidente, de orden del sub-jefe de la policía 
nacional, sin indicársele el motivo; que es pro- 
pietario de la camioneta llamada “La Bonita”, 
pintada de rojo y verde; negó haber sido él 
quien atropellara a Lorenzo Santiago Morales 
Vásquez, aunque admitió que ese día llegó a la 
población con procedencia de la aldea “La De- 
mocracia” como a las seis horas y quince mi- 
nutos, llevando varios pasajeros, quienes pue- 
den declarar que nada le ocurrió en el trayecto 
y que el raspón que presentaba su vehículo so- 
bre el lado izquierdo, se lo había causado en el 
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taller de José Alvarez Diaz hacía poco tiempo 
y que el día indicado no había tomado licor. 
Roberto Ubilio de la Rosa, Alejandro Guzmán, 
Isolina López Ochoa, Artemio López, Francisca 
Oralia Guzmán, Petronio Eugenio de León y 
Manuel Maldonado López declararon más o me- 
nos uniformemente, que el día del hecho abor- 
daron la camioneta “La Bonita” de la propiedad 
de Guadalupe Barragán y conducida por éste, 
en la aldea La Democracia como a eso de las 
cinco horas y llegaron a El Tumbador aproxi- 
madamente a las seis y cuarto, pasando antes 
por la finca “El Rosario” sin que algo extra- 
ordinario ocurriera durante el trayecto. Loren- 
zo Santiago Morales Vásquez, dijo que el día 
ya indicado, como a las ocho horas, en ocasión 
que se encontraba sentado a la orilla de la ca- 
rretera. fue atropellado por un carro que no 
pudo identificar por haber quedado inconscien- 
te. El acusado no se conformó con los cargos 
que se le dedujeron al elevarse la causa.a ple- 
nario y durante el término de prueba, a su so- 
licitud fueron examinados los testigos Guiller- 
mo Cruz Morales, Adrián Díaz Maldonado y 
José Alvarez Custodio, Los dos primeros decla- 
raron que Barragán López entregó su camione- 
ta a José Alvarez Custodio en los primeros días 
del mes de mayo para que la reparara, y al en- 
trarla al taller de éste le ocasionó un rayón con 
uno de los costados de la puerta, y el tercero 
como dueño del taller, se produjo en los mis- 
mos términos. 

Concluido el trámite, el Juez dictó su fallo 
declarando que Guadalupe Barragán López es 
autor responsable por imprudencia temeraria, 
del delito de lesiones y lo condenó a sufrir dos 
años de prisión correccional o sea el doble de la 
pena que le correspondía, por estimar que es- 
taba ebrio cuando ejecutó el hecho, 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Octava de la Corte de Apelaciones 
confirmó la sentencia de primera instancia, con 
la única modificación de que reguló a razón de 
treinta centavos de quetzal diarios, la parte con- 
mutable de la pena en vez de diez que había 
fijado el Juez. En lo aque respecta a la culpabili- 
dad del acusado, la Sala fundó su pronuncia- 
miento en la presunción grave que estimó el 
Juez de primer grado, diciendo que hace suya 
la apreciación que éste hizo de los indicios que 
resultan de la prueba aportada al juicio, por lo 
que es necesario relacionarlos como aparecen 
detallados en el fallo de primera instancia, en 
la siguiente forma: a) que el procesado admi- 
tió ser dueño y conductor de la camioneta de 
pasajeros denominada “La Bonita”, de color 


rojo y verde; b) la testigo María Santizo Gon- 
zález vio pasar como a las siete horas del día 
en que ocurrió el hecho, por la calle principal 
de la finca “El Rosario”, la citada camioneta y 
al momento oyó gritos c) Enrique López en- 
contró herido a Morales Vásquez y por el dicho 
de María Santizo y un rayón que había sobre 
el lateral de la acera donde estaba sentado 
aquél, supuso que había sido el vehículo de Ba- 
rragán López el causante del accidente; d) los 
testimonios de Anastasio Ambrosio Chún y el 
agente de la policía nacional Luis Martínez 
Duarte, así como la inspección ocular que prac- 
ticó el Juez instructor de las primeras diligen- 
cias, confirman la existencia del referido rayón 
sobre el lateral de la acera y que coincide con 
la rozadura que presentaba la camioneta de la 
propiedad del acusado; e) el dictamen del ex- 
perto José Alfredo Alvarez Custodio, demues- 
tra que el vehículo indicado estaba en perfecto 
estado de funcionamiento; y f) el informe del 
jefe de la sub-estación de la policía nacional 
de El Tumbador indicando que el procesado 
cuando fue puesto en detención “estaba un tan- 
to tomado de licor”. La Sala desestima los tes- 
timonios de Roberto Ubilio de la Rosa, Alejan- 
dro Guzmán, Isolina López Ochoa, Artemio Ló- 
pez, Francisca Oralia Guzmán, Manuel Maldo- 
nado López, Patrocinio Eugenio de León, Gui- 
llermo Cruz Morales, Adrián Díaz Maldonado 
y José Alvarez Custodio, porque todos, a ex- 
cepción de los tres últimos, se concretaron a 
declarar que abordaron la camioneta del pro- 
cesado en la aldea La Democracia a las cinco 
de la mañana y llegaron “a las seis y media 
horas a Malacatán y que en el trayecto no le 
ocurrió nada extraordinario”; y que los tres 
últimos refieren que el rayón que tenía la ca- 
mioneta se lo hizo el chofer al entrarla al taller 
de José Alvarez Custodio, pero no merecen cré- 
dito porque declararon conforme interrogatorio 
sugestivo y no precisan la fecha en que ocurrió 
el hecho, 


RECURSO DE CASACION: . 


Guadalupe Barragán López, bajo la dirección 
del abogado Luis Emilio Anzueto, interpuso el 
recurso que se examina fundamentándolo en 
los casos de procedencia contenidos en los in- 
cisos 60. y 80. del artículo 676 del Código de 
Procedimientos Penales y citó como infringidos 
los artículos 560 incisos lo, y 4o., 568, 571. 573 
incisos lo,, 20., 30, y 4o., 584 del Código de 
Procedimientos Penales; 51 y 449 del Código 
Penal, Alega que la Sala incurrió en error de 
derecho al apreciar los testimonios de Roberto 
Ubilio de la Rosa, Alejandro Guzmán, Isolina 
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López Ochoa, Artemio López, Francisca Oralia 
Guzmán, Manuel Maldonado López y Patrocinio 
de León, porque todos son contestes al afirmar 
que durante el viaje a El Tumbador el día de 
autos nada le ocurrió, y estos testimonios se 
recibieron durante la fase sumarial del proceso, 
sin interrogatorio alguno. Que no estimó el Tri- 
bunal sentenciador lo que hizo constar el Juez 
Menor durante la inspección ocular que prac- 
ticó en el lugar del hecho, referente a que “no 
se apreció señales de pintura verde”, no obs- 
tante que también se asentó en la misma acta 
que su camioneta estaba pintada de rojo y ver- 
de; que las presunciones en que se basa su con- 
dena no tienen fundamento alguno ni reunen 
los requisitos que la ley requiere; y que el in- 
forme del sub-jefe de la policía nacional, carece 
de valor probatorio por ser un simple parte 
policiaco, no ratificado y además según el mis- 
mo informe la ebriedad a que hace alusión no 
le consta al informante sino al agente Deodoro 
Galdámez R.; que por esa circunstancia, la pena 
que se le impuso no es la que corresponde al 
delito de que se le declara culpable porque su 
estado de ebriedad no está probado; por último, 
dice que al modificarse el fallo en el sentido de 
que la pena aplicable es la de un año de prisión 
correccional, se deje en suspenso su cumpli- 
miento de conformidad con el artículo 51 del 
Código Penal. 


Transcurrida la vista, procede resolver, 
I 
CONSIDERANDO: 


La Sala sentenciadora desestima la prueba 
testimonial de descargo a que se refiere el recu- 
rrente, argumentando aque carece de mérito pro- 
batorio para destruir la presunción grave de su 
culpabilidad, porque los testigos se concretaron 
a declarar que abordaron el vehículo que aquél 
conducía el día de autos, en la aldea La Demo- 
eracia a las cinco horas y llegaron a El Tumba- 
dor (Malacatán dice equivocadamente la Sala), 
a las seis y media de ese mismo día, lo que 
quiere decir que los testigos ya no estaban en 
compañía de Barragán López cuando ocurrió 


“el accidente, porque según todas las constan- 


cias del proceso, ésto fue aproximadamente en- 
tre las siete y siete y media horas. y como así 
es en efecto, no existe el error de derecho que 
se denuncia con respecto a la estimación de 
esta prueba; tampoco existe equivocación algu- 
na en lo que hace a la inspección ocular, por- 
que aunque efectivamente el Juez constató que 
en el raspón que había sobre el lateral de la 


acera no se apreciaban señales de pintura ver- 
de, eso no descarta la posibilidad de que se 
hubiera producido tal raspón con la camioneta 
del procesado, toda vez que no consta cuál es 
la parte de este vehículo pintada de rojo y cuál 
de verde. En cuanto al mismo error de derecho 
referente a las presunciones, cabe estimar que 
estando debidamente probados los hechos en 
que se fundan, el Tribunal de casación, como 
lo ha declarado en repetidas ocasiones, no pue- 
de examinar la gravedad y precisión de las 
mismas, porque la ley procesal deja esta apre- 
ciación al arbitrio de los tribunales de ins- 
tancia. 


II 


Otro de los motivos del recurso, se hace con- 
sistir en que el Tribunal de segundo grado 
también incurrió en error de derecho al estimar 
que el recurrente se encontraba en estado de 
ebriedad cuando fue detenido, basando esta de- 
claración únicamente en el parte rendido por 
Adrián Martínez M., jefe de la sub-estación de 
la policía nacional de El Tumbador, el cual, 
por ser un simple informe policiaco y no estar 
siquiera ratificado carece de valor probatorio, 
agregándose a esto que el hecho no le consta al 
informante, según él mismo lo indica, sino al 
agente conductor Deodoro Galdámez R. Efecti- 
vamente, la Sala tiene como única prueba del 
estado de embriaguez del acusado el referido 
informe del jefe de la sub-estación de la policía 
nacional, pero este documento carece del valor 
jurídico necesario para probar por sí solo aque- 
lla circunstancia, pues por disposición expresa 
de la ley, estos informes tienen el carácter de 
simples denuncias y al no estimarlo así el Tri- 
bunal sentenciador y asignarle el mérito de una 
prueba completa, incurrió en el error de dere- 
cha que se denuncia, con infracción del artículo 
571 del Código de Procedimientos Penales y 
además el artículo 449 del Código Penal al 
duplicar la pena que correspondía imponer al 
acusado, desde luego que no existe en autos 
ninguna otra evidencia de que hubiese cometido 
el hecho en estado de ebriedad, lo que es su- 
ficiente para casar parcialmente el fallo recu- 
rrido y proferir el que en derecho corresponde. 
Artículo 146 del Código de Procedimientos Pe- 
nales. 


TI 


Entre las leyes aque a su juicio fueron infrin- 
gidas, cita el recurrente el artículo 51 del Códi- 
go Penal reformado por el artículo lo. del De- 
creto 1484 del Congreso, argumentando que a 
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pesar de estar demostrado en autos que es de- 
lincuente primario, no se dejó en suspenso la 
pena que se le impuso. Sin embargo, el Tribu- 
nal de segundo grado no pudo haber infringi- 
do esta ley porque aún no estaba vigente cuan- 
do dictó su fallo; pero constando en autos que 
es primera condena que se impone al acusado 
y con la facultad que confiere a esta Corte el 
citado Decreto, es procedente dejar en suspen- 
so la pena, en atención además de que ésta 
queda reducida a un año de arresto mayor, con- 
forme lo considerado en el párrafo que ante- 
cede, Artículos 45, 309 inciso 30., 449 del Código 
Penal, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en las leyes citadas y lo aue disponen 
los artículos 222. 224, 227, 233, 234 del Decreto 
Gubernativo 1862; 686 687 del Código de Pro- 
cedimientos Penales, CASA parcialmente la 
sentencia recurrida y resolviendo en derecho, 
declara: que la pena que corresponde purgar al 
acusado Guadalupe Barragán López, es de un 
año de arresto mayor conmutable en su tota- 
lidad a razón de cincuenta centavos de quetzal 
diarios, pena que deja en suspenso por el tér- 
mino de un año quedando comprendidas en la 
suspensión las accesorias corresp3ndientes, sal- 
vo las responsabilidades civiles provenientes 
del delito. Notifíquese y con certificación de lo 
resuelto, devuélvanse los antecedentes, (Ponen- 
cia del Magistrado Arnoldo Reyes Morales). 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Luis Felipe Aragón León, por el delito 
de parricidio. 


DOCTRINA: No puede prosperar el recurso de 
casación en que se denuncia error de derecho 
en la apreciación de un informe pericial, por- 
que la ley deja su calificación al criterio del 
Juez, según las circunstancias. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
ticinco de junio de mil novecientos sesenta y 
dos, 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de casación interpuesto por Luis Felipe Aragón 
León, contra la sentencia de la Sala Tercera de 
la Corte de Apelaciones del veintitrés de no- 
viembre del año próximo pasado, en la causa 
que por el delito de parricidio se le siguió en 
el Juzgado Quinto de Primera Instancia de lo 
Criminal de este departamento, 


ANTECEDENTES: 


El Juzgado Sexto de Paz de lo Criminal, sien- 
do las veinte horas del día dieciocho de junio 
de mil novecientos sesenta, recibió parte ver- 
bal del jefe del primer cuerpo de la policía na- 
cional, que en la casa marcada con el número 
veinticuatro-cincuenta y uno de la segunda ave- 
nida de la zona tres de esta ciudad, se había 
causado la muerte a una señora y el hechor 
estaba herido en el hospital, por lo que ordena- 
da la investigación correspondiente, el mencio- 
nado funcionario se constituyó en la dirección 
indicada e hizo constar: que en el interior de 
dicho inmueble estaba el cadáver de una mu- 
jer sobre el piso del corredor, que presentaba 
varias lesiones producidas con proyectil de ar- 
ma de fuego, y de dicho lugar partía un regue- 
ro de sangre que recorre dos piezas terminando 
en el dormitorio, donde había una mancha de 
sangre bastante grande y debajo de una cama 
se encontró un revólver marca “Gecado”, con 
seis cartuchos en el tambor, dos disparados y 
el resto útiles y en el piso se hallaron seis car- 
tuchos disparados y sobre una cama una caja 
de tiros calibre veintidós; que estando presente 
Rosario Saavedra: Morales indicó que el cadá- 
ver era el de su hija Clemencia Duarte Saave- 
dra de Aragón, quien tenía cuatro años de estar 
casada con Luis Felipe Aragón León, habiendo 
procreado dos hijos, y en su vida hogareña vi- 
vían peleando y por haber estado ausente no 
se dio cuenta del hecho; que Jorge Rodríguez 
y Rodríguez expuso: que era inquilino en esa 
casa, a la que había llegado como a las diecio- 
cho y treinta minutos y momentos después oyó 
unos disparos y al salir de su cuarto vio a la 
señora de Aragón tirada en el piso del corre- 
dor, por lo que salió a pedir auxilio, habiendo 
llegado una radio-patrulla y al penetrar nueva- 


mente a la casa encontraron cerca del cadáver. 


de la señora a Luis Felipe Aragón León heri- 
do, por lo que el oficial aue llegó con la radio- 
patrulla lo mandó al Hospital; que el teniente 
de policía Candelario Mota Cruz, le indicó que 
encontrándose de vigilancia le ordenaron por 
radio que se constituyera en la casa donde se 
verificó el hecho, habiendo encontrado tirada 
en el suelo a una señora ya muerta y a Luis 
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Felipe Aragón herido, por lo que ordenó el 
traslado de este último a la emergencia del 
Hospital y del cadáver al anfiteatro y después 
se constituyó en el centro uno del Instituto 
Guatemalteco de Seguridad Social, donde en la 
emergencia y sobre una camilla encontró a Luis 
Felipe Aragón gravemente herido, por lo que 
no pudo prestar declaración. Manuel Ricardo 
Duarte Saavedra, al ser examinado declaró: que 
al llegar a su casa encontró en la puerta a Jor- 
ge Rodríguez. quien le informó de lo ocurrido 
y al rato aque penetró vio aue estaba una radio- 
patrulla y su hermana Luz Clemencia muerta 
en el corredor y supo que su cuñado Luis Fe- 
lipe Aragón por estar herido había sido envia- 
do al Hospital y entre los papeles de su cuñado 
encontró un recibo del aque le vendió la pistola 
con que causó la muerte a su hermana por lo 
que creía que de antes había pensado en come- 
ter ese hecho. Por haberse ordenado la deten- 
ción de Jorge Rodríguez y Rodríguez, fue in- 
dagado en forma, y manifestó: que era com- 
padre con los esposos Aragón Duarte y además 
inquilino en la casa de éstos, habiendo repetido 
lo que expuso cuando fue interrogado a raíz 
de los sucesos, agregando únicamente que los 
mencionados cónyuges cada pocos días pelea- 
ban; que al entrar con la policía a la casa vio 
que a la par de la señora estaba su esposo que- 
jándose porque estaba herido, sin hablar nada. 
El experto nombrado Desiderio Menchú infor- 
mó aue no pudo constatar las huellas digitales 
en el revólver empleado, por haber estado cu- 
biertas con sangre. Al ser indagado Luis Felipe 
Aragón León, expuso: que Clemencia Duarte 
Saavedra era su esposa, a quien quería aunque 
peleaban a cada rato, lo echaba a la calle cuan- 
do quería, al servirle la comida lo hacía tirán- 
dosela, lo ofendía ante la gente. moral y mate- 
rialmente, dañando su dignidad y todo esto lo 
hacía porque estaba enamorada de un piloto 
de una camioneta de las que van a San Juan 
Sacatepéquez, cuyo nombre no sabe, de cuyas 
riñas tiene varias señales o cicatrices en los 
brazos, lo cual le fue formando la idea de pri- 
varse de la vida, siendo tanto su tormento y 
descontrol que tomó la decisión de suicidarse, 
haciéndoselo saber a aquélla que por su culpa 
su hogar se iba a destruir, contestándole que 
mejor para ella porque así quedaría libre; que 
. el viernes anterior al día de los sucesos andaba 
calenturiento y atormentado porque varias ve- 
ces le llamaron la atención en el trabajo por 
faltas que cometía, y el sábado siguiente com- 
pró el arma con la disposición de matarse y 
llegó ante su esposa y se lo hizo saber, respon- 
diéndole que lo hiciera, que era mejor para 
quedarse libre, habiéndolo ofendido en su dig- 


nidad otra vez, lo cual tupió más la cabeza y le 
dijo: “cuidad a tus hijos, quedan en tus ma- 
nos”, lo aue no creyó ella y se sonrió en son de 
burla; entonces sacó el arma y se pegó el balazo 
en la barbilla, momento en que ella se le ava- 
lanzó y como ya tenía la moral destruida prin- 
cipió a disparar a diestra y siniestra; que si 
cualquier persona entra en ese momento la 
hubiera matado también, pues tenía tal furor 
que volvió a cargar el arma con deseos de va- 
ciársela y ya no se dio cuenta de nada sino 
hasta el lunes veinte del citado mes que des- 
pertó en el Instituto de Seguridad Social y se 
enteró de que su señora había fallecido, estando 
dispuesto a cumplir cualquier castigo que se le 
imponga, porque ya no le interesaba la vida; 
que el arma la compró para matarse él, pero 
lo quería hacer ante “ella” para dejarle remor- 
dimiento. Se le redujo a prisión provisional por 
homicidio. Jaime Trinidad Rivera Castañeda, al 
ser interrogado dijo: que nada le constaba del 
hecho, pues su intervención como jefe de ser- 
vicios especiales del primer cuerpo de la policía 
se concretó a llevar la ambulancia para el tras- 
lado al Anfiteatro del cadáver de Clemencia 
Duarte de Aragón y por orden del Juez de Paz 
condujo a la detención a Jorge Rodríguez y Ro- 
dríguez. Miguel Angel Aroche Morales declaró: 
que como estaba de servicio como comandante 
de una radio-patrulla, se le ordenó ir por el 
Juez de Paz de turno y llevarlo a la casa del 
hecho, del cual no le constaba nada. El teniente 
de policía Candelario Mota Cruz, al ser exami- 
nado nuevamente, repitió los datos consignados 
en el acta descriptiva agregando únicamente 
que los aue se encontraban tirados en el corre- 
dor de la casa fueron José Luis Aragón y su 
esposa Clemencia Duarte Saavedra de Aragón, 
habiendo comprobado que la segunda estaba 
muerta y que en el interior del cuarto de los 
esposos nombrados, fue localizado un revólver” 
calibre veintidós marca “Gecado” aue se le en- 
tregó al Juez de Paz. Elevada a plenario la 
causa compareció la madre de la occisa para 
manifestar: que por falta de tiempo y de recur- 
sos económicos no formalizaba acusación con- 
tra el procesado. Corren agregados a la causa 
los informes médicos forenses, correspondien- 
tes a las lesiones sufridas por Luis Felipe Ara- 
gón León, quien presentaba dos heridas por 
arma de fuego, una en la región pectoral iz- 
quierda y la otra en la región supra hioidea y 
maxilar superior, y de la autopsia correspon- 
diente al cadáver de Clemencia Duarte de Ara- 
gón, en el cual el Médico Forense indica: que 
se comprobaron seis heridas por arma de fuego 
de las cuales tres hicieron su entrada por de- 
lante y una de ellas necesariamente mortal y 
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probablemente al recibir este impacto la lesio- 
nada se fue de bruces y las otras heridas fueron 
hechas estando boca abajo, ya que los orificios 
de entrada se encontraron en la región poste- 
rior, siendo la causa de la muerte heridas pe- 
netrantes tóraco-abdominales producidas por 
arma de fuego y anemia aguda por abundante 
hemorragia interna; informe del Departamento 
de Estadística Judicial de que el procesado no 
tiene antecedentes penales; certificación de la 
partida de defunción de la occisa; dictamen del 
jefe del servicio de psiquiatría del Instituto de 
Criminología Doctor Carlos Federico Mora, en 
el sentido de que habiendo practicado el exa- 
men siquiátrico de Luis Felipe Aragón León, 
comprobó que no presentaba en esa fecha (9 de 
julio de 1960) trastornos mentales, emocionales 
o sicopáticos, es decir, que no estaba padecien- 
do de enajenación mental; que “La reconstruc- 
ción del estado síquico prevalente cuando se 
desarrolló la impulsación homicida y la reac- 
ción auto-punitiva consecuente, reconstrucción 
que se hizo tomando en cuenta sólo lo que es 
verosímil y típico en el relato del examinado, 
revela que en esos momentos se encontraba en 
un estado excepcional de afectividad patológi- 
ca, debida a estímulos emocionales muy inten- 
sos que habían estado influyendo sobre él du- 
rante largos meses hasta culminar en una reac- 
ción de corto circuito que trajo como consecuen- 
cia el homicidio y el suicidio frustrado. Ese 
estado excepcional lo es de enajenación mental 
transitoria”. Elevada la causa a plenario se to- 
mó confesión con cargos al reo, quien no se 
conformó con los que se le concretaron. El Mi- 
nisterio Público formalizó acusación y a soli- 
citud del defensor se abrió a prueba la causa 
por el término legal, en cuyo lapso se aporta- 
ron las siguientes: por la acusación una certi- 
ficación de la partida de matrimonio del reo 
con la occisa, con base en la cual se reformó 
al incriminado el auto de prisión por el delito 
de parricidio, y por parte de la defensa los tes- 
timonios de Miguel Angel Luna Paz, Carlos 
Abraham Lizama López, Carmen del Rosario 
Jurado Ramírez de Domínguez, Carlos Arturo 
Talavera Murga, Federico Cordón Castañeda, to- 
dos compañeros de trabajo del procesado, acer- 
ca de su buena conducta y carácter; Hortensia 
Morales, sobre: aue es inquilina de la casa don- 
de ocurrieron los hechos, teniendo aproximada- 
mente tres años de conocer a los esposos Aragón 
Duarte, siendo compadres por ser la madrina 
de uno de sus hijos; que cuando oyó varios 
disparos salió de su cuarto habiéndose dado 
cuenta que la occisa procedente de su cuarto 
llegó al corredor y después de decir que la ha- 
bían matado cayó y luego salió el incriminado, 
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se paró en la puerta de su cuarto y se hizo un 
disparo y al gritar la declarante a su marido 
Jorge Rodríguez, aquél se encerró en su cuarto 
y echó pasador, a solicitud del defensor del reo 
fue repreguntada, contestando a virtud de pre- 
guntas: que fue dos veces a ver a Luis Felipe 
Aragón al Centro Uno del IGSS; que sí le tiene 
cariño a María del Rosario Saavedra, pues a 
pesar de lo sucedido viven en la misma casa 
y la ayuda con las criaturas, por lo que tal vez 
dicha señora encuentra con la declarante un 
apoyo moral, porque su esposo lleva todos los 
días a los niños a la “Casa del Niño” y le pa- 
gan como alquilar veinte quetzales mensuales, 
y que deseaba agregar que el día del suceso 
el procesado le dijo que le hiciera favor de 
cuidar a los niños mientras iba por su esposa y 
que ya vería que ese día sería la definitiva de 
todo, pero ignoraba cuál era su decisión; que 
en la tarde llegó primero la esposa y después 
Aragón y al cuarto de hora oyó los disparos, 
sin poder determinar cuántos fueron, porque 
como había fiesta en la iglesia Santa Marta, 
quemaban bombas y cohetes; en la prórroga 
del término probatorio se recibió a solicitud 
del defensor, la declaración de Carlos Enrique 
Juárez Camas, compañero de trabajo del reo, 
sobre la buena conducta y carácter apacible de 
éste. El diecisiete de abril del año próximo pa- 
sado, el Juez en auto para mejor fallar orde- 
nó la práctica de varias diligencias: amplia- 
ción de los informes de la autopsia y del jefe 
del Gabinete de identificación de la Policía 
quienes respondieron que por una mera equi- 
vocación consignaron ambos que el calibre del 
revólver examinado y balas recogidas era 
treinta y dos, siendo en realidad veintidós; dic- 
tamen del departamento de armas de la Escue- 
la Militar de Aplicación General Manuel Arzú, 
de aue la pistola marca “Gecado” así ¡como los 
cinco proyectiles examinados son calibre vein- 
tidós, El dieciocho de mayo del año última- 
mente citado, fué dictada la sentencia de pri- 
mera instancia, en la cual se declaró que el en- 
juiciado Luis Felipe Aragón León, es autor res- 
ponsable del delito de parricidio, condenándo- 
lo a sufrir la pena de veinte años de prisión 
correccional inconmutables, así como a las ac- 
cesorias del caso, en vez de la muerte que le 
correspondería, por haberle aplicado las cir- 
cunstancias atenuantes de su espontánea con- 
fesión y la de haber obrado por estímulos tan 
poderosos que naturalmente le produjeron arre- 
bato u obsecación. El veinte de noviembre pró- 
ximo pasado, la Sala Tercera de la Corte de 
Apelaciones que conoció en grado confirmó la 
anterior sentencia con la reforma de que la 
pena que en definitiva se impone al reo es de : 
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quince años de prisión correccional, habiendo 
ordenada previamente consultar a la Junta Di- 
reciiva de la Facultad de Medicina el caso del 
procesado, emitiendo una ampliación de su pri- 
mer dictamen el doctor Mora, quien fue desig- 
nado para el efecto por la indicada facultad; 
estimó la Sala sentenciadora: que al declarar el 


Juez que el procesado es autor del delito de 


parricidio. este punto es indiscutible puesto 
que existe la confesión del procesado de haber 
dado muerte a su esposa y además en autos 
aparecen la correspondiente partida de matri- 
moni, la de defunción de la señora Duarte de 
Aragón y el informe médico legal de la autop- 
sia practicada en el cadáver de la misma per- 
sona; que en confesión dice aque el sábado com- 
pró el arma dispuesto a matarse, llegó ante su 
esposa y se lo hizo ver y ella le respondió que 
no le importaba que se matara y era mejor pa- 
ra quedarse libre, habiéndolo ofendido en su 
dignidad otra vez, lo cual le tupió más la ca- 
beza y le dijo “cuidad de tus hijos”, quedan 
en tus manos”, lo aque no creyó ella y se sonrió 
es son de burla, entonces ya con ese tormento 
sacó el arma y se pegó el balazo en la barbilla, 


- momento en que aquella se le abalanzó y ya 


con la moral destruida principió a disparar a 
diestra y siniestra, que hubiera matado a cual- 
quier otra persona que hubiera entrado en ese 
momento, pues tenía tal furor que volvió a 
cargar el arma con deseos de vaciársela y ya 
no se dio cuenta de nada; que con respecto a 


_la responsabilidad el apelante alega que se de- 


clare exento al enjuiciado, por haber plena 
prueba de la concurrencia de la situación de 
trastorno mental transitorio cuando ejecutó los 
hechos y se basa en el expertaje del doctor 
Carlos Federico Mora, que obra en autos y por 


otra parte el representante del Ministerio Pú- 


blico ha sostenido que el incriminado es res- 
ponsable; que antes de resolver el Tribunal de 
alzada ocurrió en consulta a la Junta Direc- 
tiva de la Facultad de Medicina la aue aceptó 
el dictamen rendido por el director del Depar- 
tamento de Siquietría de la misma Facultad, a 
cargo del propio doctor Mora que fue quien 
como experto dio el primitivo dictamen y en 


- éste ratifica las conclusiones a que llegó en 


aquel, ampliándolo en el sentido de concretar las 
comprobaciones clínicas en que se apoyó para 
llegar a su diagnóstico; aue sin embargo de to- 
do esto el Tribunal de segundo grado siempre 
se pronuncia por sostener el fallo recurrido en 
cuanto a la aplicación de la circunstancia ate- 
nuante, además de la de confesión del reo, de 
haber obrado por estímulos tan poderosos que 
naturalmente le produjeron arrebato u obseca- 
ción, que amerita la rebaja de la pena a quince 


años de prisión correccional, que para llegar a 
esta conclusión no se desestima la opinión cien- 
tífica del médico alienista, sino por el contra- 
rio se apoya en ella, para estimar que la actua- 
ción del reo fue de arrebato y obsecación. 


RECURSO DE CASACION 


El reo Luis Felipe Aragón León, con la di- 
rección del abogado Mario López Larrave, in- 
terpuso el presente recurso de casación contra 
el fallo de segunda instancia relacionado, por 
infracción de ley, fundándolo en los casos de 
procedencia contenidos en los incisos lo., 50, 
y 89. del artículo 676 del Código de Procedi- 
mientos Penales y cita como leyes infringidas 
los artículos 21 en su inciso lo. y 82 del Código 
Penal. por no haber sido aplicados; el 22 en sus 
incisos 60, y 9o., del mismo cuerpo legal, por 


haberse aplicado equivocadamente; 568, 571, 


609 por el mismo motivo; 573, 574, 586 por no 
haberlos aplicado en relación con los testimo9- 
nios de descargo y el 608 en relación con los 
peritajes, al haberse equivocado su apreciación, 
todos estos del Código de Procedimientos Pe- 
nales. Al argumentar sobre los motivos del re- 
curso manifiesta: que se calificó y penó como 
delito de parricidio el hecho investigado, no 
siéndolo, por haber concurrido la circunstancia 
eximente de haber actuado bajo estado de tras- 
torno mental transitorio; que erróneamente se 
consideró la existencia de circunstancias ate- 
nuantes del delito de parricidio y en cambio 
se omitió considerar la eximente del estado de 
trastorno mental transitorio; que se tergiversó 
claramente el sentido y valor de los peritajes 
siquiátricos rendidos por el Instituto de Crimi- 
nología y la Junta Directiva de la Facultad de 
Medicina, considerándolos equivocadamente co- 
mo elementos de prueba para demostrar las 
atenuantes contempladas, en lugar de estimar- 
los como una prueba clara, directa e incontro- 
vertida de la circunstancia eximente invocada, 
lo que tipifica el error de derecho en la apre- 
ciación de las pruebas, como motivo de casa- 
ción es también aplicable a las declaraciones 
de los testigos Carlos Abraham Lizama, Miguel 
Angel Luna Paz, Carmen Jurado de Domínguez 
y Enrique Juárez Camas, toda vez que el Tri- 
bunal de segundo grado se equivocó al valorar 


en la sentencia tales testimonios, 


Habiendo tenido efecto la vista en forma 
pública, procede resolver, 
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I 
CONSIDERANDO: 


Entre los motivos que se indican como fun- 
damento de este recurso, merece estudiarse en 
primer término el relativo al error de derecho 
en la preciación de la prueba, que se indica 
consiste en que la Sala tergiversa el sentido y 
valor de los peritajes siquiátricos rendidos por 
el Instituto de Criminología y la Junta Direc- 
tiva de la Facultad de Medicina, al no consi- 
derarlos como prueba directa e incontrovertida 
de la circunstancia eximente del estado de tras- 
torno mental transitorio que sufrió el procesa- 
do; y en cuanto a las declaraciones de los tes- 
tigos Carlos Abraham Lizama, Miguel Angel 
Luna Paz, Carmen Jurado de Domínguez y En- 
rique Juárez Camas, que también se equivocó 
al valorar sus testimonios. En cuanto al primer 
aspecto la Sala sentenciadora afirma que sin 
embargo de todo lo consignado en los dictá- 
menes del doctor Mora, se pronuncia por sos- 
tener el fallo recurrido en cuanto a la aplica- 
ción que hace de la circunstancia atenuante de 
haber obrado el incriminado por estímulos tan 
poderosos que naturalmente le produjeron arre- 
bato u obsecación, sin que por ello desestime 
la opinión científica del médico alienista, sino 
por el contrario se apoya en ella para estimar 
“que el procesado con la “sobrecarga” por el 
agobio proveniente de la circunstancia de la 
época de su vida porque atravesaba, en un es- 
tado hiponoico (repitiendo los términos del 
científico), con disminución de su conciencia y 
de la inhibición voluntaria”, llevó a cabo el he- 
cho delictuoso, o lo que es lo mismo que ac- 
tuaron sobre él esos estímulos tan poderosos 
de que habla la ley y que al no poderlos con- 
tener le produjeron un verdadero arrebato, 
agregándose a éste la obsecación, que es la que 
sufrió el reo, al disparar repetidamente sobre 
su víctima y quien estaba de tal manera ciego 
que disparó a diestra y siniestra, y aunque debe 
tenerse presente que nuestra ley penal habla de 
arrebato u obsecación, en el presente caso con- 
rurrieron esas dos circunstancias. En lo que se 
refiere a esta objeción cabe indicar: que, el 
artículo 608 del Código de Procedimientos Pe- 
nales, citado como infringido con este motivo, 
prescribe que la fe del juicio pericial, será ca- 
lificada por el Tribunal, según las circunstan- 
cias, por lo que estimar la Sala los dictámenes 
del siquiatra doctor Mora, en la forma que se 
ha dejado consignado, sin restarles eficacia 
probatoria, como se asegura, no pudo incurrir 
en el error de derecho que se le atribuye, de 
acuerdo con la facultad discrecional que le con- 


cede esa disposición legal para apreciar los re- 
feridos informes periciales en ciertos casos co- 
mo aportación técnica para la mejor ilustra- 
ción del juzgador y no una evidencia plena. 

“in cuanto a la información testimonial de 
Carlos Abraham Lizama y compañeros, es de 
advertir que la Sala sentenciadora, ninguna alu- 
sión hizo a ella, por lo que no pudo incurrir 
en una equivocada valoración de esas declara- 
ciones, para dar motivo de error de derecho en 
su apreciación, pues la omisión de su análisis 
integraría un clásico error de hecho, que no 
ha sido denunciado, lo que impide entrar al 
estudio del valor probatorio de esas declara 
ciones, ni de las leyes relacionadas con esas 
impugnaciones. 


II 
CONSIDERANDO: 


No habiendo prosperado la pretensión rela- 
tiva al error en la apreciación de la prueba, 
para el examen de los otros aspectos del re- 
curso, deben servir de base los hechos que da 
por establecidos el Tribunal de segundo grado, 
el cual asienta: “que el procesado por el ago- 
bio proveniente de la circunstancia de la épo- 
ca de su vida porque atravesaba, en un estado 
iponoico, con disminución de su conciencia y 
también con disminución de la inhibición vo- 
luntaria, llevó a cabo el hecho delictuoso, o lo 
que es lo mismo que actuaron sobre él esos es- 
tímulos tan poderosos de que habla la ley, y 
que al no poderlos contener le produjeron un 
verdadero arrebato, agregándose a esto la ob- 
secación”. En efecto, el inciso lo. del artículo 
21 del Código Penal, preceptúa que están exen- 
tos de responsabilidad criminal: “El enajenado 
y el que se halle en situación de trastorno 
mental transitorio, a no ser que éste haya sido 
buscado de propósito”, Ahora bien, siguiendo 
las doctrinas contenidas en la jurisprudencia 
criminal, en sentencias dictadas por el Tribu- 
nal Supremo de España. aplicables perfecta- 
mente a nuestra legislación penal, podemos 
afirmar: que el inciso antes citado, distingue 
dos situaciones de anormalidad intelectual: la 
enajenación mental de carácter permanente, y 
otra pasajera, bajo el nombre común de tras- 
tornos mentales transitorios, que agrupa muúl- 
tiples fenómenos perturbadores de la razón hu- 
mana y de efectos equiparables algunas veces a 
los de una locura momentánea, dignos, si se 
comprueban, de trato idéntico. De consiguien- 
te para integrar la indicada eximente, es ne- 
cesaria una perturbación síquica, plena, total, 
de inconsciencia durante cierto período de 
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tiempo que anule la voluntad del agente y lo 
prive del uso de razón para discernir acerca 
del alcance e ilicitud de los actos que ejecuta, 
constituyendo una completa perturbación de 
sus facultades volitivas. En este caso el Tribu- 
nal de segundo grado estima que según los dic- 
támenes del siquiatra únicamente hubo dismi- 
nución de la consciencia y de la inhibición vo- 
luntaria, por lo que no llegó a producirse la si- 
tuación que constituye la referida eximente 
pues de la propia versión de los hechos que 
hace el reo, se ve que la situación creada no le 
impidió apreciar en toda su extensión la mag- 
nitud del mal causado, lo que determinó su 
frustrado suicidio. En consecuencia el hecho 
cometido es punible, y no existen ninguna cir- 
cunstancia eximente de responsabilidad crimi- 
nal o que impida penarlo, siendo correcta la ca- 
lificación de los hechos que se declaran proba- 
dos. en lo que respecta a las circunstancias ate- 
nuantes aplicadas, por lo que el Tribunal sen- 
tenciador no incurrió en violación de los artícu- 
los 21 inciso lo., 22 inciso 60. y 9o. y 82 del 
Código Penal, citados como infringidos con los 
motivos examinados. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos 674, 
682 inciso 80., 687, 690, 694 del Código de Pro- 
cedimientos Penales; 222, 224 y 234 del Decreto 
Gubernativo 1862, declara: improcedente el re- 
curso de casación examinado e impone al in- 
terponente quince días de prisión simple, con- 
mutables a diez centavos de quetzal diarios. 
Notifíquese y en la forma que corresponde de- 
vuélvanse los antecedentes, (Ponente Vocal lo.) 


H. Morales Dardón.—G, Aguilar Fuentes, — 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


CRIMINAL 


Contra Juan Gámez López, por lesiones. 


DOCTRINA: En la riña tumultuaria, existe la 
duda probatoria acerca de quién es el autor 
del hecho material. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tisiete de junio de mil novecientos sesenta 


y dos, 


Para resolver se ve el recurso de casación in- 
terpuesto por Juan Gámez López contra la sen- 
tencia que el dos de junio del año de mil no- 
vececientos sesenta y uno, dictó la Sala Quinta 
de la Corte de Apelaciones, en el proceso que 
por el delito de lesiones se instruyó contra el re- 
currente ante el Juzgado Segundo de Primera 
Instancia del departamento de Jutiapa. 


ANTECEDENTES: 


El veinticuatro de marzo del año mil nove- 
cientos cincuenta y nueve, Herlindo Morales 
García compareció ante el Juez de Paz de San- 
ta Catarina Mita del departamento de Jutiapa, 
pidiendo contra Juan Mellado y Santiago Me- 
llado, quienes se hacen llamar Juan y Santia- 
go Gámez López, en virtud de los siguientes 
hechos: que ese día a las diecinueve horas cuan- 
do estaba en la casa de su padre Juan Morales 
oyó que alguien llegaba a la casa y abrió la 
puerta dándose cuenta que se trataba de su 
padre y que lo seguían Juan y Santiago Mella- 
do, y éstos con corvos lesionaron a Fermín Mo- 
rales y con arma de fuego al quejoso sufrien- 
do como consecuencia un impacto de bala en 
el brazo derecho, uno en el antebrazo del mis- 
mo lado y otra lesión en el hombro del lado 
izquierdo, Posteriormente la Policía Nacional 
hizo la consignación de los acusados relatando 
los hechos anteriormente descritos. Fermín Mo- 
rales García dijo: que el veinticuatro de marzo 
de mil novecientos cincuenta y nueve a las 
siete de la noche llegaron a casa de su padre, 
Juan y Santiago Mellado, armados con pisto- 
las, y estos sin razón alguna los agredieron re- 
sultando lesionado el declarante y su padre. 
Leonor García, Rafael Morales García y Augus- 
to Morales García, parientes de los ofendidos, 
se produjeron en términos parecidos al anterior. 
El Juez practicó inspección ocular en la casa 
relacionada, haciendo constar en el acta respec- 
tiva que pudo apreciarse impactos de bala en 
las paredes, cortaduras en las puertas y algu- 
nas manchas de sangre. Santiago Gámez López 
al ser indagado negó rotundamente los hechos 
que se le atribuyen argumentando que el día 
y hora de autos, se encontraba en su casa jun- 
tamente con Manuel Mellado, Manuel Vicente 
Retana, Mónico López, Manuel de Jesús Palma 
Linares y otros parientes, José Luis González 
Oliva, dijo: que vio cuando Fermín Morales 
García lesionó en la frente a Juan Gámez Ló- 
pez y éste hirió a aquél en la región frontal; 
que tal hecho lo presenció en la casa de Juan 
Morales Oliva. Al ser indagado Adelso Gámez 
López negó su participación en los hechos rela- 
cionados, Juan Miguel Donado Palma y Juan 
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de Dios Martínez dicen que únicamente presta- 
ron auxilio a la autoridad para la captura de 
los sindicados sin que les conste nada de los 
hechos. Vencido el término legal fueron pasa- 
das las diligencias al Juzgado Segundo de Pri- 
mera Instancia de Jutiapa, quien por falta de 
mérito mandó poner en libertad a Adelso Gá- 
mez López; y por los delitos de lesiones y dis- 
paro de arma motivó la prisión provisional de 
Santiago Gámez López. Al ser indagado Fer- 
mín Morales García, Héctor Herlindo Morales 
García y Juan Gámez López, negaron los he- 
chos imputados; habiéndoseles motivado auto 
de prisión por el delito de lesiones. Posterior- 
mente se amplió el auto de prisión dictado con- 
tra Juan Gámez López en el sentido de que 
también se le motiva prisión por el delito de 
disparo de arma. Orlando Espina Palma dijo 
que solamente oyó la algazara en casa de los 
ofendidos pero que sí vio que pasaron para di- 
cha casa Juan y Santiago Gámez López, Asi- 
mismo se expresó Julio César Chilín Espina, 
agregando que vio herido a Fermín Morales 
García. En igual forma se produjeron Felícito 
Ambeliz y Benigno Hernández Sandoval. Obran 
en autos los informes médico-forenses respecti- 
vos, y por haberse establecido con ellos que los 
hechos atribuidos a Fermín y Héctor Herlindo 
" Morales García no eran constitutivos de delito 
sino de una falta, fueron puestos en libertad. 
El informe médico de las lesiones sufridas por 
Héctor Herlindo Morales García indica que és- 
te necesitó para su completa curación de trein- 
ta días sin haberle quedado ninguna secuela 
Elsa Dalila Espina y Hortensia Palma dijeron: 
que vieron el día y hora de autos cuando Juan 
y Santiago Gámez López llegaron a casa de 
Juan Morales Medina, hiriendo con un corvo a 
Fermín Morales y que uno de los acusados 
también hizo disparos con pistola, lesionando a 
Héctor Herlindo Morales. Manuel Vicente Re- 
tana, Víctor Manuel Mellado y Manuel de Je- 
sús Palma Linares, dijeron: que el día y hora 
de autos estuvieron en su casa con Santiago 
Gámez sin que éste haya cometido delito al- 
guno, Tomada confesión con cargos a los 'pro- 
cesados, no se conformaron con los que se les 
formularon. Durante el término probatorio se 
recibieron por parte de la defensa las declara- 
ciones de Antonio José Espina, Orlando Palma 
Aguilar, José Pablo Carías Elvira, Julio César 
López Flores, Víctor Manuel Mellado Lucero, 
Ramón Palma González y Tránsito Asunción 
Palma Cabrera, quienes contestaron afirmativa- 
mente todas las preguntas contenidas en el in- 
terrogatorio preparado para el efecto, consis- 
tente en que el día y hora de autos, Santiago 
Gámez López se encontraba en su casa de ha- 


bitación en la Aldea Nueva, que ellos se en- 
contraron allí, pues como aquél tiene negocio 
de cantina. siempre tratan de distraerse jugan- 
do “damas”; que Juan Gámez López fue herido 
en la aldea Horcones; pero que Santiago se en- 
contraba distante cuando. fue avizado de tal 
hecho por Juventino López y fue entonces 
cuando se encaminó a Horcones para saber lo 
sucedido; que Juan y Santiago Gámez López 
no han reñido con ninguno, mucho menos dis- 
parar puesto que no tienen ni han tenido nunca 
arma de fuego; aque no han cometido ningún de- 
lito, pues Juan fue la víctima y que no saben 
cómo resultó herido, (Concluido el trámite, el 
Juez dictó su fallo en el que declaró: “que los 
enjuiciados Juan y Santiago Gámez López son 
autores de los delitos de disparo de arma de 
fuego, lesiones y de una falta contra las perso- 
nas, por cuyos hechos los condena a sufrir las 
siguientes penas: por el primer delito, dos años 
de prisión correccional; por el segundo, un año 
de prisión correccional y por la tercera infrac- 
ción, veinte días de prisión simple; las dos pri- 
meras penas conmutables en sus dos terceras 
partes a razón de diez centavos de quetzal dia- 
rios; y la falta conmutable en su totalidad en 
la misma proporción de diez centavos de quet- 
zal diarios”, Hizo las demás declaraciones del 
caso. 


SENTENCIA RECURRIDA: 


La Sala Quinta de la Corte de Apelaciones, 
confirmó la sentencia recurrida, con la reforma 
de que las penas que se imponen a los encar- 
tados Juan y Santiago Gámez López por los 
delitos de disparo de arma de fuego y lesiones 
queda reducida a dos años ocho meses de pri- 
sión correccional; y la adicionó en el sentido de 
dejar abierto el procedimiento en contra de 
Héctor Herlindo y Fermín Morales García. Fun- 
damentó su fallo en las siguientes considera- 
ciones: “Que la responsabilidad de los incrimi- 
nados Juan y Santiago Gámez López en los he- 
chos porque se les sujetó a procedimiento, que- 
daron debidamente demostrado con los si- 
guientes elementos de convicción: a) declara- 
ción del testigo José Luis González Oliva, quien 
dice haber presenciado el día veinticuatro de 
marzo de mil novecientos cincuenta y nueve a 
las diecinueve horas en casa de habitación de 
Juan María Morales Medina, ubicada en la 
aldea Horcones, municipio de Santa Catarina 
Mita del departamento de Jutiapa, cuando el 
encausado Juan Gámez agredió con machete a 
Fermín Morales, causándole una lesión en la 
frente, encontrándose también en el mismo lu- 
gar Santiago Gámez y que posteriormente oyó 
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detrás de dicha casa unos balazos por lo que 
él y sus acompañantes se fueron a ver qué su- 
cedía, viendo en ese momento que los procesa- 
dos Juan y Santiago Gámez López, iban de 
huída por lo que los persiguieron, llegando has- 
ta la casa del primero o sea Juan Gámez y que 
como dijera que no podía caminar lo dejaron 
capturado y con custodia; que después regresó 
a la casa Juan Morales Medina y encontró he- 
rido a Herlindo hijo de éste, con tres impactos 
de bala de revólver; b) los agentes de la auto- 
ridad militar Víctor Manuel Palma Cabrera, 
Juan Miguel Donado, Juan de Dios Martínez y 
Lucardo Sandoval Sagastume, también dicen 
haber oído el día y hora de autos detonaciones 
de disparo de arma de fuego y al acudir al 
lugar vieron en esos momentos ir huyendo a 
los enjuiciados Juan y Santiago Gámez a quie- 
nes capturaron, encontrándose el primero de 
ellos lesionado; c) Ramiro Palma Morales afir- 
ma asimismo que en la misma ocasión oyó unos 
disparos sin atinar en qué lugar, pero sí se dio 
cuenta que en casa de su vecino Juan Morales 
Medina en donde había una reunión se encon- 
traban los enjuiciados Juan y Santiago Gámez 
López, expresándose en forma similar los testi- 
gos Orlando Espino Palma, Julio César Chilín 


_ Espina, Felícito Ambeliz y Benigno Hernández 


Sandoval, “pues éstos también dicen haber visto 
llegar a la relacionada casa a los encartados y 
en donde se desarrolló un escándalo del que 
resultó lesionado Fermín Morales; d) la cir- 
cunstancia muy especial de haber resultado le- 
sionado en la fecha y hora indicados el sindi- 
cado Juan Gámez López; e) cabe estimar que 
los testigos Manuel Mellado y Manuel de Jesús 
Palma Linares con quienes el enjuiciado San- 
tiago Gámez López quiso exculparse, no sólo 
son menos en número que los anteriores, sino 
que dada la forma en aue declararon no exclu- 
yen la posibilidad de que hayan tomado parte 
en la comisión de los hechos; y los de coartada 
del plenario, amén de haber declarado de 
acuerdo con un interrogatorio arreglado expro- 
feso, no dan razón satisfactoria de sus dichos 
y están en absoluto desacuerdo con las cons- 
tancias de autos. En tal concepto, reuniendo 
la prueba analizada los requisitos legales son 
plenamente determinantes acerca de la delin- 
cuencia de dichos enjuiciados, por lo que es de 
rigor el pronunciamiento de un fallo de conde- 
na. Que los delitos que se tipifican son los de 


- disparo de arma de fuego y lesiones, en la per- 


sona de Héctor Herlindo Morales García, pero 
habiendo sido lesionado éste con motivo de un 
solo acontecimiento, y siendo más favorable pa- 
ra los sindicados, es el caso de penar el de 
mayor gravedad o-sea el de disparo de arma 
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de fuego aumentado en un tercio, quedándoles 
en consecuencia reducida a dos años ocho me- 
ses de prisión correccional para cada uno, Que 
apareciendo como incidente la falta contra la 
persona de Fermín Morales García porque se 
condena a los encausados a sufrir la pena de 
veinte días de prisión simple a cada uno, el 
Juez estuvo en facultad de resolverla. Que las 
actuaciones ameritan dejar abierto el procedi- 
miento en contra de Héctor Herlindo y Fermín 
Morales García a efecto de investigar su res- 
ponsabilidad en las lesiones de que fue víctima 
Juan Gámez López que según el informe mé- 
dico-legal de folios cincuenta y uno fueron cau- 
sadas con arma de fuego”. 


RECURSO DE CASACION: 


Juan Gámez López, con auxilio del abogado 
Francisco Carrillo Magaña, interpuso el recur- 
so que se examina, con fundamento en los casos 
de procedencia contenidos en los incisos 30. y 
8a. del artículo 676 del Código de Procedimien- 
tos Penales; citando como leyes infringidas res- 
pecto al primer caso, los artículos 67, 68, 69 y 
316 del Código Penal; este último reformado 
por el artículo 29 del Decreto 147 del Congreso 
de la República; 568, 569 y 572 del Código de 
Procedimientos Penales. Con relación al se- 
gundo caso de procedencia, citó como leyes in- 
fringidas los incisos lo., 20., 3o., 4o., 50, y 60. 
del artículo 586 del Código de Procedimientos 
Penales, Argumenta el recurrente que los tes- 
timonios de Víctor Manuel Palma Cabrera. 
Juan Miguel Donado, Juan de Dios Martínez y 
Lucardo Sandoval Sagastume, son vagos, pues- 
to que no aseguran de una manera efectiva 
quién fue el que hizo los disparos a que se re- 
fieren y es incuestionable que la declaración 
del testigo sea clara y precisa, por cuyo caso 
acusa error de derecho en la apreciación de la 
prueba testimonial. Que al tomar en conside- 
ración la Sala sentenciadora los testimonios de 
Orlando Espina Palma, Julio César Chilín Es- 
pina, Felícito Ambeliz y Benigno Hernández 
Sandoval, debió haberse comprendido el pre- 
sente caso en el artículo 29 del Decreto 147 del 
Congreso de la República, que reformó el ar- 
tículo 316 del Código Penal, porque es induda- 
ble que únicamente se produjo una sola acción 
delictuosa de lesiones, dentro de una riña tu- 
multuaria y escandalosa, y es evidente también 
que el delito o hecho calificado como disparo 


“ de arma, no llegó a generarse, por cuyo caso 


acusa infracción de ley, 


Transcurrida la vista, procede resolver, 
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1 
CONSIDERANDO: 


Con fundamento en el caso de procedencia 
contenido en el inciso 80., del artículo 676 del 
Código de Procedimientos Penales, se acusa a 
la Sala sentenciadora de haber cometido error 
de derecho en la apreciación de la prueba, re- 
sultante éste de la valoración de las deposicio- 
nes de los agentes de la autoridad Víctor Ma- 
nuel Palma Cabrera, Juan Miguel Donado, 
Juan de Dios Martínez y Lucardo Sandoval Sa- 
gastume, auienes dicen haber oído el día y hora 
de autos detonaciones de disparos de armas de 
fuego y al acudir al lugar vieron en esos mo- 
mentos ir huyendo a los enjuiciados Juan y 
Santiago Gámez a quienes capturaron, encon- 
trándose el primero de ellos lesionado; argu- 
menta el recurrente que los testimonios de to- 
das estas personas son vagos, puesto que no 
aseguran de una manera efectiva quién fue el 
que hizo los disparos a que se refieren, y es 
incuestionable que la declaración de testigo sea 
clara y precisa, En efecto, los testigos antes 
dichos, no dicen quién fue el que hizo los dis- 
paros, pero sí son precisos en cuanto a que 
oyeron detonaciones de disparos de arma de 
fuego, y vieron en esos momentos ir huyendo 
a los enjuiciados; es decir que percibieron por 
si mismos lo que declararon, de manera que la 
Sala no ha incurrido en el error señalado, por- 
que con estos testimonios, sólo da por probado 
los hechos de que se produjeron las detonacio- 
nes y el que los ahora condenados iban huyen- 
do, circunstancias que toma en cuenta como uno 
de los elementos de convicción de culpabilidad, 
por lo que no se ha violado el artículo 586 que 
se cita en sus incisos lo., 3o., 50. y 60, del Có- 
digo de Procedimientos Penales. 


II 
CONSIDERANDO: 


Sostiene el recurrente que la Sala sentencia- 
dora incurrió en error de derecho al calificar 
los hechos justiciables que declaró probados, 
porque la infracción está comprendida en el ar- 
tículo 316 del Código Penal, según lo establecen 
los testimonios de Orlando Espina Palma, Julio 
César Chilín Espina, Felícito Ambeliz y Benig- 
no Hernández Sandoval. Sin embargo, como 
ningún error se acusa en la apreciación que de 
estos testimonios se hace en el fallo recurrido, 
el examen de este otro motivo del recurso tie- 
ne que hacerse con base en los hechos que el 
Tribunal de Segunda Instancia tuvo por bien 
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probados, Ahora bien, conforme esos hechos, 
al llegar los acusados Juan y Santiago Gámez 
López a la casa de Juan Morales, se produjo 
un escándalo oyéndose varios disparos salien- 
do a continuación de huída los citados Gámez 
López y que el dueño de la casa, Juan Morales 
y su hijo Fermín, resultaron heridos de bala y 
con arma punzo-cortante, lo que hace presumir 
a la Sala, que fueron precisamente los Gámez 
López y no otros, quienes causaron esas lesio- 
nes; pero no dice quién de los dos acusados ha- 
ya causado individualmente las lesiones, ni me- 
nos quién fuera el autor de los disparos de 
arma de fuego y quién el que atacó con corvo, 
es decir, que lo que se tiene por establecido es 
que a la llegada de los Gámez López a la casa 
de los Morales, se produjo una riña durante la 
cual resultaron lesionados estos últimos, sin 
que pueda saberse quién de los agresores las 
causó y por lo mismo el hecho debe sancionarse 
de conformidad con el artículo antes citado y 
como en tal situación tampoco pueda afirmarse 
que alguno de los que intervinieron en la riña 
hubiera disparado de propósito sobre otra per- 
sona, no existe la prueba necesaria, según los 
hechos que la Sala tiene por establecidos, para 
sancionar separadamente esta otra infracción, 
por lo que procede casar el fallo recurrido y 
proferir el que en derecho corresponda. Artícu- 
lo 687 del Código de Procedimientos Penales. 


TII 
CONSIDERANDO: 


De acuerdo con lo dicho anteriormente y to- 
mando en cuenta los informes médico-legales 
correspondientes, la pena a imponer a Juan y 
Santiago Gámez López es la de dos años de 
prisión correccional y veinte días de prisión 
simple, disminuidas ambas en una tercera par- 
te, pudiendo conmutar la primera en sus dos 
terceras partes a razón de diez centavos de 
quetzal por día y la segunda en su totalidad, 
también a razón de diez centavos diarios. Ar- 
tículos 47, 67, 68, 69 y 316 del Código Penal, 
reformado este último por el artículo 29 del 
Decreto 147 del Congreso de la República. 


POR TANTO: 

La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo 
con lo considerado, leyes citadas y lo que pre- 
ceptúan los artículos 222, 224, 227, 233 y 234 
Decreto Gubernativo 1862; 686 y 694 del Códi- 
go de Procedimientos Penales, CASA parcial- 
mente la sentencia recurrida y resolviendo sobre 
lo principal declara: que Juan y Santiago Gá- 
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mez López son autores del delito de lesiones en 
riña tumultuaria a Hector y Fermín Morales 
García, por lo cual les impone las penas de dos 
años de prisión correccional y veinte días de 
prisión simple, disminuidas ambas penas en una 
tercera parte, conmutable la primera en sus 
dos terceras partes a razón de diez centavos de 
quetzal diarios y la segunda en su totalidad, 
también a razón de diez centavos por día y se 
les absuelve del cargo que por el delito de dis- 
paro de arma de fuego se les formuló por fal- 
ta de prueba, Notifíquese y con certificación de 
lo resuelto, devuélvanse los antecedentes, (Po- 


nencia del Magistrado Alberto Argueta Sagas- 


tume). 


H, Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.-—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Rolando de Jesús Rodríguez So- 
lís, contra el Tribunal Electoral. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tiséis de enero de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver de recurso 
de amparo interpuesto por Rolando de Jesús 
Rodríguez Solís, contra el Tribunal Electoral, 
el seis del mes de diciembre recién pasado, que 
funda en los siguientes hechos: 

Afirma el interponente que por medio del 
oficio que adjuntaba, fue notificado el día an- 
terior “que no ha lugar a tramitar por extem- 
poráneo el recurso de nulidad que presentó ante 
el Tribunal Electoral, de la inscripción de los 
candidatos a diputados por este departamento 
(Jutiapa) señores: Edgar Willy Marroquín Ara- 
gón y Nicolás Salguero Cámbara, por el PUD, 
MDN y Redención Nacional; Manuel Méndez 
Marticorena y Mario René Nájera Ochoa por 
el PAD, por no haber llenado los requisitos que 
marca la ley electoral como son: actas de las 
convenciones donde fueron nominados candida- 
tos, emblemas y porque Manuel Méndez Marti- 
corena se llama Manuel de Jesús Posas Marti- 
corena, según su fe de edad; Mario René Ná- 
jera Ochoa, es ciudadano salvadoreño conforme 
su misma partida. El señor Edgar Willy Marro- 
quín aparece en su partida de nacimiento como 
Edgar Billy Marroquín Aragón, nombres que 


corresponden a personas distintas de las inscri- 
tas. Nosotros no estamos alegando que hay al- 
teración en dichas inscripciones como lo toma 
el Tribunal Electoral, sino que siendo la ins- 
cripción un acto electoral y no habiéndose lle- 
nado los requisitos legales, conforme el precep- 
to IX del Decreto Gubernativo 1862, esa ins- 
cripción es nula por falta de formalidades las 
cuales taxativamente las marca la ley electo- 
ral”, Se dio trámite al recurso y el Tribunal re- 
currido envió el expediente relacionado con la 
elección de diputados por el departamento de 
Jutiapa, en la cual aparece: que por Decreto 
Número 1492 del Congreso de la República, se 
convocó a los electores de varios departamen- 
tos, entre ellos Jutiapa, para que procedieran 
a elegir diputados al Congreso, cuya elección 
se verificaría el tres de diciembre del año an- 
terior; que ante el delegado electoral respectivo 
en el mes de noviembre del año citado, fueron 
inscritos como candidatos a diputados, las si- 
guientes personas: por el Partido Auténtico De- 
mocrático, Manuel Méndez Marticorena y Ma- 
rio René Nájera Ochoa, con fecha seis; por el 
Partido Reconciliación Democrática Nacional, 
Edgar Willy Marroquín Aragón y Nicolás Sal- 
guero Cámbara, así como por los partidos Mo- 
vimiento Democrático Nacional y Unión De- 
mocrática, todos con fecha once; y el Partido 
Movimiento de Liberación Nacional, Manuel 
Felipe Méndez Sandoval y Angel Alberto Gay- 
tán Hernández, con fecha doce del citado mes, 
así como la solicitud de nulidad y la resolución 
recurrida. Se dio vista al recurrente y al Mi- 
nisterio Público y el primero presentó tres cer- 
tificaciones extendidas por el delegado del Tri- 
bunal Electoral, en que se hace la transcrip- 
ción de las partidas de nacimiento de los can- 
didatos Salguero Cámbara y Marroquín Ara- 
gón, y de los oficios en que se basó su inscrip- 
ción, y a continuación pidió se abriera a prueba 
el recurso a lo que se accedió, habiéndose teni- 
do como tales el acta notarial presentada ante 
el Tribunal Electoral y suscrita por el notario 
Adolfo Alarcón Solís, relacionada con los ex- 
pedientes de inscripción de los indicados can- 
didatos; y la certificación enviada por el Dele- 
gado Electoral de Jutiapa de los expedientes 
originales de las inscripciones. Fenecido el tér- 
mino se dio nueva vista a las partes, pero sólo 
el recurrente presentó alegato, por lo que ha- 
biéndose concluido el trámite es el caso de re- 
solver, 


CONSIDERANDO: 


En el expediente administrativo consta que 
con fecha primero de diciembre del año próxi- 
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mo pasado se presentó ante el Tribunal Elec- 
toral Rolando de Jesús Rodríguez Solís, enta- 
blando acción de nulidad de los candidatos a 
diputados por los “Partidos P.A.D., P.U.D., 
M.D.N. y Redención Nacional, ya identificados, 
porque no se llenaron los requisitos conforme a 
la ley de la materia” habiéndose resuelto en 
esa misma fecha: “por extemporánea na ha lu- 
gar a tramitarse. Artículo 39 del Decreto 1069 
del Congreso”. Ahora bien, el artículo 39 citado 
versa sobre la inscripción de candidatos para 
Presidente de la República y diputados. y en 
su segunda parte prescribe: “Una vez inscrito 
un candidato o planilla, la inscripción no podrá 
alterarse sin antes justificar ante el Tribunal 
Electoral la causa de la alteración. Después de 
las diez y ocho horas del día anterior al cierre 
de la inscripción, no se dará curso a solicitud 
alguna de alteración de inscripciones”, es decir 
que tal disposición legal no es aplicable al caso 
planteado pues en éste se desprende la nulidad 
de las inscripciones y no cambio alguno en 
ellas, que es cuanto tiene operancia dicho ar- 
tículo, por lo que la situación denunciada está 
enmarcada en las disposición del artículo 90 de 
la misma Ley Electoral, ya que comprende a 
toda clase de nulidades, sin embargo en este 
caso resulta prematura la indicada gestión por- 
que conforme al último artículo citado debe ha- 
cerse dentro de los tres días de notificado el 
resultado del escrutinio, lo que además es ló- 
gico, porque mientras no se haga tal operación 
el proceso electoral, resulta infundada preten- 
der anular una inscripción que aún no se sabe 
si en su oportunidad le reconocerá eficacia ju- 
rídica el Tribunal; y como hasta ahora no se ha 
llegado al escrutinio en el expediente de las 
elecciones del mes recién pasado, resulta antes 
de tiempo la gestión de Rodríguez Solís ya in- 
dicada, y por las mismas razones ineficaz el 
amparo que se resuelve. Artículos 23, Decreto 
1069 del Congreso; 79 y 80 de la Constitución. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, en concepto de 
Tribunal de Amparo, declara: improcedente el 
recurso de amparo de que se hizo referencia. 
Notifíquese y con transcripción de lo resuelto, 
devuélvanse los antecedentes a donde corres- 
ponde, 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos, 


AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Edmundo Quiñó- 
nez Solórzano, en su carácter de mandatario 
de don Luis Rodríguez Mansilla, contra el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tisiete de enero de mil novecientos sesenta 
y dos. 


Para resolver, se examina el recurso de am- 
paro interpuesto por el licenciado Edmundo 
Quiñónez Solórzano en su carácter de manda- 
tario de don Luis Rodríguez Mansilla, contra el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo por 
los hechos y motivos siguientes: 


ANTECEDENTES: 


Manifiesta el recurrente que la sociedad 
“Blanco Palencia y Compañía Limitada” se di- 
solvió y liquidó, adjudicando a cada uno de sus 
socios la cuota prohibidisa que, conforme su 
participación les tocaba en el haber social. Los 
propios socios constituyeron una nueva sociedad 
“Industria Licorera Quetzal Sociedad Anóni- 
ma”, a la cual aportaron los bienes de la an- 
terior entidad social. La Contraloría del Im- 
puesto de Utilidades de las Empresas Lucrati- 
vas hizo un ajuste a “Blanco Palencia y Com- 
pañía Limitada”, notificando a su último geren- 
te don Eduardo Blanco Palencia, quien alegó 
que la sociedad estaba liquidada, por lo cual 
no podía legalmente representarla y que en 
todo caso no correspondía a ella pagar una 
plusvalía ocurrida después que había sido li- 
quidada, de esto se marginó lo resuelto por el 
Ministro de Hacienda, auien en providencia que 
está firme, mantuvo el criterio adverso a la 
sociedad, a pesar del dictamen del Ministerio 
Público, por lo que se acudió en vía de recurso 
al Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
Pero el Tribunal, después de haberlo tramitado, 
recibir pruebas y señalar día para la vista para 
dictar sentencia, “con una resolución, en forma 
de auto, sui géneris”, encontró que la resolu- 
ción recurrida es repetición de la que conde- 
naba a pagar a “Blanco Palencia y Compañía 
Limitada” que ya se encontraba firmes; y en 
consecuencia estimó que no se debía haber da- 
do trámite al recurso por su notoria improce- 
dencia, y que “enmendando el procedimiento 
no entraba a conocer del recurso. interpuesto”. 
El recurrente alegó que al no entrar a.conocer 
del asunto el Tribunal de lo Contencioso Ad- 
ministrativo, incurrió “en una clásica denega- 
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ción de justicia”, Pero además impidió acudir 
a la Corte Suprema de Justicia, al no dictar 
una sentencia definitiva. Estando violado el de- 
recho de defensa, acudía al recurso de amparo, 
citando como caso de procedencia que el pre- 
cepto constitucional de que “toda persona tie- 
ne derecho a pedir amparo para que se le man- 
tenga o restituya en el goce de los derechos y 
garantías que la constitución establece”; y por 
último dice que, “adelantándome a cualquier 
posible argumentación quiero hacer relación al 


_ artículo 82 de la Constitución que determina 


que es improcedente el amparo en los asuntos 
administrativos, para hacer resaltar la condi- 
ción a que está supeditada esta improcedencia 
y es que tales asuntos se ventilan conforme a 
sus leyes y procedimientos. Precisamente por 
esta condición es que “a contrario sensu” el re- 


“curso de amparo sí es procedente cuando tales 


asuntos no se ventilen conforme a sus leyes y 
procedimientos”, finalmente el recurrente pide: 
“en su oportunidad declarar procedente el re- 


—-eurso, suspender definitivamente los efectos del 


auto en que se declaró sin lugar el recurso de 
reposición contra el que declaró improcedente 
el recurso de lo contencioso administrativo, una 
pretendida enmienda de procedimiento, y orde- 
nar a dicho Tribunal que se dicte sentencia, 
restituyendo así a mi poderdante. su legítimo y 
sagrado derecho de defensa”, Se dio trámite al 
recurso y abierto a prueba se tomaron como 
datos los que los interesados presentaron. En 
cuanto al trámite procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


La función esencial del amparo es el mante- 
nimiento de las garantías individuales y la in- 
vulnerabilidad de los preceptos de la Constitu- 
ción. No obstante la prescripción contenida en 
el artículo 84 de la Ley Fundamental de la Re- 
pública acerca de la que la interpretación judi- 
cial en materia de amparo será siempre exten- 
siva, dicho principio tiene que condicionarse 
forzosamente a la limitación que consigna el ar- 
tículo 82, al decir que tal recurso es improce- 
dente en los asuntos del orden judicial o admi- 
nistrativo que se ventilan conforme a sus leyes 
y procedimientos. De la exposición que hace el 
interponente se concluye en que, lo que preten- 
de que mediante el recurso de amparo se co- 
rrijan las anomalías procesales que aseguran 
haberse cometido por el Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo en el recurso que se 
ventiló ante el mismo, recurso éste que desde 
luego, se rige por las normas especiales de na- 
turaleza procesal y de acuerdo con las cuales 
el interesado debió ejercitar dentro de ese pro- 


cedimiento las defensas a que tenía derechos; 
y no por medio del recurso de amparo, que de 
conocer en la forma que desea el recurrente, 
vendría a constituir una segunda instancia para 
el recurso de lo Contencioso Administrativo, 
que de conformidad con la ley de la materia 
es de instancia única, razones por las cuales no 
puede ampararse en el caso que se examina al 
recurrente. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, en concepto 
de Tribunal de Amparo, con apoyo en lo ex- 
puesto y en lo que preceptúan los artículos 79 
de la Constitución; 3o, y 27 Decreto Guberna- 
tivo 1881, declara: IMPROCEDENTE el recur- 
so interpuesto, Notifíquese. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F, Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Benedicto Hernández Urugutia y José Luis Pal- 
ma Morales contra Tribunal de lo Contencio- 
so Administrativo. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, lo. 
de febrero de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por Benedicto Antonio 
Hernández Urugutia y José Luis Palma Mora- 
les, contra los actos y resoluciones del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, a efecto de 
que se declare nula la sentencia dictada con fe- 
cha veinticinco de octubre del año pasado, en 
el recurso contencioso administrativo interpues- 
to por Juan Francisco Pezzarossi Izzepi, Rodol- 
fo Moguel Valdés, Víctor Yanes Cordero y José 
Castellanos Mendizábal, solicitando la revoca- 
toria de las resoluciones proferidas por la Di- 
rección General de la Policía Nacional y el Mi- 
nisterio de Gobernación, relacionadas con la au- 
torización de transportes extraurbanos entre es- 
ta ciudad y la aldea El Obejero, municipio de 
El Progreso, departamento de Jutiapa, concedi- 
da a los interponentes. A este respecto manifes- 
taron: que el Tribunal de lo Contencioso Ad- 
ministrativo al dar trámite al recurso interpues- 
to por Juan Francisco Pezzarossi y compañeros, 
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se concretó a notificarles la existencia del mis- 
mo, teniéndolos más tarde y a su solicitud como 
coadyuvantes de la administración pública, pe- 
ro sin considerarlos parte en el juicio, violando 
de esta manera los artículos 30 y 50 de la Ley 
de lo Contencioso Administrativo, Que con fun- 
damento en los artículos 79 y 80 de la Consti- 
tución y el Decreto número 1539 (Ley de Am- 
paro, interponían el presente recurso, denun- 
ciando como viciadas las garantías contenidas 
en los artículos 20., 40, 42, 45, 68, 112, 115, 147 
inciso lo., 150 y 151 de la Constitución. Solici- 
taron el amparo provisional. Se dio trámite al 
recurso mandándose pedir los antecedentes res- 
pectivos o en su defecto informe circunstancia- 
do. El Tribunal de lo Contencioso Administrati- 
vo envió el expediente de que se trata en el cual 
aparece: que Juan Francisco Pezzarossi Izzepi 
y compañeros, con fecha diez y seis de junio del 
año pasado, interpusieron recurso de lo conten- 
cioso administrativo contra las resoluciones nú- 
meros cero-cero-ocho de la Dirección General 
de la Policía Nacional y la número dos mil cien- 
to setenta y ocho del Ministerio de Goberna- 
ción y por las cuales se concedió una línea de 
transportes a los interponentes, de esta capital 
a la aldea El Obejero, en el municipio de El 
Progreso, departamento de Jutiapa. Al darle 
trámite al recurso el Tribunal de lo Contencio- 
so Administrativo mandó hacer saber la exis- 
tencia del mismo a Benedicto Antonio Hernán- 
dez Urugutia y José Luis Palma Morales, a 
quienes más tarde y a su solicitud se les tuvo 
como coadyuvantes a la administración pública. 
El recurso se abrió a prueba a solicitud del Mi- 
nisterio Público y todas las diligencias practica- 
das fueron notificadas a los coadyuvantes, has- 
ta pronunciarse la sentencia de fecha veinticin- 
co de octubre del año pasado y por la cual re- 
voca las resoluciones recurridas, En el expe- 
diente figuran varios memoriales presentados 
por los coadyuvantes. solicitando simplemente 
se agregaran a sus antecedentes documentos 
acompañados, lo que así se resolvió. A solicitud 
de los interesados se abrió a prueba el presente 
recurso de amparo sin haberse rendido proban- 
za alguna. A petición de los mismos y para me- 
jor resolver se tuvo a la vista el acta notarial 
levantada por el notario Emerio Lemus Recinos, 
en la que se hace constar que tanto el notario 
como Benedicto Antonio Hernández Urugutia y 
César Augusto Salguero Polanco se presentaron 
a la Sección de Procuraduría del Ministerio Pú- 
blico, el diecisiete de julio del año pasado, para 
solicitar al jefe de dicha dependencia, licencia- 
do Rafael Aycinena Salazar, se sirviera contes- 
tar la audiencia conferida por el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo en el recurso in- 


terpuesto por Juan Francisco Pezzarossi y com- 
pañeros, en vista de que según el criterio de 
aquel Tribunal, el tercer coadyuvante, solamen- 
te se le notificará la interposición, sin tener de- 
recho a pedir la apertura a prueba. 


Concluido el trámite, es el caso de resolver. 
CONSIDERANDO: 


El artículo 82 de la Constitución de la Repú- 
blica establece con toda claridad, la improce- 
dencia del amparo en los asuntos de orden ju- 
dicial o administrativo que se ventilan confor- 
me a sus leyes y procedimientos. En el presente 
caso y como los mismos recurrentes lo recono- 
cen, se trata de un asunto administrativo ven- 
tilado conforme las leyes y procedimientos de 
la materia de que se trata y en el cual figura- 
ron como terceros coadyuvantes a la adminis- 
tración pública y fueron tenidos como parte en 
el mismo, sin que conste, como lo afirman que 
se les haya denegado la apertura a prueba o 
alguna diligencia probatoria. De consiguiente, 
la improcedencia del amparo es manifiesta y 
así debe declararse. Artículo 27 del Decreto Le- 
gislativo 1539. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, constituida en 
Tribunal de Amparo, con apoyo en la ley cita- 
da, consideraciones hechas y lo que disponen 
los artículos 30., 80., 10, 11, 29, 39 del Decreto 
Legislativo 1539, 222, 223, 233 y 234 del De- 
careto Gubernativo 1862, declara: IMPROCE- 
DENTE el amparo interpuesto por Benedicto 
Antonio Hernández Urugutia y José Luis Palma 
Morales, contra el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. Notifíquese y devuélvanse los 
antecedentes a donde corresponde, 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 


Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Julio César Fión Castellanos, 
contra el Tribunal Electoral. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, quin- 
ce de febrero de mil novecientos sesenta y dos. 
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Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por Julio César Fión 
Castellanos, en su carácter de Director General 
del Partido Auténtico Democrático, contra la 
resolución dictada por el Tribunal Electoral, el 
treinta de diciembre del año pasado en el ex- 
pediente seguido por la elección de un diputado 
al Congreso por el distrito de Izabal, en los co- 
micios verificados el tres del mismo mes y año. 


Dice el recurrente que el veintisiete de di- 
ciembre de mil novecientos sesenta y uno, se 
dirigió al Tribunal Electoral, solicitando “que 


_no se adjudicara a la persona que resultara 


electa por mayoría de votos. por el vigésimo 
segundo distrito electoral (Depto. de Izabal), 
que suponía que recaería en el bachiller Oscar 
Cóbar Castillo, quien actualmente desempeña 
la Subsecretaría de Gobernación; que por su 
calidad de funcionario público, por pertenecer 
a los que comúnmente se les llama Ministerios 
Chicos, y desde luego, es funcionario público 
del Organismo Ejecutivo y como tal tiene juris- 
dicción de mando en toda la República; además, 
durante su campaña electoral, este candidato no 
renuncio del cargo de subsecretario de gober- 
nación y al tenor del inciso lo, del artículo 142 
no puede ser diputado para el Congreso de la 
República”. Agrega que el Tribunal Electoral 
violando el precepto constitucional antes citado 
tomó como base el inciso j) del artículo 24 y 


«artículo 90 del Decreto 1069 del Congreso y sus 


reformas, Acompañó los documentos justifican- 
do su personería. Se dio trámite al recurso y el 
Tribunal Electoral envió los antecedentes res- 
pectivos en los que consta: la petición hecha por 
el presentado al Tribunal Electoral, que en 
caso de recaer la elección de un diputado por 
el distrito de Izabal, en la persona del ciudada- 
no.Oscar Cóbar Castillo, no se hiciera la adju- 
dicación correspondiente, por desempeñar el 
cargo de subsecretario de gobernación y que al 
tenor del inciso 1o. del artículo 142 de la Consti- 
tución de la República no puede ser diputado. 
Dicha solicitud fue resuelta sin lugar, con fun- 
damento en que si bien es cierto que el ciuda- 
dano Cóbar Castillo sirve el cargo de subsecre- 
tario de gobernación, también lo es que no se 
encuentra catalogado entre los funcionarios que 
ejercen jurisdicción; que por, otra parte, puede 
optar entre su empleo o el cargo de diputado si 
resultare electo. Se dio vista al recurrente y al 
Ministerio Público y a solicitud de este último 
se abrió a prueba el recurso por el término de 
ley, sin haberse recibido alguna. Otorgada vista 
final a las partes, alegaron lo que estimaron 
pertinente, siendo el caso de resolver, 


CONSIDERANDO: 


El recurso de amparo en materia electoral, 
sólo procede contra las resoluciones de nulidad 
declaradas por el Tribunal respectivo, inter- 
puestas contra las-votaciones, escrutinio, decla- 
ratoria de elecciones y demás actos electorales 
de acuerdo con los artículos 80, 81 y 86 del De- 
creto número 1069 del Congreso de la Repúbli- 
ca. En el presente caso se trata de un acto re- 
lacionado con el proceso electoral realizado el 
tres de diciembre del año pasado, por lo que la 
acción intentada es prematura y el recurso de 
amparo interpuesto es improcedente y así debe 
declararse, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia en concepto de 
Tribunal de Amparo, de acuerdo con lo consi- 
derado y lo que preceptúan los artículos 79, 80, 
82, 84 y 85 de la Constitución; 222, 224 y 227 
Decreto Gubernativo 1862, declara: IMPROCE- 
DENTE el recurso de amparo de que se ha he- 
cho mérito. Notifíquese y devuélvanse los ante- 
cedentes a donde corresponde, 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes—J. F, Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Jorge Aristides 
Villatoro Herrera, contra la resolución del 
Tribunal Electoral. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, 28 de 
febrero de 1963. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por el licenciado Jorge 
Arístides Villatoro Herrera, con fecha diez y 
seis del mes en curso, contra la resolución del 
Tribunal Electoral del día anterior y por la que 
se declara sin lugar la acción de nulidad plan- 
teada en relación con la adjudicación de cargos 
de diputado en las elecciones practicadas el tres 
de diciembre del año pasado en el distrito elec- 
toral de Huehuetenango. 


El recurrente expuso: que con vista de la 
convocatoria hecha por el Congreso de la Re- 
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pública, el tres de diciembre del año pasado, se 
verificaron las elecciones para nominar cuatro 
diputados a dicho Organismo por el distrito 
electoral de Huehuetenango, Que en dichos co- 
micios la coalición de partidos, Reconciliación 
Democrática, M.D.N. y P.U.D, obtuvo catorce 
mil ochocientos ochenta y cuatro votos y el 
Partido Revolucionario cuatro mil trescientos 
ochenta. Que como consecuencia era lógico su- 
poner que aun cuando las cifras sufrieran al- 
teración, tenían derecho a la representación 
minoritaria. Que el tres de este mes, el Tribu- 
nal Electoral, con el voto de la mayoría de sus 
miembros, aplicando ilegalmente el artículo 58 
de la Ley Electoral, dio todos los cargos a la 
coalición” de partidos, despreciando el precep- 
to constitucional que da representación a las 
minorías, dejando al presentado al margen de 
la curul que legalmente le corresponde. Que 
con tal proceder estima violados los artículos 
31 de la Constitución que copia, el artículo 69 
inciso c) de la Ley Electoral, y el artículo 73 
de la ley citada, que contiene la disposición es- 
pecial que debe prevalecer sobre la general, 
conforme lo estatuye el artículo IV de los pre- 
ceptos fundamentales de la Ley Constitutiva 
del Organismo Judicial, pues de la manera co- 
mo el Tribunal Electoral ha resuelto se introdu- 
Ce un nuevo sistema no contemplado por la le- 
gislación, Que también considera violados los 
artículos 34 de la Constitución. Que el Tribu- 
nal Electoral al conocer de las adjudicaciones 
para integrar la Municipalidad de Jalapa en 
enero de mil novecientos sesenta, procedió con- 
forme el artículo 73 de la Ley Electoral. pero 
que dicho criterio ha sido cambiado en esta 
oportunidad, violando el artículo 73 de la Cons- 
titución que también copia. Hace alusión a las 
opiniones vertidas sobre este asunto, entre ellas 
al pronunciamiento del Partido Unificación De- 
mocrática y el voto razonado del Magistrado 
del Tribunal Electoral Baltasar Morales de 
la Cruz, Consigna los fundamentos doctri- 
narios que amparan su recurso, ofrece como 
pruebas: el expediente seguido con motivo de 
las elecciones para diputados en el distrito elec- 
toral de Huehuetenango, tramitado en el Tri- 
bunal Electoral, el voto razonado del Magistra- 
do Vocal Primero del Tribunal Electoral, pe- 
riodista Baltasar Morales de la Cruz que obra 
en dicho expediente, el enjuiciamiento de pro- 
blema que hizo el Partido Unificación Demo- 
crática, cuya fotostática acompaña, el expg- 
diente de las elecciones para Municipalidad 
efectuadas en Jalapa el ocho de enero de mil 
novecientos sesenta y uno, y el primer voto ra- 
zonado del Magistrado Morales de la Cruz emi- 
tido al adjudicarse varios cargos municipales, 


dentro de ellos los correspondientes a San An- 


tonio Suchitepéquez del departamento de Su- 


chitepéquez, Finalizó solicitando: se diera trá- 
mite al recurso, se decretara el amparo provi- 
sional, se abriera a prueba el negocio y oportu- 
namente dictar resolución declarando con lugar 
y que como consecuencia la resolución recurri- 
da es nula ipso-jure porque contraviene y res- 
tringe derechos garantizados por la Constitu- 
ción, que por tal concepto debe el Tribunal 
Electoral hacer la adjudicación de cargos por 
el distrito electoral de Huehuetenango al tenor 
de lo dispuesto por los artículos 69 inciso c) y 


73 de la Ley Electoral, tomando en cuenta el 


sistema representación minoritaria que ordena 
el artículo 31 de la Constitución y se tome en 
consideración lo que al respecto dice el artículo 
58 de la misma ley o sea en el caso que en dis- 
tintas planillas se postule a los mismos candi- 
datos, los votos que deben aplicarse conjunta- 
mente, es decir, que deben sumarse para obte- 
ner el cociente electoral y en seguida hacer la 
repartición conforme el sistema indicado en el 
artículo 73 de la propia ley y que por lo tanto 
se debe adjudicar al interponente una curul. Se 
dio trámite al recurso y en cuanto al amparo 
provisional se dijo que sería resuelta la solici- 
tud al recibirse los antecedentes. El Tribunal 
Electoral envió el expediente respectivo en el 
que consta: el acta número cuatrocientos sesen- 
ta y nueve del tres del mes en curso en la 
que aparece que los miembros del Tribunal de 
conformidad con los artículos 58, 74, 76 y 79 
del Decreto 1069 del Congreso, proceden a hacer 
constar el resultado de los comicios para elegir 
cuatro diputados por el décimo quinto distrito 
electoral, Huehuetenango, que tuvieron a la vis- 
ta los libros y demás documentos relativos a 
dichas elecciones y habiendo hecho el recuento 
y análisis respectivos, adjudican los cargos a 
los ciudadanos Luis Palemón Chávez Galicia, 
Carlos Adolfo Bran Sánchez, licenciado Maro 
Augusto Recinos Solís y Antonio Rodríguez Cu- 
lebro, por haber obtenido el mayor número de 
votos válidos, en cuya virtud los declaró legíti- 
mamente electos. A continuación está el voto 


razonado del Magistrado Vocal Primero del Tri-: 


bunal Electoral, Baltasar Morales de la Cruz en 
el que manifiesta su total desacuerdo con el 
criterio de sus compañeros de cámara, estiman- 
do que la fracción segunda del artículo 58 de 
la Ley Electoral, cae en la calificación que pre- 
ceptúa el artículo 73 de la Constitución, Se en- 
cuentra el memorial presentado por Jorge Ariís- 
tides Villatoro introduciendo acción de nulidad 
contra la adjudicación hecha por el Tribunal 
Electoral y la resolución de este último decla- 


rando sin lugar la referida acción consignándose 
ES 


a: E a e id 


el voto explicativo del Magistrado Presidente, 
licenciado José María Moscoso Espino, Se man- 
dó dar vista al recurrente y al Ministerio Pú- 
blico y al memorial presentado por Manuel An- 
tonio Rodríguez Culebro, solicitando se le tu- 
viera como parte en el recurso, se resolvió que 
en la forma pedida no ha lugar y de la misma 
manera fue proveída la solicitud del interpo- 
nente en el sentido de que se oficiara, como re- 
solución de mero trámite el Tribunal Electoral 
y al Congreso de la República por intermedio 
de la comisión calificadora de credenciales, que 
no se haga entrega de las credenciales del dis- 
trito electoral de Huehuetenango, ni se califi- 
quen éstas por estar pendiente este recurso. Al 
evacuar la vista el interponente manifestó que 
en su memorial de introducción puntualizó los 


hechos y consideraciones de derecho, que si 
estima el Tribunal, se abra a prueba el recurso, . 


“aunque a mi juicio el presente caso deberá re- 
solverse como punto de derecho”, 


El 'Tribunal consideró innecesario abrir a 
prueba el recurso, por lo que concluido el trá- 
mite procede resolver. 


E 
CONSIDERANDO: 


Conforme el artículo 20, de la Constitución, el 
sistema de Gobierno instituido, es el republi- 
cano, democrático y representativo. Para que 
tal sistema sea operante, es indispensable que 
en los cuerpos colegiados de elección popular, 
tengan representación no sólo las mayorías, si- 
no las minorías numéricamente estimables, co- 
mo lo dispone el artículo 31 de la ley funda- 
mental citada. Con base en tales antecedentes, 
la aplicación de las leyes que regulan el pro- 
ceso electoral debe hacerse siguiendo las nor- 
mas generales que determina el artículo XV 
de los preceptos fundamentales de la Ley Cons- 
titutiva del Organismo Judicial, o sea que el 
conjunto de una ley servirá para ilustrar el 
contenido de cada una de sus partes y que los 
pasajes obscuros de la misma se podrán acla- 
rar, atendiendo a su espíritu, a las disposicio- 
nes de otras leyes sobre casos análogos, a la 
historia fidedigna de su institución y al mo- 
do que aparezca más conforme a “la equidad y 
los principios generales del derecho. Además, 
la Constitución de la República, señala con to- 
da precisión los preceptos básicos sobre los que 
descansa el sufragio, y aunque determina que 
una ley secundaria regulará su ejercicio, es evi- 
dente que ningún mandato legal puede contra- 


-—riar sus disposiciones y en resguardo de tal or- 
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denanza existe la prescripción que con toda 
claridad estatuye: “las leyes y las disposiciones 
gubernativas o de cualquier otro orden que re- 
gulen el ejercicio de los derechos que esta 
Constitución garantiza, serán nulas ipso-jure, si 
los disminuyen, restringen o tergiversan”. 


10 
CONSIDERANDO: 


El artículo 31 de la Constitución especifica 
que de acuerdo con el sistema técnico que se 
adopte, las minorías numéricamente estimables 
gozarán de representación en los cuerpos cole- 
giados que se integren por elección popular”. 
La Ley Electoral contenida en el Decreto nú- 
mero 1069 del Congreso y sus reformas, desa- 
rrolla este precepto Constitucional en su Capí- 
tulo XIII que se refiere a los sistemas de elec- 
ción y consigna en el artículo 69 que se estable- 
cen tres sistemas: a) Mayoría absoluta de vo- 
tos; b) mayoría relativa; y Cc) representación 
de minorías. Luego en su artículo 70 señala el 
único caso de mayoría absoluta, cuando se trata 
de la elección de Presidente de la República. A 
continuación en los artículos 71 y 72 regula el 
sistema de mayoría relativa y lo hace aplicable 
a la elección de diputados y muniícipes, siempre 
que se trata de llenar una sola vacante y cuan- 
do se trate de dos, se llenarán también por el 
sistema de mayoría relativa, salvo que la dife- 
rencia de votos válidos que haya obtenido la 
entidad postulante mayoritaria y la inmediata- 
mente inferior en número de votos, sea menor 
del veinte por ciento de la primera, en cuyo 
caso se adjudicarán los cargos, por su orden, a 
las dos entidades indicadas. Seguidamente en 
el artículo 73 expone con toda exactitud el sis- 
tema de representación minoritaria, cuando las 
vacantes por llenar fueren tres o más y deter- 
mina los procedimientos a seguir al hacerse el 
escrutinio, en cuatro incisos perfectamente cla- 
ros y sin lugar a duda u obscuridad, 


TI 
CONSIDERANDO: 


De acuerdo con la técnica legislativa, la Ley 
Electoral forma un conjunto armónico, confor- 
me los preceptos constitucionales que regulan 
el ejercicio del sufragio. De esta suerte cuando 
en su Capítulo XI se refiere a las votaciones, 
consigna en su artículo 58, que el sufragante 
emitirá su voto por planilla, es decir, por la 
persona o personas postuladas por uno de los 
partidos o entidades que aparezcan en la pa- 
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peleta sin introducir cambios o modificacio- 
nes de ninguna especie. Y si bien es cierto 
que el párrafo segundo del referido artículo in- 
dica que cuando en más de una planilla haya 
identidad de personas y de cargos se computa- 
rán los votos para los candidatos y no para los 
partidos o grupos que los postulan; esta dispo- 
sición en manera alguna debe estimarse como 
un sistema de elección diferente de los expre- 
samente consignados en el capítulo que trata 
de la materia o sea el voto acumulativo que se 
pretende, pues es característica esencial de es- 
te procedimiento la de que el elector pueda a 
su voluntad hacer cambios o modificaciones en 
las planillas, por una parte y por la otra que 
debe tener tantos votos como cargos a elegir; 
de manera que si en la primera parte de este 
artículo en vez de autorizar al elector para esos 
cambios se los prohibe expresamente, es lógico 
entonces que la segunda parte no puede en ma- 
nera alguna interpretarse en el sentido de que 
constituya el citado sistema de voto acumulati- 
vo. Pero si esto no fuera suficiente y por la ex- 
presión literal empleada por el legislador, qui- 
siera interpretarse lo contrario, de todas ma- 
neras sería inaplazable por carecer de validez 
legal, al tenor del precepto constitucional ya 
relacionado, que declara nulas ipso-jure cua- 
lesquiera disposiciones que tergiversen o res- 
trinjan los derechos garantizados por la Consti- 
tución, 


IV 


CONSIDERANDO: 


En el caso de examen, el Tribunal Electoral, 
al hacer aplicación de la fracción segunda del 
artículo 58 de la Ley Electoral, con apego a su 
letra muerta sin tomar en cuenta los mandatos 
contenidos en los artículos 31 de la Constitu- 
ción, 69. 73. de la Ley Electoral, vulnera el de- 
recho de representación de las minorías estima- 
bles numéricamente sustituido por precepto 
constitucional expreso y da vida a un sistema 
de elección no contemplado específicamente por 
la ley de la materia, por lo que la procedencia 
del amparo es manifiesta. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, y lo que disponen los artículos 
10, 11, 29 del Decreto Legislativo número 1539, 
222, 223, 233 y 234 del Decreto Gubernativo 
1862, declara: CON LUGAR el presente recurso 
de amparo y como consecuencia procedente la 
acción de nulidad planteada a efecto de que el 


Tribunal Electoral verifique nuevo'conjunto pa- 
ra la adjudicación de la cuarta curul por el dé- 
cimo quinto distrito electoral, Huehuetenango, 
en conformidad con lo considerado y lo que dis- 
ponen los artículos 69 y 73 del Decreto número 
1069 del Congreso y 31 de la Constitución. No- 
tifíquese y devuélvanse los antecedentes a don- 
de corresponde, 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F,. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Carlos Escobar 
Armas contra la resolución del Tribunal Elec- 
toral. 


Corte Suprema. de Justicia: Guatemala, dos 
de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por el licenciado Carlos 
Escobar Armas, contra la resolución del Tribu- 
nal Electoral, por. la cual declara sin lugar la 
acción de nulidad interpuesta contra la adjudi- 
cación de los cargos para diputados en las elec- 
ciones practicadas el tres de diciembre del año 
próximo pasado, en el vigésimo distrito electo- 
ral del Quiché. 


Expone el recurrente: que el Tribunal Elec- 
toral en acta número cuatrocientos cincuenta 
y siete de fecha dos de febrero de este año, ad- 
judicó las curules correspondientes al vigésimo 
distrito electoral del Quiché a los ciudadanos 
Francisco López Estrada, Horacio Rodríguez 
González y Carlos Fernández Chavarría, indi- 
cando que dicha adjudicación fue hecha por ha- 
ber obtenido mayor número de votos válidos. 
Que no es cierto el extremo indicado, pues si 
bien los partidos Redención, Movimiento Demo- 
crático Nacionalista y Partido Unificación Na- 
cional, lanzaron planillas idénticas y obtuvieron 


por razón de coalición la mayoría de votos en- : 


tre los tres, el Partido Democracia Cristiana 
Guatemalteca obtuvo una cantidad de votos 
que, de conformidad con lo que para el caso 
de elección de tres o más cargos de cuerpo co- 
legiado establece la Ley Electoral, es bastante 


para serle adjudicado uno de los cargos de di-' 


putado, correspondiendo los otros dos a la ma- 


E IT 
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yoría, Que en esa virtud en la calidad con que 
interpone este recurso, ejercitó la acción de 
nulidad contra tal adjudicación, la que fue de- 
clarada sin lugar. Agrega el recurrente: “En la 
forma como quedó explicado al interponer la 
acción de nulidad ante el Tribunal Electoral, la 
adjudicación recurrida enerva el artículo 31 de 
la Constitución de la República, el que taxati- 
vamente establece que: de acuerdo con el sis- 
tema técnico que se adopte, las minorías numé- 
ricamente estimables gozarán de representa- 
ción en los cuerpos colegiados que se integran 
por elección popular. De allí se infiere que una 
ley —la Ley Electoral— cuya emisión se orde- 
na en el artículo 29 de la propia Carta Magna, 
ha de establecer el sistema técnico que debe 
adoptarse, el que obligatoriamente (pues es 
mandato constitucional) garantice la represen- 
tación de las minorías numéricamente estima- 
bles en los cuerpos colegiados que se integran 
por elección popular; o sea que si la ley secun- 
«daria adoptara algún sistema técnico, que no 
prestara esta garantía, sería nula ipso-jure, de 
acuerdo con el artículo 73 de la misma Consti- 
tución; o que, al haberse adoptado un sistema 
técnico que preste dicha garantía, ésta se vie- 
re restringida por resolución de autoridad com- 
petente, esta resolución carecería de vigencia, 
de pleno derecho. Artículo IX Precepto Funda- 
mental de la Ley Constitutiva del Organismo 
Judicial”. Luego de hacer consideraciones en 
relación con la forma como el Tribunal Electo- 
ral ha interpretado la parte final del artículo 
58 de la Ley Electoral y de la manera que a su 
juicio debe aplicarse dicho precepto legal, con- 
cluye solicitando: que se de trámite al recurso, 
que se conceda el amparo provisional, que se 
resuelva como punto de derecho, previas las 
audiencias legales y que en definitiva se de- 
clare con lugar el presente recurso y electos 
para los cargos de diputados los ciudadanos 
Francisco López Estrada, René Armando de 
León Schlotter y Horacio Rodríguez González, 
en representación del vigésimo distrito electo- 
ral Quiché, Integrado el Tribunal como corres- 
ponde se dio trámite al recurso, denegándose el 
“amparo provisional solicitado. El Tribunal Elec- 
toral envió los antecedentes donde consta el 
acta número cuatrocientos cincuenta y siete a 
que alude el presentado con el voto razonado 
del Magistrado Baltasar Morales de la Cruz en 
el sentido de que la fracción segunda del artícu- 
lo 58 de la Ley Electoral no es aplicable por 
caer dentro de la calidad contemplada por el 
artículo 73 de la Constitución o lo que es lo 
mismo por restringir el derecho garantizado en 
el artículo 31 de la Carta Magna. Asimismo 
aparece la acción de nulidad ejercitada por el 


El 
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licenciado Carlos Escobar Armas y la resolución 
del Tribunal Electoral de fecha quince del mes 
en curso declarándola sin lugar en la que afir- 
ma: “Mientras el artículo 20 del Decreto 1532 
del Congreso no introdujo la reforma que con- 
tiene el párrafo segundo del artículo 58 del De- 
creto 1069 también del Congreso, los recuentos 
y análisis respectivos debían hacerse para es- 
tablecer el número votos válidos obtenidos por 
los partidos políticos o entidades postulantes 
que hubieran intervenido en los comicios, para 
proceder en seguida a la adjudicación de cargos 
en cumplimiento de los artículos 71, 72 y 73 del 
Decreto 1069 ya citado; es decir, a adjudicar 
cargos por mayoría relativa de votos o con 're- 
presentación de minorías, en este caso, ya fuera 
por medio del sistema D'Hondt contenido en el 
artículo 73, o atendiendo al veinte por ciento de 
que habla el artículo 72 antes referido. En cuan- 
to entró en vigor la reforma hecha por el ar- 
tículo 20 del Decreto 1532 del Congreso, los 
recuentos y análisis ya no deben hacerse sólo 
para los partidos o entidades postulantes, sino 
también para los candidatos, cuando éstos apa- 
recen postulados en más de una planilla para un 
mismo cargo, hecho aque obliga a hacer la adju- 
dicación correspondiente no sólo con lo dispues- 
to en los preceptos contenidos en los artículos 
71, 72 y 73 del Decreto 1069 citado, sino también 
con arreglo a lo dispuesto por el artículo 58 
del mismo Decreto mencionado porque no hay 
votos sólo para los postulantes, sino también 
para los postulados, es decir: acomodando a los 
candidatos que conforme el artículo últimamen- 
te citado, haya habido que computarles votos 
sin ver a los postulantes, dentro del lugar que 
les corresponde según los cocientes obtenidos 
para los partidos o entidades que no tengan 
identidad de personas y de cargos en sus plani- 


“llas presentadas, cuando éstas hayan logrado 


cantidades de votos válidos mayores que las ob- 
tenidas por los candidatos en particular...... 7 
Se dio vista al recurrente y al Ministerio Pú- 
blico, sin que se haya presentado alegato al- 
guno. 


Concluido el trámite y habiéndose solicitado 
que el recurso se resuelva como punto de dere- 
cho, es el caso de proceder de conformidad. 


CONSIDERANDO: 


Como ya lo apreció esta Corte, constituida en 
Tribunal de Amparo, el artículo 58 de la Ley 
Electoral, no puede ser aplicado sin atender los 
lineamientos que inspiran los preceptos consti- 
tucionales en materia de sufragio y entre los 
cuales se encuentra el que se refiere a la repre- 
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sentación de las minorías numéricamente esti- 
mables en los cuerpos colegiados que se inte- 
gren por elección popular, de acuerdo con el 
sistema instituido en el Decreto número 1069 
del Congreso de la República. Que si bien es 
cierto que la segunda parte del referido artículo 
indica que cuando en más de una planilla, haya 
identidad de personas y de cargos, se computa- 
rán los votos para los candidatos y no para los 
partidos o grupos que los postulan, también lo 
es que la primera parte de dicha disposición 
legal establece que el sufragante emitirá su vo- 
to por planilla, es decir, por la persona o perso- 
nas postuladas por uno de los partidos políticos 
o entidades que aparezcan en la papeleta, sin 
introducir cambios o modificaciones de ninguna 
especie, lo que confirma que lo dispuesto en el 
párrafo segundo, no debe estimarse como un 
sistema de elección diferente de los expresa- 
mente consignados en el capítulo especial que 
trata de la materia, ni que constituye el voto 
acumulativo, cuyas características son bien di- 
ferentes en la doctrina y en la práctica. Empero, 
si por el texto literal empleado por el legisla- 
dor, quisiera interpretarse lo contrario, sería 
inaplicable, por carecer de validez legal, al 
tenor del precepto que declara nulas ipso jure 
las leyes y disposiciones gubernativas o de cual- 
quier otro orden que regulen los derechos que 
la Constitución garantiza, si los disminuyen, 
restringen o tergiversan, Artículo 31, 73 de la 
Constitución, 


CONSIDERANDO: 


En el caso de examen, el Tribunal Electoral 
al hacer aplicación de la fracción segunda del 
artículo 58 de la Constitución, 69 y 73 de la Ley 
Electoral, vulnera el derecho de representación 
de las minorías estimables numéricamente, ins- 
tituyendo un sistema de elección no autorizado 
legalmente, lo que hace procedente el amparo 
que se solicita. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, constituida en 
Tribunal de Amparo, con apoyo en las leyes 
citadas y lo que disponen los artículos 73, 79, 80, 
85 y 151 de la Constitución de la República, 69, 
73, 74, 82 del Decreto número 1069 del Congre- 
so, 10, 11, 29 Decreto Legislativo número 1539, 
222, 223, 233 y 234 del Decreto Gubernativo 
número 1862, declara: con lugar el amparo in- 
terpuesto a efecto de que el Tribunal Electoral, 
proceda a verificar nuevo cómputo de los co- 
micios que para elegir diputados se efectuaron 
en el vigésimo distrito electoral, Quiché, en 


conformidad con lo que disponen los artículos 
69 y 73 del Decreto número 1069 del Congreso 
y 31 de la Constitución, únicamente en el aspec- 
to impugnado mediante el presente recurso. 
Notifíquese y devuélvase los antecedentes a 
donde corresponde, 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Consuelo “Portillo contra el Mi- 
nisterio de Trabajo y Previsión Social. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, nue- 
ve de marzo de mil novecientos sesenta y dos 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por Consuelo Portillo, 
contra el Ministro de Trabajo y Previsión So- 
cial, el cinco de febrero del año en curso, 


La presentada expuso: que recurre de ampa- 
ro contra el funcionario antes mencionado por- 
que considera que se han vulnerado garantías 
constitucionales en materia laboral. con la re- 
solución dictada por el Ministerio de Trabajo 
y Previsión Social el diez y ocho de enero de 
este año, en el expediente seguido contra el 
director general del servicio de fomento de la 
economía indígena, Que el primero de julio de 
mil novecientos cincuenta y cuatro fue emplea- 
da como cocinera en el centro de alfarería que 
funciona en Rabinal, Baja Verapaz, siendo su 
jefe Juan Barrú; que sus obligaciones en aquel 
entonces se concretaban,a los quehaceres de la 
cocina, pero cuando se hizo cargo de la jefatura 
Manuel Montiel dispuso recargarle el trabajo 
obligándola a lavar y aplanchar la ropa de once 
alumnos”; que el diez y siete de feberro del 
año en curso”, sin mediar motivo de su parte, 
fue conminada a abandonar el empleo, habiendo 
sido amenazada por Montiel y dejando de pa- 
gársele los salarios correspondientes a quince 
días de trabajo; que el S.F.E.I. está obligado a 
pagarle la indemnización que determina el ar- 
tículos 114 de la Constitución y 30. y 11 del De- 
creto Presidencial número 584, así como cance- 
larle las vacaciones no disfrutadas y las horas 
extras trabajadas; que acudió ante la Inspec- 
ción General de Trabajo, donde nada se hizo, 
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por lo que se apersonó ante el Ministro de Tra- 
bajo y Previsión Social, demandando sus dere- 
chos, pero el Ministerio en su resolución núme- 
ro doscientos cuarenta y tres, acepta como bue- 
nas las actas levantadas por el mismo jefe de la 
dependencia donde servía y un informe emitido 
por el alcalde municipal de Rabinal; que como 
la resolución ministerial no se ajusta a la ley, 
interpone el presente recurso y pide: que se 
revoque la resolución recurrida y que esta Cor- 
te resuelva se le paguen los salarios devenga- 
dos, se le cancelen las indemnizaciones corres- 
pondientes a razón de una mensualidad por año 
de servicio, que se le reconozcan vacaciones y 
las horas extras que reclama. Se dio trámite al 
recurso y el Ministro de Trabajo y Previsión 
Social informó: que la interponente pretendía 
se le pagaran diez y siete días del mes de fe- 
brero del año pasado que trabajó, asignación de 
cesantía por despido injustificado, compensa- 
ción en dinero por vacaciones no gozadas y ho- 
ras extraordinarias laboradas. Que previa in- 
vestigación al respecto, recabándose los infor- 
mes que se creyeron pertinentes el Ministerio 
resolvió accediendo a pagarle los diez y siete 
días de salarios reclamados, negándole la asig- 
nación por cesantía y demás peticiones. Acom- 
pañó el expediente respectivo. Se dio vista a la 
recurrente y al Ministerio Público y este último 
solicitó que se resuelva de plano, declarándolo 
sin lugar. 


Concluido el trámite es el caso de resolver. 


CONSIDERANDO: 


El inciso b) del artículo 27 del Decreto Legis- 
lativo número 1539 determina la improcedencia 
del recurso de amparo, en los asuntos de orden 
administrativo con respecto a los cuales otor- 
guen recursos las leyes de la materia y la Ley 
de lo Contencioso Administrativo en sus artícu- 
los 9, 11 y 12 establece este recurso contra las 
resoluciones ministeriales por lo que en el pre- 
sente caso, la improcedencia del amparo es ma- 
nifiesta y así debe declararse. Artículo 62 de 
la Constitución. 


POR TANTO: 
x 
La Corte Suprema de Justicia, constituida en 
Tribunal de Amparo, con apoyo en las leyes 
citadas consideraciones hechas y lo que dispo- 
nen los artículos 8, 10, 11, 27; inciso b) 29 del 
Decreto Legislativo 1589, 222, 223, 233 y 234 
del Decreto Gubernativo número 1862, declara 
IMPROCEDENTE el amparo interpuesto por 


Consuelo Portillo contra el Ministro de Trabajo 
y Previsión Social. Notifíquese y devuélvanse 
los antecedentes a donde corresponde. 


H, Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Julio César Fión Castellanos, 
contra la resolución del Tribunal Electoral. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, nue- 
ve de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso de 
amparo interpuesto por Julio César Fión Caste- 
llanos en su carácter de director general del 
Partido Auténtico Democrático, contra la reso- 
lución dictada por el Tribunal Electoral y por 
la cual declara sin lugar la acción de nulidad 
planteada en relación con las elecciones para 
diputados en el vigésimo distrito electoral, Qui- 
ché, verificadas el tres de diciembre del año 
próximo pasado, 


El recurrente denuncia la existencia de cédu- 
las de ciudadanía en blanco que afirma fueron 
entregadas a Amado López Estrada, hermano 
del candidato Francisco Lóvez Estrada, que ade- 
más se hizo ver la ideología de este último, 
quien fue diputado en tiempos de Jacobo Ar- 
benz Guzmán y a la muerte de José Stalin, pi- 
dió un minuto de silencio en su memoria, “sien- 
do uno de los diputados que firmaron el decre- 
to que cancelaba los despachos de General del 
actual Presidente de la República”. Que otra de 
las razones que tiene para impugnar dichas 
elecciones, es la de que se destruyó parte de la 
papelería con ocasión del incendio que amenazó 
el edificio que ocupa el Tribunal Electoral. Que 
por estas razones pide se declare la nulidad de 
las referidas elecciones. El escrito de interposi- 
ción tiene fecha veintiséis de febrero de este 
año, pero fue recibido en la Secretaría de esta 
Corte con fecha veintisiete a las nueve y trein- 
ta minutos, según aparece en el sello de recep- 
ción respectivo. Se dio trámite al recurso y no 
se pidieron los antecedentes por obrar en este 
Despacho, otorgándose vista al recurrente y al 
Ministerio Público, Este último solicitó la aper- 
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tura a prueba, lo que no se estimó necesario por 
las razones que se consignaron en el Conside- 
rando de este fallo, Concluido el trámite pro- 
cede resolver, 


CONSIDERANDO: 


El artículo 23 de la Ley Electoral, Decreto 
número 1069 del Congreso de la República, es- 
tablece el término de diez días para la interpo- 
sición del recurso de amparo en materia elec- 
toral. En el presente caso, consta que con fecha 
diez y siete de febrero del corriente año fue- 
ron notificados todos los interesados, inclusive 
el solicitante, de la resolución dictada por el 
Tribunal Electoral con fecha quince del mismo 
mes y año y por la cual declara sin lugar la 
acción de nulidad planteada por el licenciado 
Carlos Escobar Armas, por lo que desde la fe- 
cha de aquella notificación debe contarse el 
término legal de diez días, el cual venció el 
veintiséis de febrero recién pasado y siendo que 
este amparo fue interpuesto hasta el veintisiete 
del propio mes, resulta extemporáneo y por tal 
motivo debe declararse sin lugar. Que como el 
recurrente hace alusión a las denuncias presen- 
tadas ante el Tribunal Electoral, solicitando la 
nulidad de las elecciones, es necesario hacer re- 
ferencia a esta petición que fue presentada co- 
mo un “recurso de nulidad” y rechazada de 
plano por el Tribunal Electoral, aduciendo que 
la Ley Electoral no otorga esa clase de recursos, 
lo que le fue notificado con fecha diez y seis 
de febrero del año actual, por lo que tampoco 
estaría en tiempo la interposición del que se 
reclama. Artículos 23 Ley Electoral, 170, 174 
del Decreto Gubernativo número 1862. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, constituida en 
Tribunal de Amparo, con apoyo en las leyes 
citadas, consideraciones hechas y lo que dispo- 
nen los artículos 8, 10, 11, del Decreto Legisla- 
tivo 1539, 222, 223, 233 y 234 del Decreto Gu- 
bernativo número 1862, por extemporáneo de- 
clara: IMPROCEDENTE el presente recurso. 
Notifíquese y devuélvanse los antecedentes a 
donde corresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos, 
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AMPARO 


Interpuesto por César Augusto Castellanos Gar- 
cía, contra el Presidente de la República, Mi- 
nistros de la Defensa y de Gobernación, Di- 
rector General de la Policía y Jefes de los 
departamentos judicial y de investigaciones 
especiales, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, nue- 
ve de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por César Augusto Cas- 
tellanos García, contra el Presidente de la Re- 
pública, Ministros de la Defensa y Gobernación, 
Director General de la Policía y jefes de los 
departamentos judicial y de investigaciones es- 
peciales, con fecha primero de febrero del año 
en Curso. 


El recurrente expuso: que fue capturado el 
veinticinco de enero recién pasado y conducido 
al primer cuartel de la policía, sin que se le 
haya consignado a un Tribunal de Justicia ni 
interrogado sobre hecho alguno; que el veinti- 
siete del mismo mes se le expulsó del territorio 
nacional con destino a la República de El Sal- 
vador; que como guatemalteco y con base en la 
Constitución de la República, retornó al país 
para recurrir de amparo a efecto de que se le 
mantenga en el goce de las garantías que la 
Constitución le otorga. Que el hecho de habér- 
sele expulsado es violatorio del artículo 47 de 
la Constitución. Solicitó el amparo provisional. 
Se dio trámite al recurso y se ordenó mantener 
al solicitante en el goce de los derechos consti- 
tucionales, El Ministro de Gobernación infor- 
mó: que en su despacho no se ha dictado nin- 
guna orden de expulsión de Castellanos García; 
que fue detenido el veinticinco de enero y luego 
puesto en libertad, según consta en el oficio 
del Director General de la Policía, cuya fotos- 
tática acompaña. El Presidente de la Repúbli- 
ca y el Ministro de la Defensa, informaron igno- 
rar los hechos que el recurrente expone. Se dio 
vista al interponente y al Ministerio Público y 
este último solicitó la apertura a prueba, resol- 
viéndose de conformidad. Durante el término 
respectivo no se presentaron pruebas y con- 
cluido el trámite aue la Ley manda, es el caso 
de resolver. 


CONSIDERANDO: 


El artículo 47 de la Constitución contiene un 
mandato imperativo cuya observancia debe 
mantenerse como el derecho inherente a todo 
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guatemalteco, de vivir en el territorio nacional, 
de ingresar a él y de obtener visa, pasaporte u 
otros documentos de identificación. Es una ga- 
rantía que no admite restricción en ningún caso, 
ya se trate de invasión del país, de perturba- 
ción grave de la paz, de calamidad pública o 
de cualquire actividad contra la seguridad del 
Estado. En el caso presente, no se ha justificado 
que dicha garantía haya sido vulnerada, no obs- 
tante que al peticionario se le otorgó el término 
probatorio para demostrar los extremos del 
amparo que solicita, por lo aque debe declararse 
sin lugar el amparo interpuesto, Artículos 47, 
77, 79, 80, 84, 85 Constitución de la República. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, constituida en 
Tribunal de Amparo, con apoyo en las leyes 
citadas y en lo que disponen los artículos 2o., 
80., 10, 11, 29 Decreto Legislativo número 1539, 
222, 223, 233 y 234 del Decreto Gubernativo nú- 
mero 1862, declara: en conformidad con lo con- 
siderado, SIN LUGAR el presente recurso de 
amparo. Notifíquese y archívense las presentes 
diligencias, 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Julio César Fión Castellanos, 
en su carácter de director general del Partido 
Auténtico Democrático, contra el Congreso de 
la República. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, nueve 
de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por Julio César Fión 
Castellanos, en su carácter de director general 
del Partido Auténtico Democrático, contra el 
Congreso de la República, basado en los hechos 
siguientes: Que el Congreso de la República 
violó los preceptos legales al adjudicar y darle 
posesión como diputado el primero de marzo 
recién pasado, a José Fernando Gallegos Jáure- 
gui, quien no ha llenado los reauisitos que mar- 
ca el artículo 142 de la Constitución y se en- 
cuentra al margen de la ley, pues tiene proceso 


pendiente iniciado en el Juzgado de Primera 
Instancia de Zacapa y además no ha presentado 
finiquito completo, habiendo administrado fon- 
dos públicos, El recurrente pide se declare nu- 
la la adjudicación hecha por el Congreso a fa- 
vor de Gallegos Jáuregui, Se dio trámite al re- 
curso y el Presidente del Congreso informó 
transcribiendo el punto resolutivo presentado 
por la Comisión Calificadora de Credenciales 
con las enmiendas que fueron aprobadas. Se dio 
vista al recurrente y al Ministerio Público y a 
solicitud de este último se abrió a prueba el re- 
curso, sin haberse producido alguna durante el 
término legal. 


Concluido el trámite procede resolver, 
CONSIDERANDO: 


El artículo 80 inciso c) de la Constitución ins- 
tituye el recurso de amparo para que en casos 
concretos se declare que una disposición o re- 
solución no meramente legislativa del Congreso 
de la República, no le es aplicable al recurrente, 
por violar un derecho constitucional, pero el 
artículo 35 de la propia Constitución sólo facul- 
ta a esta Corte para conocer en amparo, contra 
las disposiciones del Tribunal Electoral, lo que 
está corroborado con lo dispuesto en el artículo 
81 de la ley de la materia, En tal virtud, no 
estando autorizada la Corte Suprema de Jus- 
ticia para conocer del fondo en el caso que se 
le plantea, así debe declararlo. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y lo 
que determinan los artículos 222, 223, 233 y 234 
del Decreto Gubernativo número 1862, por falta 
de competencia, se abstiene del conocimiento 
del presente recurso. Notifíquese y devuélvanse 
los antecedentes. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos, 


AMPARO 


Interpuesto por Mariano Ríos Rivera, contra el 
Tribunal Electoral, 
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Corte Suprema de Justicia: Guatemala, nueve 
de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por Mariano Ríos Rive- 
ra, en contra de la resolución dictada por el 
Tribunal Electoral con fecha ocho de febrero 
del año en curso, por lo que declara sin lugar 
la acción de nulidad promovida por el recu- 
rrente, contra las elecciones que para munícipes 
y diputados se efectuaron en el municipio de 
Aguacatán departamento de Huehuetenango el 
tres de diciembre próximo pasado, 


Expone el recurrente que al promover la ac- 
ción de nulidad, adjuntó seis fotegrafías con las 
que se prueba la coacción y fraude electoral en 


las elecciones señaladas; pide gue se examine la - 


papelería, comparando las actas con las pape- 
letas que demuestran el fraude, 


Al darle trámite a este recurso se pidieron 
los antecedentes, los que envió en su oportuni- 
dad el Tribunal Electoral, consistentes en el 
expediente relacionado con las elecciones mu- 
nicipales de Aguacatán, departamento de Hue. 
huetenango, efectuadas el tres de diciembre de 
mil novecientos sesenta y uno, en la que a fo- 
lios diecisiete y veintisiete, aparece la acción de 
nulidad suscrita por José M. Arriaga, como de- 
legado del Partido Movimiento Democrático 
Nacionalista; Navas, por el Partido Democracia 
Cristiana y Mariano Ríos Rivera, como delegado 
del Partido Movimiento de Liberación Nacio- 
nal, con fundamento en los siguientes hechos: 
Que el alcalde municipal y Juez de Paz, mandó 
hacer propaganda por medio de los auxiliares, 
policía municipal y empleados del Juzgado y 
Municipalidad; que con una fotografía adjunta, 
se comprueba que el día de las elecciones, el 
policía municipal Alfredo Palacios Rivera, estu- 
vo repartiendo propaganda en el portón del edi- 
ficio municipal; que el mismo sujeto, entregó 
al alcalde de la aldea La Barranca, Miguel Ló- 
pez, un paquete de propaganda del Partido Re- 
dención, dándole instrucciones de que la gente 
llegara a votar por el candidato de dicho par- 
tido, de orden del Juez de Paz; que en otra foto- 
grafía adjunta, se aprecia un grupo de reden- 
cionistas cerca de la urna, explicándoles a los 
sufragantes en dónde debían votar; que en la 
mesa número tres, presidida por Moisés G. He- 
rrera, también tesorero municipal y primo del 
candidato de Redención, se encontraba como 
delegado del partido oficial, el empleado muni- 
cipal Miguel Guinea Herrera, también fami- 
liar del candidato oficial, quien en compa- 
ñía de Miguel Angel López Villatoro, en estado 
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de ebriedad en la propia mesa, eran los encar- 
gados de dar las papeletas, pero antes instruían 
al sufragante cuál era la insignia “Ley” del 
partido oficial, violando el artículo 85 inciso 
d) de la Ley Electoral; que con otra fotografía 
se prueba que en la filial del Redención, tenían 
papeletas oficiales para instruir a los sufra- 
gantes; aue en el día de las elecciones, el regis- 
trador electoral Erasmo Herrera, trató de exten- 
der cédulas de ciudadanía el día de las eleccio- 
nes, alterándoles la fecha, según fotografía ad- 
junta. Concluyen, pidiendo la anulación com- 
pleta de las elecciones, con base en los artícu- 
los 59 inciso g), 86 inciso f), 45, 95, 32 inciso 
b), 34, 84 y 96 de la Ley Electoral y 27 y 32 de 
la Constitución de la República. 


El Tribunal Electoral estimó, que fuera de 
seis fotografías en las que se ven grupos de 
personas, ninguna otra prueba aportó el recu- 
rrente, 


Se dio vista al recurrente y al Ministerio Pú- 
blico por el término de veinticuatro horas. de 
la que no hicieron uso, por lo que es el caso de 
vtesolver lo que procede en derecho. Y, 


CONSIDERANDO: 


Que el recurrente en la acción de nulidad in- 
terpuesta en su oportunidad, denuncia hechos, 
que de ser comprobados, merecerían la imposi- 
ción de las sanciones que la ley señala; pero 
respecto de dichas denuncias no se aportó nin- 
guna prueba que pueda apreciarse jurídicamen- 
te; si bien se adjuntaron seis fotografías, para 
que éstas sean apreciadas como prueba es in- 
dispensable que sean autenticadas. De ahí que 
deba desecharse el presente recurso. Artículos 
81 Decreto 1069 del Congreso, 259, 440 y 441 
del Decreto Legislativo 2009, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, en concepto de 
Tribunal de Amparo y con apoyo en los ar- 
tículos 222, 223 y 224 del Decreto Gubernativo 
1862, 10, 11 y 29 del Decreto Legislativo 1539, 
declara: SIN LUGAR el presente recurso de 
amparo, interpuesto por Mariano Ríos Rivera 
contra el Tribunal Electoral. Notifíquese y de- 
vuélvanse los antecedentes con certificación de 
lo resuelto. 


nd Y 
'H Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.—- 
Arnoldo Reyes.—J. F, Juárez y Aragón.—Al- 


berto Argueta S.,——M, Alvarez Lobos, 


AA —— A 


on 
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AMPARO 


Pedro Bran Bobadilla, contra el Presidente de 
la República y los Ministros de Gobernación 
y de la Defensa Nacional. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, nue- 
ve de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ve para resolver el recurso de amparo in- 
terpuesto por Pedro Bran Bobadilla contra el 
Presidente de la República y los Ministros de 
Gobernación y de la Defensa Nacional, mani- 
festando: 


Que el veinticinco de enero próximo pasado 
fue capturado por agentes de la policía nacio- 
nal y el día veintisiete del mismo mes fue ex- 
trañado del país hacia El Salvador, de donde 
regresó subrepticiamente para reclamar sus de- 
rechos de ciudadano; que como su expulsión 
implica la violación del artículo 47 de la Cons- 
titución de la República interponía amparo a 
efecto de que se le mantenga en el goce de esa 
garantía. Se dio trámite al recurso acordándose 
el amparo provisional solicitado y al rendir el 
informe que se les pidió, tanto al Presidente 
de la República como los Ministros de Gober- 
nación y de la Defensa Nacional, negaron haber 
ordenado la expatriación del recurrente. Opor- 
tunamente se abrió a prueba el asunto a soli- 
citud del Ministerio Público pero durante ese 
término el interesado no presentó alguna evi- 
dencia de los hechos que motivan su reclamo y 
concluido el trámite procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Es principio universal de derecho, que el que 
afirma está obligado a probar; y en el presente 
caso, el interesado afirma que los funcionarios 
contra quienes recurre ordenaron su extraña- 
miento del país, pero como ya se dijo, no apor- 
tó ninguna prueba acerca de este extremo, por 
lo que no puede otorgársele amparo para que 
se le mantenga en el goce de una garantía indi- 
vidual que no aparece haberse infringido. Ar- 
tículos 79, 80, 82, 84 y 85 de la Constitución de 
la República, 


POR TANTO: * 


La Corte Suprema de Justicia en concepto de 
Tribunal de Amparo, con fundamento en lo 
considerado, leyes citadas y lo que preceptúan 
los artículos lo., 3o., 9o., 100. y 11 del Decreto 
Legislativo 1539, declara: SIN LUGAR el recur- 
so de mérito, Notifíquese. 


H, Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Santos Morán, Tomás Carías, Sarbelio Cruz Li- 
ma, Eugenio y Valentín Canté, contra el Mi- 
nistro de la Defensa Nacional. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, nue- 
ve de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 

Se ve para resolver el recurso de amparo in- 
terpuesto por Santos Morán, Tomás Carías, Sar- 
belio Cruz Lima y Eugenio y Valentín Canté, 
contra el Ministro de la Defensa por los mo- 
tivos siguientes: 


Manifestaron los interponentes que desde ha- 
ce mucho tiempo, y en unión de cincuenta fa- 
milias más han poseído y usufructuado parce- 
las de terreno en los lugares denominados “San 
Ricardo de Otancingo” y “El Chaperno” en ju- 
risdicción del Puerto de San José, pero últi- 
mamente se han visto seriamente inquietados 
en esa posesión y hasta amenazados de muerte 
en sus personas por agentse uniformados de la 
policía militar y algunos vestidos de civil, así 
como por los comisionados militares Víctor Sie- 
rra y Víctor López, todos dependientes del Mi- 
nisterio de la Defensa por lo que consideran 
que actúan con instrucciones de ese Despacho. 
Citaron las garantías constitucionales que a su 
juicio han sido violadas y pidieron que después 
del trámite correspondiente se declare con lu£ 
gar el amparo en su favor para que cesen los 
actos arbitrarios que denuncian. Se dio trámite 
al recurso y al emitir el informe aue se le pidió 
el Ministro de la Defensa manifestó que no ha 
emitido orden alguna para que la policía mili- 
tar o los comisionados militares procedan di- 
recta o indirectamente a la ejecución de los he- 
chos que relacionan los recurrentes. A solicitud 
del Ministerio Público se abrió a prueba el re- 
curso pero ninguna de las partes presentó algu- 
na, por lo que concluido el trámite, procede 
resolver. 


CONSIDERANDO: 
Según queda relacionado los interesados no 


aportaron evidencia alguna de los hechos que 
motivan su querella de amparo y como la auto- 
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ridad recurrida negó que los agentes de la po- 
licía militar o los comisionados militares hubie- 
sen intervenido en alguna forma en la ejecución 
de tales hechos, para la eficacia del recurso era 
indispensable que los interponentes hubieran 
probado en forma legal que han sido inquieta- 
dos injustamente en la posesión de las parcelas 
de terreno que indican, como estaban obligados 
ha hacerlo, Artículo 79, 80, 82, 84 y 85 de la 
Constitución de la República, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia en concepto de 
Tribunal de Amparo, con fundamento en lo con- 
siderado, leyes citadas y lo que preceptúan los 
artículos 100., 3o., 9o., 100. y 11 del Decreto 
Legislativo 1539, declara: SIN LUGAR el re- 
curso de mérito, Notifíquese. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


AMPARO 


Interpuesto por Julio César Fión Castellanos, 
contra el Tribunal Electoral. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, diez 
de Marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por Julio César Fión 
Castellanos, contra la resolución número trein- 
ta y siete, de fecha tres de febrero del año en 
curso, dictada por el Tribunal Electoral, negán- 
dose a tramitar la gestión del Partido Auténtico 
Democrático por no contemplar la ley de la 
materia, recursos de nulidad contra la declara- 
toria de elecciones y demás actos electorales. 

El recurrente se presenta en su carácter de 
director general del Partido Auténtico Demo- 
crático y expone: que el nueve de febrero, el 
Tribunal Electoral notificó sin lugar la acción 
de nulidad pedida con motivo de haberle adju- 
dicado el cargo de diputado por el undécimo 
distrito electoral, departamento de Santa Rosa, 
el señor Daniel Adenaro Corzo de la Roca. Con 
fecha diecinueve de enero, se pidió al mismo 
Tribunal, la nulidad de esta adjudicación, por- 
que durante la campaña electoral se violó el 
inciso 31 del Artículo 168 de la Constitución de 


la República por un mensaje telegráfico del 
propio señor Presidente de la República envia- 
do al gobernador departamental de Santa Rosa, 
coronel Alfonso Duarte, quien lo transcribió a 
los alcaldes municipales de su respectiva ju- 
risdicción, infringiendo el artículo 58 de la 
Constitución de la República en su primera par- 
te, con esta violación de la Constitución de la 
República, quedó establecida la coacción de que 
habla el artículo 86 en su inciso f), Además se 
violaron los preceptos del inciso a) del artículo 
45 del Decreto 1069 del Congreso y sus refor- 
mas. 


Tramitado el recurso, se recibieron los ante- 
cedentes del Tribunal Electoral; a folio cincuen- 
ta y uno del expediente respectivo, aparece un 
memorial suscrito por el recurrente, por el que 
interpone el “recurso de nulidad”, por no estar 
de acuerdo con la adjudicación que se hizo a 
Daniel Adenaro Corzo de la Roca, como diputa- 
do del undécimo distrito electoral, departamen- 
to de Santa Rosa, por los motivos que indica. 
A folio cincuenta y cinco, aparece otro memo- 
rial del presentado, ampliando su petición ante- 
rior, y pide la anulación de las elecciones prac- 
ticadas el tres de diciembre del año pasado, por 
el distrito correspondiente al mismo departa- 
mento de Santa Rosa, el que fue presentado con 
fecha diecinueve de enero del año en curso, y 
concluye pidiendo “resolver este recurso de nu- 
lidad, no sólo de un diputado, sino de las ca- 
torce municipalidades citadas en dicho recurso”. 

Se dio vista al recurrente y al Ministerio Pú- 
blico, por el término de veinticuatro horas, 
quienes no hicieron uso de la audiencia, por lo 
que es el caso de resolver lo procedente. Y, 


CONSIDERANDO: 


El artículo 23 de la Ley Electoral, Decreto 
número 1069, reformado por el número 1352, 
ambos del Congreso de la República, establece 
el término de diez días vara la interposición del 
recurso de amparo en materia electoral. En el 
presente caso, consta que con fecha ocho de fe- 
brero del corriente año fueron notificados todos 
los interesados, inclusive el solicitante, de la 
resolución dictada por el Tribunal Electoral 
con fecha quince del mismo mes y año y por la 
cual rechaza de plano la acción intentada por 
Manuel Francisco Villamar Contreras y Julio 
César Fión Castellanos, por lo que desde la fe- 
cha de aquella notificación debe contarse el 
término legal de diez días, el cual venció el 
diez y ocho de febrero recién pasado y siendo 
que este amparo fue interpuesto hasta el veinte 
del propio mes, resulta extemporáneo y por tal 
motivo debe declararse sin lugar, 
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A O DO a y 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, en concepto 
de Tribunal de Amparo y con apoyo en lo con- 
siderado, ley citada y en lo que prescriben los 
artículos 79 y 85 de la Constitución de la Re- 
pública; 80., 10 y 27 del Decreto Legislativo 
1539, declara: IMPROCEDENTE el recurso in- 
terpuesto. Notifíquese y en la forma que corres- 
ponde devuélvanse los antecedentes. 


H, Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos 


AMPARO 


Edmundo Seidner Bernard contra el Ministro 
de Gobernación. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, diez 
de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ve para resolver el recurso de amparo in- 
terpuesto por Edmundo Seidner Bernard, con- 
tra el Ministro de Gobernación, por los motivos 
siguientes: 


Manifiesta el interesado que el diez de febre- 
ro próximo pasado, cumplió la sentencia de seis 
meses que el Ministro de Gobernación le impu- 
so por haber infringido las leyes de migración, 
y el mismo día diez se le notificó que debía 
abandonar el territorio nacional, lo que con- 
sidera injusto porque se castiga un mismo deli- 
to con dos penas. Se dio trámite al recurso y al 
rendir el informe que se pidió el Ministro re- 
currido expresó que según constaba del expe- 
diente que acompañaba, el despacho de su car- 
go en providencia de fecha dieciocho de agosto 
de mil novecientos sesenta y uno, condenó al 
recurrente al pago de la multa de novecientos 
quetzales, la que en caso de insolvencia con- 
mutaría con prisión simple a razón de cinco 
quetzales por día. le mandó cancelar la partida 
de inscripción como extranjero residente y co- 
mo pena accesoria se ordenó expulsarlo del 
país al cumplimiento de la pena indicada. De 
los antecedentes consta aue la sentencia referi- 
da se impuso al recurrente, en primer lugar 
porque dejó de pagar la cuota que le corres- 
pondía como extranjero residente, y que des- 
pués de haber sido extrañado del país ingresó 


nuevamente infringiendo las leyes de migración. 
Se abrió a prueba el recurso por el término de 
ley sin que las partes hubieran hecho uso de 
él y concluido el trámite, procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


El recurrente no probó haberse infringido por 
el Ministro de Gobernación alguna garantía 
constitucional en su perjuicio, por el contrario 
con los antecedentes respectivos quedó estable- 
cido que la pena que se le impuso está arregla- 
da a derecho conforme las disposiciones de la 
Ley de Extranjería que faculta ampliamente 
al Organismo Ejecutivo para proceder con res- 
pecto a los extranjeros residentes, en la forma 
que lo hizo y por consiguiente la improceden- 
cia del amparo reclamado es manifiesta. Ar- 
tículos 79, 80, 82, 84, 85 de la Constitución de 
la República, 76 y 78 de la Ley de Extranjería. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia en concepto de 
Tribunal de Amparo, con fundamento en lo con- 
siderado, leyes citadas y lo que preceptúan los 
artículos lo.. 3o., 9o., 100, y 11 del Decreto Le- 
gislativo 1539, declara: SIN LUGAR el presen- 
te recurso. Notifíquese y con certificación de 
lo resuelto, devuélvanse los antecedentes. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por María Carlota Martínez de 
Méndez Montenegro, en representación de su 
esposo Lic, Mario Méndez Montenegro, contra 
el Presidente de la República y los Ministros 
de la Defensa Nacional y de Gobernación, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, doce 
de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por la señora María Car- 
lota Martínez de Méndez Montenegro, en repre- 
sentación de su esposo licenciado Mario Méndez 
Montenegro, contra el Presidente de la Repú- 
blica y los Ministros de la Defensa y de Gober- 
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nación, con fecha treinta y uno de enero del 
corriente año, 


Manifestó la presentada, aque el veintisiete de 
ese mes fue capturado el licenciado Mario Mén- 
dez Montenegro, y subsiguientemente expulsado 
del país hacia la República de El Salvador, don- 
de se encontraba, hecho violatorio de la garantía 
contenida en el artículo 47 de la Constitución, 
que no puede restringirse de acuerdo con el 
artículo 77 de la misma; y por otra parte ni la 
Ley de Orden Público, ni el Decreto 609 del Eje- 
cutivo que se puso en vigor, en el grado de Es- 
tado de Sitio, hablan de restringir la referida 
garantía, por lo que el Ejecutivo al expulsar 
al licenciado Méndez Montenegro, ha actuado 
con manifiesta ilegalidad, por lo que interponía 
el recurso de amparo a favor del citado profe- 
sional, a efecto de que en definitiva se le man- 
tenga en el pleno goce de los derechos que le 
confiere el mencionado artículo 47 y se le con- 
cediera el amparo provisional de conformidad 
con el artículo 12 inciso b) de la Ley de Ampa- 
ro y 18 de la Ley de Orden Público. Al darle 
trámite a la anterior solicitud, en lo que res- 
pecta al Presidente de la República, Ministros 
de la Defensa Nacional y de Gobernación, por 
haberse incluido a los jefes de las policías. en 
su interposición, los indicados funcionarios in- 
formaron que ninguna intervención tuvieron en 
los hechos denunciados, agregando el Ministro 
de Gobernación, aue según informe del Director 
General de la Policía, cuya copia adjunta, el 
licenciado Méndez Montenegro fue detenido el 
veinticinco de enero citado, y posteriormente 
puesto en libertad, sin que esa Dirección ni los 
agentes a su mando lo hayan extrañado del país. 
A solicitud del Representante del Ministerio 
Público se abrió a prueba el recurso por el tér- 
mino legal, sin que se haya aportado alguna, 
y al darse la última vista a las partes, la inter- 
ponente manifestó: que no era cierto, como lo 
afirman las autoridades en sus informes, que 
su esposo no haya sido expulsado del país, pues 
por la prensa y la radio fueron dadas a cono- 
cer las diferentes declaraciones del Ministro de 
Gobernación a la prensa y el Congreso Nacio- 
nal, indicando aue “las personas expulsadas, se 
habían ido voluntariamente” y acompañó un 
ticket de la Compañía de Aviación “TACA” es- 
crito en inglés todo a excepción de la fecha 5 
de febrero de 1962 y el nombre de “Mario Mén- 
dez” y asimismo solicita se recaben varios in- 
formes, habiéndose mandado agregar a los an- 
tecedentes dicha exposición. El Ministerio Pú- 
blico sostuvo la improcedencia del recurso por 
falta de pruebas; y como están concluidos los 
trámites procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


El artículo 47 de la Constitución dispone en 
forma imperativa que no podrá expatriarse a 
ningún guatemalteco, ni prohibírsele la entrada 
al territorio de la República o negársele visa, 
pasaporte u otros documentos de identificación, 
garantía que no es restringible aún en el Estado 
de Sitio que prevé la Ley de Orden Público, y 
cuya infracción induce responsabilidad; pero 
como a pesar de lo afirmado por la presentada 
de que su esposo licenciado Mario Méndez Mon- 
tenegro, fue capturado y expulsado del país, 
ninguna prueba oportó como demostración de 
tales hechos, para justificar la procedencia del 
recurso de amparo que interpuso con el fin de 
que se mantenga a su representado en el goce 
de los derechos que confiere la Constitución a 
todos los guatemaltecos, ya que en manera al- 
guna la constituye el ticket que presentó fue- 
ra del término legal, cuyo tenor está escrito 
en idioma inglés y adolece de falta de autentici- 
dad y de precisión, por lo que ante esa falta de 
elementos probatorios, tiene que admitirse la 
ineficacia de este recurso. Artículo 77, 79, 80, 
85 de la Constitución; 8, 10 del Decreto Legisla- 
tivo 1539; y 259 del Decreto Legislativo 2009, 


POR TANTO: 

La Corte Suprema de Justicia, como Tribu- 
nal de Amparo, de acuerdo con lo considerado 
y con los artículos 222, 224, 234 del Decreto Gu- 
bernativo 1862, 29 y 37 del Decreto Legislativo 
1539, declara: improcedente el recurso de am- 
paro de que se hizo mérito. Notifíquese y trans- 
críbase a aujenes corresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Ro- 
meo Sandoval C.—M, Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Victorina Alvarado Calderón de 
Pineda, contra el Ministro de la Defensa Na- 
cional. 


Corte Suprema de. Justicia: Guatemala, doce 
de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso de 
amparo interpuesto contra el Ministro de la De- 
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fensa Nacional, por Victorina Alvarado Calde- 
rón de Pineda, con fecha cinco de febrero del 
año en curso. 


La presentada expone: que su esposo Antonio 
Pineda Avila fue capturado el día anterior a 
eso de las diez de la mañana, por lo que inter- 
puso recurso de exhibición personal en su fa- 
vor, pero como acababan de informarle que las 
autoridades tienen el propósito inminente de 
extrañarlo del país, sin .tener certeza si esa 
medida arbitraria ya se consumó, por cuyas ra- 
zones interponía el presente amparo enderezado 
contra el Ministro de la Defensa Nacional. y 
los jefes de migración y de las diferentes poli- 
cias. Tramitado el recurso el Ministro informó: 
que desconocía el Despacho a su cargo, lo rela- 
cionado con el mencionado Pineda Avila y tam- 
poco se había dado orden para que se le extra- 
ñara del país. Se dio vista al recurrente y al 
Ministerio Público y sólo este último solicitó 
que se abriera a prueba el negocio, a lo que se 
accedió, sin que se haya aportado ninguna, y en 
la última vista concedida a las partes, solamen- 
te el Representante del Ministerio Público, pre- 
sentó alegato haciendo ver la falta de prueba, 
por lo aque debía declararse sin lugar el ampa- 
ro solicitado, por lo aue habiéndose llenado to- 
dos los trámites procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Es efectivo, como lo afirma el Representante 
del Ministerio Público, que la interponente del 
presente recurso, no aportó en lo absoluto prue- 
ba alguna. en favor de los hechos afirmados 
como fundamento del mismo, de los cuales pu- 
diera deducirse la existencia de alguna viola- 
ción de las garantías individuales contenidas en 


_la Constitución, que como consecuencia deter- 


minara la procedencia del amparo reclamado, 
por lo que la ineficacia de éste es ostensible. 
Artículos 79, 80, 84 y 85 de la Constitución. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia como Tribunal 
de Amparo, de conformidad con lo considerado 
y con los artículos 8, 9, 10, 29, 37 del Decreto 
Legislativo 1539, 222. 224 y 234 del Decreto Gu- 
bernativo 1862, declara: IMPROCEDENTE el 
presente recurso. Notifíquese y transcríbase a 
quien corresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por José María Castro Gallardo, 
contra el Ministro de Hacienda y Crédito 
Público. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, doce 
de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 


de amparo interpuesto por José María Castro 


Gallardo, contra el Ministro de Hacienda y Cré- 
dito Público, con fecha veintiocho de diciem- 
bre del año próximo pasado. 


Manifiesta el recurrente que desde el día 
veintiuno de ese mes varios policías de hacien- 
da están rodeando su casa en espera de que 
llegue para capturarlo, según manifestaron, por 
10 que se ha visto en la necesidad de huir a los 
montes, dejando a su esposa en total desampa- 
ro, ignorando las razones porque se le persigue, 
y como dicha policía depende del Ministro de 
Hacienda contra éste intervonía recurs de am- 
paro, para que se le mantenga en el goce de los 
derechos y garantías que la Constitución esta- 
blece. Tramitado el recurso se concedió el am- 
paro provisional solicitado y se pidió informe 
al Ministro recurrido, quien manifestó: que no 
ha girado orden alguna para que la policía de 
hacienda vigile o capture al recurrente, pues no 
tiene conocimiento de que dicha persona haya 
cometido alguna infracción o se dedique a acti- 
vidades ilícitas, lo aue corrobora el informe del 
jefe general de la guardia de hacienda que 
acompañaba. Se dio vista al recurrente y al Mi- 
nisterio Público y solamente el último solicitó 
que se abriera a prueba el asunto, lo que se 
concedió, pero no se aportó ninguna y al con- 
cederse la vista final a las partes, ninguna hizo 
uso de ella, por lo que estando concluidos los 
trámites procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


El recurrente no obstante de haberse conce- 
dido el término de prueba, ninguna aportó para 
demostrar que era objeto de persecución de 
parte de la policía de hacienda, que invocó co- 
mo fundamento del presente recurso de ampa- 
ro, por lo que ante esa absoluta falta de eviden- 
cias, resulta completamente ineficaz su recla- 
mo en esa forma, puesto que no se acreditó que 
se haya infringido alguna garantía constitucio- 
nal. Artículos 79, 80, 84 y 85 de la Constitución. 
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POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos 8, 9, 
10, 29, 37 del Decreto Legislativo 1539; 222, 
224 y 234 del Decreto Gubernativo 1862, decla- 
ra: IMPROCEDENTE el recurso de que se hizo 
mérito, Notifíquese y transcríbase a quien co- 
rresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Manuel Francisco Villamar 
Contreras, contra el Tribunal Electoral (Elec- 
ciones de Suchitepéquez). 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, trece 
de marzo de mil novecientos sesenta y uno. 


Se ve para resolver el recurso de amparo in- 
terpuesto por Manuel Francisco Villamar Con- 
treras, contra la resolución mediante la que el 
Tribunal Electoral con fecha quince de febrero 
próximo pasado, rechazó de plano el recurso de 
nulidad interpuesto por el licenciado Alfonso 
Molina Flores en concepto de secretario general 
del comité ejecutivo de la filial del Partido Re- 
volucionario en Suchitepéquez, contra las elec- 
ciones que para diputados en aquel departa- 
mento, se practicaron el tres de diciembre de 
mil novecientos sesenta y uno. 


Manifiesta el recurrente que actúa en su ca- 
rácter de secretario general del Partido Revo- 
lucionario e interpone amparo contra la reso- 
lución indicada a efecto de que se declare que 
la misma contraviene y restringe derechos ga- 
rantizados por la Constitución, por lo que el 
Tribunal Electoral deberá entrar a conocer del 
fondo de la acción o recurso de nulidad plan- 
teado, después de tramitarlo de conformidad 
con la ley, Que el Tribunal Electoral no entró a 
conocer del fondo de la nulidad alegada por el 
licenciado Molina Flores y rechazó de plano el 
recurso que a este efecto interpuso, aduciendo 
que contra las votaciones, escrutinios, declara- 
toria de elecciones y demás actos electorales, 
solamente cabe la acción de nulidad, es decir, 
que el rechazo se debió a que en vez de usarse 


la expresión “acción” se usó la de “recurso”, 
lo cual cree no estar ajustado a derecho porque 
no sólo ambas expresiones son sinónimas, sino 
la misma ley las usa indistintamente, Se trami- 
tó el recurso y el Tribunal Electoral remitió los 
antecedentes, de los que consta que efectiva- 
mente no se dio trámite a la gestión de nulidad 
presentada por el licenciado Alfonso Molina 
Flores el siete de febrero de este año, porque a 
juicio del Tribunal la ley sólo autoriza para es- 
tos casos la acción de nulidad, pero no recurso 
alguno, Se dio vista al Ministefio Público y al 
recurrente la cual sólo contestó este último pi- 
diendo que el asunto se resolviera de plano por 
no existir hechos qué probar. 


CONSIDERANDO: 


El Tribunal Electoral tiene el carácter de ór- 
gano administrativo, según lo declara expresa- 
mente el precepto constitucional que lo institu- 
ye y la naturaleza propia de sus funciones y 
por consiguiente, debe tramitar y resolver las 
gestiones que ante él se hagan sin sujeción a 
las limitaciones a que están sujetos los tribuna- 
les que ejercen jurisdicción de conformidad con 
los términos y ordenamientos procesales comu- 
nes o privados. Así no se justifica que se haya 
negado a tramitar y conocer de la gestión he- 
cha por el licenciado Molina Flores en su con- 
cepto ya indicado tendiente a que se declare 
la nulidad de las elecciones que para diputados 
al Congreso de la República se llevaron a cabo 
en el departamento de Suchitepéquez el tres 
de diciembre del año recién pasado, por la sola 
circunstancia de que haya denominado “recur- 
so de nulidad” su solicitud en vez de “acción”, 
a pesar de que la misma Ley Electoral usa in- 
distintamente los términos “acción” y “recur- 
so”, como se ve en sus artículos 81 y 91, cuando 
estatuye la forma en que los interesados pue- 
den impugnar las resoluciones dadas en asuntos 
electorales; además, según el diccionario de la 
Academia Española recurso “es acción que con- 
cede la ley al interesado en un juicio o en otro 
procedimiento para reclamar contra las resolu- 
ciones. ora ante la autoridad aue las dictó, ora 
ante alguna otra”; lo que quiere decir que en 
su sentido natural y obvio los vocablos de que 
se trata son sinónimos y así están especialmen- 
te usados en la Ley Electoral, aun cuando en 
la técnica procesal pudieran tener distinto sig- 
nificado, por lo que resulta manifiesta la pro- 
cedencia del amparo reclamado, Artículos 35, 
39, 79, 80, 82, 84, 85 de la Constitución de la 
República, 24, 26 del Decreto 1069 del Congreso 
y XII de los Preceptos Fundamentales del De- 
creto Gubernativo 1862. 
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A. -POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fundamen- 
to en lo considerado, leyes citadas y lo que pre- 
ceptúan los artículos lo., 3o., 9o., 100. y 11 del 
Decreto Legislativo 1539, declara: CON LUGAR 
el presente recurso a efecto de que el Tribunal 
Electoral tramite y resuelva conforme a dere- 
cho la gestión de nulidad de que ya se hizo re- 
lación planteada por el abogado Alfonso Molina 
Flores. Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los .antecedentes. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F, Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por los ingenieros Ricardo Argue- 
das Martínez, Rafael Pérez Riera, Mario Es- 
trada Solís Guillermo Solares Echeverría, 
Héctor Andrade Urréjola, Mario Penagos 
Gonzalbo y Rodolfo Perdomo Menéndez, con- 
tra el Presidente de la República. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tinueve de noviembre de mil novecientos se- 
senta y uno. 


Para resolver se examina el recurso de am- 
paro interpuesto por los ingenieros Ricardo Ar- 
guedas Martínez, Rafael Pérez Riera, Mario Es- 
trada Solís, Guillermo Solares Echeverría, Héc- 
tor Andrade Urréjola, Mario Penagos Gonzalbo 
y Rodolfo Perdomo Menéndez, en su concepto 
de miembros de la junta directiva del Colegio 
de Ingenieros y Arauitectos de Guatemala, con- 
tra el Presidente de la República, por los mo- 
tivos siguientes: 


Que el veintiséis de julio del año en curso, 
el Presidente de la República en Consejo de 
Ministros acordó facultar al de Comunicaciones 
y Obras Públicas que sin los requisitos de lici- 
tación pública y privada, contratara con la com- 
pañía “Brown éz Root Inc. International Consul- 
tants” la prestación de servicios de asesoría 
técnica en los proyectos camineros de Río Hon- 
do-Esquipulas-Frontera y Oratorio-Río-Jalpata- 
gua-Río Paz, acuerdo que se basó en el Decreto 
número 269 del Presidente de la República que 
reformó el artículo 50, del Decreto 207 de la 


misma procedencia, el cual regula exclusiva- 
mente la construcción de carreteras y obras pú- 
blicas por contrato o sea su realización mate- 
rial, por lo que la contratación de servicios de 
asesoría técnica no puede basarse en esas leyes 
y esto no obstante, el siete de septiembre de 
este mismo año el Ministerio de Comunicaciones 
y Obras Públicas, en uso de la facultad que le 
fue conferida, celebró con la compañía indica- 
da el contrato número treinta y siete sobre la 
prestación de los servicios de asesoría técnica 
conforme los puntos que expresamente se con- 
signaron en el instrumento respectivo, y el tre- 
ce también del mes de septiembre próximo pa- 
sado el Presidente Constitucional de la Repú- 
blica, en Consejo de Ministros aprobó ese con- 
trato. Que al emitir ambos Acuerdos el Presi- 
dente de la República violó los artículos 2o., 
42, 45, 103, 105, 116 inciso 11, 147 y 168 inciso 
11 de la Constitución, por las razones siguientes: 
que el Decreto 207 del Presidente de la Repú- 
blica reformado por el 269, también del Presi- 
dente, sólo autoriza la contratación de obras 
materiales, en tanto aue el Acuerdo del veinti- 
séis de julio, autorizó para contratar sobre ser- 
vicios de asesoría técnica; además, el Decreto 
269 citado, faculta para exonerar del requisito 
de licitación pública, pero no de la privada, re- 
sultando en consecuencia que el Presidente ac- 
tuó sin fundamento en ninguna ley y por eso 
violó los artículos 20. y 45 de la Constitución. 
Que en el contrato se aceptó aue el jefe de in- 
genieros fuera de nacionalidad estadounidense, 
lo que implica una discriminación prohibida por 
el artículo 42 constitucional; que en perjuicio 
del Colegio de Ingenieros y Arquitectos de Gua- 
temala se concede una serie de privilegios a los 
ingenieros de la compañía contratante, como 
son el de poder ejercer su profesión sin estar 
autorizados por la Universidad de San Carlos 
y la de ordenarse al Colegio de Ingenieros y 
Arquitectos aue los registren previo pago de la 


cuota de ingreso de cincuenta quetzales y la. 


mensual de veinte, con lo aue se infringen los 
artículos constitucionales 103 y 105, así como 
el 147 al exonerarse a la combañía contratante 
del pago de impuestos, tasas, contribuciones y 
cuotas de seguridad social presentes y futuras, 
porque esas exoneraciones sólo puede otorgar- 
las el Congreso de la República; que también 
se viola el artículo 116 inciso 11, al aceptarse 
los servicios profesionales de personas extran- 
jeras, habiendo en el país ingenieros con capa- 
cidad suficiente para prestar esos mismos ser- 
vicios, y por último, que se viola el artículo 
168 inciso 11, porque el Organismo Ejecutivo no 
sometió el contrato a la aprobación del Con- 
greso, Se dio trámite al recurso y al emitir el 


" WMV" 
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informe que se pidió, el Presidente de la Re- 
pública rebatió los conceptos de los recurren- 
tes, asegurando que en la celebración del con- 
trato se cumplían las normas constitucionales y 
legales aplicables al caso, Al contestar la vista 
que por veinticinco horas se les dio, los inter- 
ponentes reiteraron sus argumentaciones inicia- 
les, y en auto para mejor resolver se mandó 
pedir al funcionario recurrido copia de los 
Acuerdos y del contrato que son motivo del 
recurso. El Procurador General de la Nación y 
Jefe del Ministerio Público, pidió en definitiva 
que se declarara sin lugar el recurso, porque a 
su juicio en la celebración del contrato de refe- 
rencia se cumplieron los requisitos legales de 
la materia y que el Colegio de Ingenieros y 
Arquitectos de Guatemala, sólo podría pedir 
amparo cuando se le ordenara la inscripción de 
los ingenieros estadounidenses en la forma pre- 
vista en el contrato, 

Como no hay hechos que probar y las partes 
están conformes en qué el asunto se resuelva 
como punto de derecho, procede resolver, 


CONSIDERANDO: 


Según queda relacionado, los recurrentes sos- 
tienen que el Presidente de la República violó 
los artículos 20. y 45 de la Constitución al emi- 
tir el Acuerdo de fecha veintiséis de julio del 
año en curso, porque los Decretos 207 y 269 ya 
citados, no lo facultan para contratar servicios 
de asesoría técnica sino simplemente para la 
contratación de obras materiales (carreteras y 
obras públicas), y que el último de esos Decre- 
tos autoriza exonerar en la licitación pública, 
pero no de la privada. Esta argumentación ca- 
rece de todo fundamento jurídico. porque sería 
interpretar en forma harto restrictiva los pre- 
ceptos del Decreto 207 si se aceptara, como 
pretenden los recurrentes, que se refieren úni- 
camente a la construcción material de carrete- 
ras y obras públicas, pues por las razones dadas 
para fundamentar esa ley, se ve que sus dispo- 
siciones comprenden no sólo la fase material 
puramente de la construcción de una carretera 
u otra obra pública, sino también todo lo con- 
cerniente a los trabajos técnicos de gabinete, 
de supervisión y dirección de las obras. Por otra 
parte, el mismo artículo 20. del Decreto 207 es- 
tatuye aque la construcción y terminación de 
estas obras y caminos, serán objeto de licita- 
ción pública; y al reformarse el artículo 5o, de 
este mismo Decreto por el artículo lo, del 269, 
se consignó que puede dejar de llenarse el re- 
quisito de licitación indicado en el artículo 
20. y se establecen las condiciones que en este 


caso deben cumplirse para la celebración del 
contrato. De modo que, como en el repetido 
artículo 20. se habla sólo de licitación pública 
y no de privada y además se establece la forma 
de celebrarse el contrato cuando se exonera de 
este requisito, no están en lo cierto los recu- 
rrentes al afirmar que los Acuerdos que se im- 
pugnan no están basados en estas leyes. 


CONSIDERANDO: 

NN 

Es indudable que los servicios que se obliga 
a prestar al Gobierno de la República la com- 
pañía “Brown é Root Inc. International Con- 
sultants”, llamados de asesería y supervisión 
de la construcción de las carreteras a que hace 
referencia, son de carácter estrictamente técni- 
co que no pueden llevarse a cabo sino por pro- 
fesionales de la materia y es por eso que en el 
contrato se estipula que la compañía nombrará 
cuatro o cinco ingenieros estadounidenses y se 
conviene que estos profesionales no tienen “que 
registrarse como ingenieros ni calificar para 
trabajar en Guatemala, en lo que respecta a los 
servicios aquí contratados. Sin embargo, los in- 
genieros asignados a Guatemala se inscribirán 
en el Colegio de Ingenieros y Arquitectos de 
Guatemala y pagarán la cuota de registro de 
cincuenta quetzales y una cuota de veinte quet- 
zales por mes”. Se advierte desde luego que 
estas estipulaciones son manifiestamente con- 
trarias a los preceptos constitucionales que nor- 
man el ejercicio de las profesiones universita- 
rias y además interfieren las atribuciones que 
son propias y exclusivas de la Universidad de 
San Carlos porque esta es la única institución 
facultada para autorizar el ejercicio de esas pro- 
fesiones en el país; y el Organismo Ejecutivo 
carece de toda autoridad para disponer la cole- 
giatura de uno o más ingenieros y señalar las 
cuotas que a ese respecto deban pagar. 


CONSIDERANDO: 


Otro de los pactos contenidos en el contrato 
que se examina y que contraviene disposicio- 
nes constitucionales expresas, es el que otorga 
como provilegio al personal de la compañía 
contratante la exoneración de impuestos, tasas 
y cuotas presentes y futuras del seguro social, 
porque el Organismo Ejecutivo no está facul- 
tado en ninguna forma para conceder estas exo- 
neraciones, por ser atribución exclusiva del 
Congreso la derogación parcial o total de las 
leyes, 


Siendo que la colegiación profesional tiene 
por fines la superación moral y material de 
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las profesiones universitarias y el control de su 
ejercicio, resulta evidente que las infracciones 
a los preceptos constitucionales, analizados en 
los párrafos que anteceden, interesan al Colegio 
de Ingenieros y Arquitectos de Guatemala, por 
cuanto en su perjuicio y el de sus colegiados 
se crean privilegios en favor de personas de 
nacionalidad extranjera sin motivo que justifi- 


que la discriminación que constituye el otorga- 


miento de tales privilegios, todo lo cual hace 
imperativo el amparo reclamado. Artículos 79, 
80, 82, 84 y 85 de la Constitución de la Repú- 
blica, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia en concepto 
de Tribunal de Amparo, con fundamento en lo 
considerado, leyes citadas y lo que preceptúan 
los artículos 1o., 30., 9o., 100, y 11 del Decreto 
Legislativo 1539, declara: CON LUGAR el re- 
curso de aque se ha hecho mérito y en conse- 
cuencia deja en suspenso en los aspectos con- 
siderados, los Acuerdos Gubernativos de fecha 
veintiséis de julio y trece de septiembre del año 
en curso, emitidos por el Presidente de la Re- 
pública en Consejo de Ministros. Notifíquese y 
con certificación de lo resuelto, devuélvanse 
los antecedentes. : 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


RECURSO DE AMPLIACION: 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, trece 
de marzo de mil novecientos sesenta y dos, 


Se ve para resolver el recurso de ampliación 
interpuesto por el ingeniero Ricardo Arguedas 
Martínez y compañeros, contra el fallo de fecha 
veintinueve de noviembre del año próximo pa- 
sado proferido por esta Corte, en el recurso de 
amparo que los interponentes en su concepto 
de miembros de la Junta Directiva del Colegio 
de Ingenieros y Arquitectos de Guatemala, plan- 
tearon contra el Presidente de la República; y 


CONSIDERANDO: 


En cuanto se refiere a los puntos segundo y 
sexto del apartado tercero contenidos en el me- 
morial de introducción del recurso de amparo, 
quedaron resueltos según los términos de la 
última fracción del segundo considerando del 


fallo que se impugna al estimarse que el Acuer- 
do Gubernativo que motivó el reclamo perjudi- 
ca a los ingenieros colegiados por cuanto esta- 
blece privilegios en personas de nacionalidad 
extranjera sin motivo que justifique esa discri- 
minación, En lo que respecta al punto séptimo 
del apartado tercero del memorial ya indicado, 
tampoco es procedente la ampliación pedida, 
porque el Congreso de la República autorizó la 
celebración del contrato al emitir el Decreto 
número 1465, en el cual están previstas las ope- 
raciones que implica la obtención del préstamo 
a que se refiere; y por último, la disposición 
legal contenida en el artículo 32 del Decreto 
Legislativo 1539 por su propia naturaleza, no 
requiere declaratoria alguna. Artículos 455 y 
456 del Decreto Legislativo 2009, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en lo considerado, declara: SIN LUGAR 
el recurso de ampliación de que se ha hecho 
mérito, Notifíquese. 


Morales Dardón.—Aguilar Fuentes.—Reyes.— 
Juárez y Aragón.—Argueta S.—M. Alvarez Lo- 
bos. 


AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Carlos Alfredo 
Escobar Armas, contra el Tribunal Electoral. 
(Elecciones del Petén). 


Se ve para resolver el recurso de amparo in- 
terpuesto por el licenciado Carlos Alfredo Es- 
cobar Armas contra las resoluciones de fechas 
tres y cinco de febrero próximo pasado, median- 
te las cuales el Tribunal Electoral declaró sin 
lugar la acción de nulidad y la reconsideración 
que se interpusieron contra la adjudicación que 
hizo de los cargos de diputados por el departa- 
mento del Petén, vigésimo primer distrito elec- 
toral, correspondiente a las elecciones llevadas 
a cabo el tres de diciembre de mil novecientos 
sesenta y uno, 


Expone el recurrente que el Tribunal Electo- 
ral adjudicó los cargos indicados a Luis Alfon- 
so López y Francisco Pascual Ruiz Ozaeta, ar- 
gumentando que obtuvieron mayor número de 


a 
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votos válidos, debido a que haciendo una inter- 
pretación anti-técnica del artículo 58 de la Ley 
Electoral, computó los votos a favor de las per- 
sonas que figuraban como candidatos y no de 
los partidos políticos o entidades aque los postu- 
laron y por ello hizo caso omiso de la regla es- 
tablecida en el artículo 72 de la propia ley, 
aduciendo que esta norma sólo tiene aplicación 
cuando hayan competido entidades pero no co- 
mo cuando en este caso compitieron candidatos 
con un partido. Que con esta arbitraria inter- 
pretación del artículo 58 citado, se violó el ar- 
tículo 31 de la Constitución de la República, 
porque la Ley Electoral establece los sistemas 
de elección que reconoce consistentes en mayo- 
ría absoluta de votos, mayoría relativa y repre- 
sentación minoritaria, estableciendo que cuando 
se trate de dos vacantes y la diferencia de vo- 
tos fuere menor del veinte por ciento, se adju- 
dicarían los cargos por su orden a las dos enti- 
dades que los hubieren obtenido. Que el repe- 
tido artículo 58 establece en su primera parte la 
forma en que ha de emitirse el voto y que el 
sugrafante no puede hacer cambios o modifi- 
caciones en las planillas, y al adicionársele un 
segundo párrafo quedó reformado en el sentido 
de que “si hay más de dos partidos que nomi- 


nen a una misma persona para un mismo car- . 


go, se suman los votos a favor de esta persona, 
esta situación debe estimarse como una excep- 
ción a la regla general establecida por el primer 
párrafo de tal artículo, o sea que aun cuando el 
sufragante vote por una sola planilla, si en ésta 
se repite la postulación, para un mismo cargo, 
de una persona que simultáneamente aparece 
en otra u otras planillas este voto se computará 
para su partido como en la regla general, salvo 
en lo que respecta a la persona repetida, para 
lo cual acumularán los votos de todos los 
grupos que la postularon para el mismo cargo. 
Esto pretende evitar que se minimice la volun- 
tad manifiesta de la mayoría de sufragantes, 
situación que fue resuelta a través de esta mo- 
dificación contenida en el párrafo segundo del 
artículo 58”. Continúa el recurrente haciendo 
otras consideraciones acerca de la aplicación que 
de la ley hizo el Tribunal Electoral, tratando 
de demostrar que con ello violó la garantía 
constitucional que asegura la representación de 
las minorías numéricamente estimables. Se tra- 
mitó el recurso y el Tribunal Electoral envió los 
antecedentes. Francisco Pascual Ruiz Ozaeta 
compareció manifestando que el amparo recla- 
mado es a todas luces improcedente porque se 
interpuso contra una resolución que declaró sin 
lugar un recurso de reconsideración y que el 
interponente en sus mismas alegaciones recono- 
ce que fue bien aplicado el artículo 58 de la 


Ley Electoral. El Ministerio Público no contes- 
tó la audiencia que se le corrió y al hacerlo el 
interesado, pidió que .el recurso se resolviera 
de plano, sin recibirlo a prueba. 


CONSIDERANDO: 


Como una garantía de respeto a la voluntad 
popular, en cuanto a sufragio se refiere, esta- 
tuye la Constitución de la República que las 
minorías numéricamente estimables gozarán de 
representación en los cuerpos colegiados que se 
integran por elección. Desarrollando este prin- 
cipio la Ley Electoral instituye tres sistemas 
de elección o sean el de mayoría absoluta de 
votos, de mayoría relativa y el de representa- 
ción minoritaria, Es cierto que la forma en que 
está redactada la segunda fracción del artículo 
58 del Decreto 1069 del Congreso, puede indu- 
cir a creer que establece un cuarto sistema elec- 
toral, pero si se atiende al contenido de la pri- 
mera parte de este mismo artículo en cuanto 
a que el voto debe emitirlo el sufragante por 
planilla sin que pueda introducir cambios o 
modificaciones de ninguna especie en la misma 
y que la Ley Electoral, según ya se dijo, ex- 
presamente reconoce o estatuye sólo tres siste- 
mas antes indicados, tiene que concluirse que es 
jurídicamente imposible aplicar la fracción se- 
gunda del artículo 58 citado, en la forma que 
lo hizo el Tribunal Electoral en el presente ca- 
so sin violar el precepto constitucional relacio- 
nado al principio y las disposiciones específicas 
de la ley referente a los sistemas electorales 
adoptados y concretamente lo que determina 
en su artículo 72 para el caso de que fueren 
dos las vacantes a llenar. De esa suerte, aun 
cuando la intención del legislador hubiera sido 
la de adoptar el método arbitrario del voto acu- 
mulativo, esta disposición carecería de validez 
y por lo mismo sería inaplicable, de acuerdo 
con lo que dispone el artículo 73 de la Consti- 
tución de la República porque tergiversaría el 
principio antes citado de representación de las 
minorías numéricamente estimables lo que re- 
sulta más ostensible en el caso de estudio por 
cuanto que la diferencia en el número de votos 
obtenidos por las tres entidades políticas que 
postularon a las mismas personas, con los que 
obtuvo el Partido “Democracia Cristiana Gua- 
temalteca”, es mucho menor del veinte por cien- 
to. En consecuencia, la procedencia del ampa- 
ro reclamado es manifiesta y así debe decla- 
rarse. Artículos 29, 31, 35, 72, 73, 80, 82, 84, 
85 de la Constitución de la República, 69, 71, 72, 
73 y 81 de la Ley Electoral, 
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POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia en concepto de 
Tribunal de Amparo, con fundamento en lo 
considerado, leyes citadas y lo que preceptúan 


los artículos lo., 3o., 9o., 100, y 11 del Decreto 


Legislativo 1539, declara: CON LUGAR el pre- 
sente recurso a efecto de que el Tribunal Elec- 
toral proceda de conformidad con lo conside- 
rado y lo que estatuye el artículo 72 del De- 
creto 1069 del Congreso, en la adjudicación de 
los cargos para Diputados correspondientes a 
las elecciones llevadas a cabo en el Vigésimo 
Primer Distrito Electoral (departamento del 
Petén). Notifíquese y con certificación de lo 
resuelto, devuélvanse los antecedentes. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F, Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Pompeyo Castillo 
Contoux como apoderado de la Compañía 
“Breaux Bridge Oil Refining Company Inc.”, 
contra el Presidente de la República. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, quin- 
ce de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ve para resolver el recurso de amparo in- 
terpuesto por el licenciado Pompeyo Castillo 
Contoux, como apoderado de la Compañía 
“Breaux Bridge Oil Refining Company Inc.”, 
contra el Presidente de la República, por los 
motivos siguientes: 


Afirma el recurrente que la Compañía que 
representa es titular del derecho petrolero de 
transformación número uno, debidamente ins- 
crito en el registro respectivo, que la faculta 
para establecer y operar instalaciones para re- 
finar petróleo, elaborar productos del mismo y 
llevar a cabo las obras necesarias para ese obje- 
to, durante el término de cuarenta años; que 
inició la construcción de esas obras el veinti- 
séis de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y nueve, quedando terminadas en el mes de 
enero de mil novecientos sesenta y uno; que 
el año próximo pasado trató de instalar una 
tubería para descarga de petróleo crudo por 
Puerto Barrios, según estaba contemplado en 
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los planos originales debidamente aprobados 
por las autoridades competentes, pero esta obra 
se mandó suspender por el Gobernador depar- 
tamental de Izabal obedeciendo órdenes supe- 
riores, Continúa manifestando el recurrente que 
el veintiuno de enero de mil novecientos sesen- 
ta y uno, los personeros de la Compañía tuvie- 
ron una reunión con el Presidente de la Repú- 
blica. quien les manifestó que la tubería indi- 
cada debería instalarse con dirección al Puerto 
Matías de Gálvez; que la Compañía aceptó es- 
te cambio en la construcción del oleoducto y el 
Presidente de la República ofreció proporcio- 
narles para ese objeto toda clase de facilidades 
dando instrucciones en ese mismo momento al 
Director General de Puertos para que se pre- 
parara el plano respectivo. Que posteriormente 
se obtuvo del Congreso de la República la emi- 
sión de un Decreto estableciendo el pago de 
cierta suma al Fisco por barril de petróleo cru- 
do que ingresara por el citado Puerto Matías 
de Gálvez. Que la Compañía ha invertido en 
sus construcciones, más de cinco millones de 
quetzales y por ello le causa grave daño el 
retraso que ha sufrido en la iniciación de sus 
operaciones, pues sólo en el pago de sueldos a 
su personal y gastos de mantenimiento, ha te- 
nido una inversión que asciende a más de cua- 
trocientos mil quetzales en diez meses. Que el 
veinte de diciembre de mil novecientos sesenta 
y uno, el Presidente de la República, sin estar 
facultado para ello y lesionando gravemente 
los legítimos derechos de la Compañía que re- 
presenta, mandó suspender la construcción de 
la tubería indicada, careciendo dicho funciona- 
rio de jurisdicción o competencia para ese efec- 
to porque sólo las autoridades a que se refie- 
ren los artículos 161, 162, 163 y 164 del Código 
de Petróleo, la tienen en esta materia. Citó los 
fundamentos de derecho en que basa el recurso, 
las garantías constitucionales violadas y termi- 
nó pidiendo que previos los términos legales se 
le amparara declarando que la disposición del 
Presidente de la República de que se ha hecho 
mérito, no obliga a la Compañía que represen- 
ta por contravenir y restringir derechos garan- 
tizados por la Constitución; también pidió se 
acordara el amparo provisional a lo cual se ac- 
cedió oportunamente. El Presidente de la Re- 
pública al emitir el informe que se le pidió ex- 
puso: que había ordenado la suspensión de los 
trabajos que estaba efectuando la “Breaux 
Bridge Oil Refining Company” en el área del 
Puerto Matías de Gálvez. “por motivo de que 
se estaban efectuando en la zona marítimo-te- 
rrestre y en la adyacente a la misma, localiza- 
da en el área de dicho puerto y que de confor- 
midad con la Constitución de la República son 
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de reserva de la Nación para usos públicos, y 
además se tenía conocimiento que se estaban 
afectando tanto tierras del derecho de vía de la 
carretera nacional al Atlántico, como tierras 
bajo posesión de particulares”; aue la Compa- 
ñia no había obtenido autorización para llevar 
a cabo trabajos sobre determinadas parcelas y 
el derecho de vía y aue uno de los poseedores 
de tierras en ese sector, había iniciado un in- 
terdicto de obra nueva y amparo de posesión 
contra la Compañía, en el Juzgado de Primera 
Instancia de Izabal; que con anterioridad han 
existido serias irregularidades en el ejercicio 
del derecho petrolero de que es titular la 
“Beaux Bridge” y por eso el Ejecutivo se man- 
tiene atento a los actos y operaciones de esa 
Empresa, para prevenir o hacer suspender los 
que no se ajustan a la ley; que en el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo deben existir 
recursos interpuestos para que se declare la 
nulidad del derecho petrolero concedido a la 
citada Compañía, por cuyo motivo se indicó a 
las autoridades del Puerto Matías de Gálvez 
que la orden de suspensión de los trabajos del 
oleoducto, tendría vigencia en tanto se resuelve 
la nulidad promovida. Durante la dilación pro- 
batoria se recibieron por parte del recurrente 
las siguientes pruebas: a) certificación de la 
resolución de fecha nueve de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, mediante la cual 
el Ministerio de Economía otorgó a la “Breaux 
Bridge Oil Refining Compeny” el derecho pe- 
trolero de transformación número uno; b) fo- 
tocopia legalizada del título correspondiente al 
derecho petrolero indicado; c) certificación del 
aviso dado por la Compañía a la Dirección Ge- 
neral de Minería e Hidrocarburos de haber ini- 
ciado sus trabajos de construcción el veinti- 
séis de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y nueve; d) acta notarial en la que se transcri- 
be el informe rendido por el Director de Mine- 
ría e Hidrocarburos al Ministro de Economía 
respecto a la aprobación de los planos para la 
construcción del oleoducto de que se trata; e) 
en la misma forma está transcrita la resolución 
que dictó el Ministerio de Economía el veinte 
de abril de mil novecientos sesenta, en la que 
indica que en el expediente respectivo seguido 
por la Compañía para obtener el derecho pe- 
trolero de transformación, se llenaron todas las 
formalidades legales; f) fotocopia del oficio del 
Gobernador de Izabal, fechado el once de enero 
de mil novecientos sesenta y uno, ordenando a 
la Compañía la suspensión de los trabajos de 
construcción del oleoducto en dirección a Puer- 
to Barrios; g) acta notarial transcribiendo el 
oficio del Ministerio de Economía dirigido al 
Director de Minería e Hidrocarburos, para que 


aprobara los planos aue la Compañía había pre- 
sentado para la instalación del oleoducto por el 
Puerto Matías de Gálvez; h) proyecto de ley 
que presentó el Ejecutivo al Congreso creando 
una tarifa pára el desembarque de petróleo 
crudo por el Puerto Matías de Gálvez; 1) ejem- 
plar del Diario Oficial correspondiente al cua- 
tro de noviembre del año pasado, en el que se 
publicó la ley a que se refiere el proyecto rela- 
cionado en el punto anterior; j) fotocopia de la 
resolución de fecha diecisiete de noviembre de 
mil novecientos sesenta y uno, mediante la cual 
la Dirección General de Minería e Hidrocarbu- 
ros aprobó los planos para la instalación de la 
tubería por el Puerto Matías de Gálvez. Estos 
planos fueron preparados por la Sección de 
Urbanismo de la Dirección General de Puer- 
tos, con autorización del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público; k) transcripción de la orden 
presidencial que motivó el recurso; 1) acta no- 
tarial, en la que se transcribe el informe ren- 
dido por el Director General de Minería e Hi- 
drocarburos al Ministro de Economía, indican- 
do haberse aprobado los planos para la cons- 
trucción del oleoducto en cuestión, de confor- 
midad con el Código de Petróleo; m) certifica- 
ción contable haciendo constar las erogaciones 
de la Compañía recurrente en el mes de diciem- 
bre de mil novecientos sesenta y uno por per- 
sonal y mantenimiento; y n) el informe que - 
rindió el Presidente de la República al trami- 
tarse el recurso. El Ministerio Público presentó 
como pruebas de su parte, oficios de los Mi- 
nisterios de Agricultura, Comunicaciones y 
Obras Públicas y de la Defensa Nacional, indi- 
cando que la “Breaux Bridge Oil Refining Inc.” 
no ha obtenido en esos Despachos ninguna auto- 
rización para llevar a cabo los trabajos que 
ejecuta en la carretera que conduce del Puer- 
to Matías de Gálvez al de Barrios. 


Tanto el recurrente como el Ministerio Pú- 
blico, al hacer uso de la vista que se les conce- 
dió, alegaron lo que creyeron pertinente y con- 
cluido el trámite. procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


En autos han quedado plenamente probados 
los siguientes hechos: a) que la “Breaux Bridge 
Oil Refining Company Inc.” es titular del de- 
recho petrolero de transformación número uno; 
b) que inició sus trabajos de construcción de 
la refinería el veintiséis de. diciembre de mil 
novecientos cincuenta y nueve, quedando ter- 
minados en enero de mil novecientos sesenta y 
uno; Cc) que el derecho otorgado a la citada 
Compañía debía ejercitarse, según su título, 


) YE 
“dentro del área que se encuentra en jurisdic- 
ción del municipio de Puerto Barrios del de- 
partamento de Izabal, en el ángulo norte for- 
mado por la carretera al Atlántico y el desvío 
de la via férrea oue construyen los Ferrocarri- 
les Internacionales de Centro América para 
conectar con Santo Tomás y a una distancia 
aproximada de cinco kilómetros tanto del Puer- 
to de Barrios como del de Santo Tomás, a qui- 
nientos metros del punto de donde parte el des- 
vío de la carretera a Santo Tomás”; d) aue la 
- Compañía recurrente conforme les blanos apro- 
bados debía construir un oleoducto en dirección 
a Puerto Barrios, pero por indicación del Pre- 
pu sidente de la República se cambió este proyecto 
] conviniéndose en que el citado oleoducto se 
- construiría hacia el puerto Matías de Gálvez; 
e) que llenados los trámites correspondientes 
la Dirección General de Minería e Hidrocarbu- 
a ros dio su aprobación al nuevo plans para que 
4 se construyera el oleoducto de referencia en 
Ts dirección a Matías de Gálvez; f) aue el dieci- 
nueve de diciembre de mil novecientos sesenta 
: y uno, la Dirección General de Caminos conce- 
pe -dió la autorización respectiva a la Compañía en 
*d mención “para que pueda emprender el traba- 
jo de instalación de tubería a lo largo de la 
carretera al Atlántico, dentro del derecho de 
vía, en jurisdicción de Matías de Gálvez; y 8) 
E que el Presidente de la República ordenó la 
ad —suspensión de los trabajos que efectuaba la 
te - Compañía indicada vara instalar un oleoducto. 
: El Jefe del Ejecutivo, en el informe que rin- 
dio a esta Corte, indica ser verdad que el die- 
cinueve de diciembre del año próximo pasado 
ordenó la suspensión de los trabajos que lleva- 
ba a cabo la Compañía para instalar su oleo- 
ducto porque esos trabajos “se estaban efec- 
tuando en la zona maritimo-terrestre y en la 
adyacente a la misma, localizada en el área de 
dicho Puerto y que de conformidad con la Cons- 
titución de la República son de reserva de la 
Nación para usos públicos. y además se tenía 
conocimiento que se estaban afectando tanta 
tierras del derecho de vía de la carretera na- 
cional al Atlántico, como tierras bajo posesión 
de particulares”. : 


Planteada así la controversia, debe estimar- 
se: que el Código de Petróleo establece clara y 
detalladamente cuáles son los reauisitos que de- 

- ben cumplirse para obtener lo que denomina 
un derecho petrolero y aue el de transforma- 
ción lleva consigo el manejo de instalaciones 
“auxiliares para la propia transformación y el 
transporte, dentro del terreno o entre las obras 
que comprende el derecho conferido; estatuye 
también la forma de resolverse los conflictos 
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entre titulares de derechos petroleros y entre 
éstos y los particulares propietarios de terrenos 
que puedan resultar afectados; asimismo deter- 
mina cuándo procede y qué autoridades pue- 
den declarar la insubsistencia, extensión, cadu- 
cidad y nulidad de un derecho petrolero, De 
manera que, con vista de los hechos probados 
y las prescripciones legales indicadas. se con- 


“cluye que el Presidente de la República al dic- 


tar la orden aue motivó el presente recurso, sin 
ningún procedimiento previo, infringió el pre- 
cepio constitucional que estatuye que ningún 
Organismo del Estado ni funcionario público 
tiene más facultades o autoridad que las que 
expresamente les confiere la ley, sin que tengan 
validez alguna laz razones en que dice haberse 
basado, porque en cuanto se refiere a la zona 
marítimo-terrestre de las costas. la Constitu- 
ción de la República prohibe su apropiamiento 
o posesión para quienes no fueren guatemalte- 
ecos pero en el caso de examen no se trata de 
enajenar terrenos en esa zona a la Compañia 
recurrente ni de darle posesión a'guna de los 
mismos; además, esta situación debió haberse 
contemplado al otorgársele el derecho de que 
es titular, pero de todas maneras, de existir es- 
ta razón, podría dar lugar a la insubsistencia o 
nulidad del derecho, cue tendría cue declarar- 
se por las autoridades y en la forma que deter- 
mina el Código respectivo. Es cierto que sólo 
con la previa autorización del Ministerio corres- 
pondiente pueden llevarse a cabo operaciones 
petroleras, a menos de sesenta metros de dis- 
tancia de cualquier vía pública, pero también 
lo es que el recurrente probó haber obtenido 
de la Dirección General de Caminos, depen- 
dencia del Ministerio de Comunicaciones y 
Obras Públicas, la licencia respectiva para efec- 
tuar sus trabajos dentro del derecho de vía en 
la jurisdicción de Matías de Gálvez, de confor- 
midad con lo que al respecto determina el ar- 
tículo 25 del Acuerdo Gubernativo de fecha 
cinco de junio de mil novecientos cuarenta y 
dos, específicamente emitido para reglamentar 
lo concerniente a este derecho y por esa razón 
con validez jurídica para el caso, Por último, 
en lo que respecta a los derechos que pudieran 
resultar afectados en la propiedad privada. tan- 
to el Código de Petróleo como el Civil determi- 
nan los procedimientos a seguir para resolver 
esos conflictos y garantizar tales derechos, Es 
necesario agregar, aue como ya se dijo, al otor- 
garse un derecho petrolero y aprobarse los pla- 
nos respectivos para las construcciones necesa- 
rias err casos como el aque motiva este amparo, 
las autoridades respectivas deben contemplar 
todas las circunstancias que favorecen la soli- 
citud y las que pudieran oponerse a ella, es 
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decir, que cuando se otorgó el derecho de que 
es titular la “Breaux Bridge Oil Refining Com- 
pany Inc.”, se tuvo en cuenta que la refinería 
se instalará en la zona marítimo-terrestre y que 
indispensablemente por uno u otro puerto, te- 
nía que construir el oleoducto necesario para 
conducir el petróleo crudo de las embarcacio- 
nes a la refinería. Resulta incuestionable en 
consecuencia, que el funcionario recurrido al no 
acatar los procedimientos estatuidos para el 
caso en el Código de Petróleo, vició el precepto 
constitucional ya indicado y los demás que 
hacen referencia a la libertad de industria, el 
derecho de propiedad y a la defensa mediante 
el debido procedimiento, lo aque justifica el am- 
paro reclamado. de conformidad con lo que de- 
terminan los artículos 45. 68, 79, 80, 84, 85, 
124 y 130 de la Constitución de la República. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia en concepto 
de Tribunal de Amparo, con fundamento en lo 
considerado,, leyes citadas y lo que preceptúan 
los artículos lo., 3o., 9o., 100, y 11 del Decreto 
Legislativo 1539. declara: CON LUGAR el pre- 
sente recurso, dejando sin efecto la orden pre- 
sidencial que lo motivó. Notifíquese. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F, Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Tomás Solís Velásquez, contra 
el Presidente de la República, Ministro de 
Gobernación, Director General de la Policía 
Nacional, jefe del Departamento Judicial, jefe 
del Departamento de Investigaciones Especia- 
les, jefe de la Guardia de Hacienda y Direc- 
tor de la Guardia Nacional. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, quin- 
ce de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ticne a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por el señor Tomás So- 
lis Velásquez, contra el Presidente de la Repú- 
blica, el Ministro de Gobernación, el Director 
General de la Policía Nacional, jefe del Depar- 
tamento Judicial, jefe del Departamento de In- 
vestigaciones Especiales, jefe de la Guardia de 
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Hacienda y Director de la Guardia Nacional, 
por los siguientes hechos: el veinticinco de ene- 
ro del año en curso — Indica el recurrente—, 
fue capturado por elementos de la Guardia Ju- 
dicial en su casa de habitación sita en Villa 
Canales, con violencia y sin orden de autoridad 
competente; el veintisiete del mismo mes, a la 
medianoche, en un vehículo de la Guardia Ju- 
dicial, se le condujo a la República de El Sal- 
vador, siendo por lo tanto expatriado; en la 
República de El Salvador fue abandonado por 
dichos elementos, sin ningún dinero, pero con 
ayuda de personas generosas pudo ingresar nue- 
vamente a esta República de la que es nacio- 
nal; que fue violada la garantía constitucional 
contenida en el artículo 47 y 40. Tramitado el 
recurso, informó el Presidente de la República 
que desconoce los hechos en los que se funda- 
menta el recurrente, siendo ajeno a los mismos, 
por lo que no acompaña antecedente alguno; el 
Ministro de Gobernación, transcribe noticia del 
Director de la Policía Nacional y jefe del De- 
partamento Judicial, indicando que Solís Ve- 
lásquez fue detenido el veinticinco de enero 
próximo pasado en virtud del artículo 4o. del 
Decreto Legislativo 22 y posteriormente, puesto 
en libertad conforme a la misma ley, haciendo 
la salvedad de que no ha sido extrañado. y en 
lo que concierne a su despacho, no ha dictado 
ninguna orden que contravenga el artículo 47 
de la Constitución de la República. Concluida 
la vista el recurrente y el Ministerio Público, 
aquel pidió que se dicte auto para mejor fallar, 
a efecto de adjuntar una certificación que tiene 
solicitada de las diligencias del recurso de ex- 
hibición personal presentado en su favor ante 
la Sala Cuarta de la Corte de Apelaciones; por 
su parte el Ministerio Público alegó que el re- 
currente no presentó durante el término pro- 
batorio, ninguna prueba de los hechos relatados, 
concluyendo en aue se declare sin lugar, 


CONSIDERANDO: 


Que el amvaro tiene como función esencial el 
mantenimiento de las garantías individuales y 
la invulnerabilidad de los preceptos de la Cons- 
titución, pero para que este pueda tener efica- 
cia. es necesario demostrar en forma legal, la 
existencia de algún acto o resolución de la auto- 
ridad que contravenga o restrinja los derechos 
y garantías que la Constitución establece, y si 
bien en este caso se denuncia que el presen- 
tado fue sacado del país con destino a la fron- 
tera de la República de El Salvador el veinti- 
siete de enero del presente año, de cuyo país 
volvió a esta ciudad, no rindió ninguna prueba 
acerca de tales hechos, y como tampoco concre- 
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ta y menos acredita algún hecho posterior que 
sea atentatorio en contra de su persona que sig- 
nifique vulneración de garantía constitucional 
alguna para justificar la interposición del pre- 


- sente recurso, la improcedencia del mismo es 


evidente y así debe declararse. Artículos 79 y 
- 80 de la Constitución, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos 80., 
10, 29 del Decreto Legislativo 1539; 222, 223 y 
224 del Decreto Gubernativo 1862, declara SIN 
LUGAR el recurso a que se ha referido. No- 
tifíquese y transcríbase a quien corresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos. 


AMPARO 


_Interpuesto por Lisy Madrazo Revuelta de 
Sandoval, contra el Presidente de la Repúbli- 
ca, Ministros de la Defensa y de Gobernación 
y directores de las policías. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, quin- 
ce de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Lisy Madrazo Re- 
vuelta de Sandoval, contra el Presidente de la 
República, los Ministros de la Defensa y de Go- 
bernación, así como contra los directores de las 
diferentes policías aue operan en el país, por 
los siguientes hechos: I, el veinticinco de enero 
del año en curso, a las tres horas, sin mediar 
razón alguna, su esposo licenciado Mario San- 
doval Alarcón fue capturado y sacado de su 
domicilio por las autoridades policíacas; al día 
siguiente fue exhibido ante la Sala Cuarta de la 
Corte de Apelaciones por gestiones, de la recu- 
rrente, habiéndosele denegado la libertad por 
estar en vigencia la Ley de Orden Público, Il, 
el día veintisiete del mismo mes, por la noche, 
fue expatriado su esposo a la República de El 
Salvador, con lujo de fuerza, violando así el 

artículo 47 de la Constitución. III, la expatria- 
ción de su esposo, así como la de otros ciudada- 
nos, fue divulgado por la prensa y radio, ha- 
biéndose otorgado por tal motivo, amparo pro- 
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visional por la Corte Suprema a los licenciados 
Mario Méndez Montenegro y César Augusto To- 
ledo Peñate. Al darse trámite al recurso se le 
concedió el amparo provisional, para que se 
mantuviera al licenciado Mario Sandoval Alar- 
cón en el goce de los derechos que la Constitu- 
ción le otorga, y en retorno informaron: El Pre- 
sidente de la República, que desconoce los he- 
chos relativos a que haya sido extrañado del 
país el licenciado Sandoval Alarcón y que no 
existen antecedentes; el Ministro de la Defensa 
Nacional, que también desconoce todo lo rela- 
cionado con el indicado licenciado y tampoco 
se ha ordenado que se le extrañe del país; el 
Ministro de Gobernación, que ni ese despacho 
ni el Director de la Policía Nacional, según le 
informó este último, no han dictado ninguna 
orden que contravenga el artículo 47 de la 
Constitución, puesto que el licenciado Sandoval 
Alarcón fue detenido el veinticinco de enero 
del año en curso y puesto en libertad posterior- 
mente, en virtud del artículo 4o. del Decreto 
Legislativo número 22. Abierto a prueba, la re- 
currente pidió que se tuviera como prueba en 
su favor el informe del Ministro de Goberna- 
ción; el informe que se pidió al Director Gene- 
ral de la Policía Nacional, acerca de que el 
licenciado Mario Sandoval Alarcón fue detenido 
el día veinticinco de enero próximo pasado, de 
acuerdo con el artículo 4o. del Decreto número 
22 de la Constituyente, y puesto en libertad el 
27 del mismo mes, siempre de acuerdo con la 
misma ley, por lo que no hubo orden de Juez 
para esa medida; y los ejemplares de los perió- 
dicos “Impacto”, “Prensa Libre” y “El Impar- 
cial” de fecha veintinueve y treinta de enero 
del año en curso, Concluida la vista al recurren- 
te y el Ministerio Público, éste manifestó que 
la recurrente no ha probado sus afirmaciones, 
por lo que se debe declarar sin lugar; y estando 
concluidos los trámites es el caso de resolver. 


CONSIDERANDO: 


Siendo que el recurso de amparo tiene como 
función esencial el mantenimiento de las garan- 
tías individuales y la invulnerabilidad de los 
preceptos de la Constitución, para su proceden- 
cia es necesario acreditar en debida forma la 
existencia de algún acto o resolución de la auto- 
ridad que contravenga o restrinja los derechos 
y garantías que la Constitución establece, y si 
bien en este caso se denuncia que el ofendido 
fue sacado del país con destino a la frontera 
de la República de El Salvador el veintisiete 
de enero del año en curso, no rindió ninguna 
prueba acerca de tales hechos, porque las pu- 
blicaciones acompañadas no tienen ningún ca- 
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rácter probatorio, y no habiéndose justificado 
la vulneración de garantia constitucional algu- 
na, la improcedencia del presente recurso es 
evidente y asi debe declararse. Articulo 79 y 
S0 de la Constitución. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos 80., 
10, 29 del Decreto Legislativo 1539; 222, 223 y 
224 Decreto Gubernativo 1862, declara: SIN 
LUGAR el recurso de que se ha hecho mérito. 
Notifiquese y transcribase a aquien corresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Rafael Rodríguez 
Cerna como apoderado del licenciado César 
Augusto Toledo Peñate, contra el Presidente 
de la República, Ministros de Gobernación y 
de la Defensa Nacional, Director de la Poli- 
cia Nacional y jefe de la Guardia Judicial. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, quin- 
ce de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso de 
amparo interpuesto por el licenciado Rafael Ro- 
driguez Cerna como apoderado del licenciado 
César Augusto Toledo Peñate, contra el Presi- 
dente de la República, Ministros de Goberna- 
ción y de la Defensa Nacional, Director de la 
Policia Nacional y jefe de la Guardia Judicial. 
El recurrente expone que: con fecha veinticin- 
co de enero del año en curso, el licenciado To- 
ledo Peñate fue apresado y conducido a las de- 
tenciones del primer cuerpo de la Policia Nacio- 
nal, en donde fue exhibido el día siguiente por 
recurso presentado en ese sentido. El veintio- 
cho del mismo mes, a las diecisiete horas se 
constituyó el Juez Séptimo de Paz del Ramo 
Penal, en unión del recurrente para constatar 
si todavía se encontraban detenidos los licen- 
ciados Mario Méndez Montenegro, Mario Sando- 
val Alarcón, Manuel Colom Argueta y César 
Augusto Toledo Peñate, habiendo indicado el 
jefe de dicho cuartel, que únicamente se en- 
contraba en las detenciones el licenciado Toledo 


.) 


Peñate, pues los otros habían salido libres, EN 
en la noche del propio día fue sacado su man- 
dante licenciado Toledo Peñate, porque el vein-... 

tinueve de enero del año en curso, en horas ; 
la mañana que solicitó verlo, le manifes : 
que la noche anterior había. sido dado libri 
Que estos hechos constituyen una clara viol: 
ción de la garantía constitucional que ope 
el artículo 47 de nuestra ley fundamental, por 
parte de los funcionarios contra quienes va .en- 
derezado el presente recurso de amparo. es 


he 


Al darle trámite al recurso, se concedió el >. y 
amparo provisional solicitado, para que se man-= 
tenga al recurrente en el goce de los dere bos: 
que la Constitución le otorga; se pidieron lc : 
informes y antecedentes correspondientes, in 
dicando el Presidente de la República que des 
conoce los hechos relacionados a que el A 
ciado Toledo Peñate haya sido extrañado del 
pas; el Ministro de la Defensa, que no ha dadc A 
ninguna orden para que se extrañe del país al 
indicado profesional, ni tiene información ofi- 
cial del asunto; el Ministro de Gobernación cs ) 
dicó que el Director de la Policía Nacional le 
hace constar que el licenciado Toledo Peñate — 
fue detenido el veinticinco de enero y posterior- a 
mente puesto en libertad, en virtud del artículo - E 
4. del Decreto Legislativo 22, y que no ha sido 
exirañado del país por los agentes a su mando, 7 
y en lo que concierne a su despacho no ha dic- 
tado ninguna orden que contravenga el articu- 
lo 47 de la Constitución de la República, Se 
abrió a prueba, término durante el que no se as 
rindió ninguna. Durante la vista al recurrente y 
al Ministerio Público, aquél pidió se dictara 
auto para mejor fallar, con el objeto de que sea <= 
el Tribunal de Aimparo el que recabe informe 
del Ministerio de Gobernación, relativo a veri- 
ficar si el Licenciado César Augusto Toledo Pe- 
nate, salió por la vía legal ya sea par aire, mar 
o tierra en los lugares correspondientes. - HN 


CONSIDERANDO: 

Que el recurso de amparo tiene como fun-- 
ción esencial el mantenimiento de las garantias - 
individuales y la invulnerabilidad de los pre- 
ceptos de la Constitución, pero para su proce- 
dencia es necesario que el interesado acredite 
en debida forma, la existencia de algún acto o 
reso:ución de la autoridad aue contravenga O - 
restrinja los derechos y garantias que la Cons- 
titución establece, y si bien en este caso se de- 
nuncia que el ofendido fue privado del goce de 
la garantía que contiene el artículo 47 de la 
Constitución, ninguna prueba rindió para €s- 
tablecer su afirmación, y no habiéndose justi- 
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k urso es ridente y asi debe ra Ar- 
tículos 79 y 80 de la Constitución. 


POR TANTO: 


“Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
d con lo considerado, y con los artículos 8o., 
10 29 del Decreto Legislativo 1539; 222, 223 y 
224 a Decreto Gubernativo 1862, declara: SIN 

AR el recurso de mérito. Notifíquese y 
53 'ans peso a quien corresponde. 


HL Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
Si eta S.—M. Alvarez Lobos, 


E Díaz, contra la Sala Primera de Tra- 

— bajo y Previsión Social. 

Cor arte Suprema de Justicia: Guatemala, die- 
de marzo de mil novecientos sesenta 

y dos. 

a. 


y 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
amparo interpuesto por el licenciado José 
nigno de León Díaz, en concepto de apode- 
rado de “Industria Licorera Guatemalteca S. 
-- Es contra la Sala Primera de la Corte de 
aciones de Trabajo y Previsión Social; y 


CONSIDERANDO: 


fecto la sentencia dictada por la Sala 

mel a de Trabajo y Previsión Social, dictada 
en el _juicio laboral que Juan Manuel Orella- 
“na. Morales y Manuel de Jesús Cardona Mora- 
iguieron contra la “Industria Licorera 
omalteca S. A.” ante el Juzgado Tercero 
bajo y Previsión Social de la Primera 
Económica, la cual fue desfavorable a la 
- demandada; y si bien el amparo tiene 
función esencial el mantenimiento de las 
atías individuales y la invulnerabilidad de 

eceptos de la Constitución, es necesario 


que esta misma prescribe que es im- 
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procedente este recurso en los asuntos de orden 
judicial o administrativo, que se ventilen con- 
forme sus leyes y procedimientos, así también 
el inciso a) del artículo 27 del Decreto Legis- 
tivo 1539, determina esa misma improcedencia 
en los asuntos judiciales con respecto a las 
partes que hubieren intervenido en ellos, pre- 
cisamente para no crear una tercera instancia 
que prohibe la Carta Fundamental. De consi- 
guiente por dichas razones es manifiesta la 
ineficacia del amparo en este asunto, siendo el 
caso de resolverlo sin más trámite. Artículos 
79, S0, 201 de la Constitución. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y los artículos 8, 9, 10, 
29, 37, del Decreto Legislativo 1539; 222 y 
224 del Decreto Legislativo 1862, declara: im- 
procedente el recurso de amparo de que se 
hizo mérito. Notifiquese y archivense estas di- 
ligencias. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—Alberto Argueta S.—R. San- 
doval C.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Roberto Ortiz y 
Ortiz, con fecha seis de febrero del ano en 
curso, contra el Presidente de la República, 
ministros de la Defensa y Gobernación, di- 
rectores generales de la Policia Nacional, de 
Hacienda y jefes de la Policía Judicial y De- 
partamento de Investigaciones Especiales. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala. vein- 
titrés de marzo de mil novecientos sesenta 
y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por el licenciado Ro- 
berto Ortiz y Ortiz, con fecha seis de febrero 
del año en curso, contra el Presidente de la 
República, ministros de la Defensa y Goberna- 
ción, directores generales de la Policía Nacio- 
nal, de hacienda y jefes de las Policias Judi- 
cial y Departamento de Investigaciones Espe- 
ciales. 

El recurrente expuso: que el jueves veinti- 
cinco de enero próximo pasado a las ocho ho- 
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ras y quince minutos en la avenida “La Re- 
forma” y segunda calle de la zona diez de esta 
ciudad, fue detenido por agentes de la policía 
y conducido al Departamento Judicial, siendo 
trasladado posteriormente a las detenciones del 
Primer Cuartel de la Policía, donde se le man- 
tuvo recluido hasta las diez y siete horas del 
viernes veinticinco de enero en que fue puesto 
en libertad, que no se le hizo saber el motivo 
de su prisión y que al obtener su libertad se 
dedicó a sus negocios particulares, habiendo 
tenido que salir fuera de la capital, Que a la 
fecha de la interposición del recurso y al re- 
tornar a esta ciudad, se dio cuenta de que su 
residencia ha sido objeto de continua vigilan- 
cia de parte de la policía. por lo aque teme ser 
objeto de nuevos atropellos y se le extrañe del 
pais. Cita los preceptos legales que amparan 
su derecho de entrar y permanecer en el país 
y los que contienen la prohibición expresa de 
ser extrañado del territorio nacional. Finaliza 
solicitando aue se acuerde la suspensión de los 
actos y procedimientos ilegales de que dice ser 
objeto y que se le mantenga en el pleno goce 
de las garantías que la Constitución le otorga. 

Se dio trámite al recurso en lo que se rela- 


ciona con el Presidente de la República y Mi- 


nistros de la Defensa y Gobernación y en 
cuanto al amparo provisional se dijo aue sería 
resuelta la petición al recibirse los anteceden- 
tes respectivos. El Presidente de la República 
informó aue desconoce los hechos expuestos por 
el solicitante, por lo que no acompañó ningún 
antecedente. En igual forma se produjo el mi- 
nistro de la Defensa Nacional. El ministro de 
Gobernación en nota fechada el ocho de febre- 
ro del año en curso expuso: que acompaña las 
copias fotostáticas de los oficios que le fueron 
enviados por el director general de la Policía 
y jefe del Departamento Judicial, en los que 
consta que el licenciado Roberto Ortiz y Ortiz 
fue detenido el veinticinco de enero, con fun- 
damento en el artículo 4o, del decreto 22 de la 
Asamblea Nacional Constituyente y puesto en 
libertad al día siguiente y declara en forma 
categórica que no se ha dictado ninguna orden 
que contravenga el artículo 47 de la Constitu- 
ción de la República o sea el extrañamiento 
del país del recurrente. Se dio vista al intere- 
sado y al Ministerio Público y a solicitud del 
primero se abrió a prueba el asunto. Durante 
el término respectivo, el licenciado Ortiz y Or- 
tiz solicitó se pidiera al Juzgado Tercero de 
Primera Instancia, Ramo Criminal, remitiera 
copia certificado del acta levantada con motivo 
de la exhibición personal practicada el veinti- 
séis de enero recién pasado y que el jefe del 
Primer Cuartel de la Policía certificara lo con- 
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ducente de los libros de ingresos de detenidos 
correspondiente al veinticinco de enero, donde 
aparece el presentado y aue el jefe de la Po- 
licía Judicial informe sobre si agentes de esa 
dependencia procedieron a su captura en la fe- 
cha antes indicada. Con respecto al primer 
punto se denegó lo pedido por ser el recurrente 
quien tiene la obligación de avortar la prueba 
y en relación con los otros dos puntos se orde- 
nó fueran rendidos los informes solicitados. El 
jefe del Departamento Judicial informó: que es 
cierto que agentes de su mando procedieron a 
la captura del licenciado Roberto Ortiz y Ortiz, 
el veinticinco de enero y que fue puesto en li- 
bertad el veintiséis del mismo mes, de orden 
superior. El interponente pidió el examen de 
Carlos Barrera y Eugenio Lima Higueros, pre- 
sentando el interrogatorio correspondiente con 
el objeto de establecer que su fasa es objeto 
de vigilancia y fue cateada por elementos de la 
Policía Judicial, No fue posible practicar dicha 
diligencia por haberse vencido el término pro- 
batorio. El licenciado Ortiz y Ortiz solicitó la 
ampliación de dicho término, resolviéndosele 
sin lugar porque de conformidad con la ley, el 
término fijado tiene el carácter de improrroga- 
ble. Se tuvo como prueba de su parte la certi- 
ficación extendida por el Juzgado Tercero de 
Primera Instancia, Ramo Criminal, que con- 
tiene el acta de la diligencia de exhibición 
personal del detenido Ortiz y Ortiz. El jefe del 
Primer Cuartel de la Policía informó en el 
sentido de aue la detención del licenciado Ortiz 
y Ortiz no aparece en los libros respectivos, 
porque fue enviado por el Departamento Judi- 
cial en calidad de depósito. Se otorgaron las 
vistas finales y el Ministerio Público pidió que 
el recurso se declare sin lugar porque no exis- 
te ninguna prueba de aue el licenciado Ortiz y 
Ortiz se le trate de extrañar del país, Por su 
parte el presentado solicitó que para mejor 
fallar se reciba la información testimonial pro- 
puesta. 


Concluido el trámite y no estimándose nece- 
sario practicar ninguna otra diligencia, es el 
caso de resolver. 


CONSIDERANDO: 


En las actuaciones existe declaración categó- 
rica del - Ministro de Gobernación, acerca de 
que no se ha dictado ninguna orden que con- 
travenga el artículo 47 de la Constitución, que 
impide la expatriación de los guatemaltecos y 
establece aue no podrá prohibírseles la entrada 
al territorio de la república o negárseles visa, 
pasaporte u otro documento de identificación, - 
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Dicha declaración no podía ser de otra mane- 
ra ya que la garantía contenida en el artículo 
47 de la Constitución no puede ser restringida 
en ningún caso y conserva toda su vigencia, 
como el derecho de todo guatemalteco de vivir 
en el territorio nacional, habida cuenta de que 
conforme la historia constitucional de Guate- 
mala, la Patria ha sido estimada como un asilo 
sagrado para sus hijos. En el presente caso, el 
interponente se concretó a demostrar que fue 
detenido el veinticinco de enero recién pasado 
y puesto en libertad al día siguiente, hecho 
enmarcado dentro de las facultades otorgadas 
al poder público por el artículo 4o. del decre- 
to 22 de la Asamblea Constituyente, dentro del 
estado de sitio a que se encuentra sometido el 
país, sin que se haya evidenciado en alguna 
forma circunstancia que haga presumir la in- 
tención de extrañarlo del país, por lo que el 
presente recurso debe declararse sin lugar. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y lo 


que disponen los artículos 80., 10, 11, 29 del 


Decreto Legislativo número 1539; 222, 223, 233 
y 234 del Decreto Gubernativo número 1862, 
declara: SIN LUGAR el recurso de amparo in- 
terpuesto por el licenciado Roberto Ortiz y 
Ortiz. Notifíquese y archívense las presentes 
diligencias. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Carlos Alfredo 
Escobar Armas, contra el Tribunal Electoral, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala. vein- 
ticuatro de marzo de mil novecientos sesenta 
y dos. N 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por el licenciado Carlos 
Alfredo Escobar Armas contra el Tribunal Elec- 
toral, basado en los hechos siguientes: que en 
su calidad de miembro del consejo político del 
Partido Democracia Cristiana Guatemalteca. 
presentó recursos de nulidad absoluta, nulidad 


parcial de las elecciones realizadas el tres de 
diciembre en el distrito electoral de Chimalte- 
nango y nulidad de las elecciones practicadas 
en la misma fecha para nominar alcalde y mu- 
nícipes en la ciudad de Tecpán Guatemala, los 
cuales a la fecha en que comparece, treinta 
y uno de diciembre del año pasado, aun no 
habían sido resueltos y el Tribunal Electoral 
con desprecio de lo que indica el artículo 80. 
de la Ley Electoral, ha procedido a adjudicar 
los cargos respectivos, oficiando para que se 
de posesión a los electos. Pidió que se conce- 
diera amparo provisional, Se dio trámite al re- 
curso, indicándose que el amparo provisional 
se resolvería al recibirse los antecedentes res- 
pectivos. El Tribunal Electoral envió el expe- 
diente de mérito en el aue consta el acta nú- 
mero tres mil quinientos once del veintitrés 
de diciembre por la cue fue hecha la declara- 
toria de elección correspondiente al municipio 
de Tecpán Guatemala; que con fecha veintiséis 
de diciembre del mismo año se presentaron Sal- 
vador Hernández. Villalobos, Carlos Alfredo Es- 
cobar Armas y José Trinidad Uclés Ramirez, a 
nombre del Partido Democracia Cristiana Gua- 
temalteca, pidiendo la nulidad total de las elec- 
ciones practicadas el tres de diciembre, solici- 
tud que fue resuelta sin lugar el treinta del 
mismo mes; la petición del propio Salvador 
Hernández Villalobos demandando la nulidad 
total de las elecciones practicadas en el depar- 
tamento de Chimaltenango y la solicitud de 
Arturo Girón Marroquín requiriendo la nuli- 
dad de las elecciones realizadas en el municipio 
de Tecpán. Se dio vista al recurrente y al Mi- 
nisterio Público y a solicitud de este último se 
abrió a prueba el negocio, corriendo el término 
sin que las partes presentaran alguna, Basilio 
Cuá solicitó que se le tuviera como parte en el 
recurso. resolviéndosele que en la forma pe- 
dida no había lugar. Se otorgaron las vistas 
finales al Ministerio Público y al recurrente y 
el primero solicitó que el recurso se declare sin 
lugar, alegando que el Tribunal Electoral pro- 
cedió de entero acuerdo con lo que manda la 
fracción segunda del artículo 90 del Decreto 
número 1069 del Congreso de la República, 
Agotado el trámite procede resolver, 


CONSIDERANDO: 


El artículo 80 del Decreto número 1069 del 
Congreso, impide que el Tribunal Electoral, 
haga cualquier declaratoria de elecciones, si 
hubieren recursos pendientes. En el presente 
easo la declaratoria de elección de los munici- 
pes de Tecpán Guatemala fue hecha con fecha 
veintitrés de diciembre de mil novecientos se- 
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senta y uno, cuando no había recurso pendien- 
te, pues los que aparecen en el expediente 
respectivos fueron persentados con posteriori- 
dad. En conscuencia no existe ninguna infrac- 
ción legal ni constitucional aue amerite el am- 
paro que se solicita. Articulos 79, 80 de la 
Constitución de la República. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y en 
lo que disponen los artículos 23. 81 del Decreto 
número 1069 del Congreso; 2o., 10. 11, 29 del 
Decreto Legislativo número 1539; 222, 223, 233 
y 234 del Decreto Gubernativo 1862, declara: 
SIN LUGAR el recurso de amparo interpuesto. 
Notifiquese y devuélvanse los antecedentes a 
donde corresponde. 


H. Morales Dardon.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Ar- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. ; 


AMPARO 


Interpuesto por Toribio Yanes García, contra el 
Tribunal Electoral. (Elecciones Santa Cata- 
rina Mita). 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tinueve de marzo de mil novecientos sesen- 
ta y dos. 


Se ve para resolver, el recurso de amparo 
interpuesto por Toribio Yanes Garcia, contra 
la resolución que el doce de febrero próximo 
pasado dictó el Tribunal Electoral declarando 
sin lugar la acción de nulidad interpuesta por 
el doctor Octavio René Chicas Carrillo y el 
recurrente impugnando la adjudicación que del 
cargo de alcalde municipal de Santa Catarina 
Mita, del departamento de Jutiapa. se hizo a 
favor de Miguel Angel Donado López. 

Manifiesta el recurrente que el Tribunal 
Electoral, a pesar de haberse demostrado ple- 
namente que Miguel Angel Donado López. no 
reunia la condición de ser vecino del lugar 
conforme lo dispone el articulo 35 inciso a) 
del Código Municipal, le adjudicó el cargo de 
alcalde de Santa Catarina Mita, con lo que 
violó la citada ley y el articulo 39 inciso 7o. 
de la Constitución de la República, por lo que 


y el Tribunal Electoral envió los mba 
de los que consta que al resolverse la 
de nulidad indicada se tuvo como base 
tificación extendida por el subsecret 


que Miguel Angel Donado López, d 
comisiones confidenciales en todo el 


al treinta de noviembre de mil nove 
sesenta y uno, por lo que a su juici 7 
tenérsele como vecino de Santa Catarina 
municipio comprendido en esa Ó 


se concedió en el recurso. el interponente 
sentó el acta autorizada por el notario 
Alarcón Solis, haciendo constar que en la 
cretaría de la Jefatura Política Departam 
de Jutiapa, tuvo a la vista el libro de al 
bajas. en el que consta que Miguel Ang 
nado López causó alta como jefe de la 
tación de la Policia Nacional de Pasaco 
mero de febrero de mil novecientos s 
pasó después con igual cargo al Progr so, 
empeñándolo hasta agosto de mil nove 
sesenta y uno; también presentó certificaci 
extendida por el secretario de la Dirección G 
neral de la Policía Nacional, haciendo conste 
que el mismo Donado López fue alta como 
pector jefe de la Policía Nacional de SE 
Jutiapa, el primero de febrero de mil nov 
cientos sesenta -y baja el cuatro de enero € 
mil novecientos sesenta y uno; que causó nuev 
alta como jefe de la subestación de El Progr 
so, Jutiapa, el cuatro de enero de mil no 
cientos sesenta y uno y baja el tres de ago 
del mismo año. 
Concluido el trámite, procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Entre las condiciones requeridas por la ley 
para ser electo alcalde. está la de tener por 13 
menos un año de ser vecino del distrito mu 
nicipal en el momento de la elección, coand 
ción aue no reúne Miguel Angel Donado Ló 
con respecto al municipio de Santa Catarin 
Mita del departamento de Jutiapa. porque 
plenamente probado aque hasta el tres de 
to de mil novecientos sesenta y uno fue ve 
del municipio de El Progreso en el mismo 
partamento de Jutiapa, en donde desempe 
el cargo de jefe de la subestación de la Pol 
Nacional, sin que sea válida la razón adu 
por el Tribunal Electoral en el sentido de 


por haber desempeñada comisiones en to 
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departamento de Jutiapa, se le pueda conside- 
rar vecino del referido municipio de Santa Ca- 
tarina Mita pues el artículo 39 del Código Ci- 
vil expresa y categóricamente preceptúa que 
los que accidentalmente se hallen en un lugar 


desempeñando alguna comisión no adquieren 
domicilio en él por este solo hecho y el artícu- 


lo 38 del mismo Código determina que los em- 
pleados y dependientes en general, tienen su 
domicilio en el lugar en que prestan sus ser- 
vicios. De manera que al declarar sin lugar la 
acción de nulidad de que se trata. el Tribunal 
Electoral infringió los artículos 232 de la Cons- 
titución de la República, 35 inciso a) del Có- 
digo Municipal y 86 inciso e) de la Ley Elec- 
toral, siendo de advertir que aunque la resolu- 
ción aue motivó el presente recurso comprende 
otras impugnaciones, únicamente se reclamó 
contra la que se refiere a la adjudicación del 
cargo de alcalde, por lo que sólo sobre este 
aspecto habrá de decidirse. Artículos 79, 80. 82, 
384 y 85 de la Constitución de la República, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, en concepto 
de Tribunal de Amparo, con fundamento en lo 
considerado, leyes citadas y lo aue preceptúan 
los artículos lo., 30., 9o., 100, y 11 del Decreto 
Legislativo 1539, declara: CON LUGAR el pre- 
sente recurso y en consecuencia, nula la elec- 
ción recaída en Miguel Angel Donado López 
para el cargo de alcalde municipal de Santa 
Catarina Mita del departamento de Jutiapa, 
debiendo proceder,el Tribunal Electoral de con- 
formidad con la ley. Notifíquese y con certifi- 
cación de lo resuelto, devuélvanse los antece- 
dentes. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO + 


Interpuesto por Francisco Rodríguez Vásquez, 
contra el Presidente de la República y Mi- 
nistros de la Defensa Nacional y Gober- 
nación. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tinueve de marzo de mil novecientos sesen- 
ta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Francisco Rodrí- 
guez Vásquez, contra el Presidente de la Re- 
pública, los Ministros de la Defensa Nacional 
y de Gobernación, en favor de su hermano 
Jorge Alejandro Rodríguez Vásquez, por los 
siguientes hechos: 


Afirma el recurrente que su mencionado her- 
mano fue capturado en*su propia casa por 
agentes policíacos y conducido a las detencio- 
nes del Primer Cuerpo de la Policía Nacional 
y no obstante cuatro recursos de exhibición 
personal presentados, no fue exhibido, aducién- 
dose que se le puso en libertad, pero en rea- 
lidad se le expulsó del territorio nacional a la 
población de San Francisco Gotera, República 
de El Salvador y como tal proceder constituye 
violación de garantías constitucionales, interpo- 
nía el recurso de amparo para que se manten- 
ga a su cifado hermano en el gace de los de- 
rechos y garantías que contempla el artículo 47 
de la Constitución, a fin de aue pueda reinte- 
grarse a vivir en este país, Se dio trámite al 
recurso habiendo informado los funcionarios re- 
curridos ser ajenos a los hechos denunciados, 
porque ninguno ha dictada la orden de extra- 
ñamiento del país de la persona a cuyo favor 
se recurre, agregando el Ministro de Goberna- 
ción que según las notas de los jefes de la 
Policía Naciónal y Judicial, cuyas fotocopias 
acompañaba, el bachiller Rodríguez Vásquez 
fue detenido por elementos del Departamento 
Judicial y puesto en libertad posteriormente. 
A solicitud de este funcionario se abrió a prue- 
ba el recurso, sin que sse haya abortado algu- 
na. y no obstante de la vista aue de lo actuado 
se dio a la parte recurrente y al Ministerio Pú- 
blico, ninguna alegación se presentó, por lo 
que es el caso de resolver, por estar concluido 
el trámite. 


CONSIDERANDO: 


El recurrente ninguna prueba aportó como 
estaba obligado a hacerlo, acerca de que su 
hermano Jorge Alejandro Rodríguez Vásquez, 
haya sido expulsado del territorio nacional, co- 
mo lo afirmó, toda vez aue los funcionarios 
recurridos informaron no haber ordenado, tal 
expulsión, agregando el Ministro de Goberna- 
ción que por el oficio del Director General de 
la Policía, cuya copia acompañó, tuvo conoci- 
miento que aauél fue detenido y posteriormen- 
te puesto en libertad, con base en la Ley de 
Orden Público. en vigor, por lo que no obs- 
tante que el recurso de amparo está instituido 
para garantizar la invulnerabilidad de los pre- 
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ceptos de la Constitución, para que opere es 
necesario que se acredite la existencia de algu- 
na violación constitucional, pues de lo contra- 
rio, no tiene ninguna eficacia como ocurre en 
el presente caso, que faltó toda evidencia en 
ese sentido, Artículos 79, 80 y 84 de la Cons- 
titución. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y los artículos 1o., 80., 
10, 29, 37 del Decreto Legislativo 1539; 222, 
224 y 234 del Decreto Gubernativo 1862, decla- 
ra: improcedente el amparo de que se hizo 
mérito. Notifíquese. 


H. Morales Dardón—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Antonio Colom 
Argueta, como apoderado de su hermano Ma- 
nuel Colom Argueta, contra el Presidente de 
la República y Ministros de la Defensa Na- 
cional y Gobernación. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, trein- 
ta de marzo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por el licenciado An- 
tonio Colom Argueta, como apoderado de su 
hermano Manuel de sus apellidos, contra el 
Presidente de la República y los Ministros de 
la Defensa Nacional y de Gobernación, por los 
siguientes hechos. 

Manifiesta el interponente que el veinticua- 
tro de enero de este año, su representado fue 
detenido y conducido al Primer Cuerpo de la 
Policía Nacional, en donde fue exhibido en esa 
misma fecha; que el veintiocho de ese mes, 
el Juez Séptimo de Paz del Ramo Penal, se 
constituyó en dicho centro para constatar si 
se encontraban allí los licenciados Mario Mén- 
dez Montenegro, Mario Sandoval Alarcón, Ma- 
nuel Colom Argueta y César Augusto Toledo 
Peñate, habiéndoseles indicado por el Primer 
jefe que únicamente estaba el último, porque 
los otros habían salido libres, pero en la noche 
anterior fue sacado su mandante del país y 


llevado a la república de El Salvador; que como 
esos hechos constituyen una clara violación de 
la garantía constitucional gue contiene el ar- 
tículo 47 de la Ley Fundamental, por parte de 
los funcionarios recurridos, a pesar del cinismo 


del Ministro de Gobernación, con que indicó a - 


la prensa que los tribunales dieron libres a los 
detenidos mencionados y que ellos por su propia 
voluntad decidieron abandonar el territorio na- 
cional; por lo que solicitaba el amparo provi- 
sional y que oportunamente se hiciera decla- 
ración de que el Presidente de la República, 
Ministros de Gobernación y de la Defensa Na- 
cional, director de la Policía Nacional y el jefe 
de la Guardia Judicial, al expulsar a territo- 
rio de la república de El Salvador al licenciado 
Manuel Colom Argueta, han violado en forma 
notoria el artículo 47 de la Constitución y que 
como consecuencia debe restituirse y mantener- 
se a su citado hermano en el goce de las ga- 


rantías contenidas en dicho artículo, para que 


nuevamente pueda ingresar en el país. agregan- 
do en un otro sí de su memorial que todos los 
abogados expulsados se encuentran encarcela- 
dos en las prisiones de Sensuntepeaue y La Go- 
tera de El Salvador. Tramitado el recurso se 
concedió el amparo provisional solicitado, ha- 
biendo informado los funcionarios contra quie- 
nes se enderezó el recurso, que desconocen los 
hechos que motivan el mismo, agregando el 
Ministro de Gobernación, que el Director Ge- 
neral de la Policía Nacional le puso en su co- 
nocimiento que el licenciado Manuel Colom 
Argueta había sido detenido el veinticinco de 
enero del corriente año y posteriormente pues- 
to en libertad, haciendo la salvedad de que esa 
dirección, ni los agentés de su mando habían 
extrañado del país al citado licenciado y su 


despacho no ha dictado ninguna: orden en ese. 


sentido. A solicitud del Ministerio Público se 
abrió a prueba el recurso y aunque el recu- 
rrente propuso algunas, solamente se recibie- 
ron como tales dos números del periódico 
“Prensa Libre”, de los cuales en uno se hace 


referencia de que el licenciado Rafael Rodrí- 


guez Cerna solicitó la intervención del Colegio 
de Abogados en favor de varios miembros del 
mismo, que habían sido extrañados del país, 
entre los cuales se menciona al licenciado Ma- 
nuel Colom Argueta y en el otro se informa que 
el Presidente de la República atribuye a los lí- 
deres políticos expatriados que eran quienes 
colocaban las bombas terroristas, sin mencio- 
nar ningún nombre, A solicitud del recurren- 
le en auto para mejor fallar, se ordenó prac- 
ticar la inspección en el Primer Cuerpo de la 
Policía, solicitada por el interesado, por medio 
del Juez Cuarto de Primera Instancia de lo 
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Criminal, quien teniendo a la vista el libro de 
detenidos, comprobó que en él consta que el 
licenciado Colom Argueta ingresó el veinticin- 
co de enero a las cuatro horas con veinte mi- 
nutos y salió el veintisiete del mismo mes de 
orden superior, sin que se le haya incautado 
objeto alguno; también examinó al sargento 
Amílcar Lorenzana Ramírez y al agente Marco 
Antonio Cifuentes de León quienes estuvieron 
de turno y afirmaron que ese día fue puesto 
en libertad y no extraído de la prisión, el li- 
cenciado Manuel Colom Argueta; en virtud de 
la misma resolución se recabó el informe del 
jefe de migración, quien indicó que como los 
guatemaltecos naturales no necesitan de visa 
para salir o ingresar al país, y por acuerdo en- 
tre los gobiernos de Guatemala y El Salvador 
los ciudadanos de ambos países pueden «pasar 
de uno al otro lado, sin necesidad de pasaporte 
u otro documento de viaje, y las delegaciones 
no han reportado que el licenciado Manuel 
Colom Argueta haya salido del país por alguna 
de ellas, no le era posible informar acerca de 


este extremo. Estando concluido el trámite pro- 


cede resolver. 
CONSIDERANDO: 


No obstante que recurso de amparo está ins- 
tituido para mantener la invulnerabilidad de 
los preceptos de la Constitución, para que sea 
operante es necesario que se acredite en forma 
legal el hecho aue se estime violatorio de algu- 
na garantía constitucional, y como en el pre- 
sente caso, al sostener el recurrente que los 
funcionarios recurridos al expulsar a su citado 
hermano, incurrieron en violación de la ga- 
rantía que se refiere a que no puede expatriar- 
se a ningún guatemalteco o prohibirle la entra” 
da en el territorio nacional, o negársele visa, 
pasaporte u otros documentos de identificación, 
estaba obligado a establecer la existencia de 
algunos de los hechos previstos en la citada 
disposición constitucional, lo que no hizo, pues- 
to que con las pruebas aportadas bajo ningún 
concepto se acreditan, razón por la cual carece 
de eficacia el recurso examinado. Artículos 79, 
80 y 81 de la Constitución, 


POR TANTO: * 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y los artículos 1o., 80., 
9o., 10, 29 y 37 del Decreto Legislativo 1539; 
222, 224 y 234 del Decreto Gubernativo 1862, 
declara: improcedente el recurso de amparo 
examinado. Notifíquese y transcríbase a quie- 
nes corresponde, 


H, Morales Dardón.—G, Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berío Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


AMPARO 


Interpuesto por Arturo Castro Moncada, contra 
el Presidente de la República y el Ministro 
de la Defensa Nacional. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala: cua- 
tro de abril de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Arturo Castro Mon- 
cada, en contra de las resoluciones del Presi- 
dente de la República y el Ministro de la De- 
fensa Nacional, y contra los actos de autoridad 
por los cuales se hicieron aquellas efectivas, re- 
duciéndolo a prisión y no consignándolo a tri- 
bunal competente dentro de los términos que 
establecen las leyes vigentes, por los siguien- 
tes hechos: indica el recurrente que fue captu- 
rado el seis de febrero del corriente año, en la 
décima avenida dos guión cuarenta, aparta- 
mento uno de la zona uno, por agentes de la 
judicial y conducido al Departamento Judicial, 
en donde aun permanece; el. siete del mismo 
mes, presentó un recurso de exhibición perso- 
nal, ante el Juzgado Tercero de Primera Ins- 
tancia de lo Criminal, el que se limitó a cons- 
tatar el tratamiento de que ha sido objeto; a 
la fecha de la presentación del presente recur- 
so, veintitrés de .febrero de mil novecientos 
sesenta y dos, aún permanece detenido, desde 
hace dieciocho días, sin haber sido consignado 
a ningún tribunal; estima aque se han violado 
los artículos 2o0., 40, 42, 44, 45, 62, 64, 68, 72, 
de la Constitución de la República. 


Dándose trámite al recurso se pidieron los 
informes y antecedentes respectivos. habiendo 
informado la secretaría general a nombre de la 
Presidencia de la República que niega los he- 
chos que se citan en el recurso a los que se 
considera ajena, por lo que no envía antece- 
dentes; asimismo el Ministro de la Defensa Na- 
cional indica desconocer lo indicado por el re- 
currente; no se recibió ninguna prueba duran* 
te el término correspondiente. Durante la vista, 
el Ministerio alegó lo aue creyó conveniente, y 
como el recurrente no aportó ninguna prueba 
para establecer las pretendidas violaciones de 
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garantías y derechos constitucionales por parte 
de las autoridades recurridas, pidió resolver el 
recurso declarándolo sin lugar por improce- 
dente. 


CONSIDERANDO: 

El recurso de amparo tiene como función 
esencial el mantenimiento de las garantías indi- 
viduales y la invulnerabilidad de los preceptos 
de la Constitución. Pero para su procedencia es 
necesario acreditar en debida forma la exis- 
tencia de algún acto o resolución de la autori- 
dad que contravenga o restrinja los derechos y 
garantías que la Constitución establece; en el 
presente caso el recurrente denuncia que tiene 
dieciocho días de estar detenido, sin haber sido 
consignado a ningún tribunal competente a la 
fecha de la presentación del recurso, sin rendir 
ninguna prueba acerca de tal hecho, no sabién- 
dose por no haberlo acreditado concretamente, 
si posteriormente se ha cometido acto alguno 
atentatorio a su persona, que signifigue vul- 
neración de garantías constitucionales, para jus- 
tificar la interposición del presente recurso; de 
ahí que es evidente la improcedencia del mis- 
mo y así debe declararse como lo pide el re- 
presentante del Ministerio Público. Artículos 79 
y 80 de la Constitución de la República, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia con base en lo 
considerado y en lo que estatuyen los artícu- 
los 80,, 10 y 29 del Decreto Legislativo 1539; 
222, 224 Decreto Gubernativo 1862, declara: 
SIN LUGAR el presente recurso, Notifíquese y 


con certificación de lo resuelto, devuélvanse. 


los antecedentes a donde corresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Carmen García Ortega, contra 
el Tribunal Electoral. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, once 
de abril de mil novecientos sesenta y dos, 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Carmen García Or- 
tega, contra la resolución del Tribunal Electo- 
ral de fecha trece de febrero recién pasado, y 
el acta de adjudicación de cargos de los inte- 
grantes de la municipalidad de San José Aca- 
tempa, departamento de Jutiapa, de fecha ca- 
torce del citado mes, por los siguientes motivos: 

El recurrente manifiesta: que en las eleccio- 
nes del tres de diciembre del año próximo pa- 
sado, fue candidato para alcalde municipal de 
San José »Acatempa del departamento de Ju- 
tiapa, habiendo triunfado en las votaciones, no 
obstante el Tribunal Electoral adjudicó el car- 
go a la persona que ocupó el segundo lugar, 
aduciendo la razón de que el exponente es pa- 


.riente político de Héctor Castillo Martínez. al- 


calde titular, sin haber tomado en cuenta que 
hay una certificación agregada al expediente 
que demuestra en forma fehaciente que el Con- 
cejal Primero Santiago Boteo Pineda estaba 
con funciones de alcalde al momento de la 
elección, con cuya persona no tiene ningún pa- 
rentezco y por consiguiente no fue violado el 
inciso e) del artículo 36 del Código Municipal, 
por lo que pedía en definitiva que se dicte 
resolución declarando ilegal e inconstitucional 
las actuaciones del tribunal recurrido y se le 
ordene le adjudique el referido cargo. Al darle 
trámite al recurso relacionado se denegó el am- 
paro provisional solicitado, habiendo enviado 
los antecedentes el Tribunal Electoral, consis- 
tentes en el expediente que corresponde a las 
elecciones municipales de San José Acatempa, 
departamento de Jutiapa, en el cual aparece 
que por resolución de veintisiete de diciembre 
del año pasado, se declaró nula la elección re- 
caída en Carmen García Ortega por no reunir 
las calidades que expresamente exigen la Cons- 
titución y leyes especiales, habiendo éste pedi- 
do reconsideración de lo resuelto, cuya solici- 
tud se resolvió el trece de febrero, declarando: 
que para decidirse la nulidad de la elección 
recaída en el reclamante, se tuvo como funda- 
mento su parentesco en primero grado de afi- 
nidad con el alcalde en funciones Héctor San- 
tiago Castillo Martínez. que fue acreditado con 
las correspondientes certificaciones del Registro 
Civil, porque éste es esposo de Floridalba Gar- 
cía Castillo, hija del recurrente, y como éste no 
aportó prueba que desvaneciera esos hechos, 
porque la circunstancia de haber dispuesto el 
citado alcalde por sí y ante sí dejar las funcio- 
nes judiciales y administrativas que desempe- 
ña en manos del concejal primero el día de las 
elecciones, no lo desligó de sus funciones,- por 
lo que se declaró sin lugar la reconsideración. 
Se abrió a prueba el recurso habiendo solicitado 
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el interesado que se tuvieran como tales de su 
parte, la certificación extendida por la alcal- 
día municipal de San José Acatempa, en que 
consta que Santiago Boteo, estaba en funciones 


_de alcalde, como concejal primero, en el mo- 


mento de la elección y constancia de que con- 
tra el candidato Leonidas Castillo Jiménez se 
tramita un proceso en el Juzgado Segundo de 
Primera Instancia de Jutiapa, por disparo de 
arma de fuego; y una certificación de las dili- 


, gencias voluntarias ante el Juzgado Primero de 


Primera Instancia del mismo departamento por 
medio de las cuales prestaron declaración Ci- 
riaco Pineda Castillo y Raymundo Pernillo So- 
nares, sobre que el tres de diciembre del año 


recién pasado, que se practicaron las eleccio- 


nes municipales de San José Acatempa, el al- 
calce Héctor Castillo estuvo presidiendo la Jun- 
ta Electoral y el concejal primero Santiago Bo- 
teo desempeñó las funciones de aquél todo el 
día de las elecciones, Concluidos los trámites 
procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


La parte final del inciso e) del artículo 36 
del Código Municipal, preceptúa que no puede 
recaer la elección y de consiguiente no pueden 
ser alcaldes, síndicos, ni concejales, entre otros, 
los parientes dentro de los grados de ley, del 
alcalde en funciones al tiempo de la elección, 
por consiguiente, estando establecido plena- 
mente que al tiempo de practicarse las elec- 
ciones para integrar la municipalidad de San 
José Acatempa, desempeñaba el cargo de al- 
calde de ese municipio Héctor Santiago Casti- 
llo Martínez, así como que éste casado con una 
hija del candidato Carmen García Ortega, 
uniéndolos en consecuencia parentezco en pri- 
mer grado de afinidad, por más que el día de 
la elección haya dejado sus funciones de tal a 
Santiago Boteo Pineda, esta circunstancia no 
puede legitimar la elección recaída en el citado 
García Ortega, porque la ley no se refiere al 
día sino al tiempo de practicarse la elección, 
es decir desde la convocatoria hasta que tal 
evento tiene efecto, de consiguiente es correc- 
to lo resuelto por el Tribunal Electoral a este 
respecto. En cuanto a la adjudicación de cargos 
efectuada el catorce de febrero recién pasado, 
que también se impugna en este recurso, nin- 
gún examen es posible hacer, toda vez que 
no ha precedido la acción de nulidad puesto 


* que es con la resolución aue la decide que pro- 


cede el amparo. Artículos el inciso citado, 40 
del Código Municipal, 81 del Decreto 1069 del 
Congreso, 79 y 81 de la Constitución, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y los artículos 80., 9o., 
100., 29, 37 del Decreto Legislativo 1539; 222, 
224 y 234 del Decreto Gubernativo 1862, de- 
clara: improcedente el recurso de amparo de 
que se hizo mérito, Notifíquese y devuélvanse 
los antecedentes. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F, Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Julio César Fión Castellanos, 
contra la resolución del Tribunal Electoral. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, doce 
de abril de mil novecientos sesenta y dos, 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Julio César Fión 
Castellanos, en su carácter de director general 
del Partido .Auténtico Democrático, contra la 
resolución del Tribunal Electoral, por la que 
se declaró sin lugar la acción de nulidad inter- 
puesta contra las elecciones para diputados en 
el distrito electoral de Sololá. 

El recurrente expone: que su partido no está 
de acuerdo con la adjudicación hecha a favor 
de Carlos Brichaux Sauvage, por lo que inter- 
puso acción de nulidad ante el Tribunal Elec- 
toral. la que fue tramitada conjuntamente con 
la presentada por el Partido Revolucionario, 
que estima fueron violadas las garantías conte- 
nidas en el inciso a) del artículo 45, artículos 
57, 67, inciso f), 86 del Decreto número 1069 del 
Congreso y los incisos 4o. y 60. del artículo 142 
de la Constitución. Acompañó los documentos 
justificando su personería. Se dio trámite al 
recurso y el Tribunal Electoral envió los ante- 
cedentes respectivos donde consta la resolución 
de fecha diez y seis de febrero del año en cur- 
so en la aue el Tribunal considera que en los 
libros y demás elementos aue se tuvieron como 
prueba, lo único que se establece es que los co- 
micios se desarrollaron normalmente, y por ello 
se hicieron las operaciones de escrutinio hasta 
llegar a la adjudicación del cargo de diputado, 
porque de haberse encontrado hechos que evi- 
denciaran alguna nulidad absoluta, no se hu- 
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biera llegado a dicha adjudicación. Concluye 
declarando sin lugar las acciones de nulidad 
planteadas por el recurrente y el Partido Re- 
volucionario. Se dio vista al interponente y al 
Ministerio Público y ambos solicitaron la aper- 
tura a prueba, lo que el tribunal resolvió de 
conformidad, pero ninguna de las partes apor- 
tó prueba durante el término legal que les fue 
concedido. Se otorgaron las vistas finales sin 
que las partes hayan alegado lo conveniente. 
Concluido el trámite es el caso de resolver. 


CONSIDERANDO: 


Si bien la ley concede el recurso de amparo 
contra las resoluciones de nulidad declaradas 
por el Tribunal Electoral, esta Corte no puede 
hacer pronunciamiento distinto, si quienes ha- 
cen uso del recurso no avortan los elementos 
de prueba necesarios que fundamenten sus pre- 
tensiones, En el caso de estudio, el representan- 
te del Partido Auténtico Dmocrático no aportó 
evidencia alguna de sus afirmaciones, durante 
el término que se le concedió para el efecto, 
por lo que el amparo solicitado debe declararse 
sin lugar. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia con apoyo en 
lo considerado y en lo que disponen los artícu- 
los 23, 81, 90 del Decreto número 1069 del Con- 
greso; 222, 223, 233 y 234 del Decreto Guber- 
nativo 1862. declara: SIN LUGAR el recurso de 
amparo interpuesto por Julio César Fión Cas- 
tellanos contra el Tribunal Electoral. Notifíque- 
se y devuélvanse los antecedentes a donde co- 
rresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Julio César Fión Castellanos, 
contra la resolución del Tribunal Electoral. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, cator- 
ce de abril de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por Julio César Fión 


Castellanos, en su carácter de secretario gene- 
ral Partido Auténtico Democrático, contra la 
resolución dictada por el Tribunal con fecha 
diez y seis de febrero del año en curso, en la 
que declara sin lugar la acción de nulidad 
planteada por dicha entidad política, 

El recurrente expone que ha sido violado 
el inciso f) del artículo 86 del Decreto número 
1069 del Congreso y que de manera categórica 
“presenta el recurso extraordinario de amparo 
contra el Tribunal Electoral para que se decla- 
re nula la adjudicación que hizo ese Tribunal 
a favor de los señores diputados y reeleccionis- 
tas Edgar Willy Marroquín Aragón y Nicolás 
Salguero Cámbara, porque el diputado reelec- 
cionista, amparado por la inmunidad como di- 
putado, violó el inciso lo,* del artículo 137 de 
la Constitución de la República, que como un 
funcionario público impartió órdenes para su 
triunfo en la campaña electoral del mes de no- 
viembre del año pasado, violando el inciso a) 
del artículo 45 del Decreto 1069 del Congreso y 
sus reformas”. 

Se dio trámite al recurso y encontrándose en 
esta Corte los antecedentes, en otro similar, se 
dio vista al interponente y al Ministerio Pú- 
blico, abriéndose a prueba la solicitud de este 
último. El término respectivo transcurrió sin 
que ninguna de las partes presentara prueba. 


Otorgada la vista final, ni el recurrente ni el 


Ministerio Público presentaron sus alegatos, 
por lo que concluido el trámite es el caso de 
resolver, E 

0 


CONSIDERANDO: 


El recurso de amparo en materia electoral 
está instituido como una garantía en la pureza 
del sufragio, pero no basta su simple interpo- 
sición, sino que es indispensable que los inte- 
resados aporten los medios de prueba que evi- 
dencien sus reclamos. En el presente caso, el 
representante del Partido Auténtico Democráti- 
co se concretó a presentar el memorial que 
motiva el presente recurso, pero no se preocu- 
pó de probar sus afirmaciones durante el tér- 
mino legal que se le concedió, por lo que en 
tales circunstancias procede declararlo sin 
lugar, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las consideraciones hechas y en lo que disponen 
los artículos 23, 81, 90 del Decreto número 1069 
del Congreso; 222, 223, 233 y 234 Decreto Gu- 
bernativo número 1862, declara: IMPROCE- 
DENTE el presente recurso, Notifíquese y con 
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certificación de lo resuelto, devuélvanse los an- 
tecedentes en su oportunidad. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos. DE 


AMPARO 


Interpuesto por Julio César Fión Castellanos, 


contra el Tribunal Electoral. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, ca- 
torce de abril de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Julio César Fión 
Castellanos. en su carácter de ¡director general 
del Partido Auténtico Democrático, contra el 
Tribunal Electoral, con motivo de haber decla- 
rado sin lugar la nulidad pedida de la adjudi- 
cación que hizo de los candidatos a diputados 
por el vigésimo primer distrito electoral del 
departamento de El Petén, recaída en el licen- 


_ciado Luis Alfonso López y profesor Francisco 


Pascual Ruiz. 


Manifiesta el recurrente, que el Tribunal 
Electoral resolvió que en la adjudicación de 
curules no existe recurso contra los actos elec- 
torales, sino sólo acción de nulidad, palabras 
que se toman de pretexto para no declarar lo 
que solicitó por la adjudicación de los cargos 
de diputados en las personas citadas, no oObs- 
tante que para su anulación, se hizo ver el pa- 
rentezco político que hay entre el licenciado 
Luis Alfonso López y el gobernador de El Pe- 


- tén, coronel Higinio de la Roca, quien fue a la 


vez coordinador de la campaña electoral para 
las elecciones del tres de diciembre; y el pro- 
fesor Francisco Pascual Ruiz Ozaeta, ha des- 
empeñado el cargo de oficial mayor del Minis- 
terio: de Educación Pública, por lo que tiene 
jurisdicción en toda la república y en el magis- 
terio de El Petén, pues éstos al no colaborar 
en su campaña electoral fueron destituidos de 
sus puestos en el mes de enero del corriente 
año, por lo que interponía amparo contra la 
resolución indicada al principio, que dictó el 


- Tribunal Electoral. 


Se dio trámite al recurso y el Tribunal Elec- 
toral envió los antecedentes consistentes en el 


expediente administrativo relacionado con las 
elecciones de dos diputados al Congreso por el 
vigésimo distrito electoral, El Petén, efectuadas 
el tres de diciembre del año próximo pasado, 
en el cual en acta de fecha veintiocho del cita- 
do mes, se adjudicaron los referidos cargos al 
licenciado Luis Alfonso López y bachiller Fran- 
cisco Pascual Ruiz Ozaeta, por haber obtenido 
el mayor número de votos válidos, con cuyo 
motivo el recurrente en una extensa exposición 
planteó recurso de nulidad contra esa adjudi- 
cación, y Luis Francisco Sagastume Ortiz, so- 
licitó la nulidad de los votos depositados en la 
mesa número dos de la aldea “Aguas Negras” 
del municipio de San Luis Petén, habiéndose 
resuelto sin lugar esta solicitud, así como la de 
Fión Castellanos, porque la ley no otorga re- 
curso de nulidad contra los actos electorales. 
Se dio vista al recurrente y al Ministerio Pú- 
blico, habiendo éste último solicitado la aper- 
tura a prueba del negocio, a lo que se accedió, 
sin que se haya aportado alguna; se dio la 
última vista a las partes de la cual no hicieron 
uso y estando concluidos los trámites procede 
resolver, É 


CONSIDERANDO: 


En repetidas resoluciones ha estimado este 
Tribunal que la Ley Electoral al tratar de la 
materia, emplea indistintamente las palabras 
recurso o acción de nulidad, poraue tienen ju- 
rídicamente el mismo significado, por cuva ra- 
zón no es correcto negarse a examinar y resol- 
ver un planteamiento en que se diga recurso 
de nulidad, por este sólo motivo. En esa virtud 
se estima improcedente lo resuelto por el Tri- 
bunal Electoral el tres de febrero del corriente 
año, con respecto 'al rechazo de la solicitud de 
nulidad de las elecciones de diputados del de- 
partamento de El Petén, verificadas el tres de 
diciembre del año recién pasado, interpuesta 
por Julio César Fión Castellanos el cinco de 
enero de este año, la cual debe examinar y 
resolver acerca de ello lo que sea procedente 
en derecho, siendo así prosperable el amparo 
interpuesto con este fin. Artículos 52. 79, 80 
de la Constitución; 81, 83, 90 y 91 del Decreto 
1069 del Congreso, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y los artículos 80., 9o., 
100. del Decreto Legislativo 1539; 222, 224 y 
234 del Decreto Gubernativo 1862, declara: con 
lugar el presente recurso de amparo, a efecto 
de que el Tribunal Electoral, de trámite y re- 
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suelva sobre el fondo de la nulidad planteada 
por Fión Castellanos, antes mencionada. Notifí- CONSIDERANDO: 


quese y devuélvanse los antecedentes a donde 
corresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


- AMPARO 


Interpuesto por Francisco Martínez Rivera, con- 
tra los Ministros de la Defensa Nacional y 
Gobernación. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, cator- 
ce de abril de mil novecientos sesenta y dos, 


Se ve para resolver el recurso de amparo 
interpuesto por Francisco Martínez Rivera, con- 
tra los Ministros de Gobernación y de la De- 
fensa Nacional, con motivo de los siguientes 
hechos: 


Expuso el recurrente aque el día domingo die- 
ciocho de febrero próximo pasada fue captura- 
do por miembros de la Guardia Judicial, sin 
indicarle el motivo de su detención y que el 
jefe de esa institución le notificó que en el 
término de veinticuatro horas sería expulsado 
del país por orden de los Ministros indicados, 
por lo que pedía amparo para que provisional- 
mente se ordenara dejar sin efecto esa medida 
y que en definitiva se resolviera previniendo a 
las autoridades recurridas se les mantuviera en 
el goce de los derechos a que se contrae el ar- 
tículo 46 de la Constitución. Se dio trámite al 
recurso concediéndose el amparo provisional 
solicitado y al rendir su informe el Ministro 
de la Defensa Nacional indicó no tener ningún 
conocimiento de la detención del presentado ni 
haber ordenado su expulsión del país. El de 
Gobernación manifestó que Martínez Rivera fué 
detenido por elementos de la Guardia Judicial, 
según se le informó, por haber participado en 
actividades de carácter subversivo, pero que ya 
había sido puesto en libertad y que no ha dic- 
tado ninguna orden que contravenga el artícu- 
lo 47 de la Constitución. A petición del Minis- 
terio Público se abrió a prueba el recurso por 
ocho días, pero durante ese término ninguna 
prueba aportó el interesado. y estando conclui- 
do el trámite procede resolver. 


Como el interponente no aportó evidencia al- 
guna de los hechos que motivan su querella 
y por el contrario, el Ministro de Gobernación 
informó haber sido puesto en libertad desde el 
día seis de marzo próximo pasado, carece de 
eficacia el amparo reclamado. Artículos 79, 80, 
82, 84 y 85 de la Constitución de la República. 


y 
POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia. con fundamen- 
to en lo considerado, leyes citadas y lo que 
preceptúan los artículos lo., 3o., 9o., 100. y 11 
del Decreto Legislativo 1539, declara: IMPRO- 
CEDENTE el recurso de mérito, Notifíquese. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argucía S.—M. Alvarez Lobos, j 


AMPARO 


Interpuesto por Julio César Fión Castellanos, 
contra el Tribunal Electoral, (Elecciones de 
Baja Verapaz). 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala. cator- 
ce de abril de mil novecientos sesenta y dos. 

Se ve para resolver el recurso de amparo in- 
terpuesto por Julio César Fión Castellanos en 
representación del Partido “Auténtico Demo- 
crático”, contra el Tribunal Electoral por los 
motivos siguientes: 


Manifiesta el recurrente aue el” Tribunal 
Electoral declaró sin lugar el recurso de nuli- 
dead que interpuso contra la adjudicación que 
del cargo de diputado por el décimo noveno 
distrito electoral, departamento de Baja Vera- 
paz, se hizo a favor de José Fernando Gallegos 
Jáuregui, no obstante de aque carece del fini- 
quito legal correspondiente al empleo de jefe 
del proyecto número cinco de los Llanos de La 
Fragua, del departamento de Zacapa. de donde 
sustrajo quinientos galones de gasolina para su 
uso particular y los llevó a su finca denomina- 
da “San Lorenzo” en jurisdicción municipal de 
San Jerónimo Verapaz. Que con este motivo 
interpuso recurso de nulidad ante el Tribunal 
Electoral, pero se declaró sin lugar y es por 
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ello que viene a interponer el recurso de am- 
paro a efecto de que se declare que es nula la 
adjudicación que se hizo a favor del citado 
José Fernando Gallegos Jáuregui de la diputa- 
ción por el departamento de Baja Verapaz, por 
haber finiquitos pendientes de presentación y 
causa criminal en trámite en su contra, todo lo 
cual ofreció probar durante el término respec- 
tivo, Dándose trámite al recurso se pidieron los 
antecedentes al Tribunal Electoral, en los que 
consta que en resolución de fecha quince de 
febrero del año en curso, fue rechazado de 
plano por improcedente el recurso de nulidad 
interpuesto por el director general del Partido 
“Auténtico Democrático” para que se inhabilite 
al ingeniero José Fernando Gallegos Jáuregui 
para el cargo de diputado por el departamento 
de Baja Verapaz, por considerar el Tribunal 
que el finiquito que presentó el obligado es 
suficiente para el efecto y que el recurrente 
tiene expedito su derecho para acudir con >0s- 
teroridad a donde corresponde y hacer las ges- 
tiones que estime convenientes, si a su juicio 
dicho finiquito no es completo. A solicitud del 
Ministerio Público se abrió a prueba el recur- 
so por ocho días, pero dentro de ese término 
ninguna aportó el interesado y estando agotado 
el trámite, procede resolver, 


CONSIDERANDO: 


Según queda relacionado, dos son los moti- 
vos invocados por el interponente para funda- 
mentar su impugnación a lo resuelto por el 
Tribunal Electoral, consistentes el primero en 
que José Fernando Gallegos Jáuregui es inhá- 
bil para el ejercicio del cargo de diputado por- 
que no tiene el finiquito correspondiente a otros 
empleos que desempeñó en la administración 
pública. además de los que están comprendidos 
en el que se le extendió y aue presentó al mis- 
mo Tribunal; y el segundo, en que está sujeto 
a procedimiento criminal por el delito de mal- 
versación de caudales públicos. Pero, no obstan- 
te que se concedió el término legal de la prue- 
ba, ninguna evidencia aportó de que efectiva- 
mente Gallegos Jáuregui estuviera abligado a 
obtener el finiquito correspondiente a otros car- 
gos públicos además de los que tomprende el 
que le extendió la Contraloría General de 
Cuentas de la Nación el dos de enero del año 
en curso y que aparece agregado al expediente 
respectivo. En cuanto a que el mismo Gallegos 
Jáuregui esté sujeto a procedimiento criminal, 
tampoco existe prueba alguna de que se le hu- 
biera dictado auto de prisión por delito que no 
sea excarcelable bajo fianza y al que corres- 
pondiera prisión correccional, ni que se hubie- 


ra dictado sentencia condenatoria firme, únicos 
casos en que se suspende la ciudadanía por mo- 
tivo de enjuiciamiento penal. En consecuencia, 
resulta manifiesta la improcedencia del amparo 
reclamado y así debe declararse. Artículos 19, 
79, 80, 82, 84, 85 y 142 de la Constitución de 
la República. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en lo considerado, leyes citadas y lo que 
preceptúan los artículos lo., 3o., 9o., 100. y 11 
rel Decreto Legislativo 1539, declara: SIN LU- 
GAR el presente recurso. Notifíquese y con 
certificación de lo resuelto, devuélvanse los an- 
tecedentes. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por María Vides viuda de Déleon, 
contra la Sala Segunda de Trabajo y Previ- 
sión Social. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, dieci- 
siete de abril de mil novecientos sesenta y dos. 


VISTOS Y CONSIDERANDO: 


De la exposición que de los hechos hace la 
recurrente, se ve que mediante el amparo pre- 
tende que este Tribunal conozca y revoque lo re- 
suelto por la Sala Segunda de Trabajo y Pre- 
visión Social en el juicio laboral que en su con- 
tra sigue Pedro González Ovalle, en el que ha 
sido parte y como tal ha hecho uso de los re- 
cursos que autoriza el procedimiento respecti- 
vo; y aunque argumenta que se está coartando 
su derecho de defensa garantizado por la Cons- 
titución de la República, resulta manifiesta la 
improcedencia del presente recurso, porque el 
asunto está tramitándose en los tribunales de 
instancia y las partes así como los jueces que de 
él conocen, están en la oblibación de aplicar los 
procedimientos laborales específicos para resol- 
ver el litigio, sin que pueda crearse una ter- 
cera instancia, como sería el caso, si mediante 
cualquier recurso llegara a revocarse o confir- 
marse lo que el tribunal de segunda instancia 
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decida sobre las materias de su competencia. 
Artículos 79, 80, 82, 84, 85, 201, 203 de la Cons- 
titución de la República, 3-65, 366 y 373 del Có- 
digo de Trabajo. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fundamen- 
to en lo considerado. leyes citadas y lo que 
preceptúan los articulos lo., 3o., 9o., 100. y 11 
el Decreto Legislativo 1539, declara: IMPRO- 
CEDENTE el recurso de que se ha hecho mé- 
rito. Notifíquese. 


H_ Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.— 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Héctor Manuel 
Vasquez, contra el Presidente de la Repú- 
blica y Ministros de la Defensa Nacional y 


Gobernación y contra el Director General de 
la Policia. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, dos 
de mayo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por el licenciado Hector 
Manuel Vásquez López, en contra del Presi- 
dente de la República, Ministros de la Defensa 
Nacional, Gobernación y contra el Director Ge- 
neral de la Policia Nacional, por los siguientes 
motivos: 


Manifiesta el recurrente que el trece de fe- 
brero fue detenido en la ciudad de Zacapa por 
agentes que supone obedecian órdenes de los 
funcionarios recurridos y posteriormente fue 
conducido a esía capital y recluido en el cuar- 
tel múmero uno de la Policia Nacional; que no 
habia cometido ningún delito ni falta que me- 
rezca la privación de su libertad, pues está de- 
dicado exclusivamente al ejercicio de su profe- 
sión y después de citar algunas disposiciones 
constitucionales, pidió se le amparara provisio- 
nalmente ordenando su inmediata libertad y en 
el sentido de que no debe ser expatriado del te- 
rritorio nacional, porque tal medida seria vio- 
latoria de la Constitución. 
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Al darse trámite al recurso en lo que 
pecta a los tres primeros funcionarios mex 
nados, se le concedió el amparo provisional 
no ser expatriado, habiendo informado 
que desconocían los hechos denunciados p 
recurrente, en los cuales no habían interve: 
agregando el Ministro de Gobernación, que 
gún el informe del Director de la Policía 
cional, el licenciado Vásquez López fue de 
do en virtud del artículo 4o. del Decreto nún 
ro 22 de la Constituyente y se encontr. 
cluido en el Primer Cuerpo de la Policía. e 
dio vista al recurrente y al he =p = 
de la cual solamente hizo uso esta institución, 
argumentando en contra de lo po por € 
interesado y solicitó que se resolviera de p 
declarando sin lugar el recurso. Por hz 
estimado necesario se concedió el término 
prueba legal, no habiéndose aportado ning 
y como no hicieron uso las partes de la últ 
vista que les fue concedida y estando concl 
dos los trámites procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


El recurso de amparo tiene como 
esencial el mantenimiento de las garantías i 


tos de la Constitución, por lo que para 
opere es necesario que se acredite en la forr 
prescrita en la ley,”la resolución o el acto 
la autoridad recurrida que contravenga o 


titucionalmente, y como en el presente cast 
la detención del recurrente no puede constit 
esa transgresión por estar restringida la vi 
cia de las garantias constitucionales relaciona- 
das con la libertad de las personas por el estado 
de sitio en que se encuentra la república, y. o- 


manifiesta la A del amparo 50) 
tado. —Artículos 77- 79, 80 de la Constit 
$, 9, 10 y 29 del Decreto Legislativo 1539. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de confor 
dad con lo considerado y los articulos 222, 
232 y 234 del Decreto Gubernativo 1862, de 
ra: improcedente el recurso de amparo de rr 
rito, Notifiquese y transcribase a quienes C0- 


rresponde. Y 


Mi 


H. Morales Dardon.—G. Aguilar 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragó 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 
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AMPARO 


Interpuesto por Ana Victoria Zamora de Girón, 

contra los Ministros de la Defensa Nacional y 

de Gobernación, con fecha veinte de febrero 
del año en curso. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, cua- 
tro de mayo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por Ana Victoria Za- 
mora de Girón, contra los Ministros de la De- 
fensa Nacional y de Gobernación, con fecha 
“veinte de febrero del año en curso. 


La interponente manifiesta: que su esposo 
Manuel Lisandro Girón Arana, desde muchos 
amos trabaja en la Compañía Agro Comercial, 
donde se dedica con exclusividad a su trabajo, 
sin ninguna militancia política. Que desde el 
“veintiséis de enero recién pasado, ha venido 
siendo perseguido por la Policia y aue el día 
mencionado se presentaron a la oficina donde 
trabaja varios agentes de la Policia Judicial 
preguntando por su persona en forma insisten- 
te y desatenta, que afortunadamente su esposo 
no estaba en esos momentos en el sitio donde 
“lo buscaron, sino en otra dependencia de la 
misma empresa, que al ser informado de que 
los agentes lo buscaban, tuvo la intención de 
presentarse a la jefatura de la Guardia Judi- 
cial para clarificar su situación, pero consejos 
dados a tiempo lo hicieron desistir de este pro- 
posito. Que el propio día veintiséis de enero 
los agentes judiciales lo buscaron aproximada- 
mente seis veces, diciendo que tenían orden de 
capturarlo a como diera lugar y que a saber 
qué iba a ser de él Que con vista de esto tra- 
taron de averiguar con el director de la Policía 
pero se les informó aue no había ninguna orden 
en su contra, lo que llevó tranquilidad a su 
hogar, haciendo que su esposo volviera a sus 
labores ordinarias, Empero el primero de febre- 
ro de este año, a eso de las nueve horas y quin- 
ce minutos, volvieron a llegar dos agentes ju- 
1 diciales a su casa de habitación, con orden de 
practicar un cateo, lo que efectuaron, mani- 
¡festando que también catearían la finca de su 
¡padre denominada El Capulín, porque “tenían 
que capturar a su esposo a quien no sería faro 
y extrañaran del país”. Que la amenaza de los 
“agente judiciales cristalizó al día siguiente en 
“horas de la tarde, que fue cateada la finca de 
su padre Carlos O. Zamora y si bien los agen- 
tes se comportaron en forma comedida, no dejó 
¡de intrigarlos, porque les dio la impresión de 


que buscaban un criminal y no a una persona 
honrada, Que con el proceder de la Policía es- 
tima se han violado las normas contenidas en 
los artículos 40, 43, 44, 46, 47 y 56 de la Cons- 
titución, por lo que interpone el presente recur- 
so, pidiendo se le conceda -amparo provisional. 
Se dio el trámite correspondiente y se otorgó 
el amparo provisional solicitado en el sentido 
de mantener a Manuel Lisando Girón Arana en 
el goce de la garantía contenida en el artículo 
47 de la Constitución, El Ministro de Goberna- 
ción informó que no ha dictado ninguna orden 
que contravenga el artículo 47 de la Constitu- 
ción de la República, en relación con el señor 
Girón Arana y el Ministro de la Defensa en 
nota número dos mil cuarenta y siete dijo des- 
conocer lo relacionado con el indicado señor Gi- 
rón. Se dio vista a la recurrente y al Ministerio 
Público y a solicitud de este último se abrió a 
prueba el recurso, sin aue durante el término 
legal se hayan presentado alguna por las par- 
tes. Concedidas las visas finales, tanto el Mi- 
nisterio Público como la interesada guardaron 
silencio, por lo que concluido el trámite procede 
resolver. 


CONSIDERANDO: 


En los casos contemplados por el artículo 77 
de la Constitución, cesa la plena vigencia de 
las garantías contenidas en los artículos 43, 44. 
46 y 56 de la Constitución que menciona la 
presentada, no así la que determina el artículo 
47 de la Ley fundamental y que se refiere a 
la disposición terminante de que no puede ex- 
patriarse a ningún guatemalteco, ni prohibírse- 
le la entrada al territorio de la república o ne- 
gársele visa, pasaporte u otros documentos de 
identificación, porque dicha garantía no es res- 
tringible en ningún caso y conserva toda su vi- 
gencia como un mandato imperativo que el 
poder público está obligado a observar. El ar- 
tículo 18 del Decreto número 22 de la Asamblea 
Constituyente, autoriza que se recurra de am- 
paro si durante la aplicación de dicha ley se 
violaron garantías o derechos no comprendidos 
dentro de aquellos que conforme a la Consti- 
tución de la República puedan limitarse en su 
ejercicio o se infringiera la ley antes mencio- 
nada. En el caso presente, al otorgarse el am- 
paro provisional se hizo como una protección 
ciudadana que los tribunales están obligados a 
prestar, pero del examen de las actuaciones se 
desprende que los interesados no presentaron 
ninguna evidencia que pueda justificar la pro- 
cedencia del recurso solicitado, por lo que debe 
hacerse la declaración que en derecho procede. 
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POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y lo 
que disponen los artículos 10, 11, 12, 29 del De- 
creto Legislativo número 1539; 222, 223, 233 y 
234 del Decreto Gubernativo número 1862, de- 
clara: IMPROCEDENTE el recurso de amparo 
de que se ha hecho mérito. Notifíquese y archí- 
vese. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Andrés Margarito Tzul Tzunún, 
contra el Presidente de la República y los Mi- 
nistros de Gobernación y de la Defensa Na- 
cional. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, ca- 
torce de mayo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ve para resolver el recurso de amparo 
interpuesto por Andrés Margarito Tzul Tzunún 
contra el Presidente de la República y los Mi- 
nistros de Gobernación y de la Defensa Na- 
cional, por los motivos siguientes: 


Manifiesta el recurrente que el veintiséis de 
enero del corriente año fue detenido por agen- 
ts del orden público y conducido a las depen- 
dencias de la Policía Judicial, sin consignárse- 
le a ningún tribunal ni habérsele hecho saber 
el motivo de su detención y que el veintiocho 
del mismo mes, a las veinticuatro horas, fue 
conducido en un vehículo a la frontera de El 
Salvador y se le entregó a las autoridades de 
migración de aquella república. Citó las ga- 
rantías constitucionales que considera vulnera- 
das y terminó pidiendo se le amparara provisio- 
nalmente y después en definitiva, en el senti- 
do de que no puede ser expatriado nuevamen- 
te, Al tramitarse el recurso los funcionarios 
contra quienes se enderezó informaron descono- 
cer totalmente los hechos relacionados por el 
interesado. Durante el término probatorio que 
se concedió a solicitud del Ministerio Público, 
ninguna se aportó y concluido el trámite, pro- 
cede resolver: 
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CONSIDERANDO: 


Como el interesado no aportó evidencia algu- 
na de los hechos en que fundamenta su recla- 
mo, no puede estimarse que las autoridades re- 
curridas hubieran infringido las garantías cons- 
titucionales en que lo funda, supuesto no se 
llegó a establecer que en verdad hubiera sido 
detenido por agentes del orden público y ex- 
trañado del país como lo manifiesta, por lo que 
es improcedente el amparo solicitado. Artícu- 
los 79, 80, 82, 84 y 85 de la Constitución de la 
República. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en lo considerado, leyes citadas y lo que 
preceptúan los artículos 1o,, 3o., 9o., 100. y 11 
del Decreto Legislativo 1539, declara: IMPRO- 
CEDENTE el recurso de mérito, Notifíquese. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Francisco Manuel Andrés y 
Juan Miguel, contra el Tribunal Electoral. 
(Elecciones San Rafael La Independencia, 
Huehuetenango). 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, ca- 
torce de mayo de mil novecientos sesenta y dos, 


Para resolver se examinan los recursos de 
amparo interpuestos por Francisco Manuel An- 
drés y Juan Miguel, contra el Tribunal Elec- 
toral, por los motivos siguientes: 


El primero de los nombrados expone que en 
las elecciones que para integrar la municipa- 
lidad de San Rafael La Independencia, en el 
departamento de Huehuetenango, que se lleva- 
ron a cabo el tres de diciembre del año próxi- 
mo pasado, obtuvieron mayor número de votos 
los candidatos postulados por el Partido “Re- 
dención” y eso no obstante, el Tribunal Elec- 
toral adjudicó los cargos respectivos a los can- 
didatos del Partido “Movimiento Democrático 
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Nacionalista”, El segundo afirma los mismos 
hechos agregando que en su oportunidad in- 
terpuso la acción de nulidad respectiva ante el 
Tribunal Electoral, pero no se le dio trámite 
rechazándola de plano por extemporánea con 
lo que no está conforme debido a que a su 
juicio sí fue propuesta en tiempo la referida 
acción si como es de ley se toma en cuenta el 
término de la distancia, lo que no hizo el Tri- 
bunal y por eso pide que el recurso de amparó 
se declare con lugar a efecto de que se tramite 
y resuelva en su oportunidad la acción referi- 
da, Se dio trámite al recurso y de los antece- 
dentes que envió el Tribinal recurrido aparece 
que el seis de enero de este año se hizo la últi- 
ma notificación del acta número cuatro mil qui- 
nientos noventa y dos de fecha veintiocho de 
diciembre de mil novecientos sesenta y uno, 
en la que se adjudicaron los cargos para la 
municipalidad de San Rafael La Independencia 
del departamento de Huehuetenango, a las per- 
sonas que conforme el escrutinio practicado ob- 
tuvieron la mayoría de votos; que el diez del 
mismo mes de enero, compareció José Miguel 
interponiendo la acción de nulidad para que se 
revisara el cómputo practicado y se adjudica- 
ran los cargos a los candidatos del Partido “Re- 
dención”, Durante el término de prueba que se 
concedió, ninguna aportaron las partes.y estan- 
do agotado el trámite, procede resolver 


CONSIDERANDO: 


El recurrente José Miguel, funda su reclamo 
en que a su juicio no se ajusta a derecho la reso- 
lución del Tribunal Electoral en la que por ex- 
temporánea rechazó de plano la acción de nuli- 
dad que planteó contra la adjudicación que se 
hizo en el acta ya relacionada, de fecha veintio- 
cho de diciembre del año próximo pasado, por- 
que no se tomó en cuenta el término de la distan- 
cia. Pero esta afirmación no es exacta, toda 
vez que la notificación al Partido “Reconcilia- 
ción Democrática Nacional”, se hizo en esta 
ciudad y aqui mismo está redactado el escrito 
mediante el que se intentó la referida acción de 
nulidad, no existiendo por consiguiente razón 
alguna para computarse el término de la dis- 
tancia como se alega. Y en cuanto al recurso 
interpuesto por Francisco Manuel Andrés, re- 
sulta también ineficaz ya que para estudiar el 
fondo de sus impugnaciones tendría que ha- 
berse tramitado y resuelto por el Tribunal Elec- 
toral la cuestión de nulidad a aue hace alusión 
el otro interesado o sea José Miguel. Artículos 
79, 80, 82, 84 y 85 de la Constitución de la Re- 
pública. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en lo considerado, leyes citadas y lo 
que preceptúan los artículos lo., 3o., 9o., 10o., 
y 11 del Decreto Legislativo 1539, declara: IM- 
PROCEDENTES los recursos de mérito. Notifí- 
quese y con certificación de lo resuelto, devuél- 
vanse los antecedentes, 


H. Morales Dardón.—G, Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M., Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Luis Esteban Gómez Polanco, 
contra el Presidente de la República y los Mi- 
nistros de Gobernación y de la Defensa Na- 
cional, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, ca- 
torce de mayo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ven para resolver los recursos de ampa- 
ro interpuestos por Luis Esteban Gómez Polan- 
co, contra el Presidente de la República, el Mi- 
nistro de Gobernación y el de la Defensa Na- 
cional, con fundamento en los siguientes hechos: 

El seis de febrero próximo pasado, se pre- 
sentó el primero de los recursos indicados, ma- 
nifestando el interesado que “fue capturado el 
día 29 de enero último a las 10 pm., y quince 
minutos, habiéndome llegado a capturar 4 po- 
licías vestidos de particular, que dijeron ser 
judiciales. Llegaron en un automóvil verde pla- 
cas No. 2590, a cuyo interior me condujeron, 
llevándome después a la Guardia Judicial, de 
donde se me ha trasladado a diversos lugares 
de detención manteniéndoseme incomunicado y 
negándoseme el derecho de hablar con mis fa- 
miliares y buscar abogado que me defienda”. 
Pidió que se le amparara provisionalmente or- 
denándose su libertad y que en definitiva se 
declarara que no puede ser extrañado del pais. 
El segundo recurso lo presentó el veinticuatro 
de febrero relatando los hechos de su captura 
con la diferencia de que manifiesta que al día 
siguiente de ésta fue “extrañado del país por 
agentes del citado organismo policíaco, condu- 
ciéndome a la vecina república de El Salvador, 
en donde estuve hasta que, burlando la vigi- 


Si bien es cierío que oda persona tiene de- 
recho a pedir amparo para oue se le manten- 
ga O restituya en el goce de los derechos y ga- 
rantfías que la Constitución establece, también 
lo es que en casos como el presente en que el 
reclamo se Ííunda en hechos concretos, para que 
pueda prosperar el recurso es necesario que se 
aporíen las evidencias de la existencia real y 
efectiva del acío de la autoridad violatoría de 
aquellos derechos y garantías y como Luis Es- 
teban Gómez Polanco, según consta en autos 
no produjo ninguna prueba de haber sido de- 
tenido y menos de que se tratara de extrañarlo 
del país como lo manifiesta, resulía evidente 
la improcedencia de los dos recursos de am- 
paro que eon fundamento en los mismos hechos 
interpuso. Artículos 79, 80, 82, 84 y 25 de la 
Constitución de la República. 

POB TANTO: 

La Corte Suprema de Justicia, con fundamen- 

to en lo considerado, leyes citadas y lo que pre- 


ceptúan los artículos lo., 30., Yo, 10. y 11 del 
Decreto Legislativo 1539, declara: IMPROCE- 


DENTES los recursos de que se ha hecho mé-- 


rito. Notifíquese. 

H. Morales Dardón—G. Aguilar Fuentes — 
Arnoldo Beyes—J. F. Juárez y Arzzón.—Al- 
berto Argueta S.—M_ Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Ricardo Estrada 
Aguilar, Director del Partido “Reconciliación 
Democrática Nacional”, contra el Tribunal 
Electoral (Elecciones de Sacatepéquez). 


Tribunal declaró sin lugar la acción de 
que el recurrente interpuso en el expedien 
respectivo, contra la resolución en que 
claró la invalidez de las referidas € 
que estima incorrecta la resolución 
porque no se tomó en cuenta la docume 
fehaciente que se acompañó consistente 
municipios donde se quemaron las 
debidamente firmadas por los Pres 
las Juntas Electorales, así como 
expedida por la Delegación d > 
teniendo los datos que 
nicipeles y certificación extendida por el Ga ber- 
en - 
que se transcriben los telegramas que en su 
oportunidad enviaron las Juntas h Í 
sobre el resultado de las elecciones. y euare 
y dos resltados de A 
que funcionaron en el 


a 
esa prueba, el Tribunal debió haber Y ( 
reponer la papelería que había sido destru 
declarar con lugar la acción de nulidad in 


año pasado en un caso similar ocurrido en € 
ciones del municipio de Chimaltenango, y 
al no hacerlo así, violó el artículo 39 añs 
de la Constitución de la República. Pidió 
ampaerara provisionalmente y que en defini 
se declarara con lugar el recurso 
reponer la papelería destruida a efecto au 
adjudicara la curul por el departamento 
catepéquez al doctor Oscar Asencio del 
El Tribunal Electoral envió los 
de los que consta que cuando ya se ener 
en sus oficinas la papelería correspor 
las elecciones para diputados por el de 
mento de Sacatepéquez, fue destruida pi 
cendio la que procedía de los municipi 
Antigua Guatemala, Pastores, San Lucas 
tepéquez, San Juan Alotenango, Santa Ca ri 


mar 


ante ec 


2 y Jocotenango, por lo que en resolu- 


ES mati de eme ya e haa 
am, y al declararla sin lugar el Tribunal 
=ró que las razones aducidas por el recu- 
no eran suficientes para basar en ellas 
catoría salieitads, porque los datos que 
fenen certificaciones que acompañó no fue- 
fumados de les actas origimales del cierre 
los comicios sino de informes de referencia, 
A eee com exaectitaal 
de wotos y demás documentos des- 
a jara cxrusar la falta de 
mo sobre más del cincuenta por ciento 


a el mandato del artículo 65 de la ley de la 
o Emette usarse el proce 
lento que se empleó con respecto al muni- 
> de Chimaltenango porque los hechos y 
janelas difieren substencisimente, pues 
E eotactracrión se llevó = cabo 
a e intervinieron todos 

s mtesrantes de las mesas receptoras de votos 
y se trata de la elección de un solo municipe 
0 > la dilsción probatoria el recurrente pi- 
lá se tuvieran como pruete de su parte los 
s que obran en el expediente y ade- 
is comi motivo de las eleccio- 


de Chimaltenango, de que ya se hizo refe- 
Concluido el trámite, procede resolver. 
CONSIDERANDO: 


El procedimiento establecido por la Ley Elec- 
para hacer el recuento de votos, obliga al 
junal respectivo = comprobar, con los do- 
nfos originales, si los datos consignados en 
actas de cierre som exsctos; examinar las 
s que haya tenido la mes= receptora psa- 
jetar aleunos de los votos emitidos y re- 
acerca de su nulidad: clasificar los votos 
y nulos y decidir sobre la validez de las 
Ós. Es indudable que estas operaciones 
len llevarse a cabo con base en datos 
de documentos distintos de los orisi- 
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y si coinciden con lo asentado en las actas y h- 
bros correspondientes, asi como si son justas las 
razones Que se hayan tenido en cuenta para 
objetar algunos de los votos emitidos, el núme- 
ro de ellos y el de los que se declararon válidos, 
habida cuenta además que como se asienta en 
la resolución recurrida y aparece de los autos, 
la papeleria destruida corresponde a más del 
cincuenta por ciento de los sufrasios obtenidos 
en todo el distrito electoral y por lo mismo, su 
resultado afectaría indud=blemente el del total 
de los comicios. Además, el hecho de que en 
otra ocasión se haya procedido a reconstruir el 
resultado de las elecciones, por haberse sustrai- 
do la documentación original no puede tenerse 
como fund=mento pera proceder en la misma 
forma en el caso de exs=men, porque aquel pro- 
cedimiento no produce jurisprudencia que obli- 
gue a actuar ahora de igual manera, siendo de 
advertir que el Tribunal de Amparo no sancio- 
nó el método empleado en aquella oportunidad 
debido a que por defectos técnicos en la imter- 
posición del recurso, no estuvo en posibibidad 
de examinar el fondo del asunto, para determi 
nar si fue correcta conforme a derecho, la for- 
ma en que se procedió. Artículos 79. 30, Y, Y, 
85 de la Constitución de laz Repúbbica, 36, 37, 
61, 62 63, 6% y 65 del Decreto 1069 del Com- 
greso. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fundamen- 
to en lo considerado, leyes citadas y lo que pre- 
ceptúan los artículos la, Ja. %., lo. y 11 del 
Decreto Legislativo 15339 declara: IMPROCE- 
DENTE el recurso de mérito. Notifíquese y cun 
certificación de lo resuelto, devuélvanse los an- 
tecedentes 

EH. Morales Dardon—G. Azuilar Fuentes — 


Arnoldo Reyes—J. F. Juirez y Arazon—Al 
berto Arzueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Antonie Rodriguez Culebro, 
contra el Tribunal Electoral. 
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Corte Suprema de Justicia, catorce de mayo 
de mil novecientos sesenta y dos, 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Antonio Rodríguez 
Culebro, contra el Tribunal Electoral, en el que 
actúa como tercero coadyuvante con éste, el 
licenciado Jorge Arístides Villatoro Herrera. 


Manifiesta el recurrente, que según la reso- 
lución de veintiocho de febrero del corriente 
año, esta Corte Suprema mandó que el Tribu- 
nal Electoral verificara nuevo cómputo para la 
adjudicación de la cuarta curul por el décimo 
quinto distrito electoral, departamento de Hue- 
huetenango, en conformidad con lo considerado 
y lo que disponen los artículos 69 y 73 del De- 
creto 1069 del Congreso y 31 de la Constitución, 
cuya resolución lógicamente lleva a concluir 
que deberá practicarse un examen de la pape- 
lería, actas y reportes que sirvieron para fini- 
quitar el proceso electoral del recién pasado 
tres de diciembre, lo que determinó que la Pre- 
sidencia del Tribunal Electoral resolviera el 
ocho de marzo que así se hiciera; sin embargo, 
dicho Tribunal entra en una contradicción fla- 
grante porque en el primer punto del acta de 
fecha catorce de marzo último, afirma que ve- 
rificado el cómputo de los votos correspondien- 
tes a los partidos participantes en la elección, 
se hicieron las operaciones pertinentes confor- 
me el artículo 73 del Decreto 1069 del Congreso 
y se procedió a hacer las adjudicaciones de 
cargos de diputados por dicho distrito a los ciu- 
dadanos: Luis Palemón Chávez Galicia, Carlos 
Adolfo Bran Sánchez, Marco Augusto Recinos 
Solís y Jorge Arístides Villatoro, y en el segun- 
do punto, indica: que no estando afectada la 
proclamación de los tres primeramente nom- 
brados, se ratifican las credenciales respectivas, 
no así la que se hiciera del ciudadano Antonio 
Rodríguez Culebro, la cual se deja sin valor 
ni efecto, debiéndose en consecuencia extender 
la credencial que corresponde al ciudadano Jor- 
ge Arístides Villatoro; que en síntesis el Tri- 
bunal Electoral al realizar la adjudicación de 
la cuarta curul del distrito electoral de Hue- 
huetenango, no cumplió con la resolución del 
Tribunal de Amparo, ni con lo que preceptúa 
el artículo 73 citado, por no haber proce- 
dido a realizar nuevos cómputos y escrutinios 
para la adjudicación de la indicada curul, por 
lo que interponía el presente amparo a efecto 
de que en su oportunidad se declarara, que las 
resoluciones de fecha catorce de marzo de este 
año del Tribunal Electoral adjudicando la cuar- 
ta curul del distrito de Huehuetenango son 
nulas, por no ajustarse a lo mandado por el Tri- 


bunal de Amparo y violar lo dispuesto en el 
artículo 73 de la Ley Electoral, y en consecuen- 
cia reiterar que deberá practicarse nuevo 
cómputo para los efectos de determinar a quién 
corresponde la adjudicación de la cuarta curul 
mencionada, dejando en consecuencia firme la 
resolución de ocho de marzo proferida por la 
Presidencia del Tribunal Electoral. 


Tramitado dicho recurso el Tribunal Electo- 
ral envió el expediente administrativo relacio- 
nado con las elecciones de cuatro diputados por 
el departamento de Huehuetenango que se efec- 
tuaron el tres de diciembre del año recién pasa- 
do, en el cual obran las resoluciones que im- 
pugna el recurrente. 


El licenciado Jorge Arístides Villatoro He- 
rrera, compareció a coadyuvar en favor del 
Tribunal recurrido, rebatiendo los fundamen- 
tos de este recurso; en el término de prueba se 
aportaron las siguientes: por parte de Rodríguez 
Culebro: el acta notarial suscrita en Huehuete- 
nango, que obra en el expediente administrati- 
vo de las elecciones, de fecha veintisiete de 
diciembre y autorizada por el notario Edmundo 
Méndez Hidalgo; el acta notarial autorizada 
por el notario Oscar Jiménez Véliz, de fecha 
diez de marzo último y presentada en este re- 
curso; y las resoluciones del Tribunal Electoral 
que se impugnan; el licenciado Villatoro He- 
rrera presentó el acta notarial autorizada por 
el notario Mario Fuentes Peruccini, el ocho de 
marzo del año en curso. Al darse 13 última vista 
de lo actuado a las partes únicamente el recu- 
rrente alegó lo que consideró pertinente y es- 
tando concluido el trámite, procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Según lo expresa el propio interesado, me- 
diante este recurso pretende obtener la decla- 
ración de que las resoluciones del Tribunal 
Electoral en que adjudicó la cuarta curul del 
distrito electoral de Huehuetenango al licen- 
ciado Jorge Arístides Villatoro Herrera, por 
no haberse procedido de acuerdo con lo resuel- 
to por el Tribunal de Amparo que conoció del 
recurso de esta naturaleza que interpuso el ci- 
tado profesional, cuando se adjudicó al ahora 
recurrente dicha curul; pero es de advertir que 
de conformidad con el artículo 81 de la Ley 
Electoral, si la declaratoria de la elección que 
se hizo a favor del licenciado Villatoro Herre- 
ra adolece de algún vicio, lo indicado era plan- 
tear ante el Tribunal Electoral la acción de nu- 
lidad correspondiente y no en el recurso de 
amparo, que únicamente cabe contra las reso- 
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luciones en aquellas acciones, por lo que la 
ineficacia del presente amparo es evidente y así 
debe resolverse, Artículos 79, 80, 85 de la Cons- 
titución y el citado de la Ley Electoral. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y los artículos 8, 10., 29, 
37 del Decreto Legislativo 1539, 222, 224 y 234 
del Decreto Gubernativo 1862, declara: IMPRO- 
CEDENTE el recurso de mérito, Notifíquese, 
transcríbase a quien corresponde y devuélvanse 
los antecedentes. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M., Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el doctor Octavio René Chicas 
Carrillo, contra el Tribunal Electoral. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, diez 
y seis de mayo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por el doctor Octavio 
René Chicas Carrillo, contra el Tribunal Elec- 
toral, con base en los hechos siguientes: que el 
once de noviembre del año pasado, fueron ins- 
critos como candidatos para diputados por el 
departamento de Jutiapa, Edgar Willy Marro- 
quín Aragón y Nicolás Salguero Cámbara. en 
actas números ciento ochenta y cuatro, ciento 
ochenta y cinco y ciento ochenta y seis; que el 
treinta de noviembre del mismo año se levantó 
acta notarial haciendo constar la serie de ano- 
malías y la falta de validez de dichas actas, 
hasta entonces vigentes, afirma, si estar testa- 
das, sin razón de haberse anulado, sin actas adi- 
cionales, es decir, estaban completamente lim- 
pias y con vigencia y sin alteraciones de nin- 
guna naturaleza. Luego agrega: “Habiéndose 
establecido la ilegalidad de las inscripciones de 
los referidos candidatos por violación del ar- 
tículo 41 de la Ley Electoral, el delegado del 
Tribunal Electoral, de mutuo propio, pensó y 
ejecutó, la nulidad de las actas primarias y 
suscribió nuevas que llevan los números 187, 
188 y 189, las cuales sin ninguna duda fueron 


suscritas después del treinta de noviembre de 
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mil novecientos sesenta y uno, ya que en aquel 
entonces no estaban, sólo que con fecha retroac- 
tiva, es decir, que fueron levantadas después 
del treinta y les pusieron fecha once de noviem- 
bre del año pasado; de donde se deduce que- 
las tres últimas actas carecen de validez, puesto 
que el último día de inscripciones de candida- 
tos fue el doce de noviembre de mil novecien- 
tos sesenta y uno a las veinticuatro horas, ha- 
biéndose violado el artículo 39 del Decreto Le- 
gislativo 1069 y su reforma artículo 16 del 
Decreto 1352 del mismo Organismo, que en su 
parte conducente dice: La inscripción deberá 
hacerse por lo menos veinte días antes si fuere 
para diputados o cargos edilicios... y, estable- 
ciéndose con acta notarial, firmada por el pro- 
pio delegado electoral, para no dejar lugar a 
dudas, que el treinta de noviembre no estaban 
suscritas las actas 187, 188 y 189 y siendo las 
elecciones el tres de diciembre, las inscripcio- 
nes impugnadas son nulas ipso-jure (año 1961)”. 
Continúa el recurrente exponiendo que las ac- 
tas números 187, 188 y 189 fueron suscritas 
después de las diez y ocho horas del día anterior 
al cierre de las inscripciones, circunstancia que 
no tomó en consideración el Tribunal Electoral, 
“violando nuevamente el artículo 39 del Decre- 
to Legislativo 1069 que en su parte conducente 
dice: Después de las dieciocho horas del día 
anterior al cierre de la inscripción, no se dará 
curso a solicitud alguna de alteración de ins- 
cripciones. y los señores Magistrados de la Ho- 
norable Corte apreciarán que las referidas ac- 
tas fueron levantadas después de las dieciocho 
horas como dejo “dicho”; que el día doce de fe- 
brero del año en curso se levantó acta notarial 
haciendo constar la existencia en el libro de 
inscripciones de candidatos que se lleva en la 
Delegación de Jutiapa de una razón puesta al 
final de las actas números 184, 185 y 186 y que 
literalmente dice: “Razón: las tres actas 184, 
185, 186 a folios 181, 182, 183 y 184 se anulan 
en virtud de carecer de datos importantes que 
no pueden salvarse por falta de espacio, cuyos 
errores se constataron al leérselas a los com- 
parecientes. Doy fe (f) José Girón Ponciano. 
Delegado del Tribunal Electoral. Agileo Corado 
Martínez. Oficial Mecanógrafo de la Delega- 
ción”; que los Magistrados del Tribunal Electo- 
ral pasaron inadvertido que dicha razón es fal- 
sa, que no tiene fecha ni la firma de los com- 
parecientes, de donde se establece que fue pues- 
ta de mutuo propio por el Delegado Electoral; 
que los referidos candidatos fueron inscritos en 
las actas adicionales 187, 188 y 189, sin hacer 
gestiones por escrito para alterar las primarias, 
184, 185 y 186, habiéndose “violado, otra vez el 
artículo 39 (Arto. 16 Dto. 1352 del Congreso) 
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que dice: Una vez inscrito un candidato o plani- 
lla, la inscripción no podrá alterarse sin antes 
justificar ante el Tribunal Electoral la causa de 
la alteración”; que los Magistrados del Tribu- 
nal Electoral aceptaron en su fallo, la actua- 
ción del delegado de Jutiapa, que sin su auto- 
rización, no sólo alteró, sino anuló las actas, pa- 
sando sobre su jerarquía “viéndolos como un 
cero a la izquierda y violando el artículo 24 
inciso c) del Decreto Legislativo 1069; que el 
Tribunal Electoral en auto para mejor fallar 
pidió el libro de inscripciones de candidatos 
para diputados, habiéndolo puesto a la vista del 
notario y testigos para levantar el acta notarial 
el Magistrado Francisco Gómez Carranza”, con- 
firmando con este funcionario, que las certifi- 
caciones de inscripciones, actas notariales, viola- 
ciones de las leyes son verídicas, que la razón 
de nulidad de las actas primarias es falsa, que 
las fechas de las actas adicionales es retroacti- 
va y en fin que hay una serie de violaciones y 
delitos (falsificación de documentos públicos) 
cometidos por los candidatos y Delegado Elec- 
toral, no obstante haberlo comprobado con sus 
propios ojos en el libro original, emiten un fallo 
en favor de los delincuentes, procediendo con 
notoria ilegalidad...” Concluye afirmando: que 
las actas de las inscripciones de los candidatos 
Edgar Willy Marroquín Aragón y Nicolás Sal- 
guero Gámbara, carecen de validez; que los 
candidatos aludidos y el delegado electoral co- 
metieron delitos entre los que se destaca la 
falsificación de documentos públicos y deben 
ser consignados a los Tribunales de Justicia; 
que las pruebas del fraude y de los delitos co- 
metidos son documentales y que a esta Corte 
no le queda otro camino que enderezar el pro- 
cedimiento, declarando ilegales las actuaciones 
y ordenando se hagan los escrutinios solamente 
con los votos de los candidatos inscritos de con- 
formidad con la ley. Cita como violados los ar- 
tículos 39 inciso 7 de la Constitución de la Re- 
pública, artículos 24 inciso c) y 1), 39, 41 De- 
creto Legislativo 1069 y 16 Decreto Legislativo 
1352. Finalmente pide que se declaren ilegal e 
inconstitucionales las actuaciones del Tribunal 
Electoral y aue se le ordene practicar el escru- 
tinio y adjudicación, tomando en cuenta sola- 
mente los votos de candidatos inscritos de con- 
formidad con la ley. Se dio trámite el recurso, 
denegándose el amparo provisional solicitado. 
El Tribunal Electoral envió los antecedentes en 
los que consta: la acción de nulidad presentada 
por el recurrente la que fue declarada sin lugar 
con base en las siguientes consideraciones; que 
el acta notarial presentada ninguna eficacia 
probatoria tiene por cuanto las declaraciones 
de los testigos se reciben con citación contraria 


y los notarios no están autorizados para recibir 
esta clase de pruebas, fuera de que los decla- 
rantes son interesados en los hechos sobre los 
que hacen su exposición que se alega que las 
actas números 184, 185 y 186 son nulas porque 
así lo hizo constar en razón que puso el mismo 
delegado del décimo distrito electoral, Jutia- 
pa, y que estas no podían modificarse sin antes 
tener la venia de dicho Tribunal, conforme lo 
preceptúa el artículo 16 del Decreto 1352 del 
Congreso, argumentación que'no puede estimar- 
se como válida porque la modificación de que 
habla el artículo citado debe entenderse cuando, 
dejando con toda eficacia jurídica el asiento 
de la inscripción hecha, se desee hacer constar 
actos o hechos adicionales que alteren el con- 
tenido original, pero no cuando se anula total- 
mente un acto por equivocaciones tenidas en 
su asiento y se trata de levantar otro que con- 
tenga el mismo acto llenándose en él las exi- 
gencias legales; que con la certificación de las 
actas levantadas por el Delegado del Tribunal 
Electoral y la certificación del acta notarial au- 
torizada por el licenciado Adolfo Alarcón Solís, 
sólo prueba la existencia de tales actas, pero no 
así que las tres últimas sean falsas pues si bien 
el actor asegura en su escrito, por el que enta- 
bla la acción de nulidad, que aún el treinta de 
noviembre último, cuando se suscribió el acta 
notarial aludida, las tres actas de inscripción 
de Edgar Willy Marroquín Aragón y Nicolás 
Salguero Cámbara, todavía no estaban asenta- 
das, dicha acta notarial no dice nada sobre este 
particular y ninguna otra prueba se ha rendi- 
do que pudiera establecer tal extremo, Ade- 
más, dice el Tribunal Electoral, al tenerse a la 
vista el libro de inscripciones del Décimo Dis- 
trito Electoral, se comprobó que no existe el 
más leve indicio de que. en las fechas de las 
actas hubiesen sido alteradas, como se pretende 
y que entre unas y otras, entre ésta y la que 
le sigue, correspondiente a una inscripción de 
candidatos a cargos municipales, hay continui- 
dad racional. Se dio vista al Ministerio Públi- 
co y al recurrente y a solicitud de este último 
se abrió a prueba el negocio por el término de 
ley, teniéndose como tales de parte del 'recu- 
rrente, la certificación de las diligencias volun- 
tarias seguidas ante Juez Quinto de Primera 
Instancia, Ramo Civil de este departamento en 
las que consta el pliego de posiciones absuelto 
por Rolando de Jesús Rodríguez Solís, a soli- 
citud del doctor Octavio René Chicas Carrillo 
y en las que contestó afirmativamente las pre- 
guntas que se le dirigieron asegurando que vio 
cuando se levantó el acta notarial fechada el 
treinta de noviembre último y que se dio cuen- 
ta que en esa oportunidad únicamente apare- 
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cían en el libro de inscripción de candidatos 
del Registro Electoral de Jutiapa, las actas nú- 
meros 184, 185 y 186, relacionadas con la ins- 
cripción de los candidatos Edgar Willy Marro- 
quín Aragón y Nicolás Salguero, no habiendo 
otras actas de esa fecha a favor de las perso- 


.nas mencionadas, que dichas actas no estaban 


tachadas ni alteradas en ninguna forma, no 
habiendo tampoco ninguna razón de nulidad, ni 
solicitud para ello, el treinta de noviembre; que 
no estaban hechas ni firmadas las actas núme- 
ros 187, 188 y 189 y que lo único que había a 
continuación del acta número 186, era un es- 
pacio de tres hojas en blanco, sin ninguna ra- 
zón, todo esto a la hora de levantar el acta no- 
tarial el treinta de noviembre; que esto lo sabe 
porque lo presenció personalmente como repre- 
sentante del Partido Revolucionario en Jutia- 
pa, así mismo se tuvo como prueba de parte del 
recurrente la certificación extendida por el 
Tribunal Electoral en la que se hace constar 
el informe de la secretaría del mismo en el sen- 
tido de que no aparece ninguna gestión enta- 
blada por los personeros de los Partidos Re- 
conciliación Democrática Nacional, Movimien- 
to Democrático Nacionalista y Unión Democrá- 
tica, para modificar o anular las actas de ins- 
cripciones de los candidatos a diputados de los 
citados partidos, Edgar Willy Marroquín Ara- 
gón y Nicolás Cámbara; copia al carbón en pa- 
pel sellado de a: diez centavos de quetzal, debi- 
damente firmada, del acta notarial suscrita el 
doce de febrero de este año en la ciudad de 
Jutiapa, por el notario Adolfo Alarcón Solís, a 
requerimiento de Rolando de Jesús Rodríguez 
Solís, que contiene el dicho de los testigos Si- 
món Yanes Grijalva y Julián Polanco Aguilar, 
quienes manifestaron: que el día treinta de no- 
viembre del año recién pasado se constituyeron 
juntamente con el referido notario autorizante, 
en la delegación del Tribunal Electoral de Ju- 
tiapa y constataron los hechos que se anotaron 
en el acta notarial respectiva; que había úni- 
camente tres actas de la inscripción de los can- 
didatos Edgar Willy Marroquín Aragón y Ni- 
colás Salguero Cámbara, eran las 184, 185 y 
186, las cuales no tenían ninguna línea encima 
ni habían ninguna razón de nulidad posterior 
“y ahora ven con extrañeza que hay tres actas 
nuevas adicionales, las 187, 188 y 189, las cua- 
les sin ninguna duda, fueron levantadas des- 
pués del treinta de noviembre de mil nove- 
cientos sesenta y uno, ya que en aquel enton- 
ces no estaban...; certificación extendida por 
el Juzgado Primero de Primera Instancia de 
Jutiapa de las diligencias voluntarias de abso- 
lución de posiciones, seguidas por el doctor Oc- 
tavio René Chicas Carrillo y en las que el no- 


tario Adolfo Alarcón Solís, Juan Antonio Vi- 
llanueva Alvarado, Simón Yanes Grijalva y Ju- 
lián Polanco Aguilar respondieron al interro- 
gatorio presentado en el sentido de que vieron 
cuando se levantó el acta notarial del treinta 
de noviembre, en relación con las actas de ins- 
cripción de candidatos para diputados núme- 
ros 184, 185 y 186, que dichas actas no es- 
taban tachadas, no tenían razón alguna de nu- 
lidad o alteración en el momento de levantar 
el acta notarial, que las actas números 187, 188 
y 189 de inscripciones para candidatos a dipu- 
tados a favor de Edgar Willy Marroquín Ara- 
gón y Nicolás Salguero, a la hora de levantar 
el acta notarial del treinta de noviembre no 
estaban hechas. Se dio vista al recurrente y al 
Ministerio Público y el primero alegó lo que 
estimó pertinente. Para mejor fallar se mandó 
tener a la vista el libro de inscripciones para 
candidatos a diputados por el Distrito Electo- 
ral de Jutiapa, las actas números 187, 188 y 
189 que constan en dicho libro, los anteceden- 
tes remitidos por el Tribunal Electoral y la 
certificación extendida por el Juzgado Primero 
de Primera Instancia de Jutiapa de las diligen- 
cias voluntarias de posiciones seguidas por Oc- 
tavio René Chicas Carrillo contra Ramón Iz- 
quierdo Cámbara, Eduardo Antonio Salazar 
Marroquín y Juan Manuel Alarcón Carrillo, de 
acuerdo con la solicitud que el interponente 
hizo en memorial fechado el cinco de marzo del 
año en curso, En dichas diligencias de posicio- 
nes los articulantes Ramón Izquierdo Cámbara, 
Eduardo Antonio Salazar Marroquín y Juan 
Manuel Alarcón Carrillo afirmaron haber vis- 
to cuando se levantó el acta notarial de fecha 
treinta de noviembre en relación con las actas 
de inscripción de candidatos para diputados por 
Jutiapa números 184, 185 y 186, que no habían 
actas correlativas sino sólo habían espacios en 
blanco como para levantar tres actas más y : 
después estaban las inscripciones para munici- 
palidades de Agua Blanca y Santa Catarina 
Mita, se tramitó la excusa del magistrado J. 
Fernando Juárez y Aragón e integrado el Tri- 
bunal con el Presidente de la Sala Primera de 
la Corte de Apelaciones, fue declarada sin lu- 
gar, tomando en cuenta que dicha excusa no 
fue aceptada por el recurrente, 


Concluido el trámite procede resolver, 
CONSIDERANDO: 
Por razón lógica se examinan en primer tér- 
mino los fundamentos jurídicos que amparan 


la resolución del Tribunal Electoral declarando 
sin lugar la acción de nulidad planteada, Asien- 
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ta el Tribunal, con buen juicio, que no puede 
estimarse como válida la argumentación de que 
las actas de inscripción números 184, 185 y 186 
no podían modificarse sin antes obtener la ve- 
nia del mismo, porque las modificaciones a que 
se refiere el artículo 16 del Decreto número 
1352 del Congreso de la República, deben en- 
tenderse, “cuando dejando con toda eficacia 
jurídica el asiento de la inscripción hecha, se 
desee hacer constar actos o hechos adicionales 
que alteren el contenido original, pero no cuan- 
do se anula totalmente un acto por equivoca- 
ciones tenidas en su asiento y se trata de levan- 
tar otro que contenga el mismo acto, llenán- 
dose así las exigencias legales”. En efecto, ana- 
lizando el contenido del párrafo final del ar- 
tículo 39 de la Ley Electoral, se arriba justa- 
mente al pronunciamiento hecho por el Tribu- 
nal recurrido, pues las alteraciones que men- 
ciona el precepto legal citado se refieren con 
toda claridad a rectificaciones de la inscripción 
inicial, vale decir, cambios substanciales en su 
contenido como podrían serlo la substitución de 
un candidato por otro, En el presente caso las 
actas números 184 y 185, pues la número 186 
no ha tenido vida jurídica, ya que no fue con- 
cluida, fueron anuladas por una razón puesta 
por el delegado del Tribunal Electoral, sustitu- 
yéndolas por las números 187, 188 y 189 que 
contienen los mismos elementos electorales que 
las anteriores, corregidos los defectos adverti- 
dos. En cuanto se refiere a que con el acta no- 
tarial levantada por el licenciado Adolfo Alar- 
cón Solís, sólo se prueba la existencia de las 
referidas actas números 184, 185 y 186, pero no 
así que las números 187, 188 y 189 sean falsas, 
el Tribunal Electoral está en lo cierto, pues de 
existir, otra circunstancia debió hacerlo constar 
el notario al levantar el acta de treinta de no- 
viembre, como estaba obligado, máxime como 
asienta el Tribunal Electoral, que al tenerse a 
la vista el libro correspondiente de inscripcio- 
nes, se comprobó que no existe el más leve in- 
dicio de que las fechas de las actas hubiesen 
sido alteradas y que entre unas y otras, entre 
ésta y la que le sigue, correspondiente a una 
inscripción de candidatos a cargos municipales, 
hay continuidad racional. En lo que respecta a 
las pruebas rendidas durante el término con- 
cedido en este recurso y las tenidas a la vista 
para mejor resolver cabe decir: que las dili- 
gencias de posiciones absueltas por Rolando de 
Jesús Rodríguez, Adolfo Alarcón Solís, Juan 
Antonio Villanueva Alvarado, Simón Yanes 
Grijalva, Julián Polanco Aguilar, Ramón Iz- 
quierdo Cámbara, Eduardo Antonio Salazar Ma- 
rroquín y Juan Manuel Alarcón Carrillo, se 
trata de confesiones prestadas por los absolyen- 


tes y que sólo pueden perjudicar o beneficiar 
a ellos mismos, ya que aun en el caso de apre- 
ciarse como prueba testimonial, conforme los 
procedimientos legales, no se llenaron los re- 
quisitos exigibles para la recepción de las mis- 
mas, como tendría que ser la citación contraria 
y el señalamiento de día y hora con la debida 
anticipación, por lo que tales dichos carecen 
de validez legal en el presente caso, particu- 
larmente en cuanto se refiere al notario Adol- 
fo Alarcón Solís, pues su confesión posterior 
en nada afecta lo por él consignado en el acta 
notarial, que en ejercicio de su ministerio le- 
vantó y en cuyo instrumento debió haber hecho 
constar los hechos que en la diligencia de po- 
siciones concretó. Tampoco tiene validez alguna 
la copia al carbón en papel sellado de a diez 
centavos de quetzal, debidamente firmada del 
acta notarial suscrita el doce de febrero del 
año en curso, en la ciudad de Jutiapa por el 
notario Adolfo Alarcón Solís, porque en ella 
sólo se concreta a recoger las manifestaciones 
de Simón Yanes Grijalva y Julián Polanco 
Aguilar y como ya se ha dicho, la prueba tes- 
timonial para que tenga eficacia jurídica, ha 
de ser recibida con las formalidades procesales 
que determina la ley, Por otra parte, del exa- 
men objetivo del libro de inscripciones para 
candidatos a diputados correspondiente al Dis- 
trito Electoral de Jutiapa y que se tuvo a la 
vista, se advierte que a continuación de las 
actas números 184, 185 y principio de la 186 
de fecha once de noviembre del año pasado, 


' que fueron anuladas por la razón puesta por 


el delegado del Tribunal Electoral, figuran las 
actas números 187, 188 y 189 con la misma fe- 
cha que sustituyeron a las anteriores y que no 
contienen modificación substancial o alteración, 
sino se trata de la misma inscripción repetida, 
para. corregir los vicios a que el propio dele- 
gado del Tribunal Electoral alude, figurando 
seguidamente las actas número 190 de fecha 
doce de noviembre recién pasado que se re- 
fiere a la inscripción de candidatos para inte- 
grar la municipalidad de Agua Blanca postula- 
dos por el Partido de Liberación Nacional, en- 
tidad de derecho público que como es notorio 
figura en la oposición a los partidos llamados 
oficialistas; luego aparece con fecha doce del 
mismo mes y año, el acta número 191 que con- 
tiene la inscripción de candidatos a cargos edi- 
licios de Santa Catarina Mita, por parte del 
Partido Movimiento Democrático Nacionalista, 
el acta número 192 de la propia fecha que con- 
tiene la inscripción de candidatos a cargos mu- 
nicipales de El Progreso postulados por el Par- 
tido Unión Democrática, el acta número 193 de 
la misma fecha y en la que el Partido Recon- 
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ciliación Democrática inscribe candidatos para 
cargos municipales de Jerez y el acta número 
194 de la fecha tantas veces citada con la ins- 
cripción de candidatos a diputados por Jutia- 
pa, finalizando así las hojas del libro mencio- 
nado, foliadas del uno al doscientos, De consi- 
guiente ninguna de las afirmaciones hechas por 
el presentado ha sido evidenciada en la forma 
legal que corresponde, por lo que el presente re- 
curso es improcedente y así debe declararse, 
máxime que el recurrente citaba como violadas 
leyes que no tienen ninguna relación con el 
caso presente, pues el inciso 70, del artículo 39 
de la Constitución se refiere a la potestad del 
Tribunal Electoral para conocer y resolver de 
las reclamaciones de los partidos políticos e im- 
poner las sanciones administrativas por deli- 
tos o faltas electorales y los Decretos Legislati- 
vos 1069 y 1352 se refieren el primero al ascen- 
so de general de brigada del coronel Ramón 
Aceña y el segundo a la clausura de sesiones 
de la Asamblea Legislativa en el período ordi- 
nario de mil novecientos veinticuatro, siendo los 
decretos 1069 y 1532 del Congreso de la Repú- 
blica los que tienen relación con el proceso 
electoral, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo 
en las leyes citadas, consideraciones hechas y 
lo que disponen los artículos 23, 81 y 83 del De- 
creto número 1069 del Congreso de la Repú- 
blica; 80. 10, 11, 29, del Decreto Legislativo nú- 
mero 1539; 222, 223, 233 y 234 del Decreto Gu- 
bernativo 1862, declara: IMPROCEDENTE el 
recurso de amparo interpuesto por el doctor 
Octavio René Chicas Carrillo contra el Tribu- 
nal Electoral. Notifíquese y devuélvanse los 
antecedentes a donde corresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F, Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


AMPARO 


Interpuestos por los licenciados Ernesto Arturo 
Zamora Centeno, Luis Edmundo López Du- 
rán y coronel José Luis Cruz Salazar, contra 
resolución del Tribunal Electoral, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, die- 
cinueve de mayo de mil novecientos sesen- 
ta y dos, 


Se tienen a la vista para resolver los recur- 
sos de amparo interpuestos por los licenciados 
Ernesto Arturo Zamora Centeno y Luis Ed- 
mundo López Durán, y coronel José Luis Cruz 
Salazar, contra la resolución del Tribunal Elec- 
toral, de fecha doce de febrero del año en cur- 
so, en que declara nulas las elecciones de di- 
putados llevadas a cabo el tres de diciembre 
del año recién pasado, en el Noveno Distrito 
Electoral (departamento de Chiquimula). 

El licenciado Zamora Centeno expone: que 
en las elecciones realizadas el tres de diciem- 
bre del año próximo pasado, en el noveno dis- 
trito electoral, departamento de Chiquimula, se 
dipustó una sola curul, participando por el Par- 
tido Revolucionario el licenciado Luis Edmun- 
do López Durán; por el Partido Redención el 
coronel Francisco Javier Morales Paredes; por 
el Partido Democracia Cristiana el bachiller 
Otto Jordán; por el Movimiento Democrático 
Nacionalista y el “PUD” en planillas unifica- 
das participó el exponente; que al Tribunal 
Electoral llegó la papelería de esas elecciones, 
consistiendo en libros de actas y papeletas elec- 
torales de todos y cada uno de los municipios, 
y se practicó el conteo y escrutinio, de cuyo re- 
sultado el candidato triunfante fue el recurren- 
te, por lo que se debió adjudicársele dicha cu- 
rul, pero se le notificó en el Tribunal Electoral 
que en vista de que se habían encontrado una 
serie de anomalías que a su parecer indicaban 
que hubo fraude, procedió a anular las eleccio- 
nes de diputados verificadas en dicho distrito; 
que a su manera de entender los magistrados 
del Tribunal Electoral con una ligereza gran- 
de, no entraron al fondo del análisis de las ano- 
malías existentes en la referida elección, ha- 
ciéndolo en forma muy superficial y bastante 
hiriente, sin ningún fundamento al indicar 
cierta impugnación contra el candidato ganador, 
que lo es el exponente; que examinando los 
motivos en que se fundamenta la nulidad de- 
clarada, se advierten las siguientes evidencias: 
que se defrauda la confianza y pureza del su- 
fragio; que en esa forma se favorece al candi- 
dato del partido “Redención”, pues no obstan- 
te los fraudes que hizo tan visiblemente, no le 
dieron la ganancia a su candidato sino al ma- 
nifestante y tampoco los fraudes y anomalías 
cometidas, influyen en el resultado de las elec- 
ciones y en consecuencia no es valedero lo afir- 
mado en este sentido, pues además no han sido 
fehacientemente comprobadas porque el Tribu- 
nal Electoral no estudió a fondo el caso y no 
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señaló en dónde estaban todas y cada una de 
las anomalías, para haberse formado el criterio 
de que tales hechos deciden o influyen el resul- 
tado de las elecciones, ni señaló en sus consi- 
derandos cómo estaban probados dichos frau- 
des, pues sólo está acreditado el de San Jacin- 
to, con el acta notarial que presentó; que con- 
sidera que la resolución de nulidad dictada 
después de haberse establecido que el recurren- 
te ganó las elecciones, es arbitraria y le está 
privando el derecho de ser electo, por lo que 
estima la procedencia del amparo que por este 
medio interpone, contra la resolución de nuli- 
dad dictada por el Tribunal Electoral, de acuer- 
do con lo que acerca de él determina la Ley 
Electoral y por estimar violados con ese moti- 
vo los artículos 17, 26 y 29 de la Constitución. 
Acompañó una simple copia de la resolución 
que impugna. Tramitado el recurso el Presiden- 
te del Tribunal Electoral envió el expediente 
relacionado con llas elecciones de un diputado 
por el departamento de Chiquimula, en el cual 
consta que se llevaron a cabo el tres de di- 
ciembre del año recién pasado, cuyo proceso 
electoral terminó con la resolución de dicho 
Tribunal de fecha doce de febrero del año en 
curso, en la cual después de hacer relación a 
que “recibida la papelería respectiva se proce- 
dió al recuento correspondiente y al análisis 
de la papelería empleada en dichos comicios, 
labor en la que se encontró una serie de ano- 
malías que se fueron anotando no sólo por el 
Tribunal sino también por los candidatos y re- 
presentantes de los partidos contendientes que 
siempre estuvieron presentes; hechos consisten- 
tes en alteración de actas, modificación de re- 
sultados, alterando papeletas usadas o en blan- 
co, falta de coordinación en algún caso, de el 
número de votantes con el número de papele- 
tas acompañadas a los libros respectivos e in- 
conformidad de sus juntas con la documenta- 
ción entregada por las mesas receptoras de vo- 
tos, todo lo cual induce, como consecuencia obli- 
gada, a considerar la existencia de un fraude 
electoral, que impone la necesidad de negar su 
aprobación a tales comicios, imponer las san- 
ciones respectivas y dictar las demás medidas 
que el caso requiera; y de considerar que la al- 
teración de los documentos indicados quedó 
plenamente demostrada “con las papeletas que 
se tienen a la vista y las actas que aparecen 
en los libros receptores de votos empleados en 
los comicios motivo de esta resolución”; “que 
la alteración de tales documentos no pudo ha- 
ber tenido otro objeto que defraudar la con- 
fianza que en la pureza del sufragio deben te- 
ner los ciudadanos, al mismo tiempo que obte- 
ner resultados fayorables para determinado 
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candidato, pues ha influido en el resultado de 
aquellas elecciones y, han sido fehacientemen- 
te ¡probados a juicio de este Tribunal 
quien debe impedir que se consume, pues es su 
obligación mantener la autonomía y pureza de 
la función electoral, otorgando garantías efecti- 
vas de libertad e imparcialidad por parte de 
quienes intervienen en la función menciona- 
da, por todo lo cual debe anularse el proceso 
electoral celebrado en cuanto a elección de di- 
putados se refiere y sancionar a los responsa- 
bles de tal anulación” y declaró: “nulas las 
elecciones de diputado llevadas a cabo el tres 
de diciembre del año próximo pasado en el no- 
veno distrito electoral (departamento de Chi: 
quimula); manda certificar lo conducente al 
Juzgado de Primera Instancia de aquel depar- 
tamento para los efectos legales y que se de 
cuenta al Congreso de la República para la nue- 
va convocatoria que se hace necesario”, 


El coronel José Luis Cruz Salazar, en cali- 
dad de director general del partido “Movimien- 
to Democrático Nacionalista”, también interpu- 
so recurso de amparo contra la resolución del 
Tribunal Electoral de fecha doce de febrero del 
corriente año, que anula las elecciones para di- 
putado en el noveno distrito electoral departa- 
mento de Chiquimula, argumentando que el 
condidato de dicho partido, licenciado Ernesto 
Arturo Zamora Centeno, resultó triunfante y a 
quien debió habérsele adjudicado la curul del 
citado departamento, pero se le notificó la reso- 
lución por medio de la cual se anulaban las 
elecciones y después de hacer un análisis del 
referido fallo. en la misma forma y con iguales 
fundamentos invocados en el anterior recurso 
interpuesto personalmente por el licenciado Za- 
mora Centeno, concluyó pidiendo que se decla- | 
re con lugar su amparo, ordenando se haga la 
declaratoria de candidato electo al que haya 
resultado mayoritario de conformidad con el 
escrutinio practicado y se le adjudique la curul 
respectiva. El licenciado Luis Edmundo López 
Durán, también interpuso recurso de amparo 
contra la resolución del Tribunal Electoral, me- 
diante la cual declaró nulas las elecciones de 
diputado, celebradas el tres de diciembre del 
año pasado en el noveno distrito electoral (Chi- 
quimula), argumentando: que el Tribunal Elec- 
toral actuando con mucha ligereza, omitió ana- 
lizar jurídicamente el proceso electoral en los 
municipios de Chiquimula, San José La Arada, 
Ipala, San Juan Ermita, Quezaltepeque, Esqui- 
pulas, Jocotán y Camotán, en los cuales en el 
momento de verificarse la elección no hubo 
coacción, violencia, amenaza o fraude, ni se li- 
mitó la libertad de los electores, Las actas de 
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escrutinio están correctas, debidamente autori- 
zadas por las respectivas juntas receptoras, fis- 
calizadas por los representantes de los partidos 
políticos que compitieron, quienes no presenta- 
ron ninguna protesta en cuanto a la validez de 
dichas elecciones, las cuales prueban de mane- 
ra evidente que el exponente obtuvo mayor 
número de votos válidos, en comparación con 
los obtenidos por los demás candidatos; sin em- 
bargo el Tribunal Electoral se ha negado a re- 
conocer el triunfo legítimo del compareciente, 
tomando como pretexto actividades realizadas 
por los partidos políticos: Movimiento Democrá- 
tico Nacionalista, Partido Unificación Democrá- 
tica y Partido Reconciliación Democrática Na- 
cionalista, con posterioridad a la celebración de 
las elecciones, con el objetivo primordial de nu- 
lificar votos legítimos emitidos a favor del can- 
didato del Partido Revolucionario y de aumen- 
tarse votos ilegítimos, pretendiendo aprovechar 
en un caso papeletas marcadas debidamente a 
favor del exponente y en otros usando las pa- 
peletas en blanco que habían sido constatadas 
en las actas de cierre por las juntas receptoras 
de votos y que en el Tribunal Electoral apare- 
cieron marcadas a favor del M.D.N. o del P.U.D. 
aunque en dichas actas fueron consignadas co- 
mo papeletas en blanco; que la resolución re- 
currida en forma arbitraria e ilegal pretende 
generalizar algunos vicios observados, princi- 
palmente, en los municipios de San Jacinto, 
Concepción Las Minas, Ipala y Quezaltepeque 
para justificar la nulidad total de las eleccio- 
nes, con el objetivo de dar otra oportunidad a 
los candidatos de los partidos oficiales, no obs- 
tante gue en los dos últimos municipios se 
desarrolló en forma correcta, y los electores 
dieron su voto por la persona de sus simpa- 
tías, habiendo triunfado en ellos el candidato 
del M.D.N.; pero con posterioridad a las elec- 
ciones y cuando las papeletas eran contadas por 
el inspector electoral, aparecieron sorpresiva- 
mente en los legajos aque contenían las emitidas 
a favor del recurrente cincuenta doblemente 
marcadas, con la intención manifiesta de reba- 
jarle el número de votos legítimos que había 
sacado y no satisfechos con esa operación do- 
losa. también ya no apareció el número de pa- 
peletas en blanco consignadas en las actas de 
escrutinio, pues resultaron marcadas a favor 
del M.D.N, o del P.U.D., pretendiendo aumen- 
tarse en forma ilegítima más de cincuenta vo- 
tos en Ipala y setenta en Quezaltepeque, cuya 
situación anómala no la quiso analizar el Tri- 
bunal Electoral, para determinar si los datos 
que se consignaron en las actas de cierre coin- 
ciden con los que arroja la documentación res- 
pectiva, y en caso de diferencia tiene que .pre- 


valecer lo consignado en el acta, por lo que las 
actividades realizadas posteriormente a las elec- 
ciones no son idóneas para modificar su resul- 
tado legítimo; que la falta de coordinación, de 
que habla la resolución impugnada, del número 
de votantes con el número de papeletas acom- 
pañadas a los libros respectivos, así como la in- 
conformidad de las juntas con la documenta- 
ción entregada por las mesas receptoras de vo- 
tos hechos que ocurrieron en el municipio de 
Concepción Las Minas, donde además se come- 
tieron los siguientes vicios: la Junta electoral 
municipal, no cumplió con levantar las actas 
después de practicados los escrutinios, formali- 
dad que fue llenada en el Tribunal Electoral, 
por los miembros de dicha junta, quienes fue- 
ron llamados por medio del telégrafo, pero des- 
pués de practicada una revisión minuciosa de 
las papeletas y los datos consignados en las ac- 
tas de escrutinio, manifestaron su inconformi- 
dad, porque los datos consignados en las actas 
no concordaban con la documentación; que se- 
gún el informe del delegado del Tribunal Elec- 
toral, demuestra en forma fehaciente que fue 
anómala la conducción de las papeletas y libros 
de Concepción Las Minas a la delegación en 
Chiquimula, ya que no se hizo en caja sellada 
y lacrada, sino que fue llevada en una valija 
por una persona que se reservó la llave, de 
modo aue no hubo ninguna garantía de que esa 
documentación haya sido la misma que entró a 
las urnas electorales, cuyos vicios sí determi- 
nan la nulidad de la elección en ese municipio, 
pero eso no significa aque sean comunes a todos 
los municipios. En cuanto al municipio de Jo- 
cotán el proceso electoral se realizó normal- 
mente, sin embargo se intentó alterar el resul- 
tado que acusan las actas de escrutinio, habien- 
do personalmente constatado el magistrado co- 
ronel Gómez Carranza que en la caja de cartón 
que contenía las papeletas se encontró violada 
en el Tribunal Electoral, comprobándose des- 
pués que en algunas de las mesas receptoras 
se intentó nulificar como ciento cincuenta votos 
emitidos a favor del exponente, pero las actas 
de escrutinio están correctas, por lo que con 
esa base era imperativo para el Tribunal esta- 
blecer quién de los candidatos que entraron a 
la contienda obtuvo mayor número de votos le- 
gitimos; que en el municipio de Olopa el expo- 
nente también ganó las elecciones, pero el ins- 
pector electoral llevó en consulta al presidente 
del Tribunal Electoral las papeletas y libros 
de las tres mesas receptoras, en virtud de que 
cuando se contaban los votos legítimos clasifi- 
cados a favor del Partido Revolucionario mar- 
cados con crayón rojo, también aparecieron 
con una marca de diferente color, hecha con 
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crayón azul y estando tales documentos en po- 
der de dicho presidente, misteriosamente des- 
aparecieron las papeletas y libros de las mesas 
receptoras números uno y tres, en las cuales el 
exponente sacó mayor número de votos, sólo 
aparecieron los documentos y libros correspon- 
dientes a la mesa número dos, sin embargo, 
acompañó los resúmenes de los votos obtenidos 
por cada candidato, firmados por los presiden- 
tes de dichas mesas, con los cuales ha probado 
el número de votos legítimos que obtuvo en 
dicho municipio; que las actas de escrutinio, 
papeletas electorales y toda la documentación, 
demuestra, en forma inobjetable, que el expo- 
nente como candidato del Partido Revoluciona- 
rio obtuvo mayor número de votos válidos, por 
lo que por las razones expuestas interponía re- 
curso de amparo contra la resolución dictada 
por el Tribunal Electoral, que anula las elec- 
ciones de diputado en el distrito electoral de 
Chiquimula. 


Se dio el trámite de ley a los tres amparos 
relacionados, habiéndose concretado el Tribunal 
Electoral a indicar que ya se encontraban en 
este Tribunal los antecedentes consistentes en 
el expediente descrito al relatar el recurso del 
licenciado Zamora Centeno, A solicitud de los 
interponentes se abrieron a prueba los tres re- 
cursos, habiéndose recibido por parte del licen- 
ciado Zamora Centeno las siguientes: los libros 
de actas y las papeletas electorales de las elec- 
ciones de diputado en el distrito de Chiquimu- 
la; acta notarial relacionada con las elecciones 
en San Jacinto; ocho cédulas de notificación a 
los integrantes de las municipalidades conforme 
las elecciones últimas; acta notarial referente a 
las elecciones del municipio de Olopa; los cua- 
dros impresos del Tribunal Electoral que con- 
tienen el resumen de las mesas receptoras de 
votos; el acta notarial. que ya obra en el ex- 
pediente de las elecciones, con relación al mu- 
nicipio de San Jacinto, referente a ciertas ano- 
malías observadas. El recurrente Cruz Salazar 
solicitó que se tuvieran como pruebas de su 
parte las actas notariales y documentación que 
se aceptaron en ese sentido a favor del recu- 
rrente Zamora Centeno, El licenciado López 
Durán, aportó como pruebas: el acta notarial 
autorizada el nueve de diciembre del año pa- 
sado, que ya obra en el expediente administra- 
tivo; el informe rendido por el delegado del 
Tribunal Electoral de Chiquimula el catorce de 
diciembre citado; las constancias firmadas por 
los presidentes de las mesas receptoras de vo- 


tos, del número de los obtenidos por cada can- . 


didato, en los municipios de Ipala y Jocotán; 
las actas de escrutinio y los libros de las elec- 


ciones de todo el departamento de Chiquimula; 
y una certificación del Delegado del Tribunal 
Electoral sobre el estado de la caja de cartón 
que contenía las papeletas electorales y libros 
de actas que se usaron en el municipio de Jo- 
cotán. Los recurrentes alegaron lo que estima- 
ron pertinente al concedérseles la última vista 
de lo actuado, por lo aue estando concluidos 
los trámites, procede resolver, 


CONSIDERANDO: 


Entre los vicios señalados en la Ley Electoral, 
que motivan la nulidad de las elecciones está 
el contenido en el inciso f) de su artículo 86, 
consistente en que si se hubiere cometido frau- 
de, coacción, violencia o amenaza o en Ccual- 
quiera otra forma limitado la libertad electo- 
ral, caso diferente a los demás enumerados en 
el mismo artículo, porque éstos contemplan si- 
tuaciones de derecho fácilmente comprobables, 
en cambio el examinado se contrae a hechos 
ejecutados en detrimento de la libertad electo- 
ral, a lo que sin duda se debe que el citado in- 
ciso reconozca amplia facultad al Congreso o 
al Tribunal Electoral, según el caso, para cali- 
ficar a su juicio la eficiencia de la prueba sin 
sujeción a normas jurídicas para valorarla. Co- 
mo la resolución que motivó este recurso está 
fundada precisamente en la estimación del Tri- 
bunal Electoral en que durante las elecciones 
para diputado en el noveno distrito electoral, 
departamento de Chiquimula, efectuadas el tres 
de diciembre recién pasado, se incurrió en se- 
rias anomalías consistentes en alteración de 
actas, modificación de resultados, alterando pa- 
peletas usadas o en blanco, falta de coordina- 
ción en algún caso del número de votantes con 
el número de papeletas acompañadas a los li- 
bros respectivos e inconformidad de sus juntas 
con la documentación entregada, todo lo cual 
indujo a considerar la existencia de un fraude 
electoral. cuyos hechos afirma que han sido 
fehacientemente probados, a su juicio, y como 
acerca de esta apreciación no puede el Tribu- 
nal de Amparo hacer nuevo análisis jurídico 
para decidir respecto a la eficacia de las prue- 
bas apreciadas, porque sería atribuirse una fa- 
cultad que en forma exclusiva confiere la ley 
al Tribunal Electoral, lo que también hace que 
el examen de las rendidas en estos carezca de 
efectividad. En cuanto a aque tales anomalías 
sean decisivas en el resultado de la elección 
cabe estimarlo así porque según lo expresado 
en el informe de fecha catorce de diciembre del 
año pasado, del inspector del Tribunal Electo- 
ral Humberto Pérez, que fue quien practicó el 
recuento material de los votos obtenidos en el 
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Distrito Electoral de Chiquimula, que no. fué 
impugnado y sirvió de base para dictar la re- 
solución recurrida, acusa anomalías fraudulen- 
tas en los municipios de Quezaltepeque, Joco- 
tán, Ipala, San Jacinto, Concepción Las Minas 
y Olopa, es decir en seis de los once municipios 
que forman el departamento, lo que también 
han reconocido los propios candidatos Zamora 
Centeno y López Durán, habiéndose obtenido 
en ellos seis mil cuatrocientos veinte votos vá- 
lidos, según los cuadros del resumen de todos 
los recibidos, que da un total de trece mil qui- 
nientos setenta y tres, en todo el distrito, de 
consiguiente los hechos puntualizados sí influ- 
yen decisivamente en el resultado del evento 
electoral verificado en el referido distrito, ya 
que por tratarse de un solo cargo a adjudicarse 
tenía que hacerse por el sistema de mayoría re- 
lativa por haber competido cuatro candidatos, 
como lo estimó el Tribunal Electoral al decla- 
rar la nulidad del mismo, lo aue le era de obli- 
gación conforme a la ley, aunque no se haya 
demandado, En consecuencia tiene que recono- 
cerse la ineficacia de los recursos examinados. 
Artículos 81, 83 y 87 del Decreto 1069 del Con- 
greso. 
POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos 79, 
80, 85 de la Constitución; 8, 9, 10, 29, 37 del 
Decreto Legislativo 1539; 222, 224, 232 y 234 
del Decreto Gubernativo 1862, DECLARA: im- 
procedentes los tres recursos examinados. No- 
tifíquese y oportunamente devuélvanse los an- 
tecedentes, 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes Morales.—J. F. Juárez y Ara- 
gón.—Alberto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Justiniano Jutzuy Cutzal, con- 
tra el Tribunal Electoral. (Elecciones San Jo- 
sé Poaquil, Chimaltenango). 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
titrés de mayo de mil novecientos sesen- 
ta y dos. 


Se ve para resolver el recurso de amparo in- 
terpuesto por Justiniano Jutzuy Cutzal con- 


tra el Tribunal Electoral, por los motivos si- 
guientes: 

Manifiesta el interponente que en las elec- 
ciones que se llevaron a cabo el tres de diciem- 
bre del año próximo pasado para integrar la 
municipalidad de San José Poaquil, departa- 
mento de Chimaltenango, obtuvo mayoría de 
votos Ceferino Cutzal Cun, para el cargo de al- 
calde; pero al resolverse la acción de nulidad 
que se interpuso se le declaró inhábil por no 
saber escribir; sin embargo, el mismo Tribunal 
Electoral revocó posteriormente esta, ¡resolu- 
ción y adjudicó el cargo a Cutzal Cun después 
de que un oficial de esa dependencia llegó a 
examinar al candidato, a la población. Que 
como el motivo de la inhabilitación persiste 
porque en realidad Cutzal Cun es analfabeto, 
interpone amparo a efecto de que previo el 
trámite legal correspondiente se declare inhá- 
bil para ejercer el cargo de alcalde de San José 
Poaquil a la persona indicada y se haga la ad- 
judicación a favor del presentado por seguirle 
en número de votos. De los antecedentes que 
se pidieron al tribunal recurrido, al tramitarse 
el recurso, consta que el quince de febrero de 
este año declaró que Ceferino Cutzal Cun no 
tenía capacidad para ejercer la alcaldía muni- 
cipal de San José Poaquil, para la que resultó 
electo porque según comprobó el propio Tri- 
bunal, “sabe leer con bastante dificultad, pero 
no sabe escribir”. Aparece después fechado el 
veintisiete del mismo mes de febrero, el infor- 
me rendido por el oficial Horacio H., Zuchini P., 
al presidente del Tribunal, dando cuenta de 
que conforme se le ordenara había practicado 
nuevo examen'a Ceferino Cutzal, dando por 
resultado que sí sabe leer y escribir “a medias 
como es natural en una persona que reciente- 
mente se inicia en las letras”. Con base en este 
informe y en el certificado de aptitud exten- 
dido a favor del interesado por el Departamen- 
to de Alfabetización Nacional, de fecha seis de 
junio de mil novecientos cuarenta y seis, el 
Tribunal Electoral reconsideró su resolución y 
declaró hábil para el ejercicio del cargo indica- 
do al candidato electo Cutzal Cun, Durante el 
término probatorio que se concedió en el recur- 
so, el interesado no aportó pruebas y Ceferino 
Cutzal Cun, presentó un memorial escrito de su 
puño y letra y con firma legalizada para demos- 
trar que sí sabe leer y escribir. 


Concluido el trámite, procede resolver, 
CONSIDERANDO: 


Según consta del informe y el certificado en 
que basó el Tribunal Electoral su resolución 
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impugnada, el candidato electo para el cargo 
de alcalde en el municipio de San José Poaquil 
del departamento de Chimaltenango, sí sabe 
leer y escribir, y el interponente no probó lo 
contrario de lo que aparece en aquellos docu- 
mentos durante el trámite del presente recur- 
so, existiendo en cambio la evidencia que resul- 
ta del memorial dirigido al presidente del Or- 
ganismo Judicial y presentado a esta Corte por 
el mismo Ceferino Cutzal Cun. Artículos 79, 80, 
82, 84 y 85 de la Constitución de la República. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en lo considerado, leyes citadas y lo que 
preceptúan los artículos 1lo., 3o., 9o., 100. y 11 
del Decreto Legislativo 1539, declara: IMPRO- 
CEDENTE el recurso de mérito. Notifíquese y 
con certificación de lo resuelto, devuélvanse los 
antecedentes. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos. 


AMPLIACION AMPARO 


Justiniano Jutzuy Cutzal. (Elecciones San José 
Poaquil, Chimaltenango). 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, trein- 
ta de mayo de mil novecientos sesenta y dos. 


Por ser manifiestamente improcedente, se re- 
chaza de plano el recurso de ampliación que 
se interpone. Artículo 91 inciso 4o. del Decreto 
Gubernativo 1862. 


Morales Dardón.—Aguilar Fuentes.—Reyes.— 
Juárez y Aragón.—Argueta S.—M, Alvarez 
Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el Secretario General del Parti- 
do Revolucionario, contra el Tribunal Elec- 
toral. 
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Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
titrés de mayo de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por el secretario general 
del Partido Revolucionario contra el Tribunal 
Electoral por haber declarado sin lugar la ac- 
ción de nulidad que interpusiera contra la re- 
solución que declaró inhábil a Francisco Ixta- 
cuy Mix para desempeñar el cargo de alcalde 
municipal de Champerico, departamento de Re- 
talhuleu. 


Expone el recurrente que el citado Ixtacuy 
Mix fue popularmente electo alcalde de Cham- 
perico el tres de diciembre del año próximo 
pasado, y por la acción que planteara Alejandro 
Castillo López, el Tribunal Electoral lo declaró 
inhábil, por estar comprendida dentro de las 
listas que señala el artículo 30. del Decreto 59; 
Decreto 48, 203 inciso 30, y 584 inciso 30., todos 
del Presidente de la República, por haber sido 
afiliado al Partido Revolucionario y este parti- 
do disuelto por ser integrante del frente comu- 
nista; que el Decreto 59 del Presidente de la 
República quedó totalmente derogado por el 
Decreto 1424 del Congreso y como consecuencia 
dejaron de tener vigencia las otras disposicio- 
nes citadas que fundamentan la resolución que 
impugna, por lo que estima que al declararse 
la inhabilidad de Ixtacuy Mix, siendo que se 
encuentra hábil para el desempeño del aludido 
cargo, se violaron los artículos 40, 44, 61, 62, 72, 
73 y 74 de la Constitución y III de los pre- 
ceptos fundamentales del Decreto Gubernativo 
1862, en cuya virtud interponía el presente re- 
curso de amparo. Se dio a éste el trámite co- 
rrespondiente y el Tribunal Electoral envió el 
expediente relacionado con las elecciones mu- 
nicipales de Champerico, en el cual según el 
cuadro del resumen de los votos recibidos la 
mayoría fueron a favor de Ixtacuy Mix para 
alcalde municipal, pero a solicitud de Alejan- 
dro Castillo López, en resolución de veintiocho 
de diciembre último, el Tribunal Electoral 15 
declaró inhábil, asimismo aparece que en acta 
de veintisiete del citado mes se adjudicó a An- 
tonio García Tobías ese cargo. Se dio vista al 
recurrente y al Ministerio Público y se abrió 
a prueba el recurso por el término de ley y 
únicamente el recurrente solicitó se tuvieran 
como tales el voto razonado del magistrado 
Baltasar Morales de la Cruz, que obra en el 
expediente administrativo y el memorial en 
que introdujo la acción de nulidad antes men- 
cionada, Se dio la última vista a las partes sin 
que se presentara alegato alguno, por lo que 
estando concluido el trámite procede resolver. 
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CONSIDERANDO: 


Para declarar la inhabilidad de Francisco 
Ixtacuy Mix, para desempeñar el cargo de al- 
calde del municipio de Champerico, el Tribu- 
nal Electoral estimó que como el Decreto 59 
de la Junta de Gobierno, fue totalmente dero- 
gado, el citado candidato solamente ha queda- 
do comprendido dentro de las prescripciones 
del inciso h) del artículo 36 del Código Muni- 
cipal, que dispone que no pueden ser alcaldes, 
síndicos o concejales las personas que de acuer- 
do con las leyes de probidad y de responsabi- 
lidades tengan impedimento para ser funcio- 
narios o empleados públicos, pues la primera 
prohibe a las personas que hayan pertenecido 
a organizaciones políticas declaradas fuera «de 
la ley, a optar cargos o empleos públicos, pero 
el Tribunal no indica cuál es la organización 
política de esas condiciones a que pertenece 
Ixtacuy Mix, y el interponente de la acción 
de nulidad únicamente presentó como prueba 
la certificación de lo resuelto por esta Corte 
el treinta y uno de marzo de mil novecientos 
sesenta, en el amparo interpuesto por el citado 
Ixtacuy Mix, con motivo de habérsele inhabi- 
litado también cuando en las elecciones del mes 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
nueve, resultó electo para el mismo cargo de 
alcalde de Champerico, en la que aparece que 
fue inscrito en el registro que disponía el De- 
creto 59 de la Junta de Gobierno en vigor en- 
tonces y que aceptó haber pertenecido al par- 
tido PAR; pero dicha ley está derogada en la 
actualidad, por lo que-las situaciones en ambos 
casos son diferentes ya que, en el presente, no 
existe en lo absoluto prueba de que el candi- 
dato impugnado pertenezca a alguna entidad 
que propugne la ideología comunista o de cual- 
quier otro sistema totalitario, cuya organiza- 
ción y funcionamiento prohibe la Constitución, 
para acomodarlo a las disposiciones del inciso 
30. del artículo 9o. del Decreto 203 presidencial 
y al inciso h) del artículo 36 del Código Mu- 
nicipal, citados en apoyo de la resolución del 
Tribunal Electoral; y el Decreto 48 de la Junta 
de Gobierno, sólo disolvió ciertos '*partidos po- 
líticos considerados integrantes del frente co- 
munista, sin aplicación al caso, por lo que co- 
mo consecuencia, no se demostró que Ixtacuy 
Mix, tenga algún impedimento legal para el 
desempeño del cargo de alcalde municipal de 
Champerico, en cuya elección tuvo mayoría de 
votos, Artículos 23, 40, 62 de la Constitución 


y los citados. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y los artículos 81 del 
Decreto 1069 del Congreso; 79, 80 y 85 de la 
Constitución; 9, 10, 11, 29, 37 del Decreto Le- 
gislativo 1539; 222, 224 y 234 del Decreto Gu- 
bernativo 1862, declara: CON LUGAR el pre- 
sente recurso de amparo y como consecuencia, 
que Francisco Ixtacuy Mix, no es inhábil legal- 
mente para desempeñar la alcaldía de Cham- 
perico, por lo que se le debe adjudicar dicho 
cargo, en vista del resultado de las elecciones 
practicadas el tres de diciembre del año pa- 
sado. Notifíquese y devuélvanse los anteceden- 
tes a donde corresponde. 2 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F, Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Samuel Morales Revolorio, con- 
tra el Tribunal Electoral, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
ticinco de mayo de mil novecientos sesen- 
ta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Samuel Morales Re- 
volorio contra la resolución dictada por el Tri- 
bunal Electoral con fecha veinticinco de fe- 
brero del año en curso, número ciento tres que 
aparece a folio veintiuno del expediente de 
elecciones para la municipalidad de El Adelan- 
to, departamento de Jutiapa, del tres de diciem- 
bre pasado. 


Expone el recurrente que en las elecciones ya 
dichas, triunfó su candidatura, pero el Tribunal 
Electoral al hacer la revisión de las papeletas 
revalidó dos papeletas a favor del señor Floren- 
tino Hernández Ramírez, las que estaban anu- 
ladas. Esta revalidación provocó un empate de 
votaciones y al practicar el sorteo salió favo- 
recido con el cargo de alcalde Hernández Ra- 
mírez. Que promueve el presente recurso de 
amparo por la revalidación de las dos papele- 
tas electorales que tienen la marca fuera de la 
casilla o columna y de la adjudicación a favor 
del perdidoso. Estima como violados los artícu- 
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los 39 de la Constitución de la República y el 
71 del Decreto Legislativo 1069 del Congreso. 

Al darle trámite al recurso se recibieron los 
antecedentes, en los cuales aparece la resolu- 
ción recurrida y por la que se declara sin lu- 
gar las acciones de nulidad interpuestas por el 
recurrente y Octavio René Chicas Carrillo, con 
fundamento en que, la marca puesta por el vo- 
tante en la papeleta de elecciones, no puede ser 
anulada por simples defectos de formación o 
de colocación, ya que en tales casos puede es- 
tablecerse sin mayor esfuerzo la voluntad del 
votante, y en el caso de estudio, aunque esa 
marca está realmente fuera de la columna don- 
de aparece el nombre del candidato, sí fue co- 
locada de tal manera que sin mayor esfuerzo 
se ve que el votante quiso sufragar por dicho 
candidato, pues está la referida marca en tal 
posición que nadie podría ignorar a quién die- 
ron su voto los que así lo emitieron. 


Se abrió a prueba el presente recurso y du- 
rante dicho término se tuvieron como tales, 
los libros receptores de votos, el legajo de pa- 
peletas y el acta notarial levantada por el licen- 
ciado Salvador Chicas Carrillo. Y habiendo 
transcurrido la vista, procede resolver lo que 
en derecho corresponde. 


CONSIDERANDO: 


Que según el artículo 79 de la Constitución 
de la República, el amparo tiene como función 
esencial el mantenimiento de las garantías in- 
dividuales y la invulnerabilidad de los precep- 
tos de la Constitución. Según el examen hecho 
de los antecedentes que se tienen a la vista, 
el Tribunal Electoral ha aplicado correctamen- 
te en este caso el precepto contenido en el ar- 
tículo 65 de la Ley Electoral, que establece que 
el recuento de votos, con excepción de los de- 
positados para Presidente de la República, co- 
rresponde al Tribunal Electoral, quien proce- 
derá de la manera siguiente: inciso b) “exami- 
nará las razones que haya tenido las mesa re- 
ceptora de votos para objetar algunos de los 
emitidos, y resolverá acerca de su nulidad, Al 
efecto tendrá en cuenta que la marca puesta 
por el votante en la papeleta de elección, no 
puede ser anulada por simples defectos de 
formación o de colocación ya que en tales ca- 
sos puede establecerse sin mayor esfuerzo la 
voluntad del votante”. En virtud de la ley 
transcrita procede declarar que no se violaron 
los artículos señalados en el recurso interpues- 
to, por lo que la improcedencia de éste es ma- 
nifiesta y así debe declararse. Leyes citadas y 
artículo 84 de la Constitución de la República. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con base en 
lo considerado, leyes citadas y lo que precep- 
túan además los artículos lo., 3o., 80, y 100. 
del Decreto Legislativo 1539; 222, 224, 227 y 
234 Decreto Gubernativo 1862 al resolver el 
recurso interpuesto lo declara IMPROCEDEN- 
TE. Notifíquese y con certificación de lo resuel- 
to, devuélvanse los antecedentes, 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


"AMPARO 


Interpuesto por Elvio Puccetti, contra el Mi- 
nistro de Gobernación. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, treinta 
de mayo de mil novecientos sesenta y dos. 


Para resolver se examina el recurso de am- 
paro interpuesto por Elvio Puccetti —sin otro 


“apellido—, como representante legal de la So- 


ciedad Italiana de Socorro Mutuo, de la que es 
su presidente, en contra de la resolución dic- 
tada por el Ministro de Gobernación con fecha 
veinticuatro de enero del año en curso, bajo 
número setecientos veinticinco por los si- 
guientes motivos: 

Que la resolución referida cuya transcripción 
literal obra en la cédula de notificación acom- 
pañada al recurso, condena a la sociedad que 
representa a las siguientes medidas a) a que 
dentro del plazo de dos meses la Sociedad Ita- 
liana de Socorro Mutuo se reorganice y fun- 
cione conforme las normas de sus estatutos; b) 
que tal organización se encomiende a una co- 
misión compuesta de tres miembros, uno como 
representante de los peticionarios José Cristia- 
no Renello y compañeros; otro por la actual 
junta directiva, y un tercero que será designa- 
do por el Ministerio de Gobernación; que tal 
comisión procederá inmediatamente hasta lo- 
grar la completa reorganización y buena mar- 
cha de la Sociedad Italiana de Socorro Mutuo, 
y Cc) se previene finalmente que el ejecutivo, 
con la misma autoridad con que reconoció la 
personalidad jurídica de la entidad, la cance- 
lará en caso de que al vencimiento del término 
fijado no se lograre la reorganización y buena 
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marcha, Estima que se han violado las garan- 
tías contenidas en los artículos 45, 52, 68, 74, 
77 y 187 de la Constitución de la República. Fi- 
nalmente pide que se restituya y mantenga a 
la sociedad que representa en el goce de los 
derechos y garantías enumeradas, y se declare 
que la resolución aludida no la obliga, por con- 
travenir y restringir garantías constitucionales. 

Dándole trámite al recurso y en retorno, in- 
formó el Ministro de Gobernación, acompañan- 
do los antecedentes, que ese despacho con fe- 
cha veinticuatro de enero del corriente año 
dispuso que en vista de las anomalías denuncia- 
das por los señores José Cristiano Renello y 
compañeros, en cuanto al funcionamiento de la 
sociedad indicada, resolvió fijar el plazo de dos 
meses a efecto de que tal sociedad se reorga- 
nice y funcione conforme a las normas de sus 
estatutos, recomendando dicha reorganización 
a una junta compuesta de tres miembros, in- 
tegrado por un delegado de la actual junta di- 
rectiva, otro por un representante de los de- 
mandantes y un tercero en discordia nombrado 
por ese despacho, en vista de que el artículo 
21 del Código Civil indica que las fundaciones, 
instituciones, corporaciones y asociaciones que 
tengan en mira interés público, estarán some- 
tidas a la autorización y vigilancia del Gobier- 
no; y siendo el caso de que el Gobierno de la 
República a través del Ministerio de Goberna- 
ción autorizó el funcionamiento de la Sociedad 


Italiana de Socorro Mutuo, está en la obligación - 


de velar por el estricto cumplimiento de los es- 
tatutos que la rigen y del móvil para el cual 
fue creada. 

Como antecedentes se recibió en esta Corte 
un expediente formado en el Ministerio de Go- 
bernación por los siguientes documentos: me- 
morial suscrito por Pablo Capuano, Encarna- 
ción Lima, Antonio Aruta, Humberto Grazioso, 
Pedro Bratti, Marcos Calvinisti, Rafael Passa- 
relli, W, M. Gamalero, D. Alterio y otros, quie- 
nes como miembros de la Sociedad Italiana de 
Socorro Mutuo, se quejan contra su actual di- 
rectiva, presidida por Elvio Puccetti, de haber 
sido electa en forma anómala en octubre de 
mil novecientos sesenta y que por ese hecho 
muchos miembros han protestado, por lo cual 
los directivos han acordado la expulsión de va- 
rios miembros, y piden que se ponga en depó- 
sito de la Embajada Italiana, las instalaciones y 
enseres de la Sociedad; se cita a los directivos 
Jara que concreten los cargos contra los ex- 
directivos y que el Ministerio nombre a un gru- 
po de personas honorables de la colonia italia- 
na, para que funjan como directivos provisio- 
nales, en tanto se convoca a asamblea general 
para ejecutar elecciones definitivas. Al memo- 


rial se acompaña copia de los estatutos, de las 
notas dirigidas a la directiva pidiendo la inva- 
lidación de las elecciones indicadas, al embaja- 
dor de Italia; copia de la circular dando cuen- 
ta que el primero de diciembre de mil nove- 
cientos sesenta, fueron expulsados Pablo Ca- 
puano y William Gamalero, y suspensos en sus 
derechos por un año y censurados otros. Me- 
morial de los señores Capuano y compañeros 
drigido al Presidente de la República, pidien- 
do su intervención para poner fin a las anoma- 
lías que ocurren en la entidad a que pertene- 
cen, por haberse desnaturalizado los fines para 
los que se constituyó; haberse electo junta di- 
rectiva sin observar los estatutos; haber expul- 
sado y sancionado a socios por pedir cuentas 
de los bienes, sin haber sido oídos y vencidos 
en asamblea; aque no se ha cumplido con los 
fines instituidos en la donación Sagrini, y asi- 
mismo no se han rendido cuentas por más de 
tres años ante el Consulado de Italia, concluyen 
pidiendo se cancele la personalidad jurídica de 
la Sociedad, entregándose los haberes a la re- 
presentación diplomática italiana para que los 
administre en la forma y con los fines que es- 
tablecen sus estatutos. A este memorial se 
acompañó copia de los estatutos, certificación 
de naturalización de Oswaldo Francisco Caffa- 
ro Faillace, certificación del acta 326 del 13 
de septiembre de mil novecientos sesenta y uno, 
de la sesión celebrada por la directiva presidi- 
da por Elvio Puccetti, por la que se confirma 
a la directiva en funciones, testimonio de la do- 
nación del doctor Francisco Sagrini a favor de 
la Sociedad; dicho memorial fue resuelto por 
el Ministerio de Gobernación en el sentido de 
pedir a la junta directiva de la Sociedad Ita- 
liana de Socorro Mutuo, copias certificadas de 
las actas de asambleas generales celebradas de 
enero de mil novecientos sesenta, a la fecha de 
la resolución que es decisiete de noviembre de 
mil novecientos sesenta y uno, ampliada el tres 
de enero de mil novecientos sesenta y dos, fi- 
jando el término de quince días para que se 
cumpla con la resolución anterior. Memorial de 
Elvio Puccetti, pidiendo se dejen sin efecto las 
resoluciones anteriores. Con estos antecedentes 
se dictó la resolución recurrida, 

En vista de los antecedentes, se concedió el 
amparo provisional solicitado y se abrió a prue- 
ba el recurso. Se tuvieron como prueba por 
parte del recurrente, el informe del Ministro de 
Gobernación; por parte del recurrido, los esta- 
tutos de la Sociedad, la certificación de la par- 
tida de naturalización de Oswaldo Caffaro, cer- 
tificación del acta de la sesión celebrada por 
la junta directiva de trece de septiembre de 
mil novecientos sesenta y uno, copia de la nota 


re 
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dirigida por el jefe de Migración al Embajador 
de Italia el dieciocho de octubre de mil nove- 
cientos sesenta y uno, copia de la carta dirigi- 
da a la junta directiva de la Sociedad por va- 
rios socios. de la sociedad al secretario de la 
misma el diez de diciembre de mil novecientos 
sesenta, circular de la junta directiva de la So- 
ciedad Italiana de Socorro Mutuo, testimonio 
de la escritura pública autorizada por el nota- 
rio Federico Carbonell el diecisiete de septiem- 
bre de mil novecientos cuarenta y nueve. El 
funcionario recurrido pidió que la Sociedad de 
mérito exhiba sus libros de actas de enero de 
mil novecientos sesenta a la fecha, teniéndose 
el resultado como prueba de su parte, petición 
de la que se dio audiencia por dos días a la 
otra parte. Se adjuntó informe del subjefe de 
Migración, indicando que Antonio Petrone sa- 
lió del país el dos de junio de mil novecientos 
sesenta y uno no habiendo regresado el diecio- 
cho de octubre del mismo año, que se tuvo 
como prueba. 


Concluido el trámite es el caso de resolver lo 
que corresponde. 


CONSIDERANDO: 


El artículo 21 del Código Civil establece que 


las fundaciones, instituciones, corporaciones y 
asociaciones que tengan en mira un interés pú- 
blico, estarán sometidas a la autorización y vi- 
gilancia del gobierno y el inciso 4o, del artícu- 
lo 19 del Decreto número 93 del Congreso de la 
República, que contiene la Ley del Organismo 
Ejecutivo, concede al Ministro de Gobernación, 
la facultad de vigilancia y supervisión de las 
asociaciones y fundaciones particulares, cuando 
éstas no sean atribuidas por la ley a otros or- 
ganismos. Como se ve la potestad administra- 
tiva no es absoluta, sino limitada a determina- 
das asociaciones, instituciones y fundaciones y 
en señaladas circunstancias. En el presente ca- 
so los estatutos de la “Sociedad Italiana de So- 
corro Mutuo”, aprobados por acuerdo guberna- 
tivo, no contienen disposición alguna que esta- 
blezca la forma cómo se dilucidarán las dife- 
rencias que surjan entre los asociados y siendo 
que conforme las actuaciones se ha establecido 
que entre los integrantes de dicha sociedad 
existen disenciones que ponen en serio peligro 
su funcionamiento y el cumplimiento de sus 
fines, entre ellos las obligaciones adquiridas al 
aceptar la donación que con señalados propósi- 
tos le hizo el doctor Francisco Sagrini y ade- 
más existen evidencias de que para mantener 
los actuales cuerpos administrativos se ha re- 
currido a procedimientos irregulares que de- 


muestran el estado de inseguridad en el desem- 
peño de sus atribuciones y que justifican la in- 
tervención del Ministerio de Gobernación con 
medidas de carácter provisional que tienden a 
la correcta organización de la referida asocia- 
ción únicamente, de acuerdo con las facultades 
que la ley le otorga por lo que tales medidas 
no pueden dar lugar al recurso de amparo, 
cuya improcedencia debe declararse. 


POR TANTO: AE 

La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y lo 
que disponen los artículos 10, 11 y 29 del Decre- 
to Legislativo número 1539; 222, 224, 227 del 
Decreto Gubernativo número 1862; 82 de la 
Constitución, declara: IMPROCEDENTE el re- 
curso de Amparo interpuesto por Elvio Puccetti 
a nombre de la Sociedad Italiana de Socorro 
Mutuo, contra el Ministro de Gobernación. No- 
tifíquese y con certificación de lo resuelto, de- 
vuélvanse los antecedentes a donde corres- 
ponde. 


G. Aguilar Fuentes.—Arnoldo Reyes.— J. F. 
Juárez y Aragón.—Alberto Argueta S.—A. Bus- 
tamante R.—M, Alvarez Lobos. 


VOTO RAZONADO: 


Honorable Corte: 


Al discutirse la ponencia en el recurso de 
amparo interpuesto por Elvio Puccetti, como 
representante de la Sociedad Italiana de Soco- 
rro Mutuo contra el Ministro de Gobernación, 
sentí disentir del criterio de la mayoría, por 
las siguientes razones: 


A mi juicio el recurso debió haberse resuelto 
con lugar, porque el Ministro de Gobernación 
carece de facultad legal para intervenir en la 
forma que lo hizo, en los negocios internos de 
la llamada “Sociedad Italiana de Socorro Mu- 
tuo”, toda vez que, siendo ésta una institución 
de carácter privado y con personería jurídica, 
las disposiciones de los artículos 21 del Código 
Civil y el inciso 4o, del artículo 19 del Decreto 
número 93 del Congreso, no autorizan en modo 
alguno esa intervención y si no se consideró 
así, fue porque dejaron de atenderse las si- 
guientes consideraciones: la.—No debe confun- 
dirse lo que es la asociación en sí, con lo que es 
la “personería jurídica”, pues la primera puede 
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existir como una simple agrupación de indivi- 
duos con determinado fin, pero sin capacidad 
para adquirir derechos y contraer obligaciones; 
2a.—La intervención del Estado para crear la 
persona jurídica, mediante la autorización le- 
gal, no quiere decir que ésta dependa del de- 
recho administrativo, pues si bien esa inter- 
vención se funda en el interés, la personalidad 
jurídica implica capacidad para adquirir bienes 
y éstos, están supeditados al derecho privado; 
y 3a.—La ley reconoce a las personas jurídicas, 
una triple capacidad: la de adquirir bienes; la 
de contraer obligaciones y la de ejercer accio- 
nes civiles o criminales. Esta triple capacidad, 
las convierte en sujetos de derecho privado 
y siendo esto así, cualquier conflicto concer- 
niente a ellas debe resolverse conforme las 
prescripciones del derecho privado y no del 


“administrativo. Al desatenderse estas conside- 


raciones, se incurrió en el error de conceder un 
alcance que no tiene, la facultad de vigilan- 
cia y supervisión que las leyes antes citadas 
confieren al Gobierno, En efecto, la capacidad 
de las personas jurídicas, está limitada por lo 
que doctrinariamente se denomina “principio 
de la especialidad,” o sea por el objeto de la 
institución. De esta suerte, lo que la ley auto- 
riza, es la intervención del poder público, para 
cuidar en que no se rebasen los límites de la 
capacidad, o en otras palabras, que la persona 
jurídica se mantenga y desenvuelva sus activi- 
dades dentro del marco señalado por el objeto 
de su institución, pero nunca para resolver con- 
flictos surgidos por diferencias de criterio entre 
los miembros de la asociación, en cuanto a la 
administración de los bienes o interpretación 
de los estatutos, porque esto sólo compete a la 
jurisdicción ordinaria, desde luego que los de- 
rechos que pudieron estimarse violados, son de 
carácter privados. 

Además de las razones expuestas, hice ver 
durante la discusión, lo peligroso que resulta 
el precedente de reconocer facultades a la ad- 
ministración pública para intervenir en estos 
asuntos de carácter privado, aún cuando con- 
ciernan a instituciones de la naturaleza de la 
recurrente, porque ello implica reconocerle la 
atribución de administrar Justicia, que corres- 
ponde con exclusividad ar Organismo Judicial. 


Guatemala, 28 de junio de 1962. 
Arnoldo Reyes 
Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 


tiocho de junio de mil novecientos sesen- 
ta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver los recursos 
de aclaración y ampliación interpuestos por 
Elvio Puccetti, contra el auto proferido por 
este Tribunal con fecha treinta de mayo del 
año en curso, manifestando que tal resolución 
está redactada en forma diminuta y que utiliza 
términos ambiguos y contradictorios y por esta 
razón interpone contra ello los recursos ya ci- 
tados para que se amplíe su tenor y se aclaren 
los puntos contradictorios; y, 


CONSIDERANDO: 


Que en la resolución de fecha treinta de ma- 
yo del presente año que declaró improcedente 
el recurso de amparo interpuesto por Elvio Pu- 
ccetti a nombre de la Sociedad Italiana de So- 
corro Mutuo, fundó su resolución, más que todo 
en los estatutos de esta institución que no con- 
tienen disposición alguna que establezca la for- 
ma cómo se dilucidarán las diferencias que 
surjan entre los asociados, diciéndose en dicho 
auto que la intervención del Ministro de Gober- 
nación era de carácter provisional únicamente 
de acuerdo con las facultades que la ley le otor- 
ga, por lo que corresponde decir que siendo la 
aclaración el recurso que se otorga a los liti- 
gantes, a fin de que el mismo juez o autoridad 
que dictó la resolución, corrija un error mate- 
rial, aclare un concepto obscuro, ambiguo oO 
contradictorio o se pronuncie sobre alguna 
cuestión que omitió en la resolución, pero sin 
alterar lo substancial de tal resolución y por 
consiguiente los recursos interpuestos con el 
fin de alterar lo substancial del auto en cues- 
tión, son improcedentes de acuerdo con los ar- 
tículos 455 y 456 del Decreto Legislativo 2009 
y 11 del Decreto Legislativo 1539, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo 
con lo considerado, leyes citadas y lo que esta- 
blecen además los artículos 222, 224 y 227 De- 
creto Gubernativo 1862 y lo pedido por el Mi- 
nisterio Público declara: SIN LUGAR los re- 
cursos de aclaración y amplicación por no con- 
tener el auto de mérito términos obscuros, am- 
biguos o contradictorios, mucho menos haberse 
omitido resolver algún punto de los sometidos 
en el juicio para corregir el error material a 
que se refiere el interponente. Notifíquese y 


.con certificación de lo resuelto devuélvanse los 


antecedentes. 


Aguilar Fuentes.—Réyes.—Juárez y Aragón. 
—Argueta S.—Bustamante R.— M. Alvarez 
Lobos. 
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AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Juan Manuel Ji- 
ménez Pinto, en concepto de apoderado del 
Consorcio Nacional Constructora Covalca $S. 
A. y Urruela, Sittenfeld, Whitbeck, Compa- 
ñía Limitada, contra el Ministro de Comuni- 
caciones y Obras Públicas, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, seis 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por el licenciado Juan 
Manuel Jiménez Pinto, en concepto de apode- 
rado, a nombre y en representación del “Con- 
sorcio Nacional Constructora Covalca S. A. y 
Urruela, Sittenfeld, Whitbeck, Compañía Limi- 
tada (Conac), contra el Ministro de Comunica- 
ciones y Obras Públicas, por los siguientes 
hechos. 


Expone el presentado: que el Consorcio que 
representa tomó parte en la licitación No. 18-61, 
promovida por el Ministerio de Comunicaciones 
y Obras Públicas para efectuar varios proyec- 
tos de construcción de carreteras, que en esa 
licitación el Consorcio presentó la oferta más 
favorable, técnica y económicamente para los 
intereses nacionales, según lo reconoció la Co- 
misión nombrada, en su dictamen de fecha diez 
de enero del año en curso, y en tal virtud, en 
Acuerdo Gubernativo de treinta del mismo mes 
le fue adjudicada la licitación; que con fecha 
veintiséis de febrero siguiente se otorgó y sus- 
cribió el contrato entre los representantes del 
Ministerio de Comunicaciones y Obras Públicas 
y de la “Conac”, y como la cláusula sexta del 
mencionado contrato prescribe como requisito 
previo para la aprobación del contrato, que “El 
Contratista” dentro de un plazo de quince días 
a partir de la suscripción del mismo, deberá 


otorgar a favor y entera satisfacción del Minis-* 


terio de Comunicaciones y Obras Públicas, en 
una institución afianzadora autorizada para 
operar en Guatemala y de reconocida capaci- 
dad y solvencia financiera, una fianza equiva- 
lente al ciento por ciento del valor total de los 
trabajos contratados; que para cumplir con ta- 
les exigencias el Consorcio Conac ofreció ga- 
rantizar sus obligaciones en el contrato median- 
te fianza hipotecaria y prendaria por un valor 
aproximado de dos millones ciento ochenta mil 
queizales, con base en el artículo 80. del decreto 
de la Presidencia de la República número 207, 
y dicha solicitud fue resuelta en el sentido de 
agregarla a los antecedentes y que por medio 


de oficio se consultara al “Eximbank” si no 
había inconveniente en aceptar la garantía hi- 
potecaria y prendaria ofrecida, y el veintiocho 
de marzo el propio Ministerio dictó resolución 
mandando comunicar al representante del con- 
sorcio que el Eximbank comunicó cablegráfica- 
mente que se requiere cien por ciento de fianza 
de cumplimiento como se estipuló en las bases 
de la licitación y que si la Compañía Covalca es 
incapaz de suministrar fianza aceptable, sería 
satisfactorio para Eximbank otorgar contrato a 
próximo más alto postor calificado o repetir 
anuncio para nueva licitación; que conforme el 
artículo 52 de la Constitución, los habitantes de 
la República tienen derecho a dirigir peticio- 
nes a la autoridad, la aque está obligada a resol- 
verlas sin demora y a comunicar sus resolucio- 
nes a los interesados y el escrito presentado 
por el representante de Conac el doce de mar- 
zo, a su juicio, no ha sido resuelto por el Minis- 
terio de Comunicaciones y Obras Públicas, pues 
las providencias que su presentación originó, 
no sólo son violatorias del artículo 80. del de- 
creto 207 presidencial y de la garantía consti- 
tucional contenida en el artículo 52 ya aludido 
y del artículo lo, de la misma Constitución, 
sino imposibilitan a su representada para poder 
ejercer ulteriores recursos, por cuyas razones 
se veía obligado a interponer el presente recur- 
so de amparo, Se dio trámite al mismo y el 
Ministerio de Comunicaciones y Obras Públi- 
cas informó: que el escrito presentado por el 
representante de la Conac, se le dio el trá- 
mite correspondiente ya que de conformidad 
con los convenios 1253 y 150 suscritos entre el 
Gobierno de la República con el “Eximbank” 
y el “Developmen Loan Fund” aprobados por 
Decreto 1455 del Congreso, todo problema que 
se suscite entre las partes contratantes deberá 
solucionarse de mutuo acuerdo entre las ins- 
tituciones prestamistas y el Gobierno de la Re- 
pública, lo que cumplió a cabalidad, consultan- 
do el caso planteado por la Conac, a las insti- 
tuciones que proporcionaron los préstamos, y 
comunicando sin demora lo resuelto por dichas 
instituciones; que en cuanto al artículo 80, del 
Decreto 207 presidencial, no ha sido violado 
porque si bien en el texto del mismo se dice 
que los contratistas deberán garantizar el cum- 
plimiento de sus obligaciones con fianza, hipo- 
teca o prenda, su despacho optó por la fianza 
del ciento por ciento del valor total del con- 
trato, condición aue fue incluida en las bases 
de la licitación y aceptada por las compañías 
que participaron en la misma, entre ellas, la 
Conac; que tampoco se ha violado el artículo 
lo. de la Constitución, porque no se ha vedado 
a la compañía recurrente de ninguno de los de- 
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rechos y libertades a que el mismo se refiere, 
pues ha gozado de irrestricta libertad de ac- 
ción, tramitándose sus gestiones con apego a la 
justicia y a las leyes de la república. Se dio 
vista a la parte recurrente y al Ministerio Pú- 
blico y ambos solicitaron se abriera a prueba el 


recurso, lo que se hizo y dentro del término ' 


respectivo se recibieron del gerente del Ban- 
co de Guatemala una fotocopia de la copia del 
convenio No. 150, cuyo texto es en idioma in- 
glés en su tótalidad, como respuesta al informe 
que se le solicitó en relación al convenio cele- 
brado entre el Development Loan Fund y el 
Gobierno de Guatemala; y un informe del Mi- 
nistro de Hacienda, en el sentido de que es 
cierto que en ese Ministerio se guarda una 
copia del convenio, sin número, suscrito el vein- 
ticuatro de enero del año pasado entre el Go- 
bierno de la República y el Eximbank por un 
préstamo de siete millones quinientos mil quet- 
zales, destinado a la construcción de carreteras, 
y que dicha copia está escrita en idioma inglés, 
no existiendo traducción de la misma al idioma 
español; ambas pruebas pedidas por el recu- 
rrente. Al evacuar la nueva vista concedida al 
representante del Consorcio interesado y al Mi- 
nisterio Público, este último se pronunció por 
la procedencia del amparo solicitado porque el 
Ministro contra quien se recurre no resolvió la 
solicitud presentada, habiéndose concretado «a 
consultar lo propuesto con el Banco prestamis- 
ta extranjero y a notificar el criterio susten- 
tado sobre el particular, sin hacerlo suyo. Fl 
apoderado de la entidad recurrente, alegó an1- 
pliamente respecto a los fundamentos legales 
del recurso y su procedencia, por lo que estando 
concluidos los trámites, procede resolver lo que 
corresponde. 


CONSIDERANDO: 


En el expediente relativo a la licitación de 
los trabajos del proyecto CA 8-49, de la carre- 
tera comprendida de “El Molino al Río Paz” 
que le fue adjudicada al Consorcio y Compa- 
ñía Limitada recurrentes, en los folios del tres- 
cientos once al trescientos trece, aparece la so- 
licitud de éstos en que proponen garantizar el 
monto de los respectivos trabajos contratados, 
mediante hipoteca y prenda equivalente al 
ciento por ciento de su valor total, que respon- 
dería un cincuenta por ciento por el cumpli- 
miento de la ejecución de los trabajos en el 
tiempo y la calidad de la obra de acuerdo con 
las estipulaciones contractuales y el otro cin- 
cuenta por ciento, al cumplimiento de todos los 
compromisos y obligaciones que para la ejecu- 
ción de la obra adquiera el contratista o sus 
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representantes legales, especificando los bienes 
ofrecidos en garantía; el referido Ministro la 
mandó agregar a los antecedentes y a consultar 
al “Eximbank si no había inconveniente en 
aceptar la garantía ofrecida, habiendo obtenido 
una contestación negativa, se concretó a dispo- 
ner que se comunicara a los presentados. En 
consecuencia, pues, es evidente que el Ministe- 
rio de Comunicaciones y Obras Públicas, no ha 
resuelto la petición del representante del Con- 
sorcio Constructora Covalca S, A. y Urruela, 
Sittenfeld Whitbeck, Compañía Limitada, pre- 
sentada a su despacho el trece de marzo del 
corriente año, habiéndose concretado a consul- 
tar al Eximbank la aceptación de la garantía 
propuesta y a notificar a los interesados la res- 
puesta negativa de dicha institución, cuyo pro- 
ceder significa una violación a las prescripcio- 
nes de los artículos lo. y 52 de la Constitución, 
porque el asunto versa sobre un contrato cele- 
brado en la república con una entidad particu- 
lar, por lo que de conformidad con los precep- 
tos constitucionales citados, la resolución a la 
solicitud de mérito corresponde única y exclu- 
sivamente al Ministro de Comunicaciones y 
Obras Públicas, ante quien se ha tramitado el 
correspondiente expediente administrativo, 
puesto que en manera alguna, puede estimarse 
cerrado este capítulo con la opinión de la enti- 
dad prestamista, que carece de la potestad ne- 
cesaria para intervenir en forma decisiva en 
este caso, pues no es problema suscitado entre 
las partes contratantes de los convenios suscri- 
tos entre el Gobierno de la República con el 
Eximbank y el Development Loan Fund, como 
lo estima el funcionario recurrido, por lo que es 
del caso declarar con lugar este amparo, ya que 
la principal función de tal recurso es el mante- 
nimiento e invulnerabilidad de los preceptos de 
la Constitución. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo 
con lo considerado y con los artículos 79, 80, 
85 de la Constitución; 8, 9, 10, 29, 37 del De- 
creto Legislativo 1539; 222, 224, 234 del Decre- 
to Gubernativo 1862. declara: CON LUGAR el 
presente recurso a fin de que el Ministro de 
Comunicaciones y Obras Públicas resuelva la 
solicitud del representante del “Consorcio Na- 
cional Constructora Covalca S. A, y Urruela, 
Sittenfeld, Whitbeck, Compañía Limitada, pre- 
sentada a su despacho el trece de marzo del año 
en curso. Notifíquese, transcríbase al funciona- 
rio recurrido y oportunamente devuélvanse los 
antecedentes. 
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H, Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Pierrette Vercessi de Díaz Ro- 
zzotto, contra el Presidente de la República y 
los Ministros de la Defensa Nacional y Go- 
bernación, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, seis 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ve para resolver, el recurso de amparo 
interpuesto por Pierrette Vercessi de Díaz Ro- 
zzotto, contra el Presidente de la República y 
los Ministros de la Defensa Nacional y de Go- 
bernación, por los motivos siguientes: 


Manifiesta la recurrente, que el veintisiete 
de marzo próximo pasado, a las veintidós ho- 
ras, agentes del Departamento de Investigacio- 
nes Especiales con órdenes del Presidente de la 
República y del Ministro de Gobernación, alla- 
naron la casa en que reside su señora madre 
Olimpia Galleani viuda de Vercessi, manifestan- 
do que iban en busca del esposo de la presen- 
tada, Jaime Díaz Rozzotto y le prohibieron a 
ella salir de la casa así como atender las lla- 
madas telefónicas; luego revisaron su bolso de 
mano e incautaron el pasaporte de su esposo. 
Después del cateo de la casa, los agentes fueron 
relevados custodiando la misma hasta las die- 
ciséis horas del día siguiente y antes de reti- 
rarse incautaron también una máquina de es- 
cribir tipo portátil, de la propiedad de su se- 
ñora madre. Durante el registro que llevaron 
a cabo en la casa, manifestaron los agentes 
que tenían órdenes expresas de capturar al doc- 
tor Díaz Rozzotto, por lo que supone que se 
tiene el propósito de expulsarlo del país. Citó 
los fundamentos de derecho que consideró per- 
tinentes y terminó pidiendo que después del 
trámite correspondiente se amparara a su espo- 
so el doctor Jaime Díaz Rozzotto a efecto de 
que se le mantenga en el goce de las garantías 
constitucionales que no pueden ser restringidas 
por la Ley de Orden Público y especialmente 
para que se garantice su permanencia en el te- 
rritorio nacional, que se le devuelva su pasa- 


porte y se certifique lo conducente para la in- 
vestigación del delito que implica la sustracción 
de la máquina de escribir ya descrita. También 
pidió se amparara provisionalmente a su cita- 
do esposo, lo cual se acordó y se dio trámite al 
recurso. Tanto el Presidente de la República, 
como los Ministros de la Defensa Nacional y el 
de Gobernación, informaron no tener conoci- 
miento de los hechos denunciados ni haber ex- 
pedido alguna orden al respecto. Durante la di- 
lación probatoria la interponte pidió se exami- 
nara a los testigos licenciado Horacio Rodrí- 
guez González y María Solórzano, pero como no 
fue posible practicar esta diligencia en esa opor- 
tunidad, se practicó para mejor fallar, indican- 
do los testigos haber presenciado el cateo que 
motivó el recurso, llevado a cabo por agentes 
del Departamento de Investigaciones Espe- 
ciales, 


Concluido el trámite, procede resolver, 


CONSIDERANDO: 


De los hechos relacionados por la recurrente 
como motivos del recurso, sólo se probó el ca- 
teo de la casa que habita la señora Olimpia 
Galleani viuda de Vercessi, no así que se per- 
siguiera al doctor Jaime Díaz Rozzotto, ni me- 
nos que se tratara de extrañarlo del país; y 
como el indicado registro es un hecho ya con- 
sumado de modo irreparable y sobre todo, nin- 
gún reclamo á ese respecto ha presentado la 
señora viuda de Vercessi que es la perjudicada, 
resulta manifiesta la improcedencia del ampa- 
ro, debiendo así declararse y certificarse lo 
conducente para la investigación del hecho de- 
lictuoso denunciado, Artículos 79, 80, 84 y 85 
de la Constitución de la República. 


POR+TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en las leyes citadas y lo que preceptúan 
los artículos 3o., 9o., 10 y 11 del Decreto Le- 
gislativo 1539, declara IMPROCEDENTE el re- 
curso de que se trata y manda certificar lo con- 
ducente para que el Juez Primero de Primera 
Instancia de lo Penal de este departamento, ins- 
truya la averiguación que corresponde al he- 
cho delictuoso denunciado. Notifíquese. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M., Alvarez Lobos. 


| 
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AMPARO 


Interpuesto por Héctor Salvador Sosa Castañe- 
da, contra el Presidente de la República y 
Ministros de la Defensa Nacional y Gober- 
nación, 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, siete 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Héctor Salvador So- 
sa Castañeda, el cuatro de mayo último, en fa- 
vor de su hijo Gerardo Salvador Sosa Hernán- 
dez y en contra del Presidente de la Repúbli- 
ca y los Ministros de Gobernación y de la De- 
fensa Nacional. 


Expone el recurrente que con fecha veinti- 
séis de abril anterior su mencionado hijo Ge- 
rardo Salvador, fue detenido frente a su casa, 
por individuos vestidos de particular, elemen- 
tos de alguna de las policías, y llevado inme- 
diatamente al Departamento Judicial de donde 
después fue trasladado al Primer Cuerpo de la 
Policía Nacional, pero cuando el Juez 50. de 
Primera Instancia de lo Penal se constituyó en 
dicha prisión con el fin de practicar su exhibi- 
ción personal, ya no se pudo realizar en vista 
de que no se presentó el detenido, y allí mismo 
pudo averiguar que había sido expulsado «el 
país con destino a Nicaragua y posteriormente 
a Panamá, juntamente con otros guatemaltecos; 
que como al consumarse esos hechos se habían 
violado varios artículos de la Constitución, en- 
derezaba este recurso de amparo contra el Pre- 
sidente de la República y los Ministros de Go- 
bernación y de la Defensa Nacional, por osti- 
mar que eran los responsables, y pidió que se 
decretara el amparo provisional a favor de su 
mencionado hijo, ordenándose a las autorida- 
des correspondientes que dispusieran su inme- 
diato regreso al país y que en definitiva se de- 
clare con lugar este recurso y se restituya al 
agraviado en el goce de los derechos y garan- 
tías que la Constitución establece. 


Tramitado el recurso se otorgó el amparo 
porvisional solicitado en el sentido de que vor 
ser guatemalteco el interesado, no podía expa- 
triársele por ningún motivo. El Presidente de 
la República y el Ministro de la Defensa infor- 
maron que desconocían los hechos denunciados 
por el recurrente, razón por la cual no podían 
enviar antecedentes, ni informar sobre el parti- 
cular, se dio vista a las partes de lo informado, 
y a solicitud del Ministerio Público se abrió el 
negocio a prueba, sin que se haya aportado al- 


guna, por lo que en la última vista concedida, 
el mismo pidió que se declarara la improceden- 
cia del recurso, por lo que habiendo concluido 
los trámites, procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Aunque el recurso de amparo tiene como 
función esencial el mantenimiento de las garan- 
tías individuales y la invulnerabilidad de los 
preceptos de la Constitución, es necesario para 
que funcione, que se establezcan en forma ple- 
na la disposición o acto de la autoridad recu- 
rrida que signifique una infracción a garantías 
constitucionales, y como en el presente caso, 
no se aportó prueba alguna acerca de los he- 
chos denunciados en la interposición del recur- 
so, la ineficacia de éste es manifiesta. Artícu- 
los 79, 80, 85 de la Constitución y 10 del De- 
creto Legislativo 1539, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo 
con lo considerado y con los artículos 222, 224, 
234 del Decreto Gubernativo 1862; 8, 9, 29 y 37 
del Decreto Legislativo 1539, declara: IMPRO- 
CEDENTE este recurso de amparo. Notifíquese 
y trancríbase a quienes corresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.—- 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


AMPARO 


Interpuesto por Josefina Figueroa, contra el 
Presidente de la República y Ministro de la 
Defensa Nacional. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, siete 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Josefina Figueroa, 
contra el Presidente de la República y el Minis- 
tro de la Defensa Nacional, que funda en los 
siguientes hechos: 


Expone la presentada que el quince de abril 
de este año, como a las cero horas, en su casa 
de habitación fue detenido su hijo Víctor Ma- 
nuel Véliz Figueroa por miembros del ejército 
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y conducido al cuartel número uno de la Poli- 
cía Nacional, sin que sus captores portaran la 
orden de detención emanada de autoridad com- 
petente y sin que haya cometido ningún delito, 
temiendo que sea extrañado del país, y después 
de citar algunas leyes en su favor, concluyó 
solicitando que se admitiera el recurso de am- 
paro que contra el Presidente de la República 
y el Ministro de la Defensa interponía, ampa- 
rándose provisionalmente a su mencionado hijo, 
en el sentido de ordenar su inmediata libertad 
y que no debe ser expatriado del territorio na- 
cional o bien que sea consignado a Tribunal 
competente, en caso de no ordenarse su li- 
bertad. 

Al darle trámite al recurso, se concedió el 
amparo provisional a Véliz Figueroa, para que 
se le mantuviera en el goce de la garantía con- 
tenida en el artículo 47 de la Constitución, ha- 
biendo informado los funcionarios contra quie- 
nes se recurre, que desconocían los hechos de- 
nunciados por la presentada, en los cuales no 
han tenido ninguna intervención. Se dio vista 
a las partes y la recurrente manifestó que te- 
nía informes de que su referido hijo había 
sido expulsado del país y conducido en un avión 
de la Fuerza Aérea al territorio de Nicaragua, 
por lo que se había cometido por las autorida- 
des policíacas desacato a este Tribunal, que 
había otorgado amparo provisional a favor de 
aquél, habiéndose pedido informe a este res- 
pecto al Director General de la Policía, lo emi- 
tió en el sentido de que Víctor Manuel Véliz 
Figueroa no se encontraba detenido en ninguno 
de los centros de reclusión de la Institución a 
su cargo, por lo que se ignoraba su paradero, 
Se abrió a prueba el recurso a solicitud del re- 
presentante del Ministerio Público, sin que se 
haya aportado alguna, por lo que al vencer se 
les dio nueva vista a las partes, pero ninguna 
presentó alegato, por lo que estando concluido 
el trámite procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Que si bien el recurso de amparo tiene como 
función esencial el mantenimiento de las ga- 
rantías individuales y la invulnerabilidad «Je 
los preceptos de la Constitución, para que ope- 
re es necesario que se establezca en forma feha- 
ciente que la autoridad contra quien se recurre 
ha incurrido en alguna violación a preceptos 
constitucionales, y como en el presente caso no 
obstante de fundarse el amparo en hechos que 
de haber sido efectivos significarían vulnera- 
ción de disposiciones consignadas en la Consti- 
tución como garantías individuales, ningún ele- 
mento probatorio se aportó acerca de los mis- 


mos, lo que pone de manifiesto la ineficacia 
del recurso examinado. Artículos 79, 80, 85 ce 
la Constitución y 10 del Decreto Legislati- 
vo 1539, 


POR TANTO: E 


La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo 
con lo considerado y los artículos 8, 9, 29, 37 
del Decreto Legislativo 1539, 222, 224 y 234 del 
Decreto Gubernativo 1862, declara: IMPROCE- 
DENTE el presente recurso de amparo. Notifí- 
quese y transcríbase a quienes corresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—-Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Waldemar Barrios 
Klée, contra el Presidente de la República y 
Ministros de Gobernación y de la Defensa 
Nacional. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, siete 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo presentado por el licenciado Wal- 
demar Barrios Klée el veintiocho de abril re- 
cién pasado, en contra del Presidente de la 
República y los Ministros de Gobernación y de 
la Defensa Nacional, en virtud de los siguien- 
tes hechos: 


Expone el recurrente que desde hacía varios 
dias estaba detenido en el Primer Cuerpo de 
la Policía Nacional, sin haber sido consignado 
a los Tribunales de Justicia, y que de fuentes 
que le merecían crédito había tenido noticias 
de que sería expatriado del país, rumbo a Ni- 
caragua, por órdenes de los funcionarios indi- 
cados, con lo cual se incurriría en violación del 
artículo: 47 de la Constitución, pues como gua- 
temalteco que es tiene derecho a permanecer 
en el territorio de la república, sin que se le 
pueda expatriar conforme a dicha ley, por lo 
que al interponer este recurso, solicitaba que se 
le amparara provisionalmente y en definitiva 
se resuelva con lugar esta gestión para que se 
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le mantenga en los derechos y garantías que la 
Constitución establece. 

Al darle trámite al recurso se le concedió 
el amparo provisional solicitado, habiendo in- 
formado el Presidente de la República y el Mi- 
nistro de la Defensa, que desconocían los he- 
chos denunciados en este amparo, por lo que 
no tenían antecedentes de ninguna especie y 
no podían suministrar ninguna información. Se 
dio vista al recurrente y al Ministerio Público, 
habiendo solicitado este último que se abriera 
a prueba el negocio, lo que se concedió, pero 
no se rindió ninguna, y al concederles la últi- 
ma vista de lo actuado, no se presentó alegato, 
por lo que estando terminado el trámite proce- 
de resolver, 


CONSIDERANDO: 


Aunque los hechos afirmados por el recu- 
rrente, de haberse verificado implicarían la 
violación de la garantía a que se refiere el ar- 
tículo 47 de la Constitución y el amparo tiene 
como función principal el mantenimiento de 
las garantías individuales y la invulnerabilidad 
de los preceptos constitucionales, para que ope- 
re es necesario que se establezca que las auto- 
ridades contra quienes se recurre, mediante al- 
guna resolución o actuación, han incurrido en 
la infracción que motiva el reclamo, pero como 
en este caso no se aportó ninguna prueba, con 
respecto a los fundamentos del recurso exami- 
nado, éste no puede prosperar. Artículos 79, 80 
de la Constitución y 10 del Decreto Legislati- 
vo 1539, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia de conformi- 
dad con lo considerado y los artículos 8, 9, 29, 
37 del Decreto Legislativo 1539; 222, 224 y 234 
del Decreto Gubernativo 1862, declara: IMPRO- 
CEDENTE el amparo solicitado. Notifíquese y 
transcríbase a quienes corresponde. 


H_ Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos, 


AMPARO 


Interpuesto por Lucrecia Garrido de Beteta, 
contra el Presidente de la República y los 


Ministros de la Defensa Nacional y Gober- 
nación. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, ocho 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ve para resolver el recurso de amparo 
interpuesto por Lucrecia Garrido de Beteta, 
contra el Presidente de la República y los Mi- 
nistros de la Defensa Nacional y de Goberna- 
ción, por los motivos siguientes: 


Manifiesta la recurrente que el veintidós de 
abril próximo pasado, fue detenido su esposo 
Joaquín Beteta Llerena y el veintiocho del 
mismo mes, se le expulsó del país con destino 
a Managua, república de Nicaragua, contravi- 
niéndose así la garantía individual contenida 
en el artículo 47 de la Constitución de la Repú- 
blica, por lo que pedía amparo a efecto de que 
se autorice su repatriación proporcionando el 
ejecutivo los medios de transporte. Al darse 
trámite al recurso, se concedió el amparo pro- 
visional solicitado y los funcionarios recurridos 
informaron no tener conocimiento de la deten- 
ción y expulsión del país de Beteta Llerena. 
Durante el término de prueba, ninguna aportó 
la parte interesada y estando agotado el trá- 
mite, procede resolver, 


CONSIDERANDO: 


Para que pueda prosperar el recurso de am- 
paro, es indispensable que el interesado pruebe 
haberse infringido en su perjuicio alguna ga- 
rantía individual o cualquiera otro precepto 
constitucional. En el caso de examen, la recu- 
rrente no rindió ninguna prueba de que su es- 
poso hubiera sido detenido, ni menos que haya 
sido extrañado del país, por lo que la improce- 
dencia del recurso es manifiesta. Artículos 79, 
80, 84 y 85 de la Constitución de la República. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en las leyes citadas y lo que preceptúan 
los artículos 1o., 30., 90. y 100, del Decreto Le- 
gislativo 1539, declara IMPROCEDENTE el re- 
curso de mérito. Notifíquese, 


H_ Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 
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AMPARO 


Interpuesto por Oscar Lorentzen Batres, Jesús 
Cabrera Urízar, Augusto Sac Recancoj, Au- 
gusto Ortiz y Ortiz, Ulises Castro, Tereso 
Hernández Chojolán, Héctor Simón Cabrera 
Guzmán, contra el Presidente de la Repúbli- 
ca y los Ministros de la Defensa Nacional y 
de Gobernación. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, ocho 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista el recurso de amparo in- 
terpuesto por Oscar Lorentzen Batres, Jesús 
Cabrera Urízar, Augusto Sac Recancoj, Augus- 
to Ortiz y Ortiz, Ulises Castro, Tereso Hernán- 
dez Chojolán, Héctor Simón Cabrera Guzmán, 
contra el Presidente de la República y los Mi- 
nistros de la Defensa Nacional y de Goberna- 
ción, Exponen los recurrentes que fueron de- 
tenidos en la ciudad de Quezaltenango, el vein- 
te de marzo recién pasado, con excepción de 
Hernández Chojolán, que fue preso en la mis- 
ma fecha en la garita de peaje en el municipio 
de Santa Cruz Muluá, que sin que se les haya 
hecho saber el motivo de su prisión fueron 
conducidos a la dirección de policía de aquella 
ciudad y al edificio de la Base Militar, y luego 
trasladados a esta capital, internándoseles en 
el Primer Cuerpo de la Policía Nacional, donde 
afirman permanecieron incomunicados durante 
quince días hasta el tres de abril en que des- 
pués de hacer un recorrido por diferentes lu- 
gares de la ciudad, se les trasladó al Segundo 
Cuerpo de la Policía, que a la fecha en que 
presentan el presente recurso continuaban pre- 
sos, habiendo transcurrido diez y ocho días sin 
sometérseles a ningún interrogatorio ni consig- 
nárseles a ningún tribunal. Consideran que han 
sido violadas las garantías contenidas en los ar- 
tículos 20., 4o., 44, 45, 62, 64, 68, 72 de la Cons- 
titución, los cuales transcriben. Hacen conside- 
raciones de derecho en relación con su prisión 
y los preceptos constitucionales citados, y con- 
cluyen solicitando la suspensión provisional de 
los actos ejecutados y que resolviendo de plano 
se estime procedente el amparo, haciéndose las 
declaraciones que corresponden. Se dio trámi- 
te al recurso, mandándose agregar al expedien- 
te y por referirse al mismo fin, el memorial 
presentado por Enma Hilda Domínguez de Or- 
tiz, en demanda de amparo a favor de su espo- 
so, licencizdo Octavio Augusto Ortiz Sigienza, 
incluido desde el principio en el presente ex- 
pediente. En cuanto al amparo provisional se 
dijo sería resuelto al recibirse los antecedentes. 


El Ministro de Gobernación informó que la de- 
tención de los recurrentes se hizo de acuerdo 
con el artículo 4o, del Decreto 22 de la Asam- 
blea Constituyente, acompañando los oficios 
cursados por los jefes de policia en relación 
con la captura de los recurrentes. El Ministro 
de la Defensa y el Presidente de la República 
dijeron desconocer los antecedentes. Se abrió a 
prueba el recurso, habiendo transcurrido el tér- 
mino legal, sin que las partes aportaran las 
probanzas requeridas, por lo que concluido el 
trámite y sin que se haya presentado alegato 
alguno, es el caso de resolver. 


CONSIDERANDO: 


Para que la función del amparo sea efecti- 
va, debe ejercitarse mediante un recurso sujeto 
a las reglas generales de la prueba. En el pre- 
sente caso los peticionarios, no obstante habér- 
seles concedido el término legal para demostrar 
la verdad de sus afirmaciones, guardaron com- 
pleto silencio, por lo que en tales circunstan- 
cias es imposible a este Tribunal hacer las de- 
claraciones de derecho que en caso de violación 
constitucional corresponderían. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las consideraciones hechas y lo que disponen 
los artículos 79, 80 y 85 de la Constitución, 80. 
10 y 11 del Decreto Legislativo número 1539; 
222, 223, 233 y 234 del Decreto Gubernativo 
número 1862, declara: IMPROCEDENTE el am- 
paro interpuesto por Oscar Lorentzen Batres y 
compañeros contra el Presidente de la Repú- 
blica y los Ministros de la Defensa Nacional y 
de Gobernación. Notifíquese y archívense las 
presentes diligencias. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Francisco: Villa- 
grán Kramer, contra el Presidente de la Re- 
pública. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, ocho 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 
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Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por el licenciado Fran- 
cisco Villagrán Kramer, contra el Presidente 
de la República, el veinticuatro de abril del 
año en curso, 

Expuso el recurrente: que el diez y ocho del 
mes citado, a eso de las nueve de la noche su 
casa de habitación ubicada en la zona diez de 
. esta ciudad, fue rodeada por la Policía y luego 
el diez y nueve del mismo mes, a las quince 
horas, seis o que se identificaron como 
miembros de la Policía Judicial, con ametralla- 
dora en mano, sin orden de autoridad y con 
lujo de violencia contra su esposa y sus me- 
nores hijos, procedieron a catear su domicilio. 
Que los propios agentes siguieron a su esposa 
cuando tripulaba el automóvil de su propiedad, 
hasta convencerse que dentro del vehículo no 
iba oculto el recurrente, Que se dirigió al Pre- 
sidente de la República por medio de un men- 
saje telegráfico, exponiéndole que al solicitarle 
su renuncia no buscaba que se rompiera el or- 
den constitucional, sino que el problema plan- 
teado se resolviera dentro de las normas cons- 
titucionales, pidiéndole hacer uso de los micró- 
fonos de la Radio Nacional para exponer sus 
puntos de vista y discutir ampliamente el asun- 
to. Que el día en que presenta este recurso, en- 
contrándose conversando con un colega en la 
esquina de la décima calle y sexta avenida, seis 
personas que se identificaron como miembros 
de la Policía Judicial, pretendieron capturarlo, 
obedeciendo, según dijeron, órdenes del Pre- 
sidente de la República. Que tiene entendido 
que el propósito de su captura es extrañarlo del 
país, por lo que acude solicitando se le ampare 
provisionalmente y en su oportunidad en forma 
definitiva. Citó como violados los artículos 40, 
43, 44, 45, 46, 47, 52, 56, 57, 58, 66, 67, 68 y 74 
de la Constitución y 13 de la Ley de Orden 
Público. Se dio trámite al recurso y se conce- 
dió el amparo provisional para que se manten- 
ga al recurrente en el goce de la garantía con- 
tenida en el artículo 47 de la Constitución. El 
Presidente de la República rindió su informe 
manifestando que desconoce los hechos expues- 
tos por el licenciado Villagrán Kramer, Se dio 
vista al recurrente y al Ministerio Público so- 
licitando ambos la apertura a prueba, lo que 
se hizo por el término de ocho días, El recu- 
rrente pidió en el mismo memorial que se 
abriera a prueba el negocio, que se recibiera 
la declaración del Ministro de la Defensa Na- 
cional, del ex-Ministro de Gobernación, licen- 
ciado Luis González Batres y que se pidiera in- 
forme al Departamento Judicial de la Policía 
sobre quién dio la orden de su detención y 
proceder a su expulsión del país. Se le resolviu 


en el sentido de que se estuviera a lo proveído 
con anterioridad, es decir abriendo a prueba el 
recurso y en cuanto a lo demás que lo solicitara 
en su oportunidad. Corrió el término probato- 
rio y ni el recurrente ni el Ministerio Público 
aportaron prueba alguna, por lo que se otorgó 
la vista final, alegando únicamente el Ministe- 
rio Público en el sentido de que no habiéndose 
evidenciado los hechos que se denuncian, el re- 
curso debe declararse sin lugar. 
Concluido el trámite procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Dentro del ordenamiento jurídico guatemal- 
teco, corresponde a los Tribunales de Justicia 
el mantenimiento de las garantías individuales 
y la invulnerabilidad de los preceptos de la 
Constitución, mediante la función del amparo. 
Pero para que tal ejercicio sea cierto, es indis- 
pensable que los recurrentes aporten las evi- 
dencias necesarias, que puedan servir de base 
para la declaración que corresponde, En el pre- 
sente caso, el licenciado Villagrán Kramer, no 
obstante habérsele concedido el período proba- 
torio que la ley autoriza, no aportó los elemen- 
tos necesarios justificativos de su acción, por 
lo que en tales circunstancias la improcedencia 
del amparo es manifiesta. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
la ley citada, consideraciones hechas y en lo 
que disponen los artículos 47, 77, 79, 80, 84, 85 
de la Constitución de la República; 10, 11, 12, 
29 del Decreto Legislativo número 1539; 222, 
223, 233 y 234 del Decreto Gubernativo núme- 
ro 1862, declara: IMPROCEDENTE el recurso 
de amparo interpuesto por el licenciado Fran- 
cisco Villagrán Kramer contra el Presidente de 
la República. Notifíquese y archívense las pre- 
sentes diligencias, 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Berta Ramírez, contra el Pre- 
sidente de la República y los Ministros de la 
Defensa Nacional y de Gobernación. 
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Corte Suprema de Justicia: Guatemala, ocho 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Berta Ramírez, con- 
tra el Presidente de la República, Ministros de 
la Defensa Nacional y de Gobernación, con fe- 
cha ocho de mayo de este año, basada en los si- 
guientes hechos: que su marido José Luis Re- 
yes Gutiérrez fue detenido el treinta de abril 
próximo pasado, por agentes de la policía ju- 
dicial, sin orden de autoridad competente y sin 
que haya cometido algún delito, que hasta esa 
fecha no había sido consignado a ningún Tri- 
bunal y teme se le extrañe del país, Solicitó se 
le concediera amparo provisional en el sentido 
de que por ningún motivo se proceda a la ex- 
patriación de su referido marido, resolviéndose 
de conformidad. Se dio trámite al recurso y 
tanto el Presidente de la República como el mi- 
nistro de la Defensa informaron desconocer los 
hechos referidos por la peticionaria. Se dio vis- 
ta a la recurrente y al Ministerio Público y por 
petición de este último se abrió a prueba el 
asunto. sin haberse rendido' alguna. Otorgada la 
vista final, el Ministerio Público pidió se decla- 
rara sin lugar el recurso, por lo que conciui- 
do el trámite procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Para que los Tribunales de Justicia puedan 
ejercitar las funciones a que se refieren los ar- 
tículos 79 y 80 de la Constitución, es indispen- 
sable que quienes recurren demuestren feha- 
cientemente que sus derechos han sido vulne- 
rados. En el caso de examen, la recurrente se li- 
mitó a presentar el escrito inicial que motiva 
este recurso, pero no obstante contar con el tér- 
mino que la ley confiere, dejó de presentar las 
pruebas de sus afirmaciones, por que en tales 
circunstancias la improcedencia del amparo es 
manifiesta y así debe declararse. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y lo 
que disponen los artículos 80., 10, 11, y 29 del 
Decreto Legislativo número 1539; 222, 223, 233 
y 234 del Decreto Gubernativo número 1862, 
declara: IMPROCEDENTE el recurso de am- 
paro interpuesto por Berta Ramírez contra el 
Presidente de la República y Ministros de la 
Defensa Nacional y de Gobernación, Notifíque- 
se y archívense las presentes diligencias. 
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H, Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO. 


Interpuesto por Juan Ortiz Valenzuela, contra 
el Presidente de la República y Ministros de 
la Defensa Nacional y de Gobernación. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, ocho 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por Juan Ortiz Valen- 
zuela, contra el Presidente de la República y 
los Ministros de la Defensa Nacional y de Go- 
bernación, con base en los hechos siguientes: 
que a su casa de habitación se han presentado 
en repetidas ocasiones, agentes de diversas po- 
licías a preguntar por su persona y por las man- 
tas o rótulos alusivos al día del trabajo y que 
como ya fue víctima de un atropello en otra 
oportunidad, teme que en esta ocasión se le 
quiera privar de su libertad e incluso expa- 
triarlo. Solicitó el amparo provisional para que 
se le mantenga en el goce de la garantía con- 
tenida en el artículo 47 de la Constitución, en 
el sentido de que no puede extrañársele del te- 
rritorio de la república, Se dio tramite al re- 
curso y se concedió el amparo provisional soli- 
citado. El Presidente de la República y el Mi- 
nistro de la Defensa informaron desconocer los 
hechos a que se refiere el presentado, Se dio 
vista al recurrente y al Ministerio Público y 
a solicitud de este último se abrió a prueba el 
asunto, sin que durante el término correspon- 
diente se haya presentado alguna. Otorgada la 
vista final únicamente el Ministerio Público so- 


licitó que el amparo se declare sin lugar, por 


lo que concluido el trámite procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Las afirmaciones hechas por el recurrente no 
fueron evidenciadas, no obstante haber contado 
con el término legal para hacerlo, por lo que en 
tales circunstancias la función del amparo a 
que se refiere el artículo 79 de la Constitución 
resulta improcedente y así debe declararse. 
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POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y lo 
que disponen los artículos 79, 80, 85 de la Cons- 
titución; 80. 10, 11, 29 del Decreto Legislativo 
número 1539; 222. 223 y 233 del Decreto Guber- 
nativo número 1862, declara: IMPROCEDENTE 
el recurso de amparo interpuesto por Juan Ortiz 
Valenzuela contra el Presidente de la Repúbli- 
ca y los Ministros de la Defensa Nacional y de 
Gobernación, Notifíquese y archívense las pre- 
sentes diligencias. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el coronel José Luis Cruz Sa- 
lazar, contra el Tribunal Electoral, (Eleccio- 
nes de San Sebastián Coatán, Huehuete- 
nango) 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, ocho 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ve para resolver, el recurso de amparo 
interpuesto por José Luis Cruz Salazar en re- 
presentación del partido político “Movimiento 
Democrático Nacionalista”, contra la resolución 
número ciento veintiuno, de fecha dos de mar- 
zo del año en curso, dictada por el Tribunal 
Electoral en el expediente formado con motivo 
de la elección de Alcalde Municipal de San Se- 
bastián Coatán del departamento de Huehue- 
tenango. 


Manifiesta el recurrente que durante las elec - 
ciones de referencia, llevadas a cabo el tres de 
diciembre del año próximo pasado, obtuvo ma- 
yoría de votos Martín Tomás, candidato del 
partido Movimiento Democrático Nacionalista y 
así lo reconoció el propio Tribunal Electoral, 
pero cuando ya se le había adjudicado el car- 
go, a solicitud de Carlos Adolfo Bran, se recon- 
sideró la resolución respectiva y se hizo la ad- 
judicación a favor de Sebastián Pascual, can- 
didato del partido Reconciliación Democrática 
Nacional, no obstante de que está inhabilitado 
por tener parentezco dentro del grado de ley, 
con el alcalde actual, Martín Domingo, según 


quedó probado con las certificaciones respecti- 
vas extendidas por el Registrador Civil. Se dio 
trámite al recurso y de los antecedentes que en- 
vió el Tribunal Electoral, aparece: que en acta 
de fecha treinta de diciembre de mil novecien- 
tos sesenta y uno, se declaró electo para el car- 
go de alcalde municipal de San Sebastián Coa- 
tán, del departamento de Huehuetenango, a 
Martín Tomás, pero al resolverse la acción de 
nulidad planteada por Carlos Adolfo Bran, en 
providencia de fecha dos de marzo de este año, 
se anuló aquella adjudicación, mandándose ha- 
cer nuevo recuento de votos y en acta de fecha 
siete del mismo mes de marzo, se declaró elec- 
to para el cargo indicado a Sebastián Pascual. 
Contra esta nueva adjudicación, interpuso ac- 
ción de nulidad José Luis Cruz Salazar, fun- 
dóla en que Sebastián Pascual, candidato elec- 
to, es pariente del alcalde en funciones cuando 
se llevó a cabo la elección, Martín Domingo y 
además que no tenía finiquito del cargo de te- 
sorero del Comité pro-carretera a San Sebas- 
tián Coatán que había desempeñado. El tribu- 
nal, en resolución de fecha doce también del 
citado mes de marzo, declaró sin lugar la nu:i- 
dad intentada, por no haberse probado el pa- 
rentezco en que se funda. Durante la dilaciór: 
probatoria correspondiente al recurso de ampa- 
ro, el interponente pidió se tuviera como prue- 
ba de su parte el expediente relacionado en el 
que obran las certificaciones de las respectivas 
partidas de nacimiento de Pascual, Melecia y 
Domingo Martín, hijos de Martín Domingo y 
María Pascual; de Sebastián Pascual, hijo de 
Pascual Sebastián y Juana Baltasar; de Martín 
Domingo, hijo de Domingo Martín y Melecia 
Sebastián; certificación extendida por el mis- 
mo registrador, haciendo constar que no apare- 
ce asentada la partida de nacimiento de María 
Pascual, quien dice ser hija de Pascual Sebas- 
tián y Juana Baltasar, y certificación extendida 
por Martín Domingo, como alcalde municipal 
de San Sebastián Coatán, haciendo constar que 
desde hace quince años vive maridablemente 
con María Pascual y que ésta es hermana de 
Sebastián del mismo apellido. 


Concluido el trámite, procede resolver, 
CONSIDERANDO: 


De los hechos que relaciona el recurrente 
como motivos del amparo, sólo trató de probar 
el parentezco que dice existir entre el alcalde 
en funciones cuando se verificó la elección, 
Martín Domingo y el candidato triunfante Se- 
bastián Pascual, pero esa prueba es deficiente 
porque no estando asentada en el Registro Ci- 
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vil la partida de nacimiento de María Pascual, 
no hay evidencia alguna de que sea hermana 
de Sebastián del mismo apellido, péro aun cuan- 
do así fuera, el hecho de que haga vida mari- 
tal desde hace quince años con Martín Domin- 
go, no puede tenerse como creador de un víncu- 
lo de parentezco entre éste y aquél, toda vez 
que el parentezco de afinidad sólo se genera 
mediante el matrimonio civil, resultando en 
consecuencia de manifiesto la improcedencia 
del recurso. Artículos 143, 166 Código Civil; 79, 
80, 84 y 85 de la Constitución de la República. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en las leyes citadas y lo que preceptúan 
los artículos lo., 3o,, 9o., 100. y llo. del De- 
creto Legislativo 1539, declara: IMPROCEDEN- 
TE el recurso de mérito, Notifíquese y con 
certificación de lo resuelto, devuélvanse los an- 
tecedentes. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Arturo Castillo Beltranena, en 
representación de “Cervecería Centroameri- 
cana, Sociedad Anónima”, contra el Presiden- 
te de la República. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, nueve 
de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ve para resolver el recurso de amparo in- 
terpuesto por Arturo Castillo Beltranena, en re- 
presentación de “Cervecería Centroamericana, 
Sociedad Anónima”, contra el Presidente de la 
República, con fundamento en los siguientes 
hechos: 


Que el ocho de febrero del año en curso, el 
referido funcionario con el refrendo de los Mi- 
nistros de Hacienda, Educación Pública y Go- 
bernación, dictó los acuerdos respectivos auto- 
rizando a las Municipalidades de Pueblo Nuevo 
Tiquisate, Escuintla; Santa Ana Huista, Hue- 
huetenango; Santa Catarina Mita, Jutiapa; San 


Juan Chamelco y Senahú, Alta Verapaz; San. 


Miguel Petapa, Guatemala y La Reforma, San 


Marcos, para que puedan cobrar el arbitrio de 
tres centavos de quetzal por botella de tres- 
cientos setenta y ocho mililitros o fracción pro- 
porcional de cerveza que se consuma en su ju- 
risdicción, de los cuales, dos centavos serán pa- 
ra el Estado para atender y sufragar el aumen- 
to que se les ha hecho a los maestros así como 
las nuevas plazas, y un centavo que invertirá 
la propia municipalidad en la construcción de 
sus obras públicas. Estima el recurrente que al 
emitir estos acuerdos el Presidente de la Repú- 
blica violó los artículos 20., 45, 133, 147 incisos 
lo, y 30., 230, 231 y 233 de la Constitución de 
la República, por las razones siguientes: que 
conforme el artículo 31 inciso c) del Decreto 
536 del Congreso, modificado por el número 
1026 del mismo Organismo, se creó un impues- 
to único de veinte centavos de quetzal por cada 
mil gramos (un litro) de cerveza que salga de 
las fábricas y por consiguiente, al crearse con 
el nombre de arbitrio un nuevo impuesto sobre 
el mismo producto, el funcionario indicado 
usurpa atribuciones que sólo competen al Or- 
ganismo Legislativo, como son la de crear tasas 
e impuestos y derogar las leyes. Que por otra 
parte, los artículos 230, 231 y 233 de la Consti- 
tución, estatuyen un régimen autónomo para las 
municipalidades, facultándolas para disponer de 
sus recursos en cumplimiento de sus propios 
fines, resultando vulnerada esta autonomía al 
disponer de una parte del tributo denominado 
arbitrio, para fines distintos de los indicados. 
Citó los fundamentos jurídicos en que apoya 
su recurso y pidió que en definitiva se declara- 
ra con lugar, anulando los actos del Presidente 
de la República, contenidos en los acuerdos gu- 
bernativos de que se ha hecho referencia. Fue 
admitido el recurso dándosele el trámite legal 
correspondiente y se negó la suspensión provi- 
sional de los actos reclamados, por considerar- 
la improcedente. El Presidente de la Repúbli- 
ca al rendir el informe que se le pidió, mani- 
festó que el amparo reclamado carecía de fun- 
damento, por los motivos siguientes: lo.) Que 
las municipalidades de moutu-propio dispusieron 
crear los arbitrios de que se trata, sin interven- 
ción oficiosa del ejecutivo y al hacerlo así ac- 
tuaron dentro de la facultad aue para ese efec- 
to les confiere la ley, así como también actuó 


dentro de sus propias facultades el ejecutivo al . 


aprobar tales arbitrios, previos los trámites co- 
rrespondientes, incluso el dictamen favcrable 
del Instituto de Fomento Municipal, siendo de 
advertir que si bien el Organismo Ejecutivo, 
puede aprobar los arbitrios municipales, una 
vez emitido el acuerdo respectivo, no puede 
derogarlo en atención a la autonomía de que 
gozan los cuerpos edilicios y si el ejecutivo no 
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puede hacer esto, menos puede hacerlo el tri- 
bunal de amparo, porque ello implicaría usur- 
par dicha autonomía; 20.) Que en otra oportu- 
nidad se creó un arbitrio general para todas las 
municipalidades consistente en el cobro de cier- 
ta suma a las casas industriales y comerciales 
por los rótulos que colocaran a orillas de las 
carreteras y nadie protestó por esta disposi- 
ción; 30.) Que las 'utilidades que percibe la fir- 
ma “Castillo Hermanos” son fantásticas en los 
tres negocios que tienen de Cervecería, Central 
Distribuidora y Fábrica de Aguas Gaseosas 
Salvavidas “que es por donde succionan al po- 
bre, vendiéndoles cerveza y obligando a los de- 
tallistas que les compren botellas de agua Sal- 
vavidas, pues de lo contrario no les expenden 
cerveza”; 40.) Que en todos los países europeos 
está incluida la cerveza como producto suscep- 
tible de arbitrios municipales; 50.) Que algu- 
nas municipalidades del país, como las de Puer- 
to Barrios y Morales, en el departamento de 
Izabal, tienen ya establecido este arbitrio y con 
su producto han logrado la construcción de va- 
rias obras de interés público; y 60.) Que el re- 
curso carece de la técnica y formalismo le- 
gal necesarios porque el ejecutivo al emitir los 
acuerdos que se impugnan actuó conforme a 
sus facultades regladas, por lo que son otros 
recursos y no el de amparo los que proceden 
para impugnar la validez de los referidos acuer- 
dos. El Presidente acompañó certificación de los 
acuerdos que motivan el recurso y del que se 
emitió el dieciocho de julio de mil novecientos 
cincuenta y ocho, mediante el que se dispuso 
ampliar la jurisdicción del municipio de Guate- 
mala incluyendo en su territorio las tierras que 
comprenden la lotificación denominada “La 
Florida”, de la población de Mixco y del que 
reglamenta la colocación de rótulos y anuncios 
en las carreteras y vías públicas, del que auto- 
riza a las municipalidades para cobrar el arbi- 
trio de veinte quetzales al año por cada metro 
cuadrado de anuncios comerciales colocados 
dentro del derecho de vía en las carreteras na- 
cionales y municipales y diez quetzales, por 
cada metro cuadrado si el anuncio se coloca 
fuera del derecho de vía. El Procurador Gene- 
ral de la Nación y Jefe del Ministerio Público, 
al hacer uso de la vista que se le concedió, se 
pronunció también por la improcedencia del re- 
curso argumentando que el Ejecutivo está am- 
pliamente facultado para aprobar los arbitrios 
municipales y que las municipalidades al crear 
los que son materia de este amparo, actuaron 
también de conformidad con sus facultades le- 
gales, supuesto que con ello no hacen más que 
administrar libremente su patrimonio. Durante 
el término de prueba, se produjeron por el in- 


terponente las siguientes: a) las certificaciones 
de los acuerdos impugnados, presentadas con 
su informe por el Presidente de la República; 
b) actas autorizadas por el notario Jorge Mario 
García Laguardia, en San Miguel Petapa; c) 
actas autorizadas por el mismo notario, hacien- 
do constar que según el acuerdo de seis de 
marzo de mil novecientos sesenta y uno, se en- 
tiende por consumo con relación a la cerveza, 
el acto de su introducción en una jurisdicción 
municipal; d) acta autorizada por el notario 
Héctor Horacio Zachrisson Descamps, en la que 
transcribe la circular dirigida por los Ministe- 
rios de Educación, Gobernación y Hacienda, su- . 
giriendo a las municipalidades la creación de 
los arbitrios de que se trata; e) actas notariales 
de la sesión celebrada el quince de enero de 
mil novecientos sesenta y dos por la munici- 
palidad de San Miguel Petapa, y otra suscrita 
en Pueblo Nuevo Tiquisate, haciendo constar 
que el cobro del arbitrio sobre consumo de cer- 
veza afecta la entrada y salida de este produc- 
to en aquel municipio, El Presidente de la Re- 
pública, aportó las siguientes pruebas: certifi- 
cación de los acuerdos gubernativos mediante 
los cuales se autorizó a la municipalidad de 
Puerto Barrios para que con el producto del 
arbitrio sobre el consumo de cerveza, formara 
un fondo “pro-asfalto”; otro en que se autoriza 
a la misma municipalidad para cobrar el arbi- 
trio de cuatro centavos por cada envase de cer- 
veza de quinientos gramos o menos que se ex- 
penda en su jurisdicción y cinco centavos por 
envase de quinientos un gramos o más; otro 
acuerdo en que se autorizó a la municipalidad 
de Pueblo Nuevo Tiquisate para cobrar el arbi- 
trio ya establecido de un centavo de quetzal 
sobre cada botella de cerveza, también sobre la 
que fuere elaborada en la República de El Sal- 
vador, haciéndose extensiva esta disposición a 
todas las Municipalidades donde esté cobrándo- 
se el indicado arbitrio; certificación del acuerdo 
mediante el que se autorizó a la Municipalidad 
de Mazatenango para cobrar el arbitrio de un 
centavo de quetzal por cada botella de cerveza 
que se consuma en su jurisdicción, y dos cen- 
tavos por cada litro; certificación de los acuer- 
dos que motivan el recurso; certificación del 
acuerdo gubernativo mediante el cual se anexó 
la lotificación “La Florida” al municipio de 
Guatemala; y certificación de los dictámenes 
rendidos por el Instituto de Fomento Munici- 
pal en favor de la aprobación de los arbitrios 
de que se trata. El interponente, después de 
vencido el término probatorio presentó para 
que se agregaran a los antecedentes, certifica- 
ción de los dictámenes emitidos por el Asesor 
Jurídico del Instituto de Fomento Municipal, 
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licenciado Julio Bonilla González, y el de su 
gerente, licenciado Octavio Aguilar; acta auto- 
rizada por el notario Jorge Mario García La- 
guardia haciendo constar la forma en que se 
cobra en Pueblo Nuevo, Tiquisate, el arbitrio 
de tres centavos sobre el consumo de cerveza y 
fotostáticas de los recibos extendidos por la 
Tesorería Municipal de ese lugar con el mismo 
motivo. Concluido el trámite, procede resolver. 


. CONSIDERANDO: 


Por razón de técnica debiera examinarse 
en primer término, la impugnación que hace 
el Presidente de la República, en el sentido de 
que es improcedente el recurso planteado por- 
que la cuestión corresponde a la jurisdicción 
contencioso-administrativa, en virtud de que el 
Ejecutivo al emitir los acuerdos cuya validez 
se discute, actuó en ejercicio de sus facultades 
regladas. En efecto, es atribución del Organis- 
mo Ejecutivo aprobar los arbitrios que crearen 
las Municipalidades, pero el fundamento del re- 
curso es precisamente la afirmación de que los 
acuerdos gubernativos que lo motivan no auto- 
rizan arbitrios municipales, aunque así se dice, 
sino crean un verdadero impuesto, para lo cual 
carece en lo absoluto de facultades el Presiden- 
te de la República, De esta suerte, la cuestión 
jurisdiccional está íntimamente ligada con lo 
que es materia del reclamo y por eso, la deci- 
sión a este respecto está supeditada a lo que se 
determina al estudiarse el fondo del asunto. 


II 


De conformidad con las pruebas aportadas, 
fueron las Municipalidades las que a instancia 
de los Ministros de Hacienda y Crédito Público, 
Gobernación y Educación Pública, resolvieron 
crear el arbitrio de tres centavos de quetzal por 
botella de cerveza de trescientos setenta y ocho 
mililitros o fracción proporcional, que se con- 
suma en sus respectivas jurisdicciones; pero de 
esos tres centavos, dos serán para el Estado 
para sufragar el aumento de los sueldos a los 
maestros y las plazas nuevas, y un centavo que 
la respectiva Municipalidad deberá invertir en 
la construcción de sus obras públicas, tal como 
quedó aprobado al emitirse los acuerdos respec- 
tivos por el Presidente de la República con el 
refrendo de los Ministros indicados. Sostiene el 
funcionario recurrido que todo lo actuado en 
esa forma es correcto porque las Municipalida- 
des al instituir el arbitrio y pedir su aproba- 
ción, no hicieron más que ejercitar el derecho 
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que tienen para administrar libremente su pro- 
pia hacienda, Sin embargo, aun cuando se da 
al tributo en cuestión el nombre de arbitrio, no 
lo es en su totalidad, sino únicamente en lo que 
respecta a un centavo que las Municipalidades 
interesadas reservan para atender los servicios 
públicos locales, pero en lo que hace a los dos 
centavos que se destinan al aumento de sueldos 
para los maestros y la creación de plazas nue- 
vas, resulta ser un verdadero impuesto desde 
luego que no incrementa el patrimonio muni- 
cipal, sino el tesoro fiscal y se prevé su inver- 
sión para el cumplimiento de una obligación 
del Estado y no del municipio, cual es la edu- 
cación pública, habida cuenta de que según los 
términos de los mismos acuerdos, fue el Presi- 
dente de la República quien dispuso aumentar 
los sueldos a los maestros y crear nuevas plazas. 
Es necesario tener presente además, que el ré- 
gimen hacendario tanto del Estado como de los 
Ayuntamientos es estrictamente rígido, pues ex- 
presamente dispone la Constitución para el pri- 
mero, que sus ingresos serán previstos y los 
egresos fijados en el presupuesto general, y pa- 
ra los segundos, estatuye la misma norma el 
Código respectivo enumerando además, cuáles 
son los arbitrios. Resulta entonces que la for- 
ma por demás ambigua en que se propuso y 
creó el llamado arbitrio municipal sobre el con- 
sumo de cerveza, viene a introducir una verda- 
dera anarquía en el régimen hacendario fiscal 
y municipal, porque con bienes que son de la 
exclusiva propiedad del municipio, se pretende 
pagar sueldos a empleados del Estado que ade- 
más no han sido fijados en el presupuesto ge- 
neral de gastos de la Nación, como lo requiere 
el precepto constitucional antes citado; y lue- 
go, las Municipalidades distraen bienes que son 
de su exclusiva propiedad, parg el cumplimien- 
to de fines que no les son propios al atender 
servicios públicos que están a cargo del Estado 
y no del municipio. Se concluye en consecuen- 
cia que al emitir el Ejecutivo los acuerdos que 
motivaron este recurso, infringió disposiciones 
constitucionales expresas que garantizan al mu- 
nicipio la libre administración de su hacienda 
y su autonomía, 


TII 


Afirma la autoridad recurrida que otro de los 
motivos de la improcedencia del amparo con- 
siste en que si bien el Ejecutivo debe aprobar 
los planes de arbitrios que propongan las Mu- 
nicipalidades, una vez concedida la autoriza- 
ción no puede el mismo Organismo revocarla 
sin la anuencia de la Municipalidad interesada, 
y si esto es así, menos puede revocarse un 
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acuerdo de esa naturaleza mediante un recurso 
de amparo, porque ello implicaría un atentado 
a la autonomía de que gozan los cuerpos edi- 
licios; pero esta impugnación carece de todo 
fundamento jurídico porque el de amparo es 
un recurso instituido como un control contra 
los abusos de autoridad, cualquiera que fuere la 
entidad u organismo a que pertenece el fun- 
cionario infractor de los derechos garantizados 
por la Constitución. 


IV 


También argumenta el Presidente de la Re- 
pública aque existe jurisprudencia de este mismo 
Tribunal en cuanto respecta a la improceden- 
cia del amparo, porque el asunto es materia 
de la jurisdicción contencioso-administrativa, 
según se resolvió en el amparo interpuesto con 
motivo de la anexión de terrenos de la colo- 
nia “La Florida” al municipio de Guatemala. 
Pero esta afirmación tampoco es exacta, pues 
en el citado caso de la colonia “La Florida”, 
las facultades que tiene el jefe del Ejecutivo, 
están especialmente regladas en el Código Mu- 
nicipal, en el cual se establece un procedimien- 
to específico para la segregación o anexión de 
terrenos de un municipio a otro, En cambio, 
en el asunto que ahora se examina, no existe 
ninguna disposición legal que faculte siquiera 
y menos que regule un procedimiento a que 
deba someter sus actos el Ejecutivo en la crea- 
ción o aprobación de tasas o impuestos; por el 
contrario, según ya se dijo, le está totalmente 
vedada esta atribución que corresponde exclu- 
sivamente al Congreso. Estas consideraciones 
de orden jurídico hacen concluir que el asunto 
que es materia del recurso corresponde a la 
jurisdicción del Tribunal de Amparo, y que los 
acuerdos gubernativos cuestionados, carecen de 
validez por contravenir terminantes preceptos 
constitucionales, en cuanto disponen que del 
arbitrio creado se destinen dos centavos para 
el Estado. Artículos 45, 79, 80, 82, 84, 85, 133, 
147, 230, 231, 233 de la Constitución de la Re- 
pública; 95, 96, 98, 107 y 108 del Código Mu- 
nicipal; 11 del Decreto Gubernativo 1881. 


A 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en lo considerado, leyes citadas y lo que 
preceptúan los artículos l1o., 3o,, 9o., 100. y 11 
del Decreto Legislativo 1539, declara: PRO- 
CEDENTE el recurso de amparo de que se ha 
hecho mérito y en consecuencia, suspende los 
efectos de los acuerdos gubernativos de fecha 
ocho de febrero del año en curso, únicamente 


en cuanto disponen que de los tres centavos 
que cobrarán por consumo de cerveza en sus 
respectivas jurisdicciones, destinen dos centa- 
vos para el Estado, las municipalidades de 
Pueblo Nuevo Tiquisate, Escuintla; Santa Ana 
Huista, Huehuetenango; Santa Catarina Mita, 
Jutiapa; San Juan Chamelco y Senahú, Alta 
Verapaz; San Miguel Petapa, Guatemala y La 
Reforma, San Marcos. Notifíquese y transcrí- 
base a quien corresponda. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Francisco Alfredo Molina Pon- 
tacq, como apoderado de “Cervecería Na- 
cional Sociedad Anónima” contra el Presi- 
dente de la República. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, ca- 
torce de junio de mil novecientos sesen- 
ta y dos. ] 


VISTO: 


El recurso de amparo interpuesto por el li- 
cenciado Francisco Alfredo Molina Pontacq, co- 
mo apoderado «de “Cervecería Nacional, Socie- 
dad Anónima”, contra el Presidente de la Re- 
pública, impugnando los acuerdos gubernativos 
de fecha ocho de febrero del corriente año, 
mediante los cuales se autorizó a varias muni- 
cipalidades del país, para cobrar un arbitrio 
de tres centavos por botella de trescientos se- 
tenta y ocho mililitros o fracción proporcional 
de cerveza que se consuma en sus respectivas 
jurisdicciones; y 


CONSIDERANDO: 


En sentencia que dictó este mismo Tribunal 
en el recurso de amparo interpuesto por Ar- 
turo Castillo Beltranena, en representación de 
“Cervecería Centro Americana, Sociedad Anó- 
nima”, se analizó ampliamente la validez jurí- 
dica de los acuerdos gubernativos que motivan 
este otro recurso y se falló en el sentido de de- 
jarlos parcialmente sin efecto, De manera que, 
sería inoficioso y carente de finalidad, emitir 
otro. pronunciamiento sobre el mismo asunto. 
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Artículos 79, 80, Constitución de la República; 
27 y 29 Decreto Legislativo 1539. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en las leyes citadas y lo que preceptúan 
los artículos lo., 3o., 9o., 100. y 110. del De- 
creto Legislativo 1539, por estar ya resuelto 
el asunto sobre que versa el presente amparo, 
manda archivar estas diligencias previa notifi- 
cación a las parte. 


Morales Dardón.—Aguilar Fuentes.—Juárez 
y Aragón.—Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Arturo Castillo Beltranena co- 
mo representante de “Cervecería Centroame- 
ricana, Sociedad Anónima”, contra el Presi- 
dente de la República. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, ca- 
torce de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ve para resolver, el recurso de amparo 
interpuesto por Arturo Castillo Beltranena, en 
representación de “Cervecería Centroamerica- 
na, Sociedad Anónima”, contra el Presidente de 
la República y los Ministros de Gobernación, 
de Hacienda y Crédito Público, con fundamen- 
to en los siguientes motivos. 


Manifiesta el recurrente, que con fecha ocho 
de febrero del año en curso, el Presidente de 
la República emitió el acuerdo gubernativo me- 
diante el cual se autoriza a la municipalidad de 
San Miguel Petapa de este departamento, para 
que cobre el arbitrio de tres centavos de quet- 
zal por botella de trescientos setenta y ocho 
mililitros o fracción proporcional de cerveza 
que se consuma en su jurisdicción, de los cua- 
les, dos centavos serán para el Estado con des- 
tino al pago del aumento que se hizo en el 
sueldo de los maestros y las plazas nuevas que 
se crearon; que este acuerdo es nulo porque 
la citada municipalidad no creó ni pidió la au- 
torización de tal arbitrio como lo probaba con 
el acta notarial que acompañaba, en la que se 
transcribe el punto de acta de la sesión cele- 
brada por la repetida municipalidad haciéndo- 
se referencia al asunto, Se dio el trámite legal 


al recurso y en su oportunidad el Presidente 
de la República informó en el sentido de que 
no es verdad que la municipalidad no haya 
creado y pedido la autorización del arbitrio en 
cuestión y que lo único que ocurrió fue que 
se modificó la forma propuesta para el cobro. 
Dé la vista que se dio al recurrente y al Mi- 
nisterio Público, sólo hizo uso el primero y 
estando agotado el trámite, procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


La Constitución de la República estatuye que 
la creación de arbitrios municipales requerirá 
la aprobación del Ejecutivo, pero no existe en 
el Código Municipal u otra ley, disposición al- 
guna referente a la forma y requisitos que ha- 
yan de llenarse para cumplir aquel mandato 
constitucional. En el caso de examen, efectiva- 
mente no aparece que la municipalidad de San 
Miguel Petapa haya acordado expresamente la 
creación del arbitrio de que se trata y pedido 
su autorización al Organismo Ejecutivo, pero 
de la forma en que está redactado el punto 
tercero del acta de la sesión respectiva, según 
consta del atestado que acompañó a su deman- 
da el interponente, se ve que aquel Concejo 
Edilicio hizo suya la iniciativa del Ministro de 
Gobernación a ese respecto, sugiriendo única- 
mente una modificación en la forma de cobro 
y consignando que “La certificación de este 
punto será la respuesta que se elevará al se- 
ñor Ministro para los efectos consiguientes, en 
la convicción de que no sólo esta municipali- 
dad será la que hace tal iniciativa”. Y como 
según queda dicho, no hay ninguna regulación 
legal para la creación y aprobación de arbitrios, 
la municipalidad interesada creyó suficiente 
transcribir el punto de acta relacionado al Mi- 
nisterio de Gobernación, para obtener la apro- 
bación del arbitrio y este despacho así lo tuvo 
por bien hecho, sin que ello implique viola- 
ción de algún precepto legal ni menos consti- 
tucional, por lo que resulta manifiesta la im- 
procedencia del amparo reclamado, sin per- 
juicio de lo que ya se resolvió con referencia 
a este mismo acuerdo, en otro recurso inter- 
puesto por el mismo interesado. Artículos 79, 
80, 82, 85. 233 Constitución de la República y 98 
del Código Municipal. E 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en lo considerado, leyes citadas y lo que 
preceptúan los artículos lo., 30., 9o., 100, y 11o. 
del Decreto Legislativo 1539, declara: IMPRO- 
CEDENTE el recurso de mérito. Notifíquese. 
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H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Ricardo Estrada 
Aguilar, contra el Tribunal Electoral. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, cator- 
ce de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por el licenciado Ricar- 
do Estrada Aguilar, director general del parti- 
do político “Redención”, en contra de la reso- 
lución número ciento treinta y cinco de fecha 
ocho de marzo del año en curso, dictada por 
el Tribunal Electoral y acta de ajudicación de 
cargos número setecientos ochentidós del doce 
del mismo mes del referido tribunal, que apa- 
recen a folios 64 y 66 del expediente de elec- 
ciones totales del concejo municipal de Santa 
Lucía Cotzumalguapa, departamento de Es- 
cuintla, verificadas el tres de diciembre de mil 
novecientos sesenta y uno, 


Expone el recurrente que el Tribunal Electo- 
ral adjudicó los cargos edilicios al señor Braulio 
Echeverría Argueta y demás personas que se 
mencionan, según acta de fecha veintisiete de 
diciembre del año anterior, la que le fue notifi- 
cada el cuatro de enero del presente año, que- 
dando firme por no haberse impugnado den- 
tro de los plazos establecidos. No obstante, el 
Tribunal Electoral al enmendar un lapsus ca- 
lami, con fecha diecinueve de febrero del año 
en curso, levantó una nueva acta de adjudica- 
ción de todos los miembros de la municipali- 
dad, intercalando al señor Mauro Contreras 
Vásquez en el cargo de síndico segundo, pues 
por el citado error la plaza se le había adju- 
dicado indebidamente al señor Martín Rodrí- 
guez Velásquez; esta diligencia fue notificada 
el cinco de marzo, por lo que el personero del 
Partido Revolucionario interpuso acción de nu- 
lidad en contra de toda la adjudicación, lo que 
dio lugar a la resolución y acta recurridas, ha- 
ciendo nueva adjudicación de los cargos, con lo 
que estima se violaron los artículos 23 y 91 
del Decreto 1069 del Congreso; 11, 23 y 24 del 
Decreto 1352 del Congreso de la República; 
35 y 39 de la Constitución de la República. 


Argumenta que al hacerse la enmienda del 
acta para incluir al señor Mauro Contreras 
Vásquez como síndico segundo, en lugar de 
Martín Rodríguez, que se le había involucra- 
do en el acta por error, solamente perjudica- 
ría a Contreras Vásquez, pero en manera al- 
guna al resto de miembros edilicios de la re- 
ferida municipalidad, que ya se encontraban 
ejerciendo funciones y en posesión de los 
cargos, 


Dándole trámite al recurso y en retorno se 
recibieron los antecedentes respectivos, en los 
que se aprecia lo siguiente: las planillas pre- 
sentadas por las entidades, Reconciliación De- 
mocrática Nacional (R.D.N.), Movimiento De- 
mocrático Nacionalista (M.D.N.), y Comité Cí- 
vico Anticomunista del Pueblo (C.C.A.D.P.), 
que son idénticas, obtuvieron en total 1462 
(mil cuatrocientos sesenta y dos) votos; la pla- 
nilla correspondiente al Partido Revolucionario 
(P. R.), 1.213 (mil doscientos trece) votos, y la 
del Comité Cívico Obrero Campesino (C.C.O.C.) 
225 (doscientos veinticinco) votos, Como conse- 
cuencia de este resultado, en acta número 4588 
de fecha veintisiete de diciembre próximo pa- 
sado, se adjudicaron todos los cargos a la pla- 
nilla triunfante, a excepción del cargo de sín- 
dico segundo que recayó en la persona de Mar- 
tín Rodríguez Velásquez, candidato de la pla- 
nilla del Partido Revolucionario. 


Contra esta adjudicación, el personero del 
Partido Revolucionario interpuso acción de nu- 
lidad contra la elección de alcalde, recaído en 
la persona de Juan Braulio Echeverría Ar- 
gueta; acción que fue resuelta sin lugar el 
mismo día treinta de diciembre próximo pa- 
sado. Dentro de las veinticuatro horas de no- 
tificada esta resolución, se pidió reconsidera- 
ción, habiéndose dispuesto que se retenga has- 
ta que el Tribunal se integre. 


Con fecha trece de enero, el oficial tercero 
del Tribunal Electoral hace constar que por 
error se consignó en el acta de adjudicación, el 
cargo de síndico segundo a Martín Ramírez 
Velásquez, en vez de Mauro Contreras Vás- 
quez, a quien le corresponde según las instruc- 
ciones que recibiera; reteniéndose el caso para 
cuando el Tribunal se encuentre integrado. 

Con fecha diez y nueve de febrero del año en 
curso se declaró sin lugar la reconsideración 
pedida, y se mandó enmendar el error en lo 
que hace a la adjudicación de síndico segundo. 

Según acta número 600 del diecinueve de fe- 
brero del año en curso, el Tribunal Electoral, 
nuevamente declara legítimamente electos a 
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toda la planilla que obtuvo mayoría, ordenan- 
do que para que los electos tomen posesión de 
sus cargos, se mande remitir el duplicado de 
esta acta a la municipalidad respectiva. Esta 
nueva acta de adjudicación fue objeto de acción 
de nulidad por el personero del Partido Revo- 
lucionario, sobre la que recayó la resolución 
recurrida de ocho de marzo del año en curso 
que dice: 


“Con vista de lo resuelto por la Corte Supre- 
ma de Justicia, constituida en Tribunal de Am- 
paro, en el caso de adjudicación de cargos de 
diputados en el departamento de Huehuete- 
nango, hágase la adjudicación, aplicando ex- 
clusivamente el artícilo 73 del Decreto 1069 
del Congreso”. Como consecuencia de esta pro- 
videncia, se hizo la nueva adjudicación por la 
que también se recurre, 


Se dio vista al recurrente y al Ministerio Pú- 
blico, por el término de ley sin que ninguno de 
ellos haya hecho uso de la audiencia proferida. 


Concluido el trámite, es el caso de resolver. 
CONSIDERANDO: 


Que por una parte, el recurrente sostiene 
que la diligencia de adjudicación de cargos de 
fecha veintisiete de diciembre del año ante- 
rior, quedó firme por no haberse impugnado 
dentro del término legal y por la otra, se da 
por enterado de la nueva adjudicación que tu- 
vo lugar con fecha diez y nueve de febrero del 
año en curso con el objeto de corregir un error, 
o sea el de adjudicar a otra persona el cargo 
de síndico segundo, habiéndose hecho nueva 
adjudicación total; en esta oportunidad, el re- 
currente no interpuso los recursos que le otor- 
gan las leyes, por lo que es improcedente el 
presente recurso, Artículo 81 del Decreto 1096 
del Congreso. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con base en 
lo considerado y lo que establecen los artícu- 
los 35, 70 y 85 de la Constitución; 3o., 10 y 11 
del Decreto Legislativo 1539; 222, 223, 224 y 
227 Decreto Gubernativo 1862, declara: SIN 
LUGAR el recurso de amparo de que se ha he- 
cho mérito. Notifíquese y en la forma que co- 
rresponde devuélvanse los antecedentes. 


H, Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 
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AMPARO 


Interpuesto por el licenciado Ricardo Estrada 
Aguilar, en representación del partido “Re- 
conciliación Democrática Nacional”, contra el 
Tribunal Electoral. (Elecciones de Cubulco, 
Baja Verapaz). 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, ca- 
torce de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se ve para resolver, el recurso de amparo 
interpuesto por el licenciado Ricardo Estrada 
Aguilar en representación del partido político 
Reconciliación Democrática Nacional, contra el 
Tribunal Electoral, por los motivos siguientes: 

Manifiesta el recurrente que el Tribunal in- 
dicado, en resolución de fecha veinte de febre- 
ro del año en curso, declaró nula la adjudica- 
ción que de, los cargos correspondientes a la 
municipalidad de Cubulco había hecho en acta 
de fecha veintisiete de diciembre del año pró- 
ximo pasado; que tal resolución. no está ajus- 
tada a derecho, porque se basó: en que cierta 
cantidad de votos recibidos en la mesa núme- 
ro ocho, eran nulos porque estaban marcados 
consuna pequeña señal sobre el emblema del 
partido Redención, presumiendo que esa marca 
la había puesto una misma persona; pero esta 
presunción no es suficiente para probar tal 
hecho y el Tribunal Electoral, debió haber 
mandado practicar un expertaje para establecer 
si en realidad una misma persona había mar- 
cado las papeletas. De ahí resulta, dice el re- 
currente, que se violó el artículo 39 inciso 7o., 
de la Constitución de la República, porque no 
se resolvió con apego a la justicia, la acción de 
nulidad. Citó los fundamentos de derecho que 
consideró pertinentes y terminó pidiendo que 
después del trámite legal correspondiente se 
declare con lugar el recurso, dejando válida la 
primera adjudicación que se hizo, El Tribunal 
Electoral envió en su oportunidad los antece- 
dentes que se le pidieron, de los que aparece 
que en acta de fecha veintisiete de diciembre 
del año próximo pasado, se adjudicaron los 
cargos para integrar la municipalidad de Cu- 
bulco, Baja Verapaz, a las personas siguien- 
tes: alcalde, Rodolfo Herrera Milián; síndico, 
Eulalio García y concejaldgs del primero al 
quinto a Esteban Ajualip Hernández, Fernan- 
do Reyes Soto, Tomás Morente, Víctor Manuel 
Sis y Timoteo Velásquez Raymundo. Contra 
esta adjudicación, interpuso acción de nulidad 
Napoleón Milián García, la cual fue declarada 
con lugar en resolución de fecha veinte de fe- 
brero de este año, por estimar el Tribunal 
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Electoral que los treinticuatro votos compu- 
tados en la mesa número ocho para la planilla 
del Partido Revolucionario, aparecen marcadas 
con una equis pequeña casi todas en el mismo 
lugar o una especie de cheque igual, marcas 
diferentes a las colocadas sobre el emblema 
del partido, presumiéndose que estas marcas 
hayan sido puestas por una misma mano, da- 
das la firmeza y seguridad que denotan en 
sus trazos y la ubicación en que se hallan. Al 
verificar nuevo cómputo en acta de fecha vein- 
tiuno del mismo mes de febrero, adjudicó los 
cargos edilicios en la siguiente forma: alcalde, 
Napoleón Milián García; síndico, Sinforoso 
Dubón Pérez y concejales del primero al quin- 
to, a Filiberto Reyes Soto, Fernando Reyes 
Soto, Tomás Morente, Juan Ortiz Rosales y 
Rufino Matías de la Cruz. Contra esta nueva 
adjudicación, interpuso acción de nulidad el li- 
cenciado Ricardo Estrada Aguilar y como no 
pudo presentar los documentos en que la fun- 
da, el tribunal en resolución del veintiséis de 
febrero del año en curso, mandó que los pre- 
sentara para mejor fallar; y el veinticuatro 
del propio mes, Rodolfo Herrera Milián tam- 
bién pidió se declarara nula la adjudicación ya 
relacionada y el tribunal mandó acumular esta 
otra acción a la que ya había presentado el li- 
cenciado Estrada Aguilar. Durante la dilación 
probatoria del recurso de amparo, el interpo- 
nente pidió se tuvieran como. pruebas de su 
parte, el expediente enviado por el Tribunal 
Electoral y una certificación extendida por el 
oficial mayor del Ministerio de Gobernación, 
haciendo constar que Napoleón Milián García, 
tiene antecedentes en el Archivo de Seguridad 
Nacional. 


Concluido el trámite, procede resolver. 
CONSIDERANDO: 


En materia electoral está instituido el ampa- 
ro como medio de impugnación contra las dis- 
posiciones del Tribunal respectivo, pero espe- 
cialmente contra las que decidan las acciones 
de nulidad que se intentaren respecto a vota- 
ciones, escrutinios, declaratoria, de elecciones 
y demás actos electorales; pero en el caso de 
examen, según queda relacionado, el recurren- 
te planteó la nulidad de la adjudicación que 
de los cargos correspondientes a la municipa- 
lidad de Cubulco hizo el Tribunal Electoral, 
habiéndose admitido la gestión sin que hasta 
la fecha se hubiese resuelto, por lo que el re- 
curso de amparo resulta prematuro, desde lue- 
go que aún no hay resolución que decida la 
acción de nulidad intentada. Artículos 35 Cons- 


titución de la República, 23 y 81 Decreto 1069 
del Congreso. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con funda- 
mento en las leyes citadas y lo que precep- 
túan los artículos 1o., 3o., 9o., 100, y llo. del 
Decreto Legislativo 1539, declara: IMPROCE- 
DENTE el recurso de mérito. Notifíquese y con 
certificación de lo resuelto, devuélvanse los an- 
tecedentes. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por el coronel José Luis Cruz Sa- 
lazar, en su concepto de director general del 
partido Movimiento Democrático Nacionalis- 
ta, contra la resolución del Tribunal Elec- 
toral. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, ca- 
torce de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por el coronel José Luis 
Cruz Salazar, en su concepto de director gene- 
ral del partido “Movimiento Democrático Na- 
cionalista”, contra la resolución del Tribunal 
Electoral que declaró vacante la alcaldía mu- 
nicipal de San Miguel Uspantán, departamen- 
to de El Quiché. Expone el recurrente que en 
las elecciones verificadas, el tres de diciembre 
último, su partido obtuvo el triunfo en la al- 
caldía municipal antes mencionada, saliendo po- 
pularmente electo David Efraín Rodríguez Ra- 
mírez, quien tomó posesión de su cargo el pri- 
mero de enero del año en curso, Que poste- 
riormente “la parte contraria pidió nulidad, 
objetando que Rodríguez Ramírez carecía de 
finiquito, en el cargo que sirvió de receptor 
fiscal, y a consecuencia de ello, el Tribunal 
Electoral, le señaló el término de diez días para 
que presentara su finiquito, En el expediente 
correspondiente, aparece la notificación rela- 
tiva, pero no consta el día y hora en que se no- 
tificó, y en vista de eso, aún cuando no había 
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transcurrido el término, nuevamente el Tribu- 
nal señaló otro de veinticuatro horas, para que 
se oyera al señor Rodríguez Ramírez; en este 
tiempo y en vista de que el trámite de la so- 
licitud de finiquito se había demorado, pre- 
sentamos una certificación expedida por el Tri- 
bunal de Cuentas, donde se hacía constar que 
el señor mencionado carecía de juicios de cuen- 
tas; ese documento lo presentamos como fini- 
quito provisional, de acuerdo con el artículo 23 
de la Ley Orgánica del Tribunal y Contralo- 
ría de Cuentas, posteriormente presentamos el 
finiquito formal, el cual aparece agregado a 
los autos, habiéndose presentado en tiempo, en 
vista de que como dije antes, no consta en la 
notificación por medio de la cual se señaló el 
término de diez días, la hora y fecha en que 
ésta se libró; además en dicho expediente y con 
notorio interés, aparece una resolución, donde 
se inhabilita al mencionado Rodríguez Ramírez, 
aun cuando no había vencido el término seña- 
lado”. Se solicitaron los antecedentes al Tribu- 
nal Electoral los cuales fueron enviados y en 
los que consta: El memorial suscrito por Do- 
roteo Rosales Pérez, interponiendo acción de 
nulidad contra la adjudicación hecha por el 
Tribunal a favor de David Efraín Rodríguez 
Martínez como alcalde de San Miguel Uspan- 
tán, departamento de El Quiché, fundado en 
que dicho candidato tiene impedimento legal 
por haber desempeñado cargos públicos en los 
cuales ha manejado fondos de la nación, es- 
tando obligado a presentar su finiquito; la re- 
solución número ciento cincuenta y dos por la 
que el Tribunal Electoral dispone declarar va- 
cante el cargo de alcalde del municipio de Us- 
pantán, del departamento de El Quiché con 
vista de que el electo David Efraín Rodríguez 
Martínez, no presentó en tiempo el finiquito 
correspondiente. Aparece la resolución fecha- 
da el ocho de enero de este año por la que se 
señala a David Efraín Rodríguez Ramírez el 
término de diez días para que presente fini- 
quito o demuestre que no está obligado a po- 
seerlo, Dicha resolución tiene al pie una razón 
sin firma que dice: Razón: Se notificó a los in- 
teresados por medio de oficios números 265 y 
266 respectivamente, Guatemala, 9 de enero 
de 1962. Al margen se lee: Razón: Notificado 
por medio de los oficios números 265 y 266 
del 9 de enero de 1962, a ambos interesados, 
los señores Rodríguez y Lemus. Están unas ini- 
ciales que al parecer dicen: RGle. También se 
encuentra la resolución que dice: Tribunal Elec- 
toral: Guatemala, dos de enero de mil novecien- 
tos sesenta y dos. No constando en autos cuan- 
do fue notificado David Efraín Rodríguez Ra- 
mírez, Óigase a éste por veinticuatro horas 


sobre la presentación de su finiquito. Arto. 68 
de la Constitución. (Firmas del Presidente y 
secretario). El doce de febrero aparece el acta 
levantada ante el registrador electoral auxiliar 
de San Miguel Uspantán, compareciendo David 
Rodríguez Ramírez, quien manifestó que desde 
el seis de enero solicitó su finiquito y que no 
se le ha resuelto, que ha suplicado a este res- 
pecto a la Dirección de Cuentas, con el fin de 
poder cumplir con presentarlo, El once de fe- 
brero el Tribunal había resuelto en el sentido 
de que no obstante que Efraín Rodríguez Ra- 
mírez se dio por enterado de la resolución en 
que se le manda presentar su finiquito, no ha 
cumplido, por lo que declara inhábil y man- 
da adjudicar el cargo de alcalde al que le si- 
gue en votos. Posteriormente el Tribunal dejó 
sin efecto esta resolución y declara la vacante 
que motiva este amparo, Durante el término 
de prueba se tuvieron como tales y a solicitud 
del recurrente, las propias resoluciones del Tri- 
bunal Electoral, así como el finiquito que obra 
en el expediente, Se dio vista al interponente 
y al Ministerio Público sin que se presentaran 
los alegatos finales. 


Concluido el trámite procede resolver. 
CONSIDERANDO: 


De conformidad con los artículos 23 y 81 de 
la Ley Electoral, procede el recurso de am- 
paro contra las resoluciones que pongan fin a 
las acciones de nulidad, En el presente caso el 
recurrente antes de acudir en amparo contra 
la resolución número ciento cincuenta y tres 
del Tribunal Electoral, que declara la vacante 
del cargo de alcalde de San Miguel Uspantán, 
departamento de El Quiché, debió haber ejer- 
citado la acción de nulidad conforme el artícu- 
lo 90 del Decreto del congreso número 1069, 
por lo que en tales condiciones el recurso in- 


_terpuesto es .improcedente y así debe decla- 


rarse, 
POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo 
en las leyes citadas, consideraciones hechas y 
lo que disponen los artículos 23, 81, Ley Elec- 
toral, Decreto número 1069, del Congreso; 167, 
170, 222, 223, 233 y 234 del Decreto Gubernati- 
vo 1862; 92 Decreto Legislativo 2009; 8, 10, 11, 
29 del Decreto Legislativo 1539, declara: IM- 
PROCEDENTE el amparo interpuesto por el 
coronel José Luis Cruz Salazar contra el Tri- 
bunal Electoral. Notifíquese y devuélvanse los 
antecedentes a donde corresponde. 


e 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 22 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Lilian Ramos de Herrera y 
Emma Francisca Bergara viuda de Solares, 
contra el Presidente de la República y Minis- 
tros de Gobernación y de la Defensa Na- 
cional. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, die- 
ciséis de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Lilian Ramos de He- 
rrera y Emma Francisca Bergara viuda de So- 
lares, contra el Presidente de la República y 
los Ministros de Gobernación y de la Defensa 
Nacional. 


Las presentadas exponen: que Carlos Gui- 
llermo Herrera, esposo de la primera, y Julio 
Solares Bergara, hijo de la segunda, fueron 
detenidos en esta ciudad el veintitrés de abril 
del corriente año, como a las catorce horas y 
por elementos de alguna de las policías que ac- 
tualmente operan en el país, inmediatamente 
fueron consignados al Departamento Judicial y 
luego trasladados al Primer Cuerpo de la Po- 
licía Nacional, lo que se pudo constatar en la 
exhibición personal practicada en esta Corte; 
que habiéndose comisionado al Juez Quinto de 
Primera Instancia de lo Criminal para que 
practicara una nueva exhibición, ya no pudo 
realizarse en vista de que la policía no presen- 
tó a los requeridos y el mismo día se pudo 
averiguar que Herrera y Solares Bergara ha- 
bían sido expulsados del país con destino a Ni- 
caragua y posteriormente a Panamá, juntamen- 
te con otros ciudadanos guatemaltecos, por lo 
que recurrían en amparo a favor de las cita- 
das personas, solicitando se les otorgara provi- 
sionalmente y se ordenara a las autoridades 
recurridas que dispongan su inmediato regreso 
al país y en definitiva se les restituya en el 
goce de los derechos y garantías que la Cons- 
titución establece. Se dio trámite al recurso y 
se concedió el amparo provisional solicitado, a 
efecto de aque a Herrera y a Solares Bergara, 
se les mantenga o en su caso se les restituyera 
en los derechos y garantías del artículo 47 de 


la Constitución. El Presidente de la República 
y el Ministro de la Defensa, informaron que 
desconocían los hechos denunciados por las in- 
terponentes del recurso, por lo que nada tenían 
que informar al respecto. Se dio vista a las 
presentadas y al Ministerio Público, insistien- 
do las primeras en la veracidad de los hechos 
afirmados, solicitando la apertura a prueba del 
negocio, solicitud que también hizo el jefe del 
Ministerio Público, y aunque fue concedida, no 
se aportó ninguna, y como tampoco hicieron 
uso de la última vista, es el caso de resolver 
lo que proceda. 


CONSIDERANDO: 


Para que pueda prosperar el recurso de am- 
paro, es necesario que se acredite en forma le- 
gal la infracción de las garantías constitucio- 
nales que se denuncien, ya que su función 
esencial es el mantenimiento de la invulnera- 
bilidad de los preceptos de la Constitución, y 
como las recurrentes en este caso, no aporta- 
ron prueba alguna respecto a los hechos en 
que fundan su reclamo, es evidente la inefi- 
cacia de este recurso y así debe resolverse. 
Artículos 79, 80 y 85 de la Constitución; lo., 
80., y 10 del Decreto Legislativo 1539. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo 
con lo considerado, leyes citadas y los articu- 
los 222, 224, 234 del Decreto Gubernativo 1862; 
29 y 37 del Decreto Legislativo 1539, declara: 
IMPROCEDENTE el recurso de referencia, No- 
tifíquese y transcríbase a quienes corresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F,. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Manuel González Gómez Ubeda 
y compañeras, contra el Ministro de Educa- 
ción Pública. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, dieci- 
séis de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Manuel González 
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Gómez Ubeda, Ana Valenzuela Barrera García 
y Marta Consuelo Nájera Tobar de Cuéllar, 
contra el Ministro de Educación Pública. 
Manifiestan los recurrentes, que como jefes 
de familia, de conformidad con el artículo 25 
del Reglamento de Becas por el sistema de bol- 
sas de estudio, suscribieron los correspondien- 
tes contratos para alojar en sus casas a varios 
alumnos que salieron favorecidos con sendas 
becas, en diferentes centros educacionales de la 
ciudad de Antigua y el hecho de alojar a di- 
chas personas en sus domicilios les representó 
gastos extraordinarios, así como dotación es- 
pecial de enseres domésticos para prestar el 
servicio mejor posible, de conformidad con los 
acuerdos y reglamentos que norman la mate- 
ria; que como una consecuencia de los aconte- 
cimientos pasados recientemente, tanto ciertos 
alumnos como profesores decidieron apoyar los 
.novimientos que se plantearon y fueron a la 
huelga y paro de sus labores, y los alumnos 
alojados en los respectivos domicilios de los 
recurrentes, sin autorización de autoridad algu- 


na, de sus padres o respectivos encargados, 


abandonaron el hogar alojante y se trasladaron 
a vivir a donde mejor les pareció, sin que en 
los hogares escogidos existan contratos firmados 
para atenderlos como lo mandan los reglamentos 
citados, lo cual fue puesto en conocimiento de 
las autoridades de educación, pero por medio de 
oficio firmado por la trabajadora social interina 
María Luisa de Mendizábal, con copia a los es- 
tudiantes afectados, directores de institutos y 
jefes de hogares alojantes, se transcribe la reso- 
lución acordada por el Ministerio de Educación 
Pública, por medio de la comisión nombrada 
para investigar la situación surgida en Antigua, 
la cual es favorable a las solicitudes de los 
estudiantes becarios, en el sentido de autorizar- 
les traslado ya efectuado, el que debe legali- 
zarse tan pronto como sea posible, olvidándose 
por completo de los contratos firmados con los 
presentados; que además dicho Ministerio re- 
solvió que el mes de mayo deberá pagarse al 
jefe del hogar alojante, que preste el servicio 
de acuerdo con la ley; que como al consumarse 
la indicada medida se lesionan profundamente 
los intereses de los recurrentes, no sólo por lo 
que dejan de percibir sino también en cuanto 
a la inversión que hubieron de hacer y que 
únicamente se compensaba porque confiaban 
que prestarían el servicio por el tiempo que 
durara la beca, pero el Ministerio por sí y ante 
sí deja sin validez los contratos suscritos; que 
siendo ilegales, arbitrarias y perjudiciales las 
resoluciones tomadas por el Ministro, se hace 
imperativa la declaratoria judicial de que no 
les son aplicables, en virtud de derechos ad- 


quiridos con anterioridad. Se dio trámite al re- 
curso y el Ministro de Educación Pública in- 
formó: que con fecha primero de febrero de 
mil novecientos sesenta y uno, se emitió el 
acuerdo ministerial que contigne el “Regla- 
mento para las Bolsas de Estudio”, en el que 
se consignan los derechos y obligaciones de los 
becarios, de los jefes de hogares alojantes y 
de las autoridades que intervienen en el meca- 
nismo de las bolsas de estudio y con base en 
ese reglamento se firmaron los contratos a que 
se refieren los recurrentes; que no siendo ade- 
cuadas las relaciones entre los jefes de hogares 
alojantes y los alumnos, ni el servicio eficiente, 
según fue comprobado como corresponde y ha- 
biéndose suspendido por los mismos recurren- 
tes la prestación de bolsas de estudio desde fi- 
nales de abril del año en curso, fue creada por 
ellos una situación de hecho que el Ministerio 
tenía obligación de resolver, para que los alum- 
nos fueran alojados en otros hogares, donde pu- 
dieran ser atendidos en la forma que determi- 
na el Reglamento, por lo que el pago de las 
bolsas de estudio correspondientes al mes de 
mayo de este año, se hará efectivo a las per- 
sonas que han recibido a los alumnos, cuyos 
contratos serán legalizados en su oportunidad. 
Acompañó copia de las actas levantadas relacio- 
nadas con el caso, copia del Reglamento para. 
las Bolsas de Estudio y copia del Acuerdo nú- 
mero 15 emitido el trece de febrero del año pa- 
sado. Se dio vista a los recurrentes y al Minis- 
terio Público, y los primeros alegaron extensa- 
mente sosteniendo sus puntos de vista, habien- 
do acompañado un oficio del gobernador depar- 
tamental de Sacatepéquez, certificación del acta 
suscrita en la Supervisión Técnica de Educa- 
ción de Antigua Guatemala, el once de mayo 
del año en curso; certificación de la misma de- 
pendencia que extendió la anterior de fecha 
dieciocho del mismo mes; y certificación del se- 
cretario de la Gobernación Departamental del 
acta suscrita en ese despacho, el siete del mes 
mencionado. El jefe del Ministerio Público, so- 
licitó que se declarara la improcedencia del 
recurso. Como no se solicitó la apertura a prue- 
ba. ni hay hechos que establecer, procede re- 
solver en forma definitiva, 


CONSIDERANDO: 


Los artículos 82 de la Constitución y 27 in- 
ciso b) del Decreto Legislativo 1539, establecen 
la improcedencia del recurso de amparo en los 
asuntos de orden administrativo que se venti- 
lan conforme a sus leyes y procedimientos, y 
como dentro de las atribuciones del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, está la de 
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conocer en caso de contienda originada por 
actos o resoluciones en los que la administra- 
ción pública proceda en ejercicio de sus facul- 
tades regladas, así como en los casos de discu- 
sión de contratos y concesiones administrativas, 
es efectivo que al presente recurso le son apli- 
cables esas prescripciones, y además tampoco 
se denuncia como infringida ninguna garantía 
de orden constitucional, cuyo mantenimiento, 
así como la invulnerabilidad de los preceptos 
constitucionales es la función esencial del am- 
paro y en consecuencia es indiscutible la ine- 
ficacia del recurso de esta naturaleza inter- 
puesto por Manuel González Gómez Ubeda y 
compañeras contra el Ministro de Educación 
Pública y así debe resolverse. Artículos 79, 80, 
194 de la Constitución; 10, 37 del Decreto Le- 
gislativo 1539. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos 222, 
224, 234 del Decreto Gubernativo 1862; 1lo., 8, 
9, 10, 11 y 29 del Decreto Legislativo 1539, de- 
clara: IMPROCEDENTE el recurso de amparo 
examinado, Notifíquese y transcríbase a quien 
corresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Ar- 
berto Argueta S.—M., Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por José Luis Cruz Salazar, contra 
el Tribunal Electoral. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, diez 
y seis de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por José Luis Cruz Sala- 
zar, director general del partido “Movimiento 
Democrático Nacionalista”, en contra de la re- 
solución número ciento cincuenta y dos, dicta- 
da por el Tribunal Electoral con fecha dieci- 
séis de marzo del año en curso, por la que de- 
clara vacante el cargo de alcalde municipal de 
La Libertad, Huehuetenango, y manda que se 
convoque a elecciones oportunamente, que apa- 
rece a folio cincuenta y tres del expediente 
de elecciones para integrar la corporación mu- 


nicipal aludida, efectuadas el tres de diciembre 
de mil novecientos sesenta y uno. 


Expone el recurrente que las elecciones se 
llevaron a cabo en la fecha señalada, habiendo 
participado en dicho evento como candidatos 
Francisco Humberto Pinto por el partido “Re- 
dención”, y José Manuel Martínez por el par- 
tido por él representado; practicado el cómpu- 
to y escrutinio respectivo, obtuvo mayoría el 
adversario, quien no llenaba los requisitos le- 
gales, circunstancia por la que se adjudicó el 
cargo a la persona que seguía en votos, esto es, 
a Manuel Martínez, postulado por su partido 
(M.D.N.), pero posteriormente, se reconsideró 
esta resolución, violando el artículo 85 inciso e) 
de la Ley Electoral. 


Dándole trámite al recurso y en retorno se 
recibieron los antecedentes en los que aparece 
lo siguiente: según acta número 4626 del vein- 
tiocho de diciembre próximo pasado, el Tribu- 
nal Electoral adjudicó el cargo de alcalde a 
Francisco Humberto Pinto; el tres de febrero 
del año en curso, en resolución número cua- 
renta y cuatro, el Tribunal Electoral dispuso, 
a) declarar sin lugar la nulidad demandada por 
José Luis Cruz Salazar, porque el candidato 
electo carece de finiquito; y b) señala a Fran- 
cisco Humberto Ordóñez Pinto, el término de 
diez días, para que presente su finiquito o de- 
muestre que no está obligado a tenerlo. El 
tres de marzo, según resolución ciento veinti- 
cuatro, dispuso que, “no habiendo presentado el 
alcalde electo, señor Francisco Humberto Ordó- 
ñez Pinto, el finiquito correspondiente, confor- 
me lo ordenado, adjudíquese el cargo al que le 
siguió en votos, modificándose el acta de adju- 
dicación de fecha veintiocho de diciembre del 
año próximo pasado en ese sentido. Artículos 
67 y 80 del Decreto 1069 del Congreso”. 


El nueve de marzo, en acta número setecien- 
tos treinta y cuatro, se adjudicó el cargo de 
alcalde a Manuel Martínez. Contra esta última 
resolución y adjudicación, interpusieron acción 
de nulidad, tanto el señor Francisco Humberto 
Pinto, como el partido Reconciliación Democrá- 
tica Nacional, pidiendo se declarara la vacante 
del cargo. Con base en estas peticiones, y con 
fundamento en el artículo 67 de la Ley Elec- 
toral se dictó la resolución recurrida; considera 
que, el Tribunal, por jurisprudencia manteni- 
da ha resuelto en estos casos mandando adju- 
dicar el cargo de,la persona que no presentó 
el finiquito en el término de ley, al candidato 
que le sigue en votos válidos; ello ha sido asi, 
estimando que procede cuando no se ha cerra- 
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do el proceso electoral que al Tribunal corres- 
ponde conocer. Sin embargo, entrando al aná- 
lisis justo y legal de la situación que se plan- 
tea, se encuentra que tal jurisprudencia es in- 
sostenible, pues que la Ley Electoral, en su 
artículo 67 que específicamente trata la mate- 
ria, es clara al establecer que la falta de pre- 
sentación de dicho documento causa invalidez 
de la elección; es decir, que la hace inexistente, 
y es por ello que a continuación dispone que 
la vacante sea declarada sin más trámite, sin 
que se establezca a ese efecto, excepción algu- 
na. La jurisprudencia aludida ha tomado asi- 
mismo como base lo preceptuado en el artículo 
86 inciso e) el cual dice que si la elección ha 
recaído en persona o personas que no reúnan 
las calidades que expresamente exige la Consti- 
tución y leyes especiales, la elección es nula y 
que en caso que sean dos o más cargos, la elec- 
ción será válida respecto al candidato o can- 
didatos que reunan aquellas calidades; pero te- 
nemos, en primer lugar, que aquí se considera 
una situación de carácter general, relativa a la 
calidad de los candidatos y el artículo 67 en 
cambio, estima una situación especial y por 
consiguiente su precepto debe prevalecer; y en 
segundo lugar, la acepción castiza del término 
calidad refiérese al estado civil de una perso- 
na, su naturaleza, su edad y demás condiciones 
requeridas para un cargo o dignidad, y en 
cuanto a las calidades indispensables a ocupar 
un cargo municipal, el Decreto 1132 del Con- 
greso en su artículo 35, las determina taxati- 
vamente, sin que comprenda el requisito for- 
mal de la tenencia o no de finiquito, y final- 
mente, es principio jurídico universal que el 
error no es fuente de derecho, En esa virtud, 
debe resolverse como en la ley corresponde. 

Continuando el trámite del recurso, se abrió 
a prueba, término durante el cual se recibieron 
las que aparecen en los antecedentes, y habien- 
do concluido el trámite, es el caso de resolver 
lo procedente. 


CONSIDERANDO: 


Que el artículo 67 de la Ley Electoral dispone 
que en los casos en que la ley exija al can- 
didato electo la presentación de finiquito, el 
Tribunal Electoral lo pedirá inmediatamente al 
interesado y si no lo presentare en el término 
de diez días, la elección carecerá de validez y 
se declarará la vacante, En el presente caso, 
con base en el artículo 9o., inciso 1lo,, del De- 
creto 203 del Presidente de la República (Ley 
de Probidad), se exigió al candidato electo, 
Francisco Humberto Pinto, la presentación de 
su finiquito, o que demuestre que no está obli- 


gado a tenerlo y como transcurrió el término 
señalado, sin que dicha persona presentara la 
solvencia o finiquito pedidos, lo procedente es 
la declaratoria de la vacante del cargo, en co- 
rrecta aplicación del precepto legal citado, de 
ahí que, encontrándose ajustada a la ley la re- 
solución recurrida, la improcedencia del recur- 
so es manifiesta y así debe declararse. Ley ci- 
tada y artículos 71 del Decreto 1069 del Con- 
greso de la República y 21 del Decreto 1352 
del mismo Congreso, 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con base en 
lo considerado y lo que establecen los artícu- 
los 35, 79 y 85 de la Constitución; 3o., 10 y 11 
del Decreto Legislativo 1539; 222, 224 y 227 
del Decreto Gubernativo 1862, declara: SIN 
LUGAR el recurso de amparo de que se ha he- 
cho mérito. Notifíquese y en la forma que co- 
rresponde, devuélvanse los antecedentes. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos, 


AMPARO 


Interpuesto por Gloria Lee de Rendón, a fa- 
vor de Manuel María Rendón Paz y Nery 
Haroldo Paz Paiz, contra el Presidente de la 
República y los Ministros de la Defensa Na- 
cional y de Gobernación. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
te de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por Gloria Lee de Ren- 
dón, a favor de Manuel María Rendón Paz y 
Nery Haroldo Paz Paiz, contra el Presidente de 
la República y los Ministros de la Defensa 
Nacional y de Gobernación. 


La presentada expuso: que el día veintisiete 
de abril recién pasado, aproximadamente a las 
veintidós horas, fueron detenidos en su casa 
de habitación su esposo Manuel María Rendón 
Paz y su primo Nery Haroldo Paz Paiz, por 
agentes de la Policía Judicial y conducidos a 
las detenciones de dicha policía y posterior- 
mente trasladados al Primer Cuerpo de la Po- 
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licía Nacional, y no obstante cuatro recursos 
de exhibición personal presentados, no fueron 
exhibidos aduciéndose que habían sido puestos 
en libertad, pero lo que sucedió es que los ex- 
pulsaron del territorio nacional con destino a 
la república de Nicaragua, con lo cual se violó 
el artículo 47 de la Constitución, por parte del 
Presidente de la República y los Ministros de 
la Defensa Nacional y de Gobernación, contra 
quienes encamina el presente recurso de am- 
paro, el cual solicita se le otorgue en forma 
provisional y al resolverse en definitiva decla- 
rar que debe mantenerse a su citado esposo y 
a su primo en el goce de los derechos y garan- 
tías- que contempla el artículo constitucional 
citado, Tramitado este recurso en cuanto al es- 
poso de la presentada, se concedió el amparo 
provisional pedido habiendo informado el Pre- 
sidente de la República y el Ministro de la De- 
fensa que desconocían los hechos denunciados 
por la presentada, por lo que nada podían in- 
formar, Se dieron las vistas que ordena la ley 
y se abrió a prueba el recurso, sin que la inte- 
resada haya aportado alguna o manifestado “al- 
go en relación al recurso interpuesto, acerca del 
cual el jefe del Ministerio Público, hizo notar 
su improcedencia, por lo que estando agotados 
los trámites, procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Que para que proceda el recurso de amparo, 
es necesaria la aportación de alguna prueba de 
los hechos que se estimen violatorios de garan- 
tías constitucionales o de la invulnerabilidad 
de los preceptos de la Constitución, por ser su 
mantenimiento la función esencial del amparo, 
y como en este caso se carece en lo absoluto 
de toda evidencia acerca de los hechos atribui- 
dos a los funcionarios contra quienes se recu- 
rre, la ineficacia de este amparo es manifiesta. 
Artículos 79, 80, 85 de la Constitución y 10 del 
Decreto Legislativo 1539. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos lo., 
80., 9o., 29 y 37 del Decreto Legislativo 1539; 
222, 224 y 234 del Decreto Gubernativo 1862, 
declara: IMPROCEDENTE el recurso de ampa- 
ro de que se hizo mérito, Notifíquese y trans- 
críbase a quienes corresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Américo Wotzbelí Cifuentes 
Rivas, contra el Presidente de la República 
y el Ministro de Comunicaciones y Obras Pú- 
blicas. ; 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tiocho de junio de mil novecientos sesen- 
ta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Américo Wotzbelí 
Cifuentes Rivas, contra el Presidente de la Re- 
pública y el Ministro de Comunicaciones y 
Obras Públicas, el once del mes de mayo re- 
cién pasado. . 


Expone el recurrente: que con fecha diez del 
mes citado se emitió el Acuerdo Gubernativo 
por medio del cual se nombra a Macario San- 
doval Recinos para ocupar la plaza de secreta- 
rio de la Consultoría Jurídica de la Dirección 
General de Caminos, empleo que el exponente 
venía desempeñando con eficiencia, por lo que 
su separación de dicho puesto ha sido sin exis- 
tir motivo alguno o razón legal alguno, pues 
no ha tenido ninguna falta en su récord de 
servicios desde abril de mil novecientos cin- 
cuenta y tres; que el acuerdo referido no se 
funda en motivo, asunto o expediente adminis- 
trativo alguno para su destitución, sino que se 
limita a nombrar a otra persona en su lugar, 
por lo que no llena los requisitos exigidos por 
la ley para destituir a un empleado público, 
viola preceptos constitucionales y su ejecución 
le causa daño irreparable, porque afecta la sub- 
sistencia de su numerosa familia; que tanto dis- 
posiciones de orden constitucional como del De- 
creto 584 del Presidente de la República, pre- 
ceptúan como derecho de los empleados públi- 
cos, que su retiro sólo podrá hacerse por deli- 
to, negligencia, ineptitud, mala conducta o in- 
capacidad manifiesta debidamente comprobada, 
circunstancias que no concurren en su caso y 
tampoco se trata de un caso de excepción por- 
que no es funcionario público, ni trabaja por 
contrato a tiempo fijo, ni devengaba el sueldo 
por planillas semanales; que en esa virtud re- 
curría en amparo contra los funcionarios indi- 
cados al principio, para que en su oportunidad 
se declare con lugar y se deje sin efecto el 
Acuerdo Gubernativo en que se le destituye y 
se le mantenga o restituya en el goce de los de- 
rechos y garantías que la Constitución estable- 
ce; que asimismo se declare que esa disposición 
o resolución de autoridad no obliga al recu- 
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rrente por contravenir y restringir sus indica- 
dos derechos, la cual deberá dejarse en sus- 
penso y disponer la cesación de la medida dic- 
tada o en su caso restituirlo al estado que tenía 
antes de la ejecución del acto, si ya se hubiere 
ejecutado. Se funda en los artículos 79, 80, 83, 
84, 112, 113, 118, 120 y 168 de la Constitución, 
en disposiciones de la Ley de Amparo, y en el 
artículo 3o., inciso IX del Decreto 584 Presi- 
dencial, Se dio trámite al anterior recurso, ha- 
biéndose denegado el amparo provisional soli- 
citado, y el Presidente de la República infor- 
mó: que el secretario de la. Asesoría Jurídica 
de la Dirección General de Caminos es en rigor 
de principios un funcionario público, porque 
respalda con su firma las resoluciones de la 
mencionada asesoría y goza lógicamente de fe 
pública, sin la cual no podría llenar su come- 
tido, por lo que el recurrente no era un simple 
empleado sino funcionario público por lo que 
pudo ser removido sin expresión de causa a 
tenor de lo dispuesto en el artículo 3o., inciso 
IX del Decreto 584 Presidencial, y además 
abandonó sin causa justificada su empleo, como 
se acredita con el informe de la Dirección Ge- 
neral de caminos que acompañaba; el Ministro 
de Comunicaciones y Obras Públicas informó: 
que Cifuentes Rivas fue destituido del puesto 
de secretario de la Asesoría Jurídica de la Di- 
rección General de Caminos, por haberse au- 
sentado de sus labores durante tres días con- 
secutivos, sin justificar su ausencia, y con el 
objeto de no interrumpir la resolución de los 
múltiples expedientes que se tramitan en esa 
oficina. Se dio vista al recurrente y al Minis- 
terio Público, este manifestó que era improce- 
dente el recurso por tratarse de un asunto 
administrativo y a solicitud del interesado se 
abrió a prueba el negocio, quien aportó como 
tales las declaraciones de los testigos Arnulfc 
Atiliano Méndez Cardona y Guillermo Díaz 
Roumeau, sobre que tuvieron conocimiento que 
Cifuentes Rivas fue detenido por la Guardia 
Judicial el catorce de marzo de este año, a las 
catorce horas y conducido a la prisión, desde 
cuyo momento dejó de asistir a su empleo y se 
volvió a presentar a su trabajo hasta el vein- 
titrés del mismo mes, y que fuera de esos días 
siempre asistió normalmente por ser responsa- 
ble de sus obligaciones; testimonios de José 
León Castillo y Castillo, Otto Béndfeldt Astu- 
rias, Carlos Enrique Gramajo y Edgar Leonel 
Oliva Espinoza, quienes declararon: que les 
consta que Cifuentes Rivas, fue capturado en 
la puerta de la Dirección General de Caminos 
por la Guardia Judicial, el catorce de marzo 
y estuvo detenido en el Primer Cuerpo de la 
Policía Nacional hasta el veintidós del mismo 


mes, donde también estuvieron detenidos los 
declarantes, Todos los testigos examinados son 
empleados en dependencias de la Dirección Ge- 
neral de Caminos; copias mimiografiadas de 
las órdenes generales números sesenta y tres, 
setenta y ochenta y tres, que en sus puntos 
número veinte de la primera se da baja a Ci- 
fuentes Rivas del repetido empleo; en el nú- 
mero veintiocho de la siguiente, se ordena su 
reinstalación, juntamente con otros empleados; 
y en el punto treinta y uno de la última, se 
aclara que no es reintalación, sino que se de- 
jan sin efecto los puntos relacionados de las 
órdenes generales anteriores; una certificación 
de la Dirección General de Caminos, en la que 
está insertada el acta con que se dio posesión 
del puesto de secretario de la Asesoría Jurídica 
de la Dirección General de Caminos al nom- 
brado bachiller Macario Sandoval Recinos, el 
catorce de mayo recién pasado; constancia en 
papel simple, del encargado de la Sub-Sección 
de Kárdex de Personal de la Dirección Gene- 
ral de Caminos, de los servicios prestados por 
Cifuentes Rivas en diferentes dependencias de 
la mencionada dirección, con un cómputo de 
ocho años, once meses y catorce días; e infor- 
me del director general de la Policía Nacional 
respecto a que el recurrente estuvo detenido 
en el Primer Cuerpo del catorce al veintidós de 
marzo del corriente año. En la última vista 
solamente el interesado alegó extensamente en 
favor de su recurso, por lo que estando con- 
cluidos todos los trámites procede resolver en 
definitiva. 


CONSIDERANDO: 


Los artículos 119 y 120 de la Constitución 
de la República, preceptúan que las relaciones 
entre el Estado y sus trabajadores, se regirán 
exclusivamente por el Estatuto de los Trabaja- 
dores del Estado; y que el retiro de los emplea- 
dos públicos sólo podrá hacerse por delito, ne- 
gligencia, ineptitud, mala conducta o incapa- 
cidad manifiesta debidamente comprobada, El 
Decreto 584 del Presidente de la República, 
que es actualmente el que en forma provisional 
regula las relaciones del Estado con sus traba- 
jadores, en el inciso IX de su artículo 30. re- 
pite lo consignado en la Constitución, respecto 
al derecho del empleado público a no ser re- 
tirado sino por alguna de las causas determi- 
nadas en dichas disposiciones legales; pero en 
esta última ley, no está establecido procedi- 
miento especial alguno, para el caso de que se 
vulneren sus disposiciones, por lo que tiene 
que acudirse a las de orden general, y así en- 
contramos en el artículo Yo. del Decreto Gu- 
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bernativo 1881 indica que la persona que se 
crea perjudicada por una resolución adminis- 
trativa tendrá derecho para hacer su reclamo 
ante el Tribunal competente por medio del 
recurso de lo contencioso administrativo y que 
entre las resoluciones administrativas contra las 
que puede interponerse este recurso están las 
que vulneren un derecho de carácter adminis- 
trativo establecido anteriormente en favor del 
reclamante por una ley, un reglamento u otro 
precepto administrativo, En esa virtud, resulta 
ineficaz el recurso examinado, de acuerdo con 
las leyes citadas. Artículos 79, 80 y 82 de la 
Constitución. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de conformi- 
dad con lo considerado y con los artículos lo., 
8o., 90., 10, 27 inciso b), 29, 37 del Decreto Le- 
gislativo 1539; 222, 224, 234 del Decreto Guber- 
nativo 1862, declara: IMPROCEDENTE el re- 
curso examinado. Notifíquese y transcríbase a 
quienes corresponde. 


H. Horales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Antonio Caba y compañeros, 
contra el Tribunal Electoral. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tiocho de junio de mil ' novecientos sesen- 
ta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Antonio Caba y com- 
pañeros, en representación propia y del Parti- 
do Democracia Cristiana, en contra de la reso- 
lución dictada por el Tribunal' Electoral con 
fecha treinta de diciembre próximo pasado que 
lleva el número cuatrocientos setenta y cinco, 
por la que se declaran nulas las elecciones efec- 
tuadas el tres del mismo mes, en el municipio 
de Chajul, departamento de El Quiché, debién- 
dose hacer oportunamente nueva convocatoria. 

Exponen los recurrentes que el partido que 
representan triunfó en las elecciones ya di- 
chas, con su planilla para munícipes encabeza- 
da por el candidato para alcalde Romualdo 


Rivera Santiago, en forma abrumadora, pero 
que por alguna aviesa y premeditada maniobra 
o descuido, incineraron los libros y demás pa- 
pelería de ese pueblo y a ello obedeció que 
anularan las elecciones de mérito, lo que no 
puede ser porque con esta actitud, se burla y 
se cohibe los derechos de los ciudadanos; que 
el dieciocho de enero último, se dirigieron al 
Tribunal Electoral acompañando copias certifi- 
cadas de los mensajes telegráficos números dos- 
cientos diecinueve y doscientos veintiuno, en 
donde consta el número de votos de todos los 
partidos contendientes, documentos fehacientes 
en los que se puede apreciar la citada ganan- 
cia de Democracia Cristiana, pero se denegó 
esta solicitud, por lo que piden el presente am- 
paro, para que con los antecedentes se les re- 
suelva favorablemente. 

Dándole trámite al recurso y en retorno se 
recibió informe del Tribunal Electoral con los 
antecedentes, en los que a folio diecisiete apa- 
rece la resolución recurrida, que se fundamen- 
ta en que el día diez de diciembre de mil nove- 
cientos sesenta y uno, en el edificio del Tri- 
bunal Electoral se incendió parte del material 
de las elecciones efectuadas el día tres del mis- 
mo mes, entre los que se encontraban los libros 
y papeletas de Chajul, del departamento de El 
Quiché, en donde se habían efectuado eleccio- 
nes para integrar la municipalidad de dicho 
municipio, lo que imposibilitó llevar a cabo el 
escrutinio respectivo, como lo manda la ley, 
por constituir tal hecho lo que efectivamente 
se denomina causa de fuerza mayor, en cuya 
virtud procede resolver; artículos 24 inciso i) 
y 31 del Decreto 1069, y 87 del referido decre- 
to. A folios veintinueve aparece un memorial 
de los interesados, en el que suplican que se 
de el triunfo a la planilla que encabeza el 
mismo Rivera Santiago, en la que recayó la 
resolución disponiendo que se esté a lo man- 
dado en la resolución recurrida. 

El recurso se abrió a prueba a solicitud del 
Ministerio Público, término durante el que no 
se recibió ninguna. 

Concluido el trámite, procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


De conformidad con el artículo 81 de la Ley 
Electoral, contra todos los actos electorales so- 
lamente procede la acción de nulidad; y con- 
tra lo resuelto en tales casos por el Tribunal 
Electoral no cabe más recurso que el de am- 
paro ante la Corte Suprema de Justicia. En tal 
concepto resulta indiscutible que, para la pro- 
cedencia del amparo, es condición previa haber 
intentado y obtenido resolución en la acción de 


234 


nulidad ante el Tribunal Electoral, En el pre- 
sente caso, como se advierte de los anteceden- 
tes, los interesados no hicieron uso de la acción 
de nulidad ya indicada, puesto que el memo- 
rial de que ya se hizo relación, contiene una 
súplica, no la acción que expresa la ley. En 
consecuencia, no habiendo materia para resol- 
ver, la ineficacia del recurso es inanifiesta y 
así debe declararse. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
lo considerado, ley citada y en lo que prescri- 
ben los artículos 79 y 85 de la Constitución; 80., 
10, y 27 del Decreto Legislativo 1539, declara: 
SIN LUGAR el recurso interpuesto, Notifíque- 
se y en la forma que corresponde devuélvanse 
los antecedentes, 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J, F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Aída Aragón Ordóñez de Alda- 
na Sandoval, contra el Presidente de la Re- 
pública, Ministro de Gobernación y Ministro 
de la Defensa Nacional. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tiocho de junio de mil novecientos sesen- 
ta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Aída Aragón Ordó- 
ñez de Aldana Sandoval, en contra del Presi- 
dente de la República. Ministro de Goberna- 
ción y Ministro de la Defensa, por los siguien- 
tes hechos: 

Que su esposo el coronel Carlos Humberto 
Aldana Sandoval, ha sido encarcelado indebida- 
mente cuando hay alguna manifestación popu- 
lar contra el actual régimen, sin que tome par- 
te alguna en ellas; el quince de abril del año 
en curso, a las dos horas fue aprehendido arbi- 
trariamente, y tiene conocimiento que fue ex- 
pulsado del país con destino a Nicaragua, vio- 
lando el artículo 47 de la Constitución de la 
República, así como las garantías de la misma 
Constitución contenidas en los artículos 40, 42, 
43, 44, 46 y 56. 
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Dándole trámite al recurso, se pidieron los 
informes correspondientes y se amparó provi- 
sionalmente a la persona a cuyo favor se inter- 
puso el presente recurso, La Presidencia de la 
República y el Ministerio de la Defensa Na- 
cional informaron que desconocen los hechos 
que indica la recurrente. El Ministro de Go- 
bernación indicó que se dirigió a los centros 
de detención a efecto de que se le ponga en 
antecedentes al respecto, El recurso se abrió a 
prueba. sin que se presentara ninguna. Durante 
la vista el Ministerio Público pidió que se de- 
clare sin lugar por no haberse acreditado en 
debida forma la existencia de algún acto o re- 
solución de la autoridad que contravenga oO 
restrinja los derechos y garantías constitucio- 
nales; y, 


CONSIDERANDO: 


Que el recurso de amparo tiene como fun- 
ción esencial el mantenimiento de las garantías 
individuales y la invulnerabilidad de los pre- 
ceptos de la Constitución; pero también lo es 
que el que afirma está obligado a probar. En 
el presente caso, la recurrente denuncia hechos, 
que de haberse demostrado en debida forma 
constituiría una violación constitucional, pero 
como no se estableció ninguno de los hechos : 
denunciados la improcedencia del recurso es 
manifiesta. Artículo 79 de la Constitución de 
la República y 259 del Decreto Legislativo 2009. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con base en 
lo considerado, leyes citadas y lo que precep- 
túan los artículos 2o., 80., 90., y 10 del Decreto 
Legislativo 1539; 13, 222, 223, 224 y 234 del De- 
creto Gubernativo 1862. al resolver declara: 
IMPROCEDENTE el recurso a que se ha he- 
cho mérito, Notifíquese y archívese. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Jesús Sosa Paz, contra el Pre- 
sidente de la República y Ministro de la 
Defensa Nacional. 
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Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tiocho de junio de mil novecientos sesen- 
ta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo interpuesto por Jesús Sosa Paz, en 
contra del Presidente de la República y Minis- 
tro de la Defensa Nacional. 


Expone la recurrente que desde hace más 
de cuarenta años ha vivido en la población de 
Quiriguá, dedicada al comercio, teniendo esta- 
blecida una pequeña tienda como medio para 
la subsistencia de su familia; que el veinte de 
febrero próximo pasado, se le obligó a abando- 
nar su citado negocio y sin que hubiera motivo 
se le condujo a esta capital y estuvo detenida 
en la Dirección General de la Policía Nacional, 
juntamente con un hijo suyo y dos nietas me- 
nores de edad; que al día siguiente se le tras- 
ladó a la casa de su familia situada en la doce 
calle catorce-veintidós, zona uno de esta ciu- 
dad, con la prevención de no salir a la calle, 
la que está custodiada por la Policía Nacional, 
a quienes debe dar razón de cualquier salida; 
que el único motivo que encuentra es la de ser 
madre del teniente Marco Antonio Yong Sosa, 
por lo que se valió del abogado Jorge Adán 
Serrano, para que interviniera ante el Ministro 
de la Defensa Nacional, a fin de evitar estas 
medidas manifiestamente ilegales, las que fue- 
ron infructuosas; que con estas medidas se atro- 
pellan varias garantías constitucionales, por lo 
que recurre de amparo, responsalizando al 
mencionado Ministerio, en virtud de ser el res- 
ponsable conforme al Decreto Gubernativo nú- 
mero 609 de fecha veinticuatro de enero del 
año en curso. Estima como violados los artícu- 
los 40, 42, 45, 58, 59, 62, 65, 66, 68, 73, 14 y 77 
de la Constitución de la República. 

Habiéndose solicitado los informes correspon- 
dientes conforme al trámite del recurso, se re- 
cibió el del Presidente de la República en el 
sentido que desconoce los hechos expuestos por 
la señora Sosa Paz, y que no obra en su poder 
ningún antecedente. 

Se concedió el amparo provisional solicitado 
a efecto de que se le permita 'a la recurrente 
volver a su domicilio y gozar de las garantías 
constitucionades que no están restringidas, 

El Ministro de la Defensa también informó 
que desconoce los hechos relacionados por la 
recurrente, razón por la que no remite ante- 
cedentes. 

El recurso se abrió a prueba a solicitud del 
Ministerio Público, término durante el cual no 
se recibió ninguna. 

Concluido el trámite, procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


Que el artículo 259 del Decreto Legislativo 
2009, dispone que el que afirma está obligado 
a probar; en el presente caso, la recurrente ha 
expuesto una serie de hechos que de haber sido 
acreditados en debida forma, constituirían vio- 
lación a las garantías constitucionales, pero no 
aportó ningún elemento probatorio que los evi- 
denciara; si bien es cierto que propuso el tes- 
timonio de tres personas, en dicho memorial 
recayó la resolución de que no había lugar a 
lo solicitado por concluir ese día el término 
probatorio, es decir, que fue presentado extem- 
poráneamente sin ningún motivo justificado. De 
manera que, no habiendo ninguna prueba que 
acredite la veracidad de los hechos relatados 
en el recurso, procede declararlo sin lugar. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con base en lo 
considerado, ley citada y lo que preceptúan los 
artículos 20., 80., 10 y 29 del Decreto Legisla- 
tivo 1539; 222, 223 y 224 del Decreto Guberna- 
tivo 1862, al resolver declara: SIN LUGAR el 
presente recurso, Notifíquese y archívese. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Zoila Berta González Romero 
de Celada, contra el Presidente de la Repú- 
blica, Ministros de Gobernación y de la De- 
fensa Nacional, director general de la Poli- 
cía Nacional, jefe del Departamento Judicial, 
jefe del Departamento de Investigaciones Es- 
peciales, director de la Guardia de Hacienda, 
director de la Guardia Nacional y jefe de la 
Policía Nacional del departamento de Re- 
talhuleu. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tiocho de junio de mil novecientos sesen- 
ta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Zoila Berta Gonzá- 
lez Romero de Celada, en contra del Presiden- 
te de la República, Ministros de Gobernación 
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y de la Defensa Nacional, director general de la 
Policía Nacional, jefe del Departamento Judi- 
cial, jefe del Departamento de Investigaciones 
Especiales, director de la Guardia de Hacien- 
da, director de la Guardia Nacional y jefe de 
la Policía Nacional del departamento de Retal- 
huleu, por los siguientes hechos: 


El veinticuatro de abril del año en curso, 
siendo las doce horas con cinco minutos, miem- 
bros de la Policía Nacional de la cabecera de- 
partamental de Retalhuleu, penetraron a su 
casa de habitación sin orden de autoridad com- 
petente, a catearla empleando todo lujo de fuer- 
za, con el propósito de capturar a su esposo, 
sin ningún motivo y como no fue encontrado, 
mantuvieron vigilancia en su citada casa; que 
ha tenido conocimiento que el jefe de dicha 
policía persiste en capturar a su esposo y mo- 
lestarlo lo más posible. Considera violadas las 
garantías contenidas en los artículos 44 y 56 
de la Constitución de la República, 

Dándole trámite al recurso y en retorno se 
recibieron los informes del Ministerio de la De- 
fensa y Presidencia de la República. indicando 
que desconocen los hechos denunciados por la 
recurrente. El Ministerio Público pidió se abrie- 
Ya a prueba el recurso por el término de ley, 
durante el que no se recibió ninguna, y duran- 
te la vista el mismo Ministerio Público pidió 
que se declarara sin lugar, porque la recurren- 
te no demostró los hechos denunciados; y, 


CONSIDERANDO: 


Que el recurso de amparo tiene como fun- 
ción esencial el mantenimiento de las garantías 
individuales y la invulnerabilidad de los pre- 
ceptos de la Constitución; pero también el que 
afirma está obligado a probar. En el presente 
caso, la recurrente denuncia hechos que de ha- 
berse demostrado en forma legal constituirían 
violación a las garantías constitucionales, pero 
de los mismos no ha probado que hayan tenido 
lugar, por lo aque no puede prosperar el recur- 
so de mérito y así debe declararse. Artículos 
79 de la Constitución de la República y 259 
del Decreto Legislativo 2009. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con base en lo 
considerado, leyes citadas y lo que preceptúan 
los artículos 20., 80., 90. y 100, del Decreto 
Legislativo 1539; 13, 222, 223, 224 y 234 del De- 
creto Gubernativo 1862, al resolver declara: 
IMPROCEDENTE el recurso a que se ha hecho 
mérito. Notifíquese y archívese. 
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H. Morales Dardón.—G, Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F, Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Julio César Fión Castellanos, 
contra el Tribunal Electoral. Elecciones, de- 
partamento de San Marcos. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tiocho de junio de mil novecientos sesen- 
ta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo intepuesto por Julio César Fión 
Castellanos, en contra de la resolución dictada 
por el Tribunal Electoral con fecha veintidós 
de enero del año.en curso, que aparece a folio 
ochenta y nueve del expediente de elección de 
un diputado, convocada para el siete de enero 
de mil novecientos sesenta y dos, por el cuarto 
distrito electoral de San Marcos, 

Expone el recurrente en el memorial de in- 
troducción del recurso presentado con fecha 


veintisiete de enero del año en curso, actuando 


en representación del Partido Auténtico Demo- 
crático, lo siguiente: Que el Congreso de la Re- 
pública, con fecha veintiuno de noviembre del 
año pasado, convocó a elecciones para un dipu- 
tado al cuarto distrito electoral, departamen- 
to de San Marcos, para llenar la vacante que 
dejara el doctor Salvador Serrano Muñoz; que 
el Partido Reconciliación Democrática Nacional 
inscribió a su candidato, señor Roberto Efraín 
López Barrios, con fecha diecisiete de diciem- 
bre, sin verificarse la convención que señalan 
sus estatutos, Explica que dicho partido levan- 
tó un acta con fecha doce de octubre que con- 
tiene la proclamación del mencionado candida- 
to López Barrios, fecha en que aún no se había 
producido la vacante que éste va a ocupar. Que 
con fecha cinco de enero presentó nulidad de 
la inscripción que tuvo lugar el dieciséis de 
diciembre pasado a favor de Roberto Efraín 
López Barrios, habiendo resuelto el Tribunal 
que una vez inscrito el candidato, no podrá al- 
terarse sin motivo justificado. Que esa resolu- 
ción aparece firmada por el magistrado vocal 
segundo, Francisco Gómez Carranza, quien se 
encuentra recluido en el Hospital Militar. Es- 
tima como violados los artículos 39 de la Cons- 
titución de la República, incisos 3o0., 4o., 60. y 
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70. inciso j) del artículo 24 del Decreto 1069 
del Congreso. 

Al darle trámite al recurso, se pidieron los 
antecedentes al Tribunal Electoral, en los que 
a folio ochenta y uno se encuentra un memo- 
rial del recurrente, pidiendo se cancele la ins- 
cripción de Roberto Efraín López Barrios, la 
que se resolvió sin lugar en la fecha que ya 
quedó apuntada al principio, con fundamento 
en que de conformidad con la ley, una vez ins- 
crito un candidato o planilla, la inscripción no 
podrá alterarse sin antes justificar ante el Tri- 
bunal que corresponde, la causa de la altera- 
ción, gestión que deberá presentarse en tiem- 
po legal para que pueda ser tramitada; y en 
cuanto al planteamiento de las acciones de nu- 
lidad, excepto el caso de votos, deberá hacerse 
dentro de los tres días de notificado el resultado 
del escrutinio; que en uno y otro caso la solici- 
tud del recurrente es extemporánea pues después 
de las diez y ocho horas del día anterior al 
cierre de la inscripción, no puede dársele curso 
a gestión alguna de alteración de inscripción; y 
en cuanto a la pretendida nulidad, aun el Tri- 
bunal no ha adjudicado el cargo de diputado y 
menos notificado el resultado del escrutinio. 


CONSIDERANDO: 


Que el recurso de amparo tiene como fun- 
ción esencial el mantenimiento de las garantías 
individuales y la invulnerabilidad de los pre- 
ceptos de la Constitución; en el presente caso, 
la resolución impugnada se encuentra ajustada 
a derecho, porque se ha hecho la declaración de 
ley, al indicarse que no puede modificarse la 
inscripción de candidatos sino por causa justifi- 
cada, pero una vez cerrado el término para 
inscripciones, no se dará curso a solicitud algu- 
na de alteración de inscripciones; a mayor 
abundamiento, y en vista de que el recurrente 
plantea su solicitud como recurso de nulidad, 
se le hace ver que no se ha notificado el re- 
sultado de los escrutinios. Además, el motivo 
que pretende hacer valer el recurrente, carece 
de fundamento legal, porque si bien el artículo 
42 de la Ley Electoral dispone que los parti- 
dos políticos notificarán por escrito al Tribunal 
Electoral la designación de sus respectivos can- 
didatos al día siguiente de su proclamación, 
este requisito tiene como finalidad “garantizar 
las inmunidades a los candidatos”, no es una 
formalidad para la inscripción. En consecuen- 
cia, siendo manifiesta la improcedencia del pre- 
sente recurso, deberá resolverse lo procedente. 
Artículos 79 de la Constitución de la Repúbli- 


ca; 42, 80, 81, 83, 84 y 90 del Decreto 1069 y 
sus reformas contenidas en el Decreto 1352 del 
Congreso. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fundamen- 
to en lo considerado, leyes citadas y artículos 
8o., 10, 29 del Decreto Legislativo 1539; 222, 223 
y 224 del Decreto Gubernativo 1862,, al re- 
solver declara: SIN LUGAR el recurso a que 
se ha referido. Notifíquese y transcríbase a don- 
de corresponde. 


H, Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M, Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Julio César Fión Castellanos, 
contra el Tribunal Electoral. Elecciones de- 
partamento de Izabal. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tiocho de junio de mil novecientos sesenta y 
dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso 
de amparo interpuesto por Julio César Fión 
Castellanos en su carácter de director general 
del Partido Auténtico Democrático, P.A.D., en 
contra de la calificación que hizo el Congreso 
de la República, de la credencial del Tribunal 
Electoral extendida a favor del bachiller Oscar 
Ovidio Cóbar Castillo, de la diputación por el 
vigésimo segundo distrito electoral, departa- 
mento de Izabal. 


Expone el recurrente que el primero de mar- 
zo del año en curso el Congreso de la Repúbli- 
ca en su primera sesión ordinaria, juramentó 
como diputado por el vigésimo segundo distri- 
to electoral, departamento de Izabal, al bachi- 
ller Oscar Ovidio Cóbar Castillo, quien no ha 
llenado los requisitos legales, por impedírselo 
el inciso lo. del artículo 142 de la Constitución 
de la República, por una parte, porque durante 
cuatro años, está clasificado entre los funciona- 
rios del Organismo Ejecutivo, ya que primero 
fue subsecretario de Comunicaciones y Obras 
Públicas; además en su campaña electoral fun- 
gía como subsecretario de Gobernación con ju- 
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risdicción en toda la República y en su campaña 

“electoral del mes de noviembre y diciembre, no 
tuvo la menor responsabilidad de presentarse 
ante las municipalidades del departamento de 
Izabal, era presentado como subsecretario del 
Ministerio de Gobernación y no como candidato, 
esto lo hizo el diputado Castillo Ramírez; como 
funcionario y subsecretario de los dos Ministe- 
rios de Comunicaciones y Obras Públicas y de 
Gobernación, aunque no manejan fondos, sí au- 
torizan los gastos del mismo, los viáticos que 
deben quedar comprobados en la forma que se 
efectuaron y en este caso es necesario la sol- 
vencia como constancia que haya manejado, 
recaudado, custodiado o administrado fondos, 
bienes o enseres del Estado, siendo obligatoria 
dicha solvencia como lo establece el inciso 30. 
del artículo 4o. del Decreto Legislativo 1547. 
Que el Congreso violó los preceptos elementa- 
les de las leyes y reglamentos al adjudicar y 
darle posesión como diputado el primero de 
marzo del año en curso, al bachiller Oscar Ovi- 
dio Cóbar Castillo, y por consiguiente, presen- 
taba su recurso de amparo de acuerdo con el ar- 
tículo 80 inciso c) de la Constitución. Se dio 
trámite al recurso y el Presidente del Congreso 
informó transcribiendo el punto resolutivo pre- 
sentado por la comisión calificadora de creden- 
ciales. Se dio vista al recurrente y al Ministe- 
rio Público y el segundo pidió que se abriera 
a prueba, sin haberse presentado ninguna du- 
rante el término legal. 


Concluido el trámite, procede resolver, 
CONSIDERANDO: 


El artículo 80 inciso c) de la Constitución 
instituye el recurso de amparo para que en ca- 
sos concretos se declare que una disposición o 
resolución no meramente legislativa del Con- 
greso de la República, no le es aplicable al re- 
currente, por violar un derecho constitucional, 
pero el artículo 35 de la misma Constitución 
sólo faculta a esta Corte para conocer en am- 
paro contra las disposiciones del Tribunal Elec- 
toral, lo que está corroborado por lo dispuesto 
por el artículo 81 de la ley de la materia. En 
tal virtud, no estando autorizada la Corte Su- 
prema de Justicia, para conocer del fondo del 
caso que se plantea, así debe declararse. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de acuerdo 
con las leyes citadas y consideraciones hechas 
y lo que determinan los artículos 222, 224 y 227 
Decreto Gubernativo 1862, por falta de compe- 


tencia se abstiene del conocimiento del presen- 
te recurso. Notifíquese y devuélvanse los ante- 
cedentes. 


H, Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Julio César Fión Castellanos, 
contra el Tribunal Electoral. Elecciones de 
San Marcos. (Roberto Efraín López Barrios). 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tiocho de junio de mil novecientos sesenta y dos. 


Se tiene a la vista para resolver el recurso de 
amparo interpuesto por Julio César Fión Caste- 
llanos, en contra de la resolución dictada por el 
Tribunal Electoral, de fecha veintisiete de ene- 
ro del año en curso, que lleva el número cero- 
once, que aparece a folio noventitrés del expe- 
diente de elecciones de un diputado, convocada 


para el siete de enero de mil novecientos se- 


senta y dos, por el cuarto distrito electoral de 
San Marcos. 


El recurrente expone como motivos de su re- 
curso, que se han infringido derechos y garan- 
tías constitucionales, probado en un recurso 
de nulidad de la inscripción, por haber inscrito 
con un acta de proclamación que sirvió a la vez 
para el distrito electoral de San Marcos en las 
elecciones que se verificaron el domingo tres 
de diciembre pasado. Esta misma acta se utilizó 
para inscribir al candidato señor Roberto Efraín 
López Barrios para las elecciones que se verifi- 
caron el domingo siete de enero del año en 
curso; que el Tribunal Eiectoral indicó que el 
acta aportada como prueba no es un documento 
auténtico; que dicha acta, de fecha doce de 
octubre de mil novecientos sesenta, fue la que 
levantó el Partido Reconciliación Nacional, pa- 
ra las elecciones del tres de diciembre del año 
recién pasado, y para que se llenaran los requi- 
sitos legales de los artículos 37, 38, 39 del De- 
creto 1069 del Congreso y sus reformas, era ne- 
cesario que se proclamara de nuevo al candidato 
Roberto Efraín López Barrios; que debe tenerse 
como prueba la certificación que adjuntó, ex- 
tendida por el delegado electoral de San Mar- 
cos; que el Partido Auténtico Democrático, se- 
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ñaló como deficiencia jurídica, que el Tribunal 
Electoral en sus resoluciones firma el coronel 
Francisco Gómez Carranza, Magistrado Segun- 
do, quien tiene casi dos meses de estar hospita- 
lizado; que el acta de fecha doce de octubre 
del año pasado, se proclamó al candidato Leo- 
nel Sisniega Otero, no al señor López Barrios, 
fecha en que aún no se había producido la va- 
cante que dejara el doctor Salvador Serrano 
Muñoz, Al darle curso al recurso, se tuvieron 
a la vista los antecedentes, en los que a folio 
noventidós aparece un memorial por el que el 
recurrente interpone recurso de nulidad ha- 
ciendo ver que el partido por él representado 
interpuso un recurso de nulidad de la inscrip- 
ción del candidato señor Roberto Efraín López 
Barrios, y contra esa resolución se le obligará a 
interponer un recurso de amparo; que además 
dos de los Magistrados de ese Tribunal están 
recusados por otras agrupaciones políticas y 
existe la agravante de que el coronel Francisco 
Carranza ha estado recluido en el Hospital Mi- 
litar y sin embargo ha firmado resoluciones que 
dicta el Tribunal; que ya presentó una certifi- 
cación con su memorial de fecha cinco de ene- 
ro del año en curso; pide la nulidad de la adju- 
dicación que se hiciera al señor López Barrios 
del cargo de diputado del cuarto distrito elec- 
toral departamental de San Marcos. Consideró 
el Tribunal Electoral que fuera de que la cer- 
tificación de certificación no es un documento 
eficaz para hacer plena prueba, el hecho al cual 
se refiere el documento en mención ya fue re- 
suelto en resolución contra la cual el presen- 
tado dice interponer recurso de amparo; que el 
haber estado enfermo, no es motivo para que se 
pretenda que lo firmado por un miembro del 
Tribunal sea nulo, ni se comprenda tal hecho 
entre los que acepta la ley electoral como mo- 
tivos de nulidad de elecciones, mucho menos lo 
es el hecho de estar recusados los Magistrados 
aludidos para conocer en otro proceso electoral 
diferente, pues las elecciones celebradas el tres 
de diciembre del año pasado son distintas de 
los comicios practicados el siete del mes en 
curso. Además, el interesado no usa la acción 
que le da la ley sino que interpone un recurso 
de nulidad, medio que no otorgan los preceptos 
que nos rigen como defensa de los intereses 
electorales. 


CONSIDERANDO: 


"Que el recurso de amparo tiene como función 
esencial el mantenimiento de las garantías in- 
dividuales y la invulnerabilidad de los precep- 
tos de la Constitución; en el presente caso, 
tanto en el memorial de interposición de la nu- 


lidad como en el de introducción del presente 
recurso, no se ha evidenciado transgresión algu- 
na a los preceptos constitucionales ni de la Ley 
Electoral, porque como ya quedó indicado en 
otro recurso similar al presente, el hecho de la 
proclamación de un candidato, no es requisito 
formal indispensable que acarree la nulidad de 
la inscripción, porque tal formalidad tiene co- 
mo objeto el que el candidato goce de inmuni- 
dad, gracia que comienza a operar hasta que 
se hace del conocimiento del Tribunal Electoral 
o sus dependencias. En consecuencia, la impro- 
cedencia del presente recurso es manifiesta, y 
debe resolverse lo. que procede, Artículo 79 de 
la Constitución de la República; 41, 42, 81 y 90 
de la Ley Electoral. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con base en 
lo considerado, leyes citadas y artículos 80., 100. 
29 del Decreto Legislativo 1539, 222, 223, 224 
del Decreto Gubernativo 1862, al resolver el 
recurso a que se ha referido lo declara SIN 
LUGAR. Notifíquese y transcríibase a donde 
corresponde. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 


AMPARO 


Interpuesto por Jesús Adalberto Cabrera Urí- 
zar, contra el Presidente de la República y 
Ministros de Gobernación y de la Defensa 
Nacional. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, vein- 
tinueve de junio de mil novecientos sesenta y 
dos. 


Se tiene a la vista para resolver, el recurso 
de amparo, interpuesto por Jesús Adalberto 
Cabrera Uríizar, contra el Presidente de la Re- 
pública y Ministros de Gobernación y de la 
Defensa Nacional, con fecha treinta de abril del 
año en curso, Expone el recurrente: que duran- 
te los últimos días del mes antes mencionado, 
agentes al servicio del Gobierno, portando ar- 
mas de fuego calibre cuarenta y cinco, lo han 
tenido sujeto a extrema vigilancia al grado de 
que ha sido prácticamente acompañado por ellos 
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a sus labores en los Tribunales de la ciudad de 
Quezaltenango. Que el veintisiete y veintiocho 
de abril de este año, intentaron capturarlo, por 
lo que buscó refugio en diferentes casas de 
aquella metrópoli. Que según información obte- 
nida se trataba de expatriarlo del territorio na- 
cional, por lo que solicita se.le conceda amparo 
provisional únicamente en cuanto que por nin- 
gún motivo pudiera extrañarse del país al pre- 
sentado. El Presidente de la República y el Mi- 
nistro de la Defensa “informaron en el sentido 
de no tener conocimiento de los hechos relata- 
dos por el recurrente. El Juez Segundo de Pri- 
mera Instancia de Quezaltenango envió a esta 
Corte un recurso redactado en iguales términos 
presentado a su despacho, otro memorial sus- 
crito por encargo del presentado por Helia Ca- 
brera Urízar, Gonzalo Cabrera U. y María de 
Cabrera, ampliando el recurso a favor de Gon- 
zalo Cabrera Urízar y María de Cabrera Urizar. 
Asimismo se recibió en esta Corte otro memno- 
rial contenido en los mismos términos que el 
primero y uno más igual al presentado por He- 
lia Cabrera Urizar al Juez Segundo de Primera 
Instancia de Quezaltenango. Todos estos me- 
moriales fueron tramitados en un mismo expe- 
diente por tratarse de idénticos hechos denun- 
ciados. Se dio vista al recurrente y al Ministe- 
rio Público y a solicitud de este último se abrió 
a prueba el asunto, sin que durante el término 
legal se aportara alguna, Otorgadas las vistas 
finales, el Ministerio Público solicitó se decla- 


re sin lugar el recurso interpuesto, por lo que 
concluido el trámite procede resolver. 


CONSIDERANDO: 


No obstante haberse tramitado el presente 
recurso con la amplitud que la ley concede, 
brindando al interesado la oportunidad de pro- 
bar sus afirmaciones durante el término que se 
le concedió, ninguna evidencia de las violacio- 
nes constitucionales denunciadas pudo obtener- 
se, por lo que en tales condiciones la improce- 
dencia del amparo es manifiesta y así debe de- 
clararse. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo en 
las leyes citadas, consideraciones hechas y lo 
que disponen los artículos 79, 80, 85, de la Cons- 
titución de la República, 8, 10, 11, 29 del De- 
creto Legislativo número 1539, 222, 223, 233 y 
234 del Decreto Gubernativo 1862, declara: IM- 
PROCEDENTE el recurso de amparo interpues- 
to por Jesús Adalberto Cabrera Urízar, contra 
el Presidente de la República y Ministros de 
Gobernación y de la Defensa Nacional. Notifí- 
quese y archívense las presentes diligencias. 


H. Morales Dardón.—G. Aguilar Fuentes.— 
Arnoldo Reyes.—J. F. Juárez y Aragón.—Al- 
berto Argueta S.—M. Alvarez Lobos. 
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DEPARTAMENTO DE ESTADISTICA 
FUNDADO EN 1932 


Resoluciones dictadas por los Tribunales de Justicia de la 
República, durante el Semestre de Enero a Junio de 1962 


RAMO PENAL 


TRIBUNALES Decretos Autos Sentencias | TOTALES 
Corte premajde: JUSTICIA oops 3,037 1.049 54 4,140 
Sala Tercera de la Corte de Apelaciones 537 358 358 1,273 
Sala Cuarta de la Corte de Apelaciones ......o...-. 926 411 587 1,924 
Sala Quinta de la Corte de Apelaciones 865 157 208 1,230 
Sala Sexta de la Corte de Apelaciones oocccocicaacanamaao- 706 94 159 959 
Sala Séptima de la Corte de Apelaciones ................ 1,041 98 397 1,536 
Sala Octava de la Corte de Apelaciones oosccccacaoaao.- 402 278 382 1,062 
Juzgado lo. de la. Instancia, Guatemala ooocucocaaacaoo.. 2,896 729 74 3,699 
Juzgado 2o, de la. Instancia, Guatemala oo0caccacacanao- 2,995 1,630 104 4,729 
Juzgado 3o. de la. Instancia, Guatemala ...oooooooo...... 1,271 1,134 4 2,439 
Juzgado 4o. de la. Instancia, Guatemala cococacaaaaaooo.- 2,210 591 105 2,906 
Juzgado 5o. de la. Instancia, Guatemala oococcaoaoaaoo 3,703 2,937 69 6,709 
Juzgado 60, de la. Instancia, Guatemala o..oiooooo.ooo... 3,741 2,420 78 6,239 
Atudiítomar de (UUELEA tacones 307 480 36 823 
Juzgado de la. Instancia, Alta Verapaz o.oooooooooooo..- 2,723 411 61 3,195 
Juzgado de la, Instancia, Baja Verapaz oocooooooooooooooo. 2,386 502 42 2,930 
Juzgado de la. Instancia, Chimaltenango »..-o.oooo...... 5,728 1,448 70 7,246 
Juzgado de la. Instancia, Chiquimula oococacooaaoacanacanooes 2,768 1,049 100 3,917 
Juzgado lo. de la. Instancia, Escuintla 3,680 1,499 95 5,274 
Juzgado 20. de la. Instancia, Escuintla 478 939 94 1,511 
Juzgado de la. Instancia, El Progreso 1,939 381 22 2,342 
Juzgado de la. Instancia, Huehuetenango ooscccaooaaoor=. 1,999 1,171 121 3,291 
Juzgado de la. Instancia, Izabal oocooaooooooaaaaaonaacmanonanenos- 3,801 ' 193 62 4,056 
Juzgado de la, Instancia, Jalapa cocooccocamanmnamnnanonennaenenos- 6,387 884 52 7,323 
Juzgado lo. de la, Instancia, Jutiapa oococcmeoaanaonnanos- 2,257 1,019 70 3,346 
Juzgado 20. de la, Instancia, Jutiapa oocacooaooaoaaaanoaoos 2 M2 de 007 83 3,832 
Juzgado de la, Instancia, Petén ooccoaaomooaooannonnmmrnonnmes- 1,967 244 15 2,226 
Juzgado lo. de la. Instancia, Quezaltenango 3,441 1,040 70 4,551 
Juzgado 2o. de la. Instancia, Quezaltenango TIO 1,039 100 2,914 
Juzgado de la. Instancia, Quiché cooccooaooocoonnononmninennennos- 4,785 740 124 5,649 
Juzgado de la. Instancia, Retalhuleu co.oooooooooooooooo»»..--- 1,422 624 61 2,107 
Juzgado de la. Instancia, Sacatepéquez ........- 2,447 633 69 3,149 
Juzgado lo. de la. Instancia, San Marcos 1,894 704 97 2,695 
Juzgado 20. de la. Instancia, San Marcos 1,408 1,238 105 2,751 
Juzgado de la. Instancia, Santa Rosa ......-- 9,766 8,103 68 17,937 
Juzgado de la, Instancia, Sololá co..aoooaoooooooo--- 3,567 506 51 4,124 
Juzgado de la, Instancia, Suchitepéquez 1,289 563 72 1,924 
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Juzgado de la. Instancia, Totonicapán «mmm 2,163 qe O 
Juzgado de la. Instancia, Zacapa ooorerrecanonnnnnannarmnnaecaono 912 450 76 1,438 
Juzgado de Samidad cooercenenncnnnnicnnannonnonncnnonnncnnrnnennnecrnomanrome 2024 428 ' 84-15 8/088 
Juzgado de Tránsito 10, cecororonanaonnnonannonmennennecnorencneneaseesms 158 |. 1,965 456 Aa 
Juzgado de Tránsito 20. cocitomoconananononnnacanannannanraonsanananmes 719 1,419 184 A? 
O 101,779 | 43,089 | 5,213 150,081 E 
TOBAR CIVI Pe ta 56,025 15,595 2,012 73,632 
TOTAL AUNADO 101,779 43,089 AE 150,081 
GRAN TOTAL. coecoooncnconnononannennorarnomnncnrrnaannommaos 157,804 58,684 7,225 223,713 
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Resoluciones dicta das pr los Tribunales de Justicia de la 


República, durante el semestre de Enero a Junio de 1962 


a OO e A 


TRIBUNALES | Decretos | Autos — | Sentencias | TOTALES 

Corte Suprema de JUStICIA pia | 2,297 363 76 2,736 
Sala Primera de la Corte de Apelaciones emmm 1,628 239 97 1,964 
Sala Segunda de la Corte de Apelaciones emmuccaooo.. 1,461 433 117 2,011 
Sala Quinta de la Corte de Apelaciones e..mcocoo.. 430 56 31 517 
Sala Sexta de la Corte de Apelaciones meccocccicnonnnnnass | 455 78 29 562 
Sala Séptima de la Corte de Apelaciones emcccmcooo 939 116 45 1,100 
Sala Octava de la Corte de Apelaciones emccccccocanoo.. 237 92 25 354 
Juzgado lo. de la. Instancia, Guatemala =..cmccmmcoo.o.. 3,088 210 88 3,386 
Juzgado 20, de la. Instancia, Guatemala o.ccacaoccaooooaa | 9,260 3,514 913 12.08€ 
Juzgado 3o. de la. Instancia, Guatemala v...ooooa........- 5,271 351 221 5,843 
Juzgado 40. de la. Instancia, Guatemala .................. 3,341 247 AL 3,719 
Juzgado 50. de la. Instancia, Guatemala c.eccouicaacn... 1,785 466 147 2,398 
Juzgado 60, de la. Instancia, Guatemala .................. 6,453 2,386 283 9,122 
Juzgado de la, Instancia, Alta Verapaz oocooccococaaao... 757 Lar 22 896 
Juzgado de la, Instancia, Baja Verapaz cococcucoocaoooooo. 637 720 20 1,377 
Juzgado de la. Instancia, Chimaltenango ---- 1,228 2TS 38 1,539 
Juzgado de la. Instancia, Chiquimula ........... 875 113 15 1,003 
Juzgado lo. de la. Instancia, Escuintla ............. 1,096 321 16 1,433 
Juzgado 20. de la. Instancia, Escuintla ..coocoocoaoaaamacaooo.- 211 65 8 284 
Juzgado de la. Instancia, El Progreso oococeanaioncaanoanao- 520 20 9 549 
Juzgado de la. Instancia, Huehuetenango ............ 1,258). Jl 42 2.069 
Juzgado de la. Instancia, Izabal oocooooaaonanananannonnaneonannen=- 455 | 58 23 536 
Juzgado de la, Instancia, Jalapa coccooooianacanananinninananenaes- 918 187 21 1,126 
Juzgado lo. de la, Instancia, Jutiapa oocooceocaenanananinana- 1,060 403 39 1,502 
Juzgado 20. de la, Instancia, Jutiapa r.ccocococaccacanainas- 411 432 18 861 
Juzgadofde la. Instancia Detener lA 78 6 298 
Juzgado lo. de la. Instancia, Quezaltenango -..........- 1,433 192 22 1,647 
Juzgado 20. de la. Instancia, Quezaltenango ............ 1,043 616 34 1,693 
Juzgado de la, Instancia, Quiché eocoomooonnnnninonananannanieneos 1,067 117 18 1,202 
Juzgado de la. Instancia, RetalhuleU .o.oooocooaocacoaoacao- 1,094 | 102 10 1,206 
Juzgado de la. Instancia, Sacatepéquez Boo SRL A 832 | 285 24 1,141 
Juzgado lo. de la. Instancia, San Marcos oocaoocooooooooo.- 665 453 16 1,135 
Juzgado 20. de la. Instancia, San Marcos oomcccieamcaamaaa- 51 135 8 194 
Juzgado de la. Instancia, Santa ROSA ooceninnaninnnannanes» 551 388 28 967 
Juzgado de la, Instancia, Sololá oocaconaaonacanananaonananmacananees 631 98 5 734 
Juzgado de la, Instancia, Suchitepéquez oocoooaaooooaoao 857 636 28 1.521 
“Juzgado de la. Instancia, Totonicapán 350 82 13 445 
Juzgado de la, Instancia, Zacapa m..iooonioaaseatinesens 852 77 27 956 
Juzgado de la, Instancia, Inmquilimato cooacoooaaananananananine» 318 302 0 620 
A AAN O JECT, 1, 56,025 15,595 2,012 73,632 
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Tribunales Decretos BEerelaS AAA Autos 

Sala Primera de Trabajo y Previsión Social .....--- | an | MA 
Sala Segunda de Trabajo y Previsión Social .......- | 449 | 65 
Juzgado lo. de Trabajo y Previsión Social .............. 974 91 
Juzgado 20. de Trabajo y Previsión Social .............- | 1,443 327 
Juzgado 30. de Trabajo y Previsión Social .............- 2,243 333 
Juzgado 40. de Trabajo y Previsión Social .............. 1,044 167 
Juzgado de Trabajo, Escuintla, Zona 22. cocinan. 428 el 
Juzgado de Trabajo, Mazatenango, Zona 3a. .....--- 233 | 245 
Juzgado de Trabajo, Quezaltenango, Zona 4a. .......- | 499 | 64 
Juzgado de Trabajo, Cobán, Zona Ba. mmm | 90 11 
Juzgado de Trabajo, Izabal, Zona Ba. oormamacacaninanes | 338 40 
Juzgado de Trabajo, Jalapa, Zona Ta, mrmemiaiacnnacnos 77 20 
Juzgado de Trabajo, Quiché, Z0ONMa 8, rommiaininnannanes 59 12 
Juzgado de Trabajo, Petén, ZOMma 9, remmeacaaninacanacinnness 33 8 
MODAL Esa A TAN 8,205 | 1,567 


Sentencias 


DP — RDTro— 


TOTALES 


529 
593 
1,033 
1,849 


2,636 


1,239 
566 


a 


. eri 
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ler. SEMESTRE DE 1962 


Abogados y Notarios inscritos durante el Semestre: 


22 Enero 1962: César Augusto Vásquez Bécker, 


5 Febrero 1962: Hugo González Caravantes. 
23 Febrero 1962: Estuardo Fagiani Chinchilla 
28 Febrero 1962: Héctor Rigoberto Singe Orellana. 


16 Marzo 1962: Javier Duke Sandoval. 
28 Marzo 1962: Ronaldo Porta España. 


6 Abril 1962: Jorge Gabriel Martínez Marroauín, 


19 Junio 1962: Félix Edgar Sarceño Morgan. 
19 Junio 1962: Luis Alfredo de la Vega Solís. 
19 Junio 1962: Romeo Letona. 


13 Junio 1962: Federico Guillermo Piñol Von Lambsdorff. 


ad a e h 
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Funcionarios del Organismo Judicial 
en Servicio a la Fecha: 


FEBRERO DE 1963 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 


PRESIDENTE DEL ORGANISMO JUDICIAL Y DE LA CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA: LIC. HERNAN MORALES DARDON 14 Avenida 13-77, zona 10, 
Tel. Of, 28415, Tel. Part, 68815. 


MAGISTRADO: Lic, Gregorio Aguilar Fuentes .................. 3a. Avenida 3-27, zona 1. 
Tel, Of. 27603, Tel, Part. 25148, 


MAGISTRADO: Lic, Arnoldo Reyes Morales ...........oooooooo.o... 15 Calle “A” 11-49, zona 1. 
Tel, Of, 28421. Tel, Part. 21570, 


MAGISTRADO: Lic. J. Fernando Juárez y. Aragón ............... 20 Calle 12-40, zona 10. 
Tel, Of, 23111, Tel, Part. 68723, 


MAGISTRADO: Lic. Alberto Argueta SagastuM2 ...........oo.o.o.. Calle Martí 11-15, zona 6, 
Tel. Of, 28206, 

SECRETARIO: Lic, Miguel Alvarez LODOS .......ooooomomom...ozo 17 Calle 7-49, zona 1, 
Tel. Of. 28416, 


CORTE DE APELACIONES 
SALA PRIMERA DE LA CORTE DE APELACIONES: Con sede en la ciudad capital 


PRESIDENTE: Lic. Romeo Sandoval CarrillO .....ooooocucaaonoconononomnnm. 17 Av. 10-24, zona 1, 
MAGISTRADOS e) Carlos Arias [ATÍZA! iiimosiminacalemesacivitarcanii=as repaso 9a. Calle “A” 1-33, zona 1. 
MAGISTRADO: Lic. Augusto Linares Letona e.cceocicanonennonenoneneanncioaneso 7a. Calle 7-12, zona 2. 
MAGISTRADO ¿ 

SUPLENTE: 

MAGISTRADO 

SUPLENTE: Lic. Oscar Flores Soto. 

SECRETARIO: Lic. Carlos Federico Coronado L,, oooaccenacnccanononansananenes 14 Calle “A” 11-58, zona 1. 
SALA SEGUNDA DE LA CORTE DE APELACIONES: Con sede en la ciudad capita 
PRESIDENTE: —Lic, Abraham Bustamante Rosal eoocccenenacacacaninanuanananions Av. Elena “A” 3-58, zona 1. 
MAGISTRADO: Lic. Manuel Fernández Escobar ooccccinicnnnninioninananenas» 17 Calle 12-08, zona 10, 
MAGISTRADO: Lic. Hugo Américo Lobos Hernández oocccccoooooooaoooooo- 15 Av. 14-23, zona 1. Int. 9, 


Pida IAS se 
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MAGISTRADO 

SUPLENTE: Lic. Virgilio Alvarez Castro. 

MAGISTRADO 

SUPLENTE: Lic. José Julio Urrutia Arriola. 

SECRETARIO: Lic, Rodrigo Fortuny Martínez mecocccinannnnicannnnnennanaononeos 3a. Avenida 3-59, zona 7. 


SALA TERCERA DE LA CORTE DE APELACIONES: Con sede en la ciudad capital, 


PRESIDENTE: Lic. Rogelio Vargas Soliz mMo a 2a, Avenida 15-67, zona 1. 
MAGISTRADO: Lic, Francisco E, Rodríguez GÓMEZ oommcoccanancnnannnnanano 5a, Avenida 3-65, zona 13, 
MAGISTRADO: , Lic. José Juan Alvarez Ra 3a. Avenida 4-72, zona 1. 
MAGISTRADO 

SUPLENTE: Lic. Carlos Fidel Ortiz Guerra. 

MAGISTRADO 

SUPLENTE: Lic. Rafael Castellanos Avendaño, 

SECRETARIO: Lic. Rodolfo Muños Barrientos mococaucnmcconalnomnoneonesnanaananss 5a. Avenida 4-28, zona 2. 


SALA CUARTA DE LA CORTE DE APELACIONES: 


Con sede en la ciudad capital. 


PRESIDENTE: Lic. Luis Juárez y ATagÓon maana 8a, Av. y 4a. C. “A” 4-22, Z, 2. 
MAGISTRADO: Lic. Francisco Rendón Cervantes remmceaanaanannnnnonmenoaaneos l0a. Av, “A” 1-36, zona 1. 
MAGISTRADO: Lic. Héctor Villagrán de León ooocmmmoccannananinnnannnnaonanmanas 18 Calle 3-16, zona 1. 
MAGISTRADO 

SUPLENTE: Lic. Rosendo Arreaga Ovalle, 

MAGISTRADO 

SUPLENTE: Lic. Luis Barrutia. 

SECRETARIO: Lic, José Adán Gamboa Paz. cansan aceras 13 Calle 12-55, zona 1. 


SALA QUINTA DE LA CORTE DE APELACIONES: 


PRESIDENTE: Lic, Arturo Centeno Menendez cuneccnncciandaamits: Jalapa. 
MAGISTRADO: Etre: Altredo Tie uo Jalapa. 
MAGISTRADO: Lic. Francisco Cetina Pacheco mocococaanaananannnanacancanneraaas Jalapa. 
MAGISTRADO 

SUPLENTE: Lic. Luis P. Vargas. 

MAGISTRADO 

SUPLENTE: Lic. Antonio F. Aguirre. 

SECRETARIO: - Sr. Emilio Garcia Arévalo Jalapa. 


SALA SEXTA DE LA CORTE DE APELACIONES: 


PRESIDENTE: Lic. Roberto de la Hor Zacapa, 


MAGISTRADO: Lic. Roberto Franco Pérez ceccccinirancinecannn! ar Zacapa. 
MAGISTRADO: Lic, Alfredo Rouanet Hillerman 0 Zacapa, 
MAGISTRADO 

SUPLENTE: Lic. José Ernesto Vásquez Avilés. 

MAGISTRADO 

SUPLENTE: Lic. Baudilio Jordán. 


SECRETARIO: Br, Manuel Antonio Aceituno Ronquillo »................ Zacapa. 


Con sede en la C. de Jalapa 


Con sede en la C. de Zacapa 


3 


SALA SEPTIMA DE LA CORTE DE APELACIONES: 


PRESIDENTE: 


MAGISTRADO: 
MAGISTRADO: 


MAGISTRADO 
SUPLENTE: 
MAGISTRADO 
SUPLENTE: 
SECRETARIO: 


SALA OCTAVA DE LA CORTE DE APELACIONES: 


MAGISTRADO: 


PRESIDENTE: 


MAGISTRADO: 


MAGISTRADO 
SUPLENTE: 
MAGISTRADO 
SUPLENTE: 
SECRETARIO: 


PRESIDENTE: 


MAGISTRADO: 
MAGISTRADO: 


MAGISTRADO 
SUPLENTE: 
MAGISTRADO 
SUPLENTE: 
SECRETARIO: 
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Con sede en la Ciudad de 


Quezaltenango 
Lic. Francisco Fonseca Penedo emccaconcomncnecconocesneneancns Quezaltenango. 
Tae. Roberto Klee: PlelsShmad cmo omioomricconssinmiemececins Quezaltenango. 
Lac Roberto Rivera Banilas .ocmicaaesruencanernsratnads Quezaltenango. 
Lic. Joaquín Sáenz, 
Lic. Ramón Alvarez Pérez, 
Lic. José María Barrios Martínez oooocrccnccacacionnanananacas: Quezaltenango. 


Con sede en la Ciudad de 
Quezaltenango 


Me ValcatintGramajo. Castilla east Quezaltenango. 
Lic. José María Moscoso Duarte cecenencoananionanioneninnano- Quezaltenango. 
Lic. Jesús Caravantes Pozuelos oooocecononononnncannnanasoos Quezaltenango. 


Lic. Isaí Cabrera Alvarado. 


Lic, Alfredo Guzmán Pineda. 
Lic, Manuel Velarde SantizO oecoeconecononenanenaconenonenaninonoss Quezaltenango. 


TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 


ADMINISTRATIVO 
Me Blayvio Guillen (CastanOn. snmcicmnias antormanainsacnaeis 4a. Calle “A” 3-62, zona 3, 
E A A 9a. Avenida 12-34, zona 1. 
Lie, Juan Fernández CÓNdOVAa oocorcccneannrmennameninmeess 9a. Avenida 16-20, zona 1, 


Lic. Roberto Martínez Sobral. 
Lic. Roberto Serrano Alarcón. 


Lic, Mario” Herrera” Cordon» tl cezicandaarirmasacionaass 31 Avenida “A” 1-49, zona 7. 
Jardines de Utatlán, 


PATRONATO DE CARCELES Y LIBERADOS 


DIRECTOR:, Lic, Evaristo Garcia Merlos: reaasmonminosersencinicinemeeo». 16 Avenida 12-17, zona 1. 


NS a AE + O 
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JUECES DE PRIMERA INSTANCIA 
, (Departamento de Guatemala) 


RAMO CIVIL: 


PRIMERO: Lic. Roberto Martínez Recinos 
SEGUNDO: Lic, Carlos Corzantes Molina 
TERCERO: Lic, Rogelio Hernández Melgar 
CUARTO: — Lic, Carlos Humberto Grajeda Sierra 
QUINTO: Lic. Luis René Sandoval Martínez 
SEXTO: Lic. Gustavo Alfonso de León Cabrera 


RAMO PENAL: 


PRIMERO: Lic. Carlos Guzmán Estrada 
SEGUNDO: Lic, Gustavo Adolfo López Sandoval 
TERCERO: Lic. Simón Ricardo Oliva Paniagua 
CUARTO: Lic. Ana María Vargas 

QUINTO: Lic, José Víctor Taracena Alba 
SEXTO: Lic. José Luis González Castillo 


JUECES DE PRIMERA INSTANCIA 
DEPARTAMENTALES 


Alta Verapaz Lic. Tomás Franco Chegúén 
Baja Verapaz Lic. José Bernhard Rubio 
Chimaltenango Lic. Carlos Aníbal Argueta Méndez 
Chiquimula Lic. Hugo Pellecer Robles 

El Progreso Lic. Efraín Peñalva 

Primero de Escuintla Lic. Vicente Cano Ponce 
Segundo de Escuintla Lic. Jorge Luis Godínez González 
Huehuetenango Lic. Alberto Arévalo Andrade 
Izabal Lic. Julio García Castillo 

Jalapa Lic. Luis Alberto Pimentel García 
Primero de Jutiapa Lic, Alfredo Valle Calvo 
Segundo de Jutiapa Lic, Ricardo Vides Menéndez 
Petén Lic, Hiram Ordóñez Juárez 
Primero de Quezaltenango Lic. Oscar Najarro Ponce 
Segundo de Quezaltenango Lic. Rodolfo González Roche 
Quiché Lic. Carlos Octavio de León 
Retalhuleu Lic. César Homero Méndez 
Sacatepéquez Lic, Ricardo Alvarez González 
Primero de San Marcos Lic. Isaí Cabrera Gutiérrez 
Segundo de San Marcos Lic. Mario Raúl Delgadillo 

Santa Rosa Lic. Carlos Augusto Carbonell 
Sololá Lic, Julio Contreras Rodríguez 
Suchitepéquez Lic. Carlos Enrique Ovando B.- 
Totonicapán Lic. Mariano González Pereira 


Zacapa Lic. Luis Amadeo Izaguirre 
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JUECES DE PAZ: DE LA CIUDAD CAPITAL 


RAMO CIVIL: 


PRIMERO: —Br. 
SEGUNDO: Br 
TERCERO: Br 
CUARTO: Br. 
QUINTO: Br. 


Héctor Gabriel Mayora Dawe 
Carlos Enrique Rivera Ortiz 

Rubén de Jesús Morales Sagastume 
Roberto Anquisi Cáceres 

Arturo Martínez Gálvez 


RAMO PENAL: 


PRIMERO: —Br. 
SEGUNDO: Br. 
TERCERO; Br 
CUARTO: Br 
QUINTO: Br 
SEXTO: Br 
SEPTIMO: Br 
OCTAVO: Br 
NOVENO: Br 


Miguel Angel Sandoval Mijangos 
José Alberto Sandoval Cojulún 


. Mario R. Aguilar Arroyo 

. Ricardo Alfonso Umaña Aragón 
. J, Efraín Calderón López 

. Julio Abelino Marroquín Escobar 
. Urbano Gramajo Castilla 

. Víctor Hugo Barrios Cancinos 

. Carlos Bgberto Casasola 


TRIBUNALES DE TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 


PRESIDENTE: 
MAGISTRADO: 
MAGISTRADO: 
MAGISTRADO 
SUPLENTE: 
MAGISTRADO 
SUPLENTE: 
SECRETARIO: 


PRESIDENTE: 
MAGISTRADO: 
MAGISTRADO: 
MAGISTRADO 
SUPLENTE: 
MAGISTRADO 
SUPLENTE: 
SECRETARIO: 


Sala Primera de Apelaciones de Trabajo: 


e Gallermo” COPZO! ermano 20 Calle 11-54, zona 11, 

Tier Altonso Marroquín. Orellana .cmmoicaimmaiainis 18 Avenida “A” 20-33, zona 10. 
MerBelne della Pena EÍOreS somainareciosmenocas aaominradajun 12 Calle 11-52, zona 1. 

Lic. Oscar Quevedo. 

Lic, Julio Rivera Sierra. 

1er Mietar Valerio” (GUEDTer O: taciones 15 Avenida 40-18, zona 8, 


Sala Segunda de Apelaciones de Trabajo: 


Lic. José García Bauer A 
Lic. Humberto Velásquez Aguirre oecccocaccancanononeacanao»» 12 Avenida 3-37, zona 2, 
Lic. Arnulfo Maldonado Echeverría coccoaccononaananananannas» 4a. Calle 0-50, zona 1. 
Lic. Carlos Yaquián Otero. 

Lic. José Joaquín Garoz. 

Lic, Lester Lemus SOlOLZANDO: torismnermonotaccndosi ano cnanenziionaso 16 Calle 5-52, zona 11. 
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JUZGADOS DE TRABAJO: 


ZONA NUMERO UNO: 


JURISDICCION: —Guatemala, 
Chimaltenango, 
Santa Rosa, 
El Progreso, 
Sacatepéquez, 


RESIDENCIA: Ciudad Capital. 


JUECES DE TRABAJO DE LA CIUDAD CAPITAL: 


PRIMERO: 
SEGUNDO: 
TERCERO: 
CUARTO: 


Lic, Carlos de León Cabrera 
Lic. Servio Tulio Aquino Barillas 
Lic. Héctor Paredes Luna 

Lic. René Barillas Calzia 


ZONA NUMERO DOS: 
JURISDICCION: — Escuintla, 


RESIDENCIA: Escuintla, Escuintla, 
JUEZ: Lic. Mario Castillo Parada. 


ZONA NUMERO TRES: 
JURISDICCION: Suchitepéquez y Retalhuleu. 


RESIDENCIA: Mazatenango, Suchitepéquez. 
JUEZ: Lic. Víctor Manuel Orellana. 


ZONA NUMERO CUATRO: 


JURISDICCION:  —Quezaltenango, 
San Marcos, 


Totonicapán. 
RESIDENCIA: Quezaltenango, Quezaltenango. 
JUEZ: Lic. José Barillas Calzia. 


ZONA NUMERO CINCO: 


JURISDICCION: Alta Verapaz. 
Baja Verapaz. 


RESIDENCIA: Cobán, Alta Verapaz, 


JUEZ: El de Primera Instancia de Alta Verapaz. 
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ZONA NUMERO SEIS: 


JURISDICCION: Izabal, 


Zacapa, 

Chiquimula. 
RESIDENCIA: Puerto Barrios, Izabal. 
JUEZ: Lic, Roberto Aspuro. 


ZONA NUMERO SIETE: 


JURISDICCION: — Jutiapa, 


Jalapa. 
RESIDENCIA: Jalapa, Jalapa. 
JUEZ: El de Primera Instancia de Jalapa. 


ZONA NUMERO OCHO: 


JURISDICCION: Quiché, 


Huehuetenango, 

Sololá. 
RESIDENCIA: Santa Cruz del Quiché, Quiché, 
JUEZ: El de Primera Instancia de El Quiché. 


ZONA NUMERO NUEVE: 


JURISDICCION: Petén. 
RESIDENCIA: Ciudad Flores, Petén. 


JUEZ: El de Primera Instancia del Petén. 


OTROS TRIBUNALES: 


TUAC ADORNAN do paras cana Juez: Lic. Hugo González 
Caravantes 
14 Calle “B”” 14-00, zona 10. 
¡AUDITORIA DENGUE nacen Econo randiooraaentadnda menes Auditor: Lic, Edmundo 


Sagastume Franco 
12 Calle “A” 0-53, zona 1. 


JUZGADOS DE TRANSITO: 


AUR ADO "PRIMERO: onmecnnoccinnos diana meridia eones cas Juez: 
Sr. Jorge Ferguson Acevedo. 
8a. Avenida 3-28, zona 1. 
JUZGADO: SEGUNDO eemcocoosacrnccniaanatanennzane rien onion tana ona ana cinncendnensnencl terio Juez: Sr. Juan C. Alvarado. 
12 Avenida 13-49, zona 1. 
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SERVICIO MEDICO FORENS 


E 


(Departamento de Guatemala) 


Jefe Médico Forense, encargado del Servicio ccamcocnenarnarnanannannonennanaaneo Dr. 
Jefe encargado de casos hospitalizados oocencencnannnnonnnnnannnnincnnarommaseneeneccoss Dr. 
MISTICO ATA A Dr. 


Médico. ¡AUXIÍLAT > «cional e tea BC Dr. 


DEPARTAMENTALES: 


Médico Forense de Quezalten mao a Dr. 
Médico. Forense de Escutia Dr. 
Médico Forense de Chimaltenango rrrrmcccmnncnnannannncnnarnennennrnernennonnnte nee Dr. 
Médico Forense de Tala e palco Dr. 
Medico. Forense de san Marco ¡Bio 
Médico Forense de Suchitepéquez oomecomcconnamanoonnoonoannnrnannonnnomaacenos OA Dr. 
Médico Forense de Zara o Dr. 
Viédico. Forense de Santa Rosa Dr. 


Médico Forense de Dr. 


Arturo Carrillo 
Alfredo Gil Gálvez 
Mariano Cahueque 
Abel Girón Ortiz 


Carlos Cifuentes Díaz 
Manuel L. Montenegro (a. i.) 
Emilio Mendizábal Ferrigno 
Antonio Carías R. 

Moisés Villagrán Mazariegos 
Arturo García y García 
Armando Andrino (a. i.) 
Ricardo A. Palomo R. 
Rodolfo Méndez Larrazábal. 


TRIBUNAL DE CONFLICTOS DE JURISDICCIÓN 


POR EL ORGANISMO JUDICIAL: 

MAGISTRADO: Lic, Flavio Guillén Castañón. 
MAGISTRADO 

SUPLENTE: Lic. Pedro Aycinena Salazar, 

POR EL ORGANISMO EJECUTIVO: 

MAGISTRADO: Lic. Joaquín Flores Barrios. 

POR EL CONGRESO DE LA REPUBLICA: 
MAGISTRADO: Lic. Ricardo Marroquín Mazariegos. 
MAGISTRADO 


SUPLENTE: Lic. Luis Barrutia Castro. 


JURISDICCION DE LOS TRIBUNALES 


SALA DE APELACIONES 


Sala Primera: (Guatemala) 


Juzgado lo. de la. Instancia de lo Civil, Guatemala, 
Juzgado 30. de la. Instancia de lo Civil, Guatemala. 
Juzgado 50. de la. Instancia de lo Civil. Guatemala. 


HXAAEDAD NA 


de 
: 


En 
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Y los asuntos civiles de los Juzgados de la. Instancia de: 


Sacatepéquez, 
Chimaltenango, 
Baja Verapaz. 


Sala Segunda: (Guatemala) 


Juzgado 20, de la. Instancia de lo Civil, Guatemala. 
Juzzado 4o. de la. Instancia de lo Civil, Guatemala. 
Juzgcdo Co. de la, Instancia de lo Civil, Guatemala. 


Y los asuntos civiles de los Juzgados de la. Instancia de: 


Juzgado lo. de Escuintla, 
Juzgado 20. de Escuintla, 
Petén, 

Alta Verapaz. 


Sala Tercera: (Guatemala) 


Juzsado lo. de la. Instancia de lo Criminal, Guatemala, 
Juzgado 20. de la. Instancia de lo Criminal, Guatemala. 
Juzzacdo 50. de la, Instancia de lo Criminal, Guatemala, 
Y los asuntos penales de los Juzgados de la. Instancia de: 


Sacatepéquez, 

Chimaltenango, 

Baja Verapaz, 

Tribunales Militares de las Zonas Primera y Cuarta. 


Sala Cuarta: (Guatemala) 


Juzgado 3o. de la, Instancia de lo Criminal, Guatemala. 
Juzgado 4o. de la. Instancia de lo Criminal, Guatemala. 
Juzgado 60. de la. Instancia de lo Criminal, Guatemala, 


Y los asuntos penales de los Juzgados de la, Instancia de: 
Juzgado lo. de Escuintla, 
Juzgado 20. de Escuintla, 
Petén 
Alta Verapaz, 
Tribunal Militar de la Zona Central. 


; Sala Quinta: (Jalapa) 


Conocerá de los asuntos civiles y penales de: 
Juzgado lo. de la, Instancia de Jutiapa. 
Juzgado 2o. de la. Instancia de Jutiapa. 


Y de los Juzgados de la. Instancia de: 
Jalapa, 


Santa Rosa, 


Tribunal Militar de la Zona Tercera. 
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Sala Sexta: (Zacapa) 


Conocerá de los asuntos civiles y penales de los Juzgados de: 


Zacapa, 

Chiquimula, 

Izabal, 

El Progreso, 

Tribunal Militar de la Zona Segunda. 


Sala Séptima: (Quezaltenango) 
Conocerá de los asuntos civiles y penales de: 


Juzgado lo. de la. Instancia de Quezaltenango. 
Juzgado 20. de la. Instancia de San Marcos. 


Y de los Juzgados de la. Instancia de: 
Suchitepéquez, 
Huehuetenango, 
eN Totonicapán, 
Tribunal Militar de la Zona Quinta. 


Sala Octava: (Quezaltenango) 
Conocerá de los asuntos civiles y penales de: 


Juzgado 20. de la. Instancia de Quezaltenango. 
Juzgado lo. de la. Instancia de San Marcos. 


Y de los Juzgados de la. Instancia de: 
Quiché, 

Sololá, 

Retalhuleu, 

Tribunal Militar de la Zona Sexta. 


- JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA 


Ramo Civil: (Guatemala) 


Juzgado 1lo.: Juzgado lo. de Paz de lo Civil, — 
Y los asuntos civiles del Juzgado de Paz de: 
San Pedro Ayampuc. 


Juzgado 20.: Juzgado 20. de Paz de lo Civil. 
Y los asuntos civiles del Juzgado de Paz de: —_ 
Chuarrancho, 


Juzgado 3o0.: Juzgado 30. de Paz de lo Civil. 
Y los asuntos civiles del Juzgado de Paz de: 
Santa Catarina Pinula. 


E 


Juzgado 4o.: 


Juzgado 5o.: 


Juzgado 60.: 


e Juzgado lo.: 


Juzgado 20.: 


Juzgado 3o.: 


ñ Juzgado 4o.: 


Juzgado 50.: 


Juzgado 60.: 
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Juzgado 4o. de Paz de lo Civil. 
Y los asuntos civiles del Juzgado de Paz de: 
San José del Golfo. 


Juzgado 50. de Paz de lo Civil. 
Y los asuntos civiles del Juzgado de Paz de: 
Chinautla. 


Los asuntos civiles de los Juzgados de Paz de: 
San Juan Sacatepéquez, 
San Raymundo, 

San Pedro Sacatepéquez, 
San Miguel Petapa, 
Palencia, 

San José Pinula, 

Mixco, 

Villa Nueva, 

Villa Canales, 
Amatitlán, 

Fraijanes. 


Ramo Penal: (Guatemala) 


Juzgado 50. de Paz de lo Criminal, 

Juzgado 70. de Paz de lo Criminal. 

Y los asuntos penales de los Juzados de Paz de: 
San Raymundo, 

San Miguel Petapa, 

San José del Golfo. 


Juzgado lo. de Paz de lo Criminal. 

Y los asuntos penales de los Juzgados de Paz de: 
Chinautla, 

Mixco, 

Villa Nueva, 

San José Pinula. 


Juzgado 20. de Paz de lo Criminal. 

Tribunal para Menores. 

Y los asuntos penales de los Juzgados de Paz de: 
Villa Canales, 

San Juan Sacatepéquez, 

Palencia. 


Juzgado 40. de Paz de lo Criminal. 

Y los asuntos penales de los Juzgados de Paz de: 
Amatitlán, 

Fraijanes, 

San Pedro Ayampuc, 

Santa Catarina Pinula. 


Juzgado 3o. de Paz de lo Criminal. 

Juzgado 60. de Paz de lo Criminal, 

Y los asuntos penales de los Juzgados de Paz de: 
San Pedro Sacatepéquez, 

Chuarrancho, 


Juzgado 80. de Paz de lo Criminal, 


Juzgado lo. de Tránsito, 
Juzgado 20. de Tránsito. 
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QUEZALTENANGO 


Juzgado lo. de la. Instancia 


Juzgado lo. de Paz. 

Y los asuntos civiles y penales 
de los Juzgados de Paz de: 
Coatepeque, 

Génova, 

San Juan Ostuncalco, 
Olintepeque, 

San Carlos Sija, 

El Palmar, 

Cojolá, 

Cabricán, 

Huitán, 

San Francisco La Unión, : » 
Palestina, 

San Miguel Sigúilá. 


QUEZALTENANGO 


Juzgado 2o. de la. Instancia: 


Juzgados 20. y 3o. de Paz. 
Y los asuntos civiles y penales 
de los Juzgados de Paz de: 
Colomba, 

Flores, Costa Cuca, 

San Martín Sacatepéauez, 
Salcajá, 

Almolonga, 

Cantel, 

San Mateo, 

Sibilia, 

Zunil, 

Concepción Chiquirichuapa, 
La Victoria. 


SAN MARCOS  - 


Juzgado lo. de la. Instancia: 


Juzgado de Paz de la Cabecera. 
Y los asuntos civiles y penales 
de los Juzgados de Paz de: 
Malacatán, 

Nuevo Progreso, 

Tejutla, 

San Miguel Ixtahuatán, 

Tacaná, 
Catarina, 
Ocós. 
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El Quetzal, 

Pajapita, 

San Cristóbal Cucho, 
Esquipulas, Palo Gordo, 
Tajumulco, 

Nuevo Progreso. 


SAN MARCOS 
Juzgado 2o: de la. Instancia: 


Los asuntos civiles y penales 
de los Juzgados de Paz de: 
Tecún Umán, 

San Pedro Sacatepéquez, 
Comitancillo, 

Concepción Tutuapa, 

Sibinal, 

San José El Rodeo, 
Ixchiguán, 

San Pablo, 

La Reforma, 

San José Ojetenán, 
Sipacapa, 

San Antonio Sacatepéquez, 
San Rafael Pie de la Cuesta, 
Río Blanco, 

San Lorenzo, 

El Tumbador. 


JUTIAPA 
Juzgado lo. de la. Instancia: 


Los asuntos civiles y penales de: 
Jutiapa (Cabecera), 

Moyuta, 

Jalpatagua, 

Pasaco, 

Atescatempa, 

Jérez, 

El Adelanto, 

Yupiltepeque, 

Conguaco, 


JUTIAPA 
* Juzgado 2o: de la. Instancia: 


Los asuntos civiles y penales de: 
Asunción Mita, 

Progreso, 

San José Acatempa, 

Santa Catarina Mita, — 
Quezada, 

Agua Blanca, 

Zapotitlán, 

Comapa. 
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Juzgado lo. de la. Instancia: 


Juzgado de Paz de la cabecera, 


Y los asuntos civiles y penales 
de los Juzgados de Paz de: 


La Gomera, 

Santa Lucía Cotzumalguapa, 
Masagua, 

San Vicente Pacaya, 

Palín. 


ESCUINTLA: 
Juzgado 2o. de la. Instancia: 


Tiquisate, 

Puerto de San José, 
La Democracia, 
Puerto Iztapa, 
Siquinalá, 
Guanagazapa. 


TRIBUNALES DE TRABAJO 


Sala Primera de Apelaciones de Trabajo: 


Zona número uno: 

Juzgados 3o. y 40. de Trabajo. 
Zona número dos, 

Zona número cuatro, 

Zona número cinco, 

Zona número nueve. 


Sala Segunda de Apelaciones de Trabajo: 


Zona número uno: 
Juzgados lo. y 20, de Trabajo. 


Zona número tres, 
Zona número seis, 

Zona número siete, 
Zona número ocho. 
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DIRECTORIO JUDICIAL 


PRESIDENCIA DEL ORGANISMO JUDICIAL ......... 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, 


AENA O e A A A e 
MOCaRSCadO eos oada ete data e aaa asa e 
Maca FOrccco e taa a dianas leia as ora aaa a 
MAA A 
Secretaría 


Tribunales y Dependencias que 
tienen su sede en el Palacio de DEPENDENCIAS DE LA PRESIDENCIA 
Justicia, situado en la Ya. Aveni- DEL ORGANISMO JUDICIAL: 
da y 14 Calle de la zona 1. 


Tribunal de Conflictos de Jurisdicción ............ 
Archivo General de Protocolos. 

Archivo General de Tribunales. 

Departamento de Estadística Judicial. 

Biblioteca del Organismo Judicial. 

Tesorería de Fondos de Justicia .................. 


Sala Primera de la Corte de Apelaciones .............. 
Sala Segunda de la Corte de Apelaciones ............. 
Patronato de Cárceles y Liberados .............oo..... 


Sala Tercera de la Corte de Apelaciones, 
14 Calle 1-52, zona 1. Teléfono 28534, 


Tribunales con sede en el Edi. 
ficio América, situado en la 8a. Sala Cuarta de la Corte de Apelaciones. 


Calle 9-55, 
27775 al 27779 


zona 1. Teléfonos 


................. 


del 
e Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA 


Ramo Civil: 


Primero: 
Segundo: 
Tercero: 
Cuarto: 


Quinto: 


Sexto: 


Edificio América ,8a, Cálle 9-55, Zona l. ..............- Teléfonos 27775/9 
Edificio América, 8a. Calle 9-55, Zona 1 ............... Teléfonos 27775/9 
Edificio América, 8a, Calle 9-55, Zona 1 .............-- Teléfonos 27775/9 
Edificio América, 8a. Calle 9-55, Zona 1, ............... Teléfonos 27775/9 
Edificio América, 8a. Calle 9-55, Zona 1. 17 A Teléfonos 27775/9 


Edificio América, 8a 


; Calle:9-55, Zona 1. ....coooo.oo.=... Teléfonos 27775/9 


Tel. 28415 


Tel. 27603 
Tel. 28421 
Tel. 23111 
Tel. 28206 
Tel. 28416 


Tel. 28416 


Tel. 24415 


Tel. 28417 
Tel. 28418 
Tel. 20334 
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Ramo Penal: 
PAN A Teléfono 22516 
Segundo: 6a. Avenida 2-62, zONa 1 coceeocnaoncancnnannanononnnonanenenanaanenaneanrannanenanacas Teléfono 27515 
Tercero: 6a. Avenida 2-62..Z0D02 1 Teléfono 27516 
Cuarto: 14 Calle 8-51, zODma Lion a Teléfono 22516 
Quinto: 14 ae A O A Teléfono 27512 
Sexto: a a A Teléfono 22841 
JUZGADOS DE PAZ: 
Ramo Civil: 
Primero; 12. II O O Teléfono 21946 
Segundo: Edificio América, 8a, Calle 9-55, zoma 1 oomecmncacannnninananianoss Teléfonos 27775/9 
Tercero: Pa, Ayenida IA Teléfono 23435 
Cuarto: 9a. Avenida 11-35) zona a Teléfono 23436 
Quinto: 12 Calle 10-45,..200a Mi Teléfono 27513 
Ramo Penal: 
Primeros da Ar A O Teléfono 23434 
Segundo: 14 Cale Br Teléfono 27006 
Tercero; ” Ya: Avenida A Teléfono 25147 
Cuarto: A CA Teléfono 23837 
Quinto: A o Teléfono 22841 
Sexto: 14 Calle 9-23, zona 1 Teléfono 27511 
Séptimo: 14 Calle, 8-51, zona 1 Teléfono 27514 
Octavo: 14 Calle 8-41, zona 1 Teléfono 27006 


Noveno: 2a. Avenida No. 30, Lote 29, Fracción, 2, zona 7. 
Colonia Florida. 


TRIBUNALES DE TRABAJO 


Sala Primera de Apelaciones de Trabajo: 


Edificio América, 8a, Calle 9-55, zOMma 1 oomremeneencanennanno meneame 


Sala Segunda de Apelaciones: 


Edificio América, 8a, Calle 9-55, zOMa 1 rommmricnnnennennennnnnnennorneemeerzneos 


Juzgado lo. de Trabajo: 


Edificio América, 8a, Calle 9-55, zOMa 1 oomrmennococnanenaneennannannenesenrnesaesso 


Juzgado 20. de Trabajo: 


Edificio América, 8a, Calle 9-55, zOMa 1 oommmnenenanennnnennenmenneneneomeseereeros 


Juzgado 3o. de Trabajo: 


Edificio América, 8a, Calle 9-55, zOMa 1 oerorerencnanannonenncnonencncnanenaenonos 
Juzgado 4o. de Trabajo: 14 Calle 1-52, zona 1 cocrmacacnnanennenreonasmanrees=s 


Teléfonos 27775/9 


Teléfonos 27775/9 


Teléfonos 27775/9 


Teléfonos 27775/9 


Teléfonos 27775/9 
Teléfono 28534 
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JUZGADOS DE TRANSITO 


A A Teléfono 23837 
E Teléfono 25147 


OTROS TRIBUNALES 


Juzgado de Sanidad: 15 Calle, 9a. y 10a, Avenidas, zona 1 ooccocooaoooooo Teléfono 21801 
Auditoría de Guerra: 5a, Avenida 6-68, zOMa 1 ceeocinanananniananinnananennanacans Teléfono 22442 
Servicio Médico Forense, Hospital General oerocaoncnnacanononnnnnocnonencaanecenenas Teléfono 23742 


Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 8a. Calle 9-55, zona 1 Teléfonos 27775/9 


Este número de la “Gaceta . 
de los Tribunales)” se terminó “ 
de imprimir en los talleres 
de la Imprenta “EROS”, el 
dia 30 de agosto de 1963.. 


